Acreedor hipotecaria en sef/undo termino. — VA conocimiento 
que el que acepta una sígnela hipoteca cu secunda de su cré- 
ilito, tiene de l:i con >t huida en primer termino a favor del 
lia uro Hipotecario Nacional, couqTorla la aceptación de las 
condiciono i que se hallaki sujeto el propietario hi¡ muran- 
te de acuerdo con la ley orgánica del iíaneo, las cuales que- 
dan i no ir pinadas a la eon>i i ilición de la nueva garantía, y 
no puede, en consecuencia, el segundo acreedor hipotecario, 
invocar en su favor el heiu'íicio de clausulas constitucionales 
para sostener la invalide/ de aqncllu que aceptó implieila- 
mente como su propia ley. Página .158. 

ñ 

Barreras, instalación de. — Véase "Ferrocarriles.'" 
Hitln. • — Cotí las reservas que emanan de la Constitución y de 
las leves dictadas Con arreglo a etla solire el Patronato Na- 
cional, delie concederse el pase a ta titila jtoniificia que. si 
bien facultad a un obispo titular de una iylesia extranjera 
(obispus in partihusi para que pueda auxiliar at obispo de 
La Plata, celeljrando los pontificales y ejerciendo los ofi- 
cios pastorales en esta diócesis, como auxiliar de dicho dio- 
cesano, previene que no pudra ejercer estos actos sin el 
consentimiento del mismo, cuyas atribuciones son ejercidas 
con sujeción al Patronato y en virtud del juramento pres- 
tado respecto a su observancia. Página 2oS. 
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ja de . ¡horro Posta/. — Ll ^posición del art. 3" de la ley 
9527, modificada p#P la U-y 11.137 no implica ni manera 
alguna que le esté vedarlo al Consejo de Administración de 
la Caja ríe Ahorro Postal et ejercicio de los medios condu- 
centes a la adquisición de un inmueble, tales contó el con- 
curso de planos o anteproyectos divinados a la construcción 
de la casa central necesaria jKini el íuncionainientn de la 
institución aludida. Página 424. 
Cámara Pederal de la Capital. — La C ámara Federal de Ape- 
lación de la Capital puede en ejercicio de indiscuti lites facul- 
tades propias como la de "para mejor proveer", ordenar to- 
das las averiguaciones que estime pertinentes para resolver 
un caso sobre jubilación, buscando, no una interpretación 
derivada del concepto más favorable al hene ficiarid, sino 
para mejor investigar la verdaé. Página 335, 
C ttíditífauta. — La exigencia ¡a lina na del respeto a la patria 
adoptiva i>or parle de quienes quieran acogerse a la nacio- 
nalidad argentina, es de ta esencia ríe la ley de naturalización 
y debe considerarse como un requisito ineludible, virtual- 
menle incorporado a su espíritu cordial _v generoso. Pág, 280 
Competencia. — Véase "Jurisdicción." 

Contienda entre jueces. - Planteada entre un Juez en lo Civil 
y Comercial de La Plata y otro del crimen de esta Capital 
una situación contradictoria que no puede tener solución 
dentro de las Organizaciones Judiciales de que forman jiar- 
te dichos funcionarios, es procedente la Ínter vene muí de la 
Corle Suprema, de acuerdo con los móviles y alcances atri- 
buidos al art. <> de la ley 44)55. (Se trataba de la devol ucióu 
de un expediente;. Página 55. 

Contratos; ,«« forma, — El artículo 1193 del Código Civil im- 
pone la forma escrita para los contratos que tengan por ob- 
jeto una suma de más de doscientos ih-sos. Pág. 76. 

Crédito hipotecario c» segunda término. — Véase "Acreedor 
hipotecario." 
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Daños y perjuicios. — Sin la prueba del arrendamiento no es 
eficaz el reclamo ríe indemnización por daños en el bien 
arrendado o sobre cosas que en él y i*»r ra*ón del arrenda- 
miento se encontraba. Kl Kstado no responde por actos de 
sus ajenies obrando en el carácter de "Poder Público." Pá- 
gina 15K. 

Defensa en juicio, — ■ La garantía constitucional de la inviolahi- 
lidad de la defensa y de que nadie puede ser condenado sin 
audiencia previa, no puede decirse violada en un caso en que 
él recurrente expuso ín extenso las razones <jue en sn sentir 
in validaban el auto recurrido, fagina 35K 

Defensa propia. — Ks legitima la defensa propia cuando el he- 
cho se produce entre enemigos o frente a un desconocido, 
en sitio deshabitado o sin personas o auxilios inmediatos: 
j*ero esa legitimidad queda enervada cuando, como en el 
caso de autos, el acontecimiento se produce entre compa- 
ñeros, cuya enemistad anterior nadie conocía eu sitio públi- 
co, y rodeados de personas que al primer llamado hubieran 
acudido para desplazar cualquier |>cl¡gro y molestia jwra el 
victimario. Página 2)2. 

¡h f rumiación de h renta tic .\ titania. Si bien de acuerdo con 
el articulo 137 de tas O. O. de Aduana, todo lo relativo a 
la clasificación de las mercaderías a los efectos del jwgo de 
los derechos de Aduana es del resorte exclusivo de las Adua- 
nas fie la República, nada impide que la justicia federal, 
repletando aquel criterio eu cuanto a la obligación de pagar 
el impuesto, tome conocimiento y examine la causa para de- 
cidir si la pena apticada es legal l>or ajustarse a los términos 
de las ordenanzas. 

Aún cuando el error de una manifestación se haya 
cometido de buena fe, ello no constituye una eximente fie 
pena, si dicho error no es evidente ni ¡m|iosible de pasar 
desapercibido. Página 385. 
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cida por la Cune Suprema, tos delitos de injurias o calum- 
nias cometidos |mr medio de la prensa no carecen de correc- 
tivo, y por interpretación del art. 32 de la Constitución, se 
lia reconocido la competencia de la justicia ordinaria de la 
Capital y ta de la provincia en los «me fuesen cometidos p 
tilas. Página PJ5. 

Pcutaiida ¡iifiitttlwht. - No ludiéndose acredtiado la existencia 
de vinculo jurídico alguno entre el autor de los hechos en 
que se l»asa la demanda y la parte demandada, corres^ mdc 
el rechazo tic aquélla. Página 5R, 

¡HrentA» G.urnJ ¿#» Fermtitrritex; sn.t facultades. — Tratán- 
dole «le mererdenas cuyo transporte ha sido ya realizado v 
versan»; i las diferencias entre el ferrocarril y el dueño de 
aquéllas sohrc el importe del flrte que corresponde alionar 
al último, la Dirección íleucral de Ferrocarriles cartee de 
facultades jvira resolver el reclamo del dueño de las mer- 
caderías, fundada en el art. 48 de la lev 2873. ni puede, con- 
siguientemente, invwar sobre la l>ase de esa decisión lo dis- 
puesto por los incisos 1- y 10 del art. 71 de la misma para 
considerarlo en infracción al ferrocarril : por lu que, no 
habiéndose violado |xir éste el art. 4K de la expresada ley. 
único fundamento aducido por ía referida repartición para 
cohonestar su competencia y para derivar de él la aplica- 
ción de los arts. 92 y 94 de la misma correspmide la devo- 
lución de la multa. Página K9. 

E 

EsUnyaje: derechos de. — La Sociedad Puerto del Rosario no 
está autorizada jmr sn contrato con el Gobierno de la Na- 
ción para cobrar derecho de eslingaje a la carga. En conse- 
cuencia, procede la devoleión de lo pagado |X)r el Frigorífi- 
co Swift a la expresada sociedad, por tal concepto. 

Kl decreto del Poder Ejecutivo de 5 tic Mayo de 191 1 
al establecer que "el derecho de eslingaje lo abonaría toda 
mercadería descargada o cargada en el puerto del Rosario, 
básase p no uso de los peones e instalaciones de la empresa 
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y esté n no exonerada de derechos la mercadería por cual- 
quier concepto", en ana disjHisición funda, también, la tin- 
ga, ha ido más allá di- lo que le cstaltt pemiitído y en lugar 
ile reglamentar un derecho reconocido jMtr la ley de conce- 
sión del Puerto de ¡Misario, lo ha creado dándole el carác- 
ter de impuesto míe aquélla i ir • le acordaba en el aspecto 
ranea. (Artículos X5. ley 50 1. Página 33. 

Mmficté» tühttaria Caris. Zm y 2486, Cód. Civil). — La ex- 
ce|»cinn f ttlaii »ria opuesta en el alegato de bien prohado, fun- 
dada en los ari>. 2484 y 2486 del Código Civil, es extempo- 
ránea. I Artículo S5, ley 50 . Página 33. 

Hxpciiu HWs; su iTÍnic(0'ih¡on. - Corresponde se:iti reintegra- 
das al juez que la> remitió, las actuaciones j «asadas al solo 
e ficto de que se iniciaran p.r conocimiento de las mismas, 
diligencias conducentes al esclarecimiento de un delito que 
friim /oí it* aparecía cometido, per© tío a objeto de que se 
incor] Miraran con carácter acumulativo al proceso criminal y 
aún para i|ue. t< Tininado éste por sentencia definitiva, con- 
tinúen dichas actuaciones sustraídas a su verdadera radica - 

damcntal. I 'agina 55. 

f:xf>ortuttóto, díFccims */<■; su 'tfrrnitwiñn. — Los derecho* de ex- 
portación deben liquidarse om arreglo al aforo vigi-uu* en 
la fecha en que íué expedid" el respectivo linletu de etnbar- 
míe o permiso de deporto. Artículo 3 ,J> . ley 11.274, 

Siendo la ley 11.274 pistcrior a las ordenan/as de 
Aduana, cualquier disjiosicióii en contrario que contuvic- 
rau éstas habrían sido derogadas de hecho por aquélla v a 
mérito fie tal circunstancia. Página 14. 

fixtrtttltctrw. Llenados en lo substancial, los requisitos que 
prescriben los artículos 651 y 655 del Código de Pmccdi- 
ii lien tos en lo Criminal, y debiendo tenerse por auténtica ta 
afirmación de las autoridades tpie expidieron lus recaudos. 
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nop""<lr hacer lugar ;i ¿sta, a litólo de reciprocidad. Ar- 
ticulo <46, inciso 2-'. I Vi.triiiiL 40. 

Bxtrm^MU — 1.a ley y la uniforme jurisprudencia de la Corte 
Suprema son categóricas en !a exigencia para la extradi- 
ción internaeinuat a íalta de tratado, «le la condición de iin- 
ptmerse al reo. en rl caso de condena, la pena más benigna 
cuando tal fuere lo «pie cu la Argentina a ir res| «onde al de- 
lito tic la causa. ( Articulo <>o7 del Ctídigo de Procedimien- 
to* en inaiería criminal), Página $77. 

iixtnuiithht. l,a> únicas disposiciones de la legislación del 
m\m d* tlaüa. cuyo testimonio se exige en el conven iti ce- 
letn-adn con dielio reino si m las referente* a la calificación 
del delilu y a la pena aplicada, 

Xo procede la extradición de un siíl«liu> italiano con- 
denado en relieldia fes decir, de un procesado) pur los tri- 
1 muales tle m paja a la pena de -une años de reclusión, por 
el del i lo de luirlo agravado, estando prescripm la acción pe- 
nal para acusar se^tiu las leve- argentinas. |Kir el transcur- 
so de más de diez años desde la comisión del delito, y no re- 
citando que antes de vencido ese término litiMcse el reo co- 
inetitlo otm delito. A rl ¡culos 166, incisu l» ](,7, inciso 2?, 
í« y 6.1 del Código Penal y 22 de la ley 41 tf). Pág. 34.?. 

F 

f 1 error ttmfts. — La inlerpretación más razonable de la disposi- 
ción del articulo 5", inciso f* 1 de la ley X v 2873, es la de qui- 
tos ferrocarriles delieran ampliar |n s medios de protección. 
Cito rs, barreras o guarda-ganados, según los casos, con 
arreglo a las necesidades del tráfico local, ya ipie la insta- 
lación de terreras en lugares apartados y de escaso tráfico 
un tendría otro resultado que el tle encarecer la explotación 
ferroviaria con |**r juicio di recle» del pitlilico. fagina 201. 

/ ; Hi >t> feifcni!. — K| fuero federal no procede nitionc materiac 
cuando los actos administrativos fiel Gobierno Nacional que 
se mencionen en el caso, no sirven tle fundamento, imite- 
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diato y directo a ¡as acciones y vnrv] ciones entablarlas o alt- 




Garañtía Constitucional: art. 19. — Kl articulo 19 de la Cons- 
titución se limita a prescribir que ningún habitante de la 
Nación será obligado a hacer Jo que no manda la ley. ni 
| invado de lo que ella lio prolnlie, y es manifiesto que nula 
cuestión acerca de la existencia y alcance de esa ley debe 
ser resuelta por los tril uníales que conozcan legítimamente 
de la causa sin recurso ulterior jara ante la Corte Suprema, 
ínera de los casos extraordinarios previsto* en el art. 14 de 
la ley X» 48. Página 331. 

Garantías constiínrioiialcs, ~ Véase 'Igualdad ante la ley"; 
"Defensa en juicio"; "Propiedad, inviolabilidad de la" i 
"Jueves iieulrale-."' 

Guinche y estiinjajc; tteiteeitás de. — - De acuerdo con lo estable- 
cido en el decreto de] Poder Ejecutivo Nacional de 5 de Ma- 
yo de 191 1, dictado en uso de las facultades que le son 
propias, las mercaderías de removido deben abonar Iris de- 
rechos de guinche y eslingaje en el puerto del Rosario, inii- 
cauiente cuando se haga uso de los jwones e instalaciones de 
la empresa; en consecuencia, corresponde la devolución de 
lo pagado en ese cmieepto ptir la compañía actora. Pág. 207. 

H 

Homicidio. — Xo es justa la calificación de homicidio simple al 
cometido hallándose el reo en estado de emoción violenta 
producido por la provocación e injurias graves de la victi- 
ma: Código Penal vigente, art. 81, inciso l tf , stthiuciso a): 
[xir lo «pie corrcsjioudc, atento a la falta de antecedentes 
desfavorables de ésta y su condición de delincuente prima- 
rio, aplicarle ía pena de tres años de prisión. Página 292. 

1 

Iffttaldad ante la ley, — U-i verdadera igualdad establecida por 
el art. ir» de la Constitución consiste en aplicar la lev en los 
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casos ocurrentes, según las diferencias constitutivas de ellos 
y cualquier otra inteligencia « excepción fie este derecho 
es contraria a su propia naturaleza y al interés social. Pá- 
gina 67. 

Mati ante hi ley. — 1.a verdadera igualdad que consagra el 
articulo 16 de la Constitución, consiste en aplicar la lev en 
los casos concurrentes, según las diferencias constitutivas de 
ellos, y cualquier otra inteligencia o cxcqición de este de- 
recho es contraria a su propia naturaleza y al interés so- 

Iffimldarf ante la ley. — La igualdad preconizada pnr d art. Iti 
de la Constitución int|>ona en lu relativo a impuestos, esta- 
blecer f|ue eit condiciones análogas deberán imponer grava- 
menes idénticos a los contribuyentes, condición y circuns- 
tancia que. con toda evidencia se cumplen fen ej casu de 
^ autos. Página 238. 

Igualdad ante la ley. — Véase ,l Inconstitucional idad de lev. (lx\ 
] 1.252).'* 

Importaeuui; derrelietí de: stt repetición. — Los art indos 450, 
451. 452. 9SJ y 463 y 464 de las Ordenanzas de Aduana 
requieren como requisito fundamental para ser tratados ta- 
les barcos en relación a tales mercaderías como proceden- 
tes de ultramar, que conduzcan efectos sujetos a derechos 
de ini|Hjrtacióii a su entrada al país, y hallándose la arena y 
piedra lihres de derecho de introducción en virtud del art. 
4" de la ley II.2K1. de 29 de Noviembre de 1923. no es de 
aplicación el art, .10 del contrato de concesión del I Vierto 
del Rosario a las introducidas el año 1 ( >23 |*>r la Compañía 
Swift de I-a Plata jjjfft su muelle particular. Página 153. 
Impuestos aduaneros; arta. 426 y 427 O. Q.—ljos "errores" a 
que se refieren los arts. 420 de las Ordenanzas y 26 de la 
ley 11.281 "cometidos por la Aduana en las operaciones de 
importación", son aquellos (jue. según los términos del art, 
427 de las citadas Ordenanzas, "resultan evidentes en los 
documentos sin poder admitir pruelias extrañas a dichos 
' jiara justificarlos. 
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ttttútonanaptt tfr decreto dé ñsfe* ajeen tiro, j VA n- 
gíamentarío de lo> impuestos internos). — Xo estando ptm 
vista en la lev la limitación a) (iérechn de comerciar que im- 
porta el precepto del ari. 20 del titulo IV de la Ueglamen- 
t.ainn < ¡cuera! de los impuesti m internos, tila resulta coto* 
traia a principios substanciales de la Constitución <art>, 14. 
• m, I > 86, y» » _»■-■».-■ '¿gira * " '. 

ImovstitMionaliáad de impitesio. f La del establecido a ta tras- 
iiii-iiMi gratuita fíe bienes i>or ta ley de la l'rov. de I tuerto* Ai- 
res. Ar 5 de Enero de l''15f. — El impuesto sobre la tra>- 
niMÓn ejalitua ile bienes p»r herencia, dada SÚ naturaleza, 
m. ¡mccle también clasificarse dentro de alguno de los ex 

grai.de> propósitos nacionales. Artículos 10, II. 12. 17 y 108 
cíe ¡a Constitución. En consecuencia, la ley de impuesto a la 
tr;iMni>ión gratuita de bienes ha podido crearle cuino fuente 
de renta provincial de acuerdo con lo depuesto en la misma 
ley fomdamcmal. Artículos 104 y 105 de la Constitución Na- 




A leños puede afirmarse que tal impuesto se baile im- 
plícitamente prohibido por su incompatibilidad con determi- 
nados derechos y garantías consagrados en la Constitución 
en los arts. 14» 17. 20 y 2¡S. como no lo están otros impuestos 
en lauto no importen una confiscación 
Ctmstititeíoti Nacional» d graviten sobre los 
nos por ía X ación para poner en practica su* poderes, i Ar- 
tículos d7. inciso 10, Constitución Nacional). 

t-a ley de trasmisión gratuita de bienes de la Provin- 
cia tíe líuenos Aires, de 5 de Enero de 1915, no se halla en 
pugna tampoco con las disposiciones del índigo Civil sobre 
materia sucesoria, pues ni en la Constitución, ni en el Código 
Civil, ni en otras leyes nacionales existe precepto alguno del 
cual pueda derivarse el propósito legislativo de exonerar los 
bienes trasmitidos por herencia de los cargos o gravámenes 
que. en una forma u otra pueden imponerle los poderes pro- 
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la riqueza pública y ■«■ se hallen exceptuados por dfeposfcw%i 
explícitas ii implrcfl.is. ['agina 46. 
lm-o„stiiiuHitn¡r¡th,i <t, % f|,(. v llJNíu. h . y Qgjfc 

arta. 2-. K, y 2!. n.. m contraria al art. 16 de la r<.Tistim- 

bmntíUmtendlití(t& <#*■ /, y. < Uj? ll. 25 i. — En materia ¡mjtosi- 
liva el conec|»lo contenido en t | ar|. p, de la Cqnslí|!ielüli 
que consagra la igualdad ante la ley. se cumple cuando cu 
condiciones análogas se iuq Minen gravámenes ¡míales a los 
contribuyentes: y es Ímp>sible descomer que el tríbulo 
establecido por el ¡irt. 14 de la ley X" 1U52 j^raCte (le la 
mistna manera sobre todas las personas que se dedican al co- 
mercio de alhajas y diamantes. En consecuencia, ni Ja refe- 
nda disfmsición legal, ni mi decreto -reglamentario muí vio- 
laturios de la expresada garanda constitucional. 

l-i Corte Suprema no se encuentra habilitada para exa- 
minar el grado «le acierto n de error o de los motivos que 
haya tenido el poder legislativo ]nn arribar a fa saíttfóti de 
la aludida ley. ni los efectos que de su aplicación puedan de- 
rivarse para los comerciantes u i«mi la economía nacional. 
1 'agina III. 

mmsmmmmdaú hy. (Ley \ÍJ$&% — La ley S* Í1J80 
(arts. _'. U, y |) , m $¡ contraria ai art. U, de la O n W it li- 
ción. Página ]M\ 
t»CM,srtUhÍt>tttí!ñiti,l tic t.y. i l.rvis de 25 .le Febrero v .í de lulio 
de 1924. de la l'rov. de San Juan). — Ninguna de las* res- 
tricciones que la Constitución consigna al poder impositivo 
de las provincias se refiere directamente a la euaulia de los 
impuestos o su redición sobre los mismos inmuesio*. 

Cada provincia recobra su plena capacidad inqH.siri- 
va a partir del momento en que las mercadería.-,, géneros o 
prot lucios introducidos a su territorio, llegan a confundirse 
y mezclarse con la masa general de bienes de la provincia. 
\*u siendo la prima que otorga en su art. J* la ley de 
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la Provincia dfe Salí Juan, dé 3 de Julio de 1924. a toda la 
cerveza que sé produce en la provincia, sino exclusivamente 
a la que se destina al consumo, exterior, en el orden interno 
la igualdad 'It'1 impuesto un lia sido alterada: en consecuen- 
cia. Ia> leves de 25 de Febrero y .í de Julio ¿fe I°24. aislan 
dainetite o combinadas, tm crean situaciones ilc desigualdad 
ilegal, para los f al incautes ele cerveza domiciliados ¡ñera 
de la provincia, con respecto a ta rlahorada en San luán, y 
por lo t.-into. no son repugnante.-, a la Constitución Nacional. 

Uno de lo* medios lícitos de estimulo a mis indus- 
tria- qité las, provincia;, pueden usar con recursos propio*, 
autorizada- por el an. 17 ile la Constitución Nacional, es ta 
exoneración de gravámenes fiscales o el otorgamiento de 
primas, siempre que con ello no se cause agravio injusto 
;i derechos adquiridos, ni se viole el principio de igualdad 
impositiv;] o se creen mono[«iliits ilegítimos. Tapiña 177. 
ínmtMktm&ítúfúhui i/c ley. íl.ey de 24 de Julio de 1*»25 de la 
l'rov, de San Juan), — Ks contraria a tos aris. 67, inciso 1 1, 
H*S v ,1] de la Constitución Nacional la ley de la provincia de 
San Juan de 24 de Julio de 1925; en la parte (pie modificó 
al ari. NU9 del Código de I 'o jeedin lientos ríe la misma pro- 
vincia, estableciendo "un término i|tie no liaje de ISO días" 
entre el acto qué ordena el remate y la realización del mis- 
tno. Pagina 415. 

fnfwtM *H í'"fi\ — Con arreglo a] arl. 8" de ta ley 4055. en tos 
Casos t-n que la Corte Suprema conoce en grado de apela- 
ción, sólo corresponde a las partes presentar una memoria 
que se agregará a los autos, quedando la causa sin mas t ra- 
nún concttiüa para sentencia. Pagina 424. 

hwonin vcsalwtán tlf. -- No hay inconsecuencia ni violación de 
la lev en una resolución de no innovar. <pte ordena a las 
dos parles en litigio, mantenerse, reciprocamente, en la situa- 
ción que amkis tenían al iniciarse la causa. Página 321. 

Interdicto d<- tirit/uirir. — El requisito de ta tradición de la cosa 
donada, necesario para obtener el dominio de ta misma, nn 
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puede ser std manado por la vi.i del interdicto para adquirir" 
la posesión, dado i\m- para la jjhatc^lféiá de éste se midie- 
re . irnilMén. ijiic el den mudado no posea amiéJIa a titulo de 
cltit-fiii, t .\rt. m. hfciso 2\ Uy 5a Coilfeti m^Umi. an. 
5M i. Página 2<>. 
!¡tit rtfíétn iir despajó, — La* amuridades ilt» pmvíndíi ruruvn de 
derecho para akrir un camino píiNion. destruyendo alanilira- 
&ts tíe una p^opiedíld particular síii lialnr adquirido previa- 
mente el dominio. 

U> restricciones impuestas al (lomüuio privado sólo en 
interés púMíeo, >.iu n-idas por el derecho administrativo y 
no pueden entenderse ui ej irritarse eu detrimento de las »a- 
rautra> itttisryjfaíías !a Ci«I«iftiw«in respect.. de la pro- 
piedad privada, fagina 231. 
im$fdkÍO (A- rcvulmtr. — Llenados los extremos de los urts. 32S 
y 313 de la ley 50, procede hacer lut>ar al interdicto de reco- 
brar. I'á-iua 19], 

iMertfkto de r.rohntr. - |)p cmiñ.nmdad a lo clkjmesto en el 
n id so I - del ;irt. 32S de la ley 50, para la procedencia del re- 
tuediu \M¡kM del interdicto, un ^ i are-aria ta condición anual 
en ía posesión. 

Kn los Jtikios que >e tramitan por Ja vía Militaría de los 
interdictos, no procede discusión al- na sobre el derecho de 
dominio. 

La |>oscsión a que pueda dar <|ereclio un título válido no 
delie tomarse sino ¡nir las vías legales cuando mediare opriM- 
cióu por parte de] poseedor. I'á^iua 270. 
hitrtrsrs. — Siendo ej IÍ>latIo genera] una persona jurídica su- 
jeta en sus relaciones convencionales n preceptos de ía legis- 
lación civil cuando contrata en dicho carácter, le correspon- 
den las oí ilinaciones del deudor común especificadas en los 
arts. y $W del Código de la materia, y pof íu tanto, dehe 
ftflgpft Jos intereses de la suma adeudada, desde la fecha en 
que fué requerida e>arajudic ¡alíñente ]>ara e] pago, o sea, 
desde (pie incurrió en mora. Página 410. 
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Intt rcscs. — 1*1 Nación ett SU carácter de persona jurídica está 
obligada al pat;o <]r ¡n> intereses de la Minia adeudada, desde 
la fecha en que fué requerida extra judicialmente para el pa- 
fí«*. n sea. desde que incurrió ni mora. ( AríiáÜua 5lW y 508, 
Código Civil). I Vigilia 4I'J. 

J 

JubíUu-UH}. I 'ara ¡ju/;ir dr los heneíicio> de ¡a lev X" lO.fi.ill. es 
neccsartM qtte las dos condiciones di- edad y tiflón di- servi- 
cios i- vividas por los articulo., |,s y $2 de la misma, concu- 
rran a ia vez en e! móntenlo de dejar el servicio, Pagi 1 -7. 

JuJñhu ion. YA aft, 2" «¡c la fcy I0jf>50 se refiere,, exclusiva- 
mente, a los empleado- y obreros di- empresas que tienen 
a su carjjo h explotación di- puertos y depósitos y no aque- 
llos que como ni d caso C. II. VVulter y fia. Ltda. lian li- 
mitado sus actividades a la construcción de una sección t|d 
Puerto de la ta] nía i. Página _''o. 

Jiwfis rtútufvfeJt, (Garantía del art. IS de la Constitución). - • 
1.a yaramia di' la dáu-ula de] art. IS tic la C< institución, se- 
ti 1 1 la cual [iin-úu haliitanlf de la Nación puede ser sacado 
de los jueces t lesionados por la ley ames dd hecho de la 
causa, no autoriza a esta C urte Suprema mediante el re- 
curso extraordinario del art. 14 de la ley X" 4X. a rever la 
interpretación (le las levo locales hechas por los trihutialcs 
de provincia en Cuanto deslindan la competencia de siLs pro- 
pios jueces. l*£0m 33% 

JurisJitriihi. -- 1'roínovida o]Hisicióu a un deslinde practicado 
ante ¡a justicia ordinaria, el juicio de jurisdicción volunta? 
ria se vuelve contencioso o contradictorio, en el que et opo- 
nente asume el carácter de actor y el solicitante de la men- 
sura, d de demandado; y hahiendu suscitado aquél cuestión 

rrespondv el fuero federal en razón de la distinta vecindad 
de tas partes con respecto at demandado, el conocimiento de 
ta causa correspondí- a fa justicia federal. ( Kn el caso, el de- 
mandado, que es él KatiCo de la Xación y que en su carácter 
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de institución pública, go/a «U-l fiu-m federal, adhirió i la 
dedinatoria intentada ]»tr el uj úñenle, Cuiistitiuióiu ;irt. 
WO: ley I4í>7; ley ;ir i. 111. inciso 2" v lev 4.S. ar- 

ticulo i*-. inciso i"). 

El hedm de que se cumpla la Constitución y las le- 
yes jurisdiccionales radicando un litigio ante la justicia na- 
éúíml |H»r razón de la dirima \< dudad de las partes, no 
puede autorizar en eáfti caso, y en ningún otro¿ a un juez 
o tribunal que actúe con elemental criterio jurídico, a cali- 
ficar ese ario como una 'intromisión de la justicia federal" 
ipie afecta el inflen público. Jos pactos preexistentes de los 
l'.-tailos. la sollama de las prn viudas y tamas otras cusas 
fundamentalmente respetables que no están por eonccplo jjjft- 
K'uuo comprometidas en esta litis. Página 9. 
Jurisdicción. — Curres jwmde a los trilmnales de la justicia or- 
dinaria tie la Capital d conocimiento de una causa seguida 
contra las < Jbras Sanitarias de la Nación, por indemnización 
de daños y ]H-rju icios sufridos en un accidente de automó- 
vil, producido m unas construcciones sanitarias hecha-* en 
ta via pítUica, que haliian quedado abiertas y sin ta debida 
protección. Página 142. 
JimstlitThhi. — No corresponde a la justicia federal la función 
de extender duplicados de libretas de en rola intento. 1%. 147. 
Jitristlüy ,%>,,. — Una demanda por indemnización de daños y per- 
juicios rpie se dicen ocasionados |,or una quiebra pedida con 
manifiesta injusticia, imparta el ejercicio de una acción per- 
sonal cuyo conocimiento corresponde al Juez del domicilio 
del demandado. Artículos 10 1 y 747 del Código Civil; art. 
4*. Código de Procedimientos de la Capital, supletorio en 
h federal por disposición de la ley .Í981. ( Xo se trátala del 
cumplimiento de un contrato, ni de ejecución de sentencia, 
ni de la persecución de un delito del derecho penal). Pá- 
gina 150. 

Jurisdicción. — De acuerdo con lo dispuesto en los arts. 93, 94 
y 3284 y sus concordantes del Código Civil, el conocimiento 
de un juicio sucesorio en que el de citjtts tenía estahlecida 



ki familia etl un tugar y mis itcjirteins en otro, curres)* 
a ln>. jmro dr aquel, rá^hiu 2S.Í, 

ImtísttieeMm - Resaltando de una aljundartfe prueba [estimu- 
la.* y ■ locunirtiiada mu- el causante <U- la sucesión vívio 
ci.ii carácter permanente en tuyar distinto de aquél en <|iic 
falleció y t tilia una propiedad que ''acia atender con un 
.•¡'tinini-i rail' <v y t\iw vi.sñalia pi-ruidicamente. corresponde 
;il jutv del primero rl CHiineímieiiio del juicio sucesorio, de 
acuerdo «..ti i*. dispuesto cu hs arts. 'H. l 'S v 3284 y 
o .limpiante del Códi-o fivil. I'á-ina 31.V 

¿íiris&ictltH CufresiXMfttle a ta justicia federal ps» razón de 
las personas el coñocimicutii ríe una can-a civil |«or reivin- 
dicacion, instaurada por nn argentino contra varias perso- 
na* de la Oíisnia nacionalidad. ¡«ero nú por acción solidaria. 
Milu mdividuali/ándosc la fracción <le tierra que cada de- 
mandada detenta, en que uno de los demandados, sin con- 
trolar la demanda, promueve cuestión de jurisdicción, invu- 
cand.. mi derrelio a! fuero federal en virtud de ser extran- 
jero. Página 323. 

Jut isiiu aótt. - - Xo coj -responde a la justicia federal el cono- 
ciinirnto de un juicio por ahuso de autoridad iuMaurado con- 
ira un cobrador de la Administración (¡enera! de Omirihu- 
eíutl Territorial. I 'átenles y Sellos. Página Í.VJ. 

SwhJim.in. \n corr». spunde a la jurisdicción originaria di- 
la Corte Snprrma sino a la de los juceo federales, el cono- 
cimiento de un juicio por ejecución de una fian xa. instaura- 
do contra un agente consular. I'áyina M7. 

Jurisdicción, prórroga 'de. — Entablada una causa ante deter- 
minados tribunales provinciales, la jurisdicción concurrente 
di- éstos en general se entiende prorrogada, aunque se ha- 
yan declarado incompetentes |)or considerarla de carácter 
adniiniMraiivo o del fuero de otros tril Híñales de ijínal ca- 
rácter local, o se declarase nulo lo actuado. 

La iniciación ante los tribunales locales de una provin- 
cia por un vecino de otra, de un juicio coutencioso-admi- 
ni st rali yo por 
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bienio de la primera. ]H»r [Jago de servicios, ir t 
nuncta irrevwabtc al futro federal que podría eortespoflí 
derle al demandante en razón de dicha virilidad y ta pro- 
rrogación de la jurisdicción rk lio tribunales provinciales. 

A los efectos de lo preceptuad*. p.»r el art. 14 de la 
lev 4S. en concepto "j 
dina rito y tos nimntoiosiisidministraiivus. 

Jiiritttici ifhi. — \ t .iM.' "|)L-lÍ!t»> ríe iniprenia." 

tuñM¡eém t — Víase "Kiiem federal." 

fimsjtimún orh/uuiria : sit justificación. - Un pasaporte visa- 
do por mía autoridad argentina es suficiente para acreditar 
la jurisdicción de l ;i forte Suprema fundada en ser extran- 
jero ej demandante de una provincia. Agiría 3.Í/. 

Jurisdicción aríf/írntrid. — X*,, apareciendo denuncia, acusación 
ni pronunciamiento alguno que se refiera concretamente a 
determinado agente diplomático o persona de ima legación o 
servidumbre de la misma a quien se atribuya la comisión 
de un delito, el conocimiento del caso no corresponde a la 
jurisdicción ordinaria de la Corle Suprema. Artículos 101 
de la Constitución Nacional, I", inciso l> de la ley 48 y 21 
del Código de ÍWedin lientos en lo Trini mal. Página 1 Í¿. 

Jimsdhrión onpiww. — No corresponde a la jurisdicción ori- 
ginaria de la Corte Suprema «1 conocimiento de una deman- 
díi contra la Provincia de Unenos Aires, tendiente a obtener 
la devolución de una suma de dinero exigida a titulo de im- 
puesto y multa y alionada lia jo protesta, que se funda en 
primer termino en ta circunstancia de no existir ley que 
autorice el cobro del gravamen , o mas bien, en que la exis- 
tente no tiene aplicación al cuso. ( Xo se trataba de causa 
regida por la C( institucional, ni de causa nacida de estimula- 
cton ,o 
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ta* facultades une sus estatutos o couMttm'juue* Ir* acuer- 
dan, no procede la aplicación del art. I(>27 del Código Ci- 
vil, eti un taso en ipie el aetOf no lia demostrado que al con- 
tcaiiir sus servicios, el gol «tu ador de la Provincia de Mut- 
uos Aire* t-Maha auiori/adn por sí |«ra cilríifár el crmiratti 
respectivo, obligando la resiHinsahilidad de la misma. •> «pit- 
ia legislatura hubiera sancionado la ley rcsjHvliva. a poste- 
li'tri. aprobando el contrato: y en tales condiciones del ir- en- 
tuidersc ipK- |:i locación de st-rvirios celebrada con el actor, 
lo fue con arreglo y Mijtvi«'*ti a las disposiciones leales |ht- 



A lenta la naturaleza y variedad de lns traUijos y estu- 

dios practicados i*»r el actor \*>r comisión del (Pojer E|ecH- 
tiv« iie la I *n ivincia, es de aplicación al caso la segunda par- 
le ile! artículo '^1 de la ley de contabilidad «le la provincia, 
fagina ¿04. 



jmli- 



Mt- usura: su oposición. — 

cialmcnte una mensura no es una 
t tetón de deslinde y en ella cada una de las partes puede «« 
di I ir. según lus casti>, hacer valer los fundan untos ipie se 
crean conducentes para que la causa se substancie y quede 
radicada en la jurisdicción que corres] h «ida. Página t ). 




Púdt-r jutikia!. - Kl poder judicial es el menos adecuado jwir 
?u naturaleza, funciones y reglas de procedimientos |>ara 
decidir sobre la necesidad y equidad de las contribuciones 
y para apreciar los resultados económiens de ellas, según su 
monto n la ñtáni ra de cobrarla*. Página 46. 

Posesión ¡ tiufit tfite la ordena, ■ — torres] Mmdr dejar sin efecto el 
autu que ordena dar la iHisesióu de la cosa vendida en rr- 
mate. si resulta íjtte ésta se halla poseída p*>r otros. Pági- 
na o5. 

Posesión. - Véase "Interdicto tic recobrar." 
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f J rt'scríf><rtéin. - Tratándose? de una deuda justificada ]h >r cuen- 
ta de venia aceptada, la preferí] «einn i..r respondiente es la 
del art. S47. incidí I" del Código de Cmercío. r% ? H'J. 

fWsrrifcwu Irt-in/.nhtl, $&mps efectos jurídicos de la 
prescribió*? ircimañal jjjj su carácter preva lente sobre el 
mejor de Ins ti tulus. para tpie pueda prosperar con eficacia 
la pruelia testimonial que a dicha ] toses ion se refiere, debe 
reunir. se»ún lo ha establecido la jurisjírudeiicia de la Cor- 
le Suprema, condiciones sustanciales de exactitud, clari- 
dad y precisión, de manera de constituir mu demostración 

fampifdwli .oí ¡twfolabüMad. -- Ki principio de que la propie- 
dad es inviolable cede ante una semencia í mulada cu lev. 

Página 35S. 

"roteshr; ftíffn rfi», l.a provincia demandada por devolución 
e inconstitueionalidad de impuesto debe ser al incita si el 
actnr mi pruelia que ha formulado protesta en forma contra 
el pago itel impuesto |«ira ]>odcr reclamar su devolución, de 
conformidad con la jurisprudencia establecida por la Cor- 
le Suprema. Página 5% 

I'wlrstn. stt ¡urfs'uhitf. - - La jurisprudencia fie la Oírte Su- 
prema sólo ha exceptuado del requtsilo de la reserva o pro- 
testa al efectuar el 

manda, a las acciones emergentes dé semencias 
en juicios ejecutivos o de apremio, |H»r lo tpe es n. 
la prrotesta previa, para que proceda una demanda por rc- 
peiieiñn de una suma de dinero ]>agada en concepto de im- 
portación de mercadería- que M dicen exentas de todo gra- 
vamen. Página 350. 





íes no pueden suplir la falta de prueba escrita rje un con- 
trato de arrendamiento de más ile doscientos pesos, de 
acuerdo con lo categóricamente preceptuado en los arts. 1 183 
y úliima parte del citado articulo 1193 del mismo Código. 
Página 7u. 
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ticatrso extraordinario. — Xo pnicede el recurso extranrdina- 
rio del articuló 14, ley 4K, contra una resolución de la Su- 
prema Corte de la l'mvineia «le Mendoza, que resuelve por 
interpretación de pnreptns <|e leyes administrativa* de ca- 
rácter leyal que un fueron impugnadas de i un institucionales*. 
<|iti' un decreto fiel Poder Kjectivo argüid» de iuconstiiueiu- 
nalídad jj4»r considerarlo atentatorio de las ^aramias de tn- 
vñ (labilidad de la propiedad y fie 1;. «l^fet^a ni jtí&fti de la 
persona y de los derechi i*. "cstaUa oni>eutid<> y haliia pasv 
do en autoridad dr la eo>a jugada, cuando la aciora se pre- 
sentó recorriéndolo auir la Suprema lorie de la I 'n nimia," 
X«i da íanijMico lu^ar al recurso extraordinario una 
sentencia que resuelve por consideraciones fie hecho y de 
prueba, ta cuestión de que las leyes Incales aplicadas sou in- 
constitucionales si -at espíritu fuera el de dnr efecto retro- 
activo, con perjuicio de terceros, a las concesiones autori- 
zadas por ella*. Página 5, 

ltiYitr.it> i-.Ylrtiitrtiiiuirii', Kl hecho de i|ue la ley 4(155 faculte 
a la Corte Su| trema a intervenir como tribunal (fe apelación 
eu tercera instancia, soto en los casos que en dicha ley se 
expresan, no implk-a <|ue al negarse la apelación a Lis liti- 
gantes i|iie no se hallen comprendidos en dichas deposicio- 
nes legales, st- vulnere el principio de igualdad que consa- 
gra el art. 16 fie la ley íundatnental. Página V 1 . 

RfCiífSa i\\troortiimtrto. Ku el recurso extraordinario del ar- 
ticulo 14. ley 48, la forte Suprema no está llamada a rever 
los fallos de lo* minútale* de provincia respecto a su juris- 



yes. f Kl fallo apelado esta Meció que el recurso de inn nistitu- 
cionaíidad no era admisible en el caso porque se fundaba 
en la C nn*iiiuciun Xacifinal v no cu la fie la Provincia, de 
lo que restillaha que nti IiiiIhj decisión soiire la inteligencia 
o validez de las cláusulas enumerarlas eu el art. 14 de la 
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I decisiones de los tribunales de provincia one re- 
caen en casos regidos ]*>r la Constitución y 1e\<> tíífeiile*, 
ni los <|in- m faimptmn y ajtaii lo* humóos, son 
al expresado recurso extraordinario creado en resguardo i li- 
las instituciones fedérate- y E|tíe no versa -obre materias (e- 
}íi-lau«is exprésame! ne re-ercada- por to> esta»!'» provin- 
ciales. [Vigilia 21. 

ttecitrjtp iwtrtiurtlitturíiK — Xo procede rl recurso extraordina- 
rio del m, M. ley 4S. contra uní m-ii leuda une ileríva mis 
CíítietMtónes de átuecetfentes de ludios y pruekis y. espe- 
cialmente, -le la *iuiaiaY>n W&il y juridica íjíK? crea recípro- 
ca mente, |-ani !a> («irte til nimniin o transacción celebrado 
entre e!la>, juzgado por aplicación de preceptos ¡rfe derecho 
común sin referencia albinia a la inteligencia o valide/ de 
una cláusula constitucional, de un decret le una lev ua- 



Rirurstt f.itnutniinano. Kn el concepto legal se repulan tri- 
bunales superiores, en cada caso, a Jos efectos del recurso 
extraordinario del un, 14, tey 4K, los tlamados a pronun- 
ciarse ni ultima insiancia y sin recurso para anu- otro iri- 
luinal local: y atento a míe la Suprema Corte de la Provin- 
cia fie Rúenos Aires, resolviendo un recurso sobre inaplica- 
bilidad tle ley. no es el tribunal de Última instancia a qué se 
refiere el art. 14 de la ley 4,S, pues ella viene a carecer de 
jurisdicción pitra resolver las cuestiones referentes a la Cons- 
titución y leyes nacionales y sólo puede ocuparse de las pro- 
vinciales, es de huía evidencia que en el caso, el tribunal 
de última instancia jrara la decisión de ta cuestión federal 
tle i|iie la ley de trasmisión gratuita de bienes de ta Provin- 
cia de Buenos Aires, de $ (fe Eneru de 1915, es íncoustitu- 
cional en cuanto grava con un impuesto del 21 % las suce- 
siones entre extraño-, es la C ámara Primera de Apelaciones 
de La Plata. Página 40. 
Recurso fxlrmmfimtrw. — No procede el recurso extraordinario 
art, 14. ley 48, contra una resolución favorable al fue- 
ro 
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ftt'Ctirsfl exifaanHimiif), Procede el recurso extraordinario 
del art. 14, ley 4>\ contra una decisión contraría al derecho 
fundado por «1 recurrente en el art. 55 de la ley nacional 
i minero .1**75. Payina SI, 

k'n ittM» i-xtrtwrtütttirio. - \*o corresponde :i la jurisdicción fe- 
deral el conocimiento de una demanda contra un ferro<ja- 
rril nacional por fíanos y perjuicios (|pe se dicen orgina- 
cltis por no halu-r ésfe EtMs vagóme al actor, alterado 

Un- de acuerdo ton so rapacidad productiva y comercial, 
fundada concretamente en lo dispuesto por los arts. 519. 
11**1. KXiK. 902 y concordantes del Código Civil; artículos 
5". y ''I de ta krv 2S7J: ari. y siguientes del R egla - 
uii-nto i ¡encral de Per roca rri les y articulo 21)4 y concordan 
tc* del Código de Comercio, Página S4. 

¡\\ < ¡trst> rxtmortíhhirio. Procede el recurso extraordinario del 
art. 14. ley 4<S, contra una sentencia denegatoria de tina 
exención alegada por el recurrente, basada en el art, 4S de 
Ja ley 1 'agina W¡ 

h'itifso i-.itt\ttn-tl¡nüt'to, ■ — No prucede el recurso extraordi na- 
no deí art. 14. ley 4S. enntra una resolución ipie se limita 
a decidir la cuestión del at ida, aplicando e interpretando na- 
ra el caso, preceptos de derecho común contenidos en una 
ley procesal y tic orden local, y artículos del Código Penal 
i 'agina 124. 

UccWSfl i\vlnT4trt/iiuit¡{'. - \n puede revisarse en el recurso ex- 
traordinario del ari. 14, ley 4S, una resolución que establece, 
apoyándose en los elementos de j nieto acumulado:, en autos. 




oue >r produjo el accidente, no constituye una 
culpa He de parle de la empresa demandada, "puesto ijue no 
se ha prolado ipic el aumento de ]>ol ilación o el incrcntcii- 
io del trafico posieriorc* al permiso para el funcionamiento 
del puso a nivel sin barreras, hayan colocado a la compañía 
en la obligación de ilutarlo de éstas para la seguridad del 
tráfico/ - Página 201. 
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/\V< fio-H extraordinario. -- Xo procede el recurso extranrdma- 
rio del art. 14. U-y 48, cuando los fundamentos de hecho y 
prueba Infiel" eii el fallo apelado son Mtticicntcs por si 
-ilnn |i;ira .-n-trni-irlii. -ín < pie sea necesario interpreta* «i 
aplicar la li> nacional invigila, jwa dilucidar la cuestión 
ddiatida. ¡Ley 2S7.Í. devolución t)c ÍIctL- maritimoi, Pá* 
gittá 237. 

ttiritrso extraordinario. — Xo procede el recurso extraordina- 
rio del art. 14, U v 48. o mira mía -cnteneia que declara la 
valide/ de (a segunda ordenanza municipal de la Capital, 
ik'rogatoria di* las de P '22-23, sobre alumbrad-), barrido y 
l*!«}»k',:a. ( Interpretación de una ley loCJa] por un tribunal 
Umú i. Página 238. 

A'i'i ur&o extraordinario. — Nu procede d recurro extraordinario 
dd art. 14. ley 4S. contra una sen Uncía que resuelve una 
cuestión relativa a! examen y apreciación de un titulo ad- 
quisitivo de un liten raí/, planteada, controvertida y resuel- 
ta a mérito de consideraciones de luchos, priteha y de apli- 
cación del derecho común, y que desestima la impugnación 
de iiiconstilucionaliilacl de una ley y ordenanza, no porque 
se atribuya a la cláusula constitucional invocada una inteli- 
gencia ilistiltia a la que le asigna el recurrente» sino jíur el 
hecho de no haberse justificado por los actores los extremos 
alegados al respecto. | Apreciación de heehoM. l J ág. 260. 

Retamo extraordinario — Procede el recurrí extraordinario del 
articulo 14, ley 48. contra una resolución contraria al de- 
recho del apelante. fundíalo en d articulo 2" de la ley lü/óO. 
(.Interpretación del alcance y contenido de dicha cláusula ). 
Página 2(kÍ. 

Mectmm extraordinario. — Procede el recurso extraordinario del 

a] telante d derecho para acogerse al Ijcnefició qw acuerda 
la ley 340 a los extranjeros que pruelien hallarse compren- 
didos en sus disjHjsiciones. Página 2i s í6. 
Recurso extraordinario, — No procede el recurso extraordiua- 
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rio del ari. 14, ley 4í\ en un ca«i ni «(tu- la materia del liti- 
jgíu se ri'líriv, r\clu<ivamnite, a !:i interpretación del art. 
1622 del Código i "¡vil. en cnanto v^taNeve el alcana- y enu- 
ílíciones <íi rjfuc dclic considt tarsc prorrogado tin contrato 
<lc locación. tCtmíótl lit* derecho ommin, 

La invocación (te una garantía constitucional (la del 
arti Ui . hecha pot rl vencedor tli*] pleito, orn !a oposición 
categórica del \ cucido u la priiei^eiicíit <lc elidió remedio, eS 
ineficaz ;i k* t'im^ di» dicho rtrnr-ti. Página JSN. 

h'it'ursi' esíraimfhmníh - >i ¡ñun la nt&wíqn federal ha se (ki 
recurso estfíiiprfliítafio #1 an. 14, lev 4S. puede plantearse 
vil el escrito respectivo de expresión rl,- a- ra vi..-, til, j tlt he 
vntt n«kr»v cuando «lidia cuestión no haya podido traerse a 
juicio en la » «por t unidad dehida para «pie >ea niatvria «le! 
juicio, i Kn et ca>u la jurisdicción aduanera fué impugnada 
íjfspiiés áe lialn-r >¡do consentida", I'ágina M*). 

Rcewsa yMmvrtihitirio. — Xn procede el recurso extraurdina- 
rit, riel art. 14. ky 4S. enntra una resolución que Ut¡68ffi&* 
y aplica expresas disposiciones (Ir la ky 15íi5 de Itegistrn 
C ivil ik la Capital y Territorios Xacii males, (Ley local). 
I Vitrina 

A'.viir.íf c.v(rtitn-(l¡)htriti. — Xo hahiendo invocado el recurrente 
precepto alguno <lr las kye> (iisrinúlns y aplicadas (iri. 172 y 
Kl(*7h). r ara fundar el derecho aplicahlc a su 
dicia!. tm puede decirse i«ue exista, a su respecto, 
contraria al derecho invocado jhh- él. <|iic haga procer lente 
el recurso extraordinario del art. 14. ley 4S. I'áj*. 

A'i'i írf.ííi t'xfriíifrtiiiuirifi. No reviste el carácier <le definitiva 
a los 1 iitt-> del recurso extraordinario autorizado por el art. 
14. ley 4S. la sentencia rk trame y remate <|m\ »cgún la ley 
procesal respectiva, no «¡mne fifi al pleito. IVu-ina 406, 

/vVrar.í.j extmof dinamo. — l'roeedc él recurso extraordinario 
del art. 14, ky 4í*. contra ana resolución ta vi traille a la va- 
liden de una ky provincial impugnada cmno contraria al 
l udido Civil. (Se cratalw < le la ky de 4 de Julio de 1925 
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dt* la f'ttrt ineia de San Juan, -pie a juicio del recurrente, 
modilíeaki los an>. (505, 75f) y concordantes del CcmÍí^o ti- 
vil i. Página 415. 
Rmtrsa MawSiiiiéfa La K-y KX<*> es de earáeicr \mé dic- 
tai!;i por el l'unyn-o para la tápiral l-Yderal. exclusivamen- 
te, cu virtud dH mciso 7 fiel art. de la l'iuoiil lición Na- 
camal y mi iüii ri'n i.ni.ui mi <la litigar :ti n-curMi extraor- 
dinario del articulo 14. Kv -4S. 

X(» liasia ía inv. -i;aióu dr principii-s mmtktWotmk* 
si mi -c t-Mal.iirv claranu-iiU' la relación directa lié loa mis- 
il lo* con [Vi t-uiMiniin,],, y ívskIim. f. »¡ , í, t(M ii- al art. 14. Kv 

ÍS. f'jlyina -li.s. 

Ninas» ¿MPümtmttím. ■ V&im "J urces naturales. (< ¡aramia 

del an. 1N tle la CVMtstítticióii.)..*' 
&MW$a f.rlr.ttynUihn-io. \"mm "< Garantía Con^títucion-d". 

anicnlii 1<J. 

ftmt&tí ,:vtniort!im:ii<>. - Veas? "fiiri>dimóii ; prórroga de." 

Ketíirso my$wm «?¿? <//\7<íW.óí. - - \ t > c%»resándose al interpo- 
ner la »| -elación para aun- la Corte Suprema, que m trata 
del recurso extraordinario autorizado [mi* eí articulo 14 «li- 
la ky X ' 4N. debe entemierse que lia MiieEiíiie&ta el or- 
dinario. Página 1J4, 

h\-tlt>vn úrtHihtrw 4b af tinaón. - - Proa de el murso de aj «ela- 
ción aulori/ado n*if él an. $> de la K-y 4055 contra una 
resolución de una Cántara Pederá 1 «pie hace lugar u la 
perdición de fa instancia pedida por amias | uirtcs y que tic- 
clara ] -rescripta la ejeeuioria. cu una causa seguida por la 
Administración General de Impuestos Internos, fot euijry 
de im|-uesios fiscales! cuyo momo excede en mucho la tasa 
del. inciso 2». art. de Ja expresada ley. Página 138. 

¡Zmursú ítrdiwrio tic aftetaci$ií* — No procede el recurso ordina- 
rio de apelación autorizado jxjr el art. 3 V , inciso 2* de la ley 
4055, contra una sentencia pronunciada en una causa por de- 
volución de una mulla de trcsctentos jiesos impuesta por el 
Poder Ejecutivo, L>or infracción al decreto reglamentario de 
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la ley \].22t K en f]tiL> la (¿amara Pederál declara su incom- 
petencia por no tratarse de la aplicación tic la L-y invocada. 
Página 140. 

A , r/7-ííff//i , (((*(ilíf. — Hados nlijfiito \u aivii in reivindícalo- 
ría. artículos 25 M y 275S, Código Civil , is elemental ípe el 
reivindicante drnniesire la plaííM de los demerttois cons- 
líiutívus «U* mi dommin. conforme a algún® db b¡> modos 
t]i- arlf|itirir qm prt cepttiq la ley, \n. 2524 tíel mismo código. 

Si Ufen el fallo en t-l |Mi-.t*>nríi i un hace cosa juzgada 
en el petitorio, como asi icMtlla de !a relacionada y annóni- 
ca interpretación de lo-. artv 24S2 a 24Sf> y 27' >2 y sí«¡uien~ 
tes ■!<-! ( Vnüyip Civil. es ¡mtiKlaltli? (pié las coiielit-ioncs del 
primero, tu cnanto a Inrln«s y sittiacintK*s jurídicas 4e su 
iucumlicncia. emiin muí la-. referente- a la posesión del ca- 
mino. (|ttc el actor y la Provincia alia y aquí lian invocado, 
respectivamente, en .n favor, dvlmi considerarse cuino vali- 
tlas y eficaces en el actual (Hit i torio, Pagina 

h'i h-infii, ,n iñn. - \ '.w ^eiteraJ, no es stíftcíétitc comprar un cam- 
po y expWtarla m ]íti*xM\m pfoptOt para inducir, nree.saria- 
Itieute, que quien lo hace temía el animo de dueño. 

Kl convenio celebrado entre la nación y la Provincia 
de liuem is Aire*, alfoliado por la ley del Congreso minie- 
ro 44.í'i. importa una cesión de accione*, permitida con arte-, 
gln a la disposición contenida en términos generales en el 
art. 1444 del Cojtligo Civil y en virtud del cual la Nación 
puede deducir en -11 interés, cunto lo hace en el ca-o. la* 
acciones que a la provincia tíompitierart. etetre ellas la rei- 
vindicación intentada, página §£$. 



ífwrtltírtós c/<vfíJrfi/c.T. — La prohibición de ejercer !a profe- 

11 de Ahril de 1912, alcanza a los secreta- 
rios de Juzgado de Sección, que desempeñan las funciones 
de "secretario* electorales." Pagina 2f)0. 
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Turtfux: uitnunin llahiendo>e t&cttfi&i lá ley MJUs el t 

de Voviimlirc de IW, ningún aumento de tarifas en el con- 
cepto rk-1 ;irt. 5'» tic ]:i ky anterior. M.roU. pin Ni ser legal- 
mente exigido desde aunella fecha :i lo* parlicularo, sin rfin- 
previanieutr húhíeiso sirio áiltorizado y aprnliado por el Po- 
der Kjenirivi» Xacimial; tn coitr<ecuencia, S%«ífei los (jttguis 
mya rcpctiiiini se demanda. t|q íerha iHi-u-ri.tr a la -andón 
(fe a.|iu'lla ley. corre...pi.iide su devolución, dado qtte la em- 
presa dd l'uerlo del kusario no estaha au'i»ri/ad:i tn fe- 
cha por d |\n|er Kjmifivn ¡ara hacer eitviiv )( d aumento 
de tarifas. 

I J decreto de 2>> de Xm-iemhre tic i' '25 no tinu: turo 
alcance ■¡tu- el de tamil .1 ir o ni el mjttjNitto Je-aT requerido 
fwF la lev M.,ilW. y no tói tantico, revucai.iri.i dd anterior, 
piu-vtc ipie iii d se a tirina ^^óricanwílite nue d tic 21 de 
ATtríl ile lia jáwltdo válidamente dicmrsei t>% 166. 
ftfíife tyrmfkw, Acreditado d titulo y cu|hhu-s nconi| ta- 
ñad"- y ¡iíicudo de depósito otorgado |hp]- d líanco Ea- 
¡-aftul <!d Rio de la i *| ni;, de t . s ta Capital , <|uc el actor es 
poseedor de los iiiulfí> y cupones tj«e sirven efe antecedente 
a )a acción, procede llevar adelante la ejecución instaurada, 
fagina X\7. 

i rai do» ; tirretito tic, - - l-'.n tanto míe la expli ilación del l'uerto 
dd kosarin comprende seyún su concesión, no sólo ia per- 
cr] vÍi'jii efe los impuesto;,, siim inmhidi la de los derechos y 
servicios áftcktw a rada una de ta> operaciones de carga y 
descarga míe su efectúan dentro del mismo, la habilitación 
del muelle particular de la coin¡>añia actora tue acordada por 
el I 'iider Ivjceutivn sin hacer distinción alguna entre im- 
puestos y derecho*, y con la condición expresa de ij¿é dc- 
iiian aNniarse; por 1<> ^tle tn> procede la (levolticiún de lo 
pagado por isla última en concepto de derecho tic Lracdón 
a (jue se refiere el inciso h) dd arliculo 52 del conralo ce- 
lebrado ix»r la eppa del l'uerto del Rosario con el íiulaer- 
nu Nacional. iViyina 172. 
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Tfotisfúrfic par fa-ruc<irrH. Los artículos 2H2 y siguientes del 
Reglamento (jeneral de l-erroear riles sott simplemente regla- 
mt niaríns de la ohligación general de suministrar vacunes 
a los cargadores, impuesta por el aru 20+ del Código de 
Comercio. 

El artteitlo 30 de la ley di: Ferrocarriles Nacionales aJ 
istaUkver que la> o! il ¡gaviones y res|ioiis;diilidades ifije las 
enipresa;. acerca del contrato de transporte serán rejadas 
|inr el Código t\v Cninereio, indudalikmente se ha referid"» 
ini sólo a a»|iiHlas uhligaciories «¡tu* nacen de una convención 
ouvltnda p»»r la entrega de las mercaderías en la estación 
receptora, síno también a los hechos directamente vincula- 
dos a la preparación i U I transarte dmn» es el [.olido de 
wigonc* ipii' constituye el medio nrhitradn pnr el reglamen- 
tó para *\uv vi ferrocarril pueda cumplir la nhligaeión legal 
de dar -an-tíaccióti a tus cardadores. Página M. 

f<hhnmm>$ ¡ir Justina. - Ks elenn ut.il en nuestra organización, 
la airihitrróu t\\n> timen y d deber en <|iie se hallan los tri- 
l»unale> de justicia de examinar los decreto* del Fodcr Ejc- 
cutivo en los casos concretos traídos a su decisión, compa- 
rándolos culi c1 texto de la Constitución u de las leves in- 
í'oeada-.. para averiguar si guardan o no con U utilidad con 
é-la n oíi >n espíritu y abstenerse de aplicarlos si los en- 
euevitra tu oposición ¿ Pagina 299. 

ri!/>uwhs r/r /Wjjícíh; #m títrUiums. - Si hieu la Corle Su- 
prema ti" puede rever decisiones judiciales de provincia dic- 
tada> en ejercicio de facultades propias (Fallos, torno *>. 
¡lámina -l-lr. : tomo 125, página es tainhien cierto que 

el simple enunciado y constatación de esos pronunciamien- 
tos no bastan para imponerle a ella decisiones ijuc. como 
un electo necoario. afecten a la entidad sul>erana o autóno- 
ma demandada, Fagina I5S. 
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Doña Mercedes t risar de Funes en untos tutt la Snperintenden- 
cia General dr Irrigación de la Praviivia de Mendoza. Re- 
curso de hecho. 



Sumario; |« No procede el recurrí extraordinario del ar¡. 14, 
ley 48, contra una resolución de la Suprema Corte de la Pro- 
vincia de Mendoza que resuelve por interpretación de pre- 
eeptns de leyes administrativas de carácter local que nu fue- 
ron impugnadas de inconstitucionales, que un decreto del 
Poder Ejecutivo argüido de. inconstintcionalidad ¡ior consi- 
derarlo atentatorio de las garantías de inviolabilidad de 
la propiedad y de la defensa en juicio de la persona y de 
los derechos, "estalla consentido y haláa [tasado en autoridad 
de la cosa juzgada, cuando la actora se presentó recurrién- 
do!o ante la Suprema Corte de la Provincia/' 

2 1 ' Xo da tampoco lugar al recurso extraordinario una 
sentencia que resuelve por consideraciones de hecho y de 
priieta. la cuestión de que las leyes locales aplicadas son in- 
constitucionales si su espíritu fuera el de dar efecto retro- 
activo, coíl perjuicio de terceros, a las concesiones autori- 
zadas por ellas. 

Caso: t.o explican las piezas siguientes: . 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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DICTAMEN DEL SEÑOR PtOCUKADOK GENUAL 

liuvrus Airts Septiembre 22 (Je 1 1 >2K. 

Suprema Curte: 

Doña Mercedes L'rizar de Funes entabló ante la Suprema 
Corte tk la Provincia de Mendoza, demanda comenciosa-admi- 
nistrativa contra la Superintendencia General de Irrigación de esa 
provincia para que se declarasen nulas las restituciones expedi- 
das por la misma en virtud de las cuales se le qiiitalia determi- 
nadas concesiones tic agua. 

Tramitada la causa, se ha desestimada la demanda e inter- 
puesto |*ara ante V. E. el recurso e: ;raordinario acordado por el 
art. 14 de la ley 4N. ha sitio denegado; 

Comidero ajustada a derecho esta última resolución. 

En efecto, $ «tiene la recurrente míe ha sido privada tic 
derechos adquiridos sobre las referidas concesiones de agua, cu 
virtud de un procedimiento administrativo, sin defensas y sin 
forma de juicio, violándose el precepto constitucional que garante 
el derecho tle propiedad y somete a decisión judicial lis contro- 
versias que. acerca del mismo, [metían suscitarse. 

Pero no observa la interesada que su demanda ha sido so- 
muidas a un tribunal de justicia focal {la Corte Suprema) y que 
ésta la ha decidido por interpretación y aplicación de disposicio- 
nes de carácter procesal local, tle leyes también bicales, y |>or 
razones di- hecho y di' pruelia, linio lo que es irrevisible ]>or esta 
Curte Suprema t u el recurso del art. 14 de la ley 4S. 

Xo puede, por otra jarte, hablarse de violación del derecho 
th* defensa en juicio, [oda vez que en este voluminoso expediente 
la tntéfósád& ha sido oída ampliamente. 

La nulidad de pmcedimienu «s a que se refiere también esta 
demanda, no es materia federal, ni corresponde su revisión en el 
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recurso extraordinario, exclusivamente iU* apelación . como lo lia 
decidido V. E. uniformemente. 

Por lo expuesto soy de opinión que corresponde declarar 
bien denegado d recurso interpuesto para ante esta Corte Su- 
prema. 

Horacio R. Litnrto. 



FÁI.LO PE l.V CORTE SUPREMA 

Buiiiris Aires. Cícttíhrv H <k l l^iH 

Autos y Vistos : 
Considerando : 

Que la sentencia de la Suprema Curte de la l'mvincia de 
¿Mendoza, conociendo en el recurso contenciosa t-adnünistrativn 
deducido l»or doña Mercedes L'rizar de Kñnes. ha resuelto que 
el decreto del 29 de Julio de 1924 dictado ]xit la Siqierintendeiicia 
de Irrisión y argüido de ¡nconstititcionalidad |>or aquélla "es- 
tata consentido y había (jasado eu autoridad de cosa juzgada, 
cuando la actora se presentó reenrriénduto ante la Suprema Cor* 
te de la J'rovincia." 

Que. aunque se hayan invocado las garantías de los artículos 
17 y IX de la Constitución Nacional sosteniéndose que tal de- 
creto atcma? ki contra las garantías de inviolabilidad de la propie- 
dad y de la defensa en juicio de la persona y de los derechos, 
habiéndose resuelto, como queda dicho, este punto de la contien- 
da, por interpretación de preceptos de leyes administrativas de 
carácter loca) que no han sido argüidas de inconstitucionales y 
a mérito de lo cual se ha obtenido ta declaración de haber pasa- 
do la resolución impugnada en autoridad de cosa juzgada, decla- 
ración suficiente por si sola para sustentar el fallo, el recurso 
extraordinario es ímpn medente con forme a lo dispuesto por los 
artículos 14 y 15 de la ley 4£. 

Que la recurrente ha sosten ido también la decía ración de in- 
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constitueionalidad de las leyes 38o y 804 si su espíritu fuera el 
de dar efecto retroactivo, con i*rjuieio de terceros, a las conce- 
ciones tle agua autorizadas por ella. 

(Juc. entretanto, la sentencia en recurso ha dicho textualmen- 
te desestimando la acción contenciosa deducida i»or "solo en el 
caso ríe probarse que la nueva concesión origine un perjuicio real 
y directo sobre las propiedades ya servidas podría sostenerse que 
se afectan con ta nueva concesión derechos adquiridos (arts. 105 
y US de la ley tle aguas), pero ese perjuicio no puede fundarse 
úuiiameme en el hecho del empadronamiento p,»sterior cuyo ejer- 
cicio es facultad del gobierno^ agregándose, que "no se In in- 
tentado prolmr siquiera que las propiedades de los señores Juan 
Roberto Fátíés y Eduardo González Funes no pudieran redarse 
en loda la extensión de sus concesiones con las agitas sobrantes 
del canal Flores, y sólo se ha probado que las aguas escasean en 
cierta época del año, hecho normal en toda la provincia." 

Oue tales transcr ipeíones demuestran que esta cuestión tam- 
bién sometida a la decisión de la Corte provincial ha sido re- 
suelta ]x»r constderac iones de hecho y de prueba ajenas al recur- 
so extraordinario que es por su naturaleza de puro derecho fe- 
deral, tle con í< >rmidad con lo dispuesto por el art. 14 de la ley 48 
y la reiterada jurisprudencia de esta Corte. 

Que es de ohservar. por último, que hasta el voto en mine* 
ría ha decidido la cuestión |>or una razón de hecho cual -es la de 
qne "la orden de la administración innovando en el pleito modi- 
fica la numera de ejecutar la concesión descreciendo con ello la 
posibilidad del perjuicio ¡ ara las concesiones afectadas." 

Kn su mérito de conformidad con lo dictaminado por el Se- 
ñor Procurador General se declara improcedente la queja. No- 
titiquese. repóngase el papel y devuelto el expediente venido por 
via de informe, archívese. 

A. Bermejo. — J. FtnutKOA Al- 
corta. - Roberto Rkfettq. — 
R. Gljdo Laváijm. — Antonio 
Sacar n a. 
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IniHá o la \a?ioit Atytttthta nvlittta rl f/('í/iiii/ ( ' tic h finca dc- 
mnainada Tartaijal, ubicada ivr ñ M parlamento de Oran, 
¡'rtrrim ta de Salta. 

Sumaria : 1" Prumovtda oposición a un deslinde practicado ante la 
justicia ordinaria, ej juicio de jurisdicción voluntaria se 
vuelve contencioso o contradictorio, en el que el oponente 
asume el carácter dé actor y el solicitante cíe la mensura, 
el (le demanda ii< Fu ¡ y haliiendu suscitado aquél cuestión de 
imompetencia de jurisdicción ñor considerar une le corres- 
ponde el fuero federal en razón de la distinta vendad de 
las partes con respecto al demando, el conocimiento de la 
cansa corresponde a la justicia federaí. (Kn el caso, el de- 
mandado, que es el Banco de la Nación y que en su carácter 
de institución pública, goza del fuero federal, adhirió a la 
declinatoria intentada por el oponente. Constitución, art. 100; 
ley 1467; ley 1893, art. 111, Inciso 3 1 y ley 48, art. 2», in- 
ciso 2M. 

í-a oposición a que se apruebe judicialmente una men- 
sura no es una mera incidencia de la |>etición de deslinde y 
en ella cada una de las partes puede o delie, según los casos, 
hacer valer los fundamentos que se crean conducentes para 
f|ue la causa se Substancié y quede radicada en la jurisdic- 
ción que corresponda. 

& Él hecho de que se cumpla la Constitución y las le- 
yes jurisdiccionales radicando un litigio ante la justicia na- 
cional por raw'm de la distinta vecindad de las partes, no 
puede autorizar en este caso, y en ningún otro, a un juez 
o tribuna] que actúe con elemental criterio jurídico, a cali- 
ficar esc acto como una "intromisión de la justicia federal" 
que afecta el orden público, los pactos preexistentes ríe los 
listados, la soberanía de las provincias y tantas otras cosas 
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fundamentalmente respetadles qué im están por mnccpio al- 
guno comprometidas en esta litis. 

Casv : Lo expliran las piezas siguientes : 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

butmiü Aires. junicj 20 di lyiK, 

Suprema (Zañéi 

El 1 taneo de la Nación Argentina solicitó ante el juzgado en 
lo civil y comercial, tercera nominación de Salta, el deslinde de 
la finca denominada Tartagal, niñeada en el De] tan a mentó ( irán 
de dicha provincia. 

Durante el desarrollo de las reí cridas operaciones (fojas 
219) y. a! termine j de las mismas (fojas 2-kV,, han sido ella* 
protestadas por los señores Kcliesortu y Casas, quienes han im- 
pngnado su aprobación. 

invocando estos Últimos su calidad de vecinos de Santa Fe, 
han opuesto la exección de incompetencia de jurisdicción in- 
vocando el fuero federal <|uc, entienden, les corresponde en vir- 
tud de lo dispuesto por el art. 2\ inciso 2* de la lev 4K. 

Denegado dicho fuero en his dos instancias del prucedimieu- 
lo local, la causa ha sido elevada a resolución de V. E. por el 
recurso extraordinario autorizado en el art. 14 de | n referida 

ley 4*. 

De 1<i precedruteineme manifestado se deduce míe la ges- 
tión unilateral, de jurisdicción voluntaria, que iniciara el Banco 
de la Nación ante la Justicia local, ha quedado convertida, en vir- 
tud de la oposición formulada jtor Kcliesortu y tasas en cansa 
Contenciosa donde existen denuncias (fs. 2VJ) de actos que me- 
tiOBcahan el derecho de propiedad y donde los hechos y el derecho 
litigioso que se dipute, van a ser decidí. los judicialmente. 
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Asi lo ha comprendido el mismo Banco tle la Nación cuando, 
a fs. 258, ha aceptada ta jurisdicción federal. 

No sólo la ha aceptado, sino que, amparándose en su propia 
ley orgánica que se la acuerda, la ha invocado expresamente en 
razón de la transformación sufrida en las actuaciones que, como 
he dicho, de voluntarias iiasaron a convertirse en contenciosas. 

A los excepcionanUs Echesortn y Casas, por razones de dis- 
tinta vecindad, y al i tana > de la Nación Argentina por razón di- 
ta persona, les asiste, pues, el derecho tle someter al juez de sec- 
ción de Salta el coi ioei miento de la presente causa contenciosa. 

1 -a sentencia de fs. 307 que deniega dicho derecho, por en- 
tender que no existe tal causa sinó procedimientos judiciales vo- 
luntarios, corres|Hinde. en mi opinión, ser revocada. 

Tal es mi dictamen. 

Hortuio R. Lurrcfu. 



PALLO DE LA CORTE SUPkEMA 

Riu-ims Aires. Octubre H de IWX. 

\ \'isios: el rL'cursft extraordinario interpuesto y concedido 
contra sentencia del Superior Trihutial dé Justicia de la Prpvin- 
cia de Salta, sol ir incoiu|ietencia de jurisdicción, en el juicio de 
mensura del campo "Tartagal". promovido por el Banco de la 
Nación Argentina. 

Y Considerando: 

Oue la mensura, deslinde y amojonamiento solicitado ante 
la justicia ordinaria de la provincia en qne está situado el in- 
mueble en cuestión, fué promovido, sin duda alguna, ante Juez 
competente, y no hay en el caso controversia al respecto, pues se 
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trata cu tales cmidieioncs de un juicio de jurisdicción volunra- 
ria. tu el que no se plantea un lÜÉgfc) propiamente dicho, ni ¡Je 
promueve un debate c*m determinada persona, caracteres, entre 
otros de los que emana la competencia del juez territorial, con 
abstracción de los que originan la jurisdicción por razón de la 
materia o de las personas. 

Tero esta situación varia funrlaiuentalniente, si, como ocurre 
en el caso, se promueve oposición al deslinde practicado, pues 
< monees ej juicio se vuelve contencioso n contradictorio, el opo- 
tmté asume el carácter de actor y el solicitante de la mensura 
el «le demandado, trabándose la Mis dentro de las modalidades 
y prescripciones formales eorrespund ¡entes. 

Que en el sub juditk consta de autos qué los señores Eche- 
s-trtu y Casas protestaron la mensura at realizarse la Operación y 
formalizaron esa protesta ante el Juez respectivo, oponiéndose a 
!n aprobación del deslinde y promoviendo al mismo tiempo la 
excejición de incompetencia de jurisdicción pur considerar que 
les corresponde el tuero federal en razón de la dísttftla vecindad 
con resurto al demandado. 

Que el Itanco ¡K>r su parte lio sólo adhirió ;i | a declinatoria 
intentada, sino qtp reclamó en términos expresos el fuero fede- 
nit que le está legalmente atrilmido en su carácter de institución 
publica em;mada de la Constitución y creada exprofeso cun fi- 
nes de ai miiuist ración nacional. 

Que no obstante ésta concordancia de las partes y la fun- 
dada opinión del Ministerio Fiscal igualmente adversa a la pro- 
cedencia en el caso de la jurisdicción común, ésta se ha mante- 
nido en las dos instancias res|>eetivas por consideraciones que 
implican una apreciación errónea de la situación jurídica deriva- 
da de los antecedentes relacionados. 

Xo es posible aceptar como exacto, desde luego, que la opo- 
sición a que se npruelia judicialmente la mensura constituye una 
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mera incidencia de la | «.-lición de deslinde. toda vez ijiie allí se 
inicia la contención m« liante la cual han de dilucidarse en juicio 
contradictorio los derechos Que, i-turan en litigio, y en consecuen- 
cia, cada una de las [sirtes puede, p debe, según los casos, ha- 
cer valer tos Fundamentos que se crean conducentes para que la 
causa se substancie y quede radicada ante la jurisdicción que 
corresjMíiida, 

i>ue no es menos inconsistente la argumentación con <i«e 
se fundamentan las conclusiones del fallo recurrido; y sin entrar 
en mayores disquisiciones a sn respectó, Itasta cunsítlerar que el 
hecho de que se cumpla la Constitución y las 1 leyes jurisdiccio- 
nales radicando un litigio ante la justicia nacional por razón de 
la distinta vecindad de las partes, no puede autorizar en este 
caso, y en ningún otro, a un juez o tribunal que actúe con ele- 
mental criterio jurídico, a calificar ese acto como una "intromi- 
sión de la justicia federal" que afecta eí orden público, los pac- 
tos preexistentes de los listados, la solieran*» de las r'rovin< -as y 
tamas otras cosas fundamentalmente respetable que no están jK>r 
concepto alguno comprometidas en esta litis, 

Qúe caracterizado el juicio de autos en su ace|>c¡ón verda- 
dera como una contención entre (Jarles (Fallos, tomo 25, pág. 
165; tomo 27. jjágs. 9o y 150; tomo 75. pág. 259; tomo 148, 
pag. §$$, ftc.>, y atenta la invocación de la distinta vecindad de 
las mismas (Constitución, art. 100: lev X v 1467; ley IH93, 
art. 111, inc. >'; ley $• 4S. art. 2*. íuc, 2). la procedencia de 
la jurisdicción federal en el caso es a todas luces evidente, sien- 
do de observar que lo es a doble titulo por corresponder asimis- 
mo dicho fuero al Ilancp demandado, adherente como queda es- 
tablecido a la declinatoria planteada. (Fallos, tomo 1S, págs. 162, 
268. 329. 340. 345. ™tre otros >. 

l*or estos fundamentos y de conformidad con lo dictamina- 
do por el Señor Procurador General, se revoca la sentencia ape- 
lada de fs. 307 en cnanto ha i»odido ser materia del recurso, de- 
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clarándose míe esta causa es de la jurisdicción del Juz#uli> Fede- 
ra) de la Provincia de Salta, X,it¡fí«|uese y rejntesto el pai>cl 
devuélvanse al ir¡1.im;il de procedencia. 

A. ÜKRAILjO. — J. Kllü'KKOA Ai 

corta. — ■ Roberto Kkpktto. — 
J\\ linim LAvAllk. — Antdxii 
Sacar \ a. 



Sociedad Anóititltu PimW-im V Cmumkl t : tthrmumi ,outr<t ei 
Gobierno Xm hmil. sabrté devalmwn de una suuta de dU 
iterv pagada en concepto d? derechos titéales. 

Sumario; l« Los derechos <k' txjx)rtaciüii ddien liquidarse can 
arre^lu al aíorp viente en la fecha en que fué cx|vdidn el 
respectiva Mcm de en iltan |iit- ti péfcmiso de debito* Ar- 
tietilo ley ll._'74. 

2" Siendo la ley II. ¿7 4 |>.»sicn<M a las ordenanzas de 
Aduana, cualquier disposición en contrario «pie contuvie- 
ran éstas hahrian sido derogadas de hecho p.ir atpiclla y a 
mérito di- tal dreunstancift. 

Cuso: r.n explican las piezas siguientes: 
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Hmiius Aires, Jmiír jl> de líttfc 
V Vistus: Irfis pnmmvidns lK jr la suciedad Anónima Ftnan- 
ciera y Comercial Fiihnnanii Limitada cintra la Nación, sobre 
devolución de suma de dinero picada en concepto* de impuestos. 
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Y Considerando; 

]'-■ Que la aetora man i fiesta en su demanda de fs. í> que cu 
31 de Diciembre de 1923 obtuvo los permisos de cintarque 
.Í2.J71 y para exportar lana, lo qtie verificó en menor 

cantidad qué la solicitada con ambos permisos. Al realizar la 
Aduana la liquidación respectiva, tu» sólo le cobró los derechos 
por la totalidad de lo pedido paía exportar y no embarcado, si- 
no qtíe laminen hizo el cobro teniendo en cuenta el aforo viden- 
te m el momento del embarque en vez de atenerse al art. 3» de 
la ley 11.27-1 al aforo vigente en la fecha de la exjn dición de 
los boletos correspondientes. Invoca la aetora diversos antece- 
dentes y luego de varias reftex iones sostiene que la Nación de- 
lie de volverle la cantidad de treinta y cinco mil doscientos rme- 
vt pesos con sesenta y nueve centavos moneda nacional, indebi- 
dameim exigidos y pagados bajo protesta, y asi los solicita con 
intereses y costas. 

(.onusta la demanda el Señor Procurador Fiscal a fs. 20 
reconociendo que se expedieron oportunamente loa boletos de 
referencia, pero romo los dos vapores entraron al puerto de Hue- 
llos Aires en 4 y Ti de Enero de 1924 y recién en ese mes se 
cargó la lana, procedió a aplicar el aforo vigente en dicho mes. 
Hace un examen de la letra y espíritu de la ley 1 1.274, la corre- 
lación con lo dispuesto en las Ordenanzas de Aduana, alude a lo 
dispuesto en las dos resoluciones ministeriales fecha Agosto 5 de 
191K y Junio 15 de 1920 que robustecen en sn concepto la tesis 
que sustenta y después (le otras consideraciones termina solici- 
tando se rechace con costa la demanda. 

2' Oiie a mérito de lo expuesto posteriormente por ambas 
partes a fs. 26. 27, 30 y 35, queda esta causa en condiciones de 
ser resuelta como de puro derecho, pues sobre los hechos no 
existe discusión. 

3' f tjne en virtud de lo que antecede, se da por sentado que 
los boletos de embarque fueron expedidos el 31 de Diciembre 
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de 1923, habiéndose cargado la mercadería dentro del mes ex- 
pedidos esos boletos. 

El art, 3» de la ley 11. 274 establece que las aduanas liquida- 
rán los derechos de expiación con arreglo al aforo vigente en 
la fecha en que fué expedido el respetivo boleto de eml arque 
y atento lo dispuesto en el transcripto precepto legal no hay pa- 
ra qué entrar en mayores disquisiciones acerca de si el Poder 
Kecutivo b la Aduana de la Capital pudo o debió cobrar v liqui- 
dar lo, derechos de exj»ortaeióu con arregln a aforo* no videntes 
en la fecha en que se expidieron bs boletos de ein! arque. 

K*c precepto legal es tan claro y terminante que puede de- 
cirse re iste los caracteres de un axioma y estando l-1 casu Mb 
/Miar regido |xir disposición tan categórica, no es posible ha- 
cerlo caer dentro de otras c[ue vendrían a resultar inconcliablcs 
u contradictorias con aquella. 

Kn cuanto a las resoluci.Jiit.-s ministeriales transcriptas tx ¡r 
P >víh,r en SM enutestacíó,, a la demanda 

apenas es necesario decir que fuero,, dictadas con evidente au- 
imondad a la sanción de la ley ! 1.274. no importan actos del 
I i*- esi^ecificamente considerado y en todo caso, se hallarían 
en pu fí „a con lo ordenado en él art. So, inc. 2* de la Constitu- 
ción Xacional. 

-\o es posible violentar el texto de una ley como la que tie- 
i* aphcac.on en este asuuto y si en realidad adoleciera de defecto* 
o consultase las necesidades fiscales, va sin decirse que corres- 
ponde™ únicamente al Congreso de la Xación proveer el reme- 
dio necesario mediante una reforma ú una nueva ley. 

Para terminar, téngase presente que la C ámara Federal de 
la Capital acaba de dictar sn sentencia registrada con el núme- 
ro 18.399, fecha 20 del Corriente caso Xicbolson y Kelloiv y, 
Xación). en cuya sentencia fia al art. 3* de la ley li.274 el mis- 
mo alcance que le atribuye el suscripto, vale decir, que contem- 
pla el derecho de la actora por lo cual debe prosperar la deman- 
da deducirla. 
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# Que |*ir todas estas reflexiones se hace indispuisabU- 
traer a colación lo dispuesto en el art. 792 y concordantes deJ 
Codito Civil. toda vez míe se trata de mi iKigu efectuado sin 
eausa y a sti respecto consta la protesta levantada oponunamen- 
te >egiiú testimonio corriente a ís. 4 y 5. 

Por las consideraciones .pie preceden, fallo: declarando 
mu la Nación debe devolver a la actora sociedad anónima Finan- 
ciera y CoiiKTcial Fuhrmann Limitada, la cantidad demandada en 
autos, de treinta y finco mil doscientos nueve ¡h-sos con sesenta 
y nueve centavos moneda nacional, indebidamente cobrados, con 
intereses estilo líanco de la Nación desde la notificación de la 
demanda. Costas por su orden atenta la naturaleza de la causa. 
XotiiÍ.|uese. repóngase el sellado y o| Rotunamente arebivese. 
previa devolución de las actuaciones administrativa;; adjuntas a 
su procedencia. 

Saiif M. flu obur. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACION 

Buenos Aircí, üciulire 1U de 1927. 

V Vistos: Por >us fundamentos y de acuerdo con |q re- 
sudo, por este Tribunal en el caso de Nicholsotl v Kcllog, cita- 
do por el señor Juez a </,,<>. se confirma la sentencia apelada 
de ls, 4.1. rjnu declara .pie la Nación del* devolver a la actora 
s.K.-ie<b,d anónima Financia y Comercia! Fuhrmann Limitada, 
la cantidad reclamada ile 35.209 pesos con 69 centavos mone- 
da nacional con intereses estilo Ilanco de la Nación desde la no- 
tificación fie la demanda. — /. P. [ M ná. — Marcelino Escalada 
— B\ . /. .Vacar Aacltorcmt, — /asé Marcó. — 7\ Arias. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA (1> 

Buenos Aires, Octubre 10 de 19¿8. 

Vistos : 

Considerando : 

Que esta causa versa sobre la interpretación dada por la 
Aduana de la Capital al art. 3» de la ley 11,274 que dispone que 
lo» derechos de cxi*irtacióu se liquidarán cotí arreglo al aforo 
vigente en la fecha en qtie fué expedido el respectivo boleto de 
embarque o permiso de depósito. 

Sostiene el actor que habiendo obtenido sus boletos en 31 
ile Diciembre de 1923, es con arreglo al aforo vigente en esa 
techa <|ue han debido liquidarse los derechos respectivos, y no, 
como lo ha hecho la Aduana, teniendo en cuenta el aforo dis- 
puesto para el mes de Enero, fundándose en que e! embarque 
efectivo se realizó dentro de ese mes. 

Que tanto en primera como en segunda instancia ¡as reso- 
luciones pronunciadas concuerda» con las razones de derecho 
.aducidas por el actor y es evidente que dichos fallos se ajustan 
al texto legal invocado (art. 3". ley 11.274), del cual se despren- 
de que la fecha de expedición del tjoleto de emliarque es la que 
regía para liquidar los derechos de cxjx»rtación, en el caso de 
autos (S. C. Fallos, tomo 139, pág. 418, considerando 7°). 

Qtte tratándose de una ley posterior a las ordenanzas de 
rubiana, cualquiera disposición en contrario que contuvieran éstas 
habrían sido «Irrogadas, de hecho, por aquélla, y a mérito de tal 
circunstancia. 

(Juc a mayor abundamiento, la nota que contienen los Ik>- 
Icms de exportación del sub lite, ¡ú establecer que "en caso que 
el vapor de la referencia no hubiera entrado al (nterto dentro 
del término de treinta días a contar de la fecha de la presenta- 
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eión, nos comprometemos ídicen los cargadores) a altonar la 
diferencia", demuestra que las mismas autoridades aduaneras 
contemplan el caso, de que el Iwleto de embarque puede ser soli- 
citado y expedido ames de que los buques que han de cargar 
los frutos hayan amarrado en el puerto. (Véase expediente ad- 
ministrativo agregado por cuerda'). 

Que las resoluciones de determinados exiiedicntcs. dicta- 
das por el Ministerio de Hacienda no pueden oponerse a las 
normas claras de la ley, |xir cnanto, ni aún al Poder Ejecutivo 
le seria jierroitido alterar el espíritu de aquella por vía regla- 
mentaria. 

Por estos y sus fundamentos se confirma la semencia ape- 
lada de fs. 53. sin costas. Notifíqitcse y devuélvase debiendo 
reponerse el papel ante el inferior. 

A. Bermejo. — J, Figiteiloa Al- 
corta. — Roberto Repetto. — 
R. GriDo L avalle. — Antonio 
Sagarna. 

(1) En la misma fé:ha se dictó igual resolución en U causa segui- 
da por don Angel Morcira contra la Nación, por idéntica causa, 



Juan José f erré, criminal, contra, por homicidio. 

Sumaría: El hecho de que la ley 4055 faculte a la Corte Su- 
prema a intervenir como tribunal de apelación en tercera 
instancia sólo en los casos que en dicha ley se expresan, no 
implica que al negarse la apelación a los litigantes que no 
» hallen comprendidos en dichas disposiciones legales, se 
vulnere el principio de igualdad que consagra el art. 16 de 
la ley funilamental. 

Caso: Lo explica el siguiente: 
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PALIO 11K LA CORTE SL'PKK M A 

Buenos Aires, Octubre 15 de 1*>28. 

Vistos en el acuerdo, 
V Considerando; 

tjmt según lo expresa el propio recurrente, el recurso ex- 
traordinario se funda en que "en la pruclia* m> se han observa- 
do l;us formas sulístanciales del juicio relativo a la prueba", es 
decir, cuestiones regidas |Hir el derecho común que son extra- 
ñas al recurso, intentado que autoriza el art. 14 de la ley N> 48 
y 22 del Código de Pnx-edimiemos e» lo C riminal, según (ó 
tiene declarado esta Corte reiteradamente 

Que con referencia a los artículos 16 y 18 de la Constitu- 
ción, cuya inobservancia se alega, procede observar c |tte |*ara la 
procedencia del recurso extraordinario es necesario que la cues- 
tión federal se haya planteado ojw>r tunamente, es decir, en con- 
diciones tales que el tribunal .le última instancia liava |>odido 
pronunciarse sobre el punto, lo que no ha ocurrido en el presen- 
te según se desprende de la exposición prr «rédeme. 

Que ]>or lo demás cabe agregar que el hecho de que la ley 
4055 faaiIte « Corle a intervenir como tribunal de ape- 
lación en tercera instancia sólo en los casos que en dicha lev se 
expresan, no implica <pie al negarse la apelación a los litigantes 
•pie no se hallen comprendidos en dichas disposiciones legales, 
si- vulnere el principio de igualdad que consagra el art. 16 de la ley 
iundumental. desde que la Constitución no determina en ésta u'i 
en ninguna otra de sus cláusulas el número de instancias en los 
juicios, consistiendo la verdadera igualdad ante la lev en aplicar 
ésta en los casos <»curremes. según las diferencias constiiutívas 
de los mismos, y cualquier otra inteligencia o aceitón de este 
derecho es contraria a su propia naturaleza y al interés social 
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según ln establece la jurispruden&a de esta Corte en rcit irados 
casos. Faltos; tomo 130, páp. 55, entre utrosj. 

En su mérito se declara no balier lugar a la queja itlÉCT! nieb- 
la. NotifíqaeM y archívese 

A. Hkkmkjo. — J. Fuü kkoa Al- 
corta. — K. Gl-iiki La v allí:.— 
AxTUNtij Sacar xa. 



/'oh % Hehirmino Ohjuin eotttra fa Caja de J ithUmianeti v Pen- 
siones de Ui Provincia tie Mendoza, Demanda coHleneiaso- 
administrativa. 

Sumario: 1" En el recurso extraordinario cfcl art, 14. ley 4K t 
la Corte Suprema no está llamada a rever los fallos de los 
tribunales de provincia res|ieeto a su jurisdicción re^iectí- 
va, regida exclusivamente jxir sus propias leyes. (líl fallo 
apelado estableció que el recurso de tnconstitticionalidad 
no era admisible en el caso porque SI fundaba en !a Cons- 
titución Nacional y lio en la de la Provincia, de lo que re- 
sultáis que no huí*, decisión sobre la inteligencia o validez 
de las cláusulas enumeradas en el art. 14 de la ley 4K). 

2" Las decisiones de los tribunales de provincia que re- 
caen en casos regidos |M>r la Constitución y leyes locales, en 
los que se interpretan y aplican los mismos, son ajenas al 
expresado recurso extraordinario creado en resguardo de 
las instituciones federales y que no versa sobre materias 
legislativas expresamente reservadas jior los estados pro- 
vinciales, 



Caso: \aí explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Octubre 13 de 1927. 

Suprema Corte: 

Don T. Helamino Oiguin recurre ante V. E. de la senten- 
cia ele la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Men- 
doza, dictada en la acción contencioso-administrativa seguida 
contra la Caja Provincial de Jubilaciones y Pensiones, invocan- 
do al efecto el artículo 14 de la ley X v 48. 

Consta del expediente agregado a los autos principies, que 
por resoltieión de 17 de Octubre de 1925 la Caja denegó al ac- 
tor la devolución de los descuentos efectuados en los haberes 
que percibía como empleado de la re|«irtíción policial, gestión que 
inició por balwr sido reemplazado en el cargo que desempéñala, 
sin justa causa, fundamentando la demanda en el derecho que 
le acuerda el art. 38 de la ley local N« 716. 

Al presentar el alegato de bien prolado opuso, subsidir já- 
meme, la inconstitucionalidad de diclia ley para el caso de que se 
mantuviera el criterio de la Caja resjjecto a la manera de in- 
terpretar el art. 38 citado, |x>r considerar que ella contrariaba los 
arts. 17. 31 y 67, inc. II de la Constitución Nacional. 

De acuerdo con la jurisprudencia consagra<la por V. Ei es- 
timo que el presente recurso es improcedente en atención a que 
la sentencia apelada se ha concretado, en la jarte dispositiva, a 
resolver el rechazo de las acciones de inconstitucionalidad y con- 
tencifíso-administrativa instauradas, interpretando y aplicando 
leyes locales. En estas condiciones V. E. no puede ni está lla- 
mada a revisar la decisión de la Suprema Corte de Mendoza en 
lo que res|K*cta a su propia competencia y jurisdicción determi- 
nada en la Constitución provincial (Faltos, tomo 116, página 
138; tomo 118, pág. 338; tomo 124. pág. 66 y otros). 
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Por esto, piilu a \'. E. se sirva declarar mal concedido el 
recurso extraordinario t¡ue autoriza el art. 14 de la ley N*' 4H, 
disponiendo la devolución del expediente al tribunal de su pro- 
cedencia. 

Horado R. Larrcta. 



FALLO DE LA SUPREMA CORTE (1) 

Buenos Aires, Octubre 15 de 1928. 
Y Vistos : El recurso extraordinario interpuesto y concedi- 
do contra sentencia de la Suprema Corte de Justicia de la Pro- 
vincia fie Mendoza, en la demanda contencioso-administrativa 
deducida por don T. Belarmino Olguin contra la Caja Provin- 
cial de Jubilaciones y Pensiones - sobre devolución de aportes. 

Y Considerando: 

Que en el juicio comcncioso-adniinisirativo materia de la 
sentencia traída al examen de esta Corte por vía del recurso 
extraordinario, se han planteado y resuelto dos cuestiones : ver- 
sa la primera sobre la constitucionafidad de la lev provincial de 
jubilaciones N« 716. y la segunda sobre la interpretación y apli- 
cación de dicha ley al caso de autos, esto es. a fa devolución de 
aportes que se demandan. 

Que atento los términos y condiciones en que se ha consi- 
derado y resuelto la causa, el recurso extraordinario intentado 
es improcedente en relación a uno u otro de los puntos que han 
sido materia del debate y del pronunciamiento recurrido. 

En efecto, relativamente a la primera cuestión, procede es- 
tablecer que la sentencia apelada la desestima: a) porque el re- 
curso de mconstítiicionalidad ha sido entablado fuera del térmi- 
no fijado por determinadas disposiciones del Código provincial 
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«le Procedimiento;; : b) porque la impugnación de incmistítucio- 
nahdad se ha formulado en el alicato y no ni traliarsu el cuasi- 
contrato de la litis contcslaíto, como to prescriben las leyes lo- 
cales que se citan; c) porque la cuestión se lia fundado en U 
Constitución Nacional y no en la de la J'rovincía, como el ca*o 
lo exige ( fs. a 40 de autos;. 

Oue según se advierte, los fiindamcntns de la sentencia de- 
rivan de circunstancias de hechos y pruebas relativas al tinn¡Ki 
y la oportunidad ni que dehió prtmioveése la cuestión, pumos 
regidos y juzgados por leyes procesales del Estado provincial, 
sin referencia a cláusula algíma de la Constitución y leyes na- 
cionales, y antes bien, estableciendo que el recurso de inconstitu- 
ciíJiialidad no es admisible en el caso porque se funda en la Cons- 
titución de la Nación y no cu la de la Provincia, lo que implica 
t|ue el tribuna! a t ¡ito considera limitada su jurisdicción en jui- 
cios de esta naturaleza sólo a conocer y resolver de la constitu- 
cionaiídad de leyes que estatuyan sóbré materias regidas por la 
C institución de la Provincia. 

Que de lo precedentemente expuesto, y de acuerdo con la 
reiterada jurisprudencia «le esta Corte, resulta evidente la im- 
procedencia del recurso extraordinario en el caso y por el con- 
cepto de la iueonstitucionalidad alegada, porqué no se ha pro- 
nunciado en él decisión alguna sobre la inteligencia o validez 
de Jas cláusulas enumeradas en el art. 14 de la ley N> 48; por- 
que en el presente recurso, esta Corte no está llamada a rever 
los fallos de los tribunales de provincia respecto a su jurisdic- 
ción res¡ lectiva, regida exclusivamente por sus propias leyes; y 
porque, como en situaciones análogas se ha deciditlo con reitera- 
ción, no hasta Invocar determinadas cláusulas constitucionales, 
sino que es indispensable que la solución de la causa dependa de 
la inteligencia que se les atribuya, lo que no ocurre en el caso 
en el que no se ha resuelto cuestión federal alguna, según que- 
da estahK-cido. (Palios, tomo 116. pág. |J8; tumo US. pág. MX, 
tonto 12J, págs 106 y 218: tomo 12+. pág. 66 y los alli cita- 
«los, entre otros). 
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Qtte ni lo relativo a la secunda de las cuestiones enunciadas, 
esto es. ;i la interpretación y aplicación que cíe la ley provincial 
tie referencia ha hecha la sentencia recurrida, tampoco puede ser 
materia del recurso extraordinarin interpuesto, porque las deci- 
siones de los trihunales de provincia -pie recaen en casos re ñ ¡- 
dos por las Constituciones y leyes locales en las que se inter- 
pretan y aplican las mismas, son ajenas al recurso extraordina- 
rio creado en reguardo de las instituciones federales y que no 
versa sol.rc materiales legislativas expresamente reservadas por 
ios Estados provinciales (Constitución, art. 105; Kallos, tomo 
104. pág. 4*); tomo 1J4. pág. 42; tomo 121. pág. 458 y otros). 

Que por lo demás, cabe.ohservar asimismo, que la senten- 
cia recurrida deriva sus conclusiones de fundamentos de dere- 
cho común suficientes pnr si solos para sustentarla y determi- 
nar la improcedencia del examen fie la cuestión federal, se^ún 
lo ha dejad. i estallido en múltiples casos la jurisprudencia fie 
esta Corte (Fallo», tomo 113. pág. 317; toniu 115, pág, 405: 
tomo 120. pá» 435; tomo 131. pág. 387). 

En mérito de estos fundamentos, y de acuerdo con lo ex- 
puesto y pedido por el Señor Procurador General, se declara 
mal concedido el recurso. Xotifíquese v repuesto el papel de- 
vuélvanse al Tribuna] «le procedencia. 

A. Dermejo. — f. Fiui'kroa Al- 
CORTA. — K. Gi'jno L AVALLE. — 
Antonio Saoakxa. 

tí) Kn la misma fecha. p.,r ít* íiiihí», «tutus v co^Hurac iones de la 
gm¡j* Kcmt,., i. Cor» Siqiwnm se mw&3 £ gRSS 

en el juich. fc.iiteiichi M »-.i<lniiiiistrativM. seguido ojinra la laja fíe Juhila- 
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Procurador Fiscal contra ¡nítida Castañeda, sobre interdicto de 
adquirir. 

Sumaria : El requisito de la tradición de la cusa donarla, necesa- 
riu para obtener el dominio de la misnia, un puede ser subsa- 
nado |x»r la via del interdicto (Mira adeptirir la posesión, fia- 
do que para la procedencia de éste se requiere, también, que 
el demandado no [>osea aquélla a título de dueño. (Articulo 
326, inciso í-, ley 50. Código supletorio, art. 5M ) . 

C aso : Lo explican las pit-zas siguientes ; 



sentencia m la cámara feuehai. de apelación 

■ Córdnlw, Jttnio 4 clu lv¿7. 

Y \'istos : el recurso de apelación interpuesto |H>r ambas 
partes contra la sentencia de lecha 22 de Junio ppdo., corriente 
a ís. Mt, dictada por el señor Juez Federal de Jujuy. en el in- 
terdicto para adquirir la |*>sesión de un terreno para la construc- 
ción del camino nacional de acceso al puente del Rio Cinco, se- 
guido p«H* el Procurador Fiscal a doña Inielda Castañeda, en la 
que ha resuelto : hacer lugar |>arcia1iucnte a la demanda y decla- 
rar que la demandada solo está obligada a entregar al actor -una 
faja de. seis metros con cincuenta centímetros de ancho de Norte 
a Sud ]Hir el largo necesario jsira la prolongación recta del ca- 
mino de acceso al [mente del Rio Chico hasta desembocar al 
caminn nacional de San l'edrito. sin costas; y 

Considerando : 

Que él interdicto fie adquirir deducid** se funda en qué la 
demandada cedió a la Nación, a titulo gratuito, un terreno para la 
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construcción del camino nacional del acceso ai puente sobre el 
Río Chico, según consta cíe la escritura pública Sí* 373 de 1923, 
pasada en el registro público a cargo del escribano de Jujuy, don 
Ricardo Pol. y en que. no obstante la promesa de dar la pose- 
sión del terreno cedido, aquélla no lleva a la práctica la entrega 
del mismo. 

Que la demandada sostiene la improcedencia del interdicto 
en que falta el requisito previsto en el inc. 2* del art. 326 de la 
ley federal N» 50, ya que posee a titulo de dueña la fracción 
donde está emplazado el camino de empalme al de San Pedri- 
to y además, en que el camino no se ha trazado por Ja línea 
divisoria de su propiedad y la de Luis Castañeda, tomándose en 
la suya más de los seis metros cincuenta centímetros que elía 
dono y en que no se ha negado a entregar a la Nación el terreno 
donado, del cual ésta ha tomado posesión i>or intermedio de la 
Oficina íle Puentes y Caminos, la cual ha construido el camino, 
alambrando sus costados. 

Que la escritura de fojas 15 es una |>or la cual, entre otros, 
dona Imelda Castañeda cede gratuitamente al Gobierno de la 
Nación y éste acepta con el destino que allí se expresa, varias 
fajas de terreno clara y perfectamente individualizadas ,)or sus 
limites y por su extensión. 

Que concluido el contrato antes referido, ha generado la 
obligación en contra de la señorita Castañeda fie entregar la cosa 
prometida y ha nacido a favor de la Nación el derecho creditorio 
de reclamarla. (Arts. 574 y 577 del C. C.) 

Que el interdicto de adquirir de acuerdo con lo dispuesto 
l»or el art. 326 del C. de P. en lo Civil, requiere para su pro- 
cedencia, que se presente título suíicientc ¡kl'H adquirir la pose- 
sión y que nadie [Miseá a título de dueño o de usufructuario de 
los bienes cuya posesión se pida. 

Que en el caso, mientras no se haga tradición de la cosa 
prometida, la propiedad de ella jíermanecc en calieza del posee- 
dor, arts. 577 y 2609 del C. C ; de manera que la posesión que 
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Sé te reconoce a la demandada es a titulo de dueño, coniu se 
comprueba con la escritura de ís. ¿íi que no ha sido contradi día, 
y. por lo tanto, no es el caso de aplicación del art. .Wi citado, 
invocado en la demanda, f Jurisprudencia Argentina, torno 6, 
página 207). 

Por Ir* expuesto y de acuerdo con la jurisprudencia de esta 
Cámara. Jurisprudencia de los Tribunales Nacionales, año 1910, 
Abril. página 33o y de la Suprema Corte, tomo M\ página W*. 
se resuelve revocar la resolución recurrida, no haciendo, en con- 
secuencia, lugar a la demanda: las costas en el urden causadas, 
llágase salier. transcriliase y devuélvame. . I. (,'. Ppsse. -- 
Hawch I). Aymhr. — Lucas A. de Olmas. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Airés, Octubre 15 di- 

Vístós: 

Los autos de interdiem di- adquirir seguidos por el Pn>cu- 
radnr Fiscal de J tijuy contra doña í incida Castañeda, de los cua- 
les resulta: 

Que el actnr usa la vía sumaria de interdicto para obtener 
la posesión de un terreno donado por la demandada, con destino 
a camino público; que ésta sostiene en primer término la ím- 
procedencia de dicha acción, por faltar a éste uno de lo* requi- 
sitos exigidos por el art. 32() de la ley 50. entrando enseguida 
a la alegación de cuestiones de hecho de las cuales resultaría, 
qtte aquella ya lia dado cumplimiento con la obligación de entre- 
gar la cusa donada, y 

Consderando : 

Que aún cuando los títulos invocados por el Procurador 
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Hscal fueran suficientes para fiar derecho a exigir h tradición 
del bien .lunado. es b cierto cjue ,«ra obtener el dominio le falta 
este ultimo requisito, y éste no puede subsanarlo por fa vía su- 
man* del interdicto, pues para Ja procedencia de éste, se remm- 
re tamb.cn qe el demandad» no posea a título de dueño v es 
evidente que en el caso, la sarita Castañeda posee en esecn- 

Que a este respecto, se consideran suficientes las razones 
expuestas en el fallo apelado, con mayor !* sc legal en la juris- 
prudencia de esta Cort, consagrada en st, falto del to.no 30 
Imagina 169. 

m esto y sus íundainentns concordantes se confirma h 
«eutenca apelada de fs. 58, sin costas, atenta la naturaleza de 
la cuest.on deluda. Notifiques, y devuelvas, al tribunal de 
ííul previa reposición del papel. 



\. Hk.RMKJO. — J. KlGlHKOA Af.- 
CORTA. — R. Gl'JDO Lavalle. — 

Antonio Sac-arna. 



rerrocorril QAK de ihwms Aire, mm m s , ñotrs f 
rmt/n. sobre cobro de pesos. 

Sumario, No procede el recurso extraordinario del art. 14. lev 
4$ contra una sentencia que deriva sus conclusiones de an- 
tecedentes de hechos y pruebas y, especialmente, de la si- 
tuación legal y jurídica que crea recíprocamente ^ra la. 
partes el convenio o transacción celebrad.! entre ellas, juz- 
gado por aplicación de preceptos de derecho común. 



s»n re- 
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ícrcueia alguna a la inteligencia y validez de una cláusula 
constitucional, ele un decreto o de una ley nacional. 

Cusa: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEX DEL PROCURADOR GENERAL 

Bounos Airea, Uaná _'1 de I*.»27. 

Suprema Curte : 

Xo encuentro etl la presente cansa seguida ]H>r la Empresa 
del Ferrocarril Ueste de Buenos Aires contra la sociedad F. Ma- 
rengo y Cia., por cobro de pesos, que tramitó ante el Juzgado 
de Comercio de la Capital de la Nación, «pie se haya planteado y 
resueltu cuestión alguna sobre derecho federal que autorice la 
intervención de V. F.. en el recurso deducido por la parte de- 
mandada a fs, 143 invocando el art. 14 de la ley 48, sobre ju- 
risdicción y comjiet encía de los tribunales federales. 

pi efecto; tanto la sentencia dé primera instancia como la 
de la Cámara, han resuelto la causa por razones de hecho y 
pruclia y por interpretación y aplicación exclusiva de principios 
de derecho común, suficientes para sustentar el fallo recurrido 
con prescimlencia de las cuestiones sobre derecho federal que 
se dicen formuladas. 

Ni tales cuestiones, por otra parte, han sido propuestas y 
fundadas oportunamente eu autos. 

No l»asla, a tal fin, la simple afirmación <]ue se hace a fs. 
2,1 al demandar y a Íp. 102 al alegar de bien probado, de ijue el 
Decreto del l'oder Ejecutivo Nacional sohre estadías v alma- 
nmeenajes es total y absolutamente inconstitucional, sino se de- 
muestra o interna demostrar, por fo menos, en qué consiste esa 
inconsiittiCHmaliilad y qué relación directa e inmediata tiene con 
la materia del litigio. 
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No se lia cumplirlo «se requisito, no se lian llenado tampoco, 
con interioridad, esa formalidad y no se ha discutido la inteli- 
gencia del referido decreto del P, E. Nacional. 

Soy por tocio ello de opinión que corren) m nicle declarar im- 
procedente el presente recurso y jx»r tanto nial concedido para 
ante esta Ojrte Suprema. 

Edtumlo Sarmiento. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Biiinos A iri s. Octubre 21 de l')2H. 

Y Vistos : el recurso extraordinario interpuesto y concedido 
contra sentencia de la Cámara de Apelación en lo Comercial de 
la Capital en el jnicio seguido jior la (impresa del Ferrocarril 
Oeste de Buenos Aires contra tos señores F. Marengo y Cía., 
imr. consignación de mercaderías y cobro de pesos. 

Y Considerando: 

Que las actuaciones de! presente litigio no jiermitcii esta- 
blecer que en él se haya debatido y resuelto alguna cuestión 
de carácter federal que determine la inclusión del caso entre 
Ins que prevé y enumera el art. 1+ de la lev 48 y 6* de la ley 
4056. ¡mes si bien el recurrente ha formulado impugnación de 
inconsritudonalidad del Reglamento General de Ferrocarriles, 
tal objeción, como se hace notar en el dictamen final de amos, 
se limita a una afirmación sin referencia concreta a determina- 
das disposiciones y no se controvierte ni se demuestra en for- 
ma alguna en el curso del litigio, circunstancias en cuya virtud, 
sin duda, se ha omitirlo todo pronunciamiento al rcs]>eeto. 

Que tanto la sentencia en apelación como la trae ésta con- 
firma, derivan sus conclusiones de los antecedentes de hechos y 
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prueba» f[ue si- acreditan ai la causa, y especialmente de la si- 
tuación lepa! y jurídica que crea recíprocamente para las |tarles 
el convento transacción que han celebrado sobre diversos pun- 
tos fundamentales del litigio, relaciones de derecho r[ue se juz- 
gan en dichas decisiones por aplicación de precepto» de derecho 
común consignados en determinados articulo* de los Código* Ci- 
vil y «le Comercio, mm referencia albinia a la mteligenria o validez 
de una cláusula constitucional, de un decreto o de una ley cs^- 
cia! del Congreso. 

Que a las precedentes consideraciones priKedc agregar, que 
los fundamentos de derecho común del fallí» en recurso son sufi- 
cientes por si sidos jKira sustentarlo, de tal manera que aún en el 
supuesto de que el recurso fuera procedente en razón de la in- 
constitueionalicJad alegada, esta Corte no i nidria admitirlo. por- 
gue cualquiera que fuese la resolución que correspondiera dic- 
iar en el caso icerea de la cuestión íeileral propuesta, no le serta 
dado a este Trihuua! mixliíicar la sentencia recurrida, fundada 
como queda dicho en antecedentes de liecho y en disposiciones 
de detecto común cuya interpretación y aplicación enrresnondc a 
los jueces del fuero en que se ha substanciado la causa (Uy 
4S, art. 15 in fim ; Fallos, tomo 115, pág. -105; tomo 120. 
pég, 435: tomo 131, |ág. .1S7. entre otros). 

Que así establecido qué la solución del caso de autos no ha 
dependido de la inteligencia que se hubiera |>odido atribuir a la 
cláusula del decreto impugnado, cal* observar jior lo demás a 
mayor ahundamiinto y sin que esto inq»orte resolver sobre el 
fondo de la cuestión, que dicha impugnación carece de funda- 
mento aceptable, toda vez que en definitiva la reglamentación 
que parece aludida (art. ¿S3 A.), se reduce a fijar normas o 
procedimientos en la aplicación efectiva de preceptos de leyes 
copines (Cód. Civil, art. 700; Cód. de Comercio, art. 2TH>). 
SOlíre estadía* y almacenaje, y no se advierte, ni el r^urrenté 
se ocupa .le demostrarlo. ,.» que* modo y forma el Poder Eje- 
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cutivu se abroga por dicha cláusula reglamentaria facultades 
legislativas. 

En mérito pues de las consideraciones que preceden al an- 
terinr considerando y de acuerdo con lo dictaminado por el Se- 
ñor F'rocurador General, se declara nial concedido el recurso. 
Notifiques* y devuélvame al Tribunal <|e procedencia donde se 
repondrá el papel. 

A. Htrmkjo. — }. Kj<;l*i;roa Ai.- 
cokTA. - R. Gtmso I.AYAM.K. — 
Antonio Saharna. 



Dú)l fáigíttío . tftawió contra hi Provincia tic Humos M^á, so- 
bre rittiiuih ación. 

Sumario : t* La excepción dilatoria opuesta en el alegato de bien 
pn .liado, fundada en los aris. 2484 y 2486 del C&%ii 
Civil, ea extemporánea. (Articulo 85. lev 50). 

2" Dados los objetos de la acción reivindicatoria. ar- 
tículos 2513 y 2758, Código Civil, es elemental qtte el rei- 
vindicante demuestra la plenitud de los elementos constitu- 
tivo» de su dominio, con forme a alguno de los mudos de ad- 
quirir que preceptúa la ley. Artículo 2524 del mismo có- 
digo. 

3 V Si bien el fallo en el jwwesorio no hace cosa juzgada 
tu el petitorio, como así resulta de la relacionada y armó- 
nica interpretación de los artículos 2482 a 2486 y 2792 y 
siguientes del Código Civil, es indudable que las conclusio- 
nes del primero, tn cnanto a hechos y situaciones jurídi- 
cas de su incimil «encía, como son las referentes a la jjose- 
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sión de] camino, que el actor y la Provincia alta y aquí 
han invocado. respectivamente, en su favor, deben conside- 
rarse con» válidas y eficaces en el actual petitorio. 



Cuso: Lo explica el siguiente: 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Octubre 22 de 1928. 

Y Vistos: para resolver los autos del juicio incoado 
dun Higinio Aparicio, vecino de la Capital Kederal, cuntra ta 
Provincia de Buenos Aires por reivindicación del terreno ence- 
rrado dentro del camino de Chascomús a la estación Lczama, en 
la parte emprendida dentro de sus propiedades; de envas cons- 
tancias 

Resulta : 

1" <Juc el Í5r. Aparicio se presenta manifestando: ser propie- 
tario en H cuartel noveno del partido de Chascomús de tres frac- 
ciones de campo con una superficie total de cinco millones se- 
senta y nueve mil ochocientos nueve metros cuadrados, cuya si- 
tuación | figura se demuestran con el plano que acompaña, co- 
pia de los presentados por el agrimensor señor José M. Vinent 
en las mensuras ordenadas en tas sucesiones de don Alejandro 
Sosa y doña Ktodia Sosa de Ford. Uiü títulos míe acreditan su 
propiedad sotl : a ) la escritura de venta que le otorgó el señor 
Juez fie lo Civil de la Capital Federal doctor Felipe Arana, en 
nombre de la sucesión de doña Hortensia Migucns el 24 de No- 
viembre de 1900, ante el escribano Cipriano Muñoz y Pérez, 
compuesto de dos fracciones con una superficie total de 342 
bectáreas. fifi áreas y 10 centiáreas. titulo prole icolizado ame el 
escriliano de La Plata don Basilio Coutreras e inscripto en el 
KrgiMri, de ta Propiedad: la* fracciones llevan en ej pimío que 
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aomijiaña las letras "A" y "C": h) la escritura de visi- 
ta que le otnrgó don Pahlo Melani. en 1.a flata, el 21 de Ju- 
lio de 1898. ame el escribano don Ramón Cambón, de una frac- 
ción de 37 hectáreas, 17 áreas y 7 centiáreas que se adjudicó 
a don Tomás Ford y Sosa en los autos sucesorios de su señora 
doña Elodia Sosa de Ford ; c ) la escritura de venta que le otor- 
gó <lon Juan Ford de una fracción de 27 hectáreas. .Vi áreas y 
14 centiáreas, provenientes de la sucesión antes mencionada de 
doña Elodia Sosa de Ford; d> la escritura de venta que le 
otorgó don Faustino Arana, en La Plata, en 27 de Agosto de 
1894, ame el escribano Cas I-ozada, de dos fracciones con una 
.siqierficie de 57 hectáreas, 53 áreas y 56 centiáreas; e) la escri- 
tura de venta que le otorgó en l-a Plata ante el escribana Félix 
I\ Sagastumc et 2 de Mano de 1888, de una fracción de 41 
hectáreas, 8t áreas y 7 centiáreas. Manifiesta que no puede pre- 
sentar los títulos correspondientes a las letras c. t d. y e. ( por 
tenerlos agregados a otro juicio, que su propiedad no reconoce 
ningún derecho real que limite o restrinje el dominio. 

Que con motivo de la construcción de] Ferrocarril Sud y para 
dar acceso a la estación Lozanía, librada al servicio público en 
1875. se hizo necesario el tránsito por su campo, lo que fué con- 
cedido por sus dueños medíante el pago de un derecho de trán- 
sito que se fijaba en un tablero más que como lucro, como mani- 
festación y prueba de que no se renuncíala al dominio del ca- 
rhtno; que en 19Í6 hizo gestiones ante la Municipalidad deChas- 
conuts (ara que el asunto se regularizara creando legalmente 
la calle de acceso por el lado Este, sin resultado: que por de- 
nuncia de varios vecinos ante la Intendencia de Chascomús, de 
que él pcnsaltt cerrar el camino, se inició mi expediente que 
pasó al Ministerio de Obras Públicas de la Provincia y el Po- 
der Ejecutivo de la misma le intimó el restablecimiento de la ci- 
tada vía por lo que dedujo interdicto de retener ante esta Corte 
que lo desestimó por fallo de 16 de Junio de 1917; que a raíz 
del fallo, el Poder Ejecutivo de la Provincia impuso al restalle- 
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cimiento del camino y interiormente mnn, militañ. destruvó 
los alambrados, etc.. y lo amplió al ancho de 25 metros. 

ímm el art. 17 ele ta Constitiición Nacional v Jas disposicio- 
nes del Código Rural y Ley de Cercos y estancias que clasifican 
os caminos existentes, entre los cuales no estala e! que motiva 
la ni is. y ,,„<• ron^ran la indemnización para los que en ade- 
lante se abrieran. Manifiesta que el carácter público «le un ca- 
111,110 nn '""darse en la simple declaración de quien quie- 

ra que la haga, sino en virtud de ley o de sentencia fundada 
vn ley y *■„ el caso, atento lo que expresan los lindos de domi- 
nio que mvoca, la superficie del camino le fenece conforme 
al art. 2.14/ del Código Civil ya que no le perdió en el modo v 
forma qqe expresa,, los artículos 2604 a 2610 del mismo Co- 
fe m «ene tr.uk, y ,H,scs¡ón fine*, qítada». pero que par* 
el ejercía» de la rei vindicatoria le Irasta asumir la calidad de 
Pwttmttor m nw smn, p.rq.u- puede invocar la posesión de sn 
causante, menc.otiando sobre el articular Ins fallos de esta Cor- 
te Suprema, tomo 46. pág. 370; tomo 77, pá K \A> P i(Ie f¡ 
"almcnte que se condene a la IWincia demandada a la resmu- 
nun dél mmneble referid», dentro de diez dias y al pago de los 
frn.os. danos y P , rj uicios : iodo con especial condenación en 
c< >stas. 

P «Jue a fs. 50 se presenta la Provincia de Buenos \ires 
W intermedio del Dr. Kmílb Zorraqniu contestando derecha- 
mente la demanda, la que del* ser rechazada con costas como con- 
secuencia de los considerandos del fallo de la Corte de 16 de 
Jumo de mi 7, recaído en H interdicto debatida entre las mismas 
lurtes sobre el mismos asunto, de | os c „ a | cs ^ deduce cUlra y 
urmínaiii emente (pie Atiricio carece de toda acción para iniciar 
juicio reivindicatorío de un terreno que jamás ha jwseído y del 
que no puede llamarse dueño. |H>rqiie*r.bre el mismo existían de- 
recjlbs preexistentes a la adjudicación que invoca; que Arricio 
olvida 11.. sólo aquella sentencia, sino la, .|isp t sici..nes riel 
art. -\U0 fiel Código Civil y sus concordantes ; que en ese fallo 
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de la Corte se declara— y no puede volverse sobre él — que el ca- 
mino cuestionado es de uso común atribuyéndose ese carácter 
|xtr "la conforniiitad prestada \tor los interesados, lo que inqxir- 
ta un reconocimiento de derechos preexistentes o una renuncia 
implícita a su propiedad exclusiva" ; que nial puede el actor im- 
putar mala fé a la demendada desde el día que promovió el in- 
terdicto en Junio de 1916 porque, aparte las razones de otro or- 
den, el fallo de la Corte proel «i lo contrario. 

3* Que abierto el juicio a prueba (fs. 60 ), las partes pro- 
dujeron la que corre de fs.66 a 143, y expedientes del interdicto 
constantes de fojas Útiles, y Administrativo letra C. N* 13 y agre- 
gados del Ministerio de Obras Públicas de la Provincia de Hue- 
llos Aires, titulado 'Municipalidad de Chascomús sobre apertura 
de un camino en tn propiedad de H. Aparicio"; las partes alega- 
ron sobre su mérito a fs. ... y fs . , , res] lectivamente, llamán- 
dose autos para definitiva a fs. ... y vuelta: y 

Considerando : 

1 " ÍJue la excepción dilatoria que la demandada opone, en 
su alegato de bien probado, fundada en b>s arts. 24X4 y 2486 del 
Código Civil, es inoportuna |>on t ue debió deducirse al contestar 
la demanda según claramente lo preceptúa el art. S5 de la ley 
X? 50 sobre IWedimientos de los Tribunales Nacionales. Cual- 
quiera que sean las constancias de estos autos sobre incumpli- 
miento por |Kirte del Sr. Aparicio, al fallo recaído en el inter- 
dicto, la Corte no puede apreciarlas ni hacerlas gravitar sobre el 
presente pronunciamiento porque en la litis contcstatio no está 
comprendido tal asunto (art. 13, ley 50',i, no es de orden pú- 
blico, desde que sólo interesa a la parte beneficiada la efectividad 
de las costas impuestas al actor, entonces vencido. 

2> One el actor no lia prolado su acción, pues no sólo no 
incorporó a los autos, en el término de pruelw. los títulos de 
propiedad de las fracciones c).. d). y e), mencionadas a fs. 28 
y 28 vuelta, tal como |o prometió, sino que, aún antes de abrirse 
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d juicio a prueba en 15 de Enero de 1926. solicito y obtuvo el 
desglose de los otros titulo» que. en cumplimiento del art. 10 de 
la ley X* 50, presentó con el escrito de demanda. Ni esos títulos 
fueron restituidos, originales, a los autos ni se dejó testimonio 
certificado. Siendo la reivindicatoría una acción que surge del 
dominio que se tiene sobre las cosas y se ejercita contra cual- 
quiera que, sin derecho, ha desposeído al propietario (,arts. 2513 
y 2758 del Código Civil), es elemental que el reivindicante de- 
muestre la plenitud de los elementos constitutivos de ese domi- 
nio conforme a alguno de los modos de adquirirlo que preceptúa 
la ley (art, 2524 del Código citado). En el caso de autos, el se- 
ñor Aparicio afirma que adquirió el bien que reivindica por com- 
pra en diversas fracciones, a diversos vendedores v en diversos 
actos (fs. 28 y 28 vta.). y si bien, ia Provincia de Buenos" Ai- 
res no discutió, en general, esos actos traslativos de dominio, 
negó categóricamente que ellos tuvieran eficacia sobre el cami- 
no discutido que, si bien se encuentra en parte, ¿entro del peri- 
ittetro delimitado por esos títulos, no fue nunca poseído por el 
actor porque, con anterioridad a las compras que invoca, fue 
consagrado como camino público según sentencias del Juzgado 
de Primera Instancia de La Plata, confirmada en todas las ins- 
tancias y fallo de esta Corte en el interdicto de retener varias 
veces mencionado f contestación a la demanda fs. 50 a 52), El 
alcance del derecho invocad» por el actor dehió. pues, surgir de 
los títulos que lo crearon, y que no han podido examinarse ni 
]>nr la parte demandada ni por esta Curie. Han jjodido hacerse 
ira inferencias ¡ulteriores a la demanda. 

J v U ue si bien el fallo en el posesorio no hace cosa juzga- 
da en el petitorio, como así resulta de la correlacionada y armó- 
nica interpretación de los arts. 2482 a 24*6 y 2792 y siguientes 
del Código Civil, es indudable, que las conclusiones del primero, 
en cuanto a hechos y situaciones jurídicas di- su incumbencia,* 
como son las referentes a la pdaestój) fiel camino, que el actor 
y la Provincia alia y aquí han invocad*}, respectivamente, en su 
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favor, deben considerarse corno válidas y eficaces en el actual 
petorio. tanto más cuanto que totlo el proceso del interdicto ha 
sido incorporado a estos autos como prueba y el actor no acom- 
pañó o posteriormente retiró los títulos de cuyas constancias po- 
día surgir la plenitud del derecho en que funda su acción. Esta 
Corte dijo, en su sentencia en el ixjsesorio, de Junio 16 de 1917 : 
"Que la mensura del campo y después su división, mandadas 
practicar \wr los antecesores de A|jaricio, demostró y señaló en 
las diligencias de las mismas, la existencia del camino como de 
uso común, atribuyéndole tal carácter por la conformidad pres- 
tada por tos interesados, lo que im|x>rtal»a un reconocimiento de 
derechos preexistentes o una renuncia implícita a su propiedad 
exclusiva." 

"Que en tal concepto, el sucesor Aparicio no ha podido ni 
puede prevalerse del hecho de no halierse otorgado titulo espe- 
cial al listado o Munici|>alidad jiara dejar sin efecto dicho re- 
conocimiento. (Fallos, tomo 98, pág. Mi)." 

'Que en tal concepto y en la condición dicha, el Gobierno 
de la Provincia de Ihtcnos Aires ha (Hxlido ordenar y ejecutar 
Administrativamente la aj>ertura del camino clausurado en uso 
de la facultad que le confieren los arts. 8 y 80 de la ley provin- 
cial de 8 de Octubre de 1889: y el ejercicio de tal atrihución no 
puede constituir en ¡licito* tales actos con arreglo a lo dispuesto 
1>or el art. 1071 dd Código Civil f Fallos, tomo 58. p%. ]M ). 

"Que por sobre toda otra consideración estaría Ja de que 
esta Corte no puede rever sentencias de los tribunales de Pro- 
vincia, fuera de los casos expresamente determinados por el art. 
J4 de. la ley X v 48. y tal sucedería si el tribunal reconociese de- 
rechos de Ajtaricio sobre materia irrevocablemente juzgada se- 
gún se ve de fs. U3 a fs. 156 (Fallos, tomo 29, pág. 446)" l^s 
conclusiones son claras y categóricas afirmando la existencia con 
carácter público del camino, el ningún derecho de Ajmricio para 
revticar un reconocimiento de sus antecesores, el j>erfecto dere- 
cho de la Provincia para mantener la habilitación del camino y 
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la cosa ji&gáÜá sobre la falta de derecho del actor sobre «se ca- 
mino. 

4' f One tales conclusiones no puede» ser inervadas i*ir el 
informe de la Oficina de Dibujo de la Provincia, ta nial mani- 
fiesta a fs. 103 (me en el plano confeccionado en |N90. no fi- 
gura el camino en discusión porque, coil la conformidad de los 
antecesores del actor, se reconoció y se dejó ct instancia de la 
existencia del caminó; asimismo surge tal hecho del expediente 
administrativo que se incorporó como prueba é estos autos; y 
se confirma con tos planos y mensuras tic fs. 105, 110, 115 v 
122. donde constan excesos sobre los títulos ipie. en total, apro- 
ximadamente corresponden al área del camino y (pie en la men- 
sura de fs. 122 se dice expresamente que "el exceso pertenece al 
Kstado" (932.600 varas cuadradas) fs. 123. Ningún otro bien, 
con ningún otro destiño, ha pretendido el Kstado dentro de! pe- 
rínutru de Ajrariein. ni éste ha explicado ese exceso. 

Pnr lo expuesto, se resuelve rechazar la acción instaurada, 
COtt costas. Xotiíiíptese y repuesto el papel archívese. 

A. Bermejo. — J. Figl-eroa Al- 
corta. — RoHEKTO RePF.TTO. 

Antonio S.m.ahna. 



Giullcrmo Siltomborn. su extradición, solicitada por la legación 
rff Atcinmi ia, 

Sítílitíi iit : Llenados en lo suhstaucial, los requisitos que |*rescr¡- 
hen Ins ar líenlos 651 y 655 del Código de Procedimientos 
en lo Criminal, y debiendo tenerse |>or autentica la afirma- 
ción de las autoridades que ex ¡«dieron los recaudos, de 
haher sido dictado el auto que decreta la extradición, co- 
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rresponde hacer lugar á ésta, a título de reeipnicídad. Ar- 
tículo 646, incÚO 2*. • 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



- SENTENCIA IJEL JLE« FEDERAL 

BtiLiws Sjires, Junio 14 de 1928. 

Y Vistos: 

El presente pedido de extradición de Guillermo Schone- 
born, alemán, nacido él ^ de Noviembre de 1889, requerido por 
las autoridades judiciales de Alemania, jior estar acusadn de 
estafa. 

V Ctmsiderando: 

1" Que no mediando tratado cu» Alemania los |iedidos de 
extradición solicitados por dicha Nación delicn resolverse de 
acuerdo con lo dispuesto en el título V. del Código de Procedi- 
mientos en lo C riminal. 

2 1 -' Que la identidad del detenido con la jwrsona requerida 
esta plenamente comprobada en autos con el prontuario «le fo- 
jas 1 y 72. cuyos datos coinciden con los dados por el intere- 
sado en su declaración, 

3* Que se encuentran agregados todos los antecedentes v 
disposiciones legales exigidas por el art. 651 del Código de Pro- 
cedimientos. 

4" Que et delito de estafa imputado al requerido es de los 
que de acuerdo con lo dispuesto en el art. 646 del Código ci- 
tado, autorizan ja extradición, según el principio de reciproci- 
dad en que se lia fundado el presente pedido. 



** FALLOS DE LA COKTE SLPREMA 

Por estos fundamentos, fallo: concediendo la extradición 
de Guillermo Schoneliorn. eit consecuencia ¡Míngase al detenido 
y los efectos secuestrados a disposición del Señor Ministro de 
Relaciones Kxteriores. 

Miguel ti JtiHius. 



SENTENCIA DE LA CAMAMA I EOERAL DE APELACION 

lliRiKis Aires, Aguato de 1928. 

Vistos y Considerando: 

U«e no existiendo tratado de extradición con la Nación 
Alemana, corresponde aplicar las disjKísieiones pertinentes del 
Código de Procedimientos en lo Criminal, atento a lo dispuesto 
en los arts. 646 y 648. 

Que el art. 651 del Código citado establece «pte con la nota 
o comunicación en r|ue se solicite la extradición. habrá de re- 
mitirse un testimonio literal del auto que decrete esta diligencia 
y además los siguientes documentos : l v La sentencia fie conde- 
nación, según la forma prescripta por la legislación respectiva, 
si se tratase de un condenado. <> el mandato de prisión expedido 
por tribunales competentes, con la designación exacta y la fecha 
del crimen 6 delito que la motivara, si se tratase de un procesado 
presunto delincuente. Ksuw documentos se enviaran origina- 
les o en copia auténtica: 2? todos los datos y antecedentes nece- 
sarios para justificar la identidad de la persona requerida ; y 3", 
la copia autenticada de las disposiciones legales aplicables al he- 
cho acusado, según la respectiva legislación. 

Que respecto al primer requisito, caite observar qÍHJ no >c 
encuentra cumplido, pues bien, ptles si bien en la parte final ch- 
ía nota de fs..5K, traducida a fs. 59, el Juez de Instrucción II del 
l-andgericht expresa que >| pm ,i t . Instrucción ha resuelto 
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pedir a las autoridades competentes la extradición de Schone- 
born," tal manifestación no puede suplir "la copia literal del 
auto que ordena la extradición", como lo exige el precepto legal 
citado. 

Que con referencia al segundo requisito, procede la misma 
observación, toda vez que no se acompaña original o en copia 
auténtica el mandato de prisión expedido contra el recurrente. 

Que además el art. 667 dispone que "cuando el delito que 
motiva la solicitud de extradición tenga una pena menor en la 
República, el encausado no será extraído sino a condición de 
que los tribunales del país que lo reclama le impondrán la pena 
menor", y los antecedentes que se mencionan en las notas de 
fs. 58. 61 y 69 y las disposiciones que se transcriben del Código 
Penal Alemán, no son suficientes para establecer qué pena co- 
rres|M»nderia aplicar según nuestra legislación y menos aún. si la 
acción jicnal se encuentra prescripta, según la legislación del 
país requirente. extremo que también debe examinarse, de acuer- 
do con lo dispuesto en el inciso 5* del art. 655. 

Que de lo expuesto surge que en la presente solicitud de 
extradición no se han llenado los requisitos que exige la ley de 
la materia. 

Por ello, se revoca la sentencia ajelada de fojas 95 y, en 
consecuencia, no se hace lugar al |xtlido de extradición de Gui- 
llermo Schonelxirn, formulado |x>r las autoridades judiciales de 
Alemania yor intermedio de su legación en esta Capital. De- 
vuélvase. — Maflcétino Escahuh. — B. A. Nasar Anchorem. — 
7. P. í.iot'i. — José Marcó. 
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Bueno» Aires, Stpóvmhv 15 de 1928, 

Suprema Curte: 

Por los fundamentos de b sentencia t)e ís. 93 dd Señor 
Juez Federal y consideraciones concordantes sostenidas por el 
Ministerio Fiscal, pido a Y. E. revoque la sentencia de fs. 102 
dictada por la Cámara Federal de Ablaciones de la Capital, y 
haga lugar al pedido de extradición de Guillermo Schoneborn, 
formulado |H,r las autoridades judiciales de Alemania, por in- 
termedio de su legación en esta Capital. 

Horado R. Larrela, 



FALLO DE LA CORTE SCFKEMA 

BuertM Aires Octubre 24 \\k i')2X. 

v fistos: para Conócier del recurso deducido contra sen- 
tencia de la Cámara Federal de Apelación de la Capital en la 
caii^a sobre extradición seguida contra Withem (Guillermo) 
Schonrhórn, 

Y Gomiá) erando : 

One de los documentos traidns por la vía diplomática para 
instruir el pedido de extradición formulado jtor la legación de 
Alemania, resulta que el ciudadano alemán requerido está pro- 
asado jK.r defraudación ante los tribunales de aquel |>aís. con 
el que no existe tratado snhre la materia, y en consecuencia el 
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caso si* lia substanciado y resuelto de acuerdo con lo que pres- 
crilieu k» artículos Mo, ¡„ c . 2* y 648. segundo apartado, del 
Cód. de Procedimientos en I» Criminal. 

Que según se deduce de los recaudos que se lian acompa- 
ñado al jiedido de extradición, y cimuo lo establece la sentencia 
de primera instancia < ts. 93 j. consta en autos el mandato de 
prisión expedido por autoridades competentes, con designación 
ífe fecha del delito y edificación <le la naturaleza del mismo, 
y se acreditan todos los datos y antecedentes necesarios |>ara la 
identificación del requerido, los que coinciden con las declara- 
ciones de éste, agregándose igualmente la copia autenticada de 
las deposiciones legales aplicables al hecho acusado según la 
di^iosiriún legal respectiva (fojas 13 a 15 y 70 y 71 de autos). 

< >ue cumplidas estas formalidades en las eonc liciones expre- 
sadas, es evidente que en el caso se han llenado en lo substan- 
cial Jos requisitos que prcscrilwn | us arts. <i51 y 653 del Código 
de Procedimientos en lo Criminal citado, pues si bien se ha omi- 
tido acnm-iaiiar "el testimonio literal del auto" que decreta la 
extradición, las autoridades que expiden los recaudos aludidos, 
afirman que dicho auto se ha dictado, y tal afirmación del* te- 
nerse t>or auténtica con arreglo a lo establecido por esta Corte 
CO casos análogos (Fallos: tomo 4<J, pág. 15; tomo 10_>, p%. 
334; tomo 114. .pág. 2Tj5>, corres) Elidiendo la misma observa- 
ción^ respecto al auto de prisión, toda vez que el documento de 
ís. 7(1 establece expresamente : "Se decreta ía prisión preventiva 
ixir haherse fugado el acusado" ; y en cuanto a la prescripción 
de la acción penal a que alude la semencia apelada cal*- ohscr- 
var que dicha excejmón no ha sido opuesta como defensa, ni 
puede inferirse de las disposiciones legales aplicahles y del corto 
tiempo transcurrido desde la fecha del delito, que la prescripción 
se haya operado. 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo pedido por 
el Señor Procurador General, se revoca la sentencia apelada de 
fojas ciento tíos y se hace lugar a la extradición del súlidito ale- 
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man Wílnem Schoneliorn, a título de reciprocidad. Hágase sa- 
ber y devuélvanse a los efecto» del art. 659, segunda parte. Có- 
digo de Procedimientos en lo Criminal. 

A. Bermejo. — J. Fiuleroa Al- 
corta, — Roberto Repetto. — 
R. Gviuo Lavallk. — Antonio 
Salar na. 



Doña Graciana Étcfofiáfkr de Lastra, sobre protocolización de 
testamento. 

Sumario : 1* En el concepto legal se reputan tribunales super Ju- 
res, en cada caso, a los efectos del recurso extraordinario 
del art. 14. ley 48. los llamados a pronunciarse en última 
instancia y sin recurso para ante otro tribunal local; y aten- 
to a que la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Ai- 
res, resolviendo un recurso sobre inapJicabilidad de ley. mi 
os el tribunal de última instancia a que se refiere el art. 14 
tle la ley 48. pues ella viene a carecer de jurisdicción liara 
resolver las cuestiones referentes a la Constitución y leyes 
nacionales y sólo puede ocuparse de las provinciales, es de 
toda evidencia que en el caso, el tribunal de última instan- 
cia para la decisión de la cuestión federal de que la ley 
de trasmisión gratuita de bienes de la Provincia de Buenos 
Aires, de 5 de Enero de 1915. es inconstitucional en cuanto 
grava con un impuesto del 22 '/< las sucesiones entre ex- 
traños, es la Cámara Primera de Apelaciones de La Plata. 

2v El poder judicial es el menos adecuado |ior su natu- 
raleza, funciones y reglas de procedimientos jara decidir 
sobre la necesidad y equidad de las contribuciones y para 
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apreciar tos resultados económicos de ellas, según su mon- 
to o la manera de cobrarlas. 

3 V El impuesto sobre la trasmisión gratuita de bienes 
por herencia, dada su naturaleza, no puede tampoco clasi- 
ficarse dentro de alguno de los expresamente prohibidos a 
las provincias como contrarios a los grandes propósitos na- 
cionales. Artículos 10, 11, 12, 17 y 108 de la Constitución. 
En consecuencia, ta ley de impuesto a la trasmisión gratui- 
ta de bienes ha podido crearse como fuente de renta pro- 
vincial de acuerdo con lo dispuesto en la misma ley funda- 
mental. Artículos 104 y 105 de ta Constitución Nacional. 

4' Menos puede afirmarse que tat impuesto se halle 
implícitamente prohibido por su incompatibilidad con de- 
terminados derechos y garantías consagrados en la Consti- 
tución en los arts. 14, 17, 30 y 28, como no lo están otros 
impuestos en tanto no importen una confiscación de bienes 
(art. 17, Constitución Nacional) o graviten sobre los me- 
dios empleados por la Nación para poner en práctica sus 
poderes. (Artículos 67. inciso 16. Constitución Nacional). 

5 V La ley de trasmisión gratuita de bienes de la Provin- 
cia de Buenos Aires, de S de Enero de Í915. no se halla en 
pugna tamfwo con las disposiciones del Código Civil sobre 
materia sucesoria. pues ni en la Constitución, ni en el Código 
Civil, ni en otras leyes nacionales existe precepto alguno del 
cual pueda derivarse el propósito legislativo de exonerar los 
bienes trasmitidos por herencia de los cargos o gravámenes 
que. en una forma u otra pueden ím|x>nerte Ir» poderes pro- 
vinciales como a cualquier otro de los valores que integran 
la riqueza pública y no se hallen exceptuados por denticio- 
nes explícitas o implícitas. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



■ 
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Biiviiii*. Atrt*. 'Jctubee 2** úv K)g& 



Antus y Vistos: 
Considerando : 



Que de acuerdo con el art. 14 de la ley \ 4N solo podrá 
apelarse de las sentencias itefítiM^ prwmfa&m por los tr ¡- 
^afcs ^penares de provincia a las cuates v en virtud de lo 

fmm m * m » d, u ley 4055. M ^ nsimi ] a , 1as N 

támaras Federales. las de Ablación de ta < apifcd v fcs ¿fe*» 
res tnbunales militares. 

Que por Tribunales Sa^íore? de Provincia y de la Capi- 
ta! debe entenderse aquellos en «,uc puede tener lugar la decisión 
ftnal del juicn> en lo r |W se refiere a la cuestión federal m él 
planteada. Y es asi míe esta Corte Ka declarado r (m t n rI t .„ n _ 
cepto legal se reatan tribunales snpertom, en eada caso, k» II;,. 
madcw a pronunciarse en ultima instancia v sin recurso para an|e 
otro tribunal local, hallas: tomo |íaf .. 257 v . í4íV . lt(|nn m 
pag. I .1.Í; temo 147. pág. +27, 

Q„ t di d presente tuso la Cámara Civil h de l a Plata ha 
denegad» .1 n-eursn extraordinario fundada en tp ie *'iu, estando 
agotadas las vías legales autorizadas |K Jr el Código de Procedi- 
mientos a fin de <,ue la división del tribunal recurrida revista ca- 
rácter de definitiva pronunciada en última instancia, ño ha lugar 
al ncursci inierpnestu. art. 14 de la ley X" 4S." 

Que. entretanto, en el curso del juicio se ha planteado por 
el apelante una cuestión de derecho federal cual es la de que la 
ley de trasmisión gratuita de bienes de 5 de Kucro de P>15 e* in- 
constitucional en cuanto grava con un impuesto fiel 22 *; tas su- 
cesiones entre extraños y la decisión pronunciada |H,r ta Cámara 
nombrada ha sido contraria al derecho invocado por el recurrente 
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m m precia de estos ammkm* v teniendo Aé 
en cnenta que oom„ lo |, a declarado t , te tr¡|(mia , ¿¿ ^ 
Cono * I., Pmvincia de Buenos Aires. resolviendo un r Z 

nubilidad de la ley, n„ es el tribnna, (l , 
tanda a M ue so refiere el áft 14 de la hv 4*. lmc . día viene a 
carecer de jurisdicción para re* «ver las cuestiones refere.m-, a h 
C onstttnnnn y leyes nacionales y sola puede ocurso de las pro- 
vmnahs f allos: ttJt uo 1 M, ; tomo , M , * „ , 

n ,>ug H> t **»» m póg. j», tomo l49< ^ ^ * J 
-la ciencia oue en el caso ,1 tribunal de última instancia para 
b ta do la ciieMÜm federal ha sido !a Cámara M do Apela- 
emu do ía ciudad do La Plata, 1 

& m. mérim y oidn el Señor Procurada < >„eral. se «Icolar, 
precedente la queja, haciéndase lugar al reenrs,, extraordinario. 

V considerando en cuanto al fondo del mm m m milp _ 
cosario maynr substanciación: 

Quv esta Corte en varios faltos anteriores ha admitido va 
te constitucmalidad en general dé los impuestos a las herencia, 
de Um cuales es una Modalidad el de trasmisión gratuita de bie- 
nes estableado en la Provincia de Buenos Aires el 5 de Enero 
«Te m$ impugnado en el presento juicio, teniendo en cuenta es- 
pecialmente, como antecedente calificado, que al mencionarse la 
l onsritución Xaeinnat y con motivo de los delates a que dió lu- 
ga* í»« #, reconocióse como „na do las fuentes de recursos 
fiscales de las provincias el impuesto sobre las herencias, al lado 
del de patentes, papel sellarle» y otros. Fallos : tomo 1 1 5. páff 133 
y los allí citados. 

Que el impuesto sobre la trasmisión gratuita de bienes por 
herencia, dada sn naturaleza, no puede tampoco clasificarse den- 
tro de ninguno de los expresamente prohibidos a las provincias 
como contrarios a tos grandes pro|x>sitos nacionales (articulo* 
10. II. 12, 17, 108 de la Constitución i ni es contrario a la igual- 
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da<] exigida por el art, !6 de ta misma, puesto que éste sólo pro- 
hilie gravar de diversa manera a personas rt contribuyentes que 
se encuentren en las mismas condiciones, pero admite la forma- 
ción de distintas categorías razonables eme en la hipótesis se han 
fundado en ta doble circunstancia de ser las personas llamadas a 
recoger los bienes, parientes o extraños del causante y en la cuan- 
tía del patrimonio trasmitido. 

En consecuencia, la ley de impuesto o la trasmisión gratui- 
ta de bienes ha i*>dido crearse como fuente de renta provincial 
ile acuerdo con lo dispuesto en la misma ley fundamental. Ar- 
tículos 104 >■ 105 de la Constitución Nacional. Fallos: tomo 100, 
pág. 51 y tomo 149. pág. 417. 

Que menos puede afirmarse que tal inipmsto se halle implí- 
citamente prohibido jior su incompatibilidad con determinados de- 
rechos y garantías consagrados en la Constitución en los arts. 14. 
1 7, 20 y 28. como no lo están otros impuestos en tanto no impor- 
ten una confiscación de bienes íart. 17. Constitución Nacional) 
o graviten sobre los medios empleados por la Nación para poner 
cu práctica sus poderes (art. 67. inc. 16, Constitución Nacional ; 
Fallos: tomo 100. pág. 51). 

Que, en este sentido, si la Constitución Nacional en su art. 
5* ha dicho esta Corte, no ha hecho de la moderación de los im- 
puestos o de formas determinadas de incepción de los mismos 
una de las condiciones de la garantía al goce y ejercicio de las 
instituciones provinciales y ha excluido, \y\t lo tanto, de los casos 
de intervención de sus i>odcres políticos por la Nación (art. 6) 
el de abusos posibles en esta materia, consumados por las pro- 
vincias en ¡terjuicio del desarrollo de la riqueza pública local y 
nacional, no es admisible que se haya querido dejar a ta discre- 
ción tlel poder judicial de la Nación la facultad de declarar, sin 
valí ir en casos concretos, la legislación provincial relativa a im- 
puestos, fuera de las hipótesis de confiscación o de otra trans- 
gresión de una garantía de la Constitución o de algún precepto 
de la misma, iwirqiu el poder judicial es el menos adecuado por 
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su naturaleza, funciones y reglas de procedimientos para decidir 
sobre la necesidad y equidad de las contribuciones y jara apre- 
ciar los resultados económicos de ellas, según su monto o la ma- 
nera de o»l»rarla. en lo íjue. como se ha observado con verdad, 
no pflede haber cuestión de constitucionalidad o incoiistitucionali- 
dad, ya se trate de sumas fijas, ya de graduadas o proporcionales 
a lns valores sobre que recaen y aún cuando pueda» afectar in- 
directamente la transmisión hereditaria de propiedad. Tomo 100. 
1% 51. 

Que la ley en cuestión no se halla en pugna tampoco con las 
disposiciones del Código Civil sobre materia sucesoria. I-a pri- 
mera ha garantizado a todos los habitantes de la República el de- 
recho de propiedad y el derecho de testar (arts. 17 y 20 > y las 
disposiciones del Código Civil a su respecto sólo importan la re- 
glamentación de aquellos derechos conforme a lo dispuesto por 
los arts. 67. iuc. 1 1 y 28 dé la Constitución Nacional. Pero ni en 
la Constitución ni en el Código Civil, ni en otras leyes naciona- 
les existe precepto alguno del cual pueda derivarse el propósito 
legislativa de exonerar los bienes trasmitidos por herencia de 
los cargos o gravámenes que. en una forma u otra puedan impo- 
nerle los poderes provinciales como a cualquiera otro de los va- 
lores que integran ta riqueza pública local y no se hallen excep- 
tuados jM>r disposiciones explícitas o implícitas. 

píe, este derecho de gravar los bienes trasmitidos por he- 
rencia corresjxmdientc a las provincias, debe usarse en forma tal 
que por una parte no implique una derogación de los principias 
del Código Civil hecha por la ley tributaria local en violación del 
art. 31 de la Constitución y j>ur otra que no desvirtúe o desnatu- 
ralice el concepto del impuesto llegando a una venladcra exac- 
ción intolerable. El poder de crear impuestos ha dicho en efecto 
esta Corte "esta sujeto a ciertos principios que se encuentran 
en su base misma y entre otros el de que ellos se distribuyan con 
justicia: habiéndose observado con fundamento que las imposi- 
ciones que prescindan de aquellos no serian impuestos sino des- 
pojo" Fallos: tomo 115. pág. 111. 
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Ouc no puede decirse sin embargo cpte ti impuesto fie 22 '. 
sancionado inir el art. i" de la lev de 1915 tic la Provincia de 
Hucnus Aires ¡Ktra las trasmisiones gratuita* entre extraños; culi 
ser elevado, se halle en la situación enunciada en el considerando 
anterior, pttés se trata fie bienes cuyo monto total representa 
corres] M>iidieudu a los que están dentro de la provincia 
un valor de 74S.(X)í) S moneda nacional. No es todavía una ver- 
dadera exacción o confiscación fiscal ipie haya restringido en 
condiciones excesivas el derecho tic propiedad y el de testar ni 
•pu* alcance a una parte substancial de la propiedad o de la renta 
de varios años de] capital gravado y ipie por consiguiente sea de 
aplicación al caso de aillos la sentencia pronunciada por esta Cor- 
te en la hi|M¡tesis de un gravamen (|ue alean /alia al 50 '; del va- 
lor del liten ■ «I «jeto de la transmisión. 

l'of estos fundamentos y lu¡> concordantes de la sentencia 
apelarla, se la confirma declarándose que la ley de 5 de Enero 
de Í91| de la Provincia de Buenos Aire* snlire trasmisión "rá- 
nula de hienes en cuanto eslabltve el impuesto de veinte y dos 
por ciento en las sucesiones entre extraños y en relación al valor 
de los hienes transmitirlos a fjue se refiere el présenle juicio, no 
es contraria a ia Constitución Nacional. N"oliíii[iicse, repóngase 
el papel y devuélvanse. 

A, IjERMKJO. — J, KífitTRROA Al- 
CORTA. — KoitKKTO RePETTO. 
R. ClrilK) I ¿AVALLE. — .\\To.\lo 

Sacarla. 
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svfac reivindicación. 

Snmarh: X<, procede el recateo extraordinario del art. 14. ley 
4íí. contra una resolución favorable ai fuera federa! invu- 
cada por el i lerna luíame. 

Caso: I.., explican las pieza> siguientes : 



SKNTlíNiIA DÉ m CÁMARA COMERCIAL 

Büénoj Aire*. Octtibrtí 15 de l«üs. 

Suprema Corte; 

Eh la presente causa seguida por los señores Uracht v G& 
con|ra l arl„s A. lin-nanldlo, sohre ^indicación, tramitada a.i- 
te^Joigatío l-Ydcral del Kosario. se Ra disentido la procedencia 
riel fuero federal ;,| n ,al el actor se amparó al iniciar esta acción. 

B\ demandado sostuvo la competencia de la justicia local por 
entender que el derecho ejercitad,, por liraclit v Cia. no le co- 
rrespoiidiu on-inariaimnte cotilo lo exi-e el articulo W «fe fe 
ley X" -IX. 

_ 1-a incidencia ha sido resuelta en definitiva por la Támara 
e« eral de Apelación del kosario. manteniendo competencia 
de la justicia nacional para tender en esta causa. 

Interpuesto para ante Y. K. recurso extra, .rdinario de apela- 
non, ha Sido concedido, elevándose los autos a esta Corte Su- 
prema. 

Considero errónea la resolución que acuerda dicho recurro 
Etl efecto; lo ijue en síntesis se discute en esta apelación, es Ja 
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procedencia u improcedencia del fuero federal, que ha sido in- 
vocado [Kir una de las partes, la adora. 

La resolución definitiva es favorable al fuero iederal. 

Xo se explica, pues, cuál pueda ser la garantía federal que 
resulte violada con esa decisión y que pueda motivar el recurso 
deducido. 

No obsta a ello la circunstancia de haberse invocado por el de- 
mandado la disposición contenida en el articulo de Ja ley 4Ü 
citada que establece los casos en que debe o no intervenir la jus- 
ticia Federal, itorque tal disposición es, precisamente, la que ha 
sido interpretada gri sentido favorable a la prudencia del fuero 
federal. 

El demandado, que reclamó el fuero local amarado en di- 
cho art. í**, olvida que la determinación del carácter det actor 
con relación al derecho que invoca y disputa como titular, origi- 
nario o no del mismo, no es materia federal y ha sido hetha por 
el Tribunal interpretando. y aplicando disposiciones del derecho 
común, como lo confirma el propio ajelante a fs. 308. 

Tales resoluciones son irrevisibles por esta Corte Suprema. 

Dicha determinación no ha podido hacerse en otra forma y 
entraña tina cuestión completamente ajena al derecho federal que 
contempla el citado art. 8* de la ley 48, 

Soy, por ello, de opinión que corresponde declarar mal con- 
cedido en esta causa el recurso extraordinario de apelación de- 
ducido para ante Y. E. 

Horario R. Lamia. 
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Duro»» Aires, Octubre ¿f) d* 1928. 

Autos y Vistos : 

Por los fundamentos legales y de doctrina del precedente 
dictamen del Señor Procurador General, que establece los hechos 
y la apreciación legal de los mismos eon arreglo a las constan- 
cias de autos, concordantes con los de jurisprudencia que susten- 
tan las resoluciones de esta Corte en reiterados casos análogos 
(Fallos: tomo 147. pág. 147. entre otros), se declara mal con- 
cedido el recurso jara ante este Tribunal. Notifiques* v devuél- 
vanse, reponiéndose el papel en el Tribunal de origen." 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
corta. — Roberto Repetto. — 

R. Gl'ido La valle, — Antonio 
Sacar xa. 



Don fontal t^ambaratta contra Juan humara, sabré cabro W 
Mecano, fncidmtr sobre ddtijemnumento de un exhorto. 

Sumario: P Planteada entre un Juez en lo Civil y Comercial de 
La Plata y otro del Crimen de esta Capital una situación 
contradictoria que no puede tener solución dentro de las Or- 
gamzaciones Judiciales de que forman parte dichos funcio- 
narios, es procedente la intervención de la Corte Suprema, de 
acuerdo con los móviles y alcances atribuidos al art. <* de 
la ley 4055. (Se trátala de la devolución de un expediente), 
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2* Corresponde sean reiut taradas al juez que las remi- 
tió, las actuaciones pasadas al solo efecto de que se inicia- 
ran por conocimiento de tas mismas, diligencias conducen- 
tes al esclarecimiento de un detito que pritiw faa'c aparecía 
cometido, pero tío a ohjeto de que se incorporaran con ca- 
rácter acumulativo al proceso criminal y aún para que, ler- 
minado éste por sentencia definitiva, continúen dichas actua- 
ciones sustraídas a su verdadera radicación, esto es. la cau- 
sa civil éii la que constituyen ta liase fundamental. 

Caso ; Lo explican las piezas siguientes ■.: 



DICTAMEN DÜL SEÑOR PKOt l RAOOR OEXKRAL 

Rltcms Aire.*. Octii'.rt ¡tí Í*J2& 

Suprema Corie: 

Kl Juez de I a Instancia en lo Civil y ( omervial del De- 
partamento de ta Capital de la Provincia de lineóos Aires, ante 
quien tramitó l.-, cama seguida por don Pascual < ¡aml-amua 
contra don Juan Lotiigro. potr cubro hipotecario de pesos, i-k-va a 
esta t oro- Supmna las presentes actuaciones en las que consta 
qtu\ liabiendo remitido la referida causa al Juez del t "rimen de 
Ja Capital de la Xaeión„ a mi requerimiento, como antecedente 
en mi proceso criminal tramitarlo y resuelto definí t i vamente an- 
te esta última pirii-dieción. le ha sido denegada, por el citado 
Juez do la Capital la devolución de la referida cansí civil. 

Solicita el Juez (le La Mata que V. E. resuelva el conflic- 
to ordenando el reintegro a su juzgado di- la causa referida, 

La naturaleza del conflicto liace procedente la intervención 
di- la Cófté Suprema para dirimir esía coiítiénila en los términos 
del ariiculn f >' de la lev -K»5.\ como Ir, tiene resuelto V. E. m 
ca>os análogos. 
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V c.rr^KMHlc. c|, acuerdo con la doctrina de V. R C 
'Y J - a >' otp 9*) S*W k pttiaóti del juf Z de há Piafe» 

»* m „ d ..«dte dé referencia l,a ¿¿ remitido a 

dé la Lap,tal <le la Nación, no porque M se atrihnva o X 

mmmm p* el ^ ü l-hu jurisdicción ,ara ¿£¿ en el 

*ber;,4«s la debida rernfcegradó* en totopo y fiirnML 

JV.pie lo emrario comprometería la indivisibilidad de los 
«A» judíales de la provincia, con la desmemhraeión o frac- 
uouauucnu, permanente ocasionad,, por el retiro de sus J£ 
*Mi (( ] wtn na del Fallo de V. E. de 11 de Ju„» del año 
curso, cansa juana C. de IW Kerreym contra V ¡to V idoñi 
acción de mdidad). ' 

S.. y - por ello de opinión que envende dar*- cumplimien- 
to al pedido del J«ea de I.a Plata. 

iforwm A. l.an\m. 

FALLO OK r..\ CORTE! ^'l'!¡KM,\ 

Jíhui.is Aires, Octubre 36 de l'>AS 

Autos y Vistos: 

Tara dirimir el cmfífcfe ptedMtfd t ,im i, n | lK . z Ul ]o u _ 
vil **m*m *á U mh v utro del Crimen de está Capital so- 
bre «Idrííencanncmo de un exhorto relativo a la devolución de un 
expediente, 

S < ousidí raudo : 

<Jue la divergencia suscitada entre los jueces aludido*, plan- 
tea ima s.macnm entra* lictoria m.e m p„,de tener solución 
dentro de las organizaciones judiciales de que forman pane di- 
chos funcionarios, y en tales condiciones, h intervención de esta 
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Curte es procedente dr acuerdo con lns móviles y alcance atri- 
buidos en reiteradas casos enólogos al art. *> de la ley 4055 f Ra- 
llos: torno 148. |«ík. .117 y los allí citadus). 

tlue «le los antecedentes de la incidencia que se examina re- 
sulta que las actuaciones del juicio "Gamharotta do» Pascua) con- 
tri Lohigro don Juan, |»or cobro líipí>teíáirio , *> fueron pasados <le 
la jurisdicción civil a la del crimen, al solo efeclu de que se ini- 
ciaran por cutioeiniieiuo de las mismas las diligencias conducentes 
al esclarecimiento del delito que prima faric aparecía haberse co- 
metido en el caso, pero no a oltjeio de que se incorporaran con 
carácter acumulativo al fafoceso criminal, y menos aún para que, 
terminado éste i>ur sentencia definitiva, continúen dichas actúa - 
cidflCS sustraídas a su verdadera radicación, esto es la causa ci- 
vil en la que constituyen la liase fundamental. 

En consecuencia, y de acuerdo con lo expuesto por el Se- 
ñür Procurador General, se declara que las actuaciones de refe- 
rencia deben ser reintegradas por el Juez de la Capital al de La 
Plata, a quien se devolverán estos obrados a fin de que reitere 
su exhorto con trascripción de la presente resolución. 

A. Bermejo. — J. Fioueroa Al- 
corta. — Rohkrto Repetto. — 
R. Gl iuo (.avalle. — Antonio 
Sacar na. 



Señores Ludí sin o y Hernán ¡irrázurh contra tu l'rot'ifit'iu dt~ San 
Juan, por itn onstitttciuihifiífad y dcvolttciáp d,- impuestos. 

Sumario: P' No habiéndose acreditado la existencia de vinculo 
jurídico alguno entre el autor de los hechos en que se lasa 
la demanda y la paite demandada, corresponde el rechazo 
de aquélla. 
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La provincia demandada ]>or devolución e inconstitu- 
cioualidad tle impuesto debe ser ahsuelta si el actor no prue- 
ba que ha fnrmulado protesta en forma contra el pago del 
impuesto para poder reclamar su devolución, de conformidad 
con la jurisprudencia establecida por la Corte Suprema. 

Caso: Lr> explican las piezas siguientes: 



UICTAM EX DEL SEÑOR I'ROl l kAUOR OKNEkAL 

Bunios Aires. Agosto 8 de 1927.. 

Suprema Corte: 

Los dtjetores I-adislao y Hernán Errázuirz, demandan a la 
provincia de San Juan por devolución de la suma de $ 1.348,80 
moneda nacional que dicen han pagado indebidamente, liajo pro- 
testa, en concepto de impuesto de animales de su propiedad que 
pasaron de Chile a dicha provincia |Mra invernar en estableci- 
mientos de campo, también de su propiedad, ubicados en territo- 
rio de la misma provincia. 

Sostiene que tales impuestos que se cobran al amparo del 
arr. 4* de la ley de Impuesto a la Producción de Noviembre de 
1918 y su correlativa anterior de 1908, sobre ganados de inver- 
nada, son inconstitucionales por cuanto importan el estableci- 
miento de gravámenes aduaneros prohibidos a las provincias por 
los arts, 9. 67. incisos 9 y 12 y 108 de ta Constitución Nacional. 

El representante de la provincia de San Juan ha sostenido 
en esta demanda la improcedencia de la misma por razones de 
forma y de fondo. 

Ha dicho, en cuanto a las primeras, que los actores no han 
comprol*ado relación jurídica alguna con su mandante que ohli- 
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gue ;i este a devolver las sumas reclamadas, sumas que. ¡mu- (J t r a 
\mru-, desconoce hayan ingresado al Tesoro I Ytivincial. 

Agrega que. ni ¡todo cas*», tales impuestos no lian sido pro- 
testados ni el momento de su pago, contra, la* autoridades de. 
la provincia que representa. 

La deicii>a de e>te t> acertad;! en ri ti opinión. 

La demanda lia sido indudablemente nial deducida. 

En efecto: Consta de autos que la Provincia de San fuan 
remató los derechos de peaje de lo> ganados de inverna. la en lo* 
campos de la Cordillera, l..s «pie fueron adquiridos jk.f Santiago 
Kijíovaile*. quien sí hizo cafgO, i*ir ello, y corrió Cotí los rie>- 
gos de la cobranza. 

Posteriormente «lidie* adquirentc cedió su* derecho-, a ter- 
ceros, quienes, a su ve/, por intermedio de apoderado, percibie- 
ron las sumas cuya devolución se reclama. 

Se lia discutido en la causa la personería de estos últimos, 
negándosela ta provincia en ra/ón de la carencia de documeuios 
habilitantes. 

De todo élto se deduce que entre actor y demandada no exi*- 
I*' relación jurídica alguna cotí motivo del col mi que. debida o 
indebidamente, por vicio de fon na t , ,| t bunio, hicieron a los 
actores los expresados cesionarios o apoderados. 

La demanda lia debido ser deducida contra quien percibió 
las suma- que se reclaman y de ctóyo cobro se liatria beeíto caigo, 

La Provincia de San Juan no puede ser iraida a este juicio 
respe niKdiittxál id< >scla directamente pÓT ItócHos de terceros que 
n«. son funcionarios que actúen en nombre de la misma, porque 
de las seritencías que en tales condiciones se dictasen podría re- 
sultar si triunfase ta demanda de bis actores, que la provincia se 
viera obligada a devolver sumas que no percibió v que, ^-i fue- 
ron cobradas indebidamente, lo han sido en beneficio .lirecto de 
quienes tomaron a >u cargo el negocio del cobro de tos impuestos 
que motiva esta demanda, 
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Es exclusivamente cuntra éstos, ui mi opinión, que ha de- 
bido promoverse la dumanda subí* repetición ét lo jugado. 

I.as relaciones jurídicas entre la provincia y lus adquireiites 
de sus impuestos es tan ajena a lus actores como lo es, con res- 
pecto de la provincia de San Juan, las existentes entre dichos 
aetores y aquellos adquirentes. 

f.a presente demanda, pues, no puede («ir las razones apun- 
tadas, ser dirigida contra la provincia de San luán. 

La conclusión ;i que se llega precedentemente hace innecesa- 
rio ele que me ucupe de la cuestión de fundo, sobre inconstitucio- 
hatídád de impuestos discutida. 

Soy por ello de opinión que corresponde desestimar la pre- 
sente demanda. 

Murado % Lamía, 



\ .\LUi m: t..\ (OKTK, M I'KKMA 

líut'Hiis Airo. Ocuilin 2<> ck 1928. 

1 V istus : ]uira resolver el juicio promovido jKir los señores 
Ladislao y Hernán Krrázuriz. vecinos de C hile, contra la Pro- 
vincia de San Juan |mr incousuturionalidad y devolución de im- 
puesto; de cuyos autos 

Resulta : 

1" Oue a fs. 10 se présenla don Jn-V- Lebrero con |mder de 
los mencionados señores Krráxurtz entablando demanda comra 
la Provincia de San Juan, por la suma de un mil trescientos cua- 
renta y ocho ¡tesos cotí • ■chema centavo* moneda nacional, paga- 
dos indebidamente, bajo protesta, en concepto de impuestos, por 
animales de sus representados que pasaron de (""hile a invernar 
en la estancia que poseen en dicha Provincia de San Juan y cu 
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yn impuesto ha sido percibido por el encargado de su cobro bajo 
la denominación *lt* derecho de invernada y de jwage en virtud 
de lo dispuesto en el an. 4" de la ley de Impue-ío a la Produc- 
ción, sancionada en íi ¡le Noviembre de l'>18 y promulgada 
el .S del mismo mes y año. por los Poderes Legislativo y incen- 
tivo de esa iVovincia". E^dc se declare inconstitucional, nula y 
sin ini[terio la disposición citada de la ley, condenando a la de- 
mandada a devolver la suma [«agada con intereses y costas sin 
per juicio de las sumas que durante la secuela del juicio | numen 
o sean obligados a pagar, ¡y ir el mismo concepto. 

Afirma el Sr. Lebrero que los señores Hrrá/uru son pro- 
pietarios, en San Juan, de una extensión de campo al cual echan 
en pastaje sus ganados y que el Gobierno de la Provincia, i>or 
medio de rematadores de! impuesto establecido etl la ley de In- 
vernada tle Diciembre de 1908 les cohró diversas sumas; que lo 
mismo hizo después conforme a la citada ley de l°dK: que. fra- 
casadas las gestiones que hicieron ijor vía diplomática para oh- 
tener la derogación de ese impuesto, inician esta acción después 
de i>ajiar, fojo protesta, al Sr. Nicolás Olmedo S. en su carácter 
de mandatario de los señores Salvador Rigo Valles y Juan de 
Dios jofre. cesiouar ir> de don Santiago Kigovalles. quien adqui- 
rió, en remate, el derecho de cobrar ese impuesto; el cobro y 
protesta se hizo en la ciudad de Ovalle (Chile) ; que el impuesto 
tpie se ohjeta grava los ganados que se extraigan, internen o ven- 
dan en la provincia, lo que importa un gravamen aduanero a la 
iinjinrración y exportación, violándose los arts. 9, 67, incisos 9 
y 12 y ION de la Constitución Xacional; hace referencia minu- 
ciosa de la jurisprudencia de esta Corte para demostrar que ella 
auspicia su impugnación al gravamen alegado; acompaña escri- 
tura pública fie protesta ante el cobrador t Hmcdn, ís. 3 y dos (Fo- 
lletos con las leyes fie Í908 y 1918 (pie menciona fs, 6 y 7. 

2" a l-V "X se presenta el Dr. Carlos F. Xlelo, en represen- 
tación de la Provincia de San Juan contestando la demanda y 
dice; (Jue las acciones deducidas no son justas y del>en ser re- 
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chazadas ; que ha pedido a su j «dentante los datos sobre lu co- 
brado por ganado invernado en ella, sobre remate de impues- 
tos, adquirentcs. etc., y aún no tos ha recibido: que por ahora 
sólo observa que mientras el poder de X ¡colas K. Olmedo S. 
fué otorgado ix >r Salvador Kigovalles y José María Joffre. el 
derecho invocado pc»r aquél es el de Salvador Rigovaltes y iuan 
de Dios Joffre: que "la persona colectiva cuyos derechos repre- 
senta está dispuesta a responder del dinero con que se baya enri- 
quecido indebidamente; pero no de los actos irregulares de sus 
funcionarios o de ¡os que invocando delegaciones, hayan podido 
realizarlos": que no habiéndose reglamentado por ley las facul- 
tades nacionales y provinciales en materia de impuesto. San luán 
se atendrá a los fallos justos de esta Corte. Qiie no acepta los 
hechos enunciados en la demanda y espera su prueba; que la lev 
de 12 de Xoviemhrc de 190S es una ley de invernada v no de 
tránsito; que la ley de 1918 se refiere cs|>ecialmentc a la indus- 
tria viti-vinicola y solo tiene dos artículos referentes a ganados 
y que nada tienen que ver con el pago efectuado por los señores 
Krrázuriz que se refiere sólo a la ley de 1908 sobre impuesto de 
invernada que está perfectamente dentro de las facultades cons- 
titucionales de la Provincia; que según informes que recién le 
llegan , los señores Errázuriz no tienen título de dominio a las 
tierras que ocupan para engordar ganados, las cuales son de la 
Provincia. 

3" Abierto el juicio a pruebas ( fs. 9] }, las partes produje- 
ron en t¡eni[)o y forma la que corre de fs. 108 a 170. sobre cuyo 
mérito alegaron las mismas a fs. 173 y 1K7 respectivamente ; y 
oido el Señor Procurador General este magistrado manifiesta 
de fs. 201 a 202. que de acuerdo con lo argüido |Kir la defensa 
de la Provincia, la demanda ha sido mal deducida porque no hay 
entre actor y demandada relación jurídica con motivo del cobro 
que, debida o indebidamente por vicio de forma o de fondo, hi- 
cieron a tos actores los cesionarios o afxulerados fiara el cobro 
del impuesto, cuya personería fué negada por la Provincia; que 
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la demanda debió ser deducida contra quien [>ercibió las st*r 
nías que se reclaman y de cuy., cobro se había hecho cargo v que 
11,1 ■* •tinti.MKtri^ (jue actúe ni nombre de la misma para po- 
derla responsabilizar. |'„r ello devisa- tic entrar n l fondo del 
asunto y aconseja se desestime la dematida. Con lo que se llamó 
autos para definitiva y quedó en estado por desistimiento <UI 
:utur de la andancia («ira informar ¡n víht ( fojas : y 

Considerando: 

Qu Cí es eficaz [a ctóetisa de la IVovmcin demandada en 
etiahto exigió deinostraeijm de la facilitad del m-iW < ihned,, 
i«ira robrar ¡mpncstoi riscal** de t.-, I Yoviucia de San Juan y res. 
|mn>ab¡li/ar a ésta por |*« con secuencias de ese cobro, .Nirque di- 
cho señor Otnic. lo. semin t i piotkr dfe is .í v 4. obra en nombre 
y representación -le los señores Salvador k ¡avalles v losé .Ma- 
ría Joffre, no apareciendo de los autos -jue éste último tenga 
ninguna vinculación jurídica ion la Provincia de Srm Juan Kn 
electo, de los documentos acombados por el actor, en término 
de prueba y Corriente «le is. \2.\ a 130, resulla que el RobiertlO 
de San Juan ad judien a don Santiago kiyo valles el cobro de ini- 
puesto "de peagé de ganados de invernada en los campéis de la 
Cordillera" y que el adjudicatario transfirió, con aprobación ga* 
liernatna mi concesión ., comisión a Salvador Ri K ovnllt>: pero 
tu nmgima parte se menciona a Juan de Dfos Joffré ni a José 
Alaria Ji.fíré. en cuy.» nombre también actúa Olmedo obrando 
impuesto- fiscales de San |uau. 

-"' »Jtie en curto, el representante de la Provincia deman- 
dada, ateontcstrir la acción, niega los hechos en que ésta se fun- 
da (te. ?»* y además oWrvu la confusión ( fe nombres de b-t- 
íré. que i Him-do ¡noca din.. Juan de Dios y el poder presenta- 
do en el acto de cobro y protesta dice José -María; rechaza la res- 
ponsabilidad de su representada por actos irregulares de supues- 
tos representantes o delegados i Es. 7N vía. i y se somete al resul- 
tado de la.pnieba: pero ésta no ha demostrado la razón de la 
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cirtifiisiim, ni menos mu un señor Joffré cuak|uicra, sea emplea- 
do er.1ira.Ior o concesionario oficial para el cobro d« impútelos 
niales. Jam» más debe es^irsc la categórica prueba ik iodos 
los extremos de la acción cnaun. se trata de enervar ley o leyes 
Utte una Provincia dicta en ejercicio presunto de su soberanía v 
mp ineficacia gravitarla, ademas, en el orden económico finan- 
cuto fie su vida. 

* *»»^qito no sólo la Provincia de San |uan 

m m<\ú ser responsabilizada poi agravios reales Mtpuc'sius. 
causados ,u ir .p.ien un es „u represen laii te, sino ,,„ tf tampoco pne- 
de concederse eficacia, en su con.^ a la protesta por cobro in- 
debido hecha a esa misma persona, se llame Juan tic Dio* u \u*¿ 
María Joffré de cniien í >Imedo es mandatario. Los fallos de 
esta Corte, timé Ntt. (% .fcW ; t. (QS. pág. ; t. 1 10. pág J>7 ; 
r. lio. p;i». y 120 |*áíí. ««. son catesjOrieu^. 

J'or lo expuesto se resuelve desestimar ta demanda sin es- 
pecial ondulación «, eotÉtas en atención a la naturaleza del liti- 
ííin. Kotiiiíjue-f y re|.!u>tu el papel areluvesc. 

\. Bermejo. — J, Fhu kroa Ai.- 

CORTA. — RotíERTO HliPKTTO. — 

R. Crino Lav.w.lk. — Axtonío 
Sauarna. 



Sf Botes mimrrti finas, contn, fo Ptomiék (te ¡\ñ mi oca. p w ca- 
bio p . sos. (m Mente sobra toma & posesión de ¡ t ' tl mim 

Wnnn: r..rri%p«.iide dejar *j n efecto el amo que ordena dar ¡a 
posesión de la esa vendida en remate, si resulta nuc ésta 
>e halla p.isci.la t»nr otros. 

Cujtt: i. i. explica el siguiente: 
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Ifueiws Aires, Octubre 26 de (928. 

\ \ istos : listas actuaciones j>ara resolver la incidencia pro- 
dueida con motivo de la toma de ixjsesión del campo situado en 
la Provincb de Mendoza, Departamento de San Rafael. Distrito 
de Malarhué. Sección Vi, subastado y adquirido por tos ejecu- 
tantes señores Lalhirde Huos.. según constancias de í*. 381 
384 vta. y 425. 

Y Considerando: 

Que por auto de esta Curte de f>. 425 se tuvo |>or oblado 
eí pre^o de compra y se mandó «Jar la posesión del campo adqui- 
rido, libre de ocupantes, a los señores I. alarde Hnus. por inter- 
medio del resiKxtivo Juez de Paz. 

Que esta diligencia fué cumplimentada a fs. 458 y siguien- 
tes tomando los señores [.aborde Hims. jh «sesión del campo cotí 
excepción ríe la parte del mismo denominada ' Llano Blanco". 
I«>r opouiTse a ello su ocupante don .Manuel Jesús Calmeas. 

Que ])or tal causa y atento lo manifestado por los compra- 
dores a fs. 446 y 447 de que los ocupantes de dicha fracción 
"Llano Blanco" carecían de título alguno, se reiteró el oficio 
sobre toma de |hiscsíóii con facultad de hacerse uso de la fuerza 
pública si fuere necesario tojas 449 vta.) 

(Juc en este estado, se presentó a fojas 4o3. don fonnuiu 
González en representación de don Watterio Buschnvinn. hacien- 
do presente que al negarse don Manuel Jesús Cabezas a que to- 
mara el adquirente |>osesión de la fracción de campo denomina- 
da "Llano Blanco", habla seguido sus instrucciones, por cuanto 
el poseía dicho campo en representación de sus propietarias, las 
seftontíi» ,le Ct rutia. a quienes le arrendad tal inmueble : jwr to 
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que solicitaba, en consecuencia, se dejara sin efecto la medida 
decretada a lujas 449 vta. 

Que de los considerandos expuestos resulta que la oposición 
formulada |M>r Cabezas a que se pusiera en posesión a los seño- 
res UUrdc linos, de la fracción "Llano Illanco", fué en razón 
de invocarse un derecho de posesión <jue no se piulo expresar 
debidamente, en virtud de tratarse de peones de campo, a los que 
debe presumirse de una instrucción muy limitada. 

Por estas consideraciones, nu pudiendo darse la (xjsesión 
en perjuiciu de derechos de terceros o contradictor que se opon- 
ga, doctrina del art. 2382 fiel Código Civil y lo resuelto ])or esta 
Corte (Fallos: tomo 97, pág. 70, entre otros), déjase sin efecto 
la medida decretada en la pane pertinente a ta fracción "Lla- 
no blanco ', y asimismo lo ordenado a fojas 540 en razón de que 
la medida decretada (cuta el carácter de provisoria hasta tanto se 
resolvía la incidencia planteada, librándose en consecuencia el 
oficio respectivo, todo ello sin perjuicio de las acciones que eo- 
rivspuiidan a los compradores. Xoiifiqucse y repóngase el papel. 

A. Bermejo, — J. Figderoa Al- 
corta. — Roberto Ri-i-i-tto. — 
K. Guido Lavai.lk. — Antonio 
Sacar na. 



lulmrdn Cuiflr, ¿ti la atusa seguida en su contra, por Infraecrón 
al ariktth > rfr la ley 11.380, sobre enrolamiento. 

Sumario : l^ 1 La verdadera igualdad establecida por el art. 16 de 
la Constitución consiste en aplicar la ley eti los casos ocu- 
rrentes, según las diferencias constitutivas de ellos y cual- 
quier otra inteligencia u excepción de este derecho es con- 
traria a su propia naturaleza y al interés social. 
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2* ¡ai ley IL.lSf.. art^. 2". lo y >\. no e- contraria al 
art. 16 de la Constitución. 

L.we: Lo explican ias jaezas siguientes: 



Rtjsariu. Majo 5 di? 19¿8. 

V Vistos: la presente tatusa correccional jmr infracción al 
artículo m de la ley lUSo, seguida a instancia fiscal contra 
Brinarílp ('¡tille, matrícula 2.121,*>2. de la clase de l'KR Distri- 
to Militar 3$, soltero, empleado, no procesado anteriormente, do- 
miciliado ni la calle líio íiamlia X" 452. 

Y Considerando que: 

1 J ( onsla de autos tjue Eduardo íaille, nacido el .íl di- Ma- 
yo «le 1909, se éhíoio el 9 de Enero de N2S, " sea con tmtüa 
de íí dias. 

2' Eli la ley Il.-lSfi existen dos disposiciones contradictorias 
acerca del plazo concedido a los ciudadanos para enrolarse, una 
cv cumplido- los dnv y ochn año*. Con arreglo al art. 2", (lidio 
plazo & de stete meses; piro lucsjo el art. 16 establece que las 
oficinas enruhuliira- solo pueden funcionar en l«.s mese-, de Ene- 
ro-relirero y Julio-Asistí ■. deltieiido permanecer cerradas el res- 
tu ilel añn. Resulta asi que prácticamente en niuj¡im caso dispi- 
rtetl lus ciudadaiins de siete meses para enrolarse. Los nacidos el 
primero de Enero o el primero de Julio dis|>ondrán de tres me- 
ses (tornéelos ( Enero* Julio p Julio, Agosto; Enero). I,os naci- 
dos devd. el i cimero ríe Marzo al M ele Mayo, o desde el 1° de 
Septiembre rd .íll de \*o\ ieml >re. sólo gozarán de dos meses, pues 
Aupante los cinco restantes las nfieinas enmladoras permanecen 
cerradas y será inútil aiuiJau a ellas Tus interesados. 
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3» l'ara conciliar el efecto di$m de esas disrwsidnnes con- 
tradictorias, i»areee de estricta justicia interpretarlas de tal suerte 
qtu- alcance a u-dos el benefid.. une se otorga a los nacidos en de- 
tenhiMaclos meses del año. esto es. u,ue si ayunos ciudadanía ( lis- 
lumen (k oficina tloHde enrolarse durante tres meses completos, el 
mismo derecho se reconozca a quienes nacieron en los meses res- 
tantes. C.íitriliuyeii a recomendar esta solución, dos circuns- 

tn l'ara algunos ciudadanos, el término que adíenla la ley 
resulta prácticamente inferior en un mes al que otórgate la an- 
terior : 

/'* El I". K, contemplando situaciones en cierto modo equi- 
parables a la actual, indultó por decreto de Didembre 19 de 
a todos los infractores i|tie durante el enrolamiento general enm-' 
plieron su deber Con setenta días de atraso. 

+' Efl eoti>eeueneia, y lialnúidnse enrolarlo d ciudadano 
Eduardo C ai lie dentro del tercer mes completo en que estuvo 
abierta la oficina enroladora. proeédfe su absolución ; máxime si- 
se recuerda q lu - |¡, K X(m . (amara |r vt i tTa l de este circuito en 
casos que guardan analogía con el presente, ba aceptado cómo 
jUMas causas «le retardo aquellas que no produzcan más de quin- 
ce días (i híerdh ^uida contra juan !', Mifani, resolución de! 
12 ile Septiembre de N27 j. 

Falto: absolviendo de culpa j raí*, al querellado. Insértese, 
hágase saber y arelo ve-e. 
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SENTENCIA DE LA CÁMARA IEDEKAL DE APELACIÓN 

Rosario, Junio II de 1921. 

Vista la causa seguida contra Eduardo dille pir infracción 
d|) art. i 1 ', ley Ü j^S (Kxp. .V' 13S 2S> ; y 

Lunsidcrandn; 

De autos resulta coinpmliado, cuino b establece la sentencia 
apelada, que d acusado ha dejado pasar el término fijado por el 
art, *' de la ley tí* llJHíi sin enrolarse, omisión que lo hace pa- 
sible, atenta su edad, de la pena establecida en vi a|>artailo >■' del 
art. 21 de la eitada ley, 

i -a excusa alegada j*>r el infractor en la indagatoria, de que 
no se enroló dentro del término, en la creencia di- que las oítei- 
ñas enroladoras permanecen aliiertas durante todo el año, es inad- 
misible en presencia de los términos precisos y claros del art. lf> 
de la misma ley, cuya ignorancia no se presume, según el que 
lo estarán durante los meses de Uñero y Kehrero y Julio y Agos- 
to de cada año, "para que se enrolen los ciudadanos que hayan 
cumplido los 1K años* y ¡has que por cualquier causa no lo hu- 
biesen hecho a su debido tiempo. 

Lo mismo calie decir de la invocada por el defensor, a! sos- 
tener que ha habido en el caso, de jarte de su defendido, un 
error de hecho, el que por referirse, en todo caso, al dispositivo 
de la ley, (pie todo ciudadano está obligado a conocer, no es ex- 
cusable, con arreglo al conocido principio: error jurís nocet, sin 
el que no seria ¡xisiblc asegurar el cumplimiento de sus dispo- 
siciones. 

lia indudable, por otra |íarte t que cuantío la ley 11.386 pres- 
crílie en el art. 2" que; ' 'Mu ciudadano está obligado a enrolar- 
se en los periodos establecidos en el art. 16, dentro de los siete 
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de cumplidos los 1S años de edad"', ha tenido en inira ames que 
asegurar a cada ciudadano el goce de dicho término, como equi- 
vocadamente lo entiende el a qm, establecer la obligación de ha- 
cerlo en los periodo* que menciona el art. lí> comí 'rendidos den- 
tro del plazo citado de siete meses de cumplidos los 18 años. 

1-a referencia al art. 16 que contiene el art. *>, impide in- 
terpretar esta disposición aisladamente, y la lectura de ambas a 
que pbtiga la cita hecha en el segundo, revela con toda claridad 
el propósito del legisladnr 

El argumento de incoiistitucioualidad formulado por la de- 
lensa en el iiifnrme itt v&cc, en el sentido de que una inti*rpreia- 
ción como la precedente, afectaría el principio de ¡¿maldad san- 
cionado en el art. 16 de la Constitución Xacional, tildo que es 
líosihle, ton arreglu a ella, que no tiwlos los ciudadanos gocen del 
mismo lapso de tiemjio para enrolarse, por cuanto, '".según sea la 
techa de su nacimiento, puede resultar que el término de siete 
meses fijado en el art. 2* comprenda uno solo o ambos períodos 
establecidos en el art. 16 para míe permanezcan abiertas las ofi- 
cinas enroladoras. como también, que el periodo de apertura de 
estas se clausurase para algunos antes de los siete meses de cum- 
plidos los diez y 4>c1io años de edad, es más csix-cinso que sóli- 
do, pues que la desigualdad que se enuncia, no es razón de un 
privilegie i o exención introducida en la ley en favor de unos, de 
lo que en iguale* circunstancias se establece i>ara otros, sino 
que ella delude tle un hecho extraño a la misma, cual es el na- 
cimiento de las personas en distintas fechas. 

I-a garantía de igualdad que la Constitución consagra en el 
art. 16. ha dicho la Suprema Corte de Justicia de 1a Nación en 
reiterados fallos "no es otra cosa que el derecho a que no se es- 
tablezcan excepciones o privilegios que excluyan a tinos de lo 
que en iguales circunstancias se concede a otros; de donde se si- 
gue que la verdadera igualdad consiste en aplicar la ley en los 
casos ocurrentes, según las diferencias constitutivas de ella, y 
que cualquier otra inteligencia o excepción de este derecho es 
contraria a su propia naturaleza y al interés social." 
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Calif, pues, insistir a eMe réstelo, ui lo va dicho amcrinr- 
menie: ,,ue el art . 2» de la ley tk386, a di f m . IK j a (¡d ;m Je 
la ley SI *J derogada, ha u-ttido en mira ante* que acordar a ca- 
da ciudadano él térmiii» de sicic me-,, R ru en miarse. ^«Me- 
cer. i>ara todos sin exección. I:, ütáigadwi de hacerlo en tos 
i>enodos rslahkxidos en el an. 16, comprendidos "dtitfto de !o.s 
siete meses dé &Uttp1itíbíi W 18 aiW ,l e edad." 

lW tf!,:is "««Klmicionp* y & conformidad n la doctrina 
dél fallo dictad,, pér el Señor Riscal ríe Cámara: se reu-cn el 
fallo apelado y se condena a Ednardo Caille cprao infractor del 
an. m de la ley ! USó, a Mifrir dos nuses de arresto, con costas. 
Xotiíkniesi- y devuélvase.— Oí r/r* ,1/. Amtü.—LuU f , £<n¡í¿ 
/cr. con anjpíiaefón dé motivos.- .1/. /■. ¿W, según su voto 



VOTO un. uhm nu, .M jsi. M, ril-likfí 

\ i*ia uti acuerdo !a cansa S^gaida contra llduardo Caifé 
¡?or infracción a) an. $ de la ley IM*,, (Es¡p, \- m\M) v 
considerando: 

I l-.n la audiencia del 6 del comente, cuando la? vista esta 
cansí, la deíen-a ajegó que el art. lo de la lev 11,386, estaliUria 
tina Mutación de desigualdad pata lós conscriptos, pues mientras 
los que hubieran nacido a fifiés ■ U- Diciembre a Huero, Junio a 
julio, teman tre^ «leses para enrolare, los qué; conio el profesa- 
do, habían naddo en ,\l;m». sólo teníiüi dos meses (Julio y A.l'os- 
i"-. iie>i.-u;tídad que. chufando COil la prescr¡|H¡ón del an. lo de 
I.i GonsÉttiei^a de ser todos los haniíáhtes guales :m u. | a | tVf 
hacia inaplicable aquella lev al siih Vi,- en las sanciones díte <sta- 
toleee pedidas a Es. s. 

Jales circunstancias^ empero, un pueden invocarse 
ahora, pin-. \\a 1 ta hiendo comparecido el reo a enrolarse dentro 
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del tercer mes siguiente al período hábil de (jue podía disfrutar, 
sin.» m e) cuarto mes. ni Octuhre, cuando para ningún oóriscríp- 
to hay el término de cuatro meses háhiles q con oficinas enrolá- 
doras abortas, tal desigualdad no fué la causa de su demora, sino 
su propia incuria. 

3" m legislador pu<t*i disqreciünaJmente fijar los períodos del 
art. f6; Ley 11.386 tt otros a dichos fines, sin mw aquéllas ¡jor su 
s,,,a ,|,,r '™'"> «'*• meses cada uno pudieran ser stisveptililes 
de nhscrvaci.iu alguna. El tm, cómo (jiteda dicho, recién se ha 
enrolado a Jos siete.y raedtó meses de cumplida su edad militar: 
mientras de que para (pie fuera digno de ser tomado en conside- 
ración su argumento de desigualdad dé aquéllas en relación a la 
fecha del nacimiento, habría sido jior lo menos necesario, que hu- 
biese concurrido a enrolarse dentro del término máximo » que 
se reputa con derecho, edliib \m demás conscriptos nacidos cu 
Diciembre, Enero. Junio y Julio dentro del siguiente mes del' 
segundo (wríodg dd afín ( Julio y Agosto J, eso, es. en Scpticin- 
hre. Iti que no hizo, y si al 4 niés, en < ictubre. 

IVr tanto, de conformidad con lo pedido por el Señor Fis- 
cal de Cámara y a ta jurisprudencia del Trihunal en sus fallos 
números 7¿Í5. 7.H4 y 7.143 : se revoca, con c.ias. la semencia 
de fs. 24 25, del 5 de Mayo próximo pasado, condenándose a 
Eduardo Caille a Miírir la pena ríe dos meses de prisión (2" apar- 
tado del an. 21. ley 11.386). l fimiini.pu.se y devuélvase. 

Jtxc .1/. ¡r u .yro. 

OtCTAMI-X BEL PKOCL'RADOE GENEHAL 

Butilos Airus ScpnVinhn- »i. ,h- p>_V, 

Suprema Corte: 

Ante el Juzgado Federal del Rosario se priesa a Eduardo 
Caille, como infractor a la ley N- U.38ft en cuanto el mismo 
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dejó vencer el plaxo otorgado por la citada ley jura enrolarse 
sin haberlo hecho, 

Kl defensor del acusado ha alegado la iuconstitucionalidad 
«le* diversas cláusulas Úe esa ley. 4111' estaHcce los periodo- en 
que del te realizarse el enrolamiento, conceptuando tiue, según sea 
el día en que haya naekli» el interesado, ellas conceden a unos ciu- 
dadano-, mayor plazo que a otros, vulnerando asi el principio de 
igualdad consagrado ñor el art. Id de la Constitución Nacional. 

La sentencia ha sido contraria ni procesado, por lo que ha 
apelado para ante V. K. invitando el art. 14 de la ley 4S, ha- 
biéndosele cinicetlidi» el recursn. leíste en autos, atento tu e\- 
puesto, una cuestión federal «pie justifica ta intervención de esta 
lorie Suprema. |«»r to une opino (pie el recurso es procedente. 

En Cuanto al fundo del mismo la solución es sencilla, en mí 
opinión, y lia sido dada con acierto |>ór la Cámara Federal de 
Rosario al desestimar en su resolución de fs, M. la incojistitu- 
ctonalidad invitada. 

Tor los fimdainentos de dicha ^cnteneia pido a V. E. su 
confirmación 111 cuanto ha podido ser materia del recurso. 

Jlt'im to A\ Larrcta. 
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Bueno* Airo. (Vnihrt- 25 de l$¡2fe 

t 'ni Aderando '.: 

Que ta igualdad establecida \mr el art. 16 ile la Cousiim- 
cróh cómo ln ha dicho reiteradamente esta Corte, no es otra cosa 
míe i! derecho a que no se establezcan excepciones o privilegios 
qUe excluyan a unos de lo míe en iguales circunstancias se con- 
cede a ■•tros: de donde se sigue que la verdadera igualdad con- 
siste * n aplicar la lev en los c:isos ocurrente^ «según las di t eren- 
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cías constitutivas de ellos y que cualquier otra Inteligencia o ex- 
cqicion de este derechu es contraria a su propia naturaleza y al 
interés social (Fallos: ti mío 10?. pág. 2/3; tumo 117, pág, Jjy ; 
tomo 132, pág. 198; tomo 150. pág, Í4|). 

Que en e¡ cas**, ta pretendida ¡neonstiiucionalidad de la ley 
de enrolamiento derivaría de que. según su mecanismo, los ciu- 
dadanos cpie llegan a la edad de diez y ocho años, gozan de dis- 
tintos plaz.is para inscribirse en los registros respectivos, según 
la fecha de su nacimiento. Pero es de observar que si bien es 
cieno que existe esa diferencia, ésta afecta por igual a todos 
los ciudadanos que se encuentren en idémicns condiciones y que 
proviene de una desigualdad natural, imposible de reparar. Tur 
otra parif ciudadano alguno queda privad» de un pía»» pruden- 
cial jwra cumiarse fse^srua ¿las) ¿©trio Jo ha tenido el recu- 
r renté. 

J'or eslus í midan autos se i helara que la ley aplicada nú- 
mero 11.386 (arts. 2. 1(. y 21) no es contraria al art. 16 de la 
Constitución Nacional, líajb d concepto a (pie se reitere el voto 
del Señor Vocal de la Cámara Federal riel Kosario. en disiden- 
cia, confirmándose, en consecuencia, la sentencia de fs. 31 en 
cuanto ha sido materia del recurso extraordinario. 

A. HkIIMEJO. — J. FlíIL EROA Al- 
TOKTA. — RütlKRTO RePFTTO. — 

R. GriDO 1. avalle. — Antonio 
Saga r na. 

flí En la misma fecha la Corle Suprema dictó ÍRual resolución en 
el juicio seguido contra Savenc* Phlnnb Troilo, por ¡rítmica cansa, v 
con fecha 28 de Noviembre en las seguidas contra Santiago Fcrrevra y 
Agustín Vanmiec, por igual motivo. 
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Úmi Juthfm,, Qofisáí^ Piqmr contra ta Provincia de fi tu -a,,x 
. tires, por cobro de fe$o& daños y fcrj nietos ocasionados 
fur t t Ferrocarril tic La finta a Meridiano i \ 

Sumario: [« ® \rticnlo 110.1 del Cód¡#> 0yil mi]H,ne la forma 
Kfcrita par* los traiitrattts f|tit tengati ,,or objeto una suma 
de más de doscientos yeismi 

2* Las duraciones lesiimmrialcs no pueden suplir la 
falta de prjiífía perita de un contrato de arraidamtento de 
más de doscientos peso»; fie acuerdo con Ib categóricamente 
preceptuado en ios aris. ll^í y última jvarte del citado ar- 
t mi 1<> 11').? „,i H)ln Código. 

Coso ; ¡¿ti explica el sigitietite: 



KAl.Hi m LA i'nkTI . SfPHE V \ 

Bvtfnkm Vires, Octubre ¿i dé l'LW. 

V Vistos: los autos íte ta dentuda que don joaquin liun- 
aálcá Piquer ha se^tuclp contra b Provincia tje Hítenos Aires so- 
bre cóliro >lc ¡.esos por tlanos y pt-rj tiit ii ócástonaílos pur el Fe- 
rrocarril de U Plata a Meridiano V.. de ]„> que resulta: 

<_me don Guillermo tíJavarría, con ¡n.der tle ios señores 
Elias \almr y Joaquín íiinuále/ Piquer se prc>enia en Mayo de 
1925, demamhtnd.. a la Rravuicia de Buenos Aires en nómVe 
y n-prr>emacion de los aludidos poderdante por lo. tfános y 
per|HtCíOS que tes pcaSfono el inca id ido de parte del campo de 
doña Irma Taylor de IHaz. sitado en el partidtí de Pehuaiú, 
denontiiia<|o "Santa Ana" que ilmizalez Piquer arrienda seg^ri 
"contrato que -e encuentra en poder de un Maneo y será presen- 
tado eti Lpiruniidad en cas,i necesaríp;" Entre el arrendatario 
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aludido y \ :i Lr "existe un contrate, en el cual, el primero éomo 
patrón y el Sonrio como chacarero, éste tiene un tanto pof cien- 
to de tocias h> utilidades, de modo mtw*x$ que los daños y per- 
juicios sufridos en conjunto son ios siguientes: L¿S C t.atr.. par 
vas de trigo y las dos .le avena destruid fcor el fuego equiva- 
len a: un mil doscientas luisas de tri^o de o5 kilos a S 14 la fa- 
W » » IO - ,iJ " »> »- ü* M« 4* avena de 63 kílos a S 7.5fc 
la tamga ¡? 4.500 ni n. Doscientas cuarenta hectáreas sembradas 
]>ara postoreo a $ 20 la hectárea $ 2.XU0 m u. Total $ l.s.JJU ,„ „, 
B daño se produjo porque el día 5 de Febrero del año de la 
dnnauda. siendo las horas 15 fijas o menos, una cuadrilla det Fe- 
rrocarril aludid.), que trabajaba por cuenta y orden del mismo, 
**■' l* 1 *' ;i 'iwnwr las malezas de los terrenos contiguos a la via! 
hacia el lado Oeste de la estación "Juanitas" entre ésta y Ga- 
rúen. pro|Kqrándo>v ti fuego a los campos inmediatos, Eündan 
su acción en los arts. IÍW, 1113, U>2. 1133 del Código Civil 
>' 65 y 91 de la Ley de 1-err.xarriles. Piden se ei idcuc a la de- 
mandada a pagar a los actores diez y ocho mil doscientos veinte 
pesos con intereses y costas, fs. 1 a 5 vía. Posteriormente el pro- 
curador (Materna pide se agregm- una carta del gerente del |\- 
rruearril Provincial «le Buenos Aires dirigida a Goiurále/ Pique* 
en fá cñal le pide se exprese el monto que por indemnización de 
perjuicio se pretende > en la nial se refiere también ;i los ¿iñoa 
mi indos por Yalior. 

Kl Dr. Héctor Manden, que taml.it u tenia podét de Üonzaie/ 
J'iquer y de YaW. ame ta remmeia de l Havarría íís, 13 1. su>- 
timye mi tnandmo en favor del Dr. Juan José (alvino v del pro- 
curador l-duardo I.. tnls y éste ultimo, sin renunciar expresa- 
mente la repre>emacióu de Klias Ya1«>r. lo elimina del juicio 
I t>. I'ly.ll). porque, dice, por defecto (le técnica Ic P al se le hi- 
zo acrecer indehidamente en el dicho pleito, 

A ís. 45 y 4fi. en 11 de Marzo de 1027. d Dr. Luis C 
Hat ti. en nombre de ta Provincia de Buenos Aires conteMa la 
demanda y niega la exactitud de los hechos en que se funda pi- 
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diendo su rechazo con costas. Dice que no se identifica ám clari- 
dad la persona o compañía demandada, pues no se saín 1 si es el 
Ferrocarril Provincial di- Hítenos Aire> antes de f -i Plata a Me- 
ridianu Y o la Compañía General de Ferrocarriles de Bueno* Ai- 
res, ambos con recorrido paralelo : que no se espedfica en la de- 
manda «piien es el perjudicado, ni cuáles son los bienes crecidos, 
ni cuál es la determinación geográfica dé los mismos; niet:a i¡- 
Euló alguno a González Piquer para este juicio, pftteé, doña Irma 
Taylor de Díaz e* la propietaria y Elias Yábor ocupaia el Campo; 
que la carta de! gerente de ta Conqiañía «pie ( ion/ale/ Piquer 
acompañó "después de contestada la demanda", rescinde a mía 
práctica corriente al soto efecto del art. 4" del Decreto Provin- 
cial de 29 de Agosto de 1^1°. 

& M'itrla la cansa a prueba, las partes producen, en tiempo 
y forma, (a «pie conviene a su derecho •• interés ( ís. a 28o 
sobre cuyo mérito alegan las partes de iV *V» y de ís. *>7 a 
33¡3 vta. resjKctivainente. y 

O moderando : 

l- fjne no uhsbmtc la nianifestadón del apoderado de los 
actores, eu el escrito de demanda, de existir un & nitrato de arren- 
damientr. entre doña Irma Taylor de Din/, propietaria de] campo 
■ Sama Ana", en [jarte incendiado y don loaquin 4 Hiiixález Pi- 
quer, en carácter de arrendatario, el cual estala "en poder dé un 
Banco y seria presentado en caso necesario", tal presentación 
no se ha hecho en ninguna forma* lo que era indispensable |»ar.i 
acreditar el derecho del demandante, desde que la demandada It? 
negó categóricamente tuda acción a ís. 4| vta. y 46. En efecto, 
el art. Il'tt del Coligo Civil impone la forma escrita |>ara los 
cíntralos que tengan por objeto una suma de más de doscientos 
pesos y del informe del jierito único, propuesto |M>r el actor, re- 
sulta que el precio de arrendamiento del campo perjudicado es 
muy siqjerior a esa suma mensual fis. 108 y siguientes,. Las 
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dtvlaraei.mes testimoniales no pueden suplir la falta -le prueba 
escrita tlel contrato, de acuerdo con lo categóricamente precep- 
tuado ni lns ans. 1 1K,1 y última parte del citad.» an. 1 Ptf del 
Código Livil toda Ve* que de su existencia, ne^da por la con- 
traparte, surge Únicamente el derecho pretendido a cobrar daños 
y ]«?rjniciiif4 ocasionados en campo ajen». 

ü ut Ias car,as del gerente del ferrocarril causante del da- 
ño, agregadas a fs. IOS y 104, uu subsanan ta deficiencia jurídi- 
ca mencionada precedentemente porque la representación de la 
Provincia explica bien, en la Contestación a la demanda, el al- 
cance de Jas mismas. El artículo 4» dd decreto de *> de A^oMo 
de |$|$ firmado j»r el Gobernador Crotto y el Ministro Kn- 
rique de Madrid, inserto en el Boletín Oficial de la Provincia de 
Hítenos Aires de 22 de Octubre de Mfy agregado a fs. 271, 
dice; "Et Carente elevara al Ministerio con los antecedentes del 
caso, todos los reclamos que se formulen por incidentes del trans- 
arte o cualquier otra causa, acorneándolos de un informe mo- 
tivado, con las citas de las prescripciones legales y reglamenta- 
rias que sean aplicables. Cuantío d monto tlel reclamo exceda de 
mil pesos moneda nacional será resuelto por el Poder Ejecuti- 
vo. Si fuera menor será por Ja gerencia, debiendo en este caso 
dar cuenta al Ministerio de Obras Públicas." Era natural, pife, 
que el Gerente, contestando al pedido de González Piquer (car- 
ta de fs. 227) y de las instancias de su abofado, citara a dichos 
señores ]>ara intentar soluciones sin que ello rleki conceptuarse 
romo recocimiento de derechos. iu> sólo poríjtte dada la suma 
reclamada, carecía de facultarles, sino porque esa conducta es 
la elemental en cualquier clase de negocios o desinteligencias. e| 
previo cambio de ideas, justificación de personería y de dere- 
chos para llegar al acuerdo amigable o al franco dcsieuerdn y 
el pleito consiguiente. 

3* *Jue. además, tampoco aparece plenamente probada la 
pretensión del señor González Piquer. a todo el daño que se 
arguye en la demanda, teniendo por demostrado, por vía fie hi- 
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poteste, que el lucra ti arrendatario principal del carnal que- 
mado. El poder dé fs. 1 s« r^Ofgo p.r [{lías YaW y Julio Gon- 
zález l'iqiier a Itts señores Olavarria y Baudon, para que deman- 
daran pjr él daño que ks causo d incendio de 5 de Kebrcro; la 
demanda se instaura a nomhre dé Yalmr y Gühíálea Prauer; el 
doctor Baudon sustituye su poder en favor de L'alciño y luis sin 
reserva ni restricción ninguna (fs. !/)> y p.r Ib janto para ac- 
tuar "en norriBTfi de Yál&t y de González Piqiiér", per.* él señor 
fiil>. sin renuncian al mandato de WlI h * r y -in renuncia de 
I.« despla/a del pleito t\*. |" y Jüi. haciéndolo notificar en cta 
Capital cuando del poder resulta vecino de Carlos l astres (f$, 
I Pero e! derecha de Vabor aparea* reconocido por dniuákv 
PKjtier en la caria escrita al (¡éreme del Ferrocarril (fs. 117 i . 
DjtCs aunque no lo im^IíM, ¡u dCserjbc inconfundililemente y la 
carta del Gerente, que corre a i\. Ktf. es por la actora mencio- 
nada como | trucha del reconocimiento de su derecho y "del le 
Yapbr" (fs, 9). Finalincnte, en tudas las actuaciones .potícklés 
consecutivas al incendio <|iie unitiva este pteitn v que. cu testi- 
monia certificado corren a ki 72 y siguientes, Elias Yatmr apa- 
rece actuando y réepno^itfq por Ck>nzález Píquer. como chacare- 
ro sulüirreudatario o medianero suyo y tu el doeatnjctltó de f-. 
f K\ de esas actuaciones, se dice por la autoridad que YaW es el 
perjudicado especial. ¿Cómo cambia la sitúa non jurídica de es- 
te actor iuiei.il? Por eliminación une. sin facultad cu el man- 
dato ian. 1881 del Código Civil). Hizo el procurador (üls v qúe 
\ altor n.< aparece ratificando en forma si bien, en coudicinnes 
de dudosa eficacia! declara como testigo de González Piijucr C fs. 
159 y siguientes , que era sólo peón de é>te y qué manifestó 
ser |»ro f lieta rio de l«s parvas porque stt patrón amst umbral ta a 
liarle g*ra ti ficác iones según el resaltado de la cosecha, lista ma- 
ni i estación de un testigo (pie se reconoce afectado por Tas frene- 
rales de la lev. es inaceptable ante los principios dé la sana crí- 
tica con lo poseyendo la eficacia para modificar en heneíieio del 
actor, la situación juridka invocada en actuaciones policiales, ju- 
diciales y epistolares concordantes y reiteradas, tanto tuertos 
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cuanto que el señur González l'iquer nu lia probado *u carácter 
tic arrendatario y las tundiciones de su arriendo y bien puede 
ocurrir, corno expresa la i>arte demandada en su alegato de bien 
probado, que la procelaria del campo señura Taylor de Díaz, 
reclame daños y i>erjiiicios jwr los misnius que invoca tiou/alez 
Piqüer (fs. mi). 

l'or lo expuesto se resuelve; absolver a la Provincia de 
Buenos Aires de la presente demanda instaurada por don Joa- 
quín (.ionzález l'iquer, con costas. Xotiíiquese y repuesto el |ia- 
pel archívese. 

A. llKKMKJCJ. RoBEKTO RkPIvTTO 

— H. Gritxi I.avau.k. — Anto- 
nio Saoakxa. 



¡i. Acutáin, x u h¡ (jiwrviía qút h- signe la Sociedad Anóni- 
ma "La Anfctitina", sobre infracción ai articulo 48, inciso 
4" de ta ley $975. Recurso de hecho. 

Sumario ; I Wede el recurso extraordinaria del ari. 14, ley -48, 
contra una decisión contraria al derecho fundado por el re- 
currente en el arjt. 55 de la ley nacional X ,f 3 ( >75. 

Caso, l.i, explican las piezas siguientes: 

Ilir-TAMI X P|EL SKVOK l*KUCl KAOOlí GENERAL 

Bueno* Aires, Si-iilii'nihrc 3 de V>2H. 

Suprema Corte : 



La Sociedad Anónima "1.a Argentina" y otros querellaron 
ante el Juzgado Federal de Ta Capital de la Xaeión, a don Jcjsó 
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E. Acutain, por infracción al art 4S, inciso 4* de la ley X» 3975, 
que castiga cun mulla de veinte a quinientos pesos moneda na- 
cional y arresto de un mes a un año, sin que pueda redimirse cun 
dinero la i>ena corporal, ti los que punga,, a sabiendas sobre su* 
productos o efectos de su comercio una marca ajena u fraudu- 
lentamente imitada. 

Substanciada Ja causa fué condenado el quereliadu por acn- 
teucia de primera instancia, recurriendo la misma parte ame el 
átqierior. 

En esta uportunidad, Acutain invocó a su favor la prescrip- 
ción de la acción fundado en la doctrina de V, E., que establece 
Ja no interrupción de aquella por las actuaciones procesales. 

I-i Cámara Federal, interpretando el alcance del art. 55 de 
la referida ley gj* ha desestimado dicha defensa de pres- 

cripción y continuado la sentencia condenatoria recurrida. 

Cumia esta decisión el querellado ha interpuesto recurso ex- 
traordinario («ira ante V. E. por entender (pie la interpretación 
dada |mr ta Cántara al referido art. 55 es contraria al derecho por 
él invocado, fundado en el mismo articulo en virtud del cual el 
término de la prescripción, que la Cámara fija en tres anos* debe 
reducirse a uno. 

Tal ablación lia sido denegada para ame Y. E. Considero 
improcedente dicha denegación. En efecto, de lo procedentemen- 
te relacionado se deduce que el caso federal existe en la causa en 
los términos del art. 14 de la ley 4* ya que la decisión del tribu- 
nal de última instan* : a es contraria a la validez del derecho ift- 
vocado por el querellado, el que lo ha fundado oportunamente 
en dis|*isieioue>, de carácter federal cuya interpretación ha cons- 
tituido ta materia del litigio. 

Cuestionada, pues, la inteligencia del referido art. 55 con el 
resultado indicado, procede, en mi opinión, la apelación dedu- 
cida |iara ante V. E., por lo que pido se declare mal denegada la 
misma y se abra el presente recurso. 
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En cuanto al iondo del asunto debe observarle que, al esta- 
blecer el Lrt. 55 de la ley .V S975 sobre mareas de fábrica, de 
comercio y de agricultura dos términos, de uno y de tres años, 
liara la prescripción de la acción, ha contemplado dos situacio- 
nes fundamentalmente distintas. 

La prescripción de tres años se opera al vencimiento de di- 
ebu término contado desde el día en que se cometió o se repitió 
el delito, y la de un año, desde la focha en que el propietario 
de la marca tuvo conocimiento del hecho por primera vea:. 

Es este el caso de autos. Desde que se comprobó el hecho 
que motiva la presente causa, hasta Ja fecha ha transcurrido más 
de un año. no siendo óbice al transcurso de dichu término y al 
consiguiente cumplimiento de la prescripción la tramitación de 
esta causa, según la doctrina referida de Y. E. 

Si .y [ior ello de opinión que corresponde revocar la senten- 
cia apelada en la liarte que ha podido ser materia del recurso. 

Húmalo H. Ltirrcta. 
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liucmis Aires. Octubre 31 de Vm. 

.\ulus y \"ist(j- : 

Considerando; 

Oue el apelante ai oponer la prescripción de la acción en 
este procesó ante la Cántara Federal de la Capital ha invocado 
el art. 55 ríe la ley 3975 y la jurisprudencia de esta Corte, de- 
clarando la no interrupción de aquélla por las actuaciones pro- 
cesales. 

Oue el tribunal nombrado ha desestimado la defensa de 
prescripción aplicando al efecto la primera fiarte del artículo 55 
confirmando, a la vez. la sentencia condenatoria de 1" Instancia, 
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Une habiend.. sido ta decisión recaída contraria al derecho 
iun.la.ln jN, r el recurrente en d an. 55 de la ley nacional mi- 
men, es evidente la procedencia del recurso extraunlitm- 
no de acuerdo con Iq disjfnejstq po* el an. 14, inciso .í - de la tev 
X 48 y 22 del Código dé í'íoceiíiniientOd Criminales. 

hn su mérito y de conforniidad con lo dictaminado por vi 
Señor Procurador lieneial. se declara procedente la utiejn. y 
hattóntl^e el expediente en .-I Trikmal autos v a la oficina rfé 
acuerdo con el arfc s- de la ley 4055. séuWaud¿se los días lunes 
y vícmw o el día ¿¡fruiente hábil -i ¡dprio de aquellos no lo fm- 
M? pafti nntitii-acinia> en secretaria. Repóngase el papel. 

A. Hj-kuijo. — KtinsKJo RsP£%fO 
— K. UvtítO l..\v\r.!i:. \\to 
Nln SAQAa.VA. 



l)m Imé 4, Ráfpd coñtm d P&mmtt Central .¡¡yaití»», 
por t/aítos y fri*rjmip$; sobre emupeimaá, 

SuitMrí;,; I- articulo* JX_> y siguientes «Id Keg lamento de- 
neral de l*Yrrocarriles son simplemente reglamentarios de 
la obligación general de suministrar v-agóncjs a los cargado- 
res, impuesta ¡n.r d an. 204 <lel Código de Comercio. 

2" El artículo SO dé la ley de Per mear riles Nacionales 
al establécer .pie las ohligactbnes y res|kinsa!iilidadcs de ¡a* 
empresas acerca del contrato de trausjwirtc serán regidas 
por el Código de Comercio, indudal.lcmetue sé ha referid-, 
no SSlo a aquéllas obligaciones que nacen dé una conven^ 
ctón concluida por la entrega de las mercaderías en la esta- 
ción receptora, sanó ta¡n>biéri a I.k hechos directamente vin- 
culados a la preparación del traiísporté como es el pedido 
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de vagones que con>tituye el medio arbitrado por el regla- 
mento para une el ferrocarril pueda cumplir ía obligación 
legal (te dar satisfacción a los cargadores. 

3* No corresponde a la jurisdicción federal el conoci- 
miento de una demanda contra un ferrocarril nacinn.il por 
daño* y perjuicios uue ilkitt originario» por no lialxrr és- 
te facilitado vagones al actor, alterado las listas y no ha- 
lierle permitido asentar el pedido rie aquéllos de acuerdo con 
su capaddad product iva y comercial, fundada concretamen- 
té en lo dispuesto |>ur los arts. 519, 902 y eon- 

cordantes del Código Civil; artículos 50, $S y 91 de la kv 
Jfv.í: art. 282 y siguientes del Reglamento General di- W- 
rrocar rifes y articulo 2\.H y concordantes del Código do Co- 
mercio, 

Coro: l.n explican las piezas siguientes : 



ACUERDO u¡ m CÁMAKA ¡SSS LO CtVIL V COMKKCIAL 

Mu la éiüdád de Saiit^gp del listero, catorce de Abril de 
mil novecientos veintiocho, reunidos en su Sala de Acuerdos los 
Sentires .Ministros de la Kxenia. t ámara en lo Civil y Comer - 
cíal. doctores Alfredo (tufe Vargas, tiustavo Olivera y Xorlier- 
to I'az. lia jo la presidencia del primero y por ante el secretario 
aut( ir izante, a objeto de dictar semencia definitiva en los autos 
caratulados: Rafael José A. contra la Km presa riel F. C. C. Ar- 
gentino, sobre daños y perjuicios, elevados en apelación de la 
sentencia de tojas ciento cincuenta y nueve, fecha Septiembre 1" 
tle 1027. tpie condena al Ferrocarril Central Argentino a pagar 
a José A, Rafael la suma de doce mil seiscientos pesos naciona- 
les i-n d término de rife? dins. con cintas, & lia practicado la in- 
saculación de estilo, resultando ríe ella ijuc debían votar en el or- 
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den siguiente: doctores Olivera, Kuiz Vargas v Paz. Estudiada 
ía causa el tribunal planteó las siguientes cuestiones a resolver : 
1" Procede la excepción de incumbencia de jurisdicción mfitow 
materie; 2> Caso negativo; ¿Es nulo el fallo apelado?; J» Ca>u 
igualmente negativo : ¿ l£s justo ? 

A la primera cuestión, e] Ministro doctor Olivera dijo; La 
parte demandada al expresar agravios en esta instancia, ha opues- 
to como previa la excqiciúu de incoinuteneia de jurisdicción por 
razón de la materia, sosteniendo que el juzgamiento de la presente 
***** ^res¡Mmde a la justicia federal. El señor José A, Rafael 
íia demandado a la Empresa del Ferrocarril Central Argentino 
j»ir (os daños y perjuicio» inte ésta fe ha irrogado al no pro- 
veerle o proveerle cotí retardo, los vagones necesarios para el 
transporte oportuno de sus mercaderías. Tratándose de una cues- 
tión suscitada entre un cargador y una empresa de transporte el 
coniK-imirutn de la causa corresponde a los tribunales ordinarios 
por esta* regido el caso prirtcipaÍMeMe por el capitulo quinto, 
titulo Cuarto, libro [¿rimero del Código de Comercio. l' ur otra 
parte, la lev nacional de f mocar riles X" 2873. en su nrt. 50, ex- 
presamente ha declarado que las obligaciones o responsabilida- 
des de las empresas respecto a los cargadores por | «rdidas. ave- 
rias o reíanlo en la ex|>edie¡ón o entrega de las niercaderias se- 
rán regidas i«>r las disj>osir¡oucs del Código de Comercio. Por 
el l.i, conceptúo que el caso de autos es del derecho común v que. 
por tanto, no corresponde la justicia federal entender en él. Co- 
to ¡mes. negativamente la cuestión propuesta. 

Los Señores Ministros doctor Ruis? Vargas y Paz. adhieren 
al voto precedente. A la segunda y tercera cuestiones, el tribunal, 
habiéndose opuesto como previa la exección de incompetencia 
tratada, resolvió no ocuparse de las mismas hasta tanto no que- 
de consentida la jurisdicción de esta Cámara. ( Doctrina del ar - 
ticulo mil nueve del Código ríe Procedimientos». Con lo que ter- 
minó el acuerdo, firmando los señores Ministros doctores Rui/ 
Vargas. Olivera y Paz. Ante mi: José M, Paz. 
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Sentencia. — Santiago del Estero catorce de Abril de mil 
novecientos veint ¡ficho. Y Vistos ; por los fundamentos del acuer- 
do que precede, esta Cámara se declara competente jura enten- 
der en el asunto, y atento el estado de los autos, consentida que 
st;i esta resolución, vuelva a estudio para el fallo definitivo que 
corresponda. — A. Ritió l unjas. — G\ Olivera. — Xorbcrto Paj. 
— Ante mi : lose \1. Pac. 
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BWSÍOI Airt N Oitubrv J1 lie 1V¿«. 

Autos y fistos : 
Considerando : 

Que la acción deducida en esta causa conforme al escrito 
de demanda tiene por fin obtener del Ferrocarril Central Argen- 
tino la rep.-t radón tk* los daños y perjuicios de que hace mérito 
el actor a causa de que aquél no le ha facilitado vagones, ha al- 
terado las listas y no le ha permitido asentar el pedido ríe aque- 
llos de acuerdo con su eajiacidad productiva y comercial. 

Que la déniánda ha sido fundada concretamente en lo dis- 
puesto i>or los arts. 519, 1109, 1068. 902 y concordantes del Có- 
digo Civil ; arts. 50, 35 y 91 de la ley 2873; art. 282 y siguientes 
del Reglamento General de Ferrocarriles y art, 204 y concor- 
dantes del Código de Comercio. 

Que atenta la naturaleza de los hechos alegados, la respon- 
sabilidad atribuida a la empresa demandada tiene que Juzgarse 
en primer término de acuerdo con la regla general del art. 204 
del Código de Comercio que impone a los ferrocarriles la obliga- 
ción de recibir toda la carga que se les entregue para el traus- 
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luirle hasta sus estaciones ú las de otras lineas que empalmen 
ton ella*, lis en la omisión por ¡«irte de la empresa de esta obli- 
gación que tiene la demanda su más inmediato apoyo legal. 

Que si bien es verdad que lo* arts. 282 v siguientes del Re- 
«lamento General de Ferrocarriles determina v csj>ee¡f<ca las 
condiciones a que deben sujetarse los pedidos de vagones, tales 
preceptos son simplemente reglamentarios de la obligación gene- 
ral de suministrarlos a los cargadores impuesta j«jr el citado 
arr, 204 del Código de Comercio. 

Uue cuando el art. 50 de la ley de Ferrocarriles ha estable- 
cido que las cihl iliciones y rtst»insabilidades de las empresas 
aceré* del contrato de transí Mjrte serán rey idas por el Código 
de Comercio fondablemente se ha referido no sólo a aquellas 
obligaciones que nacen de una convención concluida por la cn- 
irega fie las mercaderías en la estación receptora sino también 
a los hechos directamente vinculados a la preparación del trans- 
porte como es el pedido de Vagones que constituye el medio 
arbitrado por el reglamento pira que el ferrocarril" pueda cum- 
plir la obligación legal de dar satisfacción a los cargadores. 

Que en consecuencia la presente demanda no debe enten- 
derse regida directamente \*n la lev ftfr 2873 como seria nece- 
sario para cpie de acuerdo con el art. 1(10 de la Constitución y 
art. inciso 1" de la ley 48, se tratara de un caso de juris- 
dicción federal por razón de la materia, sino por e! derecho 
común a mérito de la reserva del art. 67. inciso 11 de la Cons- 
titución Xacional y de lo dispuesto por el art. 282 del Código de 
Comercio y 50 de la propia ley 287.1. 

Que i*»r último esta Corte ha declarado que las demandas 
relativas al transporte de mercaderías por f embarriles están re- 
gidas jMir las disposiciones del Código de Comercio y su conoci- 
miento un corresponde a la justicia federal por razón de la ma- 
teria. 
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En su mérito, uhIo el Señor Procurador General y por los 
fundamentos de la semencia apelada se la con firma en lu que ha 
jiodido ser materia del recurso. Xutiíiquesc y repuesto el pa[>el 
devuélvase. 

A. 1ÍKKMHJO. — KoBKRTO K'KI-KITO 

- R. Gi jihj Lavallk. — Anto- 
nio S.uíak.va. 



Ferrocarril Central Córdoba contra la Dirección General de Fe- 
rrocarriles, f>nr cobro de pesos prfK-cnhntcs de ¡a apHt li- 
ción de una malta. 

Sumario: l" Procede el recurso extraordinario del art. 14, ley 
4X, rotura una sentencia denegatoria de una exención ale- 
gada por el recurrente, basada en el art. 48 de la ley ¿W.i. 

2" Tratándose de mercaderías cuyo tnmsporte ha sídu ya 
realizado y versando las diferencias entre el ferrocarril y el 
dueño de aquéllas suhre el importe del flete que corns- 
[>onde alHinaiN^l últimn. la Dirección General de Ferroca- 
rriles carece de facultades para resolver el reclamo del due- 
ño de las mercaderías, fundada en el art. 4ÍÍ de la ley 
. ni puede, consiguientemente, invocar suhre la base de esa 
decisión lo dispuesto por los incisos 1* y 10 del art. 71 de 
la misma para considerarlo en infracción al ferrocarril: por 
lo que, no habiéndose violado por éste el art. 4K de la ex- 
presada ley. único fundamento aducid" • por la referida re- 
fmrtición fwra cohonestar su competencia y para derivar de 
él la aplicación de los arts. 92 y 94 de la misma, correspon- 
de la devolución de la multa. 



Caso: Lu explican la> piezas siguientes: 
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SENTENCIA ÜKL J L'E£ FEÜEKAL 

But-nus Aires, AgOMO 14 1925. 

V Vistos: I.os promovidos por el Ferrocarril Central Cór- 
doba contra la Dirección General de Ferrocarriles de la Na- 
ción, sobre repetición de sumas de dinero aWnadas en el juicio 
de apremio adjunto. 

Y Considerando: 

F Oue la jarte aetora entabla su demanda manifestando 
<|ue la Dirección citada la obligó por vía de apremio a pagar una 
inulta abantamente ilegal, porque la negativa a entregar merca- 
derías traiis|>ortadas ]xir el ferrocarril a los interesados, — en es- 
te caso una cantidad de leña a las Obras Sanitarias de la Nación. 
— se rige por el Código de Comercio y no |»r la ley 2875 y la 
Dirección no puede usar del derecho conferido por el art. 92 de 
aquélla sinó eri loa casos de infracción a la misma. Habiéndose 
resistido la empresa a entregar la carga antes de que se le abo- 
nara n depositara el importe del flete, no hizo más que usar del 
derecho acordado |jor el art. 196 Código de Comercio y no in- 
fringió disposición alguna de la ley 2873 ¡ en consecuencia, con- 
cluye la aetora, la multa que le impuso la Dirección en junio 18 
de 1917, ex|iediente 05539-C-917, es ilegal y jior lo tamo pide *e 
condene a aquélla a devolver la suma alionada en el respectivo 
juicio de apremio un mil pesos m¡n., con intereses y costas. A 
fojas 18 amplia el petitorio en un mil cincuenta y dos pesos mo- 
neda nacional más, en concepto de costa anonadas en el juicio de 
apremio, cuya devolución también solicita. 

El señor Procurador Fiscal contesta la demanda a tojas 2ft 
sosteniendo extensamente la procedencia de la multa impuesta a 
la empresa por su negativa a entregar la carga de teña a las 
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Obras Sanitarias de la Xación, «o acatando de tal suerte la in- 
timación que se le hizo administrativamente. [iara que verificase 
dicha entrega. 

Agrega que si la empresa sostenía su derecho a cobrar fle- 
te íntegro, en vez del relajado que pretendían las Obras Sani- 
tarias por ser oficinas del Estado, no debió ni pudo usar de la 
facultad establecida en el art. 197 Código de Comercio, desde 
que las Obras Sanitarias se habían adelantado a solicitar la in- 
tervención de la Dirección (¿enera! de Ferrocarriles y ésta pro- 
cedió dentro de las normas señaladas en la ley que la rige. 

Luego tle otras reflexiones concordantes, termina el señor 
Procurador Fiscal solicitando se rechace la demanda con costas 
y se declare que la multa impuesta es perfectamente procedente. 

2* Que expuesta a grandes trazos la litis- contestarlo en su 
jarte sustancial, entiende el suscripto que del* decidir una cues- 
tión de derecho. 

En efecto; ¿tuvo facultad la Dirección General jara im- 
poner la multa de referencia a la actora? 

La empresa al recibir los vagones de leña se negó a entre- 
gar ésta, si previamente no se le abónala el im|íorte íntegro de 
los fletes devengados: las Obras Sanitarias se dirigieron a la 
Dirección General quien en Abril 27 de 1917 hizo saber a ta 
empresa eme el precio de los transpones en cuestión, es el que 
resulta de deducir el 50 y 40 % al precio de las tarifas ordina- 
rias y especiales resistivamente y resuelta así la divergencia, 
correspondía la entrega inmediata de la carga, a lo que se negó 
la empresa y de ahí la imposición de multa. 

La Dirección General ha impuesto la multa a la actora fun- 
dándose en que "hizo salier a la empresa cuáles eran las tarifas 
aplicables y que en consecuencia estala resuelta la única diver- 
gencia y procedía la entrega de la carga" y "que al no acatar 
la empresa dicha resolución, hace imposible el cumplimiento del 
art. 48 de la ley 2873 y por lo tanto la viola." 
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A mérito de tal velación, y cuino el art. 91 de esa ley res- 
ponsabilíza a las empresas de los acto.» y omisiones que contra- 
ríen a ía ley y a lo* reglamentos, impone la umita de referen- 
cia, fundándose tu el art. 92 véase juicio de apremia adjunto. 

V bien; bueno será analizar las disposiciones iK-rtinentes de 
la ley 2fc¡73, a fin de interior si la multa de referencia lia sido 
bien o mal aplicada. 

kl art. 4H de la ley 2?Í73 contempla dos situaciones y somete 
a rescilutioli de la iiis|ieeeión guberatniva los casos ui (pie sin*- 

gen dudas sabré el precio y |ieso. etc. 

Ahora bien - encuadra el caso presente dentro de semejante 
disposición? ¿Emerge, de ella la posibilidad de aplicar mulla a 
quien se alee de la resolución gubernativa 6 de la decisión arbi- 
tral que también contempla? 

Va de mivo que la interpretación de todo estatuto penal tie- 
ne un carácur restrictivo y no es posible aplicar inultas poi ana- 
logía o por extensión. Kn las leyes 2S73 y 6320 no se. ad vierte 
claramente aplicado el caso de multa para una empresa ferro- 
viaria que se niegue a acatar ordenes de la Dirección General pa- 
ra ipte entregue a quien cor responda la carga en destino, si no 
se í* almiui el flete rpie entienda es el pertinente. 

Kl art. 71 de la ley ¿$7*1 con la redacción dada p,r la lev 
6320 tampíco autoriza a la Dirección General a aplicar umita* 
en semejantes condiciones, a juzgar por lo que establecen los in- 
cisos I". 2", 5" 10 y 1?. 

Kste inciso 15 faculta a la Dirección a ¡mpincr a ¡as em- 
presas o concesionarios de f embarriles nacionales las multas 
autorizadas |>or esta ley n las «pie se dicten en lo sucesivo y los 
respetivos reglamentos. . . Kl art. l )i señala que las empresas 
son responsables de los actos u omisiones contrarios a la presente 
ley y a los reglan lentos dictados en su consecuencia... y el ar- 
ticulo *>4 determina que el P. K. establecerá multas de cien a mil 
peso> ]iara castigar las infracciones de los reglamentos que dicte 
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o apruebe, especialmente las que importen falta ü desatención 
hacia los pasajeros y cargadores por parte de tas empresas y 
mis empleado*. 

Queda dicho, que ta ley y la r»3J0 no contienen de un 
modo claro y definitivo el castigo de imitta para casos como el 
que se estudia. Será forzoso. por lo tanto, acudir a los reca- 
memos dictados con relación a esas leyes y ipie alwquen el 
asunto. 

Los arts. 2.Í7. y ¿75 ilel reglamento general de ferro- 
carriles, reproducen fielmente las d¡s]>nsicioues del art. 196 del 
Código de Comercio y facultan al porteador a no entregar las 
cosas transportadas hasta tanto no se le pague el flete y en caso 
de desacuerdo, si el destinatario abonase la cantidad que cree es 
la debida y depositare al propio tiempo la diferencia, delierá 
entregarle el porteador las cosas transportadas. 

Lomo .su ve, existe mi sistema legal y reglamentario. que 
tolera la conducta observada jwir el Ferrocarril Central Córdoha 
en este caso y de consiguiente cabria repetir «pie : gjt¿ jure sw 
.tttiitir nemincm hietüt (véase art. 1071 Código Civil). 

I-i conducta de la |iarte adora está ampararla por la ley y 
por el reglamento, por manera míe no existe posibilidad de hacer 
regir los arts. 91, 92 y 94 de la ley 2H7.1. toda vez que no prome- 
dia acto u omisión contrarios a esa ley y a los reglamentos dic- 
tados en sn consecuencia. Todo a la inversa. 

Ks cierto que la situación creada a las Obras Sanitarias al 
rio entregarle la leña, | nidia aparejar enojosas consecuencias de 
diverso orden, pero ello no ijuiere decir que la empresa no haya 
procedido dentro del campo de acción que le permiten la ley co- 
mercial y el reglamento general de ferrocarriles. La empresa >e 
ha acogido a un privilegio franco y categórico, porque ¿ ha es- 
timado oportuno y por razones que a ella sola conciemen. prefi- 
riendo colocarse en la situación de ulterior demandada a virtud 
de lo dispuesto en el art. 10 de la ley 5315. que colocarse en la 
situación de actnra por saldo de flete susceptible de ser contení- 
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piado por dicho precepto legal. ( V éase juicios F. C. C. Argen- 
tino, Banco de la Nación y Obras Sanitarias de la Nación, Fe- 
rrocarril Central Córdolia, ambos sentenciado i>or el suscrito y 
Cámara Federal, cuyas sentencias respectivas figuran publicadas 
en "Gaceta del Foro" Nros. 742, «"JO. ¿248 y 2290. 

Algunas veces la jurisprudencia ha atribuido un alcance tan 
extenso al art. 1V0 del Código de Comercio y de consiguiente a 
sus transcrijKiones consistentes en los arts. 2J7, 23tt y 275 del 
reglamento general de ferrocarriles, que podría decirse lia alte- 
rado los clarísimos términos en que se 1 tallan concebidos. Sea 
lo que fuere, lo cierto es que tratándose de delitos, faltas o in- 
traceiones, el [>ert ¡tiente castigo debe precxistir conveniente- 
tm-nte traducido en un precepto legal b siquiera reglamentario, 
que comprenda sin lugar a duela alguna, al hecho u omisión que 
tiene en vista. 

Acaso, ta negativa de la actora. podría halx-r dado lugar a 
una acción en justicia tendiente a lograr la pronta entrega de la 
carga, la devolución del flete en todo o en parte, y si se quiere 
hasta una indemnización de daños y perjuicios, pero no a ta im- 
posición de una i»ena no preestablecida en la ley y reglamentación. 

Por lo expuesto se infiere que la multa objeto del juicio 
de apremio que motiva este ordinario de repetición, carece de 
base o fundamento y por ende, no habiendo anisa no hay obli- 
gación larl. 499 Código Civil). 

El Fisco debe. pues, devolver a la actora la suma reclamada, 
y a ese efecto cabe recordarse, en esta oportunidad, lo que re- 
solvió la Suprima Corte en el caso F. C. C. Argentino, Direc- 
ción General de FF. CC. que figur;i en "Gaceta del Foro" nú- 
mero 2446. 

Por las Consideraciones que preceden, fallo: declarando que 
el Fisco Nacional dehe devolver a la actora. empresa del Ferro- 
carril Central Córdoha la suma reclamada, con más sus intere- 
ses estilo Banco de la Nación a contar desde la notificación de la 
demanda, sin costas, atenta la naturaleza y novedad de la causa. 

Son! Mi Escobar. 
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SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Buinos Aires, Jww 18 tic 1926. 

\ istos estos autos seguidos por el Ferrocarril Central Cór- 
doba contra la Dirección Central de Ferrocarriles, por devolu- 
ción de las multas impuestas y las costas del juicio de apremio, y 

Considerando: 

l" Qw la sentencia apelada que hace lugar a la demanda 
fúndase en la interpretación que en ella se hace de varias dispo- 
siciones de la ley 2873 y modificación de ésta establecida por la 
ley 6320 y, princqnmwme en la circunstancia de que el art. 1% 
del Código de Comercio faculta al porteador a no entregar las co- 
sas transportadas hasta que no se le aljone el precio del flete y, 
en caso de desacuerdo si e] destinatario alionase ta cantidad que 
cree que es la debida y depositare al propio tiempo la diferen- 
cia, deherá entregarle el porteador las cosas transportadas. 

. 2" Que siendo éste último fundamento el que sirve de ta- 
se a la sentencia, es de advertir une, como lo ha resuelto este 
tribunal el 4 de Noviembre de 1921, en la causa seguida por las 
Obras Sanitarias de la Nación contra el Ferrocarril Central 
Córdoba, "el derecho que la primera parte del artículo acueda al 
porteador para retener los efectos tramitados cuando el desti- 
natario no cumpla tas obligaciones que le incumben, delw enten- 
derse lógicamente siempre que la reclamación de acpiél fuera jus- 
ta; si no to fuera, suya sería la responsabilidad de la no entre- 
ga, conforme a los principios generales de derecho y ya que el 
destinatario no debe cumplir sino las obligaciones que le in- 

■ ^ ■ ■ rifa m <i t.j.fa, ' ^ 

rumrten, 

"1.a segunda [jarte del artículo acuerda un derecho at desti- 
natario: no le impune una obligación ni tampoco autoriza al 
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transportador a retener la carga con pretextos que no sean justos. 
Esto importaría darle un amia Doderosa de que fácilmente pó- 
drta abusar creando desacuerdos con cualquier pretexto cuando 
le conviniera retener tus efectos, con lo cual se asestaría un rudo 
golpe a la rapidez y segur ¡dad del comercio cuyo amparo consti- 
tuye uno de los pro) Ositos pr ¡mordíales de la ley inervan til. Al 
retener, pues, el ferrocarril la leña transportada, lo ha hecho 
cargando con las responsabilidades consiguientes en casrj dé no 
ser justo el motivo invocado." 

"Que, como lo sostiene la demanda y consta en el expedien- 
te administrativo agregado a los autos, la empresa demandada 
solicitó al Suprior Gobierno que autorizase la fusión en una 
red ile las diversas secciones de la línea que funcional un comí* 
compañías separadas y que él Gobierno la aceptó ]>or decreto fie 
22 de Enero de 1 1 >1,1, obligándose la empresa a transjtortar los 
electos riel Gobierno Nacional con el cincuenta |jor ciento de 
relia ja suhre las tarifas ordinarias y el cuarenta pór ciento so- 
bre la.- especiales. En estas condiciones la demandada efectuó 
los iransjM irles y entregó las cargas hasta el 7 de Febrero de 
Vt\7, y desde esa lecha en adelante, se negó a entregarlas sin 
que se abonara la tarifa íntegra, argumentándose que las Obras 
Sanitarias constituyen una institución autonomía, con personería 
jurídica propia, de acuerdo con la ley HKH 1 )." 

"l-is razones dadas por el Inferior sobre este punto son 
suficientes |Kira considerar a esta como un organismo más o me- 
nos autárípiieo pérb dependiente del Gobierno Nacional, a cuyo 
te>oro debe ingresar e! remanente de su producido liquido (art. 
7". ley citada). Siendo asi es indudable que los transportes efec- 
tuado;, para las ( >bras Sanitarias de la Nación, como lo ha re- 
suelto la Dirección General de Ferrocarriles, en 27 de Abril de 
1"1" (fs. 53 del Exp. S. 019086, agregado a estos autos), 
han debido efectuarse con las rebajas del cincuenta por ciento 
y cuarenta por ciento sohre las ordinarias y especiales/' 

One establecido el alcance de los arts. 1% del Código le 
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Comercio y 48 de la ley 2873. es indudable la facultad de la Di- 
rrección de Ferrocarriles, a la que ineiim1>c resolver de conformi- 
<lad con las leyes y reglamentos de ferrocarriles vigentes o que 
se dictaren, los reclamos que se formulen contra las empresas 
de ferrocarriles nacionales (art. 71, inciso 10). y del P, E. en 
su caso (art. 94} para imponer a las empresas ferroviarias las 
multas de quinientos a diez mil pesos, establecidas en el art. 92 
"por cada iu f racciótr y "debiendo considerarse como una in- 
fracción distinta cada dia que dejen transcurrir sin ponerse en 
las condiciones de ley." 

Por estas consideraciones su revoca la sentencia apelada de 
fs. 65 y, en consecuencia, se rechaza la demanda. — B. A. Sa- 
car Ainhorena. — Marcelino Escotada, — /. Fi Ltuta. 



PALLÓ HE LÁ CORTE Sl'l'RKMA 

Uuttios Aires. Octubre ¿\ de 192S. 

Autos y Vistos: 
Considerando : 

(Jik la empresa del Ferrocarril Central Córdoba ha desco- 
nocido a la Dirección General de Ferrocarriles facultades lega- 
les para imponerle la multa de mil pesos, cuya devolución con 
intereses y costas reclama en este juicio, porque su negativa a 
verificar la entrega de una mercadería transportada por las 
Oliras Sanitarias de la Nación, hasta tanto no se procediera de 
conformidad con lo dispuesto por el art. 196 del Código de Co- 
mercio no constituía la infracción requerida por el art. 92 de la 
ley 2873. 

Que esta última afirmación y por consiguiente la sanción 
de multa ha sido f andada ; al en que su obligación de entregar 
la carga se encuentra regida |*>r el art. 196 del Código ríe Co- 
mercio a mérito de lo dispuesto por el art. 50 de ta citada ley. 
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por donde aquella entrega, en caso de desacuerdo, sólo procede 
en !a hqiótesis de que el destinatario depositara ta diferencia, 
entre lo que se le cobra y la que cree deber; b) en que el art. 48 
de la ley X* 2873, aplicado en el caso tanto por ta Erección 
General de Ferrocarriles como |H>r la sentencia de la Cámara Fe- 
deral de la Capital se refiere a una hipótesis distinta de la 
considerada y resuelta. 

Que si la primera cuestión se halla fuera del campo del 
recurso extraordinario deducido, ¡tuesto que la Cámara Fede- 
ral ha decidido el punto por aplicación e interpretación de un 
precepto ele derecho común cual es el del citado art. 196 del 
Código de Comercio, siendo sus conclusiones definitivas al res- 
pecto íart. 67, inciso 11 de la Constitución y art. 15 de la ley 
48) no caite ilecir lo mismo respecto de la última, la cual ha sido 
resuelta en contra de la exención alegada por el recurrente en 
razón de la interpretación que el tribunal ha dado a la segunda 
parte del art. 48 de la ley X* 2873. 

Que en tales condiciones el recurso extraordinario concedi- 
do |xtr el auto de fs. 87 se ajusta a las condiciones requeridas 
por el art. 14, inciso & de la ley X'-' 48 y oido el Señor Procura- 
dor General asi cumple declararlo. 

Que el art. 48 de la ley X'-' 2873 dice textualmente lo si- 
guiente : "puede rectificarse a la llegada de los bultos cualquier 
error que en el precio o en el peso haya cometido la estación ex- 
pedidora: este derecho es reciproco entre las empresas y el pú- 
blico, y deberá alionarse en el acto de entregar ta mercancía 
por quien y a quien corres[>ond;t el importe a que asciende el 
error cnmetido. 

I^as dudas que surjan sobre el precio y peso, insuficiencia 
del emítala je o cubierta ele los bultos y estado de la mercade- 
ría . deben someterse en el acto a la resolución de la inspección 
guber nativa. Si no hubiere presente en la estación ningún ins- 
pector y el remitente no rjuisiera esperar la intervención de la 
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Dirección de Ferrocarriles, se someterá la cuestión al juicio & 
<lus arhitradorcs designados en el acto, uno por cada parte, con 
facultad de nombrar tercero en caso de discordia izando amias 
partes por mitad los honorarios." 

Que, desde luego, la primera parte del articulo transcripto 
nada tiene tic común con la situación producida en autos. Filia 
se refiere a los errores en el precio o en el peso deslizados en 
la carta de jtorte o en d reeilto que le equivale, cuya existencia 
se pongan de manifiesto antes de la entrega de la carga trans- 
itada. El flete se aumenta o se disminuye no obstante lo ex- 
presado en la carta de jxirte en relación al error producido, V 
como en la hipótesis de auti»s no existe error puesto que no hubo 
pago de precio en la estación expedidora y además los litigan- 
tes se hallalian conformes en el peso, no puede existir duda de 
que la primera liarte del artículo en examen es inaplicable a 
aquélla. 

Que tampoco guarda relación con el caso de autos la se- 
gunda fiarte del .irt. 48. Este se refiere no ya al supuesto de 
error sitió al de que en el acto de extenderse la carta de porte 
o el rettl»o a que se refiere el art. 45. por una carga que ha sido 
conducida a una estación para ser expedida, se susciten diferen- 
cias entre el |Hirteador y cargador sobre precio, peso, insuficien- 
cia del embalaje y estado de la mercadería. 

Que la exactitud de esta interpretación se i*>ne de mani- 
fiesto si se olíserva que el momento considerado por la letra del 
precepto no es el de la llegada y entrega de una carga ya trans- 
portada { hipótesis prevista por el art. 50). sino el de la entrega 
de las mercaderías a los efectos de su conducción al punto de 
destino. Se explica asi. que el artículo alude al remitente a quien 
se considera presente en ta estación y que se refiera a la "insufi- 
cincia del embalaje o cubierta de los bultos" antecedente o cir- 
cunstancia esta última que carecería de toda importancia tratán- 
dose de una carga que se encuentra ya en la estación de destino. 

Que además de ser esa la interpretación gramatical y lógica 
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de la clausula exa min ada , es también la que mejor traduce *u 
espíritu que no es otru que el de facilitar la solución rápida y 
Mimaría de las diferencias o dudas nacidas entre el porteador y 
cargador en el momento de redactar la carta de porte en la es- 
tación expedidora. 

Que tratándose en la hipótesis sometida a la decisión de 
eíta Corte de mercaderías cuyo transporte había sido ya reali- 
zado y versando tas diferencias entre el Ferrocarril Central Cór- 
doba y el dueño de aquéllas sobre el importe del flete que corres- 
pondí abonar al último, es evidente que la Dirección General 
de Ferrocarriles carecía de facultades para resover el reclamo 
de tas i >hrns Sanitarias fundada en el susodicho art. 48 dé la 
ley 287.1, ni ha piulido, consiguientemente, invocar sobre la lwse 
de aquella decisión lo dispuesto por los incisos 1 y 10 del art. 
71 de la misma para considerarlo en infracción. 

Que no habiéndose violado por el Ferrocarril Central Cór- 
doba el art. 48 de la h-y 2873. único fundamento aducido por la 
Dirección General de Ferrocarriles para .cohonestar su cnmpete.i- 
cía y para derivar de él la aplicación de los arts. 02 y 94 de la 
misma, corresponde ordenar la devolución de la multa satis te- 
cha en el juicio de apremio. 

Que, por último, él hecho de que la Cámara Federal, fijan- 
do el alcance del art. 1% del Código de Comercio baya declara- 
do la procedencia de la inulta impuesta al recurrente, no cons- 
tituye un antecedente suficiente por si solo j»ara sustentar el 
tallo, desde que el contenido y la interpretación de esa norma 
de derecho común no resuelve por si solo la cuestión planteada 
alrededor de ta competencia de la Dirección General de Ferro- 
carriles para ordenar administrativamente la entrega de las car- 
gas ya transitadas, desde que aquélla no emerge del derecho 
común >iuo de la ley nacional que ha creado y reglamentado la 
institución, atrihnyéndose. solamente, aquellos |íoderes de policía 
ferroviaria que el Congreso ha creído necesario o conveniente 
para su mejor funcionamiento. 
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JW estos fundamentos fe revoca la sentencia af>clada de 
la Cámara Federal de la Capital en la parte que ha sido mate 
ría del recurso, quedando, en consecuencia, firme la de primera 
instancia. Xotiíúpiese y devuélvanse, reponiéndose el papel eii 
el juzgado de origen, 

A, Bermejo. — Robkíito Rkpetto 
— R. Grino La valle. — Axto- 

K IO SaííARNA. 



X < * T A S 

Kn la cansa crimina) seguida contra Sinforiano Junes y \ ic- 
tor Sánchez por el delito de homicidio de José Xahueípi y le- 
siones a Rafael Amiñanco, impetrado en el paraje denominad" 
"Shainan". jurisdicción del Territorio Xacional del Chuhut, el 
dia .11 de Diciembre de 1<»27, el Juez Letrado de dicho territo- 
rio condenó a los procesados a sufrir las penas de reclusión y 
prisión perpetua, respectivamente, costas y accesorias legales 
(art. 12 det Código Penal), y fijó el monto de la indemniza- 
ción civil (pie defieran pagar los procesados a los herederos de 
la victima en la suma de diez mil pesos moneda nacional ]K»r ca- 
da uno (art. 29 del mismo Códigd,,; sentencia que fué confir- 
mada por la Cámara Pederá] de Apelación de La Plata. Eleva- 
dos los autos en apelación a la Corte Suprema, el Trihuna], con 
fecha primero de Octubre de mil novecientos veintiocho, con f ir- 
mó en lo princi|ta! la sentencia recurrula y la reformó en cnan- 
to a las [tenas, condenando a Sinforiano Jones por homicidio 
simple y lesiones leves a veinte años de reclusión, y a Víctor 
Sánchez. |ior homicidio simple a diez y ocho años de la misma 
pena, con costas. 
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Con fecha tres cíe Octubre de mil novecientos veintiocho, 
la Corte Suprema de conformidad con lo dictaminado por el 
Señor Procurador General, no hijto lugar al recurso de hecho 
deducido por don Luis Rute en autos con don lielannino Me- 
néndfü. sobre nulidad de acto jurídico, en raxón de que tudas 
las cuestiones propuestas en la demanda y resueltas en las sen- 
tencias tanto de primera, como de segunda instancia, eran de de- 
redi.» común e irrcvisihlcs por la Corte Suprema, en el recur-o 
extraordinario ele puro derecho federal, acordad" por el art. 14 
de la ley X" 4M. 



1-In la demanda deducida por doña Adriana Montes de Oca 
de Moreu y otro, contra la Provincia de Buenos Aires, por 
repetición de la suma de un mil setecientos <!iez y seis pesos con 
sesenta y tres centavos moneda nacional, exigidos y cobrados in- 
debidamente en concepto de multa e impuesto especial de afir- 
mado del camino de La Plata a Avellaneda, autorizado por Ja 
ley provincial del .ÍO de Diciembre de PK>7. la Corte Suprema 
con fecha .í de Octubre de 1928, de conformidad con lo ex- 
puesto y pedido por el Señor Procurador (¡enera! y lo dispues- 
to |Hir el art. 7.S4 del Código Civil, talló la causa declarando que 
la contribueión cobrada a los actores en virtud de la expresada 
ley ] provincial, era contraria al art. 17 de la Constitución, y que 
en consecuencia, la demandada estala obligada a devolver a los 
actores, dentro del término fie diez dias. la suma reclamada, con 
intereses a estilo Manco de la Nación Argentina, desde la fe- 
cha de la notificación de la demanda, con las costas del juicio. 



Kn la misma fecha no se hizo lugar al recurso de hecho 
deducido por don Jacinto Kscudcro (su sucesión), sobre pen- 
sión, en razón de que la sentencia pronunciada por la Cámara 
Federal de Apelación de la Capital, al confirmar por sus íim- 
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dameiitos, la dictada ]>or la Laja Nacional de Jubilaciones v Pen- 
siones tle Empleado.» Ferroviarios, se había limitado a denegar 
la pensión solicitada, por entender que al causante no le com- 
prendía el fjeneficio de la jubilación por la falta de prueba a ese 
derecho y por razones de hecho que se referían a la edad y con- 
diciones del expresado Escudero; fundamentos que no ¡jodian 
ser revisados por la Corte Suprema en el recurso sobre derecho 
federal creado por el art. 14 de la ley 48. 



En la misma fecha no se hizo hijear a la queja deduekla 
ppr don Felipe L. Cucullu en autos con el Ferrocarril del Oeste 
de Buenos .Aires, sobre cobro de pesos, por cuanto aparte de que, 
como lo ahservalta la Cámara tle -Apelaciones en lo Comercial 
de la Capital al denegar el recurso extraordinario para ante la 
Corte Suprema, la cansa habia quedado resuelta por interpreta- 
ción y aplicación de disposiciones del Código de Comercio, lo 
que constituía la materia predominante de la misma, aunque 
meidentaimente se hicieran referencias at Reglamento de Ferro- 
carriles, la causa debió tramitarse como lo fué. ante la justicia 
local, excluyendo la jurisdicción federal, los puntos de hecho y 
prueba que sirven fie fundamento a la sentencia afielada, no ad- 
miten revisión en el recurso deducido. 



En la misma fecha la Corte Suprema no hizo lugar a la 
queja ileducida por don Silvio Eupi en autos con don EHsuio 
Pissani, sobre escrituración, en razón de que la jurisdicción de 
los tribunales de la justicia local de Ea Plata, bahía quedado pro- 
rognita al contestar el recurrente derechamente la demanda, sin 
oponer excepción alguna de incompetencia. (.Artículo 12, inciso 
■4 de ta ley 48). 
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En la minina fecha la Corte Suprema de conformidad con 
lo dictaminado pur el Señor Procurador Genera], no hizo lugar 
a la queja deducida [>ur do» Alberto Irihanie, en representación 
del Partido Socialista, cuntra una resolución administrativa dic- 
tada [Kir la Policía de la Capital y confirmada pur el Ministro 
del Interior, en virtud de la cual se modificaba el recorrido soli- 
citad.! ¡Kir el expresadu Partido, liara la manifestación pública 
que el mismo debía llevar a calió el día í* de Mayo del corriente 
año. en razón de «pie la Cámara Federal de la Capital declaró 
>u incom|*teucia para conocer en la misma y denegó el recurso 
ordinario interpuesto para ante la Corte Suprema, denegación 
ajustada a derecho, ya que no existe disposición legal alguna 
(pie acuerde una tercera instancia ordinaria en asuntos de esta 
naturaleza : a^rcíídritlosc, además, que la resolución que pudiera 
dictar el tribunal, seria meramente teórica, ya que habia trans- 
currido la techa fijada, en que debió tener lugar la manifesta- 
ción, desapareciendo |»or ello el fundamento de la gestión de am- 
paro del derecho dé reunión. 



Él cinco del mismo se declaró mal concedido por Ja Corte 
<b Justicia de la Provincia de Santiago del Estero, el recurso 
de< Incido por don Segundo Rentería Lieltrán, en autos con el 
Poder Kjccutivn de la misma provincia, por cobro de sueldo de 
servicios prestados como médico de niños en el Hospital Inde- 
rviidcucia, por no aparecer la cuestión federal que pudiera mo- 
tivar la intervención del tribunal, ya que no Iwsta la mera invo- 
cación de una cláusula de la Constitución Nacional, sino se de- 
muestra que entre ésta y el caso resuelto exista una relación 
directa e inmediata como lo determina el art. 15 de la ley 48; y. 
además, jorque ta resolución arlada, se habia limitado a decid i r 
e| caso |ior interpretación y aplicación de disposiciones de de- 
recho civil enneernieutes a la locación de servicios y de pre- 
ceptos de la Constitución local, 
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En la demanda deducida pur doña Elena Chavarri de l'riaui 
y otros euntra la Provincia de Hítenos Aires, sobre inconstitucio- 
nalídacl de impuesto a la herencia, jior devolución de una suma 
de dinero, el representante de la demandada al evacuar el tras- 
lado que le iué conferido, manifestó que reconocia la verdad 
tle los hechos y procedencia del derecho invocado, y que se ave- 
nía. |Mir tatito, a devolver la simia reclamada, pero que en razón 
de la forma como contestaba la demanda, su fiarte debía ser 
eximida de las costas. La Corte Suprema con fecha X de Octubre 
de 192S, y de conformidad con lo resuelto por la misma en ca- 
sos análogos, resolvió la cansa condenando a la provincia a de- 
volver a los actores en el plazo de treinta dias, la suma de cua- 
renta y cinco mil cuatrocientos cincuenta y nueve pesos con cua- 
renta y dos centavos moneda nacional, con sus intereses al esti- 
lo de los que cobra el llanco de la Nación, desde la fecha de la 
notificación de la demanda; ordenando que las costas se alona- 
sen en el orden causado, atenta la naturaleza de la cuestión deba- 
tid y la forma corno fué tratada la litis. 



En diez del mismo no se hizo lugar a queja deducida iior 
doña Antonia líermúdez de SoiíÉo y sus hijos menores, contra 
el Ferrocarril del Sud. sobre indemnización de daños y perjui- 
cios, en razón de que la tercera instancia ordinaria ante la Corn- 
Suprema no procedía en la causa, atenta la naturaleza de las 
cuestiones tratadas y resucitas en la misma, no tratarse de nin- 
guno de los casos que contempla el art. p de la ley 4055. ni 
haberse cumplido, tampoco, con los requisito* exigidos por el 
art. 14 de la ley X* 48. 



En la misma fecha no se hizo lugar a ta queja deducida 
(Kir Olegario Medina, en la causa seguida en contra jior homi- 
cidio, en razón de que la resolución recurrida de la Suprema 
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Corte fie Justicia de (a Provincia de Buenos Aires* se Había lí- 
mitado. en el caso, a desestimar un recurso de iuconstítuciona- 
lidad tetérpUesto ante la misma. establicien-áo su propia uiri-- 
dicción y competencia. 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
]»or doña Catalina Slariero de Ferraudi i, en la causa "Ferrando. 
Francisco, suhre e,\cei>cióu del servicio militar. por no apareivr 
di- la propia exposición dt- la recurrente, que se hulm-ra deduci- 
do para ame la Goríe Suprema, recurso alguna que le huhiW 
sido denegad". 



GOil fecha diez de Octubre de mil novecientos veintiocho, 
fué o tu firmada ]** la Curte Suprema la sentencia pronunciada 
por la Cámara Federal de Ablación de í.a Plata, que condenó 
al pncesado David Felipe Battilana, a mérito de su menor edad 
y su taita de antecedentes, a sufrir la pena dt* prisión perpetua, 
en vez de la de veinte añns de privón que le fuera impuesta 
por él juez Letrado del Territorio Nacional de Santa Cruz, 
como autor del delito de homicidio perpetrado en la persona fie 
Ignacio Xanuelhual. el fita 8 de Agosta de 102Ti. en el establecí - 
miento denominado '-F.1 Yatel". jurisdicción del expresado te- 
rritorio. 



€bn lecha diez y nueve de t >ctuhre de mil novecientos vein- 
t indio fué ct ni firmada por la Corle Suprema, la sentencia pro 
nunciada ]iur la Cámara Federal de Apelación del I 'araná. !a 
que eoniirmó, a su vez, la dictada por el Juez Letrado del Te- 
rritorio Nacional del Chaco, que condenó a Juan de la Cruz 
t taray :i >uírir la pena de quince años de reclusión, accesoria > 
legales y rustas, como autor de! delito de homicidio perpetrado 
ep ta persona de Lautaro Usaudívaras. el dfa 31 de < Vtulire de 
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VJ23. en 1 Vi sidente Roque Saenz Peña, jurisdicción do dicho 
territorio. 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
jKir doña Angela Libcrti de Serra. en autos con don Ignacio it. 
Mallo (su sucesión), sohrc cobro de |>esos, |Kir aparecer de la 
propia exposición de la recurrente, que la sentencia dictada por 
la Suprema Curte de Justicia de la l'nivincia ele Buenos Aires, 
se había limitadu a declarar "que la sentencia que pone fin a esa 
incidencia no es de carácter definitiva", es decir, cuestiones regi- 
das pt>r leyes procesales de orden local, ajenas al recurso extraor- 
dinario de puro derecho federal, según Jo disponen el art. 14 de 
la ley 48 y la reiterada jurisprudencia del tribunal. 



En la misma lecha no se hizo lugar, igualmente, a la queja 
deducida por doíl José Zorzano en los autos "Antonio Y\ Giana- 
tnsio contra Taliernero, Hilario, sobre desalojo"', en razón de no 
aparecer de la propia exposición del recurrente, que se hubiera 
interpuesto i% curso alguno para ante la Corte Suprema, que le 
hubiese sido denegado. 



En la mi*ma fecha tío se hizo lugar a la queja deducida por 
el Banco de la Provincia de Tucumán en los autos seguidos por 
el 1 Sanco fie Londres y América del Sud. contra la sucesión de 
don José Benci. sobre tercería de dominio, en razón de que la 
causa había sido resuelta por fundamentos de derecho común y 
procesal, que nn admiten revisión en la instancia creada por el 
arr. 14 de la ley 48, 



i En ía misma fecha, no se hizo lugar, igualmente, a la queja 
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deducida por el Banco de la Provincia de Tttcuman en los autos 
seguidos |mr el Banco Español del kiu de la Plata, contra la su- 
cesión de don José Unta, sobre tercería de dominio, en razón de 
>uie la sentencia aj Hilada .se haiiia limitado ;i resolver un punto 
de derecho procesal, exclusivamente, que se refiere al urden de 
prelación de los eml (argos, aplicando a tal fin el art. JW7 del 
Código de Procedimientos local, y, además, porque para que el 
recurso extraordinario cread*» j»or el art. 14 de la ley 4S, proceda, 
m t la?- ta la invr nación de una ctis|M isicii ni legal de carácter fede- 
ral ipte se suponga violada por la aplicación preferente de otra 
de orden local, sino que es necesario, cunto lo prescribe el att. 15 
de la minina U-\\ exista y se demuestre la relación directa e iu* 
mediata entre el caso resuelto y la garantía federal que se estima 
vulnerada. 



Kn la causa criminal seguida contra Román Caballero oi- 
mo autor del delito de homicidio perpetrado en la persona de 
Joaquín Vázquez, el fita 2 de Noviembre fie P>26. en Miguel 
t añé, jurisdicción *tet Territorio Nacional de ta l'ampa Ceu- 
tral, el Juez de la causa fallí'» ésta, cotutenatulo al procesal lo a su- 
frir veinte años de reclusión, accesorias legales y costas; senten- 
cia que fué modificada por la Cámara Federal de Ablación de 
I.a l'lata. ini]M>nicudo al procesado la pena de reclusión perpe- 
tua, con las accesorias del art. 12 del Código Penal y costas del 
proceso. Elevados los autos a la Corte Suprema, el tribunal, con 
lecha 22 fie Octubre (le 1928, confirmó en lo principal la sen- 
tencia recurrida y la modificó en cuanto a la pena, fijándola en 
la de veinticinco anos de reclusión. 



Kn veinticuatro dvl mismo no se hizo lugar a la queja de- 
ducida por don Angel García Paz en el recurso de habeos Corpus 
interpuesto ,i favor de Alvaro Santos Miller. jHir cuanto para la 
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procedencia del recurso extraordinario no basta la simple mani- 
festación ele "que la denegación del pedido de liliertad a favor 
dé mi defendido vulnera las garantías acordadas por nuestra 
Constitución Xacional. en cuanto a la defensa en juicio y a la 
Hín-rtad de las i*rsonas'\ sino que es necesario que se demues- 
tre que tos principios constitucionales que se dicen vulnerados, 
guarden con la cuestión debatida una relación directa c inme- 
diata, como lo dis|joneti el art. 15 de la ley 48 y la reiterada ju- 
risprudencia del tribunal. 



Étt la misma fecha no se hizu hijíar a la queja deduciila 
por la Sociedad Argentina de Diarios Limitada en autos con la 
Compañía Comercial y Técnica Transatlántica Cotra, sobre co- 
bro de |>esos, [Kir acrecer de la propia ex¡Hisición del recurren- 
te, que la cuestión debatida babia sido resuelta por la Cámara 
de Afx-lactones en lo Comercial de la Capital, interpretando pre- 
ceptos de derecho común, aplicando dis|)osiciones contenidas en 
una ley procesal de orden local y analizando puntos de hecho y 
pruelia. todo lo cual es ajeno al recurso extraordinario de puro 
derecho federal* como lo dispone el art. 14 de la ley X» 48 y lo 
reiteradamente resuelto. 



Kti la misma fecha la Corte Suprema de conformidad con 
lo dictaminado por el Señor Procurador General, declaró impro- 
cedente la queja deducida |H>r don linrique Diebcl en autos con 
don Miguel Gil, sobre imitación fraudulenta de marca, en ra- 
zón de que la querella habia sido resuelta por la Cámara Fede- 
ral de Ablación de la Capital, por consideraciones de hecho y 
pruelta que hacían irrevisihle por el tribunal la sentencia apela- 
da, en el recurso de puro derecho federal creado por el art. 14 
de la ley 48. 



no 
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Kn veintiséis del mismo la Corte Suprema oY conformidad 
con lo dictaminado por el Señor Procurador General no hizo 
lugar a la queja deducida por don Manuel y don Luis Gutierre/. 
1 torrera en autos con doña Maria Luisa Pezza de (¡alto, sobre 
ejecución hipotecaria, en razón de que la resolución apelada, no 
revestía e\ carácter de sentencia definitiva, pues no terminada el 
pleito ni hacia imposible su continuación, dado que se limitaba a 
resolver una mera incidencia procesal, y en consecuencia, no era 
susceptible del recurso extraordinario para ante la Corte Su- 
prema. 



Kn la causa criminal seguida contra Pió Uruzzonc (a) "Kl 
Francés" por el delito de homicidio perpetrado en la persona dé 
Antonio Giócolo, el dia 14 de Febrero de 192h. en Trelew, ju- 
risdiccióu del territorio nacional del Chubut, el Juez Letrado de 
dicho territorio falió la causa condenando al procesado a sufrir 
diez y seis años y medio de prisión, accesorias legales y costas 
del juicio, sentencia que fué confirmada }n»r la Cámara Fede- 
ral ele Apelación fie La Pinta. Llevados los autos en apelación 
a la Corte Suprema. i¡ tribunal, con fecha 29 de Octubre de 
confirmo en lo principal el fallo recurrido, y lo modificó 
e« cuanto al monto de la pena que redujo a la de diez años 
de prisión. 



Kn la misma fecha no se hizo bajar a la queja deducida 
por don Domingo Luis Ferrari, apelando de una resolución de 
la Cámara de Apelaciones en lo Criminal y Correccional de la 
Capital, en razón de que la cuestión debatida hahia sido resuelta 
aplicándose ¡«ara el caso preceptos de derecho común contenidos 
rn el Códifjo Penal, ajenos por lo tanto al recurso extraordinario, 
como lo disponen los arts. 14 y 15 de la ley X* 48. 
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Dmt Héctor Tainas*, apelando de una resolución tic la Adtitttus- 
traciótt de Impuestos Internos. 

Sumaria; ]'•' En materia ini|M>sit íva el concepto contenido en el 
articulo lí> de la Constitución que consagra la igualdad an- 
te la ley. se cumple cuando en condiciones análogas se im- 
ponen gravámenes iguales a los contribuyentes; y es impo- 
sible desconocer que el tribunal establecido por el ari. 14 
de la ley X* 11.252 gravite tic la misma manera sobre todas 
las personas que se dedican al comercio de alhajas y dia- 
mantes. En consecuencia, ni la referida disquisición legal, ni 
su decreto reglamentario son violatorios de la expresada 
garan t ia con st i t uc ional . 

2* La Corte Suprema no se encuentra habilitada para 
examinar el grado ríe acierto o de error o cíe los motivos 
que haya tenido el poder legislativo para arribar a la san- 
ción de la aludida ley, ni los efectos que de su aplicación 
puedan derivarse para los comerciantes o para la economía 
nacional. 

Caso ¡ Lo explican las piezas siguientes : 



SKXTEXCTA DEL J L KZ FEDERAL 

Rucims Aire*, Mam. 14 de l ( '-7. 
\"istos y Considerando: 

Que. según lo informa el Control de Seguros y Alhajas a 
fs. 36 vuelta, las operaciones que han sido denunciadas no fue- 
ron anotadas en los libros oficiales, boletas de venta y planilla 
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I>articuiar, lo que hace ipie el presente caso encuadre en la dis- 
l»osicióu del art. 30 de la ley X" 37(4. 

One el procedimiento seguido pur la Administración de Im- 
puesta Internos j>ara la investigación de los hechos que se tra- 
ta, está autorizado pur el art. 44 de la ley X" 3764 y arts. 15, 17 
y 305 tfi' la Reglamentación General. 

Pur esto y fie conformidad con lo dictaminado por el Se- 
fli* Procurador Kiscal a ís. 56 y por sus fundamentos se con- 
firma con rostas la resolución administrativa recurrida de fojas 
40 vta.. que condena a don Héctor Tmnasi al pago de una multa 
de tres mil novecientas sesenta y cinco jiesos moneda nacional. 
Xotiíii|ttese. repóngase las fojas y devuélvanse. 

Mif/inl A. Jan tus. 

SKNTKNll.A ríe LA i Á M.\RA KKOKRAL HK APEE.ACIÓM 

Iliicm*< Aires. Septiembre 7 fie 1927. 

Vista esta causa seguida por Héctor Toma:>i, ajelando de 
una resolución del Señor Administrador de Impuestos Inter- 
nos, para resolver los recursos interpuestos contra la sentencia 

de ís. 83 ; y 

Considerando : 

(Jue el recurrente alega la nulidad de la sentencia del señur 
Juez i» qno¿ por hallarse fundada ésta en la resolución adminis- 
trativa, la cual es también nula ]*>r halarse dictado en virtud 
de procedimientos violentos y prohibidos de la íey. 

Que el procedimiento seguido por los empleados de la Ad- 
ministración de Impuestos Internos al exigir la exhibición de los 
libros llevados en el negocio de joyería del recurrente, es el auto- 
rizado por las leyes de la materia y sus reglamentaciones, como 
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lg establece el fallo recurrido, siendo éste, por otra parle, el único 
medio de comprobar las infracciones a las leyes impositiva* que 
se 11 muta n en comercios de esta naturaleza, pues lo contrario 
sería hacer ineficaz todo cobro e imposible la justa percepción 
de la renta fiscal. 

Q«e el hecho alegado por el recurrente de haberse extrali- 
mitado en sus facultades los empleados de Impuestos Interno-, 
al proceder al retiro y secuestro de sus libros de comercio, po- 
drá dar origen a aipie aquél deduzca las acciones o reclamacio- 
nes que corres pondieren de amparo de su derecho, |»ero nunca 
podría autorizar por si solo, la nulidad de las actuaciones pro- 
ducidas, como lo sostiene el Señor Procurador Fiscal a fs. 56. 

(Jue, además, el fallo recurrido reúne los requisitos esta- 
hleeidos en el art. 495 del Códio tic Procedimientos en lo Cri- 
minal. 

Que asimismo se arguye la inconsmueionalídad de la ley 
N'-' 1 1 .252 y de su decreto reglamentario, fundándose en que el 
art. 14 de dicha ley. al gravar un solo rubro de los artículos de 
lujo, hace diferencias y excepciones que son repugnantes a la 
i. a mst ttueión Xacii mal . 

One como lo tiene derectarado la Corte Suprema, el prin- 
cipio de igualdad como liase del impuesto (pie establece el art. 
16 de la Constitución, sólo exige que en condiciones análogas, 
se impongan gravámenes idénticos a los contribuyentes (Fallos: 
tomo <J5, pág. U7 \ tomo U7. pág. 32; tomo 12X pág. 106; to- 
mo 124. pág. 132 y otros). 

Que este principio no se encuentra violado por el art. 14 
de la ley 1 1 .252, ni por su decreto reglamentario. 

(Jue las demás observaciones aducidas en el memorial pre- 
sentado ante esta Cámara, relativas a la inconstilueionalidad 
planteada, a saber: que el grvamen establecido en la referida 
ley es impositivamente absurdo; que el rendimiento impositivo 
no está en relación con la calidad y valor de la materia, sino con 
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su mayor venta : que las alhajas «ni un articulo de salida res- 
tringida, máxime en tiempo de crisis como ta que atravesaba el 
|*iís cuando se dictó la ley; que la ley no es beneficiosa para el 
fisco y que es un azote para el contribuyente ¡ que la ley es de- 
ficiente, jorque carece de nomenclatura ; que Ja Administración 
«II impuestos Internos no ha logrado hacerse un criterio sobre 
diu'rsos puntos relacionados con su aplicación, etc.. etc.. son aji- 
na» a las cuestiones sometidas a la decisión del tribunal, jnies el 
Potter Ejecutivo a quien correspondería, en el caso de existir, 
corregir y remediar los defectos que señala el recurrente, me- 
diante la sanción de nuevas leyes. 

Une en cuanto a las infracciones al art. 14 «le ta ley 11.252 
que motivan el presente sumario, ellas han quedado comprolrada.- 
y se encuentran reconocidas por el propio recurrente, correspon- 
diendo, en consecuencia, hacer efectiva la penalidad establecida 
en el art, 36 de la ley 3704, en la forma que lo ha hecho la Ad- 
ministración de Impuestos Internos y el señor Juez a qtw. 

Mor estas consideraciones no se hace lugar al recurso de nu- 
lidad interpuesto a fs. R4; y declarándose que el art. 14 de la lev 
11.252 y su decreto reglamentario no son velatorios del prin- 
cipio contenido en el art. lf> de la Constitución Nacional, se con- 
firma. jHjr sus fundamentos, la sentencia apelada de fs, 83, que 
condena a Héctor Tomasi al pago de una multa de tres mit nove- 
cientos sesenta y cinco pesos moneda nacional, equivalente al dé- 
cuplo del impuesto defraudado, con costas. — Marcelina Escala- 
da* — T. Arlas. — R . L .Y azar htclwrcmt. — José Marcó. 



1UCTAMEX tlEl. SEXOK t'ROC I l< VOOK <;H\F>K \L 

Buenos Aires. Xmkiuhre 10 ik- V)27 

Suprema Corte: 

En el expediente seguido por don Héctor Tomasi. ablando 
de una resolución de la Administración de Impuestos Interno*. 
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el a pelante interpuso d recurso extraordinario que autoriza c*I 
;irr. 14 de la ley X" 48 contra la sentencia de la Cámara Federal 
de la Capital (ís. 9¿). que desestima la inconstitucionalidad 
alegada. 

Concedido el recurso ix>r auto de fs. 96 vta.. concretándome 
al caso federal planteado debo manifestar a V. E. que la sen- 
tencia de que .se trata, 1 visada en las sólidas consideraciones que 
la fundamentan, demuestra que ni el art. 14 de la ley X' 11.25-. 
ni el decretu reglamentario de la misma, afectan las garantías 
constitucionales invitadas por el recurrente, lo que me induce 
a pedir su confirmación en la parte que ha txidido ser materia 
del recurso. 

Sirvasi- Y, E. asi declararlo. 

Horacio L. Larnta. 



UIIT.WIKN IU.J. SEÑOR FKOfrRAMtR CEXKRAL 

Buenos Aires. .fulio 7 de 1928. 

Suprema Curte: 

. Doy por reproducido, en cuanto al fondo del asunto, mi dic- 
tamen de fs. 101. 

■ En lo rpie se refiere a la prescrqicióu de la acción, invoca- 
da a fs. 113, el recurrente no demuestra en dicho escrito cómo 
aquella ha podidi > operarse. 

Afmrtc de que el caso resuelto por Y. E. que allí se cita no 
es idéntico al de autos en cuanto a la materia del litigio, tampo- 
co lo es respecto a su procedimiento, ya que en estas actuacio- 
nes se discute la inconstitucionalidad de una ley y el recurso 
traído a esta Corte Suprema es el extraordinario que sohre ese 
punto de derecho federal, exclusivamente acuerda el art. 14 de 
la ley 48. 
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Fu cambio, en la referida causa, citada a t's. 113, era ma- 
teria exclusiva del litigio, traida a resolución de V", E. la pffés- 
cripcíón de «na acción, declarada por la Cámara Federal de 
Apelación de La Plata. 

La tercera instancia ordinaria, que podía autorizar la tíís- 
l«>siciórt de la defensa propuesta, no ha podido deducirse ahora 
en razón de tratarse de una causa criminal y de causar ejecuto- 
ria la sentencia dictada en la misma por la Cámara Federal de 
Apelación de la Capital, en virtud de lo dispuesto por el art. 4" 
dr ta ley 7055. 

Sólo puede decidirle en esta instancia acerca de la cuestión 
federal Oportunamente planteada. Los demás puntos de la sen- 
tencia apelarla son irrevisihles. 

Opino ]Hir ello <pie del* desestimar si' ta defensa de pres- 
cripción aducida y resolverse en lo principal, como lo tengo so- 
licitado a fojas 101. 

Horacio /.. Lmvta. 



FALLO DE LA CORTK sITHl-MA 

Utiet** Aire. N'MVwitibN 3 de l'J¿8. 

Autos y Visto-, : 
Considerando : 

<}ue el recurrente ha sostenido en el pleito la íñcoftstitucio- 
nalidad del art. 14 de la ley 11.352 por ser repugnante a la ga- 
rantia de igualdad consagrada por el art. 16 de la Constitución. 

(¿ue la disposición impugnada grava con un impuesto Ínter- 
no. en relación a su precio de venta las piedras preciosas y las 
alhajas y objetos de adorno de plata, oro y platino o que conten- 
gan hasta un 31 ' , de e*tus metales. 
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Que para sostener que el principio de igualdad en el im- 
puesto ha sido vulnerado en el caso, se invoca la circunstancia 
de que "solo un rubro de los artículos suntuarios ha sido gravado 
y precisamente el menos \wr judicial desde que l¡is alhajas v pie- 
dras preciosas significan siempre valor económico concentrado 
e imperecedero sin contar con que entre ellos son los tle más 
escasa venta." 

Que la igualdad ante la ley consagrada \mr el art. ló de 
la Constitución comporta la consecuencia de que todas las per- 
sonas sujetas a una legislación determinada dentro fiel territo- 
rio de la Nación sean tratadas del mismo modo siempre que se 
encuentren en idénticas circunstancias y condiciones, V en ma- 
teria impositiva esta Corte ha establecido reiteradamente que el 
contenido de ai piel principio se cumple cuando en condiciones 
análogas se imponen gravámenes iguales a los contribuyentes. 
Tomo it#, pág. 417 y otros. 

Que esta garantía asi concebida no precrilie una rígida ipjrtial- 
dad y entrega a la discreción y sabiduría de los gobiernos una 
amplia latitud para ordenar y agrupar distinguiendo y clasifican- 
do los objetos de la legislación y cuando tal clasi f ieación se ha 
basado en alguna diferencia razonable y no en una selección pu- 
ramente arbitraria, se está en condiciones de afirmar rpic ha -si- 
do respetada la garantía del art. 16. 

Que de acuerdo con lo expuesto el Congreso de la Xación 
al elegir como materia del impuesto entre los artículos suntuarios 
las alhajas y las piedras preciosas eximiendo de aipiél a las de- 
más de la misma categoría ha hecho uso de facultades propias, 
pues, como fluyen de lo dicho, tales distinciones o exenciones 
en tamo se mantengan dentro del uso general y de limites razo- 
nables t ptedan libradas a la disensión de las legislaturas de es- 
tado o del pueblo del estado que sancione una constitución. Y 
P'T lo demás es imposible desconocer que el tributo establecido 
por el art. 14 de la ley X* 11.252 gravite de la misma minera 
sobre todas las personas rpte se dedican al oimercío de alhajas 
y diamantes. 
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Que esta Corte no se encuentra habilitada para examinar 
el grado de acienci o de error o de los motivos que haya tenido 
el ]x*ler legislativo ]>ara arribar a la sanción de la ley, ni los 
efectos que de su aplicación puedan derivarse para los comer- 
ciantes o para la economía nacional. Su misión se reduce tan 
solo a examinar y decidir si los medios arbitrados por d Con- 
greso en Ja ejecución del poder de crear impuestos se han mante- 
nida i dentro de las prese r i] k i unes y garantías de la Constitución. 
El único remedio jjara rectificar esta clase de errores, ha dicho 
la Corte Suprema de los Estados Unidos (139 U. S. 19?) con- 
siste, "en' la elección de nuevos representantes miienes mediante 
legislación harán tales cambios en los estatutos existentes o adop- 
tarán tales nuevos como pueda ser reclamado i>or sus electores 
dejttfb de lo permitido ]>or la ley." 

Oue durante la tramitación de este recurso extraordinario 
ti apelante ha opuesto la prescripción de la multa impuesta en 
cate litigio invocando coitio antecedente la causa Espoueys y Cía. 
v. Impuesto.; Internos, en la cual este tribunal declaró, conocien- 
dn cu tercera instancia ordinaria y aplicando disposiciones ter- 
minantes del nuevo Código Penal (pie la gestión o trámite pro- 
cesal no interrumpe la prescripción. 

Que, tal defensa no puede ser considerada en el presente 
caso tn>r esta Corte desde (pie no se bailaba comprendida entre 
las cuestiones que fueron objeto del recurso extraordinario se- 
gjfin la enunciación formulada por el propio allante y el Tribu- 
nal carecería par consiguiente de jurisdicción para resolverla. 

Que de acuerdo, en electo, con la letra y el espíritu del 
art. 14 de la ley 48 y & de la 4€55, esta Corte solo tiene juris- 
dicción para conocer de las sentencias definitivas pronunciadas 
por los Su|>eriores Tribunales de Provincia o de la Capital, Cá- 
maras Federales y Tribunales Militares respecto de los puntos 
y en Jas condiciones taxativamente enunciadas en los mismos y 
una de éstas es precisamente la de que la cuestión materia del 
recurso haya sido defíat ida en alguna de las instancias ordina- 
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rias del juicio condición t-n que ciertamente no se encuentra la 
prescripción opuesta ante esta Corte, a lo que se agrega, la cir- 
cunstancia fie que aquélla es en la hi]>ótesis que se examina de 
derecho común y tamhién por este concepto extraña a la compe- 
tencia del Tribunal. 

En su mérito, de conformidad con lo dictaminado por el 
Señor Procurador General y los fundamentos de la sentencia 
apelada se la can firma en la parte que ha indicio ser materia del 
recursu. Xotiftquesc y devuélvanse, reponiéndose el papel en 
el juzgado de origen, 

A. IÍEKMEJTO. — RoiUvKTO KtPKFTO 

— R. (if ido La v allí:. — Anto- 
nio Saoarxa. 



Don José Luis Criado Pérez contra hi Provincia de Mendoza. 
f*or cohrp de f>esús. 

Sumario: Tratándose de una deuda justificada por cuenta de 
venta aceptada, la prescripción correspondiente es la del 
art. ÍU7 h KÍ ^ ¡i código <le Comercio. 

Caso. Ui explici el h'guientc: 



FALLO lil- LA tüKTE SUPREMA 

* * 

Buenos Airní, Noviembres de PJ28. 

Vistos : 

Esta causa comercial seguida por Criado Pérez contra la 
Provincia de Mendoza por cohro de pesos, proveniente la deuda, 
de venta de mercaderías, de los que resulta. 
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Que a ís, 2 se presenta el procurador Juan I!. Canté, con 
poder bastante * It-I actor, demandando, |ior vía ordinaria, a la 
Provincia tli- Mcndo/a y funda la acción en los siguientes tér- 
minos : 

"Con f relia 2 de Agosto de 1924 la Dirección ( ieneral de 
i Miras Públicas solicitó a mi mandante y tute k* envió el 14 dei 
misino mes y año. por guía N v 7426 del Ferrocarril Unenos Ai- 
res al Pacifico", mercaderías jhit valor de $ 2.'>5.í, seyi'm factura 
«jw se traserilie. Cotilo no lia sido iHtsiliUr obtener su ]Kigo. pro- 
mueve esta demanda por cobro de la mencionada simia, con fun- 
damento en fas disposiciones ]KTttnentrs del Código de Comer- 
cia sok« la compra- venta, solicitando se haga lugar a la acción 
instaurada con intereses y costas. 

One a fs. 6 se tuvo |ior acreditada la jurisdicción origina- 
ria de esta i«.rle, corriéndose el traslado de lev a la parte de- 
mandada. 

Cute a fs. 1S fué éste evacuado jior el i)r. Dahnim Terán, "ii 
representación de la Provincia de Mendoza, debidamente acre- 
ditada, (piten sin desconocer los hechos invocados por el actor, 
sostiene ipie el derecho aducido por este "no es de vigencia m el 
su titi " y que de serlo amparoria a su representada la prscrip- 
ción del art. S49. 

Opone igualmente la prescripción del art. 40.15, inciso 4* del 
Código Civil, por ser dicha legislación la aplicable al caso, y en 
consecuencia de las defensas opuestas pide se desestime la ac- 
ción instaurada. 

Abierta la causa a prueba y producida la que certifica el 
actuario a ís. 52. se llamaron autos para definitiva a fs. 35 y 

Considerando: 

Mué no puede caber duda respecto de la comercial idad de 
la venta realizada por el actor a una repartición pública de la 
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Provincia de Mendiga {art. S del Código de Comercio, inciso |» 
y 2**1 de las mercaderías expresadas en la demanda y en conse- 
cuencia, esta operación somete a los contrayentes al imperio de 
la ley mercantil, como se desprende de su art. 7. 

Que, por tanto, la prescripción opuesta del art. 4035 del Có- 
digo Civil, no es aplicable en el caso, pues éste se halla esi)ecial- 
mente previsto y legislado |>or el Código de Comercio (art, 1*44). 

Que se trata de una deuda justificada jxir cuenta de venta 
aceptada, como resulta de la pericia sobre libros de comercio de 
la casa actora (fs. 46), de la carta original de fs. 44 y de la guia 
de fs. 49, y \xn consiguiente, la prescripción correspondiente es 
la del art. 847, inciso l* del Código de Comercio. 

Que aún en el caso más favorable para la demandada, no 
habrían tampoco transcurrido desde e[ 14 de Agosto de 1924. fe- 
cha de la factura, hasta el 29 de Julio de 1926, día de la presen- 
tación de la demanda, los dos ifios que establece el art. 849 de! 
Código de Comercio. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo que disoné e! 
art. 465 del Código de Comercio, se declara que la Provincia de 
Mendoza está obligada a pagar al actor la suma de dos mil no- 
vecientos cincuenta y tres pesos moneda nacional, dentro del 
término de «hez días, con más los intereses a estilo del Banco 
de la Naííón contados desde la notificación de (a demanda, y las 
costas del juicio. Nntifíquese y repuestos el pai>el archívese. 

A, Bermejo. — Rouerto Repetto 
— R. Grnx» T.avali.f.. Avto- 
xio Sacar xa. 
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. iugmtü . Irgaüo y otro prtm stiiius ptir iufrtmimt al urtítitlu 
204 tic! ( inliijo J'cnal. 

Sumario ; Xo apareciendo denuncia, acusación ni prununciamicu- 
tu. alguno míe si' rt 1 fiera concretamente a determinado agen- 
te diplomático o iiersuna de una libación o servidumbre fie 
h misma a quien se atribuya la comisión de un delito, el 
o mol imiento del caso no corrcs]>ondc a la jurisdicción ori- 
ginaria de la Corte Suprema, Artículos 101 de la Constitu- 
dón Xarional. 1*. inciso .í" de la ley 48 y 21 i leí Código de 
Procedimientos en lo Crimimd. 

t'iWfi: l.n explican las piezas siguientes: 



ii|i TAMHX ni-I. SI-ÑOK PROtt RAIXJk «¡KXKKAI. 

Ruegos Atn-, Ocmbrc .10 do 1928, 

Suprema iWte: 

Reitero mi dictamen de fs. '>0 (jue V. E. tuvo a bien adop- 
tar como resolución 

Las nueva* actuaciones prudueidns en este sumario y espe- 
ciíilmente las declaraciones prestadas por el Señor Ministro l'k- 
JiiiM)tcnci;irio de Portugal, referentes al persotWJ de la Legación, 
me inducen opinar rjite en el estado actual del proceso no figuran 
miembros de dicho jn-rsonal, ni aparece comprometido el nombre 
de diplomático alguno, cuyas actuaciones, como se observa en el 
auto de fs. 127. no han sido aún analizarlas por el Señor de la 
causa, como para modificar esta afirmación. 

fnnrede. por ello, devolver estas actuaciones al juzgado de 
origen, pí no corres^ Kinder n la jurisdicción originaria y exelu- 
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si va de esta Corte Suprema conocer en las mismas en tos tér- 
minos del art. 1". inciso 3" de la ley 4S v art. 21 .Id Código de 
Procedimientos Criminales. 

Tal es mi dictamen, 

. I forado R. Lorrtta, 



FALLO DK LA CORTE SUPREMA 

B«noí Aires, Nm kmhrc 7 di- 1938. 

Autos v Vistos: 
Considerando: 

Que las actuaciones hasta ahora producida!* en la presente 
causa, no minen los requisitos necesarios para caracterizarla co- 
mo comprendida entre las que competen a la jurisdicción origi- 
naria de esta Corte por razón de lo que presenten los arts. 101 
de la Constitución, l\ inciso & de la ley 48 y 21 del Código 
de Procedimientos en lo Crimina! de la Capital, toda vez que, v 
sea cual fuere el valor indiciarlo de las diligencias sumariales 
practicadas, no aparece denuncia, acusación ni pronunciamiento 
alguno que se refiera concretamente, a determinado agente diplo- 
mático o persona de una legación o servidumbre de la misma 
a quien se atribuya la comisión del delito de que se trata. 

En consecuencia, y de acuerdo con el precedente dictamen 
del Señor Procurador General, devuélvanse estas actuaciones al 
juzgado de que proceden, a sus efectos. 

A. Bermejo. — J. Fuueroa Al- 
corta. — ROHERTO RePETTO. — 
R Grroo Lava lee. — Antonio 
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/'í-ii Rodolfo Momia (lt,) y otros, en autos con el Gobernador 
y Ministros de la Provincia dé ÚWfi&s Aires, por calum- 
nias, fiecúrsa de hecho. 

S lunario ; 1 : Xu expresándose al interpone'- la apelador] |>ara 
ante la Oírte Suprema, que se trata cid recurso extraordi- 
nario autorizado por el articulo 14 de la ley X» 48, debe 
entenderse que se ha interpuesto el ordinario. 

-■' procede rl recurso extraordinario del art. 14, ley 
4S, contra una resolución que se limita a decidir la cues- 
tión debatida, aplicando e interpreta.ido para el caso, pre- 
ceptos de derecho común amtenidos en tina ley procesal y 
de orden local, y artículos del Código Penal. 

Cliso: !.<> explican las piezas siguientes: 



lurr.VMLN hht. > i:\ok ITttQjCl RADOB OKXKKAI. 

Hixnoi Airts. Octnbrc Jo tic 

Suprema l urte: 

El artíeitto IdJ de la Constitución Nacional ha creado la 
jurisdicción en materia penal. 

lia establecido que la actuación ile Indos los juicios crimí- 
nalo ordinari"* se hará en la misma provincia donde se hubiese 
cometido rl delito. 

Pero, si bien ha establecido el lugar del juzgamiento de és- 
tos, no ha precisado ni |Hidido precisar cómo se determina ese 
lugar; 

Ello es materia ilel derecho común dictado por el Congreso 
Nacional jte acuerdo al art. ó7. inciso 11 de la Constitución, o 
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por las legislaturas provinciales al sancionar sus códigos de pro- 
cedimientos criminales, en ejercicio de la facultad que lea aerar* 
da el art. 105 de ¡a misma Constitución, de darse sus propias 
instituciones locales y regirse jMir ellas. 

Todo lu dicho es de aplicación al incidente sobre jurisdic- 
ción promovido por don Carlos Serrey y otros en la querella «pie 
I* ir calumnia les lia iniciado don Valentín \ ergara y otros, ante 
el Juzgado del Crimen de la Capital de la Nación. 

Se ha discutido en la causa y lia sido materia de resolución 
definitiva, si el delito acusado, publicaciones reputadas calumnio- 
sas hechas en diarios de la Capital Federal, lia sido cometido 
en esta Capital en la Provincia de Hítenos Aires, donde viven 
los querellantes, 

í*a Cámara en lo Criminal y Correccional, confirmando la 
sentencia del juez de la causa, ha declarado la competencia de 
ios tribunales de la Capital Federal. 

Al hacerlo no ha podido sino interpretar y aplicar disposi- 
ciones de carácter común, Código Penal y leyes de procedimien- 
tos criminales que legislan, como antes he dicho, acerca de la 
jurisdicción en materia penal establecida en la Constitución de 
la Nación. 

Y es sabido que decisiones de tal naturaleza no pueden ser 
traídas a conocimiento de esta Corte Suprema, en revisión, por 
via extraordinaria de ablación porque no encierran cuestiones 
ile carácter federal de las enumeradas en el art. 14 ríe la ley so- 
bre jurisdicción y conciencia de los tribunales federales v 22 
del Código de Procedimientos en lo Criminal, 

Es ])or ello que considero bien denegado a fs. 136, inciden- 
cia sobre jurisdicción, los recursos de apelación deducidos para 
ante esta Corte Suprema, c improcedente el de hecho traído an- 
te V. E. a fs. 1 de estas actuaciones. 

Horado fi. Larrcta. 
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FALLO DF LA CORTE -SU PREMA 

fíenos Aires Noviembre 7 de W¿S. 

Autos y Vistos: 

Xo hahiéndose expresado al interponer la ablación para 
ante esta Curte que j* l rata! ta del recurso extraordinario autori- 
zado i«*r él artículo 14 de la ley X-' 4-¡s„ debe entenderse que se 
ha inteqniesto el ordinario. (Fallos: tomo. 144. pág, 193; tomo 
US, pág. 171, entre otros). Y siendo éste improcedente por mi 
encontrarse el caso ei impremí ido en ninguna de las situaciones 
previstas por el art. .í v de la ley X'* 4055. así cal»' declararlo. 

Que aún en el supuesto de que fuera el extraordinario el 
recurso deducido, calie observar que la resolución arlada se h i 
limitado a decidir la cuestión debatida aplicando e interpretando 
pira el caso [ireceptos de derecho común contenidos en una ley 
procesal y de orden local y artículos del Código Penal, todo (a 
cual es ajeno al recurso extraordinario de puro derecho federal 
atento lo que disponen los arts. 14 y 15 de la ley X" 48 y ta 
reiterada jurisprudencia fie esta Curte. 

Por ello y de acuerdo con los fundamentos precedentemen- 
te expuestos por el Señor Procurador (ieneral. se declara no 
haber lugar a la queja, y en consecuencia bien denegada la que 
se dedujo a fojas 1.15. Xotífiquese y archívese, devolviéndose 
los auto?, venidos por vía de informe con trauscn|>etun de la 
presente y del dictamen de referencia. 

A. Bermejo. — Rouerto Repetto 
— R. Crino I. avalle. — Anto- 
nio Saoakxa. 
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I'oit . ftakés I rnttri. sohata jitbihiámi par retira foltmturio 

Sumario; Para gozar de los tone fictos de la ley X* 10.650, es 
necesario que las di>s condiciones de edad y añas de servi- 
cias exigidas por los artículos IX y 32 de la misma, eoncu- 
r:m a la vez en el momento de dejar el servicio. 

Case: Lo explican las piezas siguientes: 



RESOLUCION DE í..\ CAJA FERROVIARIA 

Buenos Aires, Julio 12 <k !"->«. 

Vistas estas actuaciones en las que don Andrés Ferrari fct 
prest í na solicitando jubilación por retiro voluntario, y 

Considerando : , 

Que de las constancias de autos se compruclia que el recu- 
rrente, al 31 de Enero de l^. fecha de su cesantía, si bien con-' 
taha doce (12) años, oche (S> meses y quince días (15) de 
servicios, sólo tenia cuarenta y tres (43; años, cinco meses (5) 
y diez y siete días (17|, es decir, que no reunía las condiciones 
une exige el art. 22 de la ley 10.650. 

Por este fundamento, atento lo dictaminado por la Aseso- 
ría legal, lo aconsejado jior la Comisión de Jubilaciones y de 
conformidad con io acordado por el Directorio en su sesión dd 
10 del corriente, se resuelve: 

1* Xo hacer lugar a! pedido de jubilación por retiro volun- 
lario formulado \mr el ex empleado del Mercado Central de Fru- 
tos, don Andrés Ferrari. 

2» Previa notificación al interesado, archívese. 

J. Brhño. — Casares. 
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SENTENCIA DE l.\ CÁMARA FEDERAL HE APELACIÓN 

Buenos Aire*. Septiembre II» di- 

Y \ istos: 

Út acuerdo con lo resucito ]>or este tribunal en los casos de 
Alberto Rorruat. Santos Palenno y José riel Carmen Machado, 
tallado-; el M rie Agosto y 2 de Diciembre tle 1927. resistiva- 
mente, y siendo arrestada a derecho, se con firma la resolución 
apelada de fs. 12, que deniega la jubilación por retiro volunta- 
ria solicitada por Andrés Ferrari. Devuélvanse sin más trámite. 
—Afarcetino Escolada. — l\. A, Sacar Amhorcna. — /. />. 
hmm — José Marcó. 



DICTAMEN IIEÍ. SEÑOR PRIXTKAIKIK ( ¡E X KkAI. 

Buen*», Aires, Noviembre S de IViK, 

Suprema C orte : 

Don Andrés Ferrari lia recurrido jtara ante esta Corte Su- 
prema la sentencia de la Cámara Federal de Apelación de la Ca- 
pital <|iie, al confirmar la res* tinción de fs. 12 < Notada ¡»or la Ca- 
ja Nacional de juhilac iones y I 'elisiones de Empleado* Ferro- 
viarios, deniega al inficionante la jubilación que solicitó por re- 
tín i voluntario. Kn !a causa se ha discutido la interpretación y 
aplicación de los arts, 21. 22. 25. 32 y 34 de la ley 10,650 que 
acuerda dichas jubilaciones y Ja decisión ha >nl<> contraria al 
derecho invocado por el recurrente, fundado en dichas disposi- 
ciones légrales. 

Kn tal virtud, y de acuerdo a lo resuelto por Y. E. en casos 
análogos, el recurso deducido procede atento lo dispuesto |*ir el 
articulo 14 de la lev 48. 



i>K jt'STU íA tu- la n aitón 



Kn auiiito al fundo del asunto, \ , K. lo time resuelto o>n 
fecha 17 de Septiembre del año en eiirvi. en la causa análoga 
seguida ]«>r Francia » Sitaste contra ln referida Caja, confir- 
mando la doctrina sostenida por ésia en cuanta W$gé la nlnd de 
cimucnia 0m al interesad", tu el momento en que deja el scr- 
\ icio. 

Soy | « ir ello de Optatelo que corres] w mde ron firmar la sen- 
tencia apelada en la pane que ha podido ser m;ilena del recurso. 

Uih'xhív k\ barreta. 



i --alio i«: i.a rom v. mcHKma < u 

Buenos Aire», ^oriea&re S¡| de PUS. 

Aui<<> y Vi-l<>.>: 

Hl recurso extraordinario interpuesto y Concedido PO* til 
( amara Federal de Apelación de esta Capital ni el juicio scítuí- 
dn pi>r don Andrés I* errar i contra la taja Nacional de Julii la- 
cinias y ['elisiones de Empleados rYrrmiarins, «nlire inhibición 
l»or retiro voluntario. 

Considerando : 

Qiu- de acuerdu con lo que cMnhlceeu ba ar líenlos til y 22 
de ta ley X'' HUcO. a los efectos de la jubilación ordinaria n re- 
tire voluntario, además de los años de servicio se requiere que 
el recurrente telina cincuenta anos de edad. 

( Míe si bien en la especie y ir'» litr el int fresado ha cumpr ol ia- 
do en el momento de solicitar su relint que en su caso se cneon- 
l ralian llenados tus reí pi i sitos requeridos por el an. 21, procede 
sin embarre 1 observar, rirntri lo ha hecho la Cata, que en el mo- 
mento de ahandonar el emplea ii" tema la «dad que establece la 
disposición kijal citada. 
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Que como los benef icios de la ley se otorgan üc¿d£ ei dia 
"cu i|iie d interinado deje el servicio", art, 32. debe interpretar- 
se bue lo que la ley lia contemplado es que las dos condicione* 
de edad y años de servicio concurran a la vez en el momento de 
dejar el servicio. 

Tur ello, de acuerdo con lo dictaminado jior el Señor Pro- 
curador General y los fundamentos de la resolución recurrida , 
se la confirma ni la luirte que ha podido ser materia del recurso. 
Xutifif|uese y devuélvanse. 

* A, ÜKkMKjO. — ROBERTO Rf.PETTO 

— R. Grino La val le. — Anto- 
nio Sacar xa. 

(1) En la misma fecha la Curte Suprema « pronunció en iftial men- 
tido ni la í-itisa sefiukla p>r la mcesiún (k ttnn Ricanlo García. *>t«v 
pe n m "ti. 



Don I 'Ícente Béiberto. en la anisa seguida en su contra, por in- 
fracción ol articulo 2" de la ley .V* 11-380, 

Sumarió; l 1 La verdadera igualdad que consagra el articulo 16 
de la Constitución, consiste en aplicar la ley en los casos con- 
currentes, según las diferencias constitutivas de ellos, y 
cualquier otra inteligencia o excepción ile este derecho es 
contraria á su propia naturaleza y a! interés social. 

2* Ui ley X" 11.386 (arts, 2, 16 y 21) no es contraria 
al art. 16 de la Constitución. 

Cuso : l-o explican las piezas siguientes : 
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SENTENCIA «EL JVEZ FEDERAL 

Kusarin, Agnsiu 24 de íftgft, 

Vista la presente causa correccional jxir infracción a la lev 
N* 11.386 en su art. 2>, seguida a instancia Fiscal contra Vi- 
cente Deüberto, matrícula 2.103.490 de la clase de 1909, Dis- 
trito Militar 33, soltero, colchonero, sin instrucción, domiciliado 
en la calle 9 de Julio X* 1171. 

Y Considerando: 

1' Consta de autos que Y ícente I X'liherto, nacido el 1* de 
Junio de 1909 se enroló el 3 de Enero de 1928, excediéndose dos 
«lias del plazo determinado por la ley. 

2> Xo obstante el escaso retardo en tpie ha incurrido el acu- 
sado, el suscripto, salvando su opinión personal, del» conde- 
narlo en atención a las reiteradas resoluciones recientes de !a 
Exma. Cámara Federal de Apelación de este circuito, en casos 
análogos. 

Fallo: declarando a Vicente Deliberto infractor al art. 2* 
de la ley 11.386, y condenándolo á sufrir un mes de prisión. 
Insértese, hágase saber y archívese. 

Juan Alvares. 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Rosario, Septiembre 17 de í ( >¿8, 

Vista la causa seguida contra Vicente Deltherto |wr infrac- 
ción al art. 2" de la ley 11.386. Exp. §> 353[28. 

Por sus fundamentos, lo dictaminado por el señor Fiscal de 
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Cámara y i[c conformidad a lo resuelto en los casos de los fallos 
N'ros, 741*> t 74o4. 7512 y 7552. análogos a! presente, cuyas con- 
sideraciones en orden a la cuestión de incoustituciuualidad, pro- 
pueafa por el señor defensor en el informe fu roiv. se dan por 
reproducida*, jara no incurrir en repeticiones, se confirma la 
sentencia de fojas II del 24 de ÁgOsto ppdo. Xottííquese y de- 
vuélvase. — Ctirlos M. Amia. — Benigno T. Murtin t ~. — Jm¿ 
M. f ; i,-m>. vu difidencia. 



1USIOI \ ( ¡.\ MU. SE ÑOK VOCAL OH. ji»M- II, fr^jQ 

Vistos: en acuerdo los autos Deliberto Vicente, infracción 
ley 11,386 [vx¡h X 3$$\2§¿ de entrada i ; y 

( orisidentitdo : 

I v <Jue al ser visia esta cu isa. el señor defensor del preve- 
nido, fundando sit recurso alegó la mcotistitücn maliciad de la ley 
11,380, cu mi> an.s 2\ 16 y 21. que te fueron aplicados en la 
sentencia de ís. 11. del 24 de Agostó próximo pasad», pir la 
desigualdad en qué coloca a los euidatlanos fie cada clase para 
su enrolamiento, pttgs a los nacidos en Enero y Febrero, julio 
y Agosto. Ir- acomia ha-la tres m< m > al efecto, a los nacidos 
en Junio y Diciembre ajgjo menos, juro iná% de "¡os meses, y a 
los nacidos en los demás días del año nada más que dos meses; 
desigualdad »m\ chocando con el precepto del ari. I(> d.- la 
Coiis-imciiái ([lk . ewsagta la igualdad de todos ante la ley y que 
ella es la lase de las cargas miélicas, hace inválidas en el snb !r!s 
esas dis¡ posiciones <l v la referida lev, en virtud de las qiu 1 a 
sentencia de ís. 11 ha penado a su defendido por haberse enro- 
lado a los siete meses y un día. pCTO dentro de los noventa dias 
hábiles inmediatos acordados a los nacidos en Enero; Febrero. 
Julio y Agosto, pues nacido aquél el 1" de Junio dé VXV (certi- 
ficad» de fs. 2i. se hahia enrolad- > en 3 de Enero próximo [la- 
sado (nota rfe ís. 1 ). 
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2' Diseñe, ciertamente, la lev 11.3X6 en sus artículos aludi- 
dos, 2S» líi y 21. su pena de las diversas sanciones que' este úí- 
timo establece, se^úu Iuü casos, que, cumplidos los 18 años de 
edad, el ciudadano debe concurrir a la oficina res]>ectiva a enro- 
larse, eu los meses de Kiutu y Febrero. Julio y Agosto, únicos 
dos períodos en que aquéllas estarán ahicnas ;i ese objeto. De 
!n que resulta nianiíicstauiriite, que los nacidos en Enero, Fe- 
brero, J»!><> y Agnsio pueden disponer al efecto de tres meses 
hái<ife.s o de 'K) días: de álgp menos, ]>ero de más de sesenta dias 
n dos meses los nacidos en Junio y Diciembre; mientras los naci- 
dos en los demás días del año solo tienen disponible- para su 
enrolamiento dos meses o 60 dias. 

3* V el art. 15 de la lev referida 11.380. previene. iguai- 
nietue, que 15 días antes de comenzar cada uno de esos (triodos 
de tuncionamiento de las oficinas enrolailoras. esto es, desde el 
15 de Junio y desde ti 15 de Diciembre, respetivamente. Jas 
autoridades comunales y los Juz^idns de Paz liarán salier a lo.- 
ciudadanos que cumplen 18 años, mediante la publicación de 
carteles, la oMiyación ile enrolarse, la oficina en que delwn ha- 
cerlo y Ta pena en que incurrirán los que no lo lucieren {art. 21 }. 
i el art. 35 de la ley -4707 dispone que él servicio militar se hace 
;*ir ciases, las que se compuiien de los ciudadanos nacidos fiel 1" 
de Enero al .11 de Diciemlire inclusive, contándose el servicio de 
cada clase desde el 1" de Knem del año siguiente al cumplimien- 
to de los veinte años y terminado el 31 de Diciembre del afir» 
en que se cumple -45 mios, folmeiro {"Derecho Administrativa 
í^pañol". tomo 1". páíf. 20% enseña que: "U administración 
cuenta los miembros del listado y los ordena en clases, porque 
a cada individuo que nace le impune .>bli«acioncs. y cada uno 
qué muere desata con los lazos de la vida los de la sociedad, y 
siempre que el hombre eamhía de enndición entra en distinta 
estera y sus relaciones con el poder se modifican y transforman," 

+' De manera que. ya se considere la disposición del art. 15 
de la ley IU80. tomando por clase los nacidos del 15 de Junio 
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al 15 de Diciembre, o desde esta fecha a aquélla, o la del art. .15 
de la ley 4707. que establece y divide las clases militares por años 
de calendario, completos, los ciuda<lanus quedan en desigualdad 
de condición para su enrolamiento según hayan nacido en Enu- 
ro. Febrero, Julio y Agosto (1er. grupo 1. en Junio y Diciembre 
(2» grupo), corresjwndiendo al prevenido salo 61 días, o en 
los demás días del año (3er. grupo). Los del primer gruí», co- 
mo queda dicho, pueden disponer hasta de noventa días o tres 
ItWSCS, los del segundo, de sesenta a ochenta y nueve días y los 
del tercero, los más numerosos, la mitad del total, de solo se- 
senta días o de dos meses. Ta> que es evidente que ninguna ley 
ha clasificado por días o meses los ciudadanos a tos electos de 
su enrolamiento y delires militares, 

5* Tal desigualdad indiscutible chtxra, realmente, con el pre- 
cepto del art, 10 «le la Constitución, de que todos los ciudadanos 
son iguales ante la ley y de «pie la igualdad es la base de las 
cargas públicas. Esa desigualdad es evidente. Según el art, 15 
de la ley 11.386, en los dos iieríodos del año a que se refiere, 
los nacidos en 15 de Jimio y en 15 de Diciembre tendrían para 
enrolar.se, hasta tanto cumplieran diez y ocho años y siete me- 
ses, en 15 de Enero y en 15 de Julio. res|iectivainente, dos me- 
ses y medio o 75 días hábiles. Este tiempo iria en aumento has- 
ta el 30 de Junio y desde el 15 de Diciembre al 31 del mismo en 
que llegaría a tres meses o noventa días, situacirni que se con- 
servaría hasta el {• de Agosto y hasta el l v de Febrero, respecti- 
vamente, jmra declinar desde et 30 de huno a! 15 del mismo v 
desde el 31 de Diciembre al 15 de Enero. En cambio, los naci- 
dos en Marzo al 31 de Mayo y de Septiembre a Diciembre, só- 
lo disponen fie dos meses o sesenta días. Según et art. 35 de la 
lev 4707. la desigualdad es más fácilmente perceptible. 

& Cooley ("Derecho Constitucional", «1. Penser, 1898. pá- 
ginas 22}3), dice: "Un Estado no puede otorgar favores... La 
enmienda tiene en vista clases de j>ersonas, y la protección dada 
por la ley delterá considerarse igual si todas las personas de la 
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misma clase son tratadas de ta misma manera, bajo circunstan- 
cias y condiciones análogas, tanto respecto de los privilegios con- 
feridos, como de las obligaciones impuestas." Cita numerosos 
fallos de los tribunales americanos, y entre ellos el de Barbier 
v. Connoly. 113, L\ S.. 27 : La legislación de clases, que hace 
distinciones en favur de tinos y en contra de otros está prohibi- 
da ; pero ta legislación que, al hacer electivo un propósito públi- 
co, es limitada en sus aplicaciones, no está dentro de la prohi- 
bición de la enmienda, si dentro de la esfera de sus operáronles 
afecta de la misma manera a todas las ¡wrsonas situadas en 
igualdad de circunstancias." 

P La Suprema Corte, desde s« fallo del tomo 98, l iag. 30. 
ha sostenido y aplicado el mismo principio, de que esa igualdad 
del art. 16 de la Constitución consiste en no establecer excep- 
ciones o privilegios en iguales circunstancias. Y como queda di- 
cho, éstas son y deten ser las mismas para todos los ciudadanos 
que cumplen diez y ocho años en cada año del calendario, de 
Enero a treinta y uno de Diciembre, o dividido en dos panes co- 
mo lo hace el art. 15 de la ley 1 1.386, 15 de Junio- 15 de Diciem- 
bre- 15 de Junio, pues las leyes de enrolamiento y militares no 
lian establecido clases por dias o meses, sino por año común, 
de calendario. Por tanto, no debe inumnerse pena afguna al pre- 
venidn (pie se enruló antes de vencerse tos noventa días o tres 
meses acordados a los ciudadanos nacidos en Enero y Julio. 
Febrero y Agosto, dentro de dos periodos consecutivos o inme- 
diatos del funcionamiento de tas oficinas respectivas, aunque 
fuera con algún exceso a los siete meses fijados por el art. 2* 
de la ley 11.386. Tiene derecho a igual tratamiento. 

En coiiMvtiencia. y oído el señor Fiscal de Cámara: se re- 
voca la sentencia de fs. 1 1 del 24 de Agosto próximo pasado, ab- 
solviéndose a Vicente Deliberto de la acusación de fs. 10; decla- 
rándose inaplicables al caso los arts. 2*. 16 y 21 de la ley 11.386 
por ser repugnantes al art. 16 de la Constitución que establece 
la igualdad de todos los ciudadanos ante la ley y como base de 
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las cargas pública», tai cnanto limitan a humus de tres meses o 
de límenla día- el unuin.. del enrolamiento <lt- tu:, ciudadano-, 
nacidos en 1' de Jimio 3 íes pena \>ur iá enrolamiento ti 3 
de Enera» siguiente. Kotifiquese y devuélvanse. 

Jtíié .1/. Fierro, 



OKTAMI-X DEL ShÑuit l'JíOi r RAIDOS -JM kAL 

lliiciftis Aires, Octubre ¿4 ife 

Suprema lorie: 

Ame el Juzgado Federal del lío-ario se procesa a Vicente 
IMihcrt.i ciitmi infractor a la ley X'' 1 1 .586 éti cuanto e| mismo 
dejó vencer el ola/o otor^-ido por la citada ley para enrolarse 
sin halarlo hecho. 

Id detensur del acn-ado ha alegad" la iiieoiistiiueionalidad 
de diversas cláusulas "de esa ley ijin* c-tablece lo» periodo- en que 
débp realizarse ti enrolamiento, conceptuando que, según sea el 
día en (|tie haya nacido el interesado, ellas conceden a unos ciu- 
dadanos mav*»r plazo que a otro*, vulnerando asi el nrincinio ijg 
igttaldail consagrado ¡«nr el art. líi de la Constitución Nacional. 

La sentencia ha sido contraria al procesado, por lo que lia 
apelado para ante \. K invocando el anienm 14 de la ley 4S. 
habiéndosele concedido el recurso. 

Existí- en autos, atento lo expuesto^ tina cuestión federal 
que justifica la intervención de e-ta Curte Suprema, por lo que 
opino que el recurso es procedente. 

I'.ii cuanto al fondo del mr-tno la solución es sencilla, en nii 
opinión, y ha iiido dada Con acierto por !a (. amara I-'cderal del 
lío-ario, al desestimar en sn resulttcitín di ís. lo, la inconstitu- 
cional idad invocada. 



lil, JCsTR IA Ufc LA \ ACIÓN 



137 



1W lus íutidumcutus de dicha sentencia, pido a V. I¿. ¿u 
continuación en cuanto ha \* ulitis ser malaria del recurso, 

IJorm io K. Ltun kt. 



KALLAí PK LA lORTE Sil'kKMA < l > 

I hit iiiis Aiics, Xmiei libre *) tk l'J-te. 

Autos v V¡>tits: 
l diside raudo : 

Mué la igualdad establecida por el art, 1<» de la Constitución 
Oitiin lo ha dicho reiteradamente esta Corte, no es otra COSO que 
el derecho a que iiu se establezcan cxcc¡H-ioncs u ¡irivik-^His 
que excluyan a unos, de tu que cu iguales circunstancias se con- 
cede a «uros: de dundo se sigue que la verdadera igualdad con- 
siste en aplicar la ley en los casos concurrentes, según las dife- 
rencias constitutivas de ellos y que cualquier («ra inteligencia 
o excepción de este derechi t es contraria a sti propia naturaleza 
y al interés sitial. (KaUus: tumo 105. pág. 275 ¡ tomo 117, pág. 
2*>r t&m $8 y tomo 15U, pág. 141 j. 

Que en d caso, la pretendida incoustitucioiialidad de la lev- 
de enrolamiento dert varía de que, según su mecanismo, los ciu- 
dadanos que llegan a la edad de die/. y ocho años, gozan de dis- 
tintos plazos para inscribirse en los registros respectivos, según 
la techa de mi nacimiento. l*ero es de observar que si bien an 
cierto que existe csi diferencia, ésta afecta por igual a todos 
los ciudadanos que se encueptren en idénticas condiciones y que 
proviene de una desigualdad natural, imposible de reparar. I'or 
otra partí-, ciur ládano alguno queda privada de un plazo prttdeit- 
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cial [«ira enrolarse (sesenta días), como lo ha tenido el recu- 
rrente. 

Por estos fundamentos se declara que ta ley aplicada nú- 
mero 11.386 (arts. 2, 16 y 21 > no es contraria al art. Jo de la 
Constitución Nacional, tajo el concepto a uue se refiere, el voto 
del señor Vocal de la Cámara Federal de Rusarin en disidencia, 
confirmándose, en consecuencia, la sentencia de fojas 16 en cuan- 
to ha sido materia del recurso extraordinario, Xotifiquese y 
devuélvanse. 

A. ÍIkkmejo. — Roberto tí i pktto 
— R. Ge ido [.avalle. — Anto- 
nio Sagarna. 

(1) En la misma (echa se dictó ijrna! restitución en las causas se- 
guidas contra Jambo Auraícoí í. Peresrinn Angdini, Maximiann Lucb 
Atc¿ y Francisco Fernández, por idéntica causa. 



f'racurwior Fiscal tff fa í'áttnira Federal di* Apelación de La 
Pinta, en ios autos "Administración de Impuestas Internos 
contra don Pedro Griffero e hijds. sobre cobro de pesos." 

Sumario ; Procede el recurso fie a|»elaciún autorizado gor el ar- 
tículo 3" de la ley 4055 contra una resolución de una Cáma- 
ra Federal que no hace hipar a la perención de Ja instancia 
pedida por anilns partes y que declara prescripta la ejecu- 
toria, en una cansa seguida por la Administración General 
de Impuestos Internos, por crotoro, de impuestos fiscales cuyo 
monto accede en mucho la tasa del inciso 2°, art. 3* de la 
expresada ley. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes : 
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DICTA ME N DEL SEÑOR PROCURADOR CE* ERAL 

liiicnus Aires, Octubre 24 de 1928. 

Suprema Corte: 

J£l alcance y los electos tk- la sentencia de ís. 901 de la Cá- 
mara Federal de La Plata, dictada en la presente causa seguida 
por la Administración General de Impuestos Internos contra Ps- 
dro Cri fiero e hijos, sobre cobro de pesos, son definitivos por 
cuanto en dicha resolución "no se hace lugar a la perene i ón pe- 
dida i»r amljas partes y se declara prese ripta la ejecutoria," 

Xo puede reabrirse, jwes, útilmente, discusión sobre este 
punto que ha quedado resuelto definitivamente en la causa, po- 
niendo fin a la misma. 

Pur ello y |x>rque se trata del cobro de impuestos fiscales 
y su monto excede en mucho la tasa del inciso 2* de! art. 3» de la 
ley -1055, soy de opinión que el recurso de apelación deducido 
jrara ante esta Corte Suprema ixir el Procurador Fiscal, a Is, 
909, invocando la disiwsictón legal precitada, es procedente y ha 
sido mal denegado por la Cámara aludida. 

Así pido a V. E. se sirva declararlo. 

En cnanto al fondo del asunto, doy por reproducidas las de- 
fensas sostenidas ytnr el Ministerio Fiscal y solicito se revoque 
la referida sentencia de fs. 901 en la forma indicada a h. 884. 
Con costas. 

Horacio R. Larrcta. 
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FALLO !>L LA LOKTn SUÍftEJWA 

Buenos ftitm tetykfíi&re 12 de j^fe. 

.\uto> y Vistos: 

l't.r ios íund;unetu.<> dd dictamen dd Si- ñor IWnradur Ge- 
neral de fs. 9, dedarasc nial denegado el recurso tic apeladón 
interpuesto a fs. 909 ck> lus autos principales y otando i-stm a 
deposición dd trjbunÉti autos y a los electos dd art. 8" de la ley 
•405?. («¿se la cansa a secretaría. 



Señores I'tt.-itte, No jo. iglesias y C'w., apelando </,■ iffti resolu- 
ción dd í'odtr Ejecutivo Socio mi. sobre deroíita 'n ié im- 
porte tf,- ¡toa tortita. 

Suimtriv: Xn procede tí recurso ordinario di- apeladón auto- 
rizado por el art. > t inciso 2» de la ley 4055. contra tina 
senu-nna pronunciada en una cansa |x>r devolución de una 
molía de trescientos pegos impuesta por d Poder Ejecutivo, 
por infracción al decreto reglamentario de la ley ll.2>í>, 
en (pie Ja C antara Federal declara su incompetencia por no 
tratarse de la aplicación de la ley invocada. 

Caso: l.o explica el siguiente: 



.í. I"n:i Kko.v Alcokta. Koiilrto 

lÍKi'KlTO. - & (Ó tlKt L,\ VALLE. 



—Antonio Saoarxa. 




ÜF, tl'RTICIA DE LA NACIÓN' |W 

1ALLU Dg LA LÜKTE SVPKKMA 

LítiLiius Aire.-.. N'.'virrnbrt 1* de 
Vistos v Considerando: 

( >ue aún cuando en ti escrito interponiendo apelación de 
• i * 

ís. 24 un se dice de qué recurro se traía, i-u el memorial de t>. 

29 se refiere a la ley 4055, art. 3". inciso 2 1 -'. 

Cjue dicha diq«»sieión tiene sólo relación con ¡a* senten- 
cias definitiva* que recayesen aubrc acciones fiscales eiHitra jjftr- 
hculares o corporaciones en los casos en ella mencionados y, en 
general, en todas las cansas en que la Nación u un recaudador 
de sus remas sea i»artc aclara, siempre que el valor disputado 
excediere de cinc*» mil pesos. 

Que el venido en ablación en estos autos nu está compren- 
dido en dicho art. 3™ inciso 2" y, por consiguiente, no ha [hkJÍíIo 
llegar a esta Corle por la vía ordinaria. 

Kn efectn, la causa promovida por los recurrentes versa so- 
lirc devoltición de una multa <lc trescientos |K'Süs que el Poder 
Ejecutivo Nacional les ha impuesto i>or infracción al decreto re- 
glamentario de la ley 11.226 y la resolución de ts. 22 de la Cá- 
mara Federal de la Capital declara su incom|>etencia i>or no tra- 
tarse de la aplicación «le la ley invmada, 

K esulia. en mérito de lo expuesto, la improen Uncía del re- 
curso urdÍi«tno iU ajielacióii para ante esta Corte. 

IW esto y oído el Señor Procurador General, se declara 
mal concedido d interpuesto a ís. 24, Notifique» y devuélvase, 
debiendo reponerse el lüipel en la Cámara de origen. 

J. Flor ero a Amorta. — Kowerto 
Reim-tto, — R. finí» I -avalle, 
— A xt»>: io Sacia k n a. 
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Don Ernesto Cerrlm contra fas Obra* Sanitarias de la Nación, 
sobre cobro de pesos. 

Sumario: Corresponde a los tribunales de la justicia ordinaria de 
la CapitaJ el conocimiento de una causa seguida contra las 
Obras Sanitarias de (a Nación, por indemnización de daños 
y perjuicios sufridos en un accidente de automóvil, produ- 
cido en unas construcciones sanitarias hechas en la vía pú 
Mica, que babiau quedado abiertas y sin la debuta protec- 
ción. 

Caso: Lo explican las pieza* siguientes: 



VISTA DEL FISCAL DE CÁMARA 

Buenos Aires, Mayo 4 de PJ28. 

Exina. Cámara: 

La Suprema Corte de Justicia Nacional, en las diversas 
cuestiones de incompetencia de jurisdicción promovidas, en que 
las Obras de Salubridad de la Nación era parte interesada, ha 
resuelto reiteradas veces que, el pleito correspondía a la justicia 
local de la Capital Federal, cuando tenia por objeto cuestiones 
que a feclal nn a dicha entidad por actos ejecutados por ella o 
contra ella, en sus funciones locales dentro de la Capital Fede- 
ral, ya que antes de dictarse (a ley N» 8889, las Obras de Sa- 
lubridad de la Capital tuvieron por objeto servicios exclusiva- 
mente locales y estallan sometidos al Gobierno Nacional como 
autoridad también local, conservando ese concepto, aún después 
di- dictada aquella ley en todo lo que se relaciona con la Capital 
Federal; y en lo que respecta a los juicios determinados por 
obras, actos o hechos ejecutados en las Provincias, conforme a 
las leyes que ampliaron sus funciones, tratándose en cuanto a 
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ellos de un organismo creado por leyes especiales del Congreso 
con fines comprendidos en el propósito de propender al bienes- 
tar social, dependiente del Gobierno de la Nación, bajo cuyo 
contralor administrativo y financiero actúa y procede (arts. 2, 
8 y 12 iii fine de la ley 8889), la Suprema Corte consideran* 
do tas Obras de Salubridad cuino dependencia inmediata del Es- 
tado, declaró i>ara esos casos la competencia de la justicia na- 
cional. 

Así [mede V. E. observar en el mismo sentido los fallos de 
ese Superior Tribunal registrados en el tomo 130, pág, 323 ; to- 
mo 69, pág. 9; tomo 117, 162, y en el segundo sentido en la 
"Gaceta del Foro", tomo 69, pág. 241. 

El caso sub jmike, conforme a hi jurisprudencia que ci- 
to, corresponde a los jueces locales de la Capital Federal y en 
tal concepto el Fiscal es de opinión que asi corresponde a V". E, 
declararlo, revocando la resolución recurrida. 

/ ocltinlay Zíifttolii . 



SENTENCIA DE LA CÁMARA CIVIL 1» PE APELACIÓN 

Buenos Aires, Mayo W de 

Y Vistos: 

Por los fundamentos del precedente dictamen del Señor 
Fiscal de Cámara, se revoca la providencia recurrida de fs. 16 
Yta. Dev. rep. el sellado. — C. A. Campos. — Pera* — Casa- 
ba}. — Ante mi : Joryc Sauce. 
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DICTA ME \ \t\a. ShXuK l'RULl k.MHiK üEXERAT, 

Bmm» A iros, Kfvkuifirv ,i ,U- l'L'.S. 

Suprema < oru- : 

la* í Miras Sanitarias de la X;ici.ni han sido demandadas 
ame el lujado .|i I > Infancia tu tu Civil de la C :ipttal de t;i 
Nación, por don Krnesio Ccrrmi. por daños y ptrjulcioa tute 
¿Me, «lite, lia -tit rielo i-ti uu accidente producido en una- cons- 
trucciones sanitarias lux-has 1*11 la vía publica que haliiau queda- 
do aliicrta- y .sin la dchida protección. In cjik- motivó «pie se pre- 
cipitase tu las mismas con el automóvil ipu_- conducía. 

Contestada la demanda y solicitada, posieriormctue. por il 
mismo actor, la declaración (fe incompetencia para entender en 
ti conocimiento üé la cansa correspondía a la justicia federal, 
lité desestimada en definitiva dicha petición, recurriendo, por 
ello, t-l interesado ante ota Corte Suprema ■ \rticttIo I» de la 
ley 4,S i . 

ívl rrciir-.il Ir ha -ido concedido v procede poriiue en la 
cansa se le ha denegado tina -aramia de carácter federal. 

Ku cuanto a! fondo t|t>| asunto, la malcría del litigio nn 
Gomo se vé. federal, np correspondiendo ]Hir dio dicho fuero. 

No corres j mude e-ta tani|>fico por ra/ón de la- per-urna*, in- 
da ve/ <ps la- < >!>ra- Sanitaria- demandadas, y por las razones 
por las (¡iie lo han -ido, actuando en la Capital de la Nación, dc- 
Un ser consideradas como instituciófi de carácter local, según 
miiforineniente ]o tiene decidid" t ésta Corle Suprema f 1.10: .5_\1; 
1 49: 47). 

La única excepción a este principio la ha establecido V, V.. 
m el último 'le fas fallos citados al declarar do cetminteneia de 
la jnsiicia federal las cansas en que intervengan ías Obras Sa- 
nitaria- fie la Nación fuera de la Capital Federal y f[lie sean 
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derívelas del cumplimiento de leyes nacionales generales para 
jtflda la UepñUica o especiales para provincias determinada-, tou- 
cernienie* :i la construcción de oliras en las mismas, ki que no 
e$, evidentemente, al caso de autos, 

IW lo c\pnc-iu soy de opinión que corresponde declarar ta 
inc.niipvteneia de la j tigicia federal i>ara emmeer «9 ^>t-t causa, 
confirmando en tal sentido, la sentencia apelada de f>. i3. 

jírrut i» A\ Lamia. 



i-wt.i.o imí La curte si:i j im:m v 

■ 

Ihu-r-ra Aires, \..\nmhrv 1.* tic 19|§¡ 

Í' Vistos: i*l recurso extraordinario interpue-io v concedi- 
do contra sentencia di' la í amara I- de Vpelación en !•■ Civil de 
la Capital, en el juicio seguido \x*r doii Ernesto l'crriui -olire 
cobrp tfe pesos. 

Y Considerando: 

QljÉ 9a cuestión jurÍMlicciiHiiil priinínvitía en el ca>o por 
el actor, se tunda en la afirmación que éste hace de que esta 
Corte ha esiableeido últimamente que los litigios contra 3a- i >hras 
Sanitarias de la Nación dclien tramitarse ante la ju-iieia fe- 
deral 

Out- formulada en tales términos, esa al ilutación expresa 
nn concepto erróneo derivado sin duda de tina interpretación 
equivocada acerca de las decisiones de este Tribunal solire la ma- 
teria en litigio. 

En efecto, precisamente en el fallo que cita el recurrí ule y 
que invoca asimismo la sentencia de primera instancia, se exa* 
mina, define y deslinda con Ta mayor precisión la estructura le- 
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gal de La institución de las Obras Sanitarias de la Nación, re- 
gida y organizada por diversos estatutos que le asignan diversi- 
dad de caracteres y de funciones en el desenvolvimiento de sus 
actividades como entidad local de la Capital en unos casos y co- 
mo institución nacional en otros; y en dicho fa.Hu tomo 149, pá- 
gina 48. considerando 7' 1 ) se establece en síntesis: "que el exa- 
men de estas diversas leyes con arreglo a las cuales desenvuelve 
su acción las Obras Sanitarias de la Nación, lleva a la doble con- 
clusión siguiente: aj que aquella repartición fué creada origi- 
nariamente como institución de orden puramente local, sometida 
¡>or consiguiente a las autoridades del Gobierno de la Capital, ca- 
rácter <pie conserva y mantiene acerca ríe las obras y dependen- 
cias situadas en el distrito federal ; b ) que en cuanto a las obras 
sanitarias cuyo estudio, proyecto, construcción y administración 
le ha sido conferido por el Poder Ejecutivo en el territorio de 
diversas provincias en cumplimiento de las leyes sancionadas yor 
el Congreso y de las conformidades expresadas |mr aquéllas, 
desempeña funciones de orden nacional respecto, de las obras y 
dependencias existentes en cada estallo y del personal de que .;e 
sirve en ellas." 

Oue de lo anteriormenie relacionado no puede inferirse 
que esta Corte baya sentado en general la doctrina de la incom- 
petencia de la justicia ordinaria en pleitos en que la institución 
aludida sea parte como actora o demandada, sino al .contrario, 
que en todos los casos como el sub judke, comprendido en el 
punto a) transcripto, en el que la demandada actúa como enti- 
dad loca! por razón del lugar de los hechos originarios del liti- 
gio, es a los tribunales de la justicia ordinaria de la Capital a 
quienes conqxtc el conocimiento de la causa, ttxla vez que, de 
acuerdo con la jurisprudencia establecida, el régimen de gobier- 
no del distrito general de la Capital se halla organizado como 
un gobierno propio e independiente y de jurisdicción amplia y 
completa en todo lo que concierne a la administración local. 
(Fallos: tomo 69. pág. 9 : mino 117, pág. 102: tomo 130. pági- 
na 323, entre otros). 
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Por dio, y de confirmidad con lo expuesto por el Señor 
P r o c ur ador General, se confirma la sentencia apelada en cuanto 
ha podido ser materia del recurso. Notifiques? y devuélvanse, re- 
el papel en el tribunal de pr o ce d en cia . 

J. FlCtL'EKOA Al-CORTA, — ROBERTO 

Repetto. — R. Grino I-avalle. 
— Antonio Sauarna. 



Don Enrique Santiago Martínez, solicita duplicado de libreta de 
enrolamiento. 

Sumario: No corresponde a la justicia íederal la función de ex- 
tender duplicados de libretas de enrolamiento. 

Caso : Ln explican las pie/as siguientes : 



Al'TO DE JI EZ FEDERAL 

Buenos Aires, Mayo 18 de 1928. 

Autos y Vistos: 

Que según se desprende del certificado policial de fs. 1, ta 
pendida de la libreta de enrolamiento del causante, se ha justifi- 
cado el 29 de Enero último. 

Que como lo establece el art. 16 de la ley 1I..W6, las ofici- 
nas enroladoras funcionarán durante los meses de Enero y Fe- 
brero, y Julio y Aposto de cada año. 

Que debiendo llenarse para obtener duplicados de libretas 
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de enrolamiento, lo$ mi Miius requisitos oue |«ira el enrolamiento 
orijmario. el recurrente ha debido presentarse dentro del termina 
íijadu iHir <■! ;irt. K>, máxime si se tiene en cuenta qu(J en la 
fecha de Ja desaparición fie Ja libreta se encontraban en fnn- 
ctnnrs las oficinas cnroktdnras. 

'Jur no corres] »otu|iendo ¡\ la jurisdicción del juzgado, la 
función cié extender duplicados de libreta» de enrolamiento, 
ci ntra eí piticioiianh- donde corres] muda. 

J ti Mus. 

■ 

■ 

VISTA I ISi Al. . 

Exma. támara: 

Ajttstáftdoae d ¿tito de ís, .> vta. a las disipaciones de Ta 
ley 11.31*6, estimo que corresponde su continuación. 

Hihtordo Stirtm'iiito. 

sentencia dk i.a rÁMáifA ikukkal 

Buenos Afrís, Julio 25 de 1928. 

V Vi-lus; 

Puf '■ns fnitdamriin>s y íle ámenlo cutí lo dictaminado jmr 
el $eñor Procurador Kiseal de (amara, se enn firma la resol u- 
eióii apelada de fs. .í vta.. que declara la incompetencia de la 
justicia federal para entender en la presente solicitud, íonmda- 
da jM»r Knriíjnc Santiago Martínez. Devuélvase. Matrethto 
F'lxculihfü. It. .1. .V<í-í¡í- _ hichórena. — I. í*. tumi, — Jf¡&éé 
Mareé, 
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DILTAMKN IIKI. SK\OR I'kOCL U \[KJK U \KK.\|. 

Hikih.s A iris, X.-viLinljrt K ik- i"_\X, 

Suprema Curte: 

Tur mis fundamentos y consideraciones concordantes sos- 
tenidas ]kii- i] Ministerio Fiscal, nido a V. K. con firme la res«- 
lueion de ís. 8 dictada p>r la Cámara Federal de Apelación de 
ta L":i]>ual que declara la mconi|H'teucia de la ju-wticia federal 
l»ara conocer en el jKtlitk* formulado |ior Knrique Santiago Mar- 
tínez, referente a un duplicado de su libreta de enrolamiento. 

Ihmu iú R. fum ín* 
v .M.Ut tte LA COKTL M TKK M \ 

Boinas Aítvs XnviVmhrt* 12 «fe 

Considerando : 

f|tte el recurso mterptttsto es abiertamente improcedente, 
ya (|tte no corres] mude ablación t >n tillaría pira ante la Corte, 
sino en los casos c|ue enumera el art. 3? de la ley 49SH y en de- 
terminaitas causas sentenciadas |>or las Cámaras Federales. t \- 
ei|H-ii'm de Ta de la Capital. 

Que. p>r otra jarte y aceptando el recurso jmr h vía c\- 
trai ordinaria, es de observar que en estas actuaciones no se trata 
de causa alguna comprendida en el art. 100 de la Constitución Na- 
cional, ni en las leyes 4K y 4055. que rigen la jurisdicción ícdi - 
ral. restrictiva pir su naturaleza. 

Pot esto, se confirma la resolución de fs. S. Xntifirf^e v 
devuélvanse. ' * 

J; Fita KROA Al. CORTA. — KriHERTO 

Rr.ptTTo. — R, Grmo Lavai.i.k. 
— Antonio Saoarxa. 
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Don Marcos Masor contra don francisco Perca Comas, por in- 
demnización de daños y perjuicios. Contienda de compe- 



Siomrio: L'na demanda ¡mr indemnización di' daños y |jerjui- 
cios que se dicen ocasionados ¡»or una quiebra pedida con 
manifiesta injusticia, importa el ejercicio de una acción per- 
sonal cuyo conocimiento corresponde al Juez del domicilio 
del demandado, Artículos 101 y 747 del Código Civil ; art. 
4», Código de Procedimientos de la Capital, supletorio en lo 
federal por disf>osicióri de la ley 3981. (Xa se trataba del 
cumplimiento de un contrato, ni de ejecución de sent 
ni de la persecución de un delito del derecho penal). 

C'cwo; Lo explican las piezas siguientes: 



;X DEL SEÑOR PROCURADOR < ¡EX ERAL 

Uuei** Aires, Noviembre 9 de 1927. 

Suprema Corte: 

Marcos Masor fué declarado en quiebra ante el juzgado Ci- 
vil y Comercial de la ciudad de Kio IV (Provincia de Córdoba), 
a pedido de Francisco Pérez Costas, comerciante, domiciliado 
en la Capital de la Xación. 

Obtenido por el fallido el levantamiento de su quiebra, se 
presentó ante el mismo Juez de Rio IV. demandando a Pérez 
Costas por los daños y perjuicios que la metí ida decretada le 
bahía ocasionado, afirmando que el pedido de quiebra le habia 
sido formulado con manifiesta injusticia. 

Al notificarse a Pérez Costas Ta demanda, acudió al juez 
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de su domicilio, en la Capital Federal, requiriendo trabase con 
el (le Rio IV, cuestión de competencia por inhibitoria, en razón 
fie ejercitarse en la causa una acción |>ersona1 ejecutable, única- 
mente, ante el juez de su referido domicilio. 

Propuesta la inhibitoria, el juez de Rio IV no lia hecho lu- 
gar a ella, frailándose asi ta presente contienda de ctniipetencia 
míe viene a V. E. tiara ser dirimida en virtud de lo dispuesto 
por et art 9» de la ley 4055. 

De lo precedentemente relacionado se deduce que la de- 
manda no tiende a exigir el cumpliminto de un contrato, ni la 
ejecución de una sentencia, ni se intenta la i>ersccución de un 
delito de derecho penal. 

Se promueve simplemente una demanda ordinaria, a liase 
de acción personal [ior cobro de sumas de dinero, acción iicrso- 
nal que emana ele una de las varias f tientes reconocidas por el 
derecho, lo que determina el conocimiento del Juez del domicilio 
del demandado en la substanciación del litigio, según los princi- 
pios generales del derecho y la doctrina uniforme de V. E. en 
casos análogos (S, C. N. 103: 29; 148. 194^ 

Opino, por ello, que la presente causa corresponde ser tra- 
mitada, sin perjuicio del fuero, ante fos tribunales de la Capi- 
tal de la Nación. 

Horado A*. Larrcta. 



FALLO DE LA CORTE SITUE. M A 

Buenos Aires, Noviembre l<> de 1928. 

Autos y Vistos: Los de contienda de competencia por in- 
hibitoria t ralwda entre un Jue* de Comercio de esta Capital y 
otro en lo Civil y Comercial de Rio IV. Provincia dd Córdota, 
para conocer en la demanda deducida por don Marcos Masor 
contra don Francisco Pérez Costas, sobre daños y perjuicios. 
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V Considerando : 



< hiv lm anicee< k ntis del casn acreditan que la presente con- 
tienda proviene de que tos referidos jutas fundan n.-siicct ¡va- 
lúente la jurisdicción asumen, el primero en que él es el 
Juez, del domicilio del demando, y el M-guudo ni que la dcirau- 
ila por daños y perjuicios emerge de otra causa seguida amo 
aquellos tr¡J)unaJes. 

Une (leí examen de los autos resulta que no se traía en el 
mb /W(,v de una causa encaminada a t-xiiíír el cumplimiento de 
mi contrato, ni ta ejecución de una sentencia, ni se intenta la 
l*:rsvcucióii «le un delito del derecho penal;, sino que se promue- 
ve una demanda ordinaria a liase fie acción personal por cobro 
de determinada -nina de rimen». 

¡Que definido el carácter perlina! de la acción entablada 
por emanar ésta de una de las fuentes de dicha acción reconu- 
cíila i « ir el derecho, y atenía la denuncia del propio actor y la 
invocación del demandado re-q<ccto al di mi ¡cilio de éste en Bue- 
nos Aires, es endenté que la Competencia en el caso reside cu el 
Juez de esta Capital, con arreglo a la constante jurisprudencia 
que esta Corle ha fundado en expresas dispwiciones legales (ar- 
tículos I0tl y 747 Código Civil: art. 4" Código de Procediroten- 
tos de la Capital, supletorio en lo federal por disposición de la 
ley |¡M : Kallos: tonm p%, 29; touío I4tf, pág. 1°4. entre 
otro-, j. 

JVr ello, y de conformidad con |o dictaminado por el Se- 
ñor Procurador General) se declara que el conocimiento de esta 
causa corresponrle al Juez de esta Capital, sin perjuicio del fue- 
ro. Kn consecuencia, remitan sele los autos y hágase salwr esta 
resolución al Juez en lo Civil y Comercial de Rio Cuarto, en la 
forma de estilo. Repóngase ( -I papel. 
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Compwh Swtff ili' La I'lutii. soétedad lUióMttui. confita la So- 
cictituf í'iurio del Rosa tia. sobre ívjMiV/íÍh eftj pago. 

Sutmrh\ Lm ar líenlos 450. 451. 45 2, 983 y 463 y 464 ele las 
I >rdenan/as de A* luana reunieren como requisito fundamen- 
tal |>ara ser tratados tale.-* liareus en relación a tales mcrcade- 
ría- o mío procedentes de ultramar. que conduzcan efectos 
sujetos a derechos de importación a su entrarla al jtíiís. y 
hallándose la arena y piedra libres de derecho de introduc- 
ción en virtud del art. 4" de la lev 11.281. de 29 de No- 
viemlife de \ l )2X no es de aplicación d art. 30 fiel contrato 
de concesión dd Puerto del Rosario a las introducidas el 
a fin 1 1 >2a jtnr la Compañia Swiít de La i Mata pnr «ti inueíle 
particular. 

Cuso : [j3 implican Ui> pie/as luiente- \ 

SV.XTV.Si ! A lir I \ CAMAMA I-TOKKAl. í»-; APKI.M'IÚX 

\ ¡stas tüg atU>íS t'oinpania Suiít de T.a Plata, saciedad 
anónima contra Sociedad Puerto del Rosario > . repetición de. pa- 
go <Kxp. \ v mmy ; 

Y t 'misiderarido: 

]'•' (Jur las lirjdiilai-NMhs ife tojas 12 a 32. cuya numeración 
transcribe la sentencia de fs. 17.Í. satisfechas pnr la ^Kirte aetu- 
ra. referíanse a «iteraciones de cabotaje, por las que la sociedad 
demandada carecía de derecho a cobrarlas, pues SU privilegio del 
art. M) del contrato de construcción del Puerto de esta ciudad 
comprende lan sóln las u] H-raciones de ultramar. Las protestas 
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correspondientes a ilichos pagos, de las escrituras! de fs. 52 a 
68. atuden, evidentemente, a éstos al referirse cada mía al jago 
de la fecha respectiva, que coinciden con las de las liquidaciones 
mencionadas de fs. ]¿ a ,Í2, resultando asi de todo punto preci- 
sas, pertinentes y formales. 

Kl caso snh judie? es de importación de arena para la 
construcción del Frigorífico Swift desde los puertos inmediatos 
uruguayos Conchillas. Colina y Carmelo, descargadas eti el mue- 
lle de propiedad de la parte actora, ubicado fuera del puerto de 
Rosario, pero dentro de su zona de influencia. V fué decidido 
doctrinariamente, a los menos» i*>r el .Ministerio de Hacienda, 
en el expediente original agregado de fs. X.Í a 90. en el sentido 
de la demanda : de tratarse de operaciones de cainita je y que la 
empresa del puerto Rosario no ptxjia cobrar derechos {xirntarios. 
Kl tribunal adhiere a las opiniones de las diversas oficinas ase- 
soras de ese Ministerio, alli figurantes, y en particular a las del 
Señor Procurador del Tesoro (fs. 89 i y del propio señor Mi- 
nistro (fs. 90); cuino igualmente a las de expresión de agra- 
viéis de fs. 150 a 155, todo lo que considera ocioso rcinitir, 

, si como queda asi demostrado procede la demanda, es 
improcedente la reconvención. Siendo la cuestión tan clara y 
sencilla, la resistencia a aquélla ha sido manifiestamente teme- 
raria 

J'nr lanío, se revoca, con costas, en amias instancias, la 
sentencia de fs. 17.1 a 174 del 2M de Marzo próximo pasado, ha- 
ciéndose lugar a la demanda y desestimando la reconvención. 
Molifiqúese y devuélvase al juzgado de origen, donde se repon- 
drán los sellos. — Lnis V. Gonsúlcs. — J¿é M. Fierro. — 
Curios M. AviU\ en disidencia. 
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Bwnns Aires. Noviembre 19 de 1928- 

Autos y Vistos: 
Considerando: 

Que el recurrente ha so>tenidu que la inqjortación de arena 
y piedra prtícedentc de la República del Uruguay (Carmelo, Co- 
lonia y Conchillas), hecha por la Compañía Swift. no es opera- 
ción de calxrtajc. porque de acuerdo con lo dispuesto por los 
arts, 450, 452 y 463 de las f trdenanzas de Aduana "toda mer- 
cadería ilescargada en los puertos de la República que provenga 
de los estados vecinos o es tomada en tránsito de otra Aduana 
O Receptoría Nacional y sea eomluciila por buques de calwrtajc, 
estando sujeta a derechos de inm>ducción, se considera a los 
efectos de la descarga, como si procediese directamente de puer- 
to extranjero de ultramar.*' Agrega que la Sociedad del Puerto 
y el Gobierno al celebrar el contrato de 16 de Octubre de 1902 
usaron la expresión del an. .10 de este "operaciones de ultra- 
mar" en la acepción y con el alcance que tenía en la legislación 
vigente en esa fecha. 

Que el anteu!" 30 del contrato aludido dispone que "el 
Poder Ejecutivo np permitirá que por punto alguno de la costa 
se hagan operaciones de ultramar veinte kilómetros aguas arri- 
ha y veinte kilómetros aguas ahajo del puerto concedido, salvo 
convenio entre H Poder Kjeeutivo y la empresa." 

Que autorizada la Empresa del Swiít para operar por su 
muelle particular situado en ía zona de influencia, ha realizado 
operaciones de ultramar y operaciones de calxrtajc entendiendo 
que por estas últimas y en razón de la interpretación que atri- 
buye al art. 30, no está obligada a satisfacer a la empresa del 
Puerto del Rosario los derechos de puerto que ha pagado l*ajo 



< hie tanto el actor como d demandado m- hallan de acuer- 
do tu f|iu' la frase "operaciones de uhramar" empleada jK.r oí 
art. .í(>. ln ha sido ni i.pj»iumi ;i operadones de calKíiajc. de 
suerte ijiu- la determinación .Id concepto leyal de éstas traerá 
o mu. consecuencia, [a fijación del sentid., de aquéUaa, 

En d art. 440 de las Ordenanzas llama comercio fie cabo- 
taje el i|iu- m- hace i!e un., a'mrn punta de la República emrc 
un puerto de la República «> enire un puerto argentino y otro 
-Ir aginia efe las nad mes riínrefias situadas sobre las márgenes 
^te k* ríos interiores de l.i República o más arriha di- ¿Mus. 
"Todos mhenwMí, decía d autor de las ( >rdeuan/as' de Aduana. 
f>. Crisol A^uirre. «J el informe ¿on .|ue acompañad el pro- 
yerto ríe INfV>. , |Ut . cabotaje es una palabra .pie desuna Jas ope- 
radones pludales míe se hacen de un puerto a otro de la mis- 
ma Sacra»; ijue m una navegación reservarla en otros países a 
la marina nacional y.que se efectúa oni formalidades y papeles 
uY mar distintos a los necesarios para la uave-an.'m de ultramar."" 
t'erii. en la Xad.'.n \t ^i-utiria. a ptmt -le no haher ninguna 
ley -[lie lo establéala icrmmaiueinenie. se ha considerado siem- 
pre o un., cabotaje, no esta liavégaeióii, sin.. Ja entre puer- 
to, de la República y puern-s extraños, situados en las costas de 
Stts nos interiores u mas arriUi de estos: >e ha admitido a la 
navegación entre sus puertos, aún ante* de las leves fie la lihre 
nave-ación y tfe igualación de linderas, It.s lnir ( ties de otras na- 
cionalidades y s t . ha ¡,,,-tt,, y se liare la navegación con distintos 
p:i|«'les de mar y Coji distintas formalidades, considerándose un 
mismo huipu y en idénticos viajes unas vece* como de eahotaje 
y otras como de ultramar. " Di^esto de Hacienda de Hiram 
l'.wo. pág, 4U 

Qtit la ley 11.2X1. cayu articulo cuarto Üliera de derechos 
la impirtacion de arena y pie.lras. es de fecha 20 de Xovietn- 
hre d«- l*>2,í. sienrln. ]n, r consiguiente, aplicahle a la introducida 
el año W25 por el muelle particular del Swift. 
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<Jue. las Ordenan/as de Aduana, después de definir ( ,„e 
se entiende por comercio de caUitaje, preceptúan une las dili- 
gencias de entrada de los buques de cabotaje variarán. según la 
bandera de prudencia y la carga que conduzcan. V amparándose 
de esta última. <]i>tiii^«f tres hipótesis a salier: a» buques ni 

i,hI " su «"-gameiito sea de merca. leriaa extranjeras mi jefas 
a derechos de introducción, es deeir. a derecho* de importación; 
l»i buque* en <jue u«\n c| cargamento sea de frutos ., productos 
del país •• de artículos extranjero nacionalizados; e'i Tniijiu-s "ti 
míe el cargamento se;i en parte de los primero* v en parir de 
Jos *e»undo>. La descarga de lus buques .comprendida >s en el 
punto a • y en la primera parte del C > se fiará nm respeto a hs 
mcrcaderias sujetas a derechos de importación como la descarga 
de los tiuques de ultramar, procediendo o uno si bu dieran entrado 
directamente del eMrauj, ra Arts. 45(1. 451. 452, <m v <>S4. ( >r- 
detianzas de Aduana. 

One el concepto de estas disposiciotu > se repite en fus aris. 
4íi,í v -ki4 y ésto* y acuellas tienen de común < (1¡1 - «i todos los 
Supuestos se requiere como requisito fundamental para ser tra- 
tados ules tarcos en relación a tales mercaderías eonm 1 . n . ce- 
den tes de. ultramar, que conduzcan efectos sujeto* a derechos 




tjue en el caso malcría tleE presente recurro, la arena v pie* 
tira, como se ha visto, es libre «le derechos de introducción y 
j«.r enemente. M . h ;i n :i n :t f IUT:i ¡¿ & m % ^ r „ tUvr ¡_ 
das |*>r los artículos citados para que la oración pudiera ser 
considerada como de ultramar. Antes bien, aquella misma cir- 
cuí i>tain ¡a permite asimilar las operaciones realizadas a la* pre- 
vistas ,K,r el art. 451 de las < >rdci,anzas de Aduana, eslo es. de 
cal» naje liso y llano. Argumento del art. 9$7. 

Que siendo esta la interpretación que corresjuiude dnr eil 
eí caso a los artículos en que el recurrente ha fundado sus pre- 
tcnsiones. e> evidente que no sería de aplicación el art. ¿ del 
contrato que alude exclusivamente a operaciones de ultramar. 



158 



FALLOS 1*E I.A CORTE SI PKKHA 



En su mérito, se confirma la sentencia apelada en la parte 
que ha podido ser materia del recurso. Notifiqutst y devuélvan- 
se reponiéndose el papel en el j tugado de origen. 

A. Bermejo. — J. Fichero* Al- 
corta. — Roberto Repetto. — 
R. Griuo Lavalle. — Antonio 
Saoarna. 



Don José ti'irky contra h Provincia tic Rut re Kios. sobre daños 
y per ¡niños provenifHies de un nnbarrfo tic htKicmias. 

Sumario ; V* Si bien la Curte Suprema no puede rever decisio- 
nes judiciales de provincia dictadas en ejercicio de faculta- 
des propias (Fallos, toniu 29, página 446; tmno 125, pági- 
na 358), es también cierto que el simple enunciado y cons- 
tatación de i'sos prnnunciainicmns no tasfan («ra impo- 
nerle a ella decisiones que. como un efecto necesario, ahi- 
ten a la entidad solierana o autónoma demandada. 

2* Sin la prueiia del arrendamiento no es eficaz el re- 
clamo de indemnización por dafius en el bien arrendado o 
sobre cosas que en él y por razón del arrendamiento se en- 
contráis. 

3 El Estado no responde por actos de sus agentes en 
obrando en el carácter de "Pínler Público." 



Caso - Lo explica el siguiente; 
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Kufiins Aires. Xuviimbrc P> ilc 
a 

Y Vistos: los del juicio instaurado por don José Wieky, 
vecino de la Provincia fie Santa Fe contra la Provincia de En- 
tre Ríos jwjr daños y perjurín» provenientes de un embargo de 
haciendas, de cuyas constancias. 

Resulta : 

l'> (Jue cheba |M.>rsona se presenta manifestando: que de- 
manda a ta provincia mencionada [Mir daños y |)er juicios que. es- 
tima en ciento treinta y tres mil trescientos noventa y cinco pe- 
sos con cuarenta centavos moneda nacional, a cuyo jxujo pide se 
condene a la demandada o en su defecto, a lo qite fijen arbitros. 
Se funda en los siguientes hechos : tiene en San Lorenzo, pro- 
vincia de Santa Fe un establecimiento de explotación aerícola 
ganadero: en 3 de Noviembre ríe 1922 tenia, destinados a esa 
explotación, doscientos sesenta y tres animales vacunos, los «ta- 
les había trasladad*» anteriormente "a su campo de isla en juris- 
dicción de Victoria (Fntre Ríos), se trátala de animales de tqx) 
Durhani y Holandesa ele explotación lechera: en i de Noviem- 
bre el comisario Pedro A. Reyes de la Provincia de Entre Ríos 
penetró en "el campo que posee" y a que se ha referido, en su 
ausencia y "Sin formalidades de juicio" eniharr>ó y secuestró 
los 263 animales; su encargado Cipriano Ruiz protestó sin resul- 
tado y las autoridades de Victoria se negaron a la devolución; 
reconoce que esas autoridades "exigieron a Cipriano Pérez las 
vías proliatorias*' quien les indicó donde podían encontrarlo" ; en 
vista de la insistencia policial, f>or intermedio de su apoderado 
señor Quintana, exhibió al jefe de policía las guias justificati- 
vas de sus animales sin obtener la flevoliición pirque antes le 
exigían al j«igo de 20 pesos diarios a la ftersona de Pedro 
Martínez. detx>sitario de la hacienda. 
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Nevadas las actuaciones i*tlicialcs a! juzgado de Primera 
Instancia iir \ kinri.i. é-te. conforme a] dictamen fiscal, las 
anuló pero apestar % esa resolución, la hacienda no le fué de- 
vuelta y sufrió tm juicio por enhro iU' pesn* iniciado por el 
duiíio del canil m en (|iie pastal m. ese inicio de Avendaño "ins- 
truido fmr la policía", se tramitó ilcgalnicnlr y fué anulado por 
el Superior Trihimal de JtiMtcia. pero tos animales fueron nina- 
úwfes y apenas pudo él calvar aUjo de mi valor. 

La [Miela ettírerrtana se fundó, para proceder, en los ans. 
(4, 15 v 27 iK-1 Decreto Ki^latiHiuarin di- 20 de Enero de l'»20 
y art». JV> y 2_M del l odiyo kural. pero d art. 219 condena 
ti proceder policial y el fiérrelo ketdrmuiUarfíi "se refiere a 
hacienda en tránsito" y no a hacienda radica-la cuino es el caso 
de aillos. I '".numera la cantidad, clase, mareas de los animales 
mil «arcados, hace la apreciación de h>s mismos v de los perjuicios 
consecutivos a su emkin¡o. ^viuMm y venta, refetiítos a su 
tu-ocio «le lauiU. en San l.nreii/o y Rosario. |>ara llcyar a la 
cantidad de ís J.HO30 de los que deduce 5M4 |k*sos une redhió 
en Victoria mm<» saldó de la venia. Indica varins documentos 
judiriaV» comprobatorios de lm hechos relacionados y ente ofre- 
ce a efectos riel inicio. 

Invoca el art. I" de la ley N" 4* > los ans, litio, lili. 
líM, H22- I9m y VKU del Código Civil. 

Pide ci.udene a la provincia por la suma de 13.0->5 pesos 
con 50 centavos o lo tpw dentro de ella filen arbitros, y la- cos- 
tas de] juietii. 

J" l'l Sr. I "rnesto U. Prcgosi, apoderado de ta Provincia 
de Km re Ivtos. contesta la dcmatida a í>. y dice: "Desconoz- 
co la narración <le hechos contenida en el escrito de demanda v 
pr-. M mada corno h.i-e de la pretendida responsabilidad ipie se 
finiere atrihuir a la Provincia de Knlrc Kíos. por imaginarios 
perjuicios t|tte el actor pretende rpte |e han irrogado y .-nstetlgo 
y afirmo la inipn ice. lene ia de la acción e iitaplicahifidad «leí de- 
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reeho invocado y que en consecuencia la demanda debe ser re- 
' chazada con expresa condenación en costas. 

No sabe si et actor posee establecimiento de campo y si es 
exacta la calidad que atribuye a sus haciendas, pero si salie que 
introdujo hacienda a Km re Ríos con violad&n de las disposido- 
ties generales del decreto de JO (Je Muero de 1920 v que. a |>esar 
de los reiterados requerimientos, no se consiguieron los compro- 
Imnies que ese decreto exige; ante esa actitud de "Wicky" "y 
tratándose de hacienda en tránsito", se aplicaron los arts. ¡4, 15 
y 27 del aludido decretu comprendido en el Código Rural. * 

\\ icky ha presentado falsamente el caso como comprendido 
m el art. 219 del Código Rural, siendo aplicables, en cambio, las 
disposiciones referentes a la "hacienda en tránsito v transcribe 
los citados arts. 14 y 15 del decreto de 1920." 

Es cierto que la autoridad judicial de Victoria anuló. | R >r fal- 
la de antecedente*, bs actuaciones policiales, |>ero la Provincia 
no es res|toiisabte de los ulteriores perjuicios debirlos a la inac- 
ción n terquedad de W icky en el juicio que le promovió Aven- 
daño y en el que nada tuvo que hacer la Provincia. Cita el art. 
M U del Código Civil y un fallo de la Cámara de Ablaciones 
en lo t mi inserto en el tomo ir,, pág. 266. según el cual una 
multa y prisión causadas por culpa del demandante y su 
domo no pueden hacerse jiesar sobre la auloridad que 

Afirma que deben distinguirse los actos que la autoridad rea- 
liza en virtud de su imperiuni de aquellos que ejecuta como sim- 
ple persona civil, y (pie los primeros no dan acción contra el so- 
berano aunque haya transgresiones dé sus funcionarios. 

P fjue abierta la causa a prueba, las partes produjeron la 
que cu tiempo y furnia solicitaron, pero esta Corte anuló la que 
corre de fs. 58 a 66 por defectos esenciales en su producción. 
Las fv-irtes alegaron de bien probado de fs. 22.1 a 298 vta., rea- 
firma udti sus pretensiones y se llamó autos para definitiva ( i* 
229, y 




162 



FALtOfi DE I.A CORTE St'PHE M A 



Considerando : 

Primero: (Jue está plenamente proliado el hecho del em- 
ita rgo y secuestro de haciendas que Wicky ti*nia cu el lote ló 
de Islas de Victoria, Provincia de Kntre Ríi>s, medida ordena- 
da por el Jete de Policía del citado Departamento, en virtud de 
\n> ci iinunicaciones de su representante de Islas en que le ma- 
n i íes tula, en Octubre 31 de 1**22, que desde hacía mes y medio 
don José Wickj intnxhtcia animales sin que se consiguieran 
los comprobantes de la misma, por lo cual no hahía |>odido ser 
contratada la hacienda y atentas las advertencias {funerales y lo 
que disponen tos arts. 14. 15 y 27 del decreto de 20 de Lnero 
tle 1920, fs. 1, del expediente agregado en copia, caratulado "I\>- 
licia local — Embargo de haciendas no se mencionan, como afir- 
ma la demanda, los arts. 219 y 224 del Código Rural " 

Segundo: Que es, asimismo, exacto que tratado el embargo, 
hecho el secuestro y nombrado deiwsitario de esas haciendas, el 
sentir Jefe de Policía pasó los antecedentes al Juzgado de 1* Ins- 
tancia de Victoria, el cual, previa vista fiscal, sin más trámite, 
anuló los procedimientos policiales por violación del art. 219 del 
Código Rural tle Entre Ríos, que preceptúa: "La autoridad no 
puede proceder de oficio a investigar si en una estancia hay ani- 
males ajenos o de marcas desconocidas" ; y que, rio habiéndose 
entregado la hacienda a su dueño, no obstante gestión directa 
del apoderado de Wicky ante el Jefe de Policía, el dueño del 
cani|Hi donde aquellas pastaban, señor Avendaño, siguió juicio 
jara cobrar su im]»orte. vendiéndose los animales en publica su- 
basta, juicio anulado en la última instancia judicial de la Pro- 
vincia (expediente antes mencionado y el otro que se carátula 
"Copia autorizada de torio lo actuado en el juicio W icky José, 
nulidad fiel juicio ejecutivo seguido en su contra por don Luis 
Y. AvendafuC 

Tercero: One no ha demostrado, ni intentado demostrar el 
actor, su afirmación en el escrito de demanda (fs. 5). de que 
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Avendaño actuara al ejecutarlo, "instruido por la policía" v el 
mismo Wicky al absolver posiciones a ís. 25b y 257, niani fiesta 
que las autoridades de Entre Ríos no intervinieron liara nada 
en el aludido juicio, ; I )e dónde podría surgir, entonces, la res- 
iMinsabilidad de la Provincia por las COI ¡secuencias o efectos del 
mismo? El actor entiende eme, además del hecho inicial, esa res- 
ponsabilidad emerge de la negativa de la jiolicía a entregarle las 
haciendas con posterioridad al auto del Juez de Victoria, anu- 
lando las actuaciones de embargo y secuestro, pero en dicho 
auto no se ordena la devolución de las haciendas (ver ís. 7 del 
expediente judicial agregado), ni Wicky aparece pidiendo al 
Juez que ordeñe esa entrega como consecuencia de su pronuncia- 
miento. Su desestimada gestión directa no puede originar res- 
ponsabilidades por razón de! juicio que un particular le iniciara 
justa o injustamente, porque, como lo man i fiesta el Jefe de Po- 
licía, en su contestación tic fh, 8H vta. "sin la exhibición de cotia- 
probantes un era fwsible la entrega", ello está de acuerdo con 
disposiciones del Capitulo 11, titulo II, sección V. del Código 
Rural, que exigen para la hacienda en tránsito o que se intro- 
duzcan a ta Provincia o se extraiga fie ella, las guías y holetos 
de marcas (fue acrediten la propiedad, etc. 

Cuarto: Que referida la responsabilidad de la Provincia, el 
hecho inicial del emita rgo. del cual serían consecuencia lógica 
la demanda de A vendarlo y la venta de los animales, corres- 
ponde analizar y caracterizar jurídicamente ese acto, pues si 
bien la Corte no puede rever decisiones judiciales de Provincia 
dictadas en ejercicio de facultades propias (Fallos, tomo 29, pá- 
gina 446. tomo 125, p. ,Í5S), es también cierto que el simple 
enunciado y constatación de esos procedimientos provinciales no 
basta para imponerle a ella decisiones que. como un efecto nece- 
sarin. afecten a la entidad soberana, o autónoma demandada. 
El auto del Juez provincial es un hecho que, en cuanto se le 
sii] >nne generador de los derechos y obligaciones argüidas en es- 
te pleito, debe ser ampliamente examinado, como podría serlo 
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una revolución o la catástrofe consecutiva a la ruptura de un 
puente, en que se imputara culpa o negligencia a la Provincia y 
a pesar de que alguna autoridades local hubiera declarado esa 
culpa. 

Quinto: Que las disposiciones en que la autoridad jwlicial 
se fundó para proceder al embargo y secuestro de los animales 
que VYicky decía ser suyos, no fueron las comprendidas en el 
capitulo III del titulo 1. sección V. del Código Rural, entre 
las cuales se encuentra el art. 219 que el Fiscal y el Juez ríe 
Victoria Unieron en cuenta, y que se refieren a los "apartes y 
apartadores" y reglamentan relaciones y derecho* privados de los 
estancieros o ganaderos entre si al efecto de salvar las conse- 
cuencias de confusiones, pérdidas o entreveros de ganados, mar- 
cas y señales, mediante ooojieración en forma de rodeos donde 
Ins animales sean examinado* y puedan ser reclamados. Por eso 
se prohibe, en el art. 219 toda acción e intervención oficiosa y 
en el 224 se prohibe la entrada a campo ajeno a recoger ha- 
cienda sin |iermiso de su dueño. La jioiicin invocó el decreto de 
20 de Enero de 1920, que tío se ha demostrado que haya sido 
declarado inconstitucional ni ilegal |>or niugtiua autoridad pro- 
vincial ni nacional : y la invocación es correcta porque el articulo 
27 de ese decreto dice: "Los que introdujeran haciendas o fru- 
tos al territorio > de la Provincia, delierán ofrecerlos a examen de 
la autoridad policial del lugar en (pie se efectúe la introducción, 
quien hará las verificaciones corres] xmdientes. visando la guia 
en caso de conformidad. En caso contrario, procederá en la for- 
ma del art. .Vil del Código Rural." Por lo demás, ese articulo 
del l>ecreto es casi el mismo art. .179 del Código aludido y os 
concordante nm los arts. 353. 355. 35X, 35 ( >, 3f>0. 36íi, 371 y 37n. 

Sexto: Que la |iolicía pudo invocar ese decreto | virque el re- 
clamo de comprobantes se hizo, reiteradamente, a medida que 
la hacienda iba siendo introducida a Entre Ríos desde Santa Kc, 
desde hacia mes y medio anterior a la fecha de la denuncia del 
comisario Reyes ( fs. 1 del expediente agregado) y la circuns- 



HE JUSTICIA 1>E EA NACIÓN 



165 



tanda de que. por tolerancia, no hubieran sido detenidos los ani- 
males a medida que entraltan <> eran requeridos los etmtjtn Cui- 
tes, tío amengua la facultad policial jara seguirla en demanda 
de esa justificación ti j-ara las medidas precutorias <[iie la ley 
predetermina. 

Séptimo: Que el señor Wicky no ha proliado ser propietario 
del lote 13 de Isla de Entre Ríos ni de otro terreno en donde sus 
animales se encontraren. En las actuaciones policiales incorpo- 
radas como pruelía por eí actor, éste menciona "mi campo", — 
"campo propio" para designar aquél y en la demanda también 
liace las mismas afirmaciones de dominio, pues a fs. 3 vía. dice 
que había trasladado la hacienda a su campo. de Isla Jurisdicción* 
Victoria; a fs. 4. dice tjue la autoridad i Milicia) entrerriana en- 
tró al "cam|jo de su propiedad", expresión repetida a fs. 6, ca- 
pítulo V. Eli el curso del juicio, sin embargo, el señor Wicky 
trata de demostrar que es arrendatario del señor Santiago Zanettt 
(fs. 133, 140 y 141), pero este mismo señor manifiesta a fs. 
133, que desde 1916 no es propietario del campo aludido, sino 
la señora Jacinta Cabazza de Prat. El actor, por lo demás, no 
ha acompañado ningún documento justificativo de arrendamien- 
to, y la Corte ha declarado en caso González Piquer contra la 
Provincia de Buenos Aires por daños y |ierjuicios que, sin esa 
pruelta del arrendamiento, no es eficaz el reclamo de indemniza- 
cton por daños en el bien arrendado o sohre cosas que en él y 
por razón del arrendamiento se encontraban. En ese campo, que 
resulta no ser de Wicky, ni de Zanettt, que el Jefe de Policía 
dice que es fiscal y cuyo arriendo no ha prohado el actor, i*ne- 
tró el comisario Reyes sin necesidad de orden judicial de alla- 
namiento, que no procede, con testigos resjíonsables, pidió y 
olrtuvo rodeo de parte de Rute y procedió al eniliargo y secues- 
tro que su superior, la ley y los reglamentos preceptúan. No ha 
demostrado el actor los excesos de fuerza que arguye. 

Octavo: Que aún aceptando la comisión de excesos, erro- 
res, falta o negligencia por parte de la autoridad policial de Vic- 
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toria, en los liedlos <jue sirven de liase a la demanda, es induda- 
ble la ineficacia de ésta por haber actuado los funcionarios de 
Estado en ejercicio de la función de "Poder Público"; por actos 
jure iuif*eríu, y en tal concepto no procede la responsabilidad de 
la Provincia. Nada mas expresivo, en efecto, de la actuación 
del Estado como "Poder Público" que las funciones de poticia y 
esta Corte ha declarado la irresponsabilidad del Estado por ac- 
tos de sus agentes obrando en tal carácter. Fallos, tomo 99, pá- 
gina 22. 

Por lo expuesto se resuelve: Absolver a la Provincia de 
Entre Ríos de la presente demanda, sin costas, por la naturaleza 
de las cuestione* debatidas. Xotifujuese. remugase el papel y 
archívese. 

A. líl.KMK.in. — J. FlíUTROA Al- 
CORTA, — RoHKRTO Rk.PF.TTO. 

R. GüJDO Lavalle. — Antonio 
Saí;arna. 



CompañUt Síi'ift de f.ii Pinta contra hi Sotiedud Puerto de! Ro- 
saría, sobre devolución de sumas d.' difiere 

Sumario: \" Habiéndose dictado la ley í 1.308 el 7 de Noviembre 
de 1923. ningún aumento de tarifas en el concepto del art. 
59 de la ley anterior. 10/00, pudo ser legalmente exigido 
desde aquella fecha a los particulares, sin (pie previamente 
hubiese sidd autorizado y apmhado por el l'oder Ejecutivo 
Nacional; en consecuencia, siendo los pagos, cuya repetición 
se demanda, de fecha posterior a la sanción de aquella ley, 
corresponde sn devolución, dado tpic la empresa del Puerto 
del Rosario no estalm autorizada en esa fecha |ior el Poder 
Ejecutivo para hacer efectivo el aumento de tarifas. 
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2* El decreto de 23 tic Noviembre de 1925 no tiene otra 
alcance que el de cumplir con el requisito legal requerido 
|M»r la ley 1 UtiK, y no es tanateo, revocatorio del anterior, 
miesto que en él se afirma categóricamente que el de 21 de 
Abril de 1925 ha podido válidamente dictarse. 

Ctuw Lo explican la* piezas siguientes: 



SKÍÍTRNCIA UKI. JVE7. KKDF.KAL 

Rnsario, Octubre ? fk 1027. 

Vistos estos autos seguidos por la Compañia Swíft de La 
Plata, contra la Sociedad Puerto del Rosario sobre devolución 
de un mil trescientos sesenta y cuatro pesos con siete centavos 
moneda nacional de curso legal, con intereses y costas, prrtceden- 
te del cobro de un 1 por ciento adicional, que el actor conceptúa 
¡legalmente hecho. 

Y Considerando, que: 

l v Atenta la conformidad del actor, deben considerarse 
eliminadas de la cuestión las partidas a que se refiere el párrafo 
c) de la precedente planilla hecha por secretaría: no asi las in- 
volucradas en el párrafo a), desde que de autos no aparece con 
claridad que exista a ese respecto cosa juzgada. El pago por 
error o causa inexistente piído hacerse dentro o fuera del juicio 
anterior, sin que la circunstancia de existir litigio por otras cau- 
sas, enervase los derechos del actor a exigir su repetición. 

2* Por lo que respecta a las partidas motivo de controver- 
sia, ha de admitirse como principio general, que la sociedad 
Puerto del Rosario no tuvo el derecho de cobrar otras tarifas 
que aquellas autorizadas i»or el Gobierno Nacional. 
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3* El 1 i«>r ciento, motivo del litigio, no está autorizado 
por el contrato de concesión, 

4 V fia ley 16.650 (art. 9, inc. 5 V , concordante con el inc. f ) 
de la lev ll.JOKi. impuso a las empresas ferroviarias o asimi- 
ladas a tale*, el {jago de uti aporte para la formación dd fondo 
de jubilaciones ; y en su art, 59 las autorizó a aumentar sus tari- 
fas en la proporción necesaria para satisfacer dicho ajxjrte. 
Compréndese sin esfuerzo que en tales condiciones el aumento 
de tarifas no pudo efectuarse sin que el Poder Ejecutivo deter- 
minara su quantum y también el momento a partir del cual se 
le pondrían en vigencia. 

5 ,J Habiendo dado su autorización el Poder Ejecutivo re- 
cién con fecha 23 de Noviembre de 1925 (fs. 29), la Sociedad 
Puerto del Rosario no pudo cobrar la tarifa adicional antes de 
esa fecha, y debe, por lo tanto, devolver a la parte actora, lo que 
percibiera por tal concepto. 

6» l-i hipótesis de que el decreto del Poder Ejecutivo tuvo 
fuerza retroactiva, no resulta fundada, pues nada se lee al res- 
pecto en su texto, apareciendo, por el contrario, otro decreto 
anterior en que se negaba a la Sociedad Puerto del Rosario el 
derecho a cobrar el adicional discutido (fs. 28, Abril 21 de 
1925); y aún suponiendo que se tuviese por dudoso el punto, 
corres)Hinderi<i todavía aplicar la disposición de los arts. 3 y 4 del 
Código Civil, por cuya virtud las leyes no tienen efecto retro- 
activo, ni lo tienen aquella cuyo objeto sea aclarar o interpretar 
otras anteriores. Lo que se establece para las leyes, puede lógi- 
ca y razonablemente hacerse extensivo a los decretos. 

7" I-a cuestión de si la Sociedad Puerto del Rosario estuvo 
o no obligada a pagar a la Caja de Jubilaciones el porcentaje 
legal, antes de conseguir autorización jwra aumentar sus tarifas, 
es ajena al litigio, y no delw influir en su solución. 

iSv Tampoco es admisible que por constituir el adicional un 
accesorio sea exígihle en lo principal, desde que se discute sim- 
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pleincnte a partir i U- qué momento se reputará legalmente exigi- 
lik* ese accesorio. 

9^ La cuestión de si son q no eficaces los protestos hechos 
por el actor para dejar a salvo su derecho, de1« resi »1 verse afir- 
mativamente a mérito de la jurisprudencia sentada en casos aná- 
logos. 

10" PpT razones idénticas resulta im|in medente imponer 
costas. 

Fallo: condenando a la parte demanda a |)agar a la acttira 
dentro de tercero dia y por los conceptos expresados en la de- 
manda, la cantidad de mil trescientos cincuenta y nueve pesos con 
setenta y cinco centavos moneda nacional, con sus intereses des- 
de e! 26 de Agosto de 1926 hasta el dia del pago. Las costas en 
el orden causado. Insértese, hágase sal»cr y repóngase. 

ímn Alvares. 



SKNTKNCIA I1K LA CAMARA FEDERAL ÜE ABLACIÓN 

Rosaríw. Fcbrcm U de 1928. 

Vistos en acuerdo los autos seguidos por la Compañía Swift 
de l-t ['lata contra Sociedad l'uerto del Rosario, sobre devolución 
de sumas de diñen» (exp. X* +46(27). Por sus fundamentos y 

Considerando : 

* 

l v Que i»c>r el decreto de 21 de Abril de 1925 en que se 
declara que la Sociedad Puerto del Rosario no ha podido apli- 
car e( aumento de tarifas sin autorización previa del Poder Kjc- 
cntivo, se ordena la sus|>ensión iniuetliata de su cohro, impo- 
niendo a la empresa la obligación fie devolver los respectivos 
importes ipie ¡Kir (al concepto haya percibido. 
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2" Que si bien t«tr deerein ¡M^lcriitr fué autorizado el puer- 
ta \XiTS. cobrar el aumento de tarifa, esta autorización no puede 
tener efecto retroactivo. |«in¡ue natía se diCf al respecto en el 
decreto de referencia y ]>ori[ue mi efecto sería do aplicación im- 
(«isilile en d caso de que la empresa hubiera cumplido las obli- 
gaciónes cjue se le imponía «le devolver los indel idamente co- 
1 irado, qpue es la h», ¿tesis legal, única que el tribunal debe con- 
templar. 

Ptür tanto se confirma, con costas, la sentencia apelada fie 
fs. VJ7 a P>K. fecha 3 de * fctubre de 1927, imponiéndose a la 
demanda también las (le primera instancia en razón de tratarse 
ck" la ( le vi il lición de un cobro indebido. Notiíiquese y devuélvan- 
se al juzgado de origen donde se repondrá el sellado. — Julián 
Pa¿. _ : $¿uü t '. ConaiUc — Híh'ujiw T. Mar time. 



FALLO DE LA CORTE Sl'PREMA 

Buenos Aires. Noviembre 21 de 1W8. 

Y Vistas: d presente juicio seguido por la Compañía Swift 
de La Plata contra la Seriedad Puerto del Rosario por devo- 
lución de sumas de dinero venido por recurso extraordinario de- 
ducido contra sentencia de la Cámara Federal del Rosario. 

Y Considerando: 

Oue la actora reclama la devolución de las sumas pagadas 
por ella al Puerto del Rosario cu concedo de uno por ciento 
adicional sobre las tantas en vigor, funda: a) en que N empresa 
mencionada no ha podido aumentar sus tarifas sin mediar auto- 
rización previa del Poder Ejecutivo como lo requieren las leyes 
KUoO v I1.30S sobre jubilación de i>ersonal de ferroviarios; 

l»> Kn el decreto del Poder Ejecutivo de 21 de Abril de 
1925 iHir el cual *e declaró que "la sociedad del Puerto del Ro- 
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sario nú lia podido aplicar el aumento de tarifas a que se ha 
hecho referencia sin autorización previa del Poder Ejecutivo y 
que en consecuencia delierá suspender de inmediato su cobro, 
devolviendo a los interesados los respectivos importes que por 
tal concepto hayan percibido. 

One a su turno la sociedad demandada para cohonestar 
*la legalidad fiel derecho adicional de 1 % se basa: ai en que ese 
aumento está autorizado por el art. 59 de la ley fg» 1 0.650 y 
|H>r decreto del Poder Ejecutivo de 2i de Noviembre de 1925 ¡ 
I') en que el asentimiento del Poder (Ejecutivo al aumento de 
Jas tarifas no requiere ser previo pudiendo autorizarse atpiél 
antes o después del eohro; c, en que la ley 10.650 no establecía 
la necesidad de requerir la autorización del Poder Ejecutivo 
l«ara el aumento de las tarifas. 

Que aún en el supuesto de que el art. 59 de la ley N* 10 650 
pudiera ser interpretado en el sentido de que no era necesaria la 
autorización previa del Poder Ejecutivo para que la empresa del 
Puerto del Rosario aumentase sus tarifas en el proporción ne- 
cesaria a satisfacer el aporte que estalla obligada a realizar a 
la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de Empleados Fe- 
rroviarios, es indudable que después de la sanción de la ley 1 1.308 
complementaria y interior a aquélla la solución de tal cuestión 
ha quedado resuelta en forma expresa por la Última al decir 
"el fondo de la Caja se formará con las asignaciones siguientes : 
COli el remanente que actttalmente existe acumulado y el que 
en adelante hubiera proveniente del aumento de tarifas que e¡i 
virtud del art. 59 autorice el P. E. y que resulte después que las 
empresas hayan alionado la contribución mencionada en el ar- 
tículo 5V 

Que habiéndose dictado la ley 11.308 e] 7 de Noviembre de 
1923. es evidente de acuerdo con el texh. trascripto f|tie n i„. 
gún aumento de tarifas en el concepto del art. 59 de la ley an- 
terior 10.650 pudo ser legalmente exigido desde aquella fecha 
a los tKirticuíares sin que previamente hubiese sido autorizado 
y aprobado por el Pinler Ejecutiva Nacional. 
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Otee» los pagos hechos ¡M>r el Frigorífico Svtift a la empre- 
sa del Puerto del Rosario en concepto del 1 f .¡ adicional sobre 
las tarifas en vigor y de cuya repetición se trata en el pre- 
sente juicio corresponden a una feclia posterior a la sanción 
% la ley 11,308, comprendida entre los meses de Mayo del año 
1924 y él mismo mes del año 1925 y por consiguiente a su res- 
¡K-cto no es visible, disensión alguna acerca de la necesidad le- 
gal ru que se hállala la empresa del Puerto para rec[uerir la 
autorización del Poder Ejecutivo a fin de hacer efectivo el 
aumento. 

ijnc el decreto de 25 de Noviembre de 1925 no tiene otro 
alcance que el de cumplir con el requisito legal requerido por 
la lev 11.308 y nó es tampoco revocatorio del anterior puesto 
que en el se afirma categóricamente que el 21 de Abril de 1925 
ha jxidido válidamente dictarse. 

En sn mérito y por los fundamentos concordantes de la sen- 
tencia de la támara Federal del Rosario, se la confirma en la 
parte que ha podido ser materia del recurso. Notifíqucse y de- 
vuélvanse reponiéndose el papel en el juzgado de origen. 

A. Bermejo. — J. Ficiteroa Al- 
corta. — Roberto Repetto. — 

Aston to Sacarsa. 



Compañía Swift de La Plata •'ontra ta Sociedad ¡id Puerto del 
Rosario, sobre cabra de pesos. 

Sumario : En tanto (pie la explotación fiel Puerto del Rosario 
comprende según sn concesión, no sólo la percepción de los 
impuestos, sino también la de los derechos y servicios ane- 
xos a cada nna de las operaciones de carga y descarga que 
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se efectúan dentro del mismo, la habilitación del muelle 
jtarticular de la compañía actora fué acordada [»or el Poder 
Ejecutivo mu hacer distinción alguna entre impuestas y de- 
rechos, y con la condición expresa de ([lie debían abonarse: 
por lo que no procede la devolución de lo pagado ]*>r esta 
última en concepto de derecho de tracción a que se refiere 
e! inciso b) del artículo 52 del contrato celebrado ]**t la 
Empresa del Puerto del Rosario con el Gobierno Nacional. 

Caso: Ij) explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL JIKZ FEDERAL 

Bueno* Aires, Diciembre 10 de V)26. 

Vistos estos autos seguidos por la Compañía Swift de U 
Plata contra la Sociedad Puerto del Rosario sobre cobro de peso< 
Kxp. N> 1824, 

Resulta : 

La parte actora manifiesta hal«r obtenido se le conceda 
efectuar operaciones de ultramar por un muelle de su propiedad 
existente fuera del i Vierto del Rosario, pero dentro de la zona 
de influencia del mismo, con cargo de pagar a la Sociedad q„ e 
explota dicho puerto ¡os derechos correspondientes a los respec- 
tivas oraciones, como si se hubiesen realizado en los muelles 
de la expresada Sociedad. Agrega haber pagado diversas sumas 
por derechos de tracción que involucran no solo la parte obli- 
gatoria, iracción impuesto, sino también la parte convencional 
relativa a la tracción servicio, siendo así que el servicio no se 
prestó por la Sociedad Puerto del Rosario, pues la Swift utili- 
zaba exclusivamente elementos propios. U actora entiende que 
tales col.ros fueron ilegítimos; y habiendo hecho bajo protesta 



174 



l .\LUl> nt; la comí-: SII'KLMA 



los i«agos, solicita del juzgado se condene a la demandada a de- 
volverle lu que jwrcibiú j«jr tal concepto, según planillas que. 
acompaña, o rica lu total sesenta y citíeó mil cuatrocientos trein- 
ta pesos con noventa y ocho centavos moneda nacional, más sus 
ii Héroes y las costas del juicio £fs, 12 a 14, ampliación de ís. 38 
y rectificación de í>. 41;. 

luí Sociedad Puerto del Rosario pide se rechace la acción, 
con costas. Sostiene que la autorización concedida a !a Swift pa- 
ra operar por muelle propio, quedó subordinada al pago de lodos 
los derechos «pie ésta hubiera tenido que abona? al puerto en 
caso de no disponer de dicho muelle; y que ta tracción se debe 
tu todos lo* casos, pues el único medio de llevar mercancías, al 
puerto o al buque, es utilizando carros o vagones. Hace nota 
a este respecto, que el uso de lauchas para la carga y descarga, 
no evita luego la tracción de lo trasbordado en cuanto la mer- 
cancía llega a tierra í irme. Por fin, alega que las protestas íue- 
ron hechas con posterioridad al (Migo y no determinan el motilo 
de las liquidaciones a que se refieren, lo (pie las hace ineficaces 
para fundar ahora la repetición intentada (Js- 46 a $2), 

Abierta la causa a pruelta, ambas ¡jarles aportaron los ele- 
mentos de criterio que corren agregados de f»\ 53 a 77 o cons- 
tituya ti expedientes que van jKir cuerda floja; y previa agrega- 
ción de los respectivos alegatos, quedó en estado de sentencia, 

V Considerando que ; 

1* I.a parte demandada no desconoce que en todos los casos 
materia del reclamo, la tracción fué hecha con elementos propios 
de la Swift : tampoco ha negado que percibió por tal concepto las 
sumas cuyas devolución se le exige } están vtrtuaJmente fuera de 
la litis coMestütio, los fagos hechos |»or la Compañía Swift en 
concepto de "derecho fijo" de tracción autorizado por el art. 52 
al del contrato-concesión de la Sociedad Puerto del Rosario, y 
las partes han reconocido expresamente n fs. 103 que los dere- 
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chos de tracción materia de la demanda son ios que menciona 
el inciso h) itel mismo articulo, habiéndose hecho aplicación, 
para lijar su monto, de la lev 49.'?. cun los aumentos de 50 y 
30 'I establecidos por las leyes números 10.357 y 11.021, se- 
gún decreto del 1'. 1-:. Nacional de fecha 2 de Mayo de 1 ( )JS 
(Bol. Oficia! \" 7277). 

& principio del inciso bj del art. 5J citado, establecía : 
"Además del derecho fijo establecido en el inciso que antecede 
. a-», la empresa cobrará los derechos de tracción ¡guales a los 
fijados itíira el Puerto de la Capital en la ley N> 3730, modifi- 
cada por la lev 3807 y decreto reglamentario del I* de Diciem- 
bre de 1899." 

En 5 de Mayo de 1411, al efectuarse una revisación de las 
tarifas, ese inciso t>) del art. 52, quedó suprimido, pero posterior- 
mente, al revisárselas de nuevo en Mayo 2 de 1918 ( Boletín Ofi- 
cial X> 7277), se estableció: "En el Puerto de Rosario regirán 
las mismas tarifas que determinan las leyes resistivas para el 
de la Capital en lo que se refiere a tracción. Es entendido que 
cualquier modificación que las leyes introduzcan a las tarifas 
ames mencionadas serán aplicadas en el Puerto de Rosario in- 
mediatamente de ser promulgadas." 

Está reforma debía aplicarse durante cinco años, o sea has- 
ta Mayo de 1923. Las leyes 10.357 y 11.021 se limitaron a ele- 
var en 1918 y 1920 el porcentaje del derecho de tracción, sin 
innovar cosa alguna acerea de la cuestión stth judie?; y en cuan- 
to a la 11243. vigente desde 1923 y derogatoria de la 4925, ci- 
tada a fs. 103, n<> establece que el derecho de tracción haya 
de cobrarse aunque el servicio no se preste. 

3" I'or lo tanto y eomo le» tiene resuelto el juzgado en un 
litigio anterior entre las mismas partes, sentencia de Diciembre 
29 de 1925, no es exigióle el derecho de tracción en el Puerto 
•leí Rosario cuando el servicio no se presta por la ociedad con- 
cesionaria, ni ha sido convenido por acuerdo de |>artes. ni lo 
hacen obligatorio las leyes del país. 
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4¡> Lá falta de protesta previa al pago |-»r parle tle la Swift, 
mi importó conformidad con el mismo desde que tas protestas 
se efectuaron i nmed latamente dt-spués (Suprema Corte Nacional, 
Fallos* tomo 140, jíág. 154». 

Hallo: condenando a la Sociedad Tuerto del Rosario a de- 
volver a la Compañía Swift de La Plata, dentro de tercero día y 
|Kir ¡os conceptos expresados en la demanda, sesenta y cinco mil 
cuatr. -cientos treinta j»vsos con noventa y oclio centavos moneda 
nacional, más sus intereses a estilo de Banco desde la fecha de 
las respectivas protestas ]>or escritura púlilica, hasta el dia del 
patío. Las costas en et orden causado. Insértese, hágase satier y 
repóngase el sellado. 



SENTENCIA l>E LA CÁMAtiA KE0EKAI, DE APELACIÓX 

Rosario, 1) ¡cumbre 11 de 1028. 

Vistos los autos seguidos ]mr fá Compañía Swift ile La Pla- 
ta contra Sociedad Puerto del Rosario, sobre cobro de pesos 
(exp. J514 27 i ; y cimsiderando: 

1* Que.pi ir el art. 5 de la ley 3883 y nrt. SO del contrato 
de obras del Puerto del Rosario de lo de Octubre de 1W2. el 
POtler Kjeeulivo se cotiiproruetíó a inipeclir ipte jMir pimío algu- 
no de la costa se hicieran operaciones de ultramar veinte kiló- 
metros apilas arrilia y veinte kilómetros aguas abajo del puerto 
concedido, salvo convenio entre el Poder Kjeeutivo y la empresa. 

One solicitada por la t'otnpañia Swift la habilitación de 
sus instalaciones, primen» para la operación de descarga del va- 
por "Oivimr" y después para diversas operaciones, la empresa 
accedió bajo la expresa condición de (pie se pagaría lo que 
n ir respondiera con arreglo a la tarifa vigente y que la sociedad 
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hubiere ijcrcibtdo. si las operacii mes se hicieran por el Puerto, 
usando de los elementos de éste. 

3" Que las resnluciones del Ministerio de Hacienda acor- 
dando las habilitaciones solicitadas de Junio 17 y Julio 11 de 
1924 (constancias de fs. 61 y siguientes), lo eran y no podían 
dejar de serlo sim» l»ajo la misma condición impuesta por el con- 
traíame la Empresa, al prestar su consentimiento (ait. 1152 del 
Código Civil). El I'odcr Ejecutivo no podrá limitar la facultad 
que acuerda la ley a la empresa más (me hasta el limite que ésta 
consintió fuera limitada. Si permitió que se realizaran operacio- 
nes portuarias cuando pudo impedirlas, pudo fijar las condicio- 
nes en que se hacía renuncia de ese derecho. 

4* Que el art. 52 del contrato autoriza a la empresa a co- 
brar los derechos de tracción cuya devolución se reclaman, Xo 
hay derecho de tracción impuesto ni derecho de tracción servi- 
cio, lo que resulta de todo el texto de dicha disposición es que 
se estableció en íieneficío de la empresa (inciso a), art. citado) , 
una tarifa lósica de diez centavos oro y como lo ilice el inciso 
b) y además el cobro de los derechos de tracción iguales a los 
fijados para el Puerto de la Capital. En el caso se ha cobrado 
IH>r los que cobralia el Puerto de Buenos Aires hasta 1923, 
siendo en la actualidad supriores los que se cobran en dicho 
puerto, y obsérvese eme al establecer el me; a) el derecho fijo 
de tracción, consigna expresamente la frase "hágase o no uso de 
las instalaciones de la empresa", y en el inc. b) nada se dice al 
respecto, lo cual significa que no se trata en este inciso de una 
tracción diferente de la estatuida en el primero; porque de otro 
modo las partes lo habría expresado, mayormente cuando la 
frase adverbial y acumulativa, y además que liga amlms incisos 
está diciendo claramente que las tracciones a que los mismos se 
refieren no son de distinta naturaleza. 

I" Que por ello no son simplemente principios generales de 
derecho común, los que rigen al caso, pues a los emlarcaderos 
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de fuera del puerto la empresa no les presta ni puede prestarles 
otro servicio, que el de |>enuitir su habilitación, ta que se retri- 
Ituyc es el derecho establecido por la ley en favor de la empresa. 
Si fuera emito retribución de $ér virios ninguno de los muchos 
eiukircndenis que existen en la zona norte del puerto natía 
deberían y. sin embargo, sus direcciones reconocen el derecho 
que de>cotioce e! actor y pagan o arreglan con la empresa el 
pago de lo* derechos de tracción { is. 57). Kl argumento fun- 
dado en la distinción, tracción servicio y tracción impuesto, no 
obstante ser el más fuerte, es más especioso que sólido; pnes 
semejante distinción carece de arraigo en la ley. en efecto, la mi- 
na ro 3730, modificada por la 3867.. que tarifaroii ese derecho, 
no COhsignatl ni implícitamente tal distinción. 

d" One l;i Aduana y la lusjieceión (jencral del l'nerto expi- 
dieron ¡nfonnés contradictorios, pero como a la primera ni el 
contrato ni la lev le da nhumna ingerencia en la explotación que 
>e peaH*a. sus razones resultan un simple parecer de mi direc- 
ción. Kn cuanto a lo que dictamina ta Inspección que por el art. 8 
del contrato es la. encargada dé comprobar su fiel cumplimiento 
y cuidar del buen servicio del puerto y aplicación de tarifas» s« 
dictamen es fundamental y concluyeme. Sé mantiene el derecho 
de la empresa y Hlo importa ilt aproliación de sus actos, aún 
por ej Poder Kjenuivo. dada la participación en los beneficios 
-pie aj rnistttb acuerda el an. 59 del contrato. 

(jue esta Cániara en su íallu X- &360¡ recaído en jiiiap 
análogo Séguido entre las mismas partes, ha establecido va |mr 
el voto de la mayoría, las mismas conclusiones que se dejan con- 
signada-, en los considerandos precedentes. 

I*i *r tanto se revoca, con costas, en amlias instancias, el fa- 
llo apelad" de ís. IfU. rechazándose la demanda. Noiifiijuese y 
devuélvanse al jugado di> origen donde se repondrá el sellado — 
Litis 1', Gottáéks. Julián m¿. — J<i<c M. Fierro, en disi- 
dencia. 
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tlm-nns Aires, Noviembre -'I de 1928. 

Y Vistos: este juicio seguido ju.r ¡a Compañía Swift efe La 
Plata entura la Sociedad Puerto «Id Rosario, sobre cobro de 
pesos venido a esta Corte por recurso extraordinario concedido 
contra sentencia dictada p«»r la támara Pederá) del Rosario. 

Y CansidcJ^ndo: 

(Jue por el art. SO del contrato de 16 de Octubre de 1902 
celebrado entre el Gobierno Nacional v la empresa del Puerto 
del Rosario, el Poder líjecutivo se comprometió a impedir que 
luir punto alguno de la costa se hicieran operaciones de ultramar 
veinte kilómetros aguas arrilia y veinte kilómetros aguas aliajo 
del puerto concedido, salvo acuerdo eiure aquél y la empresa. 

Q8? la Conq^iina Swift construyó dentro de esa zona de 
influencia al Sur del arroyo Saladillo una fábrica [«ra la elalm- 
ración de carnes y productos animales y un muelle anexo. Soli- 
citada autorización al Poder Ejecutivo para descargar por éste 
los materiales conducidos por el va|>or "Civour" destinados a la 
construcción del nuevo frigorífico, le fué acordada en los si- 
guientes témüntís: "Junio 17 de PJ24. En vista de lo mani- 
festado ¡jor el Señor Procurador del Tesoro, concédese el per- 
miso que se solicita. ¡ior excepción y sin que el hecho siente pre- 
cedente, debiendo abonarse Ins derechos correspondientes a la 
operación como si se hubiera realizado dentro de la zona fiel puer- 
to del Rosario." 

Esta autorización fué ampliada más larde a otros vajwres 
a mérito de la resolución de Julio 22 de P24, y se ha mante- 
nido para todas las operaciones practicadas por el muelle de la 
compañia actora. 
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Que en la vista del Señor Procurador del Tesoro, invocada 
como antecedente l»or el decreto transcripto, aconséjala se la ha- 
bilitación del muelle particular a "condición tic que los interesa- 
dos pagaran a la Sociedad del Puerto del Rosario las simias que 
correspondan de acuerdo con la tarifa rigente y que la sociedad 
hubiese percibido si la o|>eraeión se hiciera jxir ese buque, en 
ese puerto, usando los elementos de éste." 

Que a mérito de los antecedentes administrativos relacio- 
nados, la Sociedad del Tuerto del Rosario ha exigido de la Com- 
pañía Svi-iít el itago de los derechos de tracción corres|)ondicn- 
tes a mercaderías desembarcadas ]>or su muelle particular, y. el 
último, después de pagarlos l>ajo protesta, reclama su devolu- 
ción en el presente juicio fundado : a ) en que el derecho de trac- 
ción dentro de nuestro régimen portuario es un servicio o un 
impuesta y >i liten ella reconoce su ol ilinación de pagar el últi- 
mo, entiende que no detie satisfacer la tracción servicio desde 
que no le ha sido prestado; t>} en que la autorización admiiiis- 
trativa sólo obliga a la Compañía a pagar aquellos servicios de 
que no hubiera podido prescindir la mercadería, ya por necesi- 
dad de hecho o por halier sido establecidos con los caracteres 
de un impuesto. Agrega míe en varias oportunidades la Compa- 
ñía Swift ha realizado operaciones dentro del puerto concedido 
y no ha hecho uso del servicio de tracción: la mercadería fué 
trasladada del buque de ultramar a lanchas y en éstas desde el 
puerto transportada hasta las instalaciones de su muelle jiarti- 
cular. prescindiendo en absoluto del i>cajc y de la tracción. 

Que acerca de lo primero calic observar que eT art. l v de la 
ley W00 dispone que el servicio de tracción de las vías fé- 
rreas de los puertos se verificará exclusivamente con las locomo- 
toras cnu que cuentan las respectivas oficinas de tráfico liajo la 
responsabilidad de las mismas y con sujeción a la tarifa que se 
determine. La cuestión que decide el pleito no consiste en salwr 
si el derecho de tracción constituye un servicio cuyo ]iago corres- 
ponda o no según se use o se prescinda de los medios ofrecidos 
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por la empresa del puerto con tal fin, prescindiendo de los tér- 
minos de la autorización, sino en determinar con arreglo a arpié- 
11a si en la hipótesis de que las mercaderías hubieran sido desem- 
barcadas en c! puerto del Rosario habrían, ineludiblemente, re- 
querido el servicio de tracción ofrecido y explotado por aquél 
con caracteres de moiio]wlio. El informe de la contaduría gene- 
ral corriente a fs. 68 hecho suyo por la inspección del Puerto 
afirma "que si la mercadería hubiera sido descargada en el 
puerto, indefectiblemente se habría hecho a carros o vagones, co- 
rrespondiéndole el derecho de peaje o tracción." V efectivamente 
no se coudl>e cómo hubieran podido retirarse las mercaderías 
del Puerto del Rosario prescindiendo de los vagones o de los 
carros que la empresa usa para transportarla fuera de la zona 
portuaria. V el hecho mismo aseverado por la oficina técnica del 
puerto de tpie la descarga debe hacerse indefectiblemente a carros 
o a vagones, muestra que sólo tiene fuerza aparente el argumen- 
to de que en la hipótesis de descargar en el puerto ]>ara cargar 
inmediatamente en lanchas no habría necesitado emplear la trac- 
ción, pues Según se infiere de la susodicha aseveración, la des* 
carga se hace siempre sobre aquéllos y no directamente a los 
muelles lo que comporta ya el uso de la tracción v su corres- 
[Mindiente pago, 

Que la Compañía Swift no se mantiene, pues, dentro de 
los términos de la autorización administrativa cuando resiste eJ 
pago de lo que llama tracción servicio. Kn efecto, la explotación 
del Puerto del Rosario comprende según su concesión, no sólo 
la |tercc|>e¡ón de los impuestos, smo también la de los derechos 
ti servicios anexos a cada una de las operaciones de carga o des- 
carga que se efectúan dentro del mismo. EJ monopolio o privi- 
legio acordado los comprende también siempre que la Empresa 
cuente y ponga a disposición de [os interesados los medios o ins- 
trumentos necesarios para la prestación del servicio esjiecial de 
que se trata, Y bien, la autorización acordada no puede conver- 
tirse para el Puerto del Rosario en una causa de pérdida o de 
disminución de sus entradas \mr ningún concepto, porque ello 
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afectaría el privilegio y exclusividad que le asegura la propia 
ci •ilición. 

Que sin duda tal fué el propósito del Poder Kjeentivo al 
acordar la habilitación del muelle particular de la Compañía 
adora, pues, sin hacer distinción alguna entre impuestos y de- 
rechos, expresamente estableció la condición de que debitó "abo- 
narse los derechos correspondientes a la operaciún como *i se 
húliera reatiiáífó dentro de la zona del Puerto del Rosario", 
esto rs. toilas las sumas de dinero que la empresa demandada 
hubiese percibido, segéfl concesión, si la operación se hicie- 
ra jior intermedio del puerto que explota. Y rpie tal es el ver- 
dadero alcance de la autorización, resulta también cid hecho de 
que en el caso SCgéfl é art. ,10 del contrato, aquélla no podía 
conferirse sin el acuerdo de la empresa, la que lo prestó a con- 
dición de que "para la seguridad de la renta se llenen Ins requi- 
sitos con vinillos análogos a los que ya se siguen para las opera- 
ciones del Norte." Y bien el informe de la Inspección de Puerto 
corriente a ís. 57 vta, demuestra que en las operaciones del Nor- 
te el derecho de tracción se cobra invariablemente á los emliar- 
cadems particulares. 

Que. )Hir último, ni» es dable admitir que la autorización 
hirviese de medio para crear al Frigorífico Swift una situación 
de privilegio respecto de las mercaderías que entren o salgan de 
su muelle particular a cxjxmsas «le la concesión legal acordada 
pir ley a la Sociedad del Puerto del Rosario y de la propia ren- 
ta fiscal a mérito de la particq ación que el gobierno de la Xa- 
eióu tiene en las utilidades del puerto del Rosario. 

Otte en estas condiciones es evidente que la interpretación 
de la autorización conferida a la Comí tañía Swift para la habi- 
litación de su muelle particular hecha «u>r la sentencia apelada es 
la que legalmente corresponde. 

Hu su mérito y por los fundamentos concordantes de la sen- 
lene i:i de la Cámara Federal del Rosario, se la confirma en la 
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párté que lia podido ser materia del recurso, Xotifiquese y de- 
vuélvase reprniiéndose ti papel en el juzgado de origen. 

A. Bermejo. — J. Ficueroa Al- 
corta. — ROBERTO KEPKTTO. — 
Antuvio Sauauna. 

til En l.-i mt*iua techa b C»rle Aipretna se pronunció en ¡«ual ¡sen- 
liilo tu «-tro juicio -seguido cutre bs misma!) partes. sobre consignación. 



Cotufa ii ta Sti'ift de /.tí Plata contra la Sociedad I' turto tic! Ro- 
stirlo, sobre cobro de fesos por derecho de esHiif/ajc. 

Sumario: 1" La Suciedad Puerto del Rosario un está autorizada 
por su contrato con el Gobierno <le la Nación para cobrar 
derecho de eslingaje a la carga. En Consecuencia, procede 
la devolución de lo pagado por el Frigorífico Svvift a la ex- 
presada sociedad, por tal concepto. 

2' El decreto del Poder Ejecntivo de 5 de Mayo de 
Í9ti al establecer ijtie "el derecho de eslingaje lo abonaría 
toda mercadería descargada o enriada en el puerto del Ro- 
sario, hágase o no uso de los peones e instalaciones de la 
empresa y esté o no exonerada de derechos la mercadería 
por cualquier concepto", en cuya disposición tunda, también, 
la empresa del Tuerto su facultad para cobrar eslingaje a 
la carga, ha ido más allá de lo que le estaba permitido y 
en lugar de reglamentar un dercclm reo mocido por la lev 
de concesión al Puerto de Rosario, !■> ha creado dándole el 
carácter de impuesto que aquélla no le acordaba en el as- 
pecto considerado. 



Coso: i.o explican las piezas siguientes: 
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SENTEN'liA I>EL JUEZ EEDEKAL 

Rosario, Octubre 21 tic 1927. 

Vistos estos autos seguidos por la Compañía Swift tk* I*a 
Plata contra la Sociedad Puerto del Rosario, sobre devolución 
con intereses y costas, de la suma de setenta y cinco mil tres- 
tiÉntos veintiún pesos con veinte centavos moneda nacional, pa- 
gados l)ajo protesta en concepto de derechos de eslingaje por 
mercaderías exportadas durante los meses de Febrero de 1925 
a julio de 1926. 

Y Considerando que: 

1" Como lo tiene declarado este juzgado en el caso "Com- 
IKiñia Nacional de Pavimentación y Construcciones v. Sociedad 
Puerto del Rosario, cobro de pesos" ( sentencia del 2H de Julio 
de 1923. confirmada por la Exma, Cámara el 19 de Noviembre 
del mismo año, y |>or la Suprema Curte Xacíonal el 11 de Marzo 
de 1925;. el eslingaje es un impuesto, y como tal no puede có- 
brasele si un con arreglo a lo (pie legisla el Congreso Nacional, 
siendo ineficaces para enervar las leyes míe éste dicte al respecto, 
las concesiones o contratos hechos a favor de particulares, o los 
decretos sobre fijación de tarifas emanadas del Poder Ejecutivo, 
En consecuencia y resultando con claridad de la ley 11.248 que 
et eslingaje del te Cobrarse sobre las operaciones de descarga, la 
'Sociedad Puerto del Rosario ha carecido del derecho de cobrar- 
lo sobre operaciones de carga. 

2' Ailemás, resulta de toda evidencia rpie la Sociedad Puer- 
to del Rosario ni está obligada a construir por su contrato ins- 
talaciones es|wc¡a)isima* que requiere la carga de cantes enfria- 
das, ni las ha construido, ni ha solicitado siquiera autorización 
al Poder Kjecutivn ]tara construirlas en lo sucesivo. El informe 
del ingeniero Menenio Ciavanniiií. obrante en autos, revela que 
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tales instalaciones, de intentarse en terrenos del Puerto, resul- 
tarán tan costosas que equivaldrían al fracaso de la industria 
frigorífica (ís. 48 vta.j. Xo es razonable, entonces, imputar 
a simule comodidad de la Compañía Swift d uso de instalacio- 
nes propias fuera de esos terrenos. 

& Para asegurar el éxito financiero de la Sociedad Puerto 
del Rosario sé le permite cobrar, aunque los particulares prefie- 
ren usar (.-temimos propios, aquellos servicios (pie dicha compa- 
ñía ha establecido y mantiene a su costo; pero carecía de sen- 
tidu y de justicia, reconocerle también el derecho de cobrar por 
servicios que no presta ni puede prestar actualmente, y que ni si- 
quiera proyecta prestar en el futuro, desde que no lian entrado 
en su plan de construcciones. Suponiendo que las ampliase más 
adelante, y que no se opusiera al cubro alguna ley de la Xación, 
todavia las tarifas respectivas serian exigihles recién después 
de hallarse la Sociedad Puerto de] Rosario en condiciones fie 
atender los nuevos servid..*. Tal es, f>.,r otra |>arte, el espíritu de 
dos cláusulas del contrato-concesión, que aún sin referirse a 
estilice, suministran dementas de criterio fiara casos equipa- 
r&oles; a sala-r: 

a) El art. 71 previno que la tarifa plena sólo rigiera una 
vez habilitados los muelles que iban a justificarla; 

b) La Sociedad Puerto dd Rosario está autorizada f>ara 
tener un cuerpo propio de prácticas patentados, si lo creyere 
conveniente: fiero, mientras no lo tenga, earcee del derecho de 
cobrar tal servicio a quienes utilizan prácticos dé ntra proceden- 
cia. 

4* Debe agregarse a ello que la o t >erac¡on .leí eslingaje de 
carga o sea la de desatar o clocar los bultos en la Iwdega o en 
las cámaras frigoríficas de los buques, se efectúa habitualmente 
por d personal de éstos. 

5' Respecto ríe la oportunidad y ríe la eficacia de las pro- 
testas bajo las cuales se hicieron los pagos materia del reclamo, 
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pueden darse por reproducidas aqip las consideraciones hechas 
valer en litigios anteriores entre las mismas partes. 

6'' En consecuencia, cor rescinde hacer Intjar a la devolución 
reclamada, desde que los reparos que tur muía la parte deman- 
dada a ís. 22, elevarían en S 2.*> la suma a devolver. 

l'allo: condenando a la Sociedad Puerto del Hosariu a ]a- 
jíar a la Compañía Swit't de Li I 'lata dentro de tercero fita y 
IRir los conceptos expresados en la demanda, la cantidad de se- 
leula y cinco mil tre-cientos veintiún |h?s«s con veintiséis cen- 
tavos moneda nacional, más sus intereses a estilo de Banco. 
deSdc las fechas fie las protegías respectivas hasta el día del 
pago, más sus intereses a tipo de Banco, desde las techas de 
las prot estas hasta el dia fiel jia^o. Con costas. Insértese, ha- 
yase saher y repóiiiiasif. 

Juan Ak\ircz. 



SENTENCIA DE t.A CÁMARA FEDERAL 

[i>»sarif Jimio 2h rjc VÚX. 

Vistos en acuerdo los autos seguidoa por la Compañía Swift 
de 1.a ríala contra la Sociedad l'uerto del Ko>ario, -ohre cohro 
de pesos. derecho de eslingaje (cxp. X" 4S0 17 de entrada» : 

l'or mis fundamentos, se confirma, con costas la sentencia 
apelada de fs. 2fi3 a 2M vuelta, fecha 21 de t >cttihre de 192£. 
Xotiíiqne-e y fie vuélvanse al juzgado de origen, donde se re- 
pondrán los sellos.— Litis í\ Conzákz— Julián l\fZ—Bew<jno 
T. Martínez. 
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FALLO DE LA CUNTE SUI'RHMA 

Bultos Airts, Xaviembfc 21 dq 1V28. 

Considerando: 

Que l;i autorización al Frigorífico S\vii[ para operar por su 
muelle particular fué acordaba bajo la condición de qué abona- 
ría a la Sociedad del Puerto las sumas aja correspondan de 
acuerdo con la tarifa en vigor contó si la operación su hubiera 
realizado dentrii de la zona portuaria. De !ns términos en que 
se halla concebida la condición impuesta $e infiere. 110 sólo que 
el Swifl debía pagar todos los derechos a que se encuentran 
su j cías las mercaderías y los buques que usan el puerto del Ro- 
sario, siitn también que no se le podrían cobrar otros derechos 
y otras sumas que las expresamente autorizadas p<ir el contrato 
de concesión del puerto del Rosario. La autorización acordarla 
al actor por el 1*. E., cun asentimiento de la empresa, mi se pro- 
puso, en efecto, agravar la condición del frigorífico sino colo- 
cará» en la misma situación en que se hahria encontrado si hu- 
hiera tenido que realizar las operaciones de carga y descarga 
por los muelles de la empresa. Ks corolario de lo dicho que el 
frigorífico ha podido desconocer el pago de toda suma une la 
Sociedad le l'uerto hubiera carecido del derecho de cobrarle si 
aquél hubiese operado como un cargador común. 

Que es ésta precisamente la cuestión planteada en los autos. 
El frigorífico sostiene que de acuerdo con la ley y el art. 
51 del contrato celebrado cutre la empresa del Puerto y el Go- 
bierno de la Xación, la primera no se halla facultada para co- 
brar derecho de eslingaje a la carga teniéndolo únicamente res- 
pecto de la descarga. La empresa del Puerto a su turno, afirma 
su derecho fundado en los arts. 51. 54 y 37 v además en el de- 
creto del P. E. de 5 de Hayo de 1911. 

Que el art. 51 fiel contrato legisla en varios incisos sobre el 
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derecho de eslingaje. Tal derecho disjione el inciso tercero lu 
alionará toda mercadería descagada en el Tuerto del Rosario, 
hágase uso o no de los peones e instalaciones de la empresa y 
esté o no exonerada di- derechos la mercadería i»or cualquier 
concepto. 

I^i eonsidi ración de este teÁtp sugiere, desde luejio, las si- 
guténtes observaciones: a) que tía referido el eslingaje exelusi- 
vumute a la descarga de las mercaderías a la inversa fie lo esta- 
blecido res]KXto del derecho de ¿minche donde expresamente y en 
un texto de igual redacción se alude a toda "ta mercadería car- 
nuda o descargada en el pneno del Rosario", art. 4^. inc. í; 
hi tjne el eslingaje a la carga no existe como impuesto en los 
demás puertos de la República, ley X- 1 1 circunstancia 
que ya por si sola previene la posibilidad de un error derivado 
de la omisión del vocablo "carica" en el texto examinado: c) 
que la última frase '"esté o no exonerada de derechos la merca- 
dería por cualquier concepto" alude sin duda a operaciones de 
intjiortaCHHi y |»or ende de descarga, pues en la fecha del con- 
trato no existían derechos a la exportación. 

Que la primera jiarte del art. 51 hace recaer el derecho de 
eslingaje sobre las mercaderías que 'entren ;t depósito" y so- 
bre las «pie sean de "despacho directo" aludiendo, evidentemen- 
te, a la descarga, pues el despacho directo a plaza y el deposito 
de lo>i artículos son las dos operaciones típicas del comercio de 
importación no legisladas en cuanto a la exportación. Art>. 20, 
102 y 2(*7 de las < írdenaiuras tle Aduana. Y. todavía, al descri- 
bir el derecho de eslingaje en el apartado segundo del mismo 
art. 51 dicese que se entiende |>or tal "el que Corresponda por 
arreglar tas mercaderías eti los tinglados y depósitos, cargarlas 
en carros, vagones, etc.. ír:iscs que visiblemente se refieren a 
los rriisiijos do> géneros de operaciones. de]H'isítn y despacho di- 
recto, esto es, a la descarga y no a la carga. 

Que la empresa del Puerto intenta fundar su derecho para 
cobrar el eslingaje a la carga, deduciéndolo ]n*r inferencia del 
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inc. 4" del art. 51 como también de los arts. 54 y 37 del con- 
trato. El inc. 4 o establece que los articulo» do producción nacio- 
nal no incluidos en d art. 54 abonarán ta mitad de la tarifa an- 
terior y se pretende que este precedo se refiere al embarque 
jtorquc de éste habla el art. 54. Pero sí se observa que la "tarifa 
anterior" aludida en el inciso es la señalada pnr la primera parte 
del art. 51 y que día varia según se trate de mercaderías intro- 
ducidas a depósito a despacho directo, fácil es concluir que el 
inciso se refiere también a las oraciones de descarga de cier- 
tos artículos de [inducción nacional desemlrarcados a depósito 
a despacho directo, inferencia esta última forzosa, pues de 
no ser asi no se ve cómo el derecho seria de la mitad cuando 
la tarifa £s equivalente a dos meses dé almacenaje cu la pri- 
mera hipótesis y de un mes y medio en la seguida. 

Que, por último, los arts, 54 y 37 del contrato no contrarían 
la declaración de que el derecho de eslingaje corresponde tam- 
bién a las operaciones de carga. El art. 37 emplea, es verdad, 
la palabra "eslingaje", pero dentro de un texto en que también 
se habla de descarga y como aquél existe resisto de ésta, nin- 
guna conclusión favorable a la tesis del puerto calie extraer de 
él. Análoga observación puede hacerse respecto del art, 54, pues 
en ta enumeración de las tarifas que contiene hay una, la corres- 
pondiente a maderas que prevé tanto operaciones de carga como 
de descarga. Y en todo caso no sería de buena hermenéutica ju- 
rídica en presencia de un texto tan categórico, en su letra y en 
su espíritu, como el del art. 51 del contrato, deducir de disposi- 
ciones aisladas la existencia de un impuesto desconocido en aquél 
que expresamente considera y define la cuestión. Ko hay iluda, 
pites, ijue el eslingaje a ta carga no lia sido establecido como im- 
puesto en el contrato, aunque pudiera prestarse tal servicio eu 
el puerto con carácter facultativo. 

Oue el decreto del Poder Ejecutivo de 5 de Mayo de 1911 
al establecer tpte "el derecho de eslingaje lo alxmaría toda 
mercadería descargada o "cargada", en el Puerto del Rosario, 
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hágase u no uso tíé tos peones c instalaciones de la empresa y 
esté o no exonerada tle derechos la mercadería ¡JOT cualquier 
concepto", en cuya dísposfcióii tunda también la empresa del 
Puerto su facultad [«ira cobrar eslingaje a la carga, lia ido más 
allá de lo qué le estalla permitido y en lugar de reglamentar un 
derecho reconocido i>or la ley de concesión al Puerto del Rosa- 
rio, lo ha creado dándole el carácter tle impuesto que aqutfla 
ni* le acordaba en el aspecto considerado. De los térmi- 
nos en que se encuentran redactados los artículos 40 y 63, 
inciso 2 V del contrato, sólo puede inferirse que Ja revisa- 
ción de las tarifas cada cinco anos, de acuerdo entre la empresa 
y el Poder Ejecutivo, ha de referirse a su monto, a los aumen- 
tos que ¿uere necesario hacer en el precio tle los servicios, ik.to 
SÍti comprender el establee ¡miento de nuevos impuestos, función 
ésta (pie gÓr su naturaleza corresponde a la rama legislativa del 
gohierno. En estas condiciones es forzoso concluir que el decre- 
to de 5 de Mayo tle 1911 no ha podido conferir legalmente a la 
sociedad del Puerto facultad para prestar con carácter obliga- 
torio el servicio de eslingaje a la carga, pues ello comportaría a 
la vez que alterar el espíritu de la ley crear un impuesto no auto- 
rizado por ella. Arts. 67, inciso 4 y 86. inc. 2 1 -' de la Consti- 
tución. 

(¿tic la cuestión de saber si la Sociedad del Puerto tiene o 
no organizado el servicio de eslingaje a la carga con carácter fa- 
cultativo, organización (pie se hallaría dentro de lo autorizado y 
permitido por el art. 71, es una mera cuestión de hecho ajena por 
consiguiente al recurso extraordinario y sobre lo cual hace cosa 
juzgada la resolución apelada. Resultando de ésta que el Tuerto 
no tiene el servicio de eslingaje a la carga organizado en la for- 
ma y condiciones especial ístmas requeridas por la industria fri- 
gorífica ni cuente con las instalaciones necesarias para ello, no 
es presumible que el actor Operando ]Jor el Tuerto del Rosario 
hübiése usado tle ese servicio facultativo y, por consiguiente, 
se hallaría fuera de la condición impuesta i»or td decreto de 22 
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de Julio de 1924. que autorizó ta habilitación del muelle par- 
ticular. 

En mérito de estas consideraciones, se confirma la senten- 
cia apelada en la liarte que ha podido ser materia del recurso, 
Xotifiquese y devuélvase, reponiéndose el jiapcl en el juzgado 
de origen. 

A. EÍKKMEJO. — J. Flfíl'EROA Al- 
corta. — Roberto Rkpictto, — 
Antonio SagarNa. 



Don Vicente Carrfeo contra ta Provincia tic Mendosa, sobre in- 
terdicta tic recobrar. 

Sumaria: Llenados los extremos de los aris. SIS y 333 fie la ley 
50, procede hacer lugar al interdicto de recohrar. 

Caso: Lo explica el siguiente: 



FALLO DE LA CORTE Sl'PREMA 

Btténoi Aires, Noviembre 23 de 1928, 

Y Vistos los autos consecutivos a la demanda por "inter- 
dicto de recohrar" que don V icente Carrizo sigue contra la EVo- 
vincia de Mendoza, de lo que resulta: 

1" Que el Dr. Eduardo Augusto f jarcia con poder de don 
Vicente Carrizo, vecino de la Capital Federal, se presenta en 26 
de Julio de 1926. manifestando: que dicho poderdante ha sido 
despojad*) per el Gobierno de Mendoza de la («¡sesión de un in- 
mueble de su propiedad conocido por "Lonco Vaca"', situado 
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en el Departamento de San Rafael por lo que deduce el inter- 
dicto <jue autoriza el art. 328 de la ley federal .V 50. 

(Jue están llenadas las dos condiciones clásicas del inter- 
dicto porque Carrizo tenia i>osesión y fué violentamente despo- 
jado. 1*1 actor sucedió a la señora Julia C. Conloo de Carette en 
los derechos al dominio y en la posesión de "Lonco Vaca", de 
una superficie de veinte mil hectáreas, más o menos, lindando 
al Oeste con el condominio del Atuel y la señora Julia C. Cou- 
lon tic Carette, por el Sur con el paralelo 36 y ]H>r el Este con 
el antiguo lecho del rio Atuel, el cual lo separa de la ocupación 
de las señoras Elisa Alvear de Uosch y Josefina Alvear de Err.i- 
zuriz. en mérito de una escritura pública de 1 1 de Marzo de 1920 
y tradición de 1923, Hecha en manos de Benjamín Olivera hijo, 
el cual era inquilino de la señora de Carene y quedó de inquilino 
del comprador. 

El 1* de .Marzo de 1926 don Carmen Saá Zarandón, invo- 
cando pode-res e instrucciones del Gobierno de Mendoza, a la 
vez que haciendo alarde de fuerza, tomó posesión de "Lonco 
Yaca", valiéndose de la policía de General Alvear, representada 
|H>r el sul -comisario Calderón y el agente Juan Toro, siendo de 
advertir que el inmueble está en San Ka fací y no en Ural. Al- 
vear. En 1911 algunas personas se pretendían dueñas del con- 
dominio del Atuel. sin serlo, celebraron con el gobierno, "sin 
que se haya realizado después la aprobación de la legislatura" 
una supuesta transacción por la cual el fisco venia a ser propie- 
tario de varias ishs. entre ellas "Lonco Vaca*';- esas supuestas 
islas pertenecían a Angel Báez, antecesor de Vicente Carrizo; 
durante el gobierno de don José Néstor Lencinas, por desidia 
de los propietarios electivos y en razón de aquella transacción 
nula y fundada en una medición administrativa que inscribió 
en el lírgistro de Propiedad y luego trató de apoderarse tic! cam- 
po encargando de él a Waldino Figueroa, celebrando con él 
un contrato de arrendamiento por cinco años que fué anulado 
por el Ministro fie < ti iras Púhlicas. Leopoldo Suárez. en razón 
de fallarle autorización legislativa: después Figueroa. fracasadn 
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en su intento de Ctflttar Éteres, ahandnó el campo por no po- 
der justificar titnlu del gobierno ni tradición. El señor Carrizo 
entro en el goce de lo que le pertenecía y lo arrendó a Olivera. 
Posteriormente, en una ejecución de Passera contra el Gobierno 
de .Mendoza hizo embargar y rematar t *%Jméa Yaca", en virtud 
de sentencia de la Corte, ñero el Dr. Guillermo Valdez, compra- 
dor en remate, debió desistir por encontrar el campo poseído a 
nombre de Carrizo. 

Pide se talle, en definitiva, condenando a Mendoza a resti- 
tuir el inmueble dentro de diez días con sus accesorios y las 
costas del juicio. 

2: Celebrado el comparendo del art. 333 de la ley federal 
\> 50, la Provincia demandada, por intermedio de su represen- 
tante el doctor Dalmiro Terán, manifestó que lia poseido y po- 
ste iptieta v pacificamente el inmueble de su propiedad inscripto 
bajo el N* 1713 Í30T. del Registro de Propiedad de San Rafael 
y qne. en consecuencia, desconoce nidos los fundamentos de la 
demanda. 

La imrtc actora propuso la prueba que creyó conve- 
niente; la demandada se limitó a pedir se hiciera constar que 
el Fiscal de Estado de Mendoza o la persona que él indicada, 
estalm ampliamente autorizado para concurrir a las audiencias 
de pruelva con todas las facultades inherentes a esos casos. Pro- 
ducida la prueba, las partes alegaron sobre su mérito y se 
llamó autos para definitiva, fs. 6K y 

Considerando : 

i* (Jue con la escritura pública de fs, 41 se prueba que don 
Vicente Carrizo compró en forma a doña Julia Clemencia Coulon 
de Carettc, un bien de su propiedad, ubicado en el Departamen- 
to de San Rafael, provincia de Mendoza, denominado "Cacique 
Goico", de un millón de hectáreas de superficie, lindando por 
él Norte y Este con el río Aniel, por el Sud con el paralelo 3ó 
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hasta crujir una linca trazada desde los contra inertes orientales 
del ferro Xevariu hacia las serranías de las Torrecitas del Sud 
y jw»r el Oeste con el Banco Nacional, Wolí, González, Bomhal 
y otros. 

2*> tjite. con los testimonios de Benjamín Olivera, hijo (fs. 
49 y 55 ). Manuel Caldeano ( fs. 50. 51 y 56 ). Walditio Figueroa 
(52 y 56 vtíu). José Luis Faux ( ís. 54 y 57 vta). ha demos- 
trado haber tenido quieta y pacífica posesión de la isla "lionco 
Yaca", del coudotuinio del Attlét* departamento San Rafael, 
í'mvinria tic Mendoza que. con el silencio de la Provincia, delie 
aceptarse que furnia parte integrante del bien denominado "Ca- 
cique Cínico", a que se refiere la escritura de ís. 41. En efecto, 
en el alegato de hien probado del representante de Mendoza ( fs, 
72 vra. ), se limita a manifestar que ei citado título de fs. 41 
no tiene valor a los efectos posesorios. 

A.simistno el dicho de los testigos está eun firmado con las 
actuaciones del í)r. Guillermo Yaldez. testimoniados y corrien- 
tes a fs. J>> y 3 ( J y que. son el reconocimiento de ta demandada 
ffs. 72 t, alegato, dcTtcn aceptarse como referidas a "Lonco 
Yaca." 

p> Que tamhién se ha demostrado la dcsjiosesión violenta, 
sin forma de juicio, por parte del f hibierno de Mendoza, el cual, 
con policías de su dependencia, puso a don Carmen Saá Zaran- 
dón en posesión de "Lonco Yaca", expulsándose a Xorhcrto Acu- 
ña, encargado del arrendatario Benjamín Olivera, hijo y adop- 
tándose otras medidas en carácter de dueño de la propiedad 
aludida. Declaraciones de Olivera ffs. 55). Figueroa (fs. 56 vta. 
y 57i, reconocimiento de la demandada de encontrarse en po- 
sesión de dicho bien, sin haber justificado época y forma en 
que legal y regula tinento M t"inó. desde (pie Carrizo ha protia- 
do una posesión anual anterior. 

4" Que. como queda expresado en el considerando anterior* 
la Provincia demandada no ha ajiortado ni ofrecido, siquiera. 
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ninguna pmeha que acredite el derecho que le asiste y que invocó 
eti ta contestación a la demanda, en la audiencia de fs. 21. ni 
tampoco formuló, en la «iportmiitkul debida* las observaciones 
pertieneutes a las probanzaft del actor, de manera que su critica, 
en el alejíat" de bien probado a la situación de algunos testi- 
gos, éancen de eficacia, ya que ellas no se refieren a inhabilida- 
des ni a comradicciones. ni a inverosimilitudes que ante la su- 
ma critica invaliden sus dichos. 

5" Mué se han llenado tus exiremns a los arts. 328 y 333 
de la ley federal X w 50 y procede, en consecuencia, fallar lia- 
ciendu lugar a la demanda. 

Por ló expuesto se resuelve-: Hacer lugar al interdicto de 
recobrar instaurado condenando a la Provincia de Mendoza a 
resumir a don Vicente Carrizo dentro de diez dias. la libre y 
pacifica posesión de la isla de "Lonco Vaca", con sus accesorios 
y a papar las costas del juicio. Xotiíiuucse y repuesto el papel 
arebivese. 

A. Ukrmkjo. — J- Figuekoa AL- 
CORTA. — ROBERTO RePETTO. — 

R. Guido Lavali.e. — Antonio 
Sagarxa. 



Nicolás Kepetto .en la querella í.v/mV/fl ai su contra, por tfon 
Grajorio Castellana, por injurias vertidas por medio de ¡a 
prensa. 

Sumario : Con arreglo a la jurisprudencia establecida por la Cor- 
te Suprema, los delitos de injurias o calumnias cometidos 
por medio de la prensa no carecen de correctivo, y por in- 
ti rpretación del artíctdo 32 de la Constitución, se ha recono- 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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Podría crearse que también el señor Rc|ietto 1*asa ese re- 
curso en que habiéndose reproducido de un diario del Rosario 
el artículo o suelto o carta incriminada, una hoja de Buenos 
Aires no puede ser procesada {en sus directores o responsables), 
porque el delito hahriase cometido en ajena jurisdicción, en la 
originaria. 

Esta doctrina, que presenta tal vez un viso a] «imite de lógica, 
es una pompa de jabón que deshecha, da una gota de agua. 

Lo único que jxxlría <lecirse o resultar es esto: que cu Ro- 
sario se habría cometido presuntamente el delito de injuria y 
en lí ucnos Aires, supuestamente otro igual. 

La prensa se hace responsable reproduciendo juicios de 
otros diarios o publicaciones, si esos juicios entrañan delito. 

Sin ampliar estos fundamentos que podrían llevarse a lo in- 
finito, pues se coloca mal el excepcionante, opino (pie procede 
rechazar la excepción deducida, sin más trámite por ser de puro 
derecho la cuestión planteada, con costas al deduciente. 

Carlas P. Gayata. 



AUTO DEL JUEZ RK IX) COKKIXCIOX.M. 

]luciii>s Aire*. Jtiliu Lí fk> 

Autos y Vistos : 

En el suh ¡mine el querellante acusa al director del diario 
"La Vanguardia", de esta Capital, Dr. Nicolás Rcpetto, con mo- 
tivo de una publicación aparecida en dicho |XTÍódico. en la 
cual se reproduce una carta firmada por un tercero; carta que. 
según el acusador particular, contiene palabras que significan 
para él la deshonra y el descrédito, lo que constituiría, a su 
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juicio, el delito previsto en el art. IID y concordantes del Có- 
d|go Penal, 

1.a excepción previa de incompetencia opuesta |«»r el quere* 
liado tu su escrito de ís, 1- a 19. mi puede prosperar eti < 'ti- 
ca m, i»orque la querella deducida \»>r injuria contra d ¿¡rector 
responsable de un periódico, con motivo dr publicaciones l* t fe- 
madas en mis láminas, en manera alguna implica "establecer de- 
teruúnados límites y censura previa a ía libertad de prensa", aún 
ni el qmi de ipte esas publicaciones fueran hechas con objeta de 
defender i> garantizar una cuestión de interés púhlieo. cmiio pre- 
tende d oponente. Tan es asi. que el art. 111 dd C. Penal esta- 
blece ipte, en este easii, el acusado de injurias podrá probar la 
verdad de mis imputaciones : y es evidente (jue esas pruetias 

del ¡cu ser producidas en juicio. 

Por <>tra parte, las acusaciones de la hadóte de la presente 
110 pueden o instituir una censura -previa sobre la lilierlad de 
prensa, sobre todo cuando está establecida DO*, el art. 114 del 
£, Penal, la posibilidad del delito de injurias por medio de la 
prensa, que* lando sometidos los autores del delito a las sanciones 
del expresado Código* 

Tur ello y de acuerdo con la opinión fiscal, resuelvo: re- 
clt&zar. sin especial condenación en costas, la excepción opuesta 
por el querellado.— Antonio V. Obligado, — Ante nú: Es- 

SENTKM IA DE LA CACARA KS I.O CKIMINAL 

Btttnos Aire*. St-piienibre It de l'J2«. 

Y Vi-tos: 



Por Mt^N»pndamfmos se confirma el nulo de fs. M. en 
cnanto rechaza n^excepción opuesta y teniendo en cuenta que 
las costas son una consecuencia necesaria, en este caso, de la 
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cuestión planteada, se revoca en la parte en que no impone las 
costas al exce]icionauu\ — ColL — Ramos .\fejiti. — Rttntos. — 
A ti le mi : . í. /.. Fcrufi. 



FALLO HE LA COKTK SUPREMA 

Buenos Airts. X, mimbre 23 & 1928. 
Vistos y Considerando ! 

Que con arreglo a la jurisprudencia establecida por este 
Tribunal, los delitos de injurias o calumnias cometidos por me- 
dio de la prensa, 110 carecen de corred i v< > y por interpretación 
del art, 32 de la Constitución, se ha reconocido la competencia 
de la justicia ordinaria en la Capital y la de la Provincia en los 
que fuesen cometidos en ellas. 

Otie la disposición del art. 14 que prohibe la censura pre- 
via carece de aplicación al caso en que no aparece que se hay» 
pretendido fiscalizar la puhlinictón y sólo se reclama la retira- 
ción de la injuria en que se dice lia incurrido el autor de la 
misma. 

Por ello se con firma la resolución apelada en la parte que 
ha podido ser materia del recurso. Xotifiquese y devuélvase. 

A. Bermeja — .f. Fiuceroa Al- 

COKTA, — RoTU-KTO KkI'KTTO. — 

K. Guido T -avalle. — Antonio 
Sagarka. 
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Secretario Ela toral dd Juzgado Letrado del Territorio Nacional 
de Santa Cruz, doctor Ricardo Y. López Muñiz, solicita 
autorización para ejercer 'su profesión de ahogado. 

Sumario : 1.a prohibición ée ejercer la profesión de alujado cs- 
c-tal.leeida en la acordada de ¡a Curte Suprema. de fecha 
11 de Abril de 1912, alcanza a los secretarios de Juzgado 
de Stcción. que desempeñan las funcionas de "secretarios 
electorales." 

Caso: l.n explican la* piezas .siguientes: 



DICTA tí EN" DEL SEÑOR PROlURADOR GENERAL 

Bin-ims Aires, Noviembre 13 de 1928. 

Suprema Oírte : 

El Secretario Electora] del Juagado Letrado del Territorio 
Nacional fie Santa Cruz, solicita de esta Corte Suprema una deci- 
sión acerca de si le asiste o no el derecho de ejercer su profesión 
de aleado, como npodén$Íé o patrocinante, ante el Juzgado Le- 
trado y demás tril amales del territorio. 

I-a consulta lia sido resuelta antes de ahora por esta Corte 
Suprema en sentido negativo, al decidir un pedido análogo re- 
ferente al Secretario Klcctorul del Juzgado Federal del Rosario 
(S. C. X. 12.Í: 56 y 148: 255). 

Suhstieiulo en el caso de autos las mismas razones rpie dc- 
terminaron dicho pronunciamiento, soy de opinión que éste de- 
he man tenerse, haciéndolo conocer al interesado. 

Horacio R. I.arrcta. 
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Buenas Aires, Xuvicmhrc 23 de 1928. 

Téngase por resolución del Tribunal el precedente dictamen 
del Señor Procurador General y Hágasele síiIkt. 

A. Bermejo. — J. Fice broa Al- 
torta. — Roberto Kepetto. — 
R Grtno I -avalle. — Antonio 
Sac.arna. 



Don Manuel León contra el BerrcmrM Jet Snd. por indenntha- 
ción de daños y perjuicios. 

Sumario : l v \¿i interpretación más razonable de la disposición 
del artículo 5 V . inciso 8 V de la ley X v 2873, es la de que los 
ferrocarriles tlelwrán ampliar los medios de protección, es- 
to es, frarreras o guarda-ganados, según los casos, con arre- 
glo a las necesidades del tráfico local, ya que 'a instalación 
de torreras en lugares altados y de escaso tráfico no ten- 
dría otro resultado que el de encarecer la explotación fe- 
rroviaria con perjuicio directo del público. 

2* No puede revisarse en el recurso extraordinario del 
artículo 14. ley 48. una resolución que establece, apoyándo- 
se en los elementos de juicio acumulados en autos, que la 
falta de instalación de I jarreras tu el paso a nivel en que 
se produjo el accidente, no constituye una negligencia cul- 
pable de ttarte de la empresa demandada, "puesto que no 
se ha probado que el aumento de población o el incremento 
del tráfico posteriores al i>crmiso para él funcionamiento del 
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paso a nivel sin barreras, hayan colocado a la compañía en 
la ultligación (le dotarlo de éstas para la seguridad del 
irá í ¡cu." 

Caso: Lo explican las piezas siguientes : 

SENTENCIA DEL J I EZ FEDERAL 

BuértOS Aires. Febrero ¿9 ik V)2£. 

Y fistos : lo? promovidos iMir Manuel León contra la Em- 
presa del Ferrocarril del Sud, sobre indemnización de daños y 
perjuicios. 

Y Cmisiderando: 

1- Que el actor maní fiesta en su demanda de fs. que el 
Ú de Diciembre de 1 ( )24. etl circunstancias en que ejercía el re- 
parto de mercaderías emre su diéntela en Avellaneda ( IVovin- 
cia fie liuenos Aires), fué atropellada H jardinera que dirigía 
por una máipiinn de la demandada, a la altura del pliso a nivel 
próximo al empalnie *>*( ¡orinan, qm atraviesa la calle 1 .avalle. 
El vehículo fué alcanzado en el ángulo trasero izquierdo, su- 
friendo desperfectus en su estructura, herido el calillo (pie luego 
murió, destruida la mercancía tpie detalla, etc. Imputa exclusiva 
resiionsabilidad a la empresa por no existir barrera, ni guarda, 
ni halarse dado silbato o señal de la proximidad de la locomo- 
tora. Invoca diversos preceptos de la ley 2873 y su reglamento, 
asi como varios artículos del Cod^.. Civil: detalla los daños y 
perjuicios experimentados a consecuencia del accidente y termina 
-tiíicitaudi» se condené a la empresa al pago de la correspon- 
diente indemnización que estima en la suma de un mil novecien- 
tos ochenta y siete pesos con cuarenta centavos moneda nacional, 
con intereses y distas. 
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La empresa demandada contesta a fs. 18, expresando que 
en efecto aconteció el accidente, pero obedeció a la propia culpa 
y descuido del ador, y si bien en dicho paso a nivel no existe 
liarrera ni guarda, hay guarda ganado, con Ii> que se cumple la 
ley .2873. Xiega que los conductores de la locomotora infrin- 
giesen ninguna disposición legal o reglamentaria, alude a lo exa- 
gerado del reclamo y solicita el rechazo de la demanda, con 
costas. 

2' Que la competencia rationc tHateriáe de la justicia fede- 
ral para conocer y decidir en esta causa, es incuestionable. Véase 
entre otros casos, los de Wulhrieh. González y López v Fcrro- 
carril < H*ste. Mignone y Ramis v, F. C Pacifico. Zoppis y Ga- 
din v. V. C. Sud, Cralialleda De León y Urdíales y Sánchez v. 
F. C. C. Argentino, etc.. etc.. cuyas sentencias del suscripto, Cá- 
mara Federal de la Capital y Suprema Corte figuran publicadas 
en la Gaceta del Foro números 2471, 2042, 1593, 1847. 2048, 
18o4, 105!. 1697. 185.1, 1%7. 2207. 1093. 2940. etc. Así se 
declara una vez más. 

3 M Que ambas |>artes coinciden en cuanto al accidente ¡iero 
difieren en lo relativo a la culijabilidacl. 

En lo referente a la inexistencia de liarreras en ese punto a 
nivel, el suscripto se remite a lo resulto sobre el jxirticular por 
ta Suprema Corte en los casos de Vidal y Bcvilacqua, origina- 
rios de este juzgado, con fecha 12 de Noviembre de 1924, Véase 
"Gaceta del Foro" números 2590 y 2582 y tomo 142. páginas 
185 y 197 de la colección de fallos de dicho tribunal. 

Semejante jurisprudencia es traída a cuenta en virtud de 
lo que respecto a esa inexistencia argumenta la adora y de lo 
informado i>or la Dirección General de Ferrocarriles a fs. 92. 
que corrolioró en lo pertinente la inspección ocular verificada 
por el suscripto. 

F.n cuanto a la pruelia de cargo de la adora, observa tíl 
suscripto que adolece de suma deficiencia, desde que solamente 
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el testigo Otero (fs. 68 vta.j, coincide con todu lo que expresa 
la demanda. 

Los demás testigos de estos autos, no lian presenciado el 
accidente y los del sumario criminal adjunto tío su han ratifica- 
do en sus declaraciones, ni la actora lo procuró. 

De consiguiente, calie aplicar al respecto lo establecida por 
la jurisprudencia míe niega eficacia probatoria a tales declara- 
ciones. 

Si n t'lln se agrega lo que se desprende de lo declarado en 
el sumario por el actor (véase testimonio de fs. 86 y ratifica- 
ción de fojas 96 y vta^. se llega sin esfuerzo a la conclusión 
de que ni en autos, ni en el sumario, ni en parte alguna, se ha 
logrado demostrar la culpabilidad de la demandada. 

Kn esta situación estima el suscripta que rige en esta causa 
la dispuesto en la ley I", titulo 1-1, partida 3* y art. 111 del Có- 
digo Civil. 

Por las consideraciones q\ K preceden, fallo: rechazando la 
demanda instaurada por Manuel León contra la empresa del 
Ferrocarril del Sud, sobre indemnización de daños y perjuicios 
emergentes del accidente ocurrido en Avellaneda el 6 de Diciem- 
bre de 1924. Costas por su orden, atenta la naturaleza de la cau- 
sa. Notifiquese, repóngase el sellarlo y oportunamente archívese, 
previa devolución del sumario agregado, a su procedencia. 

Saúl M. Escobar. 

SENTENCIA DK LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Rw-m>$ Aires, Septiembre 21 de 10>8. 

Y Vistos: 

For sus f un» lamentos se confirma la sentencia apelada de 
fs, 116, que rechaza la demanda instaurada por Manuel León 
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contra la empresa del Ferrocarril del Sitd, sobre indemnización 
de daños y i>crjtiicios ; sin costas, por hatier tenido el actor ra- 
zón proliable )»ara Irrigar, desde que ha sufrirlo un perjuicio cicr- 
to. I>evuélvase y rejíóngase las fojas en primera instancia. — 
Mantliiio Estafada, — H. A. Xazar .iuflwrcna. — /, I\ lana 
— José Marcó. 



FALI.0 DE LA CORTE PL'PREMA 

Unenos Aires, Noviembre 2» d? \V2ü. 

Y Vistos: los seguidos jwjr don Manuel León contra la em- 
presa del Ferrocarril del Snd. sobre indemnización de daños y 
perjuicios, y 

Considerando: 

Que el actor fundó su derecho a Ja indemnización en la res- 
punsabilidad que atrihye a la empresa por no colocar torreras 
en el paso a nivel en c|ue se produjo el accidente e invocó como 
fundamento fie la responsabilidad consiguiente a la omisión re- 
ferida, el art. 5 rt , inciso 8" de la ley X' 2873, 

Que esta Corte ha determinado ya en sentencias anteriores, 
el alcance del precepto citado y en ellas ha dejado establecido 
que la interpretación más razonable en presencia del texto legal 
y de los propósitos que informan la disposición, es- la de que 
los ferrocarriles dclierán ampliar los medios de protección indis- 
pensables, esto es, terreras o guarda ganados, según los casos, 
con arreglo a las necesidades del tráfico local ya que la instala- 
ción de torreras en lugares apartados y de escaso tráfico no ten- 
dría otro resultado que el tic encarecer la explotación ferrovia- 
ria con perjuicio directo del público. Fallos, tomo 142, página 
238 y otros). 
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Que la semencia apelada, apoyándose en k» elementos de 
juicio acumulado* en auto*, ¡lega a la conclusión de míe la Falta 
de instalación de Uurcras en el i^so a nivel en que se produjo 
el accidente, mi constituye una negligencia cttJpaHe de i>arte de 
¡;l empresa demandada, "puesto <|itf no se ha probado ipie el 
aumento de |>oblacióii o el incremento del tráfico fNíMeriore* al 
¡n-rmisn i*ara el funcionamiento del paso a nivel sin I jarreras 
hayan colocado a la compañía en la ..Ilinación de dotarlo de és- 
tas jKira la seguridad del tráfico." 

(Jtie 11.. pudiendo revisarse tales conclusiones sobre puntos 
de lucho y de prueba en el recurso de puro derecho federal, a 
mérito del cual se ha traído la causa a la jurisdicción apelada de 
esta Corte, resulta inobjetable la aplicación hecha por el tribunal 
tí t¡uo de la disposición cuestionada de la k*y N" 2873, 

l'or ello se o mí ir ma la sentencia apelada en cuanto lia lu- 
dido ser materia del recurso. Xotiíiquese y devuélvase, repo- 
niéndu-e el papel en el juzgado de origen. 

f. Fu lteSOA Alcorta. — Rorfrto 
Rkfiítto. — H. Grioo 1. avalle 
— Antonio Sacar na. 
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Compañía Swíft tí,- f.a /Vafe contra Soi ñ dad Puerto tic! Rosa- 
rio. jv*ítfc* r0¿P0 </r pesos. 

Sumario: De acuerdo om lo establecido ni el decreto del I'oder 
Ejecutivo Nacional de 5 de Mayo de l f >!l. dictado en mo 
de las facultades que le son propias, las mercaderías de* re- 
movido delien alionar tus derechos de guinche y eslingaje 
é« el puerto del Rosario, únicamente cuando se haga uso 
de los peones e instalaciones dr la empresa: en consecuen- 
eía corres jKinde la devolución de lo pagado en ese concepto 
por la compañía adora. 

1.m explican las piezas siguientes: 

SEMENCIA DEL }VK¿ fSOE8AL 

tiosari.., SovieBibrc 2*> de 1926, 

Vistos estos autos seguidos por la Compañía Swiít de La 
Tlaia contra la Sociedad Puerto del Rosario, sobre cobro de 

pesos. 

Resulta : 

1-a parte actor» expresa haher pagada indebidamente ;i la 
demandada el día 4 ile Julio de l'>24, seiscientos sesenta y <>chu 
pesos o»n veinte y cinco centavos in n, por concepto de ctu- 
barques de madera realizados en el puerto del Rosario (liquida- 
ciones números 10.474, 10.4/5. 10.477, 12.45*. 14.074 y 14.151). 
Agrega que efectuó tales jtagos la jo protesta, puesto que tra- 
tándnse de operaciones de calmtaje liedlas del carro a htttmc 
menor de doscientas toneladas, y sin hacer uso de ninguno de 
los elementos de la Sociedad Tuerto del Rosario, ésta carecía del 
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derecho de cobrar mi Mima atento lo dispuesto en el art. 54 del 
respectivo contrato-concesión. En consecuencia pide se condene 
a la demandada a devolverle, con intereses y costas, los seis- 
cientos sesenta y ikIio jicsos 2&\ÍQÓ referidos (fs. 4 y 5). 

La Sociedad Puerto del Rosario, solicita d rechazo con cos- 
tas de la acción. Sostiene que el art. 54 del contrato-concesión 
autoriza ti cobro de una tarifa especial (jara el embarque de ma- 
deras en las condiciones del que motiva este reclamo; que por 
razones de comodidad y conveniencia general, se ha establecido 
una rebaja de 35 % sobre dicha tarifa, cuando los interesados 
realizan la operación con sus propios elementos en vez de utili- 
zar los de la Sociedad Puerto del Rosario; y que ese 65 % del 
derecho permitido inir la tarifa, es lo único que se ha cobrado 
a la Compañía Sivift de La Plata. Hace notar también que la 
demanda resulta improcedente ]ior tratarse de una protesta he- 
cha con posterioridad al |»a¡;o. y a la cual no puede atribuírsele 
electo retroactivo ( f s. 11 a 14 i. 

Abierta la causa a prueba ( fs. 14 1, ambas partes aportaron 
los elementos de criterio que corren agregados de fs. 15 a 26, 
incluso los exj»edientes administrativos anexos ; y previos los 
respectivos alegatos, quedó en estado de sentencia con fecha 17 
del corriente mes y año. 

V C< msideratido, que: 

1' l-i tarifa del art. 54 del contrato-concesión a que delw 
ajustarse para sus cobros la parte demandada, se refiere expre- 
samente a los priKluctos nacionales cmliítrcadns jxir la empresa 
del puerto, y no rige |*>r lo tanto al íh(i juiüci' desde que aquí 
el emltarque se ha hecho pot la Compañía Swíft de La Hata 
con >u> elementos propios. 

2" J F.l decreto de fecha Mayo 5 de 1911. invitado durante 
la discusión, mantiene en lo pertinente los mismos términns 
usados en el art. 54 del contrato, productos nacionales embar- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



209 



cactos ]mr la c-ittprt^a del Puerto, y im establea: cmíb (Beba tarifa 
deba obrarse aún en el aso de efectuarse el embarque con ele- 
mentos di' los ¡tu t-rtsados. Lejos de ello, tía jo el rubro "Dere- 
eho de eslingaje"', a) refiriéndose a los casos en que resulte 
inaplicable el art, 54, previene que " el removido abonará cslin- 
gaje cuando se haga uso de los peones o instalaciones de la 
empresa." 

3* La resolución dictada el 17 de Febrero de l f| 25 por el 
señor Ministro de Hacienda en el reclamo de Benito Guzmáii, 
expediente administrativo 118, G., 1924. no puede conceptuarse 
una reforma de la tarifa. Aparte de la f orina inusitada de adop- 
tó? resoluciones generales en un expediente particular, le í alta- 
rían para ello la firma del Jefe del I', iv. Nacional y la publici- 
dad ijue las leyes imponen a las decisiones del poder público 
obligatorias |«ira todos. 

4 V Aún admitiendo <pic el caso de eml sirques con elementos 
ajenos a la empresa constituye simplemente una omisión o inad- 
vertencia de la tarifa, es evidente que tal omisión o inadverten- 
cia, debió ser subsanada por los poderes públicos de acuerdo con 
la sociedad concesionaria del Puerto, máxime cuando está pre- 
vista en el o intrato la posibilidad de revisar las tarifas cada cin- 
co años, y pudo utilizarse cualquiera de esas oportunidades pe- 
riódicas para convenir reformas si Inician falta. Rajo ningún 
concepto puede reconocerse a la sociedad la [acuitad de imponer 
por su sola voluntad normas obligatorias para los habitantes del 
país, en cuanto se refiera al derecho que a éstos reconoce la 
Constitución y las leyes, de utilizar los ríos navegables o apro- 
vechar otros bienes públicos cuyo régimen se halla a cargo ex- 
clusivo det listado, como derivado fie la solieranía nacional. Quie- 
nes operan en el Puerto, sólo están obligados a someterse a 
las condiciones impuestas por la empresa, en cuanto ellas coin- 
cidan con. las autorizadas por lis poderes públicos. 

5* Xo consta que la Compañía Swiíi de La Plata, haya acep- 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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Oue el régimen tarifaria establecido en tos arts. U> al 54 
del contrato de construcción y ex] ilutación del puerto, con que 
la demandada sostiene la legitimidad del cuhm de los derechos 
que se discuten en el presente juicio, lia Sido minificado por 
decreto de fecha 5 de Hayo de l'JH dictado ]«ir el Poder Eje- 
cutivo Nacional en uso de las facultades que le son propias 
{Constitución Nacional, art. 86. incisos V'. 2° y 13). 

Que en el citado decreto se establece con toda claridad que 
las mercaderías de removido abortarán los derechos de guinche 
y eslingaje "únicamente" cuando se haga uso de los peones e 
instalaciones de la empresa, lo que 00 ha ocurrido en el préseme 

casó. 

Oue las razones de orden financiero v contractual invocadas 
por la concesionaria, si pueden servir como fundamento de una 
reclamación de sti parte cu contra de lo dispuesto en el decreto 
de referencia, en manera alguna la autorizan |iara imponer su 
voluntad sobre la tarifa fijada por el Poder Ejecutivo, en cuya 
representación procede a la explotación del puerto. 

Por estas consideraciones y las concordantes de la sentencia 
de fs. 5J a 55. del 29 de Noviembre de 1926, se la confirma, 
con costas. Notifíquese y devuélvanse al juzgado de origen, 
donde se repondrán los sellos. — Luis F. González, — José \!. 
fierro, según su voto. — Carias M. /hnlit. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. Noviembre d«r 192». 

Autos y Vistos: 
Considerando: 

Que el contrato celebrado entre el Gobierno de la Nación 
y la empresa concesionaria el 16 de Otubre de 1902 con sujeción 
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a ¡a ley nacional X*' 3885. establece los derechos c impuestos a 
cuyo | Kipi están sujetas las mercaderías que filtren u saldan 
del puern 1 concedido según un dublé criterio: a) derechos de 
guinche, almacenaje, eslingaje y parte fija fiel derecho de trac- 
ción (arts. 49, 50, 51 y 52), considerados aisladamente y cuya 
tarifa e> aplicable en general a todas las mercaderías no expre- 
samente exceptuadas ; I* ) tarifa cecial comprensiva de nulos 
aquellos servicios establecida en relación de los productos nacio- 
nales enunciados cuidadosamente en planillas que integran el 
contenido del art. 54 de la concesión. 

<Jue el decreto de 5 de Majo de 1911 manteniendo cuta cla- 
sificación entre tarifa* generales y tarifas especiales ha introdu- 
cido ciertas modificaciones al régimen legal de las primeras sin 
alterar api réntenteme o en su letra el adoptado respecto de las se- 
cundas. l£n ese caso se encuentra la decisión de «pie "Mas merca- 
derías fie removido alonarán únicamente los derechos de guinche 
y eslingaje cuando se haga uso de los peones e instalaciones de 
la empresa", adoptada por los incisos i) y a) del decreto de 5 de 
Mayo de 1911. en los capítulos denominados Derechos de Guin- 
che y Derechos fie Eslingaje. 

tjue esa decisión modificatoria ha sido materia de uno de 
los considerandos del decreto citado tendiente a justificarla y 
en él liase expresado: "ipte j>or decreto de M de Julio de 
1909 c! Poder Ejecutivo dispuso que la> cargas de removido 
pagarán islingaj'. únicamente cuando he haga uso de los guinches 
y peones fiscales y 0é las razones determinantes de esa dis- 
posición justifican su npi¡o<Hón en todos los puertos de la Ke- 
púhlica. sin exceptuar el del K.'sario como resultaría si se acej>- 
tara en lo perttetiente el proyecto > la empresa." 

Que por últinn) en el art. 3'' se crdenó la notificación fiel 
decreto examinado haciéndose salier a h empresa que en el 
caso de insistir en las cláusulas propuesta-" ))or ella y modifi- 
cadas por el decreto, se someterá la cuestU> a la decisión de 
arbitros de acuerdo con lo que establece el ait. 74 del contrato 
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de 16 de Uctubre ele, l l XL?. V no solo nu consta en autos que 
la empresa consti luyera el _ tribunal arbitral sobre el punto, si- 
no que ella misma reconoce tpie los product*» nacionales no 
comprendidos en el art. 54, nada alionarían tnir emlorque siem- 
pre que fuese en embarcaciones menores dé doscientas tonclada> 
de registro. Es decir, lia aceptado el principio establecido pir 
e] decreto del l'nder Ejecutivo excluyendo de su aplicación las 
operaciones de removido referentes a tas mercaderías enume- 
radas en el art. 54. 

Oue, si por una luirte de acuerdo con el art. de las or- 
denanzas de Aduana se llaman mercaderías de removido en el 
comercio de cabotaje tas extranjeras que hayan abonado los de- 
rechos de importación y tas nacionales que hayan pagado los 
derechos de exjKiriación o que no los adeuden ; y si por otra Jos 
términos en que se encuentran redactados los dos últimos con- 
siderandos del decreto de 5 de Mayo, permiten dar a los incisos 
í) ya) aplicados por ta sentencia ta interpretación amplia que 
les ha atribuido en el sentido de comprender, no sólo la hiiMiiesis 
de las mercaderías sujetas a las tarifas generales, sino también 
las enumeradas en el art. 54 fie las tarifas referidas, es de toda 
evidencia, que la solución obtenida |*>r el pronunciamiento ar- 
lado es la que legalmente corresponde. 

En su mérito y pur sus fundamentos se confirma ta senten- 
cia apelada en la parte que ha podido ser materia del recurso. 
Xoüfiquese y devuélvase reponiéndose el papel en el juzgado 
de origen. 

J. Fllil tiKQA ALCORTA. — RüBKkTO 

Kki*i:tto. — Antonio Sacamna. 
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SéÜores Wi 11. Mnller y Cía. amtm l„ rrorittcht de Ruchos Ai- 
res, sobre devolución de dinero. 

Sumario: Xo corresponde a la jurisdicción originaria de ta Curte 
Suprema el conocimiento de una demanda contra la Provin- 
cia de Huenos Aires, tendiente a obtener la devolución de Una 
suma de dinero exigida a título de impuesto y multa y alio- 
mida bajo protesta, que se funda en primer término en la 
circunstancia de no existir ley que autorice el cobro del 
gravamen, o más l»ieu. en que la existente no tiene apli- 
cación al caso. ( \%> se traíala de causas regidas ]M>r la 
Constitucional, ni de causa civil nacida de estipulación o 
contrato). 

Coto : Lo explican 1a> pieza-, siguientes : 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

BúetkM Airi^, Diciembre ¿4 de I92r>. 

Suprema Curte: 

Los señores Muller y Cia., invocando la jurisdicción ori- 
ginaria de esta Corte Suprema para resolver las causas a que se 
refieren los arts. 100 y 101 de la Constitución Nacional, han 
demandado ante V. K. a la Provincia de Buenos Aires por de- 
votución de dinero que han pagado en concepto de impuesto o 
patente al capital en giro, por un depósito de materiales y mer- 
caderías que tienen en la rilara del Riachuelo, jurisdicción de la 
Provincia de Buenos Aires. 

Contestada la demanda negando el derecho invocado por la 
actora y sustanciada la causa, V. E. lia dispuesto antes de dic- 
tar sentencia, pasar los autos a dictamen del suscripto. 
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Aunque la jurisdicción de esta Corte Suprema ha quedado 
acreditada |xtr razón de las personas, y las jtarics no han re- 
parado en la coiniKtencia jkt razón de la materia, creo necesario 
ocuparme de este punto, el que, atento su naturaleza, puede ser 
tratado y resuelto en cualquier estado del procedimiento, ya que, 
como es de doctrina, la jurisdicción federal, por razón de !a ma- 
teria, es improrrogable. 

Entiendo que el conocimiento de la presente causa es aje- 
m» a la jurisdicción originaria y exclusiva de V. E. 

En efecto. k> que en definitiva reclaman los actores en esta 
causa, a estar a los términos de la demanda y de la protesta tes- 
timoniada a fs. 12 vta.. dirigida a la oficina de rentas de la Pro- 
vincia de Rúenos Aires, es la devolución de un impuesto al capi- 
tal en gim abonado, según ellos, en virtud de una errónea inter- 
pretación de la ley local respectiva, hecha por las autoridades 
administrativas de la provincia demandada. 

E infieren de ello que "no existiendo ley que autorice el co- 
bro del gravamen, ese cobro es manifiestamente inconstitucional." 

Como se ve, no se alega ta inconstitucional idad de la ley de 
impuesto al Comercio e Industria, llamado también al Capital 
en Ciro, no siendo suficiente a tal fin la vaga enunciación que 
se hace al alegar de bien proliado a fs. 69 porque, aparte de ser 
ésta una cuestión rio propuesta en la litis, aparece ella formulada 
sin invocar siquiera cláusula alguna constitucional. 

La demanda tiende únicamente a la exoneración del impues- 
to cobrado, por razones exclusivamente emanadas de la interpre- 
tación de la ley provincial de impuestos referida. 

Esta Corte Suprema carece de jurisdicción para conocer y 
decidir este litigio, como lo dijo V. E. eu una causa análoga 
registrada en el tomo 140. pag. 34 de los fallos del tribuna!. 

I-a demanda no versa sobre puntos regidos |Hir la Cons- 
titución ni es una causa civil derivada de estipulación o contrato 
como pira que, por razón de las personas, proceda la jurisdic- 
ción originaria de V. E. 
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La acción va dirigida o «ara él Estado provincia] en su ca- 
rácter de p^nler público que ejercita f tinciones tic lal al crear 
impuestos y aplicarlos. 

Los tribunales nacionales, omio dijo V. K. en la causa 
citada, carecen de jurisdicción para juzgar la valide/ de tales 
leyes v de los actos y procedimiento de los funcionarios envár- 
enlos de su aplicación y cumplimiento. 

U inoonsiitucionalidad, pues, motivada ¡wr Ja aplicación 
de un impuesto col irado, según los actores, por una mala inter- 
pretación ( |e la ley respectiva, no pueele ser discutida ante esta 
Corte Su j trema. 

Soy por ello de opinión que Cor resánale declarar que el co- 
nocimiento de la presente causa no corresponde a la jurisdic- 
ción originaria y exclusiva de V. K. 

11 anu lo R. l.itrrt'lfí. 
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r 

■ BiwiKM Aires Xovimibre 28 de 1928. 

V Vistos: este juicio seguido por W. H. Muller y Cía. 
contra la provincia de Huenos Aires sobre devolución de dinero, 
del cual resulta : 

Une a fojas 1 1 comparece don Carlos Schatz. en represen- 
tación de la sociedad actora demandando a la provincia de Bue- 
nos Aires para que sea condenada a devolver la cantidad de doce 
mil tresck-ntos veintiún pesos con veinticinco centavos, con sus 
intereses y costas, que ha pagado lajo protesta en concepto de 
patente al comercio e industria y multa* por los años 1923 y 
1924 fundado en que su mandante no esta obligado a pagar im- 
¡HiestO de capital tu giro por mi depósito de mercaderías en la 
margen del Riachuelo, 
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Que fá ley sobre impuesta al comercio y a la industria es- 
tablecí' en su artículo l u un gravamen proporcional a toda rama 
ifcl comercio e industria (pie se ejerza en la provincia. Y siendo 
este último el principio liásico ríe! cohro de la patente l»ajo la for- 
ma de capital en ^iro. es elemental que no se puede cobrar el 
tributo, cuando mi hay n intima rama de comercio e industria y, 
en consecuencia, no existe ningún movimiento de capital en ope- 
raciones en la provincia. 

Que el art. 5* de la ley expresa que la tasa del impuesto 
se percibirá sobre el monto total realizado durante los doce me- 
ses anteriores. Esto evidencia (pie si no hay ventas no hay co- 
merdo ni industria y. \wt consiguiente, faltaría la posibilidad de 
aplicar la tasa. 

One en el inciso a) se bahía de frigoríficos, ramos de co- 
mercio e industria en general y las usinas de refinación de acei- 
tes minerales y en ninguna de esas categorías está comprendido 
un simple dej>ósito de materiales. El depósito puede ser un co- 
mercio o una industria por si mismo, cuando ese local es ofre- 
cido por sus propietarios para que terceros depositen mercade- 
rías y cobran una cuota i>or la guarda y cuidado dispensados, 
pero no es ningún comercio O industria, cuando el depósito es 
un local de quien lleva las mercaderías. 

Que en el inciso b) se hace la enumeración de las fábricas, 
saladeros y depósitos y almacenes de petróleo y sus derivados 
realicen o no ventas en la provincia. V como su mandante ¡no 
tiene almacenes de petróleo ni de sus derivados, sino uno dejiósi- 
to de materiales fie construcción, es indiscutible míe no proce- 
de aplicar el impuesto de capital en giro. 

Que al depositó de que se trata, entra la mercadería que 
viene del exterior y sale a los destinos ordenados por el escrito- 
rio de Buenos Aires, sin que ni directa ni indirectamente pueda 
decirse que realizan operaciones comerciales dentro del territorio 
de la provincia demandada. 

Oue no existiendo ley que autorice el cohro de gravamen, el 
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realizado.es manifiestamente inconstitucional. 1.a Carta Funda- 
mental garantiza a la* provincias el gobierno propio, o sea el 
y;»ce y ejercicio de sils instituciones, 1 ki j i » el régimen del art. 5* 
6 sea, siempre que el Gobierno se ejerza bajo el sistema repre- 
sentativo republicano, dé acuerdo con los principios, declaracio- 
nes y aramias consagrados |*ir aquélla. 

<Juc nadie puede ser «hilado a hacer lo que la ley ilu man- 
dil (art. l ( ')l la propiedad es mvíolable y ningún habitante de 
la Nación puede ser privado de ella sino en virtud de sentencia 
fundada en ley {art, 17) ; y los impuestas sólo pueden ser co- 
brados en virtud de esa legislación. No es admisible pues que 
una provincia pueda exigir el [Kigo de impuestos si no han sidci 
previamente legislados y la ley debidamente promulgada sin vio- 
lar los arts. I*. 14. 17. 1H y 19 de la Constitución. 

Qtte acreditada la jurisdicción originaria de la Corte, co- 
rrióse a fójas 20 traslado de la demanda, el qtte fué evacuado a 
fojas 2K por el doctor Fmilio Zorraqtiui en representación de la 
provincia de Unenos Aires, pidiendo su rechazo, con costas, y 
exponiendo : 

íjue la ley impugnada como ilegal dice en su articulo pri- 
mero; "que el impuesto establecido |mr ella grava proporcit nial- 
mente todo ramo de comercio e industria que se ejerxa en la pro- 
vincia" y su art. 5'' establece la tasa de aplicación del impuesto: 
por cada mil |**sos (inciso a) los ramos de comercio e industria 
en general, realicen o no ventas en la provincia. Y en presencia 
de esta disi>osie¡ón. mal puede la sociedad adora afirmar que no 
existe ley que autorice la imposición del gravamen porque el pn- 
der administrador ha aplicado el impuesto a un depósito de mer- 
i adcrias sin carácter comercial e industrial, 

Que con el criterio de los actores podrían establecerse de- 
pósito* en jurisdicción de la provincia, almacenar materiales, 
mercaderías, etc.. sin abonar suma alguna al Fisco, siempre que 
con las ventas ríe los artículos almacenados corriese un escrito- 
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rio que funcionara en la Capital Federal cuino ficurre en el caso 
de los actores. 

Que la ley no puede halilar de casas de jietróleo, de fábri- 
cas, de tiendas, de akistecedores de carljón, ele; delx* emplear 
la locución genérica comprensiva de ttKlas ellas. Lo que para la 
ley constituye el objeto propio del tributo es la operación rea- 
lizada, es decir, la mercadería que de|>ositada en la provincia, 
íué objeto de tráfico comercial. 

Que si la ley no ha gravado especialmente a los deposita- 
rios de las mercaderías que constituyen el objeto propio del trá- 
fico de la suciedad demandante los ha impuesto genéricamente. 

Que la inconstitucional idad que se alega es corolario forzo- 
so de la presunta inaplicabilidad de la ley y como entiende ha- 
1h_t rescindido satisfactoriamente a esta se excusa de entrar en 
pormenores sobre aquélla. 

Que abierta la casa a pruelta fojas 31, prodújose la que ex- 
presa el certificado de fojas 02, alegando amias partes sobre 
su mérito a fojas 65 y 71 y poniéndose los autos a despacho, 
fojas 73. v 

Y Considerando: 

Que los antecedentes expuestos dejan establecido que esta 
demanda se propone obtener de la provincia de 1 Sueños Aires la 
devolución de una suma de dinero exigida a título de impuesto y 
multa y abonada lnjo protesta. 

Que tal demanda se funda, desde luego, en que los diver- 
sos artículos de la ley sobre el im|niesto al comercio y a la in- 
dustria vigente en la provincia de Buenos Aires, no es posible 
deducir el derecho que las autoridades administrativas de ta pro- 
vincia de Buenos Aires han hecho valer en el caso para requerir 
el pago del impuesto de capital en giro a un simple depósito de 
mercaderías como es el que los demandantes poseen en jurisdic- 
ción de ta provincia nombrada. 
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Que esta Oírte ha establecido, al decidir en casos análogos 
al presente y de acuerdo con 1c i que prescrilie el articulo 100 
de la Constitución, que el conocimiento de todas las cansas que. 
"versen sobre puntos rey id* is i*>r ella". eorresiwrtde a la justi- 
cia nacional, esto es, que pir razón de la materia las contien- 
das de carácter constitucional cúJttpeten a los Tribunales de la 
Nación, sin perjuicio de la jurisdicción que ejercen por razó» 
de las petsonás en las "causas civiles derivadas de estipulación 
o contrato" (Fallos: tomo 140, pag. 34). 

Que dentro de esta doctrina, se lia fíjadO claraniente el 
concepto de que el tuero originario de esta Corte procede por ra- 
zón de las personas en las causas civiles nacidas de estipute- 
cióu o contrato cuando una provincia es dcm:mdada t»fir el vtei- 
no de otra o p>r urí ciudadano extranjero y i>or razón de la ma- 
teria cuando en ¡guales condiciones sea demandada en virtud 
de actos que se dicen violatorios de una garantía consagrada 
IHir la Constitución Nacional (tomo 140. pie;. .Uj. 

< >ue en el caso de este juicio, no se trata evidentemente 
de una causa civil derivada de estipulación o contrato, pues el 
CObtQ de un impuesto pót su naturaleza misma no puede consti- 
tuirla; ni tanipticn de un litigio en que la jurisdicción de esta 
Corte proceda en razón de la materia desde que la demanda se 
tunda en primer término en la circunstancia de no existir ley 
que autorice el cobro del gravamen u más bien que la existente 
¡rio tiene aplicación al caso. 

(Jue no obsta a la conclusión anterior la circunstancia de 
haberse invocado cu la demanda varias disposiciones de la Cons- 
titución Nacional, pues tal invocación no aparece halierse hecho, 
dada la forma en que el punto ha sido planteado, con el fin de 
alegar la inconstitucionalidad de la ley de impuesto al capital 
en giro, que es la aplicada en el caso por las autoridades admi- 
nistrativas de la provincia, sino subsidiariamente y pira la hipó- 
tesis de que del examen del contenido de la ley se arriltara a la 
conclusión fie que el depósito del actor, dentro del articulado de 
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aquélla, no era ni mi comercio tu una industria, V bien ; este aná- 
lisis por su naturaleza previo tic la ley provincial, está fuera de 
la jurisdicción de la Corte. 

Que, en efecto, la justicia nacional carece de conq»etencia 
para conocer de la legalidad o ilegalidad del impuesto que se lia 
exigido y de los procedimientos observados al respecto por las 
autoridades o empicados encargados de su cobro, desde que, co- 
rre>i «ondiendo a las provincias darse leyes y ordenanzas condu- 
cente v necesario a su bienestar y prosperidad sin más limitacio- 
nes que las enumeradas en el articulo IOS de la Constitución, 
la jurisdicción de los Tribunales Nacionales es incompetente pa- 
ra juzgar ite la validez de esas leyes y de los actos y procedi- 
mientos de los funcionarios encargados de su aplicación y cum- 
plimiento, a menos que una disposición constitucional autorice 
su reconocimiento, que se trate de una violación del código funda- 
mental o de las leyes del Congreso, lo que no resulta, como stí 
ha dicho, en el suí judicc. 'Fallos: tomo 102. pág. 436). 

En su mérito y de conformidad con lo expuesto y pedido 
p..r el señor Procurador General, se declara que la presente cau- 
sa no corresponde a la jurisdicción originaria de esta Corte, sin 
costas, atenía la naturaleza de la cuestión debatida, Notiíiquese y 
repuesto el papel, archívese. 

J, FlOrKKOA AlXUKTA. — ROBERTO 

Rkn-tto. — R. Crino Lavai.i.e 
— Antonio Sanar xa. 
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Con lecha cinco de Noviembre de mil novecientos veintio- 
cho, fué continuada |»or la Oírte Suprema, la sentencia dictada 
por la Cámara Federal de Apelación de I-a Plata, la (jtie, a su 
vez. continuó la pronunciada i*»r él Juez Letrado del Territo- 
rio Nacional de la Pampa Central, que condenó a iiciijaniin 
Cornelio Pólice, a sufrir ta pena cíe veinticinco años ífc reclu- 
sión, inhabilitación absoluta, privación de la i>atria potestad, de 
sus bienes y del derecho de disponer de ellos por actos entre vivos 
y costas procesales, conio autor del delito de homicidio perpetrado 
en la persona de Teófilo Peña : lesiones a ltartolomé. Catalina, Pe- 
dro Cismoiidi, hijo, y a Carlos Gianzoni, y rolio en perjuicio de 
Pedro Gianzoni, delitos cometidos cu el lote V, jurisdicción 
de Vertiz del expresado territorio, el día 18 de Octubre de 1922. 



ILn siete del mismo la Corte Suprema, por las considera- 
ciones y f ululan lentos del dictamen del Señor Procurador Ge- 
neral, declaró bien denegado por la Cámara Federal de Abla- 
ción de la Capital, el recurso interpuesto por don Claudio Sa- 
crifanti. en autos con la Caja Nacional de Jubilaciones y Pen- 
siones de Empleados Ferroviarios, sobre jubilación en razón 
de estar fuera de término, y ser tal decisión de carácter procesal, 
e irrevisible |*>r ej tribunal, en el recurso creado por el art. 14 de 
la ley W 48. 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deduckla 
por la Sociedad Carreros de la Vanguardia en autos con Julio 
Manini y Cía., sobre daños y jierjiticios y cumplimiento de con- 
trato, en razón de que con arreglo a lo preceptuarlo por el art. 14 
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de la ley X» 4K y (>•> de la ley 4055, sólo i>odrá deducirse ju- 
ra ante la Corte Suprema el recurso extraordinario, cuando en el 
pleito se haya planteado algunas de las cuestiones de ca- 
rácter federal, enumeradas en los tres incisos del referido art. ]4 
y concurran las demás condiciones que allí se mencionan, lo 
que no tteurria en la especie s»h Iih\ según a pariría de la pro- 
pia exposición del recurrente : agregándose, además, con referen- 
cia a tos arts. IÉ y 29 de la Constitución, cuya inobservancia 
se alegaba, que las referidas cláusulas no guardalwin con las 
cuestiones del>atidas. la relación directa e inmediata requerida 
por el art. 15 de la ley 48. 



En la misma fecha no se hizo lugar, igualmente, a la queja 
deducida ]kít don í-uis Bottini, en autos con don Kduardo Ro- 
cha, sobre cobro de pesos, contra sentencia de la Cámara 2* de 
Apelaciones en lo Civil de la Capital de la Xación, que denegó 
el fuero federal |>or razones fie hecho y pruelw. es decir, por no 
haÍHTsc acreditado en la cansa por |>arte del demandado, un dn- 
micilio real distinto del indicado en esta Capital, cuya revisión 
escapa a la jurisdicción de la Corte Suprema en el recurso ex- 
traordinario que acuerda el art. 14 de la ley 48. 



Eh nueve del mismo no se hizo lugar a la queja deducida 
|K>r don Pedro Oliui en autos con. el Fisco Nacional, sobre co- 
bro de pesos, por aparecer de la propia ex|>osición del recurren- 
te, que la resolución dictada |x>r la Cámara 2* de Apelaciones 
cu lo Civil de la Capital, se habia limitado en el caso, a declarar 
imprrkcedeute la demanda, de acuerdo a lo que dispone el art. 
624 tlel Código Civil, por tratarse fie cuestiones regidas por el 
derecho común y por lo tanto extrañas al recurso extraordina- 
rio fie puro derecho federal, según lo disponen los arts. 14 y 15 
de la ley N" 48, 
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En ¡a fnisma lecha no se hizo hijear a la queja deducida \u¡r 
don Hedor í. aturre, en autos con don José R. Castillo, sobre 
cobro de pesos, en razón de que según la propia exposición del 
recurrente, opuesta la exección de prescripción autorizada 
|Mtr d art. &M\2 del C\'mIí^¡í • Civil, la resolución arlada se había 
limitado a declarar que "su resolución es inoportuna porque el 
Código de Procedimientos Civiles no la señala come» entre las 
de previ" v especial pronunciamiento", j»or lo que tal decisión 
no remúa los requisitos exigidos por el art. 14 de la ley N y 48, 
dado que no se tratáis de sentencia definitiva. 



Con techa doce de Noviembre de mil novecientos veintio- 
cho fué confirmada \xir la Corte Suprema, la sentencia pro- 
nunciada por la Cámara Federal de Apelación de La Plata, la 
que cotí firmó, a su vez, la dictada por el Juez Letrado del Te- 
rritorio Nacional del Chubut, que condenó a José Maria lia- 
rnos, a sufrir ta pena de catorce años y seis meses de prisión, 
accesorias legales y costas, como autor del delito de homicidio 
penetrado en ta persona de Manuel Maureyra, en Paso de los 
Indios, jurisdicción del expresado territorio, el día 20 de Abril 
del año 1926; 



En la demanda entablada por los señores don Carlos Dose 
Obligado, JtiSjta l>osc de Zcmhorain, Mercedes Duse y Jfaíge 
AlbíTti * José Dose. contra la Provincia de Unenos Aires, por 
devoluo Vi de una suma de dinero, el represcnlante de la deman- 
dada, al evacuar el trasladu que le fué conferido, manifestó que 
se avenía a devolver a los actores ta suma que éstos redamaban, 
pero que su parte por razón de la forma como quédala contes- 
tada la demanda, dehía ser eximida del pago de los intereses 
y costas. La Corte Suprema con fecha 12 de Noviembre de 1*128. 
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de conformidad Con el resuelto |mh' ta misma oh casos análogos, 
resolvió la causa declarando que ta Provincia de Humus Aires 
debe devolver en el plazo de treinta días, la suma de íj.''.iü pe- 
sos con cincuenta y nueve centavos moneda nacional, con sus 
interesfes al estilo de los que cobra el Hunco de la \ avión Ar- 
gentina, desde el día de la notificación de la demanda, ordenan- 
do que las costas fueran akinadus en el orden causado, atenta 
ta naturaleza de las cuestione* debatidas y la íonna en que fué 
trabada la litis. 



Con fecha catorce la Oírte Suprema de conformidad con 
lo dictaminado por el Señor Procurador General, declaró impro- 
cedente la queja interpuesta por don Angel Sastre, en autos con 
c! Gobierno Nacional, sobre expropiación, en razón «le que la 
resolución apelada, dictada por la Cámara Federal de Apela- 
ción de I-i Plata, no tenía el carácter de definitiva, puesto que 
aparecía pronunciada en la tramitación de una ejecución. 



De acuerdo con lo dictaminado por el Señor Procurador 
General, la Corte Suprema, en la misma feclia, no hizo lugar a 
ta queja deducida por don Honorio Grcch en autos con la Mu- 
nicipalidad de la Capital, sobre interdicto de despojo, por apare- 
cer de tos autos venidos jwir vía de informe, que la resolución 
dictada por la Cámara 1* de Apelaciones en lo Civil de la Ca- 
pital, tialiia dejado establecido "en el caso nt siquiera consta la 
calidad de subinqnilmo que se aduce, pues los documentos pre- 
sentados no tienen más fecha que la de presentación en juicio 
y el informe de fs. 54. no acredita dicho carácter, como tampoco 
ío acreditan las declaraciones testimoniales", es decir, había de- 
cidido la cuestión debatida, apoyándose en fundamentos de hc- 
rlm. ajenos al recurso extraordinario y suficientes por sí solos 
pura sustentar el fallo recurrido. 
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Mn h causa seguida ¡>or el Fisco Nacional contra doña Ro- 
sa Sanyuinetti de Cáncpa y doña Clara Cánepa, t»or expropiación 
de ta finca sita en la calle GVrdolu N" v 2381, afectada i>or ta 
construcción del j'oliclinico "San .Martín",, autorizado pjr la ley 
N v 602©, el señor juez Kcderal de la Capital, falló el juicio 
deparando transferida a favor de la Nación la | impiedad expre- 
sada, previo paj;» de la cantidad de cuarenta y ocho mil euareu- 
ta y ocho pesos, con ochenta y oclio centavos moneda nacional, 
cu concepto de total indemnización, de conformidad a lo dis- 
puesto en el art. lo de la ley 1KM, con las costas a carjjo de la 
Nación, art. Itf. ley citada: sentencia que fue confirmada por la 
(. amara Federal de Apelación de la Capital, en cuanto declara 
transferida la propiedad a favor de la Nación, y la modificó 
respecto al precio míe se mándala pagar, el míe fijó en concepto 
de total indemnización, en la suma de cuarenta y cinco mil vein- 
t incluí pesos, con veinte centavos moneda nacional Klevados los 
amos a la l urte Suprema, el tribunal, con fecha 14 de Noviem- 
bre de l'US. considerando equitativa la suma fijada por la Kxiua. 
Cámara, confirmó, a stt vez, la sentencia a¡ telada. 



En diez y seis del mismo se declaró improcedente la queja 
deducida por doña María Ystelart de Donapetry. en autos con 
su hijo Estéhan Donapetr>'. |«>r abandono, por no aparecer de 
ta propia exposición de la recurrente, que ésta lmltiere inter- 
puesto para ame la Corte Suprema, recurso alguno que le hubie- 
se sido denegado. 



l'uu fecha diez y nueve de Novietulire de mil novecientos 
veintiocho la Corte Suprema ordenó fuese devuelto al Señor Juez 
de Instrucción de -í* División del Ejército, el sumario instruido 
al teniente coronel don NorU-rto Novolisio, en averitmaeión de 
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la partici|>ación delictuosa que pudiera halier tenido, según de- 
nuncias de la prensa de la ciudad de Córdolia, en el falso enro- 
lamiento de José Martin líarrocal; antidataeión de las libretas 
de enrolamiento del expresado liarrttcal y de León Yinermino 
Kaniidld y de hal»erse sacado del total del Distrito 43, útiles 
de enrolamiento a altas horas de la noche, en razón de no exis- 
tir en las actuaciones elevadas por el expresado Juez, los ante- 
cedentes de la declaración tic competencia del Juez Federal de 
Córdolia, ni tampoco hahia sido agregada la resolución tomada 
por ta Cámara Federal decidiendo la apelación interpuesta con- 
tra el auto del Juez que mantenía su competencia. 



Con («cha veintiuno no se hizo lugar a la epieja deducida 
por don Luis M- Xeííri, solicitando su inscri|>ción en la Ma- 
tricula de Vn «tiradores de la Suprema Corte de Jmtícia de la 
Provincia de Buenos Aires, en razón de «o acrecer de la ex- 
]iosición del recurrente, que éste hubiera deducido para ante la 
Corte Suprema, recurso alguno que le hubiese sido denegado. 



En la causa crimina! seguida contra Eduardo Gallardón por 
el delito de homicidio perpetrado en ta fmm$ del penado Héctor 
Georgette. el dia 24 de Noviembre de 1924, en el Presidio Nacio- 
nal de Cshuaia, el Juez Letrado del territorio nacional de Santa 
Cruz, falló la cansa, condenando al reo a sufrir la pena de ocho 
años de prisión, accesorias legales y costas: sentencia que fué re- 
formada \*>T la Cámai Federal de Apelación de La Plata, impo- 
niéndose al reo. catorce años de la misma |H'iia. Elevado los autos 
en apelación a la Corte Suprema, el tribunal con fecha 23 de No- 
viembre de 1928, confirmó la sentencia apelada en cuanto a la cali- 
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ficacióu del delito, y la reformó respecto a la ]>ena, que redujo 
a ocho años de prisión. 



Kn la misma íi*cha se declaró improcedente la queja dedu- 
cirla por duna liosa Messina de í lacia en autos con don Jusé 
Gaeta, sobre alimentos y litis twpi'n.sas, en razón de que la re- 
solución de la Sala I* de la Cámara de Apelaciones del Rosario, 
se hahia limitado a anular la sentencia dictada y actuaciones pos- 
teriores. ordenando que la causa pasara a otro juez: para que pro- 
siguiera su tran litación, y tal resolución, ni era definitiva, p>r- 
que no ponía fin al litigio, ni envolvía cuestión federal alguna 
Gomo para que procediera contra la misma, el recurso extranr- 
dinari" interpuesto (art. 14. ley 4S). 



Con techa veintiocho no se hií:n lugar a la queja deducida 
j-or Jacinto Gregorio Al/ugaray en la querella que le siguen los 
señores San*. Sastre y Cía.. \*ir emisión de cheques dolosos» 
jtor desprenderse de la propia exposición del recurrente, que la 
cuestión delatida era la referente a la procedencia o improce- 
dencia de una medida de pruelia pedida jxtr su parte, es decir, 
cuestione* regidas por el derecho común y ajenas, por consi- 
guiente, al recurso extraordinario de puro derecho federal que 
autoriza el art. 14 de la ley X" 4K. 



I.n la misma fecha se declaró improcedente la queja dedu- 
cida jKtr don Rafael Oliva en autos con doña María A", de Chres- 
tía, sohre cobro de pesos, en razón de que la resolución apelada 
había denegado el fuero federal, a mérito de la prueki rendida 
en autos acerca de la nacional i dad de las partes en litigio, y tal 
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resolución es irre visible jíof la Curte Suprema, por cuanto no 

contiene disposición alguna <ie carácter federal, como lo exige 
eJ art. 14 de la ley X" 48. 



En la misma fecha no se hizo luzar a la queja deducida |Kir 
doña Lucía Carhó en autos con doña Dolores I.areu de Casal, 
sobre desalojo, |>or aparecer de la propia exposición de la recu- 
rrente, que ta cuestión debatida y resuelta en las instancias or- 
dinarias del pleito, era la referente al deshaucio de la apelante 
y la de establecer Si la locadora era Dolores Lareu, viuda de Ca- 
sal o doña Anuncia Casal, es decir, puntos de hecho, prueba y 
de derecho común, todo lo cual es ajeno al recurso extraordina- 
rio de puro derecho federal, atento lo que disponen los arts, 14 
y 15 fie la ley X" 4K. y lo reiteradamente resuelto por el tribunal. 



Etl la misto a fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
por don Manuel Torta, hijo, en autos con don José A, Canteli y 
i>tro, sobre cobro hipotecario, en razón de que la resolución ape- 
lada dictada |«>r la Cámara 2* de Apelaciones en lo Civil, no 
revestía el carácter de sentencia definitiva, puesto que no ter- 
minaba el pleito ni hacia imposible su continuación, |»r cuan- 
to se limitaba a resolver una mera incidencia procesal y no era. 
l»r consiguiente, susceptible del recurso extraordinario pata 
ante la Corte Suprema. 



En la misma fecha la Corte Suprema de conformidad con 
lo dictaminado jn>r e! Señor FVocurador General, no hizo lugar 
a la queja deducida por la Compañia de Máquinas para fabricar 
calzado, en los autos "María Scasso de Campomar contra Rodrí- 
guez y Gigti'". sobre tercería, en razón de que. según la propia 
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exposición del recurrente, la resolucin apelada dictada po r la 
Ganara 2* en lo Civil de la Capital, haliia resuelto la cuestVm 
interpretando y aplicando «elusivamente disposiciones de dere- 
cho común, lo que la hace irrevisihte por el tribunal ; agregán- 
dose, además, que la apelación deducida no minia los requisi- 
tos exigidos i*>r el art. 14 de la ley 4<S para la procedencia del 
recurso interpuesto. 



£n la niisn la techa no se hizo lugar a la queja deducida 
por don Julián llardo en los autos "Suseción ÉL Righetti contra 
1- rancia C. de llardo, juicio arbitral", ]Xir no aparecer de la 
propia exposición del recurrente, que éste hubiera planteado en 
la causa, cuestión alguna de carácter federal. 



Eíi treinta del mismo no se hizo lugar a la queja deducida 
por los señores líoecker y Cía., apelando de una resolución de 
Aduana, en razón de tratarse de una causa de defraudación 
aduanera de carácter criminal : agregándose, además, en cuanto 
al recurso extraordinario interpuesto, que la resolución recurri- 
da se batía limitado, en el caso, a apreciar puntos de hecho y 
prueha extraños al recurso intentado de acuerdo con lo que es- 
tablece el art, 14 de la ley X v 48. 
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Don Clemente .httnnoz'ieli y otros contra h Provincia de Santa 
Fe. sobre interdicto de despojo. 

Sumaria : t* J.as autoridades de provincia carecen de derecho 
para abrir un camino público, destruyendo alambrados de 
mía propiedad particular sin haber adquirido previamente 
el dominio. 

2" t^is restricciones impuestas al dominio privado sólo 
en interés piihl ico. son regidas por el derecho administrati- 
vo y no pueden entenderse ni ejercitarse en detrimento de 
las garantías Consagradas por la Constitución respecto de la 
propiedad privada. 

Caso: ¡Lo explica el siguiente: 



PALLO DE LA COATE SCPSEMÁ 

Buenos Ainv. Diciembre 3 de l'íJK. 

Y Vistos: el juicio de don Cimiente Antunovich, (¡aspar 
Gogicevic, .rutel Pizzi. Juan Maraschiuo, Clemente Lattanzi. 
|osé Miconi. Primo Porta, Celestino Porta. Juan Gagtiardo, 
Clemente Carello y Antonio Andrea, vecinos del Departamento 
de la Provincia de Santa Fe, contra dicha provincia por inter- 
dicto de despojo, de cuyas constancias . 

Resulta : 

Que. con fecha 31 de Agosto de ]92(* se presenta don Fa- 
hián Pancln, con poder de los nombrados en el exordio, mani- 
festando: í|ue éstos ocupan desde hace varios años, a título de 
propietarios, las fracciones de tierras ipte se especifican en el ero- 
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ijtiis que adjunta, ubicadas en las Colonias General Roca y San 
Pedro, jurisdicción miinitípal de Casilda, departamento de Ca- 
seros, antes Sai) Lorenzo, de la provincia de Santa Fe; que el 12 
de Junio del año de la demanda, el inspector municipal etc Ca- 
silda. Séfior Caclla, invocando las órdenes del intendente y éste 
a mi vez. las del Gobernador, procedió, con uso úe la fuerza pú- 
lilica. a levantar postes y cortar alan ti nadita que cerraban propie- 
dades de los acton-s para dejar abierto im camino de veinte me- 
tros entre las Colonias General Koca y San Pedro, camino ine- 
xistente hasta esa fecha y a pesar de la protesta hecha en el ac- 
to por los damnificados y formalizada por ante el cscritano públi- 
co don Estanislao Gallegos, como lo comprueba con la escritura 
que acompaña. 

TranscriU- un decreto «leí Gol>ernador Aldao y Ministro 
Luis M. L'rdaniz, de Agosto 14 de 1927. en el que. ante las de- 
nuncias de varios vecinos de Casilda de haberse clausurado un 
lamino divisorio de las colunias General Koca y San Pedro, in- 
tima a los propietarios que se imputa de infractores a que den- 
tro de treinta días retiren sus alambrados, diez metros cada 
uno "a fin de librar al servicio público el camino de veinte me- 
tros de ancho que debe correr en el deslinde de las colonias Ge- 
neral Roca y San Pedro, bajo atiereibrmietilo, et€^; un pedido 
dr reconsideración de los afectados, de 3 de eptiembre de 1925 
fundado en que nunca existió el camino, (pie no es indispensable 
y no ha habido la expropiación y pago previos: y por ÚHimo. 
una resolución ministerial de Diciembre 3 del mismo año. orde- 
nando la ejecución con auxilio de la fuerza pública del decreto 
de Agosto 14. 

Laa tierras afectadas nunca fueron atravesadas por el ca- 
mino que el Gobierno mandó abrir y, en base al art. 17 de la 
Constitución Nacional y art. 251! del Código Civil, sostiene la 
ilegalidad de] acto realizado y de cualquier disposición legal pro- 
vincial en que pudiera fundarse. Indica las superficies que a ca- 
da uno di- mis ingeniantes tomó la apertura de! camino: invoca 
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los .trts. 2490 del Código Civil y 32tf de la ley X" 50 para f lin- 
dar el interdicta de desojo; y la calidad de extranjeros de 
mandantes para justificar la competencia de la Corte (ari. 1". 
ineisci 1" de la ley 48). 

Pídese condene a ta provincia di- Santa Pe a restituir las 
tierras turnadas y reconstruir ios alambrados dentro de treinta 
días. Con costas. 

3' Acreditada la jurisdicción de esta Corte, a mérito de los 
documentos presentados y declaraciones de testigos ffs. 28 vta. 
a 3(y vta. > se notifico a la Provincia de Santa Fe la demanda ins- 
taurada y habiéndose presentado con poder en forma don Luis 
L". de Iriondo. se celebró audiencia en ? de Septiembre ríe 1927 
(fs. 61 ), en la cual, el actor ratificó Ins términos de la demanda 
y ofreció la prueba pertinente: y el apoderado de la Provincia 
manifestó: que había recibido instrucciones de su piérdante 
para pedir el rechazo mu costas, de la acción instaurada por no 
ser c\actos los hechos en que se funda. 

Oue el camino aludido por la demanda es vecinal y \*ir dis- 
posición de los arte. 45 y 46 riel Código Rural, delie ser abierto 
y conservado |»or los vecinos, corre sijondiendo al Prxler Kje- 
cutivo hacerlos respetar e impedir que sean cerrarlos: el ancho 
de 20 metros está preceptuado en el art. 82 ríe la ley de Tierras 
para la fundación de colunias |»ariieulares. 

Oue "la tierra que se dice despojada ha sido, con anteriori- 
dad camino publico y la prueba que ha ríe ofrecer en este acto 
para eorrolnirar su man i testación, que es la lase de la defensa 
alegada, demostrará sil vt*r acidad." 

Que en las reparticiones públicas de la provincia existen 
constancias de que en los permisos de alamhradu. gestionarlos 
|«»r los actuales propietarios que rían al camino, o sus anteceso- 
res, invariablemente se dejó constancia de la obligación de de- 
jar, fuera de alambrados, diez metros libres para caminos. 

Qik- los antecedentes mencionados fundan su convicción 
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de que el camim i a que se refiere la demanda, debe considerarse 
del dominio público (art. 2340, ¡lie. 7" del Código Civil (, y que 
|hir lo tanto. tn> puede ser objeto de [xisesión por jKtrte (k los 
particulares ni servir a estos de fundamento para deducir in- 
terdictos posesorios. ( > frece prucUi, 

3" Ae, regadas las probanzas (pie las |>artes ofrecieron y pro- 
dujeron en tiempo y forma (fs. 67 a 9¿% las partes alegaron 
sobre su mérito ( ís. 98 a 101 y se llamaron autos para defini- 
tiva íts. 102); 

Y Considerando: 

Prim^m: Que, cutí declaraciones contestes de los tes- 
tigos Rodolfo Scgarra (ís. 72), Feliciano Mendoza (fs. 7A vta.), 
Carlits Catani (ís. 75 vta. ). Bartolomé barcia { f s. 77 i, Laude- 
Uno Cruz ( f s. 7S vta. i. Donato Stiglíano (fs. SI vía.), los acto- 
re?, han proliado plenamente que desde hace años, poseen quieta 
y pacificamente las tierras que fueron afectadas por el acto o 
ln> actos violentos del Gol tierno de Santa Fe: y a esos testigos 
deben agregarse la escritura pública de protesta de ís. 4 y las 
fotografías ile fs. 7. 'í. II y IX no observadas por la defensa 
de la Provincia para declarar también plenamente demostrados 
e*-os actos de fuerza en virtud de los cuales se levantaron postes, 
rompieron alambrados y se ocuparon partes de las chacras de los 
actores, |mr agentes del Ctohienio ile Santa Fe. tiara destinarlas 
a camino público. Por lo demás, esos hechos no parecen compro- 
metidos concretamente en la negación formulada en la contes- 
tación a la demanda, pues se intenta cohonestarlos con las dis- 
posiciones de leyes y decretos provinciales que los autorizarían 
en el concepto de la demanda ( ís. 61 vta. y 62). 

Segundo: Cjne cualquiera sea el valor del Código Rural y 
de las Leyes de Tierras de Santa Fe. en cuanto imponen dejar 
espacio libres con o sin indemnización en las propiedades parti- 
culares para caminos farts. 17. 47 y 51 del Código Rural, art. 
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Si (fe la Ley de Tierras ele 28 de Octubre de 1884) y de los 
decretos concediendo twrmiso jara alambrar en las colunias a 
que este pleito se refiere (documentos de ís. 87 a 89 vía. I. lo 
cierto es míe la Provincia demandada no demostró: a) que las 
chacras sean las mismas a une se refieren las resoluciones guber- 
nativas solire alanibramiento mencionadas en los copias de fs. 
8/ : b) que el camino abierto en el deslinde de las Colonias Ge- 
neral Roca y San Pedro, tuviera existencia anterior, como se 
afirmó en la audiencia de ís. 61 haciendo de esa manifestación 
"la liase de la defensa alegada' 1 y, jxir el contrario unios los tes- 
tigos de la demanda vecinos de largos años, sostienen que nunca 
existió tal camino. Xo se trata, pues, de la situación contempla- 
da por esta Oírte en sus fallos, tomo 58, pág. 131, tomo 98, pa- 
gina 341; tomo 125, pág. 358 y últimamente en los juicios de 
Miginio Aparicio contra la Provincia de Huenos Aires, por des- 
pojo y i>tir reivindicación. 

Tercero; (jtte esta Corte, aplicando los arts, 17 y 31 de la 
Constitución Nacional, ha declarado y resuelto, en numerosos 
casos que las autoridades de provincia carecen de derecho para 
abrir un caminu público, destruyendo alambrados de una propie- 
dad particular sin halier adquirido previamente el domnio. y 
que dichos actos importan despojo, dando Isise a la acción corres- 
pondiente, tomo 5o, pág. 70; tomo 118. pág. 402; tomo 124, pá- 
gina 348 ; tomo 145. i»ág. 367 y tomo 146, |>ágs. 110 y 363; y 
ha declarado también (pie la disposición del art. 2611 del Código 
Civil según la cual 'las restricciones im|westas al dominio pri- 
vado, sólo en interés público son regidas por el derecho adminis- 
trativo, "no (Hieden entenderse ni ejercitarse en detrimento de 
las garantías consagradas por la Constitución resi>ecto de la pro- 
piedad privada. Hu consecuencia y no obstante cualquier d¡$]>os¡- 
ción en contrario de una Constitución provincial, no es un caso 
contencioso administrativo, sino una contención judicial, lo que 
origina la demanda de un particular "con motivo de la rotura de 
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cercos ordenada p»r tina Municipalidad para la abertura dé tina 
calle publica reclamando del Estado la entrega del dominio", ilu- 
diendo, por tu tanto la justicia federal, conocer de acuella cuan- 
do el fuero corresponda p»r razo» tijs las personas, que inter- 
vienett en el íítgíp. Temió 14. pág; í#; innm 41, 113; tomo 
42. pág. 222: tomo 46, pág. 389* tumo 123. pág. ,Í0. 

Es precisamente la situación de cosas y personas conteni- 
1 ilailas en este juicio las miomas que a esos tallos sirvieron de 
base. Xo es justa la pretensión de ta demandada de involucrar 
en la innegable facultad provincial de fijar las condiciones en qüe 
han de construirse -los cercos y alambrados y de determinar el 
rumbo y ancho de los caminos, la de abrir estos por la sola de- 
cisión y acción administrativa, sin expropiación e indemniza- 
ción previas, o la de destruir cercos y alambrados existentes 
donde no hubo clausura de caminí ■ preexistente (ver Has. Dere- 
cho I'cderaf Argentino, tomo 11. pág. 173 y siguientes) . 

• Por jo expuesto y lo que preceptúa el art. 32K de la ley 
X v 50, se resuelve: hacer lugar al interdicto de recobrar inter- 
puesto contra la provincia tk 1 Santa Fe, debiendo ésta reintegrar 
a los actores las fracciones de tierras de q«e fueron desposeídos 
y a reconstruir tos alambrados destruidos dentro del término de 
treinta días de ta notificación de la presente. Con costas. Notifi- 
q nese y repuesto el papá archívese. 

A. Bermejo. — J. Fjíu eroa Al- 
cokta. — R. (irino Lavai.i.k. — 
Antonio Saoakna. 
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Don limado iiofii. hijo, y Hermanos contra la Sociedad .Uumi- 
ma Importadora y Bxpm adora de la Pat agonía, por (obro 
de pesos. 

Sumario: \'o procede el recurso extraordinario del art. 14. Iiy 
■48. cuando los fundamentos de hecho y pruelja aducidos eii 
el fallo apelado son suficientes por si solos para sustentar- 
lo, sin que sea necesario interpretar ni aplicar la lev nacio- 
nal^ invocada, para dilucidar la cuestión debatida. (Le V 
devolución de fíele marítimo i. 

Caso : Leí explican las pie/as simientes : 



sentencia de la cámara federal DE apelación 



Btwnos Airea. Agtistp 8 <lc 1928. 

V Vistos; 

IV sus fundamentos, y uniendo en cuenta, además, que 
según la 1 Ve lectura (Jeneral Marítima ( Di visión Registrus. see- 
eión tarifas. ís, 79 vta). en el mes de Enero de 1925, é¡>oca del 
transporte, no existían tarifas aprobadas por el Podi-r Ejecutivo 
para el transarte de lanas y cueros entre el puerto de Cámaro- 
nes y el de esta Capital y regia para los barcos de la Sociedad 
Anónima Importadora y Excitadora de la Patagonta la tarifa 
número 16. que fué puesta en vigor el 1^ de Noviembre de 1924, 
tarifa ésta que ha sido aplicada jtor la parte demandada, se con- 
firma la sentencia apelada de fs. 6] que rechaza la acción ins- 
taurada jmr Ignacio (¡oñi, hijo y bermanos contra la Sociedad 
Anónima Importadora y E\i>ortadora de la Patagouia, sobre co- 
bro de pesos. Repóngase las fojas en primera instancia. — Mar- 
á-lino p.scaíada. — lí. A. Wtcar Awhorena. — /. P. Luna. — 
Jase Marró, 
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RALLO |>K LA CltKTt: M I'HKJIA 

Butm» Á|es*. Diciembre ¿ Je 192S. 

Vistos : 

CnitsiderandH: 

Que los fundamentos de luclm y prttelia aducidos |mr la Cá- 
mara Federal de la Capital, en su fallo de fs. 81, son suficien- 
tes |*»r si solo* («ira sustentarlo, sin que haya sido necesario in- 
terpretar ni aplicar la ley nacional ile ferrocarriles ni otra algu- 
na especial, para dilucidar el fondo de la cuestión deliatida (de- 
volución de flete marítimo). 

Por esto y de acuerdo con la jurisprudencia c< instante de es- 
ta Corte, se declara mal concedido el recurso extraordinario. ( Fa- 
llos, tomo 149. pág*. 98, 203 y 258). Xotif ¡míese y devuélvase, 
reponiéndose el papel ante el inferior. 

A. Bermejo. — J. FinrRROA Al- 
corta. — R. fínno Lavalle. — 
Antonio Sagarna. 



Do» Fittif mió DUiz Vélcz contra la Municipalidad de la Capital, 
por tirsohiiión de ti mi minia tic dinero. 

Sumario: \ v No procede el recurso extraordinario tlel art. 14, 
ley 48, contra una sentencia que deelara la validez de la se- 
gunda ordenanza municipal de la Capital, derogatoria de 
las de 1922-23. sobre alumbrado, lurrido y limpieza. (Inter- 
pretación de una ley local por un tribunal local). 
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2" La igualdad preconizada |)or el art. 16 de la Cons- 
titución importa en lo relativo a impuestos, establecer que 
en condiciones análogas deberán imponer gravámenes idén- 
ticos a los contribuyentes, condición y circunstancia que, con 
toda evidencia m: cumplen en el caso de autos. 

Cti.it' : Lo explican las piezas luientes: 



SKXTKXt'lA t>K 1* INSTANCIA 

Üiilth». Airi:*. Mayo 5 de \ l )25. 

Y Vistos: Kstos autos iniciados jtor Kiigcnin f>iaz Vélez 
a un ra la Municipalidad de la Capital, sobre devolución de suma 
jxigada. de los que resulta: 

a) ,\ fojas 9 se presenta Rafael Argericb en re] >rescnt ación 
del actor y manifiesta: que demanda a la Municionlidad por de- 
vi tinción de ta suma de un mil quinientos cuarenta y dos |iesos 
moneda naeional indebidamente percibidos por ella, (jüri intereses 
y costas. 

Su tuandaute lia abonado a la Municqialidad la suma cuya 
devolución solicita, por concepto de alumbrado. Iiarrido y limpie- 
za por varias propiedades, durante el año 1923, relativo a ta se- 
gunda ordenanza. 1-1 primera ordenanza dictada para V)2¿ fué 
dejatla sin efecto i*it el Concejo Deliberante a raí?, de hat>cr sido 
anulada ]tor la justicia la correspondiente a 1922. tvl concepto 
twtstco de ambas ordenanzas era el gravamen de la tierra, lo que 
determinó su fracaso, como iucrmi|>atibles con las facultades li- 
mitadas de la comuna y las atribuciones privativas del Congreso. 

Para reemplazarlas, el Concejo estableció nuevas normas 
impositivas cuya síntesis es la siguiente : líl impuesto que corres- 
ponde a los servicios de alumbrado, tarrido y limpieza, será (Hí- 
gado por tollos los propietarios, etc.; Ion inmuebles quedan afee- 
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lados al pago del impuesto correspondiente, el qxté será pagado 
;,imijiH aquello* se hallen desocupado»; el impuesto >e graduará 
dt* acuerdo con el valor locativo atribuido a las propiedades, etc.. 
en li» padrones respectivos de valuación levantados ni l'MS. y 
de acuerdo con la escala del art. r>": a los terrenos no edificado* 
se les asignará un valor locativo equivalente al '< anual del 
valor del inmueble y pagarán de acuerdo con la escala de va- 
luaciones. 

Cotilo se ve. uo se cobra la retribución del servicio prestado. 
Los inmuebles en general pagan según su renta y la tierra no 
edificada, según su avalúo fiscal. Con las palabras alumliradn. ba- 
rrido y limpie/a se pretendió velar el impuesto fisiocrático fie 
1922 y ahora con la fra>c " valor locativo" se juzga posible dis- 
frazar el tributo directo a la renta y a la tierra. 

Kl impuesto «pie motiva esta acción de repetición es el de 
alumbrado, barrido y limpieza autorizado par los siguientes in- 
cisos del art. í* ele la ley 405X: me. 5" el impuesto de alumbrado, 
debiendo afectarse su producido al pago del servirio e ingresar 
a rentas generales el exceso : iuc. (*'\ el impttesto de Imrridu y lim- 
pieza. Aunque la ley balite de impuestos, se trata de verdadras 
tasas, que deben estar en relación con el costo del servicio. 

Étl el juicio seguido por su representad! t contra la Munici- 
palidad por inconstitucional ¡dad de la ordenanza de 1922. el 
miembro de la Cámara 2*. doctor Salval. dijo: "Itajo la denomi- 
nación de lasa de alumbrado, barrido y limpieza se establece real- 
mente nn impuesto sobre la propiedad . pagable según una escala 
felacionada con su valor y. «pie. por consiguiente, gravita direc- 
tamente sobre ella exactamente lo mismo que si se tratara de una 
contribución territorial." Estas palabras son aplicables al pre- 
sente caso, pues se grave la renta determinada per el avalúo 
fiscal de la propiedad, o bien la tierra Ubre de mejoras según 
tasación practicada por el erario. No se requiere la retribución 
del servicio. El monto de la tasa que debe estar en relación con 
el costo del servicio, se calcula en una forma prudencia! dentro 
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de límites que el costo impune por sí mismo. Un cálculo desme- 
dido sería repugnante a la naturaleza de la tasa >• a la índole de 
las funciones municipales. Fijado su importe con relación al va- 
lor de los terrenus o de los sitios edificados, estas limitaciones 
prudenciales desaiiarecen. quedando ella librada a una aprecia- 
ción tan discrecional que d carácter de retribución de servicios 
queda prácticamente anulado ( fallo de la Cámara 2* in re Díaz 
Vélez contra Munieijíalklad;. 

Mientras subsista la carta orgánica actual, la comuna sójo 
|MKlrá exigir, con arreglo a derecbo. el costo del servicio presta- 
do al vecindario. Actualmente echa mano al avalño fiscal fie la 
propiedad |>ara imponer gállelas superiores a! valor del servicio. 
Reconoce rpie no puede salir del patrón costo, pero lo elude con 
finalidades fiscales. 

Es elemental en finanzas, que primero deben ser estableci- 
dos los recursos y después autorizada los gastos. En este caso 
ocurre lo contrario. Cuando el Concejo dictó la segunda orde- 
nanza de t$$t el presupuesto para ese año estala ya sancionado. 
Xo se trató fie obtener rentas legítimas, sino de allegar por to- 
dos los medios los fondos indispensables |*ara cubrir erogaciones 
ya votadas. Tanto la primera como la segunda ordenanza repre- 
sentan los veintisiete millones que la Municipalidad necesita 
cobrar. 

Está evidenciado que proporcioualmcnte la comuna de Bue- 
nos Aires gasta el doble que la de Londres y dos veces y media 
de lo que invierte la de Nueva York. 

Pide como consecuencia de los hechos relacionados y a lía- 
se de los arts. 16, 27 y 67 t iuc. 2* de la Constitución, mediante 
cuya invocación plantea la cuestión federal, y de lo estatuido en 
e! art. 794 y sus concordanttes del Código Civil, que se admita 
la demanda condenándose a la Municqalidad a la devolución 
de la suma reclamadla. 
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lo A fe V> el mismo apoderado amplía la demanda en si- 
guientes términos : 

&>t! posíeriorídatl a la iniciación del juieioi U comuna exi- 
gió .. v,, rcpcesemadi. la suma de cuatro mil trescientos «inte 
■ por concepto de áfembrado^ tarrido y inupic|a durante el 
año $22, correspondiente a la finca de su propiedad tenida 
Montes dé Oca Hm ÜO al J40- Gomo Él fresado recibiera 
esa intimación latió apercibimiento de apremio judicial, pago iU ~ 
cha cantidad con protesta. 

1 n ordenanxa de barrido* ammbrado y limpieza dictada per 
el Concejo CteMberantc para 1922; estableció el llamado impuesto 
, fe tierra libre de mejoras, mo monto fué déterminado v»r el 
á^hio fiscal de los inmuebles. Su poderdante atacó esa gabefe 
ante 1- Tribunales. ,,.r im-n^mueionalidad. ¡legal v antmólttl- 
(:! ^n él espíritu de estética edilicío. El juicio fué fallado-a su 
favor - confirmada la sentencia. No catante ese fallo, la Mmii- 
draKuad vuelve sobre sus pasos invocando -tro artículo de la 
ordenanza.- T.u ve/ del capital inmobiliario, acomete su venta. 
Tiendi r otra vía, a imponer impuestos en ve/ de lasa*. Gra- 
var la tierra Ubre de mejoras, o con ellas, y afectar la renta de 
la propiedad raí*, es rvu-iamente lo mismo en el coitcejuo cons- 
titudOiiai v financiero de mu-tro si.tema tribu», Kq.rodna- 
ltl t( . (as sus partes el escrito inicial y pide se incluya la ampha- 
, ¿n ni el traslado de la demanda. 

c| Corrido traslado di- la demanda y de la ampliar muí. la 
contesta a fe & Prt¿tenciO I-'- Fernández pof la Municipalidad 
de la Capital. Pide el recba/.o de la demanda, con costas. 

Kspom-: El actor pretende repetir el importe- de lo pagado 
,H,r concepto de tasa general de alguna de su-* propiedades, por 
los años 1922 y 192$ fundándose en <jue a la e» mutua le esta 
vedado establecer el momo probable del servicia ü la justa cunta 
<le distribución de su precio entre los habitantes del municipio, 
calculándola sobre la renta atribuida a las propiedades, median- 



DE JL STICM DE LA NACION 



24 i 



te un proceciimiento administrativo $m deja margen a tibios 
tos recursos necesarios para asegurar su equidad. El actor tam- 
poco quiere ahora que la Municipalidad robre esta lasa tu la for- 
ma mu- Jo ha venido haciendo desde que se cohstítuyq í:i Síafc- 
cipn o quizás, désdé antes, 

Xi la ley lif»ü ni la 405S. orgánicas ambas de la Mimieipa- 
lidnd. establecen la paula precisa con arreglo a la mal debe 
hacerse la fijación. Contempla lo difícil que es equiparar insta- 
naiite el costo del servicio al monto del impuesto que lia dt* su- 
fragarlo y autoriza a la comuna a ingresar a rentas genérales 
él exceso (inciso 5"). Se ha elegido tm criterio razonable de 
apreciación y no sé puede atacarlo estableciendo comparaciones 
con i-l juicio Dia'-í Vele/ contra la Municipalidad, fallado por !a 
Cámara J\ ptíes allí se trató de un caso muy diferente. 

Los autores f la jurisprudencia lian coincidido en que no 
resta el carácter dé servicio a un cobro de tai inflóle, la circuns- 
tancia de que la cuota que se reclama del contribuyente no se 
superponga exactamente cmi el beneficio recibido. I'"! I-Ntado ne- 
cesita practicar los servicios en teMéffcio <U h salubridad pú- 
blica, esto lo primero; obtener, la cuota es lo secundario. Razo- 
nes de necesidad u ile conservación ^.cial exigen que primero ««• 
VOfcew ÍOS gastos y después los recursos. La teoría de la deman- 
da seria aplicable a la administración casera. 

jai cuanto a la pretendida incnustitucionalidad, debe tam- 
bién rechazarse: respecto del concepto "igualdad" del ar(. 16, 
parque ñafia de lo que se dice tiene la utas remota vinculación 
con una posible transgresión a dicha cláusula : con relación al 
art. 17. porque la Municipalidad ba procedido con arreglo a la 
ley urgaiiica dictada por el Congreso. Y respecto del art. <>7. 
ínc. 2", porque una vez establecido lo que precede, desaparece 
el caso federal, dado In resuelto por la Suprema Corte. 

Declarada la cuestión de puro derecho a fs. 32 y agregados 
los escritos de fs. 33 y 43 del segundo traslado, se llama autos 
para sentencia, jior resolución que se consiente. 
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y Considerando: 

1 'rimero: Kl actor sostiene que la Municipalidad ;il lomar 
tomo lase el val. ir locativo atribuido a lo* inmuebles en la for- 
ma que lo hace la ordenanza impugnada del 30 de Noviembre 
de l e '23. como medio de graduar las tasas de alumbrado, barri- 
do y limpieza, establece una norma impositiva (¡tic encierra un 
verdadero impuesto directo, que no está facultada a cubrar por 
-n- leyes orgánicas. Tacha de inconstitucional dicha ordenanza. 

Secundo : Xo existe ninguna disiwsición legal que indique 
a la Municipalidad el nimio de establecer las contribuciones. Xo 
está obligada en forma alguna a la ado|»ción de un procedimicn- 
to cuyo resultado sea "la equivalencia «le lo que cobra i>or el ser- 
vicio y lo que gasta en producirlo. V to demuestra la circuns- 
tancia de «pie la ley le permite aplicar el exceso a filies ajenos 
.-,1 servicio (art. K inc. $% h'y 4f>5i*^ El prendimiento elegido 
l«ir la Munici|»alidad. conviene decirlo desde ya para fijar con- 
ceptos, no imiK.rta uu gravamen a la renta, pues está i*>r me- 
dio un servicio prestado. 

Tercero: Es improcedente alegar que la cuantía del "exce- 
so" de-naturaliza el impuesto y lo colma al margen de la Cons- 
titución. En primer lugar, el actor no ha probado, ni ha inten- 
tado hacerlo, que la retribución de los servicios que se le prestan 
exceda a la extensión e importancia de los misinos. Se ha limi- 
tado a dar las cifras que arrojan los presupuestos, las que com- 
prenden los servicios totales que deben tragar todos los contri- 
buyentes de la ciudad. En segundo término, la cuestión no es de 
orden puramente doctrinario y no debe resolverse atendiendo só- 
lo a lo une se entiende por tasa. La naturaleza del impuesto en 
cuestión, hay que buscarla en la ley. y es la X" 4058. en su art. 
I", inciso 5» la que da la norma interpretativa. Está ley no ha- 
bla de "tasas", sino de "impuestos". Permite retener el exceso 
y aún gastarlo, Xo hay. pues, una eqti i valencia entre el costo 
del servicio y su retribución. Y si la Municipalidad puede legal- 
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menú- disponer del excedente, cabe afirmar íjtte no proceden las 
acciones de repetición. 

Cuarto: Resultaría im|>osible en la práctica calcular el cas- 
to fie los servicios en cada caso. Él procedimiento implantado por 
la ordenanza discutida, de graduar el impuesto teniendo en vista 
el valor locativo atribuido a los inmuebles, aparece equitativo y 
justo, y el suscrito se decide por su legalidad. 

Quinto: La inconstitucionalidad queda desvirtuada. Los 
arts. 16, 28 y 67 de la Constitución, citados, por el actor, no son 
aplicables en el fttfe lite. Ha sido resuelto ya por la jurispruden- 
cia que para que la igualdad liase del impuesto se viole, es pre- 
ciso que las situaciones sean iguales : en el caso de autos el ser- 
vicio es distinto en cada caso. Por otra ¡«irte el actor no ha pro- 
bado nada. 

Los arts, 28 y 67 son inaplicables, resuelto como queda el 
derecho de la Municipalidad a cobrar el impuesto en la forma 
que lo hace. 

Por las consideraciones que preceden, fallo; rechazando es- 
ta demanda puesta por Eugenio Díaz Vele?, a la MuntcqKilidad, 
sin costas, dada la naturaleza de las cuestiones debatidas, — M, 
de Pedía y Mitre. — Ante mi : .1/. Jiduyaniy. 



SKNTKXHA DE LA CÁMARA CIVIL 2* 

üttcims Aires, Agosto V) de 1927. 
¿Es arreglada a derecho la sentencia apelada de fs. 55? 

El señor Vocal doctor Senillnsa, dijo; 

Se demanda a la Municipalidad por repetición de cantida- 
des, ai x Miadas lia jo protesta y reserva de acciones restitutorias, 
en concepto de retribución de los servicios de "alumbrado, liarri- 
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dp y Iini]>itva". conforme a la segunda > «nU-iiaii^a derogatoria de 
las i!:- 1922 que el Tribunal declarara ilegales e iiueoristittt- 
cionalcs, precisamente til juicio jrtfn»rtv¡dp por cj mismo actor. 

Por primera vez se impugna el criterio ba-e impositivo esta- 
blecido «/.'■ í»f/f"f» ion <1 eon-euso general, nlvidando <|uc "la cos- 
tumbre, cotilo la jurisprudencia constante a que se asemeja, 
fuentes del dencho admini^trativu" ( -r^i'ui l'rc-ntti y lamines, 
citados ] ur Uit Ka. "Revista Jurídica" primer semestre 1922, 
péj¡. -i bien ninguno (prefijan categóricamente las viejas 

leyes orgánicas municipales, desde federalizada Buenos 

Aires, 'Nos. 1260 y 4058. cuya reforma fundamental proyecta^ 
i m en 1922, en divertios sentido ambrtei los diputados Pinto y 
Dickman. 

(.<>:] mayor lucidez que respeto a la.-» autoridades edilicias. 
se .-..-tilín- que >i ii" puede legalmente subsistir la pauta del 
val"i" venal y corriente de tos innmeblcs gravados, tampoco la 
i!c su \al>»r ligativo ¡val <i calculad", -egun se trate de edificios 
o baldíos (toma éste de la interpelación del día M 8 26, por im- 
puesto de ultras sanitarias a los terrenos no edificados) ; que la 
recaudación ha ha de exceder al costo; que el presupuesto ha 
precedido :d calcul" de recursos^ que le excede cu más del doble, 
que es siiiilUUfío y en desproporción con ct de las má* e.nmdc- 
urt e- del mundo; y hasta se insinúa vi temperamento, adoptado 
por algunas comunas menores de provincia, de ajtv-inr ¡a retri- 
bución a un ptteCio imitar ¡ó por. metro lineal de frente a la vía 
pública y por foco de lüát. En verdad que UkIo esto seduce; seria 
tlti ideal de ju-lieia distributiva y equidad : ctteerrado el amplio 
campo del derecho púMted intento 11 administrativo dentro del 
estrecho mareo de! derecho privado civil: aunque el si-u-ma no 
seria asimismo perfecto desde que. si contempla los servicios 
municipales de ahtmlirado y barrido, no asi la limpieza, la ex- 
tracción d« residuos O l»a>uni;y escapan a ¿1 otros factores, 
Pero, no es esc el caso: y si todo aquello pudo planearse ante 
el Concejo Deliberante o el Honorable Congreso aún, nu puede 
dar, me parece, mareen n un pleito. 



nr: jr.-nfi.\ dk i. a nación 
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L;i representación de la parte dctrahdada rebate, en mi con- 
cepto con ventaja, la argumentación legal y aún ta de ordeq eco- 
iiiüiiioi. puesto que la furnia tradicional de percepción no seria 
contraria ;t las precitadas leyes, que ninguna imponen, ni viola- 
torta de los preceptos constttiictonales (cláusulas U>; 27 y <v. 
apartado 2 ; i. que se invocan planteando cuestión federal en mi- 
ras al recurso e&raordinario ante la Suprema Corte. 

señor Juea "a quo'\ rechaza la acción aplicando el doctor 
de Vvdia y Mitre las doctrinas qttC muy luego sostuviera en 
mi reciente obra sobre "El raimen tributario de la Argentina*, 
en la que algunos acápites dedica a la materia comunal, anali- 
zando la gestación y derogación de aquellas ordenanzas fiscales. 
tSs apelada su sentencia a fs. 59¿ expresándose y contestándose 
pretendidos agravios a fs, Ol y 77; siendo de advertir que. de- 
clarada la cuestión de puro derecho, a pedido del actor v con ia 
aquiescencia del demandado, corriéndose tm nuevo trasbdo por 
su. orden, según acta de inicio verbal olivante a fs, 32, y d que 
e> evacuado a f*. 33 y 43. asimismo las parn s discuten luego 
los luchos Jo que e>tá «■ no probado; pero, con todo, el Caso tío 
varia stíbstancíatméWe y Se niaulienc en los términos de la "litis 
o rtitestatíOi**' 

Gomo el actor proclamara que no le trac ú la "litis" mi in- 
terés particular sino que el general y colectivo, procurando a 
<w t-stado de cosas, que califica de abuso citando no de "frau- 
de"; se le replica que no puedé constituirse en gestor oficioso ni 
menos puódc procurar declaraciones ah-traeias de los jueces, 
pues les eStáü vedadas; y que su criterio siinpli»la lo lleva a apli- 
car a la comuna reglas de economía doméstica. IVro, preciso es 
convenir en que hay ca>o judicial ¡njjjut diga que le fuera apli- 
ca hk- ef aforismo mus wtrrrf pohit dPacth»; y poco importa si 
por miimncia se ha magnificado el asunto. La cuestión de de- 
recho está planteada y trabado el pleito por repetición de pago 
indebido (Cófl. Civil, arts. 792¡3|4). 

l'iio y otro invocan en su apoyo tan autorizadas opiniones 



248 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



como tas de los señores Camaristas, miembros del Tribunal, doc- 
tores Lago* y Safvat; pero amlvas panes no están en lo cierto, 
íntegra o estrictamente al menos, desde que el caso tal como lia 
sido expuesto se tius presenta por vez primera. 

Y bien; como se quiera que se llame a la gabela, tributo o 
gravamen; contribución, impuesto 6 tasa, más propiamente esto 
último, desde que es una retribución de servicios ; diferentes de- 
nominaciones - que los economistas modernos menos distinguen 
cada ve/ ya: de lo que el individuo ha de concurrir a las eroga- 
ciones mdisj>eusables de la colectividad de que es miembro y de 
cuyos beneficios en una u otra forma particqía, directa o indi- 
rectamente (contribución o impuesto), en proporción o no a su 
costo (tasa o impuesto); es lo cierto que, no siendo suscepti- 
ble la cuota-parte de una justeza matemáticamente exacta, ha de 
ser aproximada dentro de lo posible y factible en el orden so- 
cial : y tan es asi y tan no podría ser de otro modo que la pro- 
pia ley 4058 prevé el superávit, pues que no debe halwr nunca 
déficit, y lo de-tina a rentas generales, para contribuir con él 
a sufragar otros gastos, tos ríe administración, que también ori- 
gina o agrava, sobre los cuales también gravitan esos servicios 
y todos. 

Por ntra | Kirie, como ni ta Constitución ni las leyes orgá- 
nicas admiten la superposición de tales gravámenes, a las mismas 
personas por los mismos conceptos y sobre las mismas cosas, 
pur autoridades de diversas jurisdicciones, ora nacionales, ya 
provinciales o mumci|ta1cs ; y como la contribución directa terri- 
torial es del resorte de las primeras y segundas, se^ún ubicación 
de los inmuebles, y no podin serlo de tas terceras, que ya tam- 
bién participan de un porcentaje de ella: aquellas ordenanzas 
que prt-i elidieron alterar et viejo sistema caducaron, por casi 
unánime resolución judicial y con beneplácito general, volviendo 
a las antiguas prácticas; sancionadas si no expresamente por la 
ley sí de antes ya jior la costumbre : y es contra éstas que se vie- 
ne ahora, so pretexto de que gravando el valor locativo se grava 
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la renta; pero. ^ qué impuesto hay que de un modo u otro no 
afecte los ingresos, reales o calculados, del contribuyente? ^Aca- 
so no es el más acomodaticio el que se exige de lo que y cuando 
se cobre y iH-rcilw? Tal era el llamado de "guía" en la provin- 
cia de Huenos Aires, el más cómodo, declarado sin embargo iu- 
ci institucional, pero sólo (Kirque lo era asi al tránsito interpro- 
viiicial, en violación del art. 11 de las Declaraciones. Derechos 
y Garantías. 

Pero, la tasa o impuesto (impuesto dice la ley 4058), ;qué 
precepto constitucional afecta, ya que legal ninguno, como que- 
da dicho? Ninguno, tampoco. No el de la cláusula 16* in fim\ 
-obre et igualdad, con la constante interpretación jurisprudencial 
de la S. C. Federal y demás tribunales de alzada; menos el del 
art, 27 que no hace al caso y es sin duda citado \mr error; tam- 
poco el del inc, del 67, correlativo del 16, y que precisamente 
establece la proporcionalidad. ¿Entonces, pues? 

En cambio, si los convencionales del 53 apenas si se refirie- 
ron al régimen municipal, declarándolo imprescindible (art. 5 9 ) 
y si solo lo subordinaron al orden nacional en la Capital Fede- 
ral (arts. 67, inc. 27 y art. 86, inc, 3»), fué porque hallaron pre- 
establecida a los primeros gobiernos patrios de las juntas, el 
"gobierno de propios", que nada tenía que envidiar al "selt Go- 
vernment" de los británicos ni los estadounidenses, al decir del 
doctor Lucio López; gobierno que "precedió a la ley", dice el 
doctor Gigena en su tesis { 1892), citando a Alljcnli y a Echeva- 
rría ; y que derivó del Cabildo abierto ; que no tiene facultades 
delegadas sino propias; |K-ro limitadas a la órbita de sus atribu- 
ciones. I-as leyes dictadas al res|jccto por et Congreso no son 
de creación sino que de organización de lo ya antes creado, Aná- 
logamente el doctor Agüero (tesis 1893 ) citando a Sarmiento: 
ídem el doctor Día/ Colodrero (18"5 >, y muy antes el doctor Sa- 
borido (1X72), apoyándose principalmente en Vivero. Abrens 
y Lastarria. 
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V -.i entre nuestras instituciones no figuran él "rcterendum", 
de Itis suw*. para el que ni estaríamos preparados, pienso, la 
sanción dé los impuestos requiere en el Concejo * 1 Viiljcrante. 
cuerpo electivo ¡«»r sufragio Calificado, una. maye iría e-pceial y 
está todavía sujeto al veto tU 1 Departatóeoto KÍ<cm¡\o, del In- 
tni.li iiu'. ÉÍ l'oder Judicial solp puede intervenir a req^aerifliicii- 
to ile párÉe intere-ada. ora por la vía de lo ornteneíoso-adminis- 
trativo. ( !ey Itftf. an. $0, ¡ftfe. > ; ley 12601 arl. 32 k. o ya en 
juicio ordinario, ©OnW t<> el lite. S*g#t| *d caso; y úuicauien- 
tc ca ra/ñu del liedlo en >í b ele extralmiitación de facultades o 
cuando a tí lulo de impuesto se incurre en una verdadera exac- 
ción ii di-pMj*'. tonto lo- tiene consagrado la di «Tirina de la S, 
C. m ferientes casos, y como lo resolviera el Trilmuaf con rt-s- 
[¿CiO a Iun ya aludidas oréeii$n2a* derivada- y i»»r la vía dé 
apYettiio, en grada dé apelación aún. por iitiíéÚiáa o mala clasi- 
ficación del vecino contribuyente. 

lYr>>. lo que es innegable, como decía Aliierdi. es que: ** . . .e> 
mv «-ario ponéír en mano del vecindario un poder que es síinhn- 
lo aritmético de ttxlos los poderes: el ■diñen», el impuesto, la 
rentí. ..";>" mientras ilo se adopte OOT ley el si-tema ¡impuesto 
por el actor u otro, hábrenios de estar al ^nraortado por la cos- 
uunlire, ron finido por la* leve-; y por (odqS y qne no viola n in- 
tima tú menos a la Constitución. 

Por ÉQÍ<tn !m que. asf cuino por los propios fundamento- jJél 
fallo recurrido, voto por la afirmativa, |mr *>n i nn^ra cuiifir- 
macióu. también sin costas (Cód. de í'roced. art. 22!, apartado 
2\ sobre ct que no ha de primar siempre y sin' excepción el 274). 

Kl señor Vocal doctor Gigena, dijo: 

El actor pretende la devnlnciotjt de los impuestos que por 
alumbrado, tarrido y limpieza, pagó a la Municipalidad de la 
Capital, sosteniendo que la nueva ordenanza éS tan inconstitu- 
cional como la anterior. 

El señor Juez, a quo, en su fallo, rechaza sin costas la ac- 
ción, apelando únicamente el actor. 
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Pienso que esa resolución ck-lic confirmarse por sus propios 
fundamentos. 

Alas que injr razones de orden constitucional, son de ur- 
den económico las expuestas por el actor, como fundamento 
de su acción. 

l£n efecto. sostiene que la aplicación del impue>to »-s desprt»- 
IHircinnada, con respecto al servicio que se presta, y que !a Mu- 
11 idealidad Sotó puede exigir la retiil mciÚn de acuerdo al servi- 
do prestado. 

I qmio tjtte esas razones no son valed eran en un juicio como 
el s:ib judia*. Si el actor pretende la tnconsiítuciunalidad de ««a 
ordenanza, ha deludo demostrar que sus disposiciones han in- 
vadido la órbita ilc las atribuciones que k competen y no pre- 
tender demostrar que el impuesto es excesivo, porque una tosa 
es violar la Constitución con leyes ú ordenanzas que no encua- 
dran dentro de su texto, y otra, muy distinta, excederse en la 
aplicación de los impuestos que puede sancionar en virtud de 
atr i! aciones que le son propias. 

El hecho de que los impuestos o tasas que aplican las auto- 
ridades municipales, sean excesivos, con relación al servicio que 
prestan, no trae necesariamente la nulidad q inconsiitucionali- 
dad de la ordenanza respectiva. Cuando más puede haber una 
exageración en la aplicación del impuesto, o de avaricia fiscal, 
pero en ningún caso ese exceso trac como consecuencia la inva- 
lide* de la ordenanza. 

Hay otros caminos, que las leyes establecen [Mira corregir 
esos excesos, pero el escogido por el actor no es el procedente. 

Por ello y dando por reproducidas las consideraciones y 
fundamentos legales de la sentencia recurrida, pienso que debe 
con firmársela. 

Voto afirmativamente. 

E\ señor Vocal doctor Loza, dijo; 
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Manteniendo mis ideas emitidas cotí motivo de la resolución 
de causas análogas a la presente, sobre la diferencia entre el con- 
cepto de impuesto y tasa, pienso que la atribución conferida a 
la Municipalidad por la ley 4058 en el inciso 5 de su art. 1°, 
de ingresar a rentas generales el exceso del producido det im- 
puesto de alumbrado, no puede interpretarse en sentido absolu- 
to, de tal manera que viniera a quebrantar el principio de que 
la carga dc1>c estar en relación con el servicio a que responde, en 
materia impositiva municipal. 

A mí juicio, aquella autorización a retener el exceso, se ex- 
plica y responde a una previsión, ante la imposibilidad de que 
se calcule exactamente el importe de la tasa en relación al cos- 
to del servicio iptc determina su razón de ser; y entonces, para 
evitar jxjstbles cuestiones, se confiere a la Municipalidad la fa- 
cultad ile ingresar el excedente a rentas generales. Y en esa mis- 
ma autorización, encuentro la confirmación del principio antes 
recordado, pues revela que el legislador, al otorgarla, ha enten- 
dido que sin ella la Municipalidad no habría podido legalmente 
retener e ingresar a rentas generales, lo (pie excediera a la justa 
retribución del servicio prestad", a que se hace referencia. 

Empero, en el caso que se considera, el actor nada ha pro 
lado ni intentado demostrar, 1>ajo el aspecto enunciado; y croo 
que la conclusión del pronunciamiento es justa. 

Por estas consideraciones y las concordantes emitidas por 
el señor Vocal doctor tíigeiia y del señor Juez en su falln. 
voto por su confirmación, sin costas también en esta instancia, 
por la naturaleza de las cuestiones debatidas art. 221, segunda 
parte tlel Cód. de Procedimientos, 

Kt señor Vocal doctor Lagos, dijo: 
He tenido Oportunidad de recordar que la Municipalidad no 
puede percibir impuestos al amparo de lo estatuido por los inci- 
sos 5» y é de la ley 4058. 

que se exijan al público, derivadas de estas 
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autorizaciones de acuerde con lo umversalmente enseñado v ad- 
mitido, han de sor justas y razonables. 

Es un principio generalmente reconocido en materia de ta- 
sa* que la* comunas no están capacitadas [jara exigir a los con- 
sumidores ]w h comodidad que prestan compensaciones que 
excedan los límites de una razonable contribución Cleveland v 
Clevdand. 4S U, S. (Ked.i 1102; Mane Tel v. Los Angeles. 5.1 
L. S. (Led.) 71fi: [nteritaie C'mkiI v. Massachussets, 52 U. 
S. (Lcd.) til. 

- 

lie recordado también aovado por las enseñanzas que nos 
facilitan las prácticas americanas que el hecho de que resulte 
un excedente después de legado o atendido el servicio publico 
no implica un poder discrecional del que puedan echar mano 
las municipalidades estableciendo a su sombra verdaderos tri- 
butos si éstos nu han sido expresamente autorizados por el "prin- 
cipal", esto es, por el Gobierno central de quien la comuna es 
un agente cuando ejercita actos de esta naturaleza. Kuling Case 
Ijuv. verbo; Municipal Corpuratíou. 

Pasa con las tasas lo mismo que con los derechos que las 
municipalidades perciben a título de licencias. 

Así como debe existir equivalencia en estas últimas entre 
lo pagado por el contribuyente y las erogaciones a que se ve 
obligada la autoridad edilicia. asi también c»r rescinde en las ta- 
sas sin que esto signifique que la comuna solo podrá cobrar lo 
que exactamente le cuesta el servicio realizado. 

Mil este orden de apreciaciones, tiene su valer ilustrativo 
«na sentencia de la Suprema Corte de los Estados Unidos, re- 
caída en la cuestión mantenida entre la comuna de Filadclfia y 
la Western Cnion Tclegraph O', en que se recordó que la Mu- 
nicipalidad podía sujetar a la compañía a ciertas restricciones 
adecuadas e ¡ns|»eccióu de las líneas que se encontral»an 1>ajo su 
jurisdicción, lo mismo que a las cargas necesarias para llevar 
a calm su legal cometido sin pérdida jara ella pero que no estaba 
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eap-ieitada i«ir;i irisar de ahí porgue entonces ta licencia se con- 
venía en una fuente de recursos para lo cual no tenia airaridad. 

En el su!' Ufe. se lia ak-gadti que- in> hav relación entre lo co- 
brad., por la .\í ni lici palidad y el c.mo dd servicio pfiMteo, en una 
¡«ihilira. que se ha conejead© él "principio de CMinpcnsacii'ii." 

Para mi es'de !a mayor evidencia i|ue este punto puede ven- 
tilarse ante los tribunales ate íjltc tm necesario traer a o»!aciot¡ 
Ja;, garantías constitucionales. Una osa es ta emstiWen#M 
de un acto y "tra SU ilegalidad. Cobrar más tfe lo que e-.rres- 
poude n.. es- presamente ínconMiutci-.ual sí con elfo no fie titila 

\ n ,i stT . el actor ha ti>ado de un demiso perfecto ron fi 
sin protesta, para traer a juicio a la coitntna. 

Estos son principios que no se discuten, dado (pie las revo- 
lucione.- municipales que lijan tasas no son actos tinalcs im- 
mediables o det'iuitivus. 

Los contril invente- están legalmente capacitado- para inqnin- 
«&f!qs por las vías legales. Se trata de principios de dmvl* pú- 
blico que tto admiten tf%tfca albinia. 

Pero para tener é\ii<« en esta clase de (átíips po .hasta aíir- 
nmr que la eiaceión es excesiva y qüe no g&rtfc relación cor. 
el servicio o comodidad recibida, K3 demandante está sujeto a lv 
r^s generales de la pna&a y tíefee justificar necesariamente 
que es verdad I© que asegura. I.a ilegafitlatl solo pUede resulta* 
de la comparación que- se haga entre el costo del servicio y la 
retribución expida al público, antecedente que cuto lo hace no- 
m el señor .lúe/ líe la cansa, no ha sido adverado en esta litis. 

Con respecto a la taha de igualdad y proporcionalidad de 
qm- sí- supone inficionada la ordenanza; dehn referirme a las 
apreciación.- que hice en la cau-a l>iana Pedro v. Miuncqiahdad 
de ta Capital. Dije entonces que las contri! iliciones que pesan 
sol ir e el pueblo jara hacer frente a los gastos generales del F.s- 
,,,.!■ . deben repartirá con cierta relativa justicia porque la doc- 
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irinu de la j •erícela ¡guaUlad y de la proporcionalidad es ttó 
".sueño irrealizable", como se recordó por la Suprima Corte i U- 
los Kstadns Ünidos cu Taylor v. Secar. 92, r. S. 601. 

Kl principio de la igualdad se cumple 111 leoninos ^l- ni- ra- 
tea cuando las carcas públicas recaen jior igual c imparcialuti im 
y .si al aplicarlas lio resulta que iiiu .- bienes si>u más inertemente 
gravados que otros, lie la misma clase, o que se hallan ubicados 
análogamente. 

A mi wr. ni i e<»r responde declarar la invalidez «le una or- 
denanza por motivo de ser violntoria a las garantías esenciales 
sino ei¡ los casos en que se manifiesta SU l'a'ta tle adaptación 
ai mandato constitucional " en el Mipttc-io .pie mi ejecución sea 
tan injusta ttm evidencie el completo íílvidt) rkl requerimiento 

i^nstitiicíottaí. 

Xn eren (fin- im estatuto es ¡neoiwii ncionul si se contem- 
plan tmlas fas péFBouas o cosas de una categoría o clase <k la 
misma manera. 

JV¡ igual protección cutiendo el misino amparo para eaiia 
uno en tos derechos de libertad, vida y propiedad. Ksle concepto 
implica «u solamente que lns medios tendientes a realizar las ;ja- 
rantías omslitiicioiialcs deben mt i:;ualuu nie accesibles a iodos 
sino también que a ninguno se stijelai'a a gravámenes mayores 
que los impuestos a lns tiernas en anátidas circunstancias. 

El principio dé la ifjiiaUlatl reuniere fpie tudas las perSOíías 
seán consideradas del mismo modo en igualdad de condiciones, 
tanto en lns privilegios que puedan gozar eonio en las cargas 
que se les impongan. 

La Suprema Corte de los Estados L uidos ha declarado que 
mía reglamentación para ser apropiada comprenderá todo 1<> que 
naturalmente pertenezca a un orden o clase de personas, que a 
ninguno que no pertenezca propiamente a la misma categoría 
corresponde que se le incluya "pero lns que se hallen en situación 
a la de los individuos sometidos a la ley indistinguibles 
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cím ]i»s miembros de la categoría dehen sujetarse a ella y ser tra- 
tados en la misma forma míe los miembros tic* la clase." Jones v. 
Hrim. 4 L*. S. Led. 677; Mutual Loan v. Martell, 56. U. 5. 
lágtl 176. 

1 -as leyes míe reglamentan las personas o rosas de una ca- 
tegoría son comunmente mantenidas. 

Kn este terreno de apreciaciones se encuentra Dilton, quien 
nos dice que las ordenanzas que no establecen diferencias entre 
las personas míe se dedican al mismo género de negocios» nun- 
ca quebrantan el principio de igualdad de tratamiento. 

He dicho otra vez míe vn mucha diferencia entre una legis- 
lación de clases y una legislación míe contempla por igual a los 
miemhros de la misma clase. 

A mi juicio, una ley que se aplica del mismo modo a todas 
las personas, cosas o derechos que se hallen en el mismo pie de 
condiciones, no es inconstitucional. Kn camhio, una ley míe selec- 
cionara determinado* individuos de una clase y los sujetara a 
reglas particulares o que les impusiera especiales ohl ilaciones o 
carcas ile las que oíros de la misma clase eslán exentos no seria 
constitucional, pero nada de esto pesa en el .fifí' /hí/Ííy. porque los 
contribuyentes delien hacer frente a los gastos que exigen los ser- 
vicios de luz. limpieza y lwrrido según el valor li nativo atrihuido 
a sus I licúes raíces. 

Todos los individuos de la misma clase, los propie tarios, son 
tratados del misino modo y en tales circunstancias no se puede 
Mipnner vulnerad" el principio de igualdad. 

l'or estas razones y consideraciones que se hacen valer en 
t l vnto emitido p.r el señor Vocal doctor Loza, doy el mío por 
la afirmativa, con cintas a la parte vencida. 

VA señor Vocal doctor Salvat. dijo: 

Ouc [ior consideraciones análogas a las emitidas por los se- 
ñores Vocales ductores Loza y LéígtíS, y con la salvedad de que 
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en el caso sub judie* el pago «le los impuestos se verificó previa 
protesta, daba también el suyo por la afirmativa, y la-; cosías 
por su orden. 

I W el inériio «jite ofrece la votación de que instruye el acuer- 
do (Ule precede, se con tirina en todas sus partes, la semencia 
aiwtada, debiendo las cosías de esta instancia, pagarse también 
en el orden causado. Rtp. los sellos. — Ettfrusio S. Loza. — Fe- 
lipe Semilosa. — Att rellano (¡igetw. — /. C, Lat/os, — R, M. 
Sak-at. — Ame mi : R. i). Mantilla. 



DICTAMEN DEL SKÑOK PtíOCLIMMtk «EX ti RAL 

ttm-nos Aires, Uayo 14 de l¿«W. 

Suprema Corte: 

Don Eugenio l>íaz Vele* en autos cotí la Municipalidad de 
la Capital, por devolución de pesos, ha interpuesto para atite V. 
E. aiK-lación de una sentencia dictada por la Cámara de Apela- 
ciones cu lo Civil que declaró válido el impuesto u tasa munici- 
pal que el actor considera inconstitucional por las razones ex- 
puestas en su petición. 

El recurrente invoca los arts. 16, 28 y 67. inciso 2*, y tanto 
en primera como en segunda instancia profiero la tesis sus- 
tentada |K»r la demandada reconociendo el derecho que le asistía 
para cobrar el impuesto en la forma que lo liace, según los 
términos de la ordenanza de Noviembre 30 de 1923. 

Concretando mi dictamen al caso federal planteado, me re- 
fiero a la doctrina sustentada por V. E. en el fallo que se regís- 
tra en el tomo 138, página 332, en el que quedó establecido que, 
por las consideraciones que contiene "la decisión de los tribuna- 
les locales respecto a la ilegalidad del impuesto municipal alega- 
do por el apelante", no podía ser revisada por ese alto Tribu- 
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nal por medir, del recurso extraordinario, y que la igualdad a 
ijwé se reitere d art. 16 de la Constitución "importa, en lo re- 
lativo a impuestos, establoer que efl condiciones análogas debe- 
rán ímjwg&se gravámenes idénticos a los contribuyentes. 

tío pudiendn. pitó, rever V. E'i la sentencia de la Cámara 
.me motiva esta apelación y 1*>r lo, íundanieutos que contienen 
ésta v la de primera instancia. pido a V. E. se sirva confirmarla 
en la lurte que ha púdiáS ser materia del recurso. 

Horacio R. í. arreta. 



F.M.LO PK LA CURTE SUPREMA 

Buenos Aires. Diciembre 5 d« 1928. 

Y Vi-Mus: el recurso extraordinario interpuesto y conmli<lo 
contra sentencia de la Cámara Segunda de kpMsm *¡¡j 
Civil de la Capital, en el juicio seguido i>or don Eugenio Día* 
Vele* contra la Mimicnalidad de esta ciudad sobre devolución de 
sumas de dinero. 

Y Considerando: 

Que la semencia en apelación, como la que ella confirma, 
establecen y declaran la validez legal de la ordenanza que se im- 
pugna en la cansa, estimándola ajustada a lo que preceptúa la co- 
rrespondiente lev del Condeso dictada en ejercido de facultades 
expresas, v este punto como el relativo a la falta de pruetia acer- 
ca de la cuantía del impuesto que se dice excesivo en relación 
con los servicios prestad..*, no pueden ser revisados en el re- 
curso extraordinario |Kir tratarse de cuestiones de hecho y del 
pronunciamiento irrevocable de un tribunal local, sobre inter- 
pretación de una ley del mismo carácter. 



<¿ue en estas condiciones, >■ resueltos aquellos puntos del 
litigo en los términos expresados, los arts. 28 y 67. inciso >■' 
de la Constitución no tienen aplicación al sub 'fc$k'$> quedando, 
en consecuencia, circunscripta la cuestión federal planteada a la 
impugnación «leí impuesto aludido como contrario al principio 
de igualdad que consagra el art. 16 de la Carta Fundamental. 

Que a este respecto corrcsi»onde considerar que la senten- 
cia a|K lada decide el caso de acuerdo con la constante y reite- 
rada interpretación que la jurisprudencia consigna sobre el prin- 
cipio constitucional referido, esto es, que la igualdad preconiza- 
da por el art. 16 de la Constitución, importa, en lo relativo a im- 
puestos, establecer que en condiciones análogas dcWrán impo- 
ner gravámenes idénticos a los contribuyentes, condición y cir- 
cunstancias que con toda evidencia se cumplen en el caso fie 
autos (Fallos: tomo 132, pág. tomo 138. pág. 313, entre 

otros). 

Por ello, por los fundamentos concordantes del fallo apela- 
do y |<j expuesto y pedido por el Señor Procurador General, se 
confirma dicha sentencia en cuanto ha podido ser materia del re- 
y devuélvanse, repon iéndosc el papel ante el 




J. Figikroa Al- 
trino ta 
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ihnm Muría Rufim Talhot de Cnrnc y otro, contra do» Domin- 
go 0m y otros, sobre rctvimíktidón. Kcatrso de hecho. 

Sumario : No procede el recurso extraordinario del art. 14. ley 
4S. contra tina sentencia que resuelve un» cuestión relativa 
al examen v apreciación de un título adquisitivo de un ftfeti 

* rau. planteada, controvertida y resuelta a mérito de consi- 
deraciones de hechos. prueU y de aplicación del derecho 
común, y que desestima la impugnación de inconshtncto- 
nalidad de una ley y ordenan», no porque se atribuya a 
la cláusula constitucional invocada una inteligencia distinta 
a la que le asigna el recurrente, sino por el hecho de no ha- 
htrse justificado por los actores los extremos alegados al 
respecto. { Apreciación de hechos). 

Cttso : l-o explican las piezas 




ÍMCTAMKX UVA. SKSOk 1'kOCt/RAUOR IJKNERAI. 

ÉÍife»i >s Aire*. St-ptiemhre 2<» «k- 

Suprema Curte: 

I os herederos de don Juan Hd«rt Orcene demandan a don 
Domingo Pérez y otros ]>or reivindicación de un inmuehle nhi- 
cado en la ciudad del Rosario. 

Tran.ita.la la causa fué desestimada la acción por conside- 
rar la Cámara de Apelaciones de aquella ciudad, en su sentencia 
de fs 373. qü* los títulos de propiedad presentados ,mr los de- 
mandados no adolecían de los vicios de nulidad que les imputa- 
ban 1<>* actores Dichos títulos tenían su origen en la venta judi- 
cial del inmuehle reclamado decretada en la ejecución seguida 
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por don Enrique Asteng» contra el propietario desconocido de 
dicho inmueble, y»r cobro de [lavimentos. 

Tal cíecisión lia sido tomada interpretando y aplicando dis- 
jwsiciones de derecho civil y procesal, sin que las cuestiones so- 
bre derecho federal a que se alude a fs. 3&Í hayan sido trata- 
das ]>or el tribunal, que ha considerado, según ío expresa a fs, 393 
vta. incidental su referencia a las mismas, agregando que el fa- 
llo se funda en motivos y razonamientos legales de otro orden. 

En efecto, aparte de ser éstos de orden común, irrevisables 
jHir esta Corte Suprema, las cuestiones de hecho tratadas y re- 
sueltas en la semencia, tanijioco pueden motivar el recurso sobre 
derecho federal que la i>arte actora ha interpuesto para ante V. 
E, contra la referida sentencia de fs. 379 y que le ha sido de- 
negado. 

Soy \«>r elto de opinión que corres|>ondc declarar bien de- 

Horacio /?. Larrcht. 



■ 



VALLO DÉ LA CORTE Sll'WíMA 

Hucntts Aírtst. nitkmhir 5 tic 1928. 

Autos y Vistos i 

El recurso de queja por denegación del extraordinario 
interpuesto contra sentencia de la Cámara de Apelaciones del Ro- 
sario, Sala de Primer Truno, en el juicio seguido por doña María 
Rufina Tallmt de Oeene y su hijo Eric Forrest Greeue contra 
ilon Domingo Pérez y otros, sobre reivindicación. 

Y Considerando: 

Que la base esencial del litigio de que se trata, según 
se infiere de las actuaciones del mismo y especialmente de los pro- 
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tmnciamientos recaídos en sus dos infancias, ha consístidn cu el 
examen y apreciación del titulo adquisitivo de tos demandados 
sobre ¿1 inmueble que se reivindica: y esa cuestión, fundamental 
en el caso, lia sido planteada, contri iveriida y rouelta a mérito 
de consideraciones fie hechos, de prueba y de aplicación <le dis- 
posiciones de derecho común y procesal, definidas c iuterprera- 
das en forma substancial y decisiva para los derechos o intereses 
en enmienda. 

Que tiasta. en efecto. («ra alcanzar la ci inclusión precedí ir- 
te el examen de las consideraciones en que se han fundado las 
dos tesis opuestas de los fallos de fojas J°7 y 37°, declarativo 
el primero de la nulidad del título en cuestión por derivar de 
una sentencia dictada en juicio ejecutivo a la que se le niega 

preceptos de la ley procesal, y revocatorio de tal decisión el Sé* 
finido, que establece ta validez legal de dicho titulo por funda- 
mentos en ¡pie analizan los antecedentes de hecho del juicio «le 
referencia, y se interpretan y aplican las disposiciones de dere- 
cho cuijuin que se estiman procedentes a 1*js efectos de absolver 
a los demandados de la acción reivindicatoría interpuesta. 

Que si bien la ley y ordenanza ríe adoquinados han sido 
impugnadas como contrarias a la Constitución. cal* observar 
que la sentencia recurrida desestima la impugnación, no porque 
se atribuya a cláusula constitucional invocada una inteligencia 
distinta a la que le asigna el recurrente, sino por el hecho de no 
(saberse justificado jior los actores los extremos alegados al 
respecto. 

Une en tales condiciones, tratándose cu el caso según se 
advierte, de la apreciación de hechos y prue!«is y de la interpre- 
tación y oplkación de disposiciones de derecho común y pro- 
cesal, eficaces para sustentar i>or si mismas las conclusiones de 
la decisión recurrida, es evidente la improcedencia del recurso 
extra* irdinario de acuerdo con lo que establece el art. 15 de la 
ley 4X y la constante jurisprudencia de esta Corte, 
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Por ello y de conformidad con lo dictaminado l>or el Señor 
Procurador General, se declara improcedente ta queja, y en con- 
secuencia Wcn denegado el rccurwp. X.niíiquesc y repuesto el pa- 
pel archívese, devolviéndose los autos venidos por vía de infor- 
me con transcripción de la presente. 

A. Bhhm ejo. — J, Ficceroa Al- 
corta. — R. Guiño Lavalle. 
Antonio Sakarna. 



Don Antonio Miedo contra fo Cuja Nacional Jubilaciones y 
Pensiones de Unifica*! os Ferroviarios. 

Sumario-. I* Procede el recurso extraordinario del articulo 14, 
ley 48, contra una resolución contraria al derecho del ape- 
lante, fundado en el artículo 2* de la ley 10.650. interpreta- 
ción del alcance y contenido de dicha cláusula). 

2* El artículo 2> de la ley 10.650 se refiere, exclusiva- 
mente, a los empleados y obreros ríe empresas que tienen 
a su carjío la explotación de puertos y depósitos y no agüe- 
los que como en el caso C. H. Walter y Cía. Ltda. han limi- 
tado sus actividades a la construcción de una sección del 
Puerto de la Capital. 
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RESÓLt XION UK LA CAJA NACIONAL DK JUMLAUOKEg V 

IJucims Aires, Abril ¿h de l'»J8, 

Visto que el empleado de la empresa constructora C. H. 
Walkcr y Cía. Ltda. don Antonio Miccio snlidt.1 acogerse a los 
liciic fictos de la j titilación ordinaria de conformidad con las dis- 
jKisiciones de la ley 10,650 y sus complementarias, y 

Considerando: 

(¿ue Ifis servicios invocados por el recurrente, no pueden 
ser computados a los fines de la pasivíd'id, porque no son de la 
naturaleza de los que lieneíicia la ley: ta (pie en su art. 2? se 
refiere, jior modo inconfundíMe, a empresas y entidades de ca- 
rácter ijermatiente en la explotación de un negocio o industria. 

Que la construcción de un puerto no constituye la realiza- 
ción de un senicio portuario, desde que corno tal debe entender- 
se la explotación; ni puede modificar el carácter y objeto del 
negocio a que se dedica la empresa que ejecuta esas obras, vale 
decir, de construcciones en general. 

Que siendo ello así, es evidente que un puerto, como una 
línea férrea, no puede considerarse incorporado al régimen jubi- 
latorio sino desde el momento de ser librado al servicio |*úblico, 
o lo que es lo mismo, desde que comienza la exf dotación del ser- 
vicio y termina el cometido ilel constructor. 

Que ciada la enunciación taxativa del art. de la ley 10/iSO 
respecto «le las empresas y entidades sujetas a su régimen, no es 
posible comprender en las oldigaciones y liencíicios de la legis- 
lación a empresarios que. como C H. Walkcr y Cía. han ejecu- 
tado obras para el propietario de un puerto, que en caso lo es 
el Suprior Gobierno fie la Nación. 
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aún en la l^tesis de que lo, sentios prestado* 1>U r 
el recurrente a las ^rdenes de dichos contratistas tu h OI 
*J Pumo de la Capital, fueran computad a fa, gfift 
> acan, „. .mearía ello une el tarffciu hubiera de acor- 

v «, T T?" í ^* BÍ *^ * h fe * jubilaciones 
s es cíe lerrovianos, smo qWt , X)r d contrario, ta] bene- 
ÍK,n estaña a ^ de la ley N* «49, sote* jubilaciones v pe* 
Muñes del personal de U Administración Nacional. 

IW estos fundamentos, atento lo aconsejado por la minoría 
<U la Comisión de Jubilaciones y de conformidad con lo acorda 
d- |«.r d Directorio, en su sesión del 24 del corriente, se re- 
suelve: lv Desestimar )H >r improcedente el pedido de jubilación 
ordinaria, formulado por el empleado de la empresa C, H. Waí- 
rlUoVarchí* 13 ' ^ AtiUmÍO M - kcUl ' ~ Notifí( l«<*e al inte- 

Jmn Brívio. 



DICTA M \ DKL «|:SOR PHOCfRADOK (¡ENERA!. 

UtRims Aires. Diciembre 5 de 1928. 



U sentencia dictada a f s . 43 ,H,r la Cámara Federal de Ape- 
lación de la Capital, ha computado l„ s servicio. ¡¡m*** £ 
<!<>n Amonio Miccio en la empresa C. H. Walker v Cía I tda 
a los fines de su jubilación, no obstante tratarse de una cionre* 

í^^^ñ^ «« *¡ régimen de las 

I vés 10A50 f 11.308, sobre jubilaciones y pensiones de emplea- 
dos y obreros ferroviarios. 

Tanto el recurso extraordinario m contra dicha se ntencia 
ha interpuesto la Caja Nacional de dichas jubilaciones y yusio- 
nes como la doctrina sostenida por la misma, immtfcnando el re- 
ferido computo, han sido deejaradas ajustadas a derecho por 
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esta Curte Suprema cuu fecha i de Agosto en caí 
seguida por Mariano l "raí ni. ¡ni contra la uiixna (. aja. 

Me remiln, pues, a dicho fallo ¡«tra pedir a Y. K. la revoca- 
ción dr la senieneia apelada en la parte que ha [hhUúo ser ma- 
teria i leí recurso. 

Horacio A', /-unv/if. 



FALLO l lí'. I.A rukTti Sl'l'REMA 

llurnos Airt-s, OinViuhre 7 de P'JM. 

Autos y Vistos: 
Considerando: 

Que la Caja Nacional de jubilaciones y Pensiones de Em- 
pleados y Olirerus Ferroviarios ha decidido y sostenido en el 
cur-u ile la cansa que: "los servicio?, invocados por el recurren- 
te no pueden ser computados a los cítelos de la pasividad porque 
no son <le los comprendidos en las dis| posiciones de las leyes nú- 
meros 10.050 y HJ0S inri. _*>." 

( fue la Támara t ; ederal de la Capital interpretando el alu- 
dido art. * ha llegado a la conclusión de que los servicios m- 
v.>eados dehen ser admitidos | M »r cnanto aquél comprende expre- 
samente a los empleados y ohrcros de los puertos -le jurisdicción 
nacional. 

l tur de lo expuesto >e infiere que el punto deUitido a los 
efectos del recurso autorizado por el art. 14 de ia ley 4S. no 
ha consistido en una mera cuestión de hecho, en cuyo carácter 
hnhria quedado fuera del alcance de aquél, -inn en una positiva 
interpretación lelilí sohre el alcance y contenido del art. 2" de la 
ley 10.650. cual es la de saher si ésta al enumerar al personal- 
ríe las empresas fie puertos se ha referido tanto a las que los 
explotan como a las que los construyen. 
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[)w htiásmb** deciflíflo esta áJtimá tu sMi.iri» . . 

™~ d, u cMraonlman,, es péleme, enorme a fe ¡ff ^ 
W ^ * ™~ * % la ley .V 48 y „¡ (Io e l Señe, C 
mrador General, a>í cumple declararlo. 

V Considerando ,„ gjta mí> a , a v ít . (1 

innecesaria mayor substanciación : 

Qtie el art. $ de ta ley 10.65U tal co„,o ha qiW(Ia do redae 
^ <l«pae, de la reforma introducida a su texto por la núme- 
ro Ji.JW, dispone en Jo pertinente ln (jllc sifíUe: .íQo^ 
—prendaos en las dis, Aciones de esta ley los cn.pl^ot " 

IaTcU 1 ^ n,a,,C,ltCS <k * las . n,,Itrt;i : ls m ' mtm,s >• ^sitos de 
. Li C,HI >Ka H T ,enKan ll,1Kls dentro de su recinto, 

malquiera que fuese la función que desempeñen." 

di la jubilación fe ha sido en ta empresa C. H. Walker y Cía que 

? U ' ni ; 1 ° i a SU rai *° 1:1 construcción de |<ts obras del p„erto 
nuevo de la Capital. 1 

Que entretanto, no parece discútale, de acuerdo con el SC n- 
MB JP* - v ^ ík !a "nnpresas de puertas" empleada 

I«r el art. >■' que ella alude exclusivamente a los empleados y 
obreros de empresas q„e tienen a su cargo la explotación de 
yertos y dénosnos y no a aquellas que como en el caso de C. 

^JS^l^^ | h í l p ,Í,,,í,ÍUln Sl,S ÍKt¡VÍ '^'<- « h OM,S- 

Que la precedente conclusión, se encuentra legalmente abo- 
nada por la .(oble consideración siguiente : a ) tratándose de puet 
tos s, se atiende a su natural, de bien del ]>u „hc 
art. _J40, maso > del Código Civil,, los particulares no po- 
drían constituir empresa* en relación a aquellos sino mediante 
una concesión del Estado, en cuya virtud y por delegación del 
mismo tomaran a su cargo ta gestión del servicio público impli- 
cado en la explotación. Cuando, núes .., ^ >, ... u .... fí ¿^ 
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r« IO.ÍÓ0 se ha referido a empresas de puerto necesariamente 
lia detodo aludir a las que funcionan en virtud de una conce- 
sión. La empresa Walker y Cía., no lia realizado con el Gobier- 
no de la Nación convención alguna |)ara la realización de servi- 
cios portuarios, sino simplemente un contrato de obra pública, 
cuyo objeto es la ejecución de una obra destinada al servicio 
público; b) que el artículo no se limita a expresar que el personal 
de las empresas de puertos se hallan comprendidos en el régi- 
metí de ta ley: exijie. además que aquellas "tengan lineas férreas 
dentro de su recinto, cualquiera que fuese las funciones que des- 
empeñen " Y los ternura» en que se halla redactada esta condi- 
ción, demuestran (pie se trata de un puerto con recinto definido 
dentro del cual se extienden las líneas férreas para el transporte, 
esto es, de un puerto habilitado y librado al servicio público. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada en la 
liarte que ha podido ser materia del recurso, declarándose que el 
art. 2? de la ley 10,650 se refiere a empresas de puertos propia- 
mente dichos y nn a las impresas que tomen a su cargo la cons- 




trucción de los mismos. 

A. ÜKHMEJO. — J. FlIil'KROA Al- 



Hitfa expedida por Su Sattthhni I'to XI, instituyendo obispo 
auxiliar dei ahupado de Lú Plata, al presbítero doctor Juan 
/'. Chímenlo, obispo titulan de Si les. 



Sumaria : Con las reservas que emanan de la Constitución y de 
las leyes dictadas con arreglo a ella sobre el Patronato Na- 




corta. — R. Crino LAVALtK. — - 
Antojo Sa<;arna.. 
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bien facultad a un obispo titular de una iglesia extranjera 
(ohispus in partibus) para que pueda auxiliar al obispo de 
La Plata, celebrando tos pontificales y ejerciendo los ofi- 
cios pastorales en esta diócesis, como auxiliar de dicbo dio- 
cesano, previene que no podrá ejercer estos actos sin el 
consentimiento del mismo, cuyas atribuciones son ejercidas 
con sujeción al Patronato y en virtud del juramento pres- 
tado respecto a su observancia. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL Sí: ÑOR PROCURA l i Tí SIMM. 

Rítenos AiK», Diciembre ó ile 1928. 

Suprema Corte: 

IW I;i presente bula exjiedida j«>r el Sumo Pontífice se 
doctor Juan Pascual Oriniento. párroco de Lomas de 
Zamora, provincia de Buenos Aires, obispo titular de Seles y 
auxitiar del ilustrisimo seíiur obispo de La Plata, monseñor 
Francisco AllxTti. 

I-a primera designación, confiriéndole jurisdicción sobre 
una iglesia extranjera, no puede afectar los derechos del Patro- 
nato Xacionat, 

En cuanto a ta segunda, si bien el nombramiento recae para 
ser ejercido el cargo en el territorio de esta República, se pre- 
viene en la misma Inda que sólo podrá serlo como auxiliar del 
referido prelado y con consentimiento del mismo, lo que im- 
porta someter la acción del designado a la autorización del ti- 
tular que actúa constitucionatmente en virtud del juramento que 
tiene prestado. 

Soy. por ello, de opinión que, con las reservas que emanan 
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(Ir !a Constitución y leyes dictadas con arreglo a ella st>l>re ti 
Patronato Nacional, puede prestarse acuerda ;d Poder Ejecutivo 
para «jiie conceda ti pase a la presente bula. 



De conformidad €tm lo dictaminado por d Señor Procura- 
dor íieneral, y lo resuelto en casos análogos, Fallos: tomo ISO. 
pag. M)\ y los allt citados, la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación ¡«resta su acuerdo para que el Presidente de la Nación 
\ nocturna conceda el pase a la luda expedida juir Su Santidad 
Pió XI. instituyendo auxiliar del obispado de !,a Plata, al pres- 
I til ero doctor Juan P. Oimiento, obispo titular de Seles, con las 
reservas emanadas de la Constitución y las leves dictadas con 
arreglo u ella solire el patronato nacional. Devuélvanse, en con- 
secuencia, estas actuaciones al Poder Ejecutivo con el oficio 
correa tundiente. 



Búh Jmu Maiwrl fWfe tmm k ¡''orinan &€ Buenos Airm. 
sobrr ¡ntertUcto rf<- rcttifcrar h po's.wión* 




Horacio A'. !. arreta. 
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Buenos Aires, Hinunhre 7 de ros. 



A. Bermejo. - J. FictmoA \l- 

tORTA. — K. (jl llK) I, avalle. — 
Antonio S \oahn\\.. 
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¿" En los juicios que se tramitan jxjr la vía Mtmaria 
l,e los interdictos, no procede discusión alguna sobre el de- 
recho de dominio. 

3" La ]x>sesión a que pueda ilar derecho mi título va- 
lido no debe tomarse sino por las vías Iceles cuando me- 
diare ojw>sÍc¡ón i»or parte del 

Cusa; í.o explica el siguí* lite : 



I .\f.Ul DE L.\ CORTE SUPREMA 

ItuptKjs Aire*. I íkiimhri- II) fie l"ÍN. 

Y Vistor: Ki interdicto di' rcciipi-rar promovido por el doc- 
tor Juan Manuel Várela contra la Trovinna de Buenos Aires 
por indebida des pos es ton fie un cam|*i -ubicado en el partido tic 
Zarate, de cuyas constancias n sulla: 

One el actor compró a don Santiago Fox. en .10 de Mavo 
<leí año 1*)J7, ríos fracciones 'le campo, unidas, sitas en el par- 
tido que se menciona en el exordio y * pie en total tienen 674 

rencias del titulo, el campo no reconocía gravámenes y si solo 
tm contrato de arrendamiento, con cuya salvedad se inscribe el 
dominio a nombre de Várela liajn el K" 109 del partido de Za- 
rate. 

El .11 de Mayo el adquirenlc recibió ¡tersotialnn-ntc la pose- 
sión, a cuyo efecto fué acompañado por el vendedor Fox. quien 
lo presentó al arrendatario señor Agustín Alejandro Guerrero 
y no así al otro arrendatario señor José Guiii, ixirque tenía 
éste un $jq gravemente enfermo, no queriéndole perturbar en 
su dolor, 

En ausencia del nuevo propietario, el día 2 de Junio se 
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presentó un funcionario ele ta Oficina de Tierras de la Provincia 
de Buenos Aires, acompañado del oficial de Justicia del J u/gado 
de Paz de Zarate y de la ¡xdieía del mismo lugar, ocuparon el 
campo en nombre del Gobierno de Unenos Aires, notificaron a 
los chacareros que dchian sus| tender todos los traliajos y acti- 
vidades y dejaron tíos agentes de {Milicia para hacer cumplir las 
órdenes dadas a los chacareros. Inútiles han sido las gestiones 
1 "articulares y directas que ha realizado con el Gobierno drspn- 
seedor. Según los informes que posteriormente ha obtenido el 
actor, el señor Santiago Fox había dado, hace mas de 15 años» 
al extinguido Harten de la Provincia, una garantía hiiiotecaria 
por 90 (lias iMir deuda de un tercero que. no pagó y ]»or lo cual 
se inició juicio al garante, pero esa hipoteca no se reinscribió 
en el Registro y, por lo tanto y lo que dispone el art. 31°7 del 
Código Civil, el bien era libre : la fecha de ta compra cualquier 
cosa dispusiesen las leyes provinciales, atento lo previsto en el 
art. ó'> fie la Constitución Nacional. 

De esos misinos antecedentes resulta que el doctor San- 
tiago Fox fué también desposeído p>r el Gobierno de la Pro- 
vincia de Unenos Aires, pero recuperó la p> esión después de 
un juicio tle desalojo que siguió contra don José Guidi y doña 
Margarita Fioriui, ante el Juzgado de lo Civil de \¿a. Plata, a car- 
go del doctor Ludo Moreno Quintana, secretaría Szolngow«ky. 
Funda la acción en los arts. 2487 y concordantes del Có- 

digo Civil y art. 328 de la ley de 14 de Septiembre de 1863. 

Pide que se condene a la demandada a restituir el bien, con 
costas, dejando libre la acción por daños y perjuicios (fs. 15 

ti 20"). 

Acrcr litado el fuero de la Corte, notificóse de la demanda 
a la Provincia de Unenos Aires y convocadas las liarles a la 
audiencia que preseril»c el art. 332 de la ley N" 50 ríe Procedi- 
mientos Federales, la demandada manifestó: Que debía deses- 
timarse, eon costas, el interdicto, porque el actor no habia te- 
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nido la posición del inmueble y el Udikrno la lialiia tornado 
en viritid del derecho que la ley y el contrato respectivo confie- 
ren al Bancu Hortelano <I e la Provincia en liquidación, de 
acuerdo con el contrato celebrado con don Snntiago Fox, art. 3" 
de la rscritura respectiva, art. 2" de la lev de 25 de Noviembre 
de l&i y art. S de la ley de 7 de Enero de IHSZ U posesión 
fué tontada por intermedio del Juez de Paz. de manera que es 
improcedente el interdicto de acuerdo enn Ta jur i -¡prudencia de 
esta Corte, fallos contcnidns en los tomos 4<>. 76 y 125. Acom- 
paña un exiK'diente administrativo "R. X» 92.676 del Mtniste- 
rio de Hacienda y mis agregados*" donde constan los hechos 



Ofrecida la prueba que las partes juzgan pertinente, día 
se produjo en tÍcnq>o y forma y solo la actora formulo alegato 
sobre la misma (fs. 136 a 140) y se llamó autos para definitiva 
.fs. 140>;y 

Considerando í 

l v fjue se lia demostrado plenamente que don Santiago Fox. 
en carácter de propietario del liien sobre que versa el presente 
interdicto, lo poseía quieta y pacificamente antes de 1924 y que 
en dicho año fué puesto nuevamente en posesión del mismo des- 
pués de algunas incidencias que le fueron promovidas y de que 
salió vencedor. Asi lo prueban las declaraciones del testigo Ho- 
racio Montes de Oca (fs, 52) y el acta levantada por el secre- 
tario del Juzffarlo en lo Civil de Iji Plata, a cargo del Dr. Lázaro 
Nieto Arana, que corre a fs. 80 y siguientes. Como el ocupante 
José Cuidí se negara a reconocer el acto de posesión, Fox de- 
mandó y olrtuvo, ante el juzgado a cargo del Dr. Lucio Moreno 
Quintana, mandato de desalojo en el ano 1925 (fs. 96). Cyrro- 
horan tal conclusión las declaraciones del diputado nacional Luis 
Guersi (fs. 102). de don Domingo Palacio (fs. 122), de don 
Juan Hernández (fs. 124) y el contrato de arrendamiento que 
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José (iuiití, anterior oenjiante rebelde y de^ojádo» éüfebró 
con l'V>x en 17 de Junto de [9M (ís. 1 12). 

- ' <Juc asimismo t -tá prohado que el Dr. Juan \ arela, como 
comprador a Fox. fue puesto en posesión de campo cuestiona- 
do fii este pleito sin impedimento ni ojiostción de nadie, decla- 
raciones de don Luis Guerd ( ís. 102 y 10$); de don Domingo 
Palacio ( ís. 122). de don Juan Hernández (U. 122 a 12-4 1 . de 
don Agustín Alejandro Guerrero < fs. 124 a I2ó). Como el he- 
ñor Várela puede unir a su posesión la de su causa hal nenie 
{an, 2.4/4 del Código Civil, es indudable que se encuentra en 
las condiciones que jiara el ejercicio <le acciones posesorias exi- 
ge el art. 247.1 del mismo Código. |xrni adviniéndose además 
míe aquí se trata, según el inciso V del art. de la ley K 9 50 
•le f'rocedimientos Infiérales y falto <le esta Corte, tafea 15, 
pág. 274, del reme* lio policial del interdicto que no exige esa 
condición antra] en la ]msesióii. 

P Que, con la confesión de la demandada, los informes po- 
liciales y de justicia de l'a/. de ís. 70 vta., 71 vía. y 127, se de- 
muestra que el día 2 de Junio de Í927, por orden del Ministe- 
rio dr Hacienda, el Juez de Paz (le /árate, asistido de la [Milicia 
del tildar, tomó f.oM sióii del campo cuestionado y lo entregó al 
jefe ile la ( Micina de Tierras y Colonias de la Provincia, don 
Litis de Klical'e. situación que perdura y <[iie el actor califica de 
i legal y contra la cual pifie reparación. 

4" <Jn,- l; t Provincia no ha justificado mi derecho argüido 
en la conte-tnción a ta demanda. ¡Mita proceder como lo ha hecho 
sin forma de juicio, Desde luego, ta Última hipoteca constituida 
por don Santiago Po\ r- del año 1**07. según consta en tas es- 
critura- públicas que en fietes testimonios corren agregadas a fs. 
M4 y )sVi de estos autos y, como acertadamente lo expresa el ac- 
tor, e-a hipoteca era ineficaz a la é]Hica de los procedimientos 
del líauco porque habría n transcurrido, con exceso, los diez años 
de inserción que menciona el art. ¿I4<» del Código Civil y co- 
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'"" se fe?; f 8 » fué Mqpk IM?r ^ ^ 

- en ejercen de J a f aailt ad «wtl^kta al Banco Hilario 
I mvincia! p..r la ley nacional X* |NW. La intervención del Fucz 
He la, de /arate .,„ da a la orden del Ministerio d, Hacienda 
Hm secutó el carácter de „„ mandamus judicial, co.no el que 
contempla esta Corte ,n el fallo en el tomo 54. páginas 

40^ 412. tal en l-ebrero Novísimo, tomo IV. pfc. 2S . dice, 
As., pues, h ley dispone que al .,«e está en pmttí^ de la cosa 
no se Ta qttofc sin que primero sea oído y vencido en juicio <| e 
mm m ™ val,a la Real C éclttla r,„e se expida en contrario." 

5* Que la Provincia no p«ede prevalerse de (a lev Orgánica 
m Banco Hipotecario de la Provincia y del contrato clarado 
-n isa msntuaon por d.m Santiago Fox a los efectos de to- 
mar por su sola mtnta y orden la posesión del bien mb ®¿ (m 
.V de I, ,, y de- .í de Knero de KSKJ y tritura de hipofe^ de 
MVf. smu ..neutras la hipon-ea subsistiera. [K,r vigencia del 
term.no jxn- el «mi fue otorgada o ,K,r vigencia del término má- 
ximo ^registro conforme a la disposición del art. 3149 del 
(nd,go t ,v,T: pero una ve, vencidos, cotí exceso, ambos térm¡, 
nos. es claro que ni el lianco ni eJ Gobierno que lo representH 
pudieron ejercitar facultades emergentes de la existencia o per- 
Mstenem de la hipoteca. Tal del* ser la inteligencia que debe 
darse ,1 alio de esta Corte que invoca la demandada inserto en 
( I tomo 49. paginas 4M y siguientes, 

0" Quv v» los expedientes administrativos qw & ,,-nresen- 
l.in.m de la I mvmcia incorporó a estos autns como pr«el« de 
wm pret,ns,ones (Icira F. fe 97 Fox S-nuiago. UiniJio de Cu- 
«erno, sobre presta.no del antiguo lianco Hipotecario y 1) i* 
VmWli Ministerio de Hacienda. Dirección General de Tierras 
sobre nombramiento de depositario a ( lon Isidorio líercadal) ño 
mm mmkBdn ía rHjsició., jurídica de las ,>arte S a los efec- 
tos del presente juicio. Por el contrario, en el resumen que de 
esc pnmer expediente hace el i..s|*ctor de tierras don Felipe 
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Videla en Septiembre IA de WJtA. en la nota del 1 >i rector (reitera I 
de Tierras don Luis de Kltaile. de 17 He Septiembre <lcl mismo 
año y en el informe del Fiscal de Estado, Dr. Julio Julianes Is- 
las, de ( 'ctubre H de 1MJ.1, rejilla (pie la Provincia habia perdido 
la posesión del campo "1.a Panadería" y que "no era fácil rcad- 
onírirla". Ir > ipie. correlacionado con las informaciones prove- 
nientes de (os Juzgados en lo Civil de 1.a Plata a cargo de los 
doctore* Nieto Arana y Moreno (¿unitaria, que se mencionan en 
el considerando l'\ demuestran la falta de derecho de la Pro- 
vincia |*i ra incautarse del bien, aún antes de rpie éste fuera trans- 
ferido por Fox a Várela. En el informe del Registro de la Pro* 
viñeta, producido por jiedido del Ministerio de Hacienda, al- 
íñente a fs. 1 vta, del espediente M. K> \¡^. que forma parte 
¡medrante del expediente "Ministerio de Hacienda", letra nú- 
mero 91.217. se ¡lace constar, en Mar»» 10 de 1927. (pie no hay 
contra Fox en il largos ni i nh ¡Iliciones . fie manera que, ni aún 
comii resultado de ejecución por la deuda personal, extinguida 
la hipoteca, consta que el Manco Hipotecario ti el Gobierno de 
Huenos Aires hubieran producido neto alguno legal interruptor 
ríe la posesión fie Fox a la época en que éste vendió a Várela. 

/ ■' (Jue es indudable que el Banco Hipotecario de la Provin- 
cia ¡le Huello* Aires pudo conceder términos -»or más de diez 
años y, por consiguiente, mantener por más tiempo que el que 
consagra el art. AU l * del Código Civil, el registro de las hipote- 
cas une esos préstamos garanticen, porgue esa facultad se la 
consagra el art, f$ de la ley nacional N tf 1K04 del año 18S6 y se 
mantiene en el art. 79 de la ley S172, de Septiembre 7 de 1 ; 
pem la operación o Tas ojieracioues realizadas con Fox referen- 
te- ;il campo "Ia Panadería"' no sólo no fijaron plazo superior 
al común del Código, sino que lo limitaron a tres años (escritu- 
ra dr 2S de Junio de 1900 inserta en el expediente F. N v 97, Mi- 
nisterio ¡le (¡obiernoi, de lo que sólo es ampliación y confirma- 
ción la de 1W corriente a fs. M de estos autos principales. 
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calte reafirmar gaje en esta 
clase de juicios que se tramitan ixir la vía sumaria de interdic- 
to, nn procede disensión alguna sobre el derecho de dominio, de 
modo que cualquiera sea el titttln de la IWhicia al respecto, no 
lia (wvíido ésta, por sí misma. des|K>seer aJ actual poseedor anual, 
tenia vez, que la posesión a que pudiera dar derecho un titulo 
válido no delw ti miarse sino por las vías legales, cuando, como 

por |«irie del actor, < Arts. 24T.S y 2487 Código Civil v 328 de la 
ley N* 50). 

Por Jo expuesto se resuelve; hacer lugar al interdicto de 
recobrar contra la l'r» ■viuda de lltitnos Aires la que dentro de 
diez días del*e reintegrar al Ur, Juan Manuel Várela en la |kj- 
sesión del bien cuestionado. Con costas. Notifiques* y archívese 

papel. 



A. iil-kMKjo, — J. Kn;iKH0\ Al- 

eoRTA, — Antonio Sacar na. 



Sociedad AnmiUw Mcúteria y Cenuraía de fos .-ludes confeti 
ta í'ruv'ftn tti de Sutt Jtuui, pur iiteonstUiiehjuilitittd y t/ivn- 
titciétt tfc ¡mpúéstos. 



Sumarhr. 1" Ninguna de las restricciones que la Constitución 
consona a l poder impositivo de las provincias se refiere di- 
rectamente a la cuantía de los impuestos o su repetición so- 
bre los misinos inqiuestos. 

2* Cada provincia recobra su plena capacidad ¡nqmsiti- 
va a partir del momento en que las mercaderías, géneros o 
productos introducidos a su territorio, llegan a confundirse 
y mezclarse con la -masa general de bienes de ta provincia. 
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3r Xi< siendo la prima que otorga en su art. I" la ley de 
la Provincia de San Juan, de .1 de Julio de 1*í24, a toda la 
cerveza que >e produce en la provincia, sino cxchisívamcntc 
a la que si* destina al consumo exterior, en el orden interno 
la igualdad del impuesto no ha sido alterada ; en consecuen- 
cia, las leyes de 25 de Febrero y 3 de Julio de 1924. aisla- 
damente o combinadas, no crean situaciones de desigualdad 
ilegal, liara los fabricantes de cerveza domiciliado fuera 
ile la provinciai con respecto a la elaborada en San Juan, y 
por 1" tanto, no son repugnantes a la Constitución Nacional. 

4" Uno de los medios lícitos de estimulo a sus indus- 
trias que las provincias pueden usar con recursos propios, 
autorizadas por el art. 17 de la Constitución Nacional, es 
la exoneración de gravámenes fiscales o el otorgamiento fie 
primas, siempre que con ello no se cause agravio injusto 
a derechos adquiridos, ni se viole el principio de igualdad 
impositiva o se creen monomios ilegítimos. 

(\iso: Lo explica el >iguieiUe: 



fallo di: i.a cohti: sipkkma 

Hiten.» Air.-. Dimmbrc 14 ih> tm 

Y Vistos: 

Pos autos tle "Suciedad Anónima Waltcría y Cervecería 
de Los Andes" contra la Provincia fie San Juan por ineonstítu- 
eionalidad y devolución de impuestos: de los que resulta: 

1" Que dini Carlos Sehatz, con puder bastante de la mencio- 
nada sociedad, domiciliada en líuenos Aires, se presenta en 14 
fie Abril de mi] novecientos veintiséis ante esta Suprema Corle, 
mam' femando lo siguiente: que la Provincia de San Juan san- 
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cionó. en 25 de Kclircni de 1924, una ley tic impuestos, la que 
en su art. 12 grava la cerveza no elalHtratlu en la Provincia con 
un impuesto de veinte centavos moneda nacional por botella: 
que esa ley es confiscatoria y par lo lauto, viola la Constitución 
Nacional, pues hay botellas rpic se mandan a $ 2.K0 iw>r docena 
y asi viola, además de los arts. l >. 10 y 11. el 17 de la Constitu- 
ción: ifiie, además, en Julio 3 de 1924 se sancionó otra lev cuyo 
art. i" concede una prima de quince centavos por botella a Ta 
cerveza que se elaburc en la Provincia y destinada al consumo 
fuera de ta misma, lo que combinado con la primera ley. da al 
impuesto que consagra el carácter de diferencial, pues ^rava con 
0.05 mffU a la cerveza de San Juan y con 0.20 a la de afuera y. 



dencia de la Corte citando, en su a|xiyo, los fallo* del tomo 131 
in rr f .aborde v. Provincia de Mendoza y- 139. pág. 358. Pide 
se declare inconstitucional la ley objetada y se mande devolver 
el impuesto payado, once pesos con ochenta centavos, con las 
costas del juicio f ís. 12 a 14 vta. ) 

2 f Que l.i Provincia de San Juan, representada por el doc- 
tor l'Vanc K, Ch, Bótate!! , se presenta en tiempo y forma ] lidíen- 
la el rechazo de la demanda, con costas: transcribe los artículos 
pertinentes de tas leves observadas por la aet«ra. de 24 de Fe- 
brero de 1924 y de 3 de Julio del mismo año. que dicen así: 
"l.as bebidas alcohólicas (|ue se enumeran en el presente artículo 
picarán el impuesto que se fija a en mi ilinación : d) Cerveza ela- 
borada o no en ta Provincia. ¡a^nrá |*or lintel la 0,20 m'n." (art, 
12, ti y de 24 de Febrero) y "Acuérdase una prima de quince 
centavos )>or lioiella a la cerveza míe se elabore en la Provincia 
y destinada al consumo de fuera de !.< Provincia" (art. I" de la 
ley de 3 de Julio) ; que tales preceptos no son inconstituciona- 
les porque la Nación no puede inhibir a las provincias para es- 
tablecer impuestos internos (art. 104 de la Constitución Nacio- 
nal I. i urque el impuesto tic 0.20 no es coufiscatorio aunque sea 
elevado y porque recae sobre objetos que no son de primera nc- 
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«sitiad sino de consumo nocivo- i>, |K>r lu tumos, 
la ley de Julio «o consagra mi régimen impositivo diferencial 
agravia lite a la Constitución, sino que ímptirta uii estimulo a la 
producción local, creando situación. -< «onóinicas similares a las 
de los cigarrillos Fabricados en Córdoba o Corrientes, compara- 
dos a los que se fabrican en la Capital Federal (fs. 23 a 

3" Que, a petición acorde de las partes, se declaró la cues- 
tión ile puro derecho (fs. 20) y antbas evacuaron un nuevo tras- 
lado ratificando sus pretensiones (fs. 31 a 33 vía. y fs. 37 a -10 




4" Que oido el Señor Triturador General, este funcionario 
dictaminó en el sentido de la inconstitucioualidad ; v 

Considerando : 



I 5 Que la circunstancia de que ia cerveza de la adora estu- 
viere gravada» con antelación a la ley de 1924 ríe San Juan, \xir 
impuesto nacional similar al que ésta consagra, no lo afecta de 
incoustitucinnalidad porque las provincias conservan todo el po- 
der no delegado por la Constitución Nacional al Gobierno Fe- 
deral fart. 104> y la imposición interna no está prohibida i^ir 
los arts. IOS y 100 de la misma. 

F.a Corte lia declarado que ninguna de las restricciones «tic 
la Constitución "consigna al poder impositivo de las provincias 
se refiere directamente a la cuantía de los impuestos o a su re- 
ía conclusión de la Suprema Corte de Estados Unidos en el caso 
5 \ Val lace 475, reconociendo valide?: a las leyes locales que gravan 
ii prohiban un negocio ya gravado por el Congreso cuando se 
trata ríe artículos incorjmrados a la riqueza local. 

2* Ouc no se ha demostrado que el impuesto de veinte cen- 
ia vos i n ir Imt rila fie cerveza sea confiscalorio, aún agregándole 
el impuesto nacional que se menciona. Como lo sostiene el re- 
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presentante <le !a Provincia (te San Juan, será uu impuesto de- 
vado con miras tanto fiscales como de restricción al consumo de 
artículos que no son de primera necesidad ; los vecinos de San 
Juan pagara» mas cara una botella de cerveza que no les es indis- 
pensable, jwro no se privará al productor o al comerciante ni de 
su capital ni de su legitimo provecho, ganancia o beneficio y si 
|n>r encarecimiento se produce disminución del consumo, ello no 
enervaria la facultad del Estado para procurarla en virtud de 
razones higiénicas y sociales que informan los poderes de poli- 
cía, según la invariable interpretación de lus autores america- 
nos, argentinos, esta Corte y la de lt*» Estados Unidos. Pero 
aún esa circunstancia no se lia argüido ni menos demostrado. 

$* Oue el impuesto impugnado fto es vtolatorio de Kjs arts. 
( >. 10 y 11 de la Constitución Nacional, porque afecta, con ca- 
rácter general, a la cerveza que exista en San Juan, sea de pro- 
ducción local o tle fuera de la Provincia, es decir, a un bien in- 
corporado a la riqueza de la provincia y no sólo por el hecho 
de entrar de afuera o por transitar por el territorio de San Juan. 
Wa el fallo del tomo 10, pág. 74, esta Corte declaró que era cons- 
titucional una ley de Salta que gravaba las casas de expendio 
de licores por mayor y de primera mano "sin distinguir cutre lo 
producido dentro y lo producido fuera de la Provincia": en el 
fallo del tomo 30. pág. 332 reiteró ese pronunciamiento con mo- 
tivo de una ordenanza de la Municipalidad de Salta que gravalwi 
el azúcar sin distinguir y en el fallo del tomo 83. pág. 204, en 
el pleito contra la Provincia de Entre Ríos snhrc imposición 
al jjanado (pie se sacrificara cu tabladas, saladeros o graserias, 
proveniente de la provincia o de fuera de ella; y finalmente en 
el fallo del tomo 149, pág. 137 tu re The South American Sto- 
res Quh y Chaws contra la Provincia fie Buenos Aires, pobre 
devolución de dinero ratificó la doctrina en estos términos: en 

sentado como* principio uniforme que cada provincia recobra su 
plena capacidad impositiva a partir del momento en que las mer- 
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cadenas, géneros o productos íntrucltieúlo^ íi su territorio, lle- 
gan ;i contundirse y mezclarse con la masa general de bienes de 
la provimia, porque ya entonces no es posible afirmar que el 
impuesto gravita sobre el Hiero hecho de la instrucción de los 
bienes. Tomo 125. pág. 333; 100 U, S. 434; 103 U. S, 334; 
U6 U, S. 44T> : 208 U. S. 113; 120 U. S. 489. 

4" Oue queda pur examinar la cuestión planteada i«jr la 
impresa achira referente al carácter diferencial dé la ley de 25 
de Febrero combinada con la de 3 de Juliu por cuanto, al devol- 
verse al productor saujnamtio 0.15 por Itotclla que destine al cor. 
sumo fuera do la Provincia, reduce, en realidad, a 0.05 el im- 
puesto de producción interna contra 0.20 a la cerveza que se in- 
troduce de afuera. CorrcstMtulc advertir que la actora se equi- 
voca al analizar la ley de 3 de Julio, porque la prima que ésta 
otorga en su art. 1" no es a toda la cerveza que se produce en 
San Juan sino exclusivamente, a la que se destina al consumo 
exterior, de manera que, en el orden interno, la igualdad fiel im- 
puesto no ha sirio alterada. Es una prima a la exportación que 
binto puede prnfionerse mejorar las condiciones del producto san- 



jmmiiiu en la competencia con su* similares fuera de la Provincia, 
como desviar hacia fuera el consumo de las Itehidas que meticio- 
iiíi. reduciendo el interno con los recordados propósitos higié- 
nicos, sanitarios y sociales. 

5 ' Oue en tal concepto la sociedad actora carece de derecho 
para o| servar la ley. pues un le afecta desde (pie los efectos de 
la prima se luirán sentir fuera de San Juan, donde no gravitará 
el impuesto de 0.20 que discute como agraviante. Resulta, en 
consecuencia, que las leyes de 25 de Fehrero y 3 de Julio de 
1924. aisladamente o combinadas, no crean situaciones de des- 
igualdad ilegal a la sociedad "I -os Andes*" con respeto a la 
cerveza de San Juan; no en el orden interno porque tudas, sin 
excepción, pagan el impuesto de 0.20 mjn. ; ni fuera porque allí 
no le alcanza ese gravamen al producto de la actora, mientras, 
el provincial si lo ha pttg&do en virtud de la lev de 25 de I-e- 
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brero y sólo se le devuelve, como prima de e xportación, 0.15 
(art. 4 de la ley de 3 de Julio), quedándote un remanente de 
0.05 de imposición efectiva, con cuya carga irá a soportar el 
gravamen de otras Provincias o de la Capta) Federal. 

Cf Oito el m, 107 de la Constitución Nacional fríen Ira a las 
Provincias para dictar leyes protectora* de Mis industrias con re- 
cursos propio>, y uno de los medios lícitos de ese estimulo <■ iu- 
eremetiio es ta c\oiierac¡ini de gravámenes fiscales o el otorga- 
miento de primas, siempre (pie con ello no se cause agravio injus- 
to a derechos adquiridos, se viole el priuciiiio de igualdad ¡nu>osÍ- 
tiva o se creen monopolio* ilegítimos, en ninguno de cuyos casos 
se encuentran las leves de San Juan en este pleito discutidas. 

Por lo expuesto, se resuelve no hacer lugar a la demanda, 
por no ser repugnantes a la Constitución Nacional la» leyes de 
la Provincia de San Juan de 25 de Febrero y de 3 de Julio de 
1924 (pie aquélla lia atacado como tales. Sin costas por la natu- 
raleza de las cuestiones debatidas, Xotiíiquese, rejióiigase el pa- 
pel y archívese. 

A. Hi:kmi:jo. — J. Fjcueroa Al- 

COkTA. — R, Cjl iriO I.AVAl.l K. — 

Antonio Sacar n a, . 



Don t'cÜx M. Andahtr (su ¿tursión). Contienda de competencia 

Sumario', De acuerdo con lo dispuesto en los artículo» 93, 94 y 
3284 y sus concordantes del Código Civil, el conocimiento 
de un juicio sucesorio cu que el de enjus tenia establecida 
su familia en un lugar y sus negocios en otro, corresponde 
a los jueces de aquél. 

Caso: Lo explica el siguiente: 



FALLOS tifc LA COKTfc SUPREMA 



PALLO DÉ LA COKEE SI l'KLMA 

Unenos Ains, J>ie¡t-mljrc 14 \\v IV2H. 

Autos y Vistos: 

Los tic contienda de competencia por inhibitoria trabada 
L-ntre un Jucji en lo Civil de esta Capital y otro en lo Civil y Co- 
mercial de I-a Plata, para conocer en el juicio sucesorio de 
don Félix Maria Alrlahir. 

Y Cun.siderandu : 

Que la contienda proviene en el caso de que ambos jueces 
se consideran competentes para entender en los autos menciona- 
dos, fundándose en el hecho de haber tenido el causante su úl ti- 
mo domicilio dentro de sus respectivas jurisdicciones. 

Qne el Juez de la Capital deriva su jurisdicción de la iu- 
furmación sumaria de ilos .testigos que acreditan que el causante 
estaba domiciliado en esta Capital, calle Cochabamlia JÉ» 936. 
donde tenia un negocio establecido, donde suscribió un boleto de 
venta de terrenos a favor de la señora de Molina, quien le en- 
tabló demanda por cobro de pesos ante el Juez de Paz de la 
.sección 4* de i stri ciudad, según consta del expediente agre- 
gado. 

Que, a su vez, el Juez de 1.a Plata funda su competencia 
en que el autor de la sucesión falleció en la ciudad de Chab- 
nimús, jurisdicción de aquel tribunal, fallecimiento que se acre- 
dita con la correspondiente partida de defunción, sosteniéndose 
por el representante de los herederos, promotores del juicio Sffr 
eesnrio ante aquel juzgado, que el de atjits no trasladó nunca su 
domicilio de Chascomús a la Capital, limitándose a atender aquí 
su negocio por temporadas, sin trasladar su radicación y su fa- 
milia que fué siempre en la ciudad de Chuscomús, donde lia ía- 
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Que del examen de las actuaciones a que el caso ha dado 
iuip.ir se desprende que si bien el causante de esta sucesión tenía 
desde hace algún tiempo radicados sus negocios en esta Capital, 
mantuvo su domicilio real en Chascomús, donde vivió por lo me- 
nos desde 1888. fecha en que contrajo alli matrimonio, donde 
nacieron todos sus hijos, según lo acreditan las partidas res- 
pectivas (fs. 4. 5. 6, 7, 8, 27 y 28, autos de La Plata), donde 
ha residido siempre y aún reside su familia, y donde, como que- 
da dicho, ha fallecido en la misma casa que habitó |ior largos 
años en la ciudad referida. 

<Jue dados estos antecedentes, es de aplicación al sub judicc 
lo preceptuado por e! art. 94 del Código Civil, según el cual, si 
una persona tiene establecida su familia en un lugar, y sus ne- 
íí< icios en otro, el primera es e! lugar de su domicilio, siendo ade- 
mas de observarse, que está a pttilto de terminar el juicio radi- 
car lo en ta jurisdicción provincial. 

tjue de los elementos de prueba que quedan susgintamente 
enunciados, deriva la conclusión de que se ha establecido con 
eficacia legal bastante que el autor de esta sucesión estuvo do- 
miciliado a la éjioca de su fallecimiento en la ciudad de Chas- 
comús, provincia de Buenos Aires, y en consecuencia es evidente 
que de acuerdo con la ley y la constante jurisprudencia de esta 
Corte (Código Civil, arts. 93. 94 y 3284) y sus concordantes; 
Fallos, tomo 149, pág. 334 y los allí citados \, es a los jueces 
a quienes compete el juicio sucesorio de re- 
la jurisdicción corresponde a los jueces 
del último domicilio del causante. 

En su mérito, y oído el Señor Procurador General, se de- 
clara que el Juez competente en d caso es el de lo Civil y Co- 
mercial de 1.a Plata, a quien se remitirán los autos, avisándose 
al de esta Capital en la forma de estilo. Repóngase el papel, 

A. BERMEJO. — j. FlGUEMJA Al- 
cokta. — R. Crino La valle. — 
Antonio Sacar va.. 




2hti FALLOS Di; t.A CORTE SI PRK.MA 



íhm l.ms Gousáfcs, solicita furia de ciudadanía 

SuHtarin : 1' Procede el recurso extraordinario del artículo 14. 
k-y centra una resolución que desconoce al apelante el 
derecho para acogerse al beneficio que acuerda la ley 34Ti 
a los extranjeros que pruelicn hallarse comprendidos en sus 
disposiciones. 

-■' La exigencia ¡ -a linaria del respeto a la patria adopti- 
v;i )H*r parte ele quienes quieran acogerse a la nacionalidad 
argentina, es de la esencia de la ley de naturalización y de- 
Ih- considerarse como un requisito ineludible, virtualmenie 
iucorjiorado a su espíritu cordial y generoso. 

Ctt.ur. Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL jrKZí FEIJERAT. 

Rosará, Stpikmbre 12 de l«J2S. 

Autos y Vistos: Kstc petlido de ciudadanía formulada |M»r 
el sÚIk1íu> español, don Luis González, domiciliado en calle Co- 
rrientes X' 1312; y 

Considerando: 

Que el r^tieionailte tiene una entrada por averiguaciones de 
hurlo en la ciudad de Santa Fe; otra por lesiones en esta ciudad, 
l»nr la cual fue condenado a sufrir seis meses de prisión condi- 
cional, y varias otras por diversas contravenciones que lo sindi- 
can como una persona de malas costumbres. 

Por ello, y atento lo dictaminado por el señor Procurador 
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Kiscal ,1 fojas 20 vuelta, resuelva : no hacer lugar al pedido 
formulado por Luis González. Insértese, hágase satwr, oportu- 
namente común iipu-se al Ministerio y fecho, archívese el expe- 
íliente. 

fíenhjao T. Martines. 



SK.VTKNUA DK LA CÁMARA FEDERAL 

R..>ari.i, Octubre 15 de 

Vistos: los autos Luis González, ciudadanía fexp. X. 38* '28 
de entrada) ; y 

Considerando ; 

Si bien se lia comprobado que el antecedente relativo al pro- 
ceso por averiguación de hurto instruido en la ciudad de Santa 
Fe, terminó por sobreseimiento en favor del solicitante, Jos de- 
más que se mencionan en el informe de fs, 6 no han sido desauto- 
rizados, sino antes al contrario, confirmados por las propias 
manifestaciones de éste en el escrito de fs. 8; y, siendo ellas su- 
ficientes para fundar la negativa de la carta de ciudadanía, de 
conformidad cotí lo dictaminado por el señor Fiscal de Cámara, 
se confirma la resolución de fs. 21. fecha 12 de Septiembre de 
1928. Xotifíquese y devuélvase. — Carlos M. Avila. — José 
M. Fierro (en disidencia). — Santos J. Sactonc, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Rúen)* Aires, Diciembre 14 de 1M28. 

Autos y Vistos: 
Considerando : 

Que la resolución apelada, denegatoria de carta de ciudada- 
nía al recurrente, desconoce a éste el derecho para acogerse al 
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beneficio fu morí tico que acuerda la ley 34o a los extranjeros 
que fVrucben hallarse comí (rendidos éñ sus disposiciones, sien- 
do. [Hir lo tanto, aquélla, susceptible del recurso extraordinario 
a que se refiere et art. 6 de la ley 4055. oportunamente citado 
a tuja* 4 

Oue cualquiera sea el aleante de la ley ,W>, puede interpre- 
Wm* l^lfiean lente, que lns término* despectivos u>ados por el 
allante, ante esta CofÉé ( escrito de fojas 33). para la Nación 
a cuya ciudadanía pretende acogerse, significando una torpe falta 
de respecto a la misma itu|M.rtan. en consecuencia, la renuncia 
tácita al derecho invocado. 

f Jtte la exigencia palmaria riel respetu a la patria adoptiva 
por parte de quienes quieran acogerse a la nacionalidad argen- 
titi e* de la esencia de la ley de naturalización y debe considerar- 
se como un requisito ineludible, virtualmente incorpefadfe a su 
espíritu cordial y generoso. 

P..r esto, declárase firme la sentencia de foja* 27, Notifi- 
quen y devuélvase. 

A. BersieJo. — - |. Fiat'EROA Al- 

CORTA. — f¡. (jflOft ¿AVAlJ-E. - 

Antonio Sacar va. . 



fton h'ufa,i h'timos Mejia contra doña Celia Nackinhiy de Aly 
t orta, sobre consiynación. 

Sumario; p X„ procede el recurso extraordinario del art. 14. 
ley 4N, en un caso en que la materia del litigio se refiere, 
exclusivamente, a la interpretación del art. 1622 del Código 
Civil, en cuanto establece el alcance y condiciones en que 
delie considerarse prorrogado un contrato de locación, 
r Cuestión de derecho común). 



I'l- JfSTJCIA DE LA XACIÓX 289 

-* 1-:. iim-caei.in de liníl ^ ir;mlj;i nmstjuicÍM]Kl | ttl 
í ?*. lRV . h ? P ° r el vulcvtl " 1 ' Pteíte, con la oposi- 



mm «jtagmg dd vencido a Ir, pmcedeiKia de ti.cno reme- 
™ ,,u fi ^ » 1«»s fines de dicho recurso. 

Ciixo: Lq explican las sijp.ii 



KEXTI \, í.\ m iJÍS ,\blAK.v; K\ U, ,1VJ|. KN PLKX(J 

Riiei*s Aires. hicwtnbrc 19 ele |92fc 

Autos y X'ísluf, í 



hecho cuestión. por via de ampliación n )a 
contestación a | a demanda de la validen de la ley que ha venido 
a ser aplicada en la instancia recurrid, alegándose que diclia 
lev es violatoria del derecho de propiedad garantido [*>r el art. 17 
de la Constitución Nacional (arts. 14 y 15 de Ja ley \> 48], 
concédese el recurso extraordinario deducido. Elévese el expe- 
diente. Rep. la foja. — E. Losa. ~ Pera, — Satpat, — Sayanca 
— Casaba? — Scwithstí. 



DISIDENCIA 

m chanto al recurso extraordinario interpuesto a fs. 118: 
m entrando el recurso en el art. 14 de la lev 48, pues la in- 
coi^titucionalidad de la ley 11,157 declarada por la Suprema 
Corte, se refiere a casos de contrato escrito y con plajto fijo 
de Ilación, que no es el caso de autos, y la interpretación de un 
articulo del Código Civil corno el \6>2. es solwrana para ím 
tnhnnales ordinarios y no autoriza la interposición de aquél; 
por ello se desestima. - C. A. Campos. - Jurcliano Gigeua, - 
A. Colmo. 
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mrr.wn-N nía slñor proci-rapoh gÉñkr*! 

Suprima Corte : 

Xo si - disente ,íl presente causa sobre consignación de 
alquileres seguida jior don lía fací Ramos Mejia contra doña 
Celia Mcrta de Markmlay. ante el Juzgado de 1" Instancia ni 
t,, Civil de la Capital de ía Nación, la cmistitucionalidad o in- 
omstitucionalidad de ía ley 11157. ni la sentencia de última ins- 
tancia decide $W® alffiinri sohre derecho fc<leral relacionado 
con dicha lry. 

La materia del litigio se refiere exclusivamente a la inter- 
pretación del ;irt. 1622 del Código Civil, en cnanto establece el 
alcance y las condiciones en que det>c considerarse prormgado 
mi contrato de locación 

Tal decisión es irrevisihle por esta Corte Suprema en el rc- 
enrs.. extratí«riiíaííid de ablación acordado por el art. 14 de la 
ley 4X, por cuanto contempla cuestiones de derecho común. 

Por ello v consideraciones concordares del voto en disi- 
dencia de los 'vocales doctores Campos. dígX* y Colmo, soy 
de opinión <|ue corresponde declarar mal concedido d recurso 
interpuesto para ante esta Corte Suprema a ís, 118. 

Horacio R. I.airthi. 



FALLO l»L LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airo, nicícrobre. 14 ik- 1«>28. 

Y ViMos: . 

]i\ recurso extraordinario contra la sentencia de las Cá- 
maras Civiles en pleno de la Capital F. deral. en el juicio de don 
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Katael timos Mijia contra doña Celia Mackinlay de \Jcorta 
por consignación; y 

Considerando: 

Qm el fallo recurrido, tavoraUc al actor, acepta ta p¡m$& 
nación (jarato efecto a !a ley \v 1 1.157. en cuanto al precio dd 
alquih r posterior al vencimiento del contrato escrito, c inter- 
pretando en armonía con dicha ley. el art. 1622 de] Código Civil. 

QW la jwrte demandada, al contestar la acción, manifestó, 
expresamente, la ineficacia de la invocación dd demandante del 
;nt, 16 de la Constitución Xacinnal y dijo textualmente; "Et 
actor ha querido, solamente, preparar tina tercera instancia an- 
te la Suprema Corte Nacional, articulando esta cuestión en el 
pleito, olvidando que en esta lilis sólo se discuten cuestiones de 
derecho común y no federal, en cuyos casos, por fallos reite- 
rados, se lia excusarlo de entender el alto tríhunal." 

Que siendo el vendedor (piten mencionó v invocó, en res- 
guardo de sus pretensiones, la garantía constitucional precep- 
tuada en el art. té, natural es que no pueda referirse a sus ale- 
gaciones la hase jurídica del recurso extraordinario; y siendo 
categórica la oposición del vencido a la prudencia de dicho 
remedio, en la oportunidad fundamental del pleito, no habién- 
dose fallado fuera de los términos de lo alegado y prokado por 
las partes, resulta asimismo ineficaz. 

Que. según lo manifiesta el Señor Procurador General, 
uateria del litigio se refiere exclusivamente a la interpren- 
de! art. 1ÍÍ22 del Código Civil, en cuanto establece el al- 
cance y las condiciones en que delie considerarse prorrogado un 
contrato de locación" y "tal decisión es irrevisahle por esta Corte 
Suprema en el recurso exlraordütario de apelación acordado 
f>or el art. 14 de la ley 48. en cuanto contempla cuestiones de de- 
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Por tilo, el voto en disidencia de las Cámaras a quo y la 
jurisprudencia constante de esta Corte (Fallos, tomo 102, pági- 
na 112: tomo 103» pág, 254; tomo 105, pdg, 329; tomo 120, 
pág. 410 1, se resuelve : declarar improcedente el recurso extraor- 
dinario en el caso sub lite. Nottííqitesc, repóngase el papel y 
de vuélvase. 

A. Bermejo. — J. Fiííuekoa Al- 

CORTA. — R. Gl'IDO LAVALLE. — 

Antonio Saoarna. 



Criminal amtm (^upokio Alfonso Rojo, [>or homicidio 



Sitmorio: 1'-' Es legitima la de tensa propia cuando el hecho se 
produce entre enemigos o frente a un desconocido, en sitio 
deshabitado o sin personas o auxilios inmediatos; pero esa 
legitimidad queda enervada cuando, como en el caso de ati- 
fos. el acoiiterimiento se produce entre compañeros, cuya 
enemistad anterior nadie enuncia, en sitio público, y ro- 
deados de [lersonas que al primer llamado hubieran acudi- 
do pira desplazar cualquier peligro y molestia para el vic- 
timario. 

2» N'o es ju-ta la calificación de homicidio simple al 
cometido hallándose el reo en estado de emoción violenta pro 
ducido pnr la provocación e injurias graves de la víctima: 
Código Penal vigente, art. 81. inciso 1», subincíso a) ; por 

vorahles de ésta y su condición de delincuente 
api ¡carie la pina de tres años de prisión. 




Cw$o\ Kn la cansa criminal seguida de oficio contra Leopoldo 
Alfonso Rnjo. por el delito de homicidio perpetrado en la 
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IHTsona de ^fa Alk-rm [Vr, V ra. d ^ ft, y Illlt . vv & 
Agostó de mil novecientos veinticinco en Ja oficina de Co- 
rreos y jclegrafos de Fsquel, jpMe^ del territorio 
mnonnl del C l.ul.ui. .1 Juez Letra*, «leí exprés!» terri- 
«<no. fallo Ja catm condenando al procesado a sufrir la lítí - 
»a de un año de prisión, costas y accesorias legres, «, ra- 

S ,|l,C ,UJ de juico Untantes 

ad,,ll,nr la CcrU ™ <k k fnra» en que el hecho 

se desarrolló, era forzoso aceptar que Rojo fué injuriado 
y agredido ilegítimamente por Fercyra. y teniendo presen- 
te lo preceptuado por los arts. 40 y 4! del Cóíli^ IVnal 
a los efectos de la graduación de la pena, pues no exis- 
tí circunstancias agravantes y si una atenuante: la de t ra- 
tone de un delincuente primario. Esta sentencia fué modifi- 
cada por la Cámara Federal de Apelación de La /'lata, la que 
elevo a diez años y tres meses la ,>cn a que debía sufrir el 
procesado, por considerar que no hubo legitima defensa y 
si solo un homicidio simple (arr. 79. Código citado), reali- 
zado como consecuencia de la provocación de ía víctima 
que no Hc-a. tan> P .«;o, a revestir los elementos exigidos por 
el art. SI para considerarlo determinado jwr emoción vio- 
lenta y excusable del reo. Elevados los autos en 
a la Corte uprema, se produjo el siguiente: 



FALLO OR LA COK TE SUPREMA 




V \ .stosr J;, causa criminal seguida contra Leopoldo Al- 
onso Kojo por homicidio en la persona de Pedro Alberto Pe- 
reyra. venido en apelación contra la sentencia de la Cámara Fe- 
deral fie T.a Plata, que condenó al procesado a la pena de d¡e* 
anos y tres meses de prisión ; y 
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Considerando: 

1" <juc £stá plenamente probado, y im & !>;i discutido eo 
autos, que cutre I .eup< >ído Alfonso Rujo y Pablo Alberto Pc- 
revra, empleados «ti* la oficina de Correos y Telégraios de K>- 
quel. í ¡ol>er nación del Chuhut. se píodujo un cambio d<3 palabras 
cu la ikhIu- tlel 19 dé Agosto <le l*)25, >at/ del cual, l-I |>riine- 
rn disparó, .nutra el segundo, lies lir.w de revólver, causándola 
finidas en la cara y cráneo, una de las cítales fué cansí de la 
muerte de éste. La pretensión de la defensa de que Pereyrn ía- 
llecíó por impericia o culpa fiel médico I teníanlo Sehajtnan, que 
lu atendió desde el primero momento, está contradicha por el 
informe pericial de los doctore* Amara y Gdviño. autores de ta 

da con perforación del cráneo "debió fatalmente ser mortal" fin- 
jas 136)., Delxr hacerse constar que dichos peritos y su informe 
merecen elogiosos conceptos a la defensa, como que lo rontrajHi- 
neal del doctor Scltajman |mra descalificar : ' e*tc facultativo (fo- 
jas 175. último párrafo). 

3* Que está, de igual modo, plenamente prnhado que Percy- 
ra fué el iniciador del incidente y *J llc provocó injustamente a 
Rojo por cuestiones relativas al horario de trabajo en Ja ofici- 
na, en las .pie éste no actual kl sino en cumplimiento de ordenes 
de su jete, señor González Flores, Deben aceptarse las manifes- 
taciones del procesado sobre ese particular, no sólo porque no 
e-vlán contradichas, sino |>or estar conformes con antecedemos 
qtte suministra el jefe de la oficina respecto al carácter altanero 
con que procedía la victima en sus redamaciones. 

,V' One. no está rectificada legalmente la man íf estación de 
Rojo >ohre las condiciones en (pie IVreyra intento la agresión 
que. según él, lo impulsó a hacer los disparos en legitima defen- 
s;i. como han afirmado las requisitorias fiscales y el fallo recu- 
rrid- i. l-'n efecto: a fojas P>. dice Rojo que cu ando reclamó a 
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Pereyra ni i ra ra el calificativo de "mntólft éste "levantándose, 
entre otras cosas, le Contestó que im acostumbraba a retirar lo 
dicho, a la vez que, retrocediendo, y en actitud amenazadora, 
empuñó el revólver que guardaba en la cintura, y el depílente 
en defensa de su vida, ete"; lo que. en cierta manera coincide 
con la declaración ríe la señora Tercia Maina de González (fo- 
jas 69 vuelta y siguientes ), pnes dice que: "parecía que Pereyra 
tuvo la intención de sacar armas.'* ¿Pn qué parte de la cintura 
llevada el revólver? N*o lo dicen los autos y delie estarse a !o 
mas favorable al reo, es decir, que lo lie valia, sepún es costum- 
bre, al costado - derecho o izquierdo, que ambos se usan — 
di. inli era muy posible ser visto cuando "!o empiiTíalKt". sin sa- 
carlo o porque solo ]>ensó intimidar o |>orquc el amenazado no 
le dió tiempo. Por eso "cavó de entre las ropas" de Pereyra al 
ser levantado del suelo éste (fojas 3). Xo es admisible la con- 
clusión del doctor Schajman (fojas 41). de que Pereyra re- 
cibió la herida del cráneo dando la espalda al lieridor pirque lo 
contrario afirman los médicos ("alvino y Amava. que practicaron 
la autopsia y pudieron, en consecuencia, ver el trayecto del pro- 
yectil. Parece que el primer facultativo mencionado confundió 
la herida de la cara, con fractura de huesos ¡kto no penetrante, 
con un orificio de salida del proyectil que penetró la región tém- 
|ioro-jiarietal izquierda. No hiuVi salida de proyectil cuyos frag- 
mentos se encontraron dentro del cráneo (informe de fojas 133) 

3" Que el punto de saber si esa actitud de Pereyra consti- 
tuye ta agresión ilegítima y peligrosa que cohonesta la reacción 
defensiva del procesado cu las condiciones en que ésta se pro- 
Ios protagonistas y al medio en que se produjo 
lint re enemigos o frente a un desconocido, en sitio deshabitado, 
n sin per sr mas o auxilios inmediatos, el hecho de recibir una in- 
juria y llevar la mano a un arma )»eligrosa, hasta indudablemente 
liara justificar la actitud del provocado y agredido, usando de 
los medios más eficaces que tenga a su alcance, con celeridad. 
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para aniquilar d injiiski alaque real «i pulemial. sin mirar ;i 
i'ak-uli •> ír¡D«v, siilile», a veces, suhre proporcionalidad de medios. 
Esa es la conclusión culi que ln> autores y ta jurisprudencia inter- 
pretan la lev. de contenido y redacción casi uuífómte a través 
• id tiempo y do N países, (Ver: "Fuero Ju/y..". Jíbfu VI. ti- 
ltil*» ¥, párrafo VI : O aliólo. "( uinpíelo (ranatn di dirjgíj 
nale", volumen t i" parte, p%; Ktf y sigílenles: líareoii, "l'ode 
Penal Anoté, tomo 1. pág. 81,? y siguiente: UarraiKÍ, "l>roit Pe- 
nal Fraileáis", lomo I. \¿v*, 5K'i y siguientes ¡ A»u¡rrc. "Código 
Penal de la Ncpúhlica Argentina, páj*. ^4 y siguientes: í'rivdh- 
ri. -II Códice Pénale per il Kegnu <i Il;i1i:t". tumo III. páy. 5tK 
adornas ik- los autores y fallo que atan el defensor y d señor 
luí/ Letrado. 

4" Pero, e! caso de autos no puede con>idcrarse corno en- 
madrado en o;ts condiciones: a) pirque, nadie sahia ípíe cutre 
los adores del drama de autos huhicra cnemitad anterior: b) 
purgue amitos se ciieoiitr.ihnn cu sitio publico rodeados de per-u- 
nas ipie, al primer llamado. hubieran acudido para desplazar cuaT- 
i|uk'r peligro y molestia para Rojo. Fácil y claramente surgen 
de autos esas circunstancias que enervan la legitima defensa. Kn 
eíerm; el empleado Vicente Fernández f fojas ó vta ). no salí.' 
rjtie estuvieran euemitados : el empleado Moré (fojas ** vía. K 
tampoco lo sahia; el empleado Ponee flojas 12 vla.V «alie mu- 
eran compañeros y amibos: el jefe González Frías (fojas 25), 
ignoraba tpie tuvieran resentimientos; María Safra Xielo. c«n- 
culvina de Rojo, dice que éste le manifestó siempre que Pereyra 
era liuen compañero y amigo í fojas .11 ) : y. po> fin, el hecho de 
seguir viviendo juntos ni una misma pieza, implica que cuales- 
■ iniera fuesen las diferencias que ocasionalmente pudieran ocu- 
rrir entre ellos tos vi peulos de amistad y compañerismo eran lo 
SÍlfídentellieiite fuertes («ara |mder eomparlir la vida tiaio el mis 
mu [echo. ;I>ónde y desde cuando sufrió el procesado "los vejá- 
menes" que "lo acosalian" y los cuales influyeron para procede" 
como lo hizo: Ks realmente extraordinario que nadie, cu A 
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£q* de m <fe tarca, v a„««,s conociera ( ,a y*. 

flpcn y q«t d la aportara y disimulara tan hnoicmnenu- Fia, 
dimitir .jiiv tT an mientes. 

m diMmJIo. i»ul«in H jefe (knizñloi v los eítoleac&H Pw, 
Kv Vfnr/' l- t t-ini>iLaiiíis reman- 

-Moa > 1 unce y no b.i pretendida siquiera el pmctesadn b 
e«U« efe que H lo ignorara. Un .rito, ltn „L l(1(t M1 (i , , , 
<" «■"'■«. s,.s,«Th,i l,s inunciones de l'ereyr, l,..!,;* ' T 
I-a ,vitar cuakmk-r c,„ OTÍ!t ,J V " * ' 

de la^o'de h "'"^ÍT J, ' SlÍÍÍC;i ™ l;UUí ' * 

( " l - n ' ;i,Í ' pUr<|nC - Cttm " » lriwi l*' al, nadie 

, hM > m »™*> Pro„ia; y aun riltt odefeuv ;i 

;;:r^r w 1:1 mr,iitia ^ ^ *■ * **** ¿z 

<rur -Musm;, ^un mi ciarlo de espíritu. Esta Cme fía < leda 

2 ;;,r tt s ^ fi - ia ■ 

JWíhks «i |u t nminal que ,fu. el fallo <k primen. instanch 
nl>,, "- t '^ íleI ^ *m¡«le l«*ht, cíe echar maila ]>nri 

Nfifima defensa (causa contra Salvador García , w homicidio 
«. h persona de E«rkjuc Almada, juni,, « de 1927, v ese fa o 
q«e, «íMlSltítente tuvo en cuenta la existencia en eí Faga* ¡H 
uyhn de. otras MflMi ^ piH ,¡ cm|I tmdar ^ ¿^¿¿^ p5 
aplicable al caso l¡h>. 

<> v Que si bien no puede aceptarse la legítima defensa tam 
I-co es justo considerar el acontecimiento de auto, como' un 
M de honucidio simple tal c „ nm lo ^ ^ ^ 

Míales y el faífo de secunda instancia. ¡ndudahle oue Rojo 

£ S^'" V amrna « ><1 «> l lor ^reyra: m.e éste era violento y 
descomedido en «u< tutenM'li^ii.iioc . - -t ... 

• - f , "'"ni'íieifjnes y reclamos; míe recién ha- 

lna adquirtdtj revolver mn<;tfitwW,.i i * . , 

i,. -i. t ' ""««"^«•ete al prwesado el día del 

mm > hs catorce hora, en forma de ámenla f foja* 6] >, v asi . 
se hal,na producido fe situación que el anterior CÓrlign Penal ea- 
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liíicalia de homicidio proseado por injuria* ilícitas y graves y 
i|tu- él vigente comprende, junto con otn* en el hraniridín omn - 
tjtlH en estado de «noción viólenla Un. SI. íucím. 1*. -ul.in- 

T- QJfte dicho estado cni(ici<mal está ftt&ttftóadoi frente :i ¡a 
actitud ann-iinaante de la víctima armada de revólver, cai»z 
¡ por si Sitia, de conmover el ánimo de un humhrc norma! 



, mc >r ve avocado a un incidente «le extrema gravedad, sin 
tulpa de mi parle, Kstá circunMaucia esencial es si LÍ ¡fíente para 
calificar t'l delito de autos dentro de la prescripción legal invo- 
cada, romo «pie ella mi si na feista laminen i*ara liacer excusable 
la reacción violenta del reo. ^ 

<Jm\ bajo este concepto, en atención a la falla de antece- 
dentes desfavorables de éste y mi condición de delincuente pri- 
maria debe considerarse justa la aplicación de la pena de prisión 
impuesta en primera instancia perú agravada hasta mi máximum 
por el hedió dé hallarse Rojo armado en el recinto .le su ofici- 
na, n ultra la prohibición respectiva según declaración del jeíe 
dC la mÍMna (fojas 2S vía. agravante (pie debe considerarse 
de rigurosa aplicación en la mayor parte de los casos semejan- 
tes al ¿ttb lite para reprimir la eosófiáta* funesta y fatalmente 
arraigada, hasta en personas de cultura media, de conducir ar- 
mas ocultas, con violación de reglamentos y kyes morales de 
convivencia sneial. 

|>«»r estos í un. lamentos y nido el señor Procurador General, 
se resuelve: modificar el fallo recurrido y condenar a Leopoldo 
AlímiM, knjo a sufrir tres años de prisión, accesorias y costas. 
Xcptífiuuese y devuélvase. 

A. Hekmkjo. - - J. Fhueroa Al- 
corta. — R. tit iimi I .avalle. - - 
Antosio Sacar xa. 
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Üún ®wiel /Wf. notando de mía resofunón de la Administra- 
cien de Impuestos Internas. 

Sitnntrin: J* No estando prevista en la lev la limitación al dere- 
cho tk comerciar que importa el }¡m&&a del art. 2f. del ti- 
tulo IV de b Reglamentación Central ríe los impuestos in- 
tfsnfM». ella resulta contraria a principios substanciales de h 
Constitución (arts. 14, 28, 67 y S6, inciso 2*). 

2" lis elemental en nuestra urbanización, la itribiieión 
que tienen y el delwr en que se liallan los tribunales de jus- 
ticia de examinar los decretos del Poder Ejecutivo en los ca- 
sos concretos traídos a sn decisión, comparándolos con ei 
texto de la Constitución o de bs leves invocadas, para ave- 
riguar si guardan o no conformidad con ésta o con su es- 
píritu y abstenerse de aplicarlos si los encuentra en opo- 
sición. 

C'íWft: l.o explican las pie/as siguientes : 



SENTENCIA DE LA CÁMARA PEDERAL DE APELACION 

Hueiiu* Aires, N'uvíemhrc 2 ile \'K 7 7. 

V istos y Considerando: respecto al recurso de nulidad. 
Que la nulidad que se invoca en «1 escrito ik* fs, 33 no 

procedente, por cnanto el señor Juez a quo ha nudido fundar su 
semencia en las disposiciones de la ley X» 3764, de acuerdo con 
la procedencia del recurso que este tribunal declaró » Ú 2S 

Y Considerando respecto al de apelación: 

One alegada por el recurrente la ¡iicoustitucionalidad de b 
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disposición reglamentaria cu virtud de la cual le ha sido aplica- 
da una mu., a ]>or la Administración de luí) mestos Internos, co- 
rresponde al tribunal resolver si el I*oder Ejecutivo, t iercitand< - 
la atribución que le confiere el art. NO, inciso 2" de la Constitu- 
cióu National, ha \ mi. litio incluir cu el reglamento general de 
Impuestos Internos la prohibición que contiene la última parte 
del nrt. _V>, titulo IV, que refiriéndose a las esencias o extractos 
establece que mi venta sólo podrá efectuarse a licoristas ins- 
criptos cuando su destino especial sea la elaboración de bebidas. 

Une según arguye el recurrente, tal disposición reglamui- 
taria importa una restricción at derecho de comerciar y ejercer 
industria licita fjue ampara el art. 14 <le la Con si i tución. creando, 
a la vez, un monojMilio en lieneficio de del entunados .comer- 



t )uc analizado el texto de las leves X" 11.252. que grava las 
bebidas alcohólicas, y la X v S7(A. a que se refiere, entre otras, 
la reglamentación general, se advierte que la primera no esta- 
blece impuestos a los productos de que se trata en este caso, y 
la segunda no contiene disposición alguna que se reheione o 

Que si bien es atribución del Poder Ejecutivo expedir las 
instrucciones y reglamentos que sean necesarios para la ejecu- 
ción de las leyes de la Nación, tal atribución se encuentra limi- 
tarla por la parte final del inciso 2* del citado art. 8ñ de la Cons- 
titución, que determina que no defiera alterarse el esoiritu de 
dichas leyes con excepciones reglamenta rías. 

Que la prohibición a que se refiere el presente caso, impor- 
ta una exección al derecho de comerciar y va más allá del 
objeto propuesto por el legislador al sancionar las leyes sobre 
j.i malcría* 

■ 

Que, por otra parle, no acrece tami>oco que dicha medida 
restrictiva, odiosa desde luego por su naturaleza, sea indis|>ensa- 
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K-rnos en la fabricación de este cla.se de artículos, debiendo aje- 
narse que son eficientes al respecto todas las demás exigen- 
cías reglamentaria* a q«e están -.mu idus los comerciante* li- 
coristas. 

Por ello, ve declara que el nrt. título IV de la Reglan,™ 
tacion General de Impuestos Internos, es violatorio de la Cons- 
litue.on Nacional en cnanto establece una P r«>liil mcíóu contraria 
:iJ derecho de comerciar consagrado en el art. 14; y, en cense- 
euencia. se deja sin efecto la multa impuesta a Daniel I'on* 
J.nr la resolución administrativa de fojas 4 (expedienta agrega- 
do, quedando asi revirada la sentencia recurrida de fs. 30.^ 
J. P. Una. — Marcelino — T. . Iritis. — /i. .-/. \' tí . 

car Anchorctta. 



Y Vistos : 



KALLO DE LA CORTE SL'PHEMA 

liurims Aires. Dicirmi.-L- 17 r'e ]<m. 



<¿ue la naturaleza y objeto de esta causa ha quedado defini- 
t.vamente concretada por el auto de la Cámara corriente a fs. 2* 
myo salificado se confirma en la sentencia de fs. 45- de ani- 
m piezas se infiere que el actor ha promovido im CMn ¿ 
num sobre apelación de resoluciones de la Administración de 
Impuestos Intentos, si no m verdadero caso de inconstitucional 
lidad de determinada disposición del decreto reglamentario de 
la ley respectiva. 

Que así resulta, en. efecto, examinando este expediente ju- 
dicial, en el cual conste que la demanda de fs. 1 versa sobre la 
.legalidad del decreto aludido que limita el derecho de vender 
esencias concentradas para la elaboración de l»ebidas a liase de al- 
cohol, por ser contrario al art. 14 de la Constitución Nacional 
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que dispone que los derechos en ¿I consignados deben cjera-r- 
sc de acuerdo con las leyes que los reglamenten. 

<Jue la dis|>osieión impng nada es el art. 2ó del titulo l\ 
de la reglamentación general de los impuestos internos de Oc- 
tubre 2r> de I*>22, cuyo texto es el siguiente : "Los 
o fabricantes ele esencias y extractos iara USO 
ria, deberán inscribirse, llevar un libro de entradas y salidas y 
prestar una declaran* m turada mensual de su amovimiiMto. "Su 
venta sólo podrá efectuarse a licoristas inscriptos cuando se tra- 
te de esencias o extractos cuyo destino especial sea la elalx 'ra- 
ción de l tchúlas. 

Que como lo ha establecido la (.'amara, sin contradicción en 
autos?" Analizado el texto de las leyes X" 11.252. que grava las 
bebidas alcoholizadas y la X" 37M. a que se refiere, entre otras, 
l.i reglamentación general, se advierte que la primera tío estable- 
ce impuestos a los productos de que se trata tu este caso, y la 
segunda no contiene disposición alguna que se relaciono o auto- 
rice la proh i ¡lición reglamentaria discutida." 

tjm-, en consecuencia, no surgiendo ésta de ta ley. emana 
solamente, ríe la ailtoriilad del l't>der Ejecutivo, poder que si 
bien tiene i» facultad <le reglamentar las leyes, no puede alte- 
rar m» c-piriiu con execciones especiales^ y no otra cosa im- 
porta la introducción, («.r decreto, de reparos a una garantía 
constitucional que no esta limitada por aquellas leyes, en el 
mismo sentido. 

Une en el caso de autos, el Poder Ejecutivo al restringir el 
expendio de las esencias y extractos destinados a la elal>oración 
de Ubidas, a licoristas inscriptos, crea una limitación al dere- 
cho de- comerciar, que iki está prevista en ley alguna, ejerce 
t unciones exclusivas del Congreso y ultrapasa, asimismo, sus 
propias facultades (arts. 67 y 8&r inciso *> de ta Constitución), 
comprendiéndose, en consecuencia, que una limitación semejan- 
te, no emanada ni de la Constitución, ni de la ley resulta con- 



1JE j ISTICIA DE LA NACIÓN 



traria a principios -ustanciates de la Carta iMiiulamenud (arts. 
14. 28, ti? y m inciso 2» h 

ÍJuc es elemental tu nuestra organización, coniu lo lia di- 
cho esta Corte, la atribución que tú-iion y el detwr en que se ha- 
Llan los tribunales de justicia de examinar lias decretos del Po- 
der Kjeentivo, en los casos concretos traídos a su decisión, 
eoni] «arándolos con el texto de la Constitución, o de las leu - 
invocadas. para averiguar si guardan o no conformidad con ésta o 
con su espíritu y abstenerse tic aplicarlos si los encuentra en 
o|H>sición. y esta "atribución moderadora, constituye uno de los 
fines supremos y fundamentales del [\«ler judicial de la Na- 
ción y una de las mayores garantías con que se lia querido ase- 
gurar los derechos consignarlos en la Constitución contra los abu- 
sos posibles e involuntarios de los poderes públicos." ( Ka líos, to- 
mo 115, pág. 189). 

Une bajo eMe concepto, taii claramente expresado, aún 

posición impugnada en autos, en cuanto ella propende a la mejor 
fiscalización en las fábricas de liebidas alcohólicas, dicha lau- 
dable intención, cuyo juzgamiento escapa a la jurisdicción de es- 
ta Corte, no es suficiente para encubrir su ilegalidad, traída ii 
juicio, ya que la exigencia del cumplimiento de las disposiciones 
de la Constitución, limitativas de la (unción de todos los inxleres 
constituidos, delie considerarse como una necesidad imperiosa, 
para la conservación de la liltertad de los habitantes de la Xa- 
ción dentro de! orden institucional establecido. 

l'or estos fundamentos, concordantes COTI los de la senten- 
cia de fs. 45, se la confirma en cuanto ha pulido ser materia 
del recurso. Notif iquese y devuélvanse los autos, debiendo repo- 
nerse el ]tt|iel ante el tribunal de procedencia, 

A. Bekmejo. — J. Fhíueroa Al- 

COKTA. — R. fil'IDO I -AVALLE. — 

Antonio Sauakxa.. 
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Pon .liberto Tm'amt omirn h¡ Prai'inaú rftf Dueños Aires, pm 
i t'/'nr (íc ¡unturarias. 

Sumario: 1'-' Dudo oue los representantes efe las persuuas jurídi- 
cas .sólo oliügriti a éstas cuando mitran dentro de las facul- 
tades (|iu' mis estatuios o constituciones les acuerdan, no 
procede la aplicación del art, I6J7 del Código Civil, en un 
easo en ijiie el actor no ha demostrado que ;i( contratar sus 
servicios, t-1 goW-rnndor de la Provincia fie Huciios Aires 
istalia autorizado jwir si para celebrar el contrato respetítí- 
fft obligando la responsabilidad de la misma, o que la legis- 
latura hubiera sancionado la ley respectiva, a foshriort. 
aprobando el contrato: y en tales condiciones delie enten- 
derse que la locación de servicios celebrada con el actor, lo 
fue con arreglo y sujeción a las disposiciones legales per- 
tinentes (pie rigen el caso dentro de la provincia. 

■ * • 

2" Atenía la naturaleza y variedad de los trabajo* y 
estudios practicados jxjr el act<¡r ]h.it comisión del Poder 
Kjecmivo de la Provincia, es de aplicación al caso la se- 
gunda patle del art. 91 de la ley de contabilidad de la pro- 
vincia. 

Caso: ]ai explica el siguiente: 

* 

EAJ LO Dh LA CORTE Sl'I'REM A 

Rumos Aires, Diciembre 17 tic 

Vistos : 

Esta causa civil seguirla }ior el ing. Alberto T;iiaua contra 
la Provincia de Buenos Aires por cobro de honorarios profesio- 
nales que estima en quinientos siete mil quinientos cincuenta y 
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tmme pesos cim ochenta y cuatro centavos niunt-la nacional, o 
la suma que fijen arbitros de acuerdo con lo dispuesto en el art 
162? del Código Civil. 



V resultando 



Oue el procurador Juan Carlos Guastavínn se presenta, ís. 
49. i-u representación del ingeniero mencionado con poder suii« 
eicnti-. entablando demanda ordinaria cintra ta Provincia de 
Buenos Aires ptir la suma y concepto expresados y esj»ne los 
siguientes luchos: 

Que el Poder Ejecutivo de dicha Provincia promulgó enn 
fecha 28 de Xnviemhre de 1922 una ley sancionada por la le- 
gislatnra respectiva por la cual se autnrizalia a aquel poder pa- 
ra contratar un empréstito hasta la suma de treinta y cinco mi- 
llones de ilesos oro con destino, en su inyor parte, a diferentes 
ni iras públicas o adquisiciones |tara resolver el prohlema gana- 
fiero o la crisis que amenazaba a esa industria. 

Que con el fin de ser asesorado en la realización de dichas 
ohras y estudios cor rebudien tes. el Gobierno de la Provincia 
gestionó y obtuvo del Gobierno de la Nación una licencia para 
r, empleado a sueldo, quien, con ese motivo quedó a las 
í Gobierno de la " 





Que en itesempefio de las funciones qtie se le encomentla- 
ron por el Señor Golwrnador o del Ministro de Ohras Públicas, 
el ingeniero Taiana intervino activamente en los siguientes tra- 
bajos: propuesta de venta del Frigorífico Anglo Sud America- 
no, ubicado en Zarate, en la suma de 1.500.000 libras; avaluación 
de materiales y extensión del terreno y edificio? posibilidad de su 
explotación i>or via oficial, informe .le fs. 1. planos y cálculos 
agregados. Ií. Igual y semejantes estudios cotí relación al 




a la propuesta de The Knglish and 
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Duteb Ment C° Lted. cu combinación con el frigorífico l.as 
Palmas, informe y antecedentes agregados de fs. 18 ;i 24, 

IV. Estudios, tasaciones, etc.. relativos a las obras públicas 
a realizarse, según constancias de los expedientes admínislrati- 
vu> resj icrtiros puntualizados de fs. 25 a 28. 

Y. Informe técnico legal, sobre ta concesión Canelo y fía., 
t.-n destino al establecimiento de un mercado de venta de ani- 
males en pie ( fs. 29 y 38) . 

VI. Provecto de ampliación del edificio de la Dirección < ic- 
neral de K cutas, estudio y planos agregados de fs, .Í3 a 37. 

\ II. Infiirme sobre ta adquisición |>or el F. ¡C S. ile los te- 
rreno-, ubicados en Avellaneda a que se refieren los planos y 
antecedentes de fs. 37 a 42. 

X " 1 II. Informe corriente a fs. 43. sobre el empréstito de la 
f ir ma \Y. Dowson Canipbelí. 

One el escrito de demanda, una vez enunciados los tráta- 
los expuestos, se refiere a la importancia pecuniaria de las obras 
estudiadas o proyectadas, al monto de las tasaciones practicadas 
y otras circunstancias que justifican el imjHirtc de los honorarios 
■ pie pretende el ing. Taiana. cuya fijación de lie bacerse por ar- 
bitros de acuerdo con el art. 1627 del Código Civil y a cuyo pago 
ilelte condenarse a la provincia con intereses y costas. 

[}\\v. resuelto a fs. 168. la excepción de incnnqietencia 
opuesta por la Provincia a fs. 74. esta contestó la demanda, jxir 
intermedio de sn representante legal Dr. Parry a fs. 172. Kn 
dicha contestación se reconocen los hechos expuestos en la de- 
manda, relativos a los tratajos realizados por el actor, pues no 
otra cosa significa, la aceptación de los ocho puntos a que se 
refiere el escrito de fs. 74 y se agreda que la remuneración co- 
rrespondiente a Taiana fué fijada en el acuerdo de ministros de 
30 ele Abril ile 1926. de acuerdo con el art. 91 de la ley de con- 
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W$mm\ de la Provincia y que, en tmmmfák te sólo adeu- 
da al actor la suma de veintiún mil imm moneda uaeii.nal, 

Pide él Pechazo de la demanda o en su defecto el someti- 
miento a arbitro* de la fijación de I;i remuneración que d actor 
pretende. 

fjne reciliida !a causa a prueha a ís. 185 vta, y producida 
la certificada a ís. 2bX las partes incorporaron sus alefato* 
corrientes de fs. 2d? a fs. 279 llamando autos a fs. 274 vía. y 

Considerando; 

Que cu autos lia quedado debidamente <stal>tceido tjiic ct 
actur ha prestado los servicios enumerados en la demanda, cu 
la extrusión qm- en ella se pretende, y en virtud del requerimien- 
to i|uc, al efecto hizo el Señor (¡ohernador Cantilo y sus jjes- 
litmes relativas ;i la concesión de la licencia necesaria, para 
disponer del ingeniero Taiana, coiim asesor técnico. Asi resulta 
de las declaraciones del señor Camilo, de los antecedentes a¿re- 
ííados y de los expedientes administrativos, traídos que obran 
por sepíirado. 

Que la cuestión principal ríe este pleito, queda reducida, una 
vez cstahlccida la contratación fie los servicios del señor Taiana, 
no en carácter de empleado a sueldo, sino de profesional, a de- 
terminar la forma en que su honorario debe ser fijado. 

Que la aplicación del derecho común al caso de autos arl. 
1627. del Código Civil, seria procedente, si el actor hubiera de- 
mostrado rjue al contratar sus servicios el Goln-rnador de la Pro- 
vincia estaba autorizado debidamente para celebrar \wr sí, el 
contrato rcs|»cctivo, obligando la responsabilidad de la Provincia, 
o si ta legislatura huhiera sancionado la ley respectiva, a posic- 
n'nrí. aproliando aquel contrato. Sabido es/y lo ha declarado es- 
ta Corte en repetidos fallos, que los representantes de las perso- 
nas jurídicas, sólo obligan a éstas cuando obran dentro de las 
facultarles que sus estatutos o constituciones, les acuerdan (art. 
3*1 Código Civil; Fallos, tomo 151, pág. 72. 
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<_>uc iu> habiéndose traído u los aillos ni invocado la ley qiiL- 
:mt.. ri/ara al iVxIer fcjccutivo. a coutraiar servicio-, extraordina- 
rio* para t i cumplimiento de la lev de ¿S de Noviembre de P>2J. 
amor i /ación que tampoco contiene ésta, f Itrlu- de entenderse que 
la locación (Je servicios celebrada con rl señor Taiana, Id ha si- 
do con arreglo y sujeción a las (lispostctoneis legales |>ertiueMc<< 
i¡lu riyen ti ea>n dentro de la Provincia. 

íjne es evidente t|ue rl ingeniero Taiana lia realizarlo por 
comNtóu día Podeí Ejecutivo de la Provincia, los trakijos cu- 
ya n ■muñe-ración pretende, pero es innegable que esta rcimmc- 
i ación debe ser fijada en la íonna prevista en Lis leyes provin- 
ciales, pues de otro modo, la designación de aquél estaría fuera 
de las atribuciones ilel < tnhernador. y no crearía obligaciones 
ex ¡y i lite* legalmente a la Provincia, como ya se ha expresado. 

fjue el caso suh lite debe considerarse previsto por el ar. \>l 
de la ley de contabilidad, vidente en la Provincia, enya parte per- 
tinente dispone: "Kt P. K„ en acuerdo general de ministros, es- 
tablecerá tina escala para la reculación de los bouorarios y cu- 
misiones que la Provincia dette plisar a los tasadores, rematado- 
res contadores, ingenieros y «lemas peritos rpie emplease. Cuan- 
do por la naturaleza del cometido resultase inaplicable la escala 
fiksda v asi lo declarase el decreto de nombramiento, el P. K. 
fijará él honorario o comisión que c/irrcspoiida, una vez hecho 
el trabajo, en 




transcripto, toda vez que atenta la naturaleza y 
trabajos y estudios practicados |w»r el actor, nu pueden ser fi- 
jado*, en escala alguna especial, no siendo posible hacer presente 
esta circunstancia en el decreto de nombramiento, por cuanto és- 
te no se produjo de manera concreta, oI>cdeciendo los trabajos 
acreditados en esta causa, a diversas órdenes ¡tapartidas )>or el 
Gobernador o su ministro de Obras Públicas, como consta en 
los autos. 
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Que la fijación de un sueldo \x>r ii decreto correspondiente 
So puede constituir el honorario a que se refiere el art. 91 de la 
ley de contabilidad, pues como va se lia resuello, Taiaua no de- 
be ser considerado cuino un eiupleailo común, ya tpte a ese res- 
pecto nu se ha modificada la situación que determinó el auto 
de ís. 168. 

Por estos fundamentos se declara que los honorarios del 
actor deben ser fijados por decreto del Poder Ejecutivo de la 
Provincia en acuerdo general de ministros. Que los traliajos 
< t ue deben tenerse en cuenta para la regulación de dichos hono- 
rarios, son los míe se detallan en la demanda y constan en los 
respectivos planos y expedientes administrativos que se tienen 
a la vista, realizados jior el ingeniero Taiana. Que la regulación 
delie ser practicada, dentro de los treinta días de notificada esta 
sentencia y abonado su importe al actor, previo descuento de la 
cantidad percibida, dentro de los veinte dias de la fecha del de- 
creto respectivo. Que no corresponden intereses por tratarse de 
una suma a fijarse en concepto de honorarios profesionales. 
Que las costas deben pagarse, por su orden, atenta la naturale- 
za de fa causa y a la forma en que se ha resuelto definitivamen- 
te. Notitíqucse y re| Engase el papel. 

A. Hkk viejo. — J, KinrEROA Al- 

í'OKTA. — R. Gl IhO I. AVALLE. — 

Antonio Saoarna. 



Gobierno National contra la Compañía Muebles y Depósitos det 
Puerto de La Plata, sobre relvitidieaeion. 



Sumario: 1* Atentos los efectos jurídicos de la 

treintañal y su carácter prcvalente sobre el mejor de los tí- 
tulos, para que pueda prosperar con eficacia la prueba tes- 
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timoural que a dicha posesión se refiere, dd-e reunir, se- 
Kiin Jo establecido la jurisprudencia de la Cora Suprema, 
condiciones substanciales de exactitud, claridad y pn-isión. 
de manera de conMkuir una demostración terminante v ex- 
plícita. 

P Efl gtneral. un es suficiente comprar un canijaj y es- 
cotarlo en provecho propio, para inducir, na variamente, 
mu muen lo hace tenga el ánimo de dueño. 

& El conveni.. celebrado entre la nación y la Provincia 
de Buenos Aires, aprobado por la ley del Congreso K* 4-hío. 
importa una cesión de acciones permitida con arreglu a fa 
disposición contenida en término» generales en c| art. 1+44 
del Código Civil y en virtud del cual la Nación puede de- 
ducir en su interés, como lo hace en el caso, tas acciones 
míe a la provincia compitieran, entre ellas la reivindicación 
intentada. 

Cuso: explica el siguiente; 



1 AU o IH-: |.\ tOKTI. S1PHF.MA 



lliutu* Aires, Uicknil.rt- 17 Í91S. 
Y Vistos: los seguido por el Gobierno Xaeioiial contra la 



Muebles y í Vpisitos del Puerto de La Plata, sobre rei- 
vindicación, venidos en ablación de sentencia de la Cámara Fe- 
deral de 1.a Plata. 



Y Considerando: 

<Jue la sentencia ajelada, con*, la «pie cita confirma, no ha 
hecho lu.ti.ir a la acción reivindicatoría del fisco nacional, por 
considerar que la Compañía demandada, reuniendo su posesión 
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a la de su aiucconr. ha acreditado mediante pniclia de testigos, 
una |*,sw¡óii de mas de treinta años, y cu consecuencia, su de- 
recho se- encuentra ni ampajti «le la prescripción que autoriai 
el art. 4íH5 del Código Civil. 

<Juc atentos los efectos juriaco* & la prcscri]>cióii trein- 
tañal _v su carácter prevalente sobre el mejor de los títulos, para 
que pueda prosperar con eficacia la pruclta testimonial que a 
dicha posesión se refiere, del* reunir, según lo ha establecido 
la jurisprudencia de esta Corte, condiciones sustanciales de 
exactitud, claridad y precisión, de manera de constituir una de- 
molición termíname y explícita. 

<Jue la dis|Kisiciúu invocada en el sah líh-, esto es. el ar- 
ticulo 4015 del Código i *i vi|. tstaí.leee ÍC prcserilic la pro- 
piedad de cosas iuinuehlcs y deums derechos reales \*\v la pjsc- 
sión continua de treinta años "con ánimo de tener la cosa |iarn 
sí . es decir, que :i la j posesión para prescribir Ja constituyen dos 
factores : la tenencia del corpas y el tntintus posesio, y este úl- 
timo requisito esencial im acrece demostrado clara y terminan* 
teniente en el caso de autos, ¡mes aunque la pruelta testimonial 
priK lucida es en general hábil |>ara (pie pueda tenerse ]>or acre- 
ditada la ocupación, no demuestra (pie el antecesor de la deman- 
dada se haya podido considerar poseedor a título de dueño v en 
condiciones, por^ consiguiente, fie adquirir la propiedad por la 
prescr íikíóii ; antes bien, de su silencio y omisiones en presen- 
cia de los actos de propietario *M gobierno fie la provincia, tales 
como la mensura, el decreto de arrendamiento y a la venta misma 
al guhicrno d c la Xación. se desprende que Simón Sibequi, de 
quien U Compañía demandada deriva su titulo, no ha jtoilido 
sitio considerar precaria la posesión que tenia, en idénticas con- 
diciones y circunstancias de tantos casos análogos que esta C orte 
ha considerado y resuelto en pleitos de reivindicación sobre in- 
muebles de la misma *ona de la» tierras en cuestión. (Fallos, 
tomo 123. pág. 285; tomo 128. pág. 131: tomo 131, pág. 

rigs. 55 y 377; tomo 133. pág. 42, entre otro*,. 
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í>w la jurisprudencia que consagran lat 
deméntente citadas ha dejado csfelitecMci que, en gettenil, no es 
mfamte oíupar un campo y explotarlo en provecho propio m 
ra inducir necea mínente une quien i., hace tenga c] ánimo de 
Jnrfi... porqnc tale, arlos son comunes a otras. causas de eetipa- 
COn, cult.vo. explotación, etc.. máxime cuando, como ««cede en 
eJ caso, no se invoca un solo hecho, (ai como mensura judicial, 
pago de contri huciones. «, alyo semejante, que demuestre clara 
menie , ¡ ánimo de adquirir el dominio, (Ealfoí, tomo 1J> m„ 
I! t: tomo 12$, p% 

Que en lo relativo a la dilación jurídica del reivindicante 
en esta cansa, procede considerar que no se ha negado que la 
Provincia .le Hítenos Aires ordenó por decreto la mensura de la 
zona en que están situadas las tierras de que se trata. practi- 
cada esa operación, emplazó por decreto posterior a los ocupan- 
tes a que solicitaran en arrendamiento los respectivos lotes (ajo 
apercibimiento de desalojo, actuaciones que demuestran, cuando 
menos, que el gobierno provincial consérvala la posesión auhutís 
y la propiedad de esos terrenos en ía época de referencia, deri- 
vando esa situación legal del derecho orinado de propiedad 
i pie los listados particulares tienen sobre todas las tierras ipie 
carecen de otro dueño, situadas dentro de sus respectivo* 
tes territu ríales, de acuerdo con lo que prescribe el art. 
inciso 1" del Código Civil. 

One por lo demás, no habiéndose comprobado que los inmue- 
bles en litigio hubiesen salido del patrimonio provincial por ac- 
to alguno de sus twdore* públicos, es e vidente que la Provincia 
de 1 Sueños Aires ha jHxlido transferir legitimamente el dominio 
y los derechos y acciones sobre dichos terrenos, como lo hizo 
enajenándolos a favor de la Nación conjuntamente con el puer- 
to de La Plata, celebrando en fecha 4 de Oc tK hre de 1904 el 
convenio aprolwido por ley del Congreso N* 44,16, convenio que 
esta Corte ha fícela rado que imjioria una cesión de acciones per- 
muida con arreglo a la disposición contenida en términos gene- 
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rales til el art. 1444 del Código Civil y gu virtud del cual la Na- 
ción puede deducir en su interés, como lo hace un el caso, las 
acciones que a la Provincia compitieran, entre ellas le reivindi- 

.94, ¡JÚg. 62; t 



(Jue dados los antecedentes y 
no es dudoso el derecho de Ja Nación para 




las tierras 



.i latería del pleito y, en consecuencia, se revoca la sentencia ape- 
lada y Iiaciéndnse lugar a la demanda, se establece (pie la Corn- 
alina Muelles y Depósitos del Puerto de La Plata delie restituir 
a la Nación las (ierras reivindicadas con los frutos percibidos y 
dejados de percibir desde la notificación de la demanda, que- 
dando a salvo los derechos del reivindicado para reclamar el 
imjiorte de los gastos necesarios efectuados en el inmueble y de 
las mejoras útiles hasta la concurrencia del mayor valor exis- 
tente, compensables con los frutos míe deba restituir (Código 

Civil, art. 2440 y 2441), Nottfiquese y devuélvanse, reponién- 

■ 

origen. 

A. Bermejo. — J. Ficiíeroa Al- 
conrA. — Antonio Sauarna. 



■ 

ihm Hermán Cctt\ su ¡nido sua sorio. Contienda de competencia 

Sumario: Resultando de una abundante pruelxa testimonial y 
documentada que el causante dé la sucesión vivió con ca- 
rácter permanente en lugar distinto de aquél en que falle- 
ció y tenia una propiedad (pie hacia atender con un admi- 
nistrador y que visitaba periódicamente, corresponde al juez 
del primero el conocimiento del juicio sucesorio, de acuer- 
do con lo dispuesto en los artículos 94, 98, 99 y 32K4 y con- 
cordante del Código Civil. 
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AlFO HEL J fi:¡£ EX LO CIVIL 

Ruwrhi. Septiembre ¿8 de 1927. 

Anttis y Vistos; Ui cuestión de competencia promovida i«>r 
el curador de esta herencia vacante di' don Hermán Ceh, doctor 
Juan J. Colombo tierra en su escrito de fs. 31 ¡32; y 

Considerando : 

Que, nuestra ley de procedimientos (art. 545), establece la 
jurisdicción exclusiva del Juez del lugar del último domicilio del 
causante, jiara conocer de su juicio sucesorio, conforme a lo que 
preceptúa el Código Civil en su art. 32H4. 

* 

One, de autos resulta plenamente demostrado que el cau- 
sante tenia su domicilio en esta ciudad, a la fecha en que ocu- 
rrió su deceso. I^i partida de defunción del mismo, corriente a fs; 
10 : la propia confesión del causante, al respecto, en la escritura 
de compra* venta que se encuentra agregada a fs. 1 y siguientes 
de este juicio; y la pruclia resultante de las diversas operacio- 
nes y actos realizados por el extinto, y que se detallan en el es- 
crito riel señor curador doctor Colomlxi Berra, corriente a fs. 
3l|32, acreditan plenamente el hecho invocado, del dmmcilin del 
causante en esta ciudad, para sostener la ctimpctencia exclusiva 
tlel suscrito. 

Que. según lo afirma el señor curador, por ante el Juzgado 
en lo Civil y Comercial de la ciudad de Santiago del Estero, 
a cargo del doctor Jorge R. Avila, se ha promovido por e! Con- 
sejo General de Educación de aquella provincia, el juicio de he- 
rencia vacante del causante de esta sucesión; por lo que corres- 
ponde exhortar al señor Juez nombrado, solicitándote se inhiba 
de seguir entendiendo en el juicio de referencia, el que delnrá 
remitir a este tribuna!, a los efectos de derecho. 
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El señor Alante Fiscal doctor Navarro ha sido uido sobre 
esta incidencia de competencia, m ateniendo m >ii dictamen de- 
is. 33, la exclusiva jurisdicción del suscrito, en este asunto. 

Por tales consideraciones, se resuelve: mantener la exclusi- 
va crimjjvtciw-ia de este Juzgado |»ara intervenir y entender en el 
juicio sucesorio de don Hermán Ceh, Líbrese exhorto al sentir 
Juez de la ciudad de Santiago del Estero. ditctor Jorge R. Avi- 
la, haciéndole saber esta resolución y solicitándole se inhiba de 
seguir interviniendo en el juicio de herencia vacante del mismo 
causante, une tramita ¡ior ante su Juzgado ; invitándole jiara que. 
en su defeetn. remita ej sucesorio fie herencia vacante de refe- 
rencia, a la Su|>rema Curte de Justicia Xai.mal, para la decisión 
definitiva de la cuestión de cnmi>etetiic¡a promovida. Transcri- 
ltase en el exhorto a librarse, el escrito del curador doctor Cb- 
Irtmljo Rerra, corriente a fs. 31132; el dictamen discal de fs, 33 
y la presente resolución,—. I. . í. SHmnt, — Ante mi : iVcutcsio 

JA l/JIJCÍ . 



DICTAMEN DRI. SEÑOR PROCURADOR CESERJ», 

Bucms Aires, Diciembre 3 de t*>28. 

Suprema Corte: 

El 15 de Fehrero de 1927 falleció de síncope cardíaco, en 
estación Bandera, departamento líelgrano, provincia de Santiago 
del Estero, don Hermán Ceh, soltero, de profesión hacendado, 

I-a sucesión de éste fué abierta en dicha provincia y en la 
ciudad del Rosario, poco tiempo después, y en amitos casos fué 
declarada vacante por no conocérsele herederos. 

Se ha tratado, con tal motivo, cuestión de competencia entre 
los dos jueces que conocen en la causa, quienes, afirmando que 
el causante tuvo su último domicilio dentro de su resjiectiva ju- 
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Corresponde a V. E. dirimir la contienda, atento lo dis- 
puesto en el art. 9° de la ley 4055, 

La pruefia producida en el expediente tramitado en el K.„ 
sario es concluyeme, en mi opinión. par,i acreditar que el can- 
sante tuvo allí su último domicilio. 

Uel examen de esa al mudante prueba testimonial y dorn- 
u temar la se infiere que Ceh vivió en aquella ciudad con caráctetr 
ixrmaneute aunque tuviera cu Santiago del Estero una propie- 
dad, la que Iiacia atender con un administrador v l;i que ¡ktíó- 
dicameute él visitaba. 

Dicha prtielm del domicilio de Ceh ajiarece contradicha eu 
el expediente de Santiago del Estero i*ir la sola declaración de 
dos testigos y las constancias de un inventario, el de fojas 14, 
ta* que, en mi opinión, son insuficientes para destruir las con- 
clusiones a f|uc se llega con la concordante pruela contraria. 

%& naturaleza misma del mal que produjo el fallecimiento 
de Ceh está demostrando que éste ha sido accidental y producirlo 
en Santiago del Estero en circunstancias en que realizaba imo ife 
los tantos viajes de inspección a su propiedad, acreditarlos en 
mitos, y a que antes me he referido. 

Cor respondiendo, según lo dispone el art. 33S4 del Código 
Civil al Juez del tugar del último domicilio del difunto, la juris- 
dicción sobre la sucesión de éste, y acreditado que dicho domi- 
cilio fué en Kosario de Santa Fe, soy tle opinión que la presen- 
te contienda delw dirimirse en favor de la competencia del Juez 
de esta última ciudad. 

llorado Á\ l.arrda. 
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Buenos Airt-s, Diciembre 17 úc 

Autos y Vistos: Los tíe contienda de competencia por inlri- 
I moría tratada entre un juez en lo Civil de Rosario y utro de 
igual clase tic Santiago del Estero, [rara conocer en el juicio 
Micesurio del señor Hermán Ceh, 

Y Considerando: 

Que la préseme contienda proviene de que los jueces tint- 
en ella intervienen se atribuyen reciprocamente facultad juris- 
diccional derivada del hecho de que el autor de la sucesión ha 
tenido su último domicilio dentro de sus respectivas jurisdic- 
ciones. 

Que el examen conqiarativo de las actuaciones de proel la 
de los dos expedientes en trámite demuestra en términos iuduhi- 
tahles, como se observa en el dictamen de fojas 94, autos de Ro- 
sario, que fué en esa ciudad donde el autor de la sucesión tuvo 

y el asiento principal de sus ne- 




Que el antecedente de que el causante fuera propietario de 
una fracción ile campo en Santiago del Estero, donde fallecie- 
ra en las condiciones que denuncia la partida de defunción, no 
demuestra que haya sitio aquella su radicación domiciliaria, y 
antes hien, esa presunción se desvirtúa por la circunstancia de 
que el propietario tenía allí un administrador, quien al denun- 
ciar el deceso afirma que eT fallecido estalla domiciliado en Ro- 
sario, a fn que se agrega que el inventario de que hace mérito el 
auto de competencia del Juez de Santiago, no menciona otro hien 
muehle de propiedad del causante que "un (tequeíio Imil con 
rojas de poco valor", lo que demuestra en todo caso que allí 
no residía el de mjm sino ineidentalmente. 
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Oue entretanto, ta prurkt del domicilio cu la ciudad de Ko- 
sariu tí» decisiva, como muda dicho, tanto 111 mi i orina iusirii- 
mental coi m huida por eseri turas pühliens y documentos demos - 
i raí i vos de las actuaciones comerciales del causan le, como én las 
declaraciones testimoniales rendidas con inlervcneión fiscal, con 
(rulo lo que se acredita el domicilio de que se trata, constituido 
en la ciudad referida, calle Saín liento 7.U. 

Mué debiendo pues deducirse de lo expuesto que el señor 
Hermán t Yh >e hallaba domiciliado en la ciudad de Rosario de 
Santa Fe a la época en que falleciera, es a los jueces Je dicha 
jurisdicción a quienes compete el conocimiento de este juico su- 
cesorio, puesto que la jurisdicción sohre la sucesión correspon- 
de a los jueces del último domicilio del cansante, de acuerdo con 
la ley y la constante jurisprudencia de esta Corte (Código Civil 
artículos 94. 9K, 99¡ t 32S4 y sus concordantes; Fallos: tomo 149, 
pág. *H y los alli citados). 

Mu su mérito y conforme con lo dictaminado por el señor 
IWnrador General, se declara que el Juez competente en el 
caso es el ile lo Civil de Rosario de Santa Fe. a quien se remiti- 
rán los autos, avisándose al de Santiago del Estera en la forma 
de estilo. Kt ] untase el papel. 

A. Ummm — )■ tíimw** 

CORTA. — lí. 1- AVALLE.— 

Antonio Saca i* na. 



- 
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Señores Tohil y Cía. contra la Compañía Anjentina de Xavega- 
ción Xieolás Milutitorit lt Ltda., por defraudación a la renta 
tle Aduana. Recurso de hecho. 

Sumario ¡ Si hien la cuestión federal Itase de] recurso extraordi- 
nario del art. 14, ley 48. puede plantearse cu el escrito res- 
pectivo <le expresión de agravios, ellu delte entenderse cuan- 
do dicha cuestión no haya ixidúlu traerse a juicio en la ii]H»r- 
t unidad debida para que sea materia del juicio. (En el ca*o 
la jurisdicción aduanera fué impugnada después de haher 
sido consentida). 

Caso: I A> explica el siguiente: . 



FALLO 1>F. LA CORTE S! TREMA 

Ihienos Aires. Diciembre 17 de 1M28. 

Aillos y Vistos: 



Que el recurso ordinario de apelación no corresponde en 
causas criminales dictadas por la Cámara Federal de la Capital, 
cuyas sentencias tienen carácter definitivo (art. 4, ley 7055; 
Fallos: tomo 114, pajis. 279 y 400; tomo 116, pág. 184; tomo 
í$ r i% 89). 

Que respecto al recurso extraordinario interpuesto por la 
parte de Tobal y Cía., con fundamento en el art. 14, inc. 3» de 
la ley 48, del* observarse que las cuestiones planteadas sobre 
cación de disposiciones de la ley de aduana no han sido 
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am\, se han remita p,,r fundamentos dé hecho y prntín, como 
«■ desprende de los propios ale-gatos del recurrente. 

(_>ue si bien es cierto que en 1» instancia éste ha formulado 
cuestión relativa a la falta ¿fe jtiri^lícción de la Aduana para 
datar el pruniim-ianiitiHo condenatorio de autos, no lo es menos 
qtfe dícha jurisdicción no fué imputada oiwtuuamentu i Hjr el 
fimcn aceptándola llevó cd asunto a la justicia federal 



§tte aún cuando sea exacto, como lo ha declarado la juris- 
prudencia, que la cuestión federal, liase del recurso extraordi- 
nario, puede plantearse en el escrito respectivo de expresión 
de agravios, esto del ir- entenderse cuando dicha cuestión no haya 
podido traerse a juicio en la oportunidad debida tiara que sea 
materia del litigio. 

I'.n el sub liti-, el a | «ríante, impugna la jurisdicción aduane- 
ra después ,le haberla consentido, y de contrihuir con su prue- 
ha :t que la cuestión de latida se decida como asunto de hecho. 

<¿uc, en consecuencia, y de acuerdo con lo resuelto por la 
L amara Federal a fs. 108 del [irincijial. se declara improcedente 
la queja interpuesta por denegación del recurso extraordinario. 
Xotiííqucse y. repuesto el pa[»cL archívese, devolviéndose los 
autos venidos por vía de informe con transcripción de la pre- 
sente. 

A, liKRMEjO. — J, ruu;KROA Al- 

coftTA, — R. GriDo La valle. -* 
Antonio Saüakna. 
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Sociedades Anónimas Coinpaiiia de Petróleo La República, Com- 
pañía de Petróleos y Sociedad Anónima Argentina Sfaijdart 
OH Comfxmy, contra la Provincia de Salhi. por ¡¡tcoiis'itst- 
cionalidad de un decreto del Poder I- ¡nativo del M de 
Mayo de 1928; sobre innovación de obras. 

Sumario: No hay ¡ticon secuencia ni violación de la ley en una 
resolución de no innovar, que ordena a ¡as dos partes en 
litigio, mantenerse, recíprocamente, en la situación que am- 
ias tenían al iniciarse la cansa. 

Caso : F.o explican las piezas siguientes : 



AI TO W I.A lOkTL Sl'PKKMA 

Buenos Aires. Noviembre JO tk 1928 

Por contestada la demanda, autos. V proveyendo al primer 
«Jim sí se declara que la providencia de no innovar comprende, eo- 
nin lo expresa la demandada, a las dos partes en litigio y se li- 
mita a establecer que, mientras tal medida sumista, la situación 
de 1» que constituye la materia del pleito se mantenga en la si- 
tuación que tenía para ambos litigantes al dictarse aquella deter- 
minación, o en términos concretos al caso de autos : que el de- 
creto de 31 ile Mayo de 1928 del» permanecer suspendido en 
sus efectos, como lo estaba al instaurarse ta demanda, y correla- 
tivamente la parte actora. al proseguir sus actividades actua- 
les, debe abstenerse de realizar nuevos trabajos de exploraciones 
y explotación de otros yacimientos en el territorio de la pro- 
vincia ile Salta. 



3a2 
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Al segundo <>tm si: téngase presente la recuseaeión sin can- 
sí que se formula. Hágase salxr y rc|>óngase el pajiel. 

Hcnthjv. 



Solicitada jMtr ambas 
¡je; se díctij la siguiente : 



ilfl auto que 



KKSOJ.l t ]ON t»K VORTK Sll'Kt.MA 



Y Vistos: para resolver las aclaratorias precedentes solici- 
tada? i«ir las partes, se resuelve; 

1" Confirmar l:t providencia de. ís. A2\ cu cuanto estal ikvu 
que la disposición ríe no innovar comprende a las dos partes en 
litigio, manteniéndose reciprocamente en la situación t|«e amhas 
tullían al iniciarse la causa, sin que esto importe la inconsecuen- 
cia y la violación de la ley que afirma el representante de las 
adoras, sfito antes al contrario, la aplicación é$ los principios 
v di-ijMisicioues legales que rigen el caso. toda vez que no junde 
aceptarse contó interpretación razonadle (pie al decidirse que las 
demandantes pueden proseguir sus actividades actúale*. -du rea- 
lizar mtevoa trabajos de explnraciom s y explotaciones en la 
fcOnJl litigiosa, se han imjiedido o stts|H-ndido los trahajos de las 
minas en cuestión. 

Jy Par no constar en las aclnacíimes anteriores <lel presente 
litigio que Jas compañías aetoras fueran concesionarias de otras 
pertenencias mineras que las aludidas en el decreto de .11 de Ma- 
yo. »c hizo extensiva la providencia de no innovar al territorio 
dé la provincia: pero es evidente desde luego, atemos los mir- 
aos antecedentes relacionado*, que dicha medida Se limita :i !a 
o perímetro de los yacimientos en litigio. 
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& Xo nltatante que las precei lentes consideraciones resuel- 
ven implícitamente, el punto a que se refiere la aclaratoria que 
solicita la representación de la |iarte demandada, procede reite- 
rar lo ya establecido expresamente al respecto, esto es, en sus- 
|irusii. oiMin estaltan. los electos del decreto del :íl de Mayo. $ jiojr 
consiguiente en la situación de actividad que icnian en los yaci- 
mientos en litigo las sociedades adoras al dictarse la provin- 
dencia de que se trata, medida que no afecta ni nienoscalra los 
derechos e intereses de las j>artes. que quedan siempre al anqiaro 
de las K aran¿ legales que les conciernen. 

Asi defi- los los puntos materia ríe las aclaraciones solici- 
tadas hágase *d*-r, y autos como están llamados. Rc¡>ón}fase el 
\Ki\tel 

A, lÍKKMKJO. — |. FlCUEROA At.- 

cs híta. — R. C5riO0 I. w \j i.k. 



Dan Umianh Esfhtdoh contra la sucesión 
otros, snbir rmwdicacióit. Contienda <h 




Sumario: CorrCh]ionde a la justicia federal |mr r,-uón de las per- 
sonas el conocimiento de una causa civil por reivindicación, 
instaurada ]*>r un argentino contra varias ¡K-rsonas de la 
misma nacionalidad, pero im i«tr acción solidaria, sino in- 
di vid nal izándose la fracción de tierra que cada demanda- 
do detenta, en que uno de los demandados, sin contestar 
la demanda, promueve cuestión de jurisdicción, invocando 
m derecho al fuero federal en virtud de ser extranjero. 

Caso: |¿a explican las piezas siguientes : 



«4 
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AVTO DEL JL'EZ FEDERAL 



Mendoza, Septiembre 17 de 1927. 



Autos y Vistos: 



(Jiic con la información sumaria de fs. 4 vta. y 5, se lia 
acreditado la distinta nacionalidad de los señores Leonardo Es- 
pinóla y Juan María Brodín, actor y citado de evicción, resi>ec- 
livamente, en el juicio reivindicatorío que se tramita ante la jus- 
ticia de la provincia, según manifestación de fs. 3 hecha por el 
apoderado del último con su personería acreditada por el po- 
der de fs, 1. 

(Jne. por consiguiente, aún cuando la citación de evicción 
no importa por sí misma una demanda contra el citado, expre- 
sada la voluntad por la persona citada de evicción de contestar 
la demanda, el conocimiento del juicio corresponde a la justicia 
racional, si el fuero federal surge por la calidad de extranjero 
del citado de evicción. 

En consecuencia, estimando fundada la ]>eticióii de fs. 3. 
líbrese oficio al señor Juez de la Provincia que entiende en los 
autos Espinóla Leonardo c, Espinóla Vital y otros por reivindi- 
cación, rogándole se inhiba jara entender en los mismos y remita 



ej expediente. Acompáñese el oficio con copia de todas las actúa- 



AITO LEI. jl CZ IKUKKAI. 



Mendoía, Mayo 11 de 1M28. 

Autos y Vistos: 
Considerando: 

Qw del expediente N» 29.283 ilel tercer Juzgado en lu Ci- 
vil y Minas de ta provincia, remitido por el señor Juez con el 
oficio que antecede y en reemplazo de las copias que manda la 
ley, resulta: que a fs. 11 don I^eonardo Espinóla demanda por 
reivindicación a la sucesión de Vital Espinóla, Salvador Espi- 
nóla, Juan T. Espinóla, Ferrocarril Buenos Aires al Pacífico y 
Sociedad Anónima Comercial, Industrial. Agrícola, banadera 
l^a Pastoral. 

Que a fs. 3 de este incidente sobre inhibitoria, don Juan 
María Hrodin citado de evicción por la sociedad U Pastoral en 
aquel juicio, plantea cuestión de competencia acreditando su 
condición de extranjero y la nacionalidad argentina riel actor, 
don Leonardo Espinóla con la información de fs. 4. 

Que |x>r consiguiente, se evidencia el error incurrido a fs. 
6 vta. ul solicitar al señor Juez de la provincia se inhiba de en- 
tender en los autos mencionados en el primer considerando cuan- 
do únicamente debió declararse la cornpt encía del suscrito para 
entender solamente en la acción de don Leonardo Espinóla con 
Juan María Urodin y solo en ese sentido librarse el correspon- 
diente despacho precatorio de inhibición. 

(Jue si bien el art. 1 10 del Código de Procedimientos de la 
Provincia admite la acumulación de acciones en la forma de la de- 
manda del expediente acompañado ad rffertum videndi. no ¡Hie- 
de anular ni disminuir el derecho del señor Brodín para exigir 
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dificarle e>c derecho si¡ condición de citado de evicción en un 
juicio i-n Bámitt- ante la justicia de la provincia. 

( Jiu' cuando el an. 10 de la ley 4S dice: En las soeiedade-. 
colectivas y en dineral en todos los caso*- cu que dos t más 
I«t-i >nas nsjyuahlcs pretendan ejercer una acción solidaria 
sean demandadas pir una obligación solidaria, fiara que caigan 
bajo la' jurisdicción nacional sé atenderá a la nacionalidad o ve- 
cindad ile todos U'> miembros ile la sociedad o comunidad, de tal 
iii.m1i. que será preciso que cada una de ellos individualmente len- 
iza el derecho de demandar o pueda ser demandad, i ante los tri- 
lnuiale- narionides. con arreglo a lo di-pucMo en el inc. 2", art. J 
>e refiere a íai obligaciones que ley isla c] tViditfo Civil en el art. 
(ff'i y r-imii cutes y al decir comunidad expresa el concepto tic in- 
terés cmiim eu la suciedad ti obligación contraída con anteriori- 
<lad a! juicio, pero im en el común interés míe pudieran tener en 
(a* n anitas de un juicio orinado por hecho- u obligaciones en 
que no hubiere manifestado su voluntad de res|H.iwiliil¡zarse mi- 
lidarianiente. 

I'nr estas cuu sideraciones y tas fie fs. 6, resuelvo: revncar 
el a utn de iV en cnanto n viuda librar oficio al señor Juez de 
la provincia, rogándote se inhiba de entender cu !ns auto» "hspí- 
uula Le< .nardo con Kspinola Vital y otros" y remita dicho ex- 
pediente, y declárorne Competente iiniomente para entender en 
la acción de c-..s autos en que don Juan Maria i'.rodin ha sido 
litado ile evicción. Líbrese oficio al señor Juez de la provincia, 
rogándole se inhiha de entender éfl dicha acción y con el despa- 
cho acompañe-*' copia de la presente resolución fart-. 4? y 4í i, 
ie\ 5i>». Devtiélvaíít' el e\ peí líeme t raido tftf effetium viA-ettS. 
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1WI.LU >K LA < UBTL N PRKM \ 

lliKHt'> Airt-;.. Jíinunbn- PJ di* l'tiH. 

-Viit'í- y \ i-in>- |. ( ,s i|c contienda de competencia por inhi- 
hitoria trabada entre un Juez en ]o Civil y Minas, de Mendoza 
d Juez Federal de ai )i lilla sección, para conocer éu el juicio 
reivindicatorío promovido contra vario- )>or don Leonardo jod- 
iióla, ni cuanto comprende a dun Juan María Hrodiu citado de 
evicdóti p.-r la switrfad anónima demandada La i'ahtund. 

Y Considerando: 

Que deducida ante la justicia ordinaria de Mendoza la ac- 
ción de reivindicación fie ipie se trata, con jumamente contra va- 
rio* demandados, entre ellos la suciedad anónima I.a !'ast<iral. 
d«- nacionalidad argentina, como el actor, dicha sociedad, sm 
com estar la demanda, citó de t vtcción a su cansante dun [nan 
Alaria flrudin, ñuten al salir a la dcíensi del citante, promovió 
ante ti Juez Federal de Mein loza cuestión de competencia de ju- 
risdicción. ¡nvMcando Ml derecho al tuero federal en virtud de 
su calidad de ciudadano tramas en pleito con un argentino. 

<Jue previos lo- tramite* del caso, se aceptaron los annvc- 
deiuc* y conclusiones expuestas, y en consecuencia, el Juez de 
Sección referido declaró su competencia, limitándola a la acción 
en «jite don Juan María l'rodin ha >¡do citado de garantía v re- 
quirió la inhibitoria del juez provincial tu lo concerniente a di- 
cha acción. requisloria que ha sido desestimada por las eonside- 
raciones dd auto de tojas 147. t ral iám lose asi la contienda de 
competencia que esta Corte está llamada a dirimir en ejercicio 
fie la facultad que le cuntiere la ley 4055. art. inciso b>. 

Que el caso de autos constituye una causa civil instaurada 
contra varias per Minas con j niñamente, pero rio por acción solida- 
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ría ni en demanda de una obligación solidaria, y antes hien, al 
iniciarse la "litis" se individualizan las fracciones de terreno que 
cada demandado detenta (fojas 11 vuelta y 18). y no acrece 
de las actuaciones del pleito que se haya demostrado o pretendido 
demostrarse que exista entre los reivindicados la relación de 
mancomunidad que sería necesaria para que tuviera aplicación 
al sul> judie e la disposición del art. 10 de la ley 4K, que se invoca 
jara fundar la improcedencia del fuero federal. 

Oue la "lilis" no ha sido traía* la con la sociedad La l*astn- 
ral. citante tle llrodin. sino solamente con el Ferrocarril íirau 
t k-su- Argentino, quien ha contestado la demanda, oponiendo, sin 
duda, una defensa comprensiva de todos los derechos e intere- 
ses en cuestión, pero sólo a su mmihre y sin asumir la repre- 
sentación de los demás demandados, kw que a su vez pueden te- 



otros). 

r>ue en esias coniliciones. y atentas las circunstancias rela- 
cionadas, el caso de autos queda concretamente definido, según 
queda dichn, como una causa civil en qtfe es fiarte un ciudada- 
no argentino y tin extranjero, regido en consecuencia por el ar- 
tículo 100 de la Constitución y art. ir^iso ¿- de la ley de ju- 
risdicción y conqietencia Jtf» 48. 

(¿lie la jurisprudencia de esta Corte ha establecido que en el 
juicio de ni vindicación deducido |»or un argentino contra un 
extranjero, la justicia federal cesa de ser com|»etente |*ara co- 
nocer en él, si es argentino el causante del demandado y se hace 
parte en la causa en virtud de la citación de evicción. (Fallos: 
tomo 38. iiág. 105. tomo 151. pag. 324). y no se perdí* la razón 
jurídica, o de otro orden, para que en el caso inverso, que 5 es 
el de esta "litis", aquel postulado no pueda formularse en tér- 
minos equivalentes, esto es, en el juicio de reivindicación entre 
dos argentinos, la justicia federal llega a ser competente para 
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si es extranjero el causante del demandado y se 
en la cansa en virtud de la citación de evicción. 

estas consideraciones y las concordantes del auto del 

a la comptencia de la justicia federal para conocer en el 
caso que ha dado origen a la presente contienda. En consecuen- 
cia, remítanse los autos a los respectivos jueces, con transcrip- 
ción de esta resolución en el expediente del Juzgado pm viudal 
v¡\ tu Civil y Alinas. Re|V>ngasc el papel. 

J\ Figuehoa Alcorta. — R. Guido 
La valle. — Antonio Sao auna. 



Pon Kai mundo l : risson cu tintos can do» Pase/ta! v do» LtÜi 
Frisso», sobre nulidad de un neto jurídico. Recurso de 
hecho. 

SuHMrio : I-a garantia de la cláusula del articulo 18 fie la Cons- 
titución, según la cual ningún habitante de la Nación puede 
ser sacado de los jueces designados por la ley antes del 
hecho de la causa, no autoriza a esta Corte Suprema me- 
diante el recurso extraordinario del art. 14 de la ley W 4R. 
a rever la interpretación de las leyes locales hechas por los 
tribunales de provincia en cuanto deslindan la comptencia 
de sus propios jueces. 



Caso : l-o explica el siguiente ; 



FALLO DE t.A CORTE SUFRE» A 

Buenos Aires, Diciembre 19 de 1928. 

. Autos y Vistos: 
Considerando: 

Que según se desprende, la cx|*>sición presentada por el 
recurrente en el juicio caratulado Pascual y Luis Frtsson contra 
Kainiundri Frisson, que tramita ante los tribunales de ta J'ru- 
vincia de Mendoza, resuelto el pleito en favor del apelante de 
hecho, en príniera y en segunda instancia, la sentencia fué re- 
currida por ta contraria para ante la Suprema Curte de la 
Provincia, deduciéndose los recursos de mconstitucionalidad y 
revisión. 

Que de acnenlo a la misma exposición la Suprema Corte 
se ha extralimitado cu sus facultades, resolviendo sobre el fon- 
do del asunto y revocando la sentencia apelada, haciendo para 
ello u*u de tina tercera instancia, (pie no procede en el caso, 
por lo ipie sostiene que ha sido sacado de sus jueces naturales, 
jk-ira lo cual invoca la garantía consagrada en el articulo 1$ de 
la ley fundamental. 

Que como lo tiene declarado esta Corte en numeroso* casi» 
análogos (Fallos, tinno \2X pág. 82, entre otros), la garantía 
de la cláusula del art. 18 de la Constitución, según la cual nin- 
gún habitante de la Nación puede ser sacado de los jueces de- 
signados i>or la lev antes del hecho de la causa, no autoriza a 
esta Corte mediante el recurso extraordinario del art. m de la 
ley X* 4S, a rever la interpretación de las leyes locales hechas 
por los tribunales de provincias en cuanto deslindan la eompe- 
inicia de sus propio* jucce-, FJ pi-..-. ó-ii.. «le esa claú&ílíi íta «sido 
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Ü ,tVL, > ««" ^»tí íW/it y tos juicios por comisiones 
nombradas esptvialmeiíie pura el qm., sacando al acusado de ta 
jurisdicción permanente de los jmves naturales pira sninckrlos 
;i trinulíaleii o jueces accidentales o dr cireunsiancias. 

Que en cuanto a la "ley especial del Congreso" sobre inter- 
vención a la proviscia de Mendoza, ealie agregar, i|ue diclia ley 
ni aparece invocada en oportunidad y sobre ella se han pronun- 
ciado los jueces locales ni guarda con la especie snh lite rda- 
ciótt alguna. 

Que las frases subrayadas significan |>or el hecho de estar 
asentadas en un escrito que se trae a conocimiento de este tribu- 
nal una falta de respeto para el mismo, lo que no es posible 
aceptar en silencio, por lo que se mandan testar por secretaria 
y se apercilnr seriamente al letrado y a la parte que firma el 
e>crito. 

Por estas consideraciones, se declara iiu haber lugar a la 
queja interpuesta. Notifiques* y repuesto que sea el papel ar- 
chívese. 

A. LtER METO. — J. FlqUEROA Al- 
corta. — K, Crino 
Antonio Saoarna. 



Don Jnuui.w de! VüUc, sindico de fa quiebra de don Pedro 
Literas, apelando de una resolución de fa Cámara de Ape- 
laehncs en lo Comereial de la Capital. Recurso de hecho. 

Sumario: Kl artículo 19 de la Constitución se limita a prescribir 
que ningún habitante de la N'ación será obligado a hacer lo 
que no manda la ley, ni privado de lo que ella no prohibe, 
y es manifiesto que toda cuestión acerca de la existencia y 
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alcance de esa ley clelie ser resuelta por los tribunales que 
conozcan legítimamente de la causa sin recurj 
para ante la Corte Suprema, fuera de los casos 
nanos previstos en el art. 14 de la ley N v 48. 

Caso: Lo explica el siguiente: 



FALLO OI- LA COKTK Sl'PREMA 

Buenos Aires, Diciembre 1<í de P>28. 

Autos y Vistos: 
Considerando: 

Que según se infiere de la exposición precedente, lo que 
en realidad se solicita por via del recurso autorizado jx>r el ar- 
tículo 14 de la ley N* 48, es que se declare si la pena aplicada 
a! rtvurrente jKir la justicia local de la Capital imt»niret:mdn el 
art. 53 del Código de Procedimientos, se encuentra proscripta, 
para lo cual se invoca el art. 19 de la Constitución, que dice, que 
nadie puede ser privado de lo que la ley no prohibe, 

Oue la jurisprudencia de esta Corte ha establecido que el 
art. 19 de la Constitución no acuerda un privilegio especial, 
pues se limita a prescribir que ningún habitante de la Xaciñn 
será obligado a hacer lo que no manda la ley, (en este caso la 
detención de acuerdo con la (tena impuesta, ya que según entien- 
de el recurrente, la prescripción se lia operado por el transcurso 
del tiempo igual al de la condena j, ni privado de lo que ella no 
prohibe, y es manifiesto que toda cuestión acerca de la exis- 
tencia y alcance de esa ley del»e ser resuelta por los tribunales 
que conozcan legítimamente de la causa sin recurso ulterior 
para ante esta Corte, fuera de los casos extraordinarios previs- 
tos en el art. 14 de la ley X* 48. porque de lo contrario la juris- 
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dicción federal sería mucho más amplia que la estalJecida por 
los arts, 67. inciso II. 100 y 101 de la Constitución (Fallos, to- 
mo 125. pág. 380. entre otros). 

Que el recurso intentado no es procedente ya que tratándo- 
se de !¡i prescripción ( |ue determina el art. 6$ del 
la resolución recurrida no es re visible por esta 
que dispose el art. 15 de la ley N* 48 citada. 

En su mérito, se declara no haber lugar a ta queja deduci- 
da. Nulifiques? y archívese. 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
corta, — R. Guido Lavalle. — 
Antomio Saga una. 




Sumario instruido con 



Sumario : No procede el recurso extraordinario del artículo 14, 
ley 48, contra una resolución que interpreta y aplica expre- 
sas disjiosiciones de la lev 1565 de Registro Civil de la Ca- 

Caso : Lo explica el si* 



FALLO DE LA 



IhiciKis Aire*. Diciembre 21 de Í92&, 



Y Vistos: El recurso extraordinario interpuesto y concedi- 
do contra sentencia de la Cántara Federal de Apelación de la 
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Capital en ti samario instruido pira la identificación de una 
pewuu fallecida por invidente ferroviario. 

V Considerando: 

(Jur si bien, en «enera!, el recurso extraordinario instituido 
|wtr el art. 14 cíe la ley X" 4S. es procedente ni Itis casos tu que 
el fuero ledcral ha va sido denegado* ese principio o regla ge- 
riera 1 sufre excepciones, cutre otras la r dativa a los casos eu 
<|ul' to del jal ido y resuelto verse sobre la interpretación y aplica- 
ción de leyes locales dictadas por el Congreso en el ejercicio de 
la- facultades que le confieren los incisos 14 y 27 de la Cons- 
titución. pues en tales casos no se trata ele leyes nacionales ni el 
sentido del art. 14 de la lev de jurisdicción y com¡ ciencia, sino 
le leves circunscriptas a la organización dt* determinadas locali- 
dades y emanadas del Congre u en su carácter de legislatura 
local. 

ptie eti el caso de autos, la sentencia recurrida interpreta y 
aplica, como el dictamen que le sirve de fundamento, expresas 
disposiciones de la ley X" 15fo tic Registro Civil de la Capital y 
Territorios Xacionalcs, esto es, una ley ioeaJ. cuya aplicación 
no puede ser revisada |mr esta Corle por vía del recurso extraor- 
dinario interpuesto (Fallos: tomo 'M, pág. 380; tomo U)4, pág, 
51 : toino 1 pág. S?(>. entre otrosí, toda ve?- que no aparece 
que se haya puesto en cuestión alguna cláusula de la Constitu- 
ción, o de una ley de carácter general para la X ación, originán- 
dose asi alguno de los casos previstos \»>r el citado art. 14 de 
la ley X> 4*. 

Por dio. oído el Señor roturador General, se declara mal 
o mcer I ido el recurso. Notifiques* y devuélvanse al tribunal de 
procedencia, donde se repondrá el papel. 

A. Her viejo. — J. Fiocrroa Al- 
corta. — R. Guipo La valle. — 
Antonio Sacar xa. 
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Caja Xucioiial tic Jubilaciones y Pensiones tic í: ni picados y Obra- 
ras Vemniaríos en twi<w ron i/oh /irs/ti García, sobre jubi- 
lación. Recurso de hecho. 



S lunario. 1 a\ Cámara Federal de Agitación de la Capital puede 




"liara mejor proveer , ordenar todas bs averiguaciones que 
estime pertinentes para resolver un caso sobre jubilación, 
buscando, no una interpretación derivada del concepto mas 
favorable al liencfieiario. sino para mejor investigar la 
verdad. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



MCTAMEX DEL SEÑOR PROtT L'RADOtt GESEKAL 



Huvitut Aires, Xtiviniibrc «ir I">2)í. 



Suprima Corle: 



La iludida decretada "para mejor proveer", a fs. 4Í¡, por 
la tjue la Cámara Federal fie Apelación de la Capital en ta pre- 
sente causa sobre jubilación ferroviaria de Justu (Jarcia, está 
ampliamente autorizada por el texto del art. 29 y i»r el espíritu 
de la ley de la materia X" lO.ioí), toda vez que aquél 
Directorio de la Caja, antes de 
informes médicos que designe al efecto o valerse de twlas las 
averiguaciones que estime t*Ttinentcs. 

Hien ba podido, pues, la Cámara Federal requerir, antes de 
dictar resolución, la opinión de los señores médicos de los tri- 
bunales, ya que tanto ésta cuino las demás que existen en la 
causn. delíen ser apreciadas j>or el tribunal al sentenciar con la 
jurisdicción que le es propia y que le acuerda la 



FALLOS DE LA 



I-i naturaleza de la medida probatoria, así «ano el alcance 
y apreciación de la misma, son cuestiones que escapan a la re- 
visión acordada por el recurso errado en el art. 14 de la ley -1S 
para ame V K. 

Soy |>or ello de opinión, que éste ha sido bien denegado > 
isí se declare, 

Horacio H. Lam ía. 



PALLO J)E LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Diciembre 21 de 1928. 

Autos y Vistos: Kl recurso de hecho por denegación del ex- 
traordinario interpuesto por la Caja Nacional de Jubilaciones y 
Pensiones de Empleados y Obreros Ferroviarios, en los autos se- 
guidos por don Justo (Jarcia, sobre jubilación por invalide/: 

Y Considerando: 

Que tanto la resolución de fs. 35 por la que la Caja un hace 
lugar a la jubilación solicitada, como la sentencia de la Cámara 
que revoca dicha resolución, se fundan en la apreciación de la 
prueba rendirla en autos para acreditar las causales invocadas 
por el solicitante, lo que no implica interpretaciones contradicto- 
rias «le la ley respectiva, sino >< llámente una conclusión diversa 
de la otra, derivadas ambas de la consideración de hechos que la 
ley contempla como indispensables |»ara que la jubilación se 
acuerde o se deniegue. 

Que sean cuales fueren, por lo demás, las ventajas ti incon- 
venientes que las partes en litigio atribuyan al quinto informe 
médico decretado por la providencia de fs. 48, es lo cierto que si 
el Directorio de la Caja puede por la !ey ordenar al respecto to- 
das las averiguaciones que estime pertinentes, no se percibe por- 



* 
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qué no iHKlria hacer Otro tanto el tribunal de apelación en ejer- 

jnr proveer", dictada sin duda a Telina en el caso, no para buscar 
una interpretación derivada del concepta de lo más favorable al 
l>enefictario, sino jara mejor investigar la verdad, base esencial 
de la justicia. 

I'or ello, y siendo evidente, como se expresa en el preceden- 
te dictamen, que la naturaleza de la medida probatoria de que 
se trata, así como el alcance y apreciación de la misma, son cues- 
tiones que escapan a la revisión acordada por el recurso creado 
en el art. 14 de la ley 48, y de acuerdo con lo expuesto y pedido 
por el Señor iVocurador General, se declara bien denegado el 
recurso. Xotifiquesc y repuesto el ¡xtpcl archívese, devolviéndo- 
se al Tribunal de procedencia los autos venidos por via de in- 
forme, con transcripción d* la presente. 

V BfcRMKIO. — J. FlOlKROA Al- 

corta. — R. Guido Lavallk. — 
Antonio Sacar na. 



Don Primitivo La f nenie contra (a Provincia de San Juan, por 
cobro ejecutivo de pesos. Excepción de nulidad de ta eje- 
cución. 

Sumario: 1* Acreditado cun el titulo y cupones acompañados y 
certificado de depósito otorgado por el Raneo Español del 
Rio de la Plata de esta Capital, que el actor es poseedor 
de los títulos y cupones que sirven de antecedente a la ac- 
ción, procede llevar adelante la ejecución instaurada. 

P Un pasaporte visarlo [>or una autoridad argentina es 
suficiente para acreditar ta jurisdicción de la Corte Supre- 
ma fundada en ser extranjero el demandante de una pro- 
vincia. 

Otro: Lo explica el siguiente: 
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] ALLI» lil: l.A KIKIK Sl l'Kl.MA 



l-íiitm^ Aire, hini-mlire >¡ tU- KJJS. 

Y \ i-i->-: l l ;u*:i revihvr la exee|*-iún de nulidad de !a eje- 
cuaón opuesta a fojas 2f>: 

V Con>iderandu: 



Qur mi el e-rrilo de demanda se encuentran llenados todos 
los requisitos legales y necesarios que prescribe la ley nacional 
X" 50. según lu ha considerad*' este tribunal en mi providencia 
de i.» jas 12. 

Que con el título y cupones acompañador y certificado de 
de| Visito otorgado pur el Uauco Kspañol del Kio de la liara, de 

de los tirulos y cupones ijnr sirven de antecedente a la presente 
acción. 

Que [tor ntra parte en su escrito de demanda manifiesta el 
:u'tnr i|ue se constituye en de]>ositarin de \<>^ referidos títulos y 
cupones, obligándose a presentarlos ,si asi se le ordenase. oeá- 
-üm que 1 , hubiera |»odido prin lucirse si el exeepeionante hubiere 




Que con referetteia al pasaporte agregado a fs. 7, 
do a í*. MK procede observar, que dicho documento fué 
por este tribunal como prnelta suficiente ya míe venia visado |sor 
tina autoridad argentina a fin de acreditar la jurisdicción rtfígi- 
naria de esta Corte, fojas 12. y por ello es que tic» se tumo la 
otra prueba ofrecida en el escrito de demanda ("información su- 
nuiria >. :i lo que <e agrega que el documento cuestionado tío t Se- 



cón el 



eon que se 
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ckm.s similares ( i\|iediente IV X 11 4<J. IV N" 16, f*. j$» \ \( tt vtc ^ t 
nu se han- Ihgar a la excepción de > mi ¡dad deducida, y fléve*e 
adelante la ejeuicíún hasta hacerse al acreedor inlegni jia^o 
capital reclamado. >ms intereses y costas. Hayase salier y repún- 
gase t i papet, 

A. Hkkmkjo. J. FictfsÉMi Al- 
cokta. — K. (íí iik> Lavaili:, — 
Antonio Saoarn.v 

O) Un y mu-vi- tkl filian... la Cortt Suprema sr- iiroiimidó tu 
Wiial vnUfUt vn l.i cmwi Maniría |> .r flnn Intuid» Karclii, entra | a timma 
(trovtrtcia .II- San jn.in. p-r itU-míra causa. 



PM Xitohli h*00m¡hti*>r t \ ifiu-n-tla t mitra ff, !<t>dñ$tts* /M". 
¿ucltt. pat abuso d,- mmfMÁ 

Sumario : 3& ci>rrcs|M>nde a la justicia federal el conocimiento 
de tm juicio i»ir aliuso de autorid.nl instaurado contra un 
cobrador de la Administración finiera! de l. untrrhuctón Tt- 
ritnrial. Patentes y Sellos. 

Ctiso. l.n explican las piezas sir. 



VISTA FISCAL 

- 

Fisalia. Abril m de JWf*. 

Señor Juez Federal: 

Estittfo que esta causa no corresponde al fuero federal, y 
*me, por tanto U..S. es incompetente para entender en ella, por- 
mte no se trata de ninguno de los casos previstos en el art. 3* 
de la ley N* 48. 



340 
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1.a jurisprudencia de la Oírte Suprema tiene establecido que 
"lo> jueces federales >ólo deben conocer de lo* delitos que afee- 
ten el orden nacional o que se han cometido en alta mar o en 
lugares donde el Gobierno Nacional ejerza autoridad exclusiva." 
( Véase entre otros el tallo del tomo 113. pág. 26.Í k 

I-as disecciones que invoca el recurrente, en el capitulo d" 
del escrito de que se me corre vista, se refieren exclusivamente 
a los asuntos civiles y comerciales, y solo en éstos !a distinta na- 
cionalidad de las | Kiries hace surgir el fuero federal. ( Véase el 
inciso y del an. 2' de la ley \> 48 l 

tronzóles inmuTin. 



ALTO Di: JITZ IT.DKKAI. 

Eueiv.s Aires, Abril 1] de I02«. 

Autos y Vistos, 

Y Considerando: 

<hK el delito imputado al cobrador de la Administración Ge- 
neral de Contribución Territorial. Patentes y Sellos, H. Rodri- 
gue/ fírizuela. no es ju/gable por la justicia federal, en razón dr 
que los hechos no se han producido en lujjar donde el Gobierno 
di- la Nación ejerza única y exclusiva jurisdicción. 

Que. si bien, el imputado pertenece a la Administración ti- 
ta* la. en bis casos en que interviene ésta en el cobro de patentes 
y i U-más impiie-*» fiscales en et radio dé fe Capital l-fibral y 
en lugares ajenos a la jurisdicción federal, lo hace como insti- 
tución local, y asi lo han establecido tpí numerosos fallos de ta 
Corte Suprema de Justicia de la Nación. 

One por las razones expuestas el juzgado está inhabilitado 
para pronunciarse sobre ta inconstitucionalidad de la ley a qne 
se refiere el apartado VI. 
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I'or estas consideraciones y los f mu lamentos de la vista del 
Srñor Procurador Fiscal, se declara incomi>eteiUe el juzgado 

un hL ka ^ * ■ ^ 1 ■■ * * I * 

jMr.l tlllt llall i vil I.L | 



Jantus. 



SENTENCIA ME LA CÁMARA FEDEHLAI. DK A PEI ACIÓ N 



Kucnus Aires. Juliu 27 tfc I92H. 



V istos y 



tjue e! señor Juez u 1/110 se ha declarado incompetente para 
entender en $stig cansa a mérito de las razones expuestas en el 
auto de fojas 9 y tas aducidas \h*t el Señor 'roturador Fiscal 
de primera instancia, que el tribunal aprecia arregladas a derecho. 

Que si bien el auto mencionado no se pronuncia expresa- 
mente sobre uno de los puntos en que el recurrente furnia ta com- 
|ieteiui:. de .ajusticia federal, ello no cansa su nulidad toda vez 
que a jucio del Inferior eran suficientes los fundamentos que 
invocó |iara resolver tal asjiecto de la cuestión promovida. 

<Jne. además, es de advertir que dicha argumentación tía 
sido considerada en la fiarte final del dictamen fie ís. S vta., a 
que m; refiere el auto recurrido en su jarte dispositiva . 

Por ello* se confirma, con costas, el auto íqxlado de fs, 9 
de esta querella seguida |jor Nicolás l^U'oniaggiore contra H. 
Rodríguez lirizela, por ahttóo de autoridad. Devuélvase al juz- 
gado <le procedencia. Mgrcvlitto AV. .;W<l — ¡l . !. X,w . la- 
rlimrna. — J. #?, Luna. — José Marró. 
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MCTAalC* UEL SKÑOK PROíIHAHOK (iKNKRAt 

Cuinos Aires, Xmiwnhre 17 tic 1928. 

Suprema Curte: 

l'nr razones de derecho federal (iMcrpretación del incido 
cU- la Uy 48. sobre jurisdicción y conqietencia de lio» tribuna- 
les nacionales), se ha denegado en esta causa a don Nicolás U- 
-imia^inre et tuero federal que invocó al deducir 
contra H. Rodríguez Hrizucla, sobre abus< 

Kl caso se encuentra así comprendido entre tos enumera- 
dos en el art. 14 de dicha ley y corresponde por ello el recurso 
extraordinario de ablación i>ara ante esta Corte Suprema. 

No es, pues, ajustada a derecho la decisión de fs. 2S de la 
Cámara de Apelación, que lo dentera. 

pido a \". K. se sirva declararlo 

gfl cttaíUO al fondo del asusto; por tos fundamentos de la 
sentencia tic- primera infancia, que ha hecho suyo-; la (.amar:!, 
estimo procedente la denegación del fuero federal. correspon- 
dientlo. en consecuencia, confirmar la sentencia apelada m Ja 
parte que lia jtodidn »cÉ materia del recurso, 

■ 

Horado N. Lunrta. 



FALLA OF I.A CORTE SUPREMA 

Rm-iiM* Ains. Diciembre 2\ úv l l )¿ñ, 

Autos y Vistos: 



Por lus fundamentos téjales contenidos en el precedente dio 
tánun del Señor Procurador General, que establece Jos hechos 
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y la apreciación exacta de los mismos cnn arreglo a Lis constan- 
cias de amos concordantes con los del fallo de primera ins- 
tancia que hace suyos la sentencia a| telada, se la confirma en la 
parte que ha podido ser materia del recurso. Xotifiquese y de- 
vuélvase, previa reposición del papel. 

A. Hkhmk.to. — J. Figueroa Al- 
corta. — R. Girino L AVALLE. — 
Antonio Saüarna, 



francisco .Unto, a» i'.vtnttlicwii. a solicitud de ta Embajada del 
Reino tic Italia. 

Sumaria : 1" l-as únicas dispe liciones de la legislación del reino 
de Italia, cuyo testimonio se exige en el convenio celebrado 
con dicho reino sun las referentes a la calificación del de- 
y a la |H-n:i aplicada. 




la extradición de un subdito indiano con- 
denado en rebeldía Ifs decir de un procesado) por los tri- 
huuales de ese país a la pena de once años de reclusión, por 
el delito de hurto agravado, estando pre^ripla lu RCeiVitl pe- 
nal para acusar seyún ta* leyes argentinas, por el transcur- 
so de más diez años desde la comisión del delito, y no re- 
sultando que antes de vencido ose término hubiese el reo co- 
metido otro delito. Artículos loo, inciso 1», 167. inciso 2*. 
88 y 63 del Código Penal y 22 de la ley 41 



Cuso: Iaj explican las piezas siguif rites: 
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SENTENCIA PEI. JLEZ FEDERAL 



La Plata, Junio 4 de VjJS. 

Autos y V istos : 

l^is presentes actuaciones seguidas a Francisco Aiuto, sin 
s.ihrenombre ni apodo, italiano, de 54 a 55 anos de edad, casado, 
agricultor, analfabeto, actualmente domiciliado en Uaradero, cu- 
ya extradición solicita la Embajada He Italia, ixir estar conde- 
ñadí) como autor responsable tic los delitos de hurto calificado 
y lesiones, 

Y Considerando: 



\ hu el art. 12 dt- la con vención con el Reino de liaba «leí 
16 de Junio de 18H6, prescribe que el pedido de extradición de* 
berá ser acompañado, entre otros documentos, de la "copia de 
Utt ¡ disposiciones legales aplicables al hecho imputado, según la 

Que el art. 8* del referido tratado dispone que "no será 
acordada Ta extradición cuando, según las leyes del Estado re- 
qui rente, o según Lis del pais en que el reo se refugiare, se hu- 
biera cumplida la prescripción de la acción penal o de ta pena." 

y ue verificados los recaudos acompañados, adviértese la 
"iii¡-.ióii de transcribir las dis|*osrcioms de la legislación italiana 
que rigen la prescripción de las penas y acciones penales emer- 

One en tal sitación, los documentos acompañados no satis- 
facen las exigencias del tratado, toda vez que ellos no son sufi- 
cientes para que el infrascripto pueda establecer si se ha operado 
o no la prescripción, invocada por la defensa, como lo exige et 
citado artículo 8* 




solicitada por la Emliajada úv Italia. Oficíese a la policía para 
la libertad de! detenido y devuélvanse los autos al Ministerio de 
Relaciones Exteriores. 

Rafael A. í.eguisamón. 



SENTENCIA DE LA CAMA* A FEDERAL DE APELACIÓN 

La Plata. Octubre 4 de 1928. 

V Vistos : Los de apelación interpuesta contra la resolución 
de fs. 73 dictada por el Señor Juez Federal de La Plata, en 
|08 autos sobre extradición de Francisco Aiuto, y 



Oue la solicitud de extradición, introducida por la vía di- 
plomática, ha sido acompañada con todos los recaudos estipula- 
dos por el art. 12 de la convención para la extradición de crimi- 




Que entre esos recaudos figura una copia de las disposicio- 
nes aplicables al hecho imputado según la legislación de Italia, 
íj sea. de las referentes a la calificación del delito y a la pena 
aplicable, que son las únicas disposiciones legales cuyo testimo- 
nio se exige en el convenio ; fuera de no haberse invocado en el 
caso la prescripción de la acción penal, de acuerdo con las leyes 
del Estado requirente, sino la defensa, 
el art. 8" de dicho convenio, de hallarse cumplida ta ¡ 
de la acción penal, según las leyes argentinas. 

Que, por otra parte, habiendo venido debidamente documen- 
tada la orden de captura, f s. 27. 57 y 58, contra el procesado, co- 
mo debe reputarse al requerido con arreglo a la ley italiana, en 
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cuanto condenado >óln tu rebeldía — Suprema C orte National. 
Ionio 114, pág. 2íó y pay. 3S7 — y según lo ha reputado la 
misma defensa al sostener l;i prrscri()eióu de la acción y no la de 
la pena, nanita innecesario el testimonio, esencial para la ex- 
tradición del condenado, la noli í ¡ración iU> la semencia, fie 
acuerdo c«»n la forma establecida |>or el \kú* requirentc. 

Que entrando a considerar, l*>r e-lar reunidos los elemen- 
to- fórmale-, ile l;i solicitud, la prescrqjcióu de la acción penal 
ame la- leves nacionales opuesta Contra la exiradición, cabe 
observar qn.- i nal* ¡inrrri (pie ->ea la disposición aplicable al hecho 
que motiva el proceso del requerido, esto es. la del art. 160. inc. 
1"' o la del art. líi", inciso 2 del Código Penal. como ln sostiene 
la defensa y cualquiera que fuese la disposición aplicante jiara 
la acittimlacii'iu o absorción de penas, siempre Imhri» de Herirse 
a una pena por tiempo determinado de reclusión o prisión, como 
lo es, además, ta de once años de reclusión, por hurto agrava- 
do. que le ha sido impuesta en la sentencia de la Curte de Asises 
de Trapa ni. 

Qiie habiendo sido cometido el delito el 2 de Septiembre di 
la prescripción de la acción está regida para todo lo que 
sea mas favorable al reo. por el Cotilo Penal vigente en esa 
efM^.i. ti etial exigía en el i tu. 2* de su art. 1$ el ténnino de 
diez años para la prescripción de todo delito (pie tuviere jwna 
por tiempo determinado de presidio u penitenciaria, [icnas estas 
reeuipla/adas al presente por la de reclusión, y reprimía los ro- 
los y hurtos, art. 22 de la ley de reformas, número 4ÍX*', con 
pena- ríe presidio o penitenciaria por tiempo deterrni natío, tanjo 
hace. :i -ii vi*/, con las de reclusión o ¡ ri>iói» del ( 'i'ntítí« Pi- 
na l actual. 

Que. en consecuencia, al 2 de Septiembre de 1927 se hahria 
preseripio la acción para acusar, no resultando que antes de 
vencido evr término de diez años ¡mínese el reo cometido otro 
delito, conclusión corroborada por sa carpeta biográfica de ís. T, 
acompañad:! a la solicitud de extradición» único hecho que ha- 
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hria podido ínter rumipir (.'.vi prescripción, de acuerdo con el 
art. lo de Li mencionada ley de redimías, y eti cuanto e> una 

por el art f>3 de la ley 




I\tr estos fundamentos, se confirma ia resolución apelada, 
RO haciéndose lugar a ta extradición solicitada. Hágase snlier.-- 
Jttlia H. Behcgaray. — . {alomo L. Mancnaiu. — ( ', lícita. 



FALLI) DE MS CORTi: SITRE M A 

HiK-tui> Aires. I Hcttmbrc 2(> tic 1928. 

Vistos: 

Xo Iialiicndosc impugnado en esta instancia los fundamen- 
tos de la MTitciicin apelada de ís. 70, que se consideran ajustados 
a derecho y las constancias de autos, se confirma aquélla. Xo- 
tifiquese y devuelvas*'. 

A. Ükkmf.jo. — Fiotkroa Al- 

COHTA. — R. ÚVIOO L.WAM.E, — 

Antonio Sacar na. 



Pon León QtttíthcHghi m tiatfts con el Pisen de ta P roe ¡neta dr 
Sun Jtuni. por cobro tic parís; sobre jurisdicción oritjim- 
rm éé la Corte Sitpnma. 

Su murió : Xo corresponde a la jurisdicción originaria de la Cor- 
i t- Suprema sino a la de los jueces federales, el conocimien- 
to de un inicio por ejecución de una fianza, instaurado con- 
tra un agente consular. 

( oso: Lo explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENI: RAL 

i 

Butnos Aires, Noviembre 21 ele 

Suprema Corte: 

La Provincia de San Juan demanda a don León Ottolhen- 
íílit por cobra de pesos en ejecución de una fianza que éste dió 
a favor de) colector fiscal de rentas de dicha provincia don Vi- 






La acción ha sido 

justicia local íle 

i el expresado colector no existe radicada causa 
ííuna en la provine» por las razones dadas por el representante 
de ésta, en el punto tercero de la demanda de fojas 3. 

Es- un hecho reconocido por las partes y aceptado por las 

sentencias dictarlas en la causa, que el demandado inviste i*¡ 
cargo de agente consular de Italia en dicha provincia. 

Lo dicho hasta para considerar ajustada a derecho la in- 
conipcteiKÍa de la justicia Iwal fiara Conocer en la causa, aireada 
i.or el demandado, según lo estahleee el inciso 3?, art. 2* de (a 
ley 48 y doctrina de V, E, (tomo 34, pág. 249), que hace ex- 
tensivo a los agentes consulares el beneficio del fuero federal 
que la disposición legal citada acuerda a los cónsules y vicecón- 
sules extranjeros citando se trata de causas que versan sobre 
negocios |taniculares de ellos. 

No puede obstar a esta conclusión la naturaleza de la de- 
manda deducida porque ésta no tiene por objeto el cobro de im- 
puestos fiscales contra contribuyentes de ta misma provincia 
actora, caso en que la justicia local debe conocer» en las cansas 
con exclusión de toda otra jurisdicción judicial, según lo tiene 
resuelto uniformemente esta Corte Suprema. 
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Soy, ]*>r ello, de opinión que el conocimiento de la presen- 
te causa corresponde a la justicia nacional, debiendo revocarse en 
tal sentido ta sentencia de fs. 96 vta. f en cuanto ha podido ser 
materia del recurso. 

Horacio R, Larrcta. 
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Bueno* Aires, Diciembre 26 de 1928. 

Y Vistos : El recurso extraordinario interpuesto y concedi- 
do contra sentencia de la Corte de justicia de la Provincia de San 
Juan, que no hace lugar a la exección de incompetencia de ju- 
risdicción de la justicia local, opuesta por don León Ottolhenghi 
en el juicio de apremio que te sigue el Fisco de dicha Provincia, 
sobre cobro de pesos. 



Que las actuaciones det litigio establecen que demandado 
como fiador de un colector fiscal de la provincia, el recurrente 
declinó el fuero de la justicia local y se acogió a la jurisdicción 
de los tribunales federales, invocando al efecto su calidad de 
extranjero y de agente consular de Italia, antecedentes que no 

Que sean cuáles fueren tas relaciones jurídicas que emer- 
gen del contrato de fiama entre el fiador y aquél para ante 
quien se otorga la garantía, — cuestión de derecho común que no 
puede ser considerada en el recurso extraordinario, — es lo cierto 
que, siendo evidente como lo expresa la sentencia de fs. 82 con- 
firmada por sus fundamentos, que no es aplicable al caso el ar- 
ticulo I», inciso 4* de la ley 48, porque ta causa no afecta los pri- 
vilegios y exenciones de un vicecónsul, no es menos cierto que 
la demanda versa sobre 
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lar aludido, y til consecuencia es de estricta aplicación a! sub 
jmlicf el art. 2", iiicis<» du la citada lev 48, u en otros términos:, 
«pie tío | trocéele en el de autos la jurisdicción originaria de esla 
Curie, sino la de los Jueves Nacionales áe Sección, ríe acliepdo 
con dichos preceptos legales y la enlistante jurisprudencia fie es- 
U- I "iíninal. i I-'uH.ih: mtii*» 1". pá^. 1*7: nmm .vi, ftt% 21°: !¡«- 
rtio 8S, pájí. 42; lomo 123, pájí. 154, entre otros), 

• Por estas consideraciones y atenta la naturaleza de ln causa, 
que no se refiere como se lia pretendido, al colirn de impuestos 
fiscales, se declara «pie su conocimiento corresponde a la justicia 
federal, y en consecuencia, de conformidad con el precedente dic- 
tamen del Señor Procurador ( jt ncral. se revoca la sentencia ape- 
lada en cuati [o ha podido ser materia del recurso. Xotiíiquesc y 
devuélvanle at trilmnal de procedencia previa reposición del 
papel 

A. Ul-KMKJO. J. F Hit 'ERO A Al.- 

corta. — R. Crino P\vvt,ir. — 

As TOMO SaOAKWV. 



//lU-iVír/íT*. r v 0<r. twttm 4 Gnfrienw Xtit ímmt, sobre hi- 
Suutff io: 1 ' f.a jurispr «deuda de !a Corte Suprema sólo h;i ex- 
cejH liado del requisito de la reserva o protesta al efectuar el 
pajju de impuestos cuya devolución m- demanda, a las accio- 
nes rnuTuentes df semencias pronunciadas en Juicios eje- 
cutivos o di- apremio, por lo que es incesnria la protesta 
previa, para ipie proceda una demanda por repetición de 
una suma de dinero pagada en concepto de importación 
de mercai Ut i as ijne se dicen exentas de todo [rravnmeti 
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*t Los "errores" a que se refiere» los ;irts, 426 de las 
Ordenamos y 20 de la ley 11.2K1 ^tetidos \xx la Aduana 
en las operad- mes de importación", son aquellos que, según 
Ins términos del art. 427 de las citadas Ordenanza*, "resul- 
tan t vidnm- en t©s do^tMeníoS tfi admitir proba» 
extrañas a dichos documentos" para 

Caso-- Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL JBW FEDKHAL 

■ 

Y Vistos: L'»s promovidos por Ilanscndever v Cía. contra 
b Nación, *.»htv .tcvnlneii'.n de .lim-ni por ¡tupiuM.. im!d>ida- 
nictitc cobrados* 

Y Considerando : 

|o Que la actora manifiesta en su demanda de f.-. ó. que la 
Aduana" le fe Capital le indcliidatnenu- ;-i fwiüwptn de 

impuestos aduaneros, cuatro mil novecicnt- treinta y seis pesos 
con cincuenta y ocho centavos m'n. sobre iiKreaderias que no 
estahan sujetas a derechps. pites, tratándose de herramientas de 
hierro y acero para artesanos, no existe derecho que ¡as grave 
y así ló c lisióme la ley 11.281 en su art 4-'. inciso 5». Agreda la 
actora que el UmisU-rin de Hacienda dictó en Diciembre ló de 
1924 una resolución aclaratoria de la situación creada, en cuya 
virtud no cahe duda de la improcedencia del cobro exigido. Se- 
ñala que nu formuló protesta al verificar ese pago, pties ello 
no es necesario a estar a lo que disponen los arts. 42u a 4J3 de 
las ordenanzas de Aduana y [Jorque la jurisprudencia de la Su- 
prema Corte que exige la protesta o reserva al pagarse los im- 
puestos, no se refiere a los casos de pago por error, smó a los 
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impuestos cobrados mediante leyes declaradas inconstitucionales, 
siendo de notar que en este caso no hay propiamente lev que 
imponga el gravamen exigido. Luego de insistir en esm concep- 
tos, termina solicitando se condene a la Nación a devolver el 
importe del impuesto indebidamente cohrado. con intereses y 
costas. 

Solucionada la cuestión de competencia suscitada a fs. II 
vuelta, mediante los autos de fs. 12 y 18, la actora amplia su 
demanda por la suma de diez y ocho mil trescientos treinta y un 
pesos con sesenta y nueve centavos m'n. presentando el señor 
Procurador Fiscal su contestación a fs. 33, en la que expone 
que ¡so existe protesta por («irte de la actora al verificar los pa- 
gos cpie dice haber realizado, por lo que no cabe hacer lugar 
a la demanda. Aparte de ello, indica que la actora no habría ex- 
Itcrimentado perjuicio al pagar ese impuesto, desde que al ven- 
Éef su mercadería debe haliérle cargado al consumidor el co- 
rrespondiente importe y por lo demás, el art. 148 de las orde- 
nanzas de aduana resuelve clara y terminantemente el caso, des- 
de que la adora no formuló ol>scrvación de 
en su oportunidad. Asimismo hace presente que el art. 
aquéllas confirma li» que disfume el precepto antr> mencionado. 
Luego de otras reflexiones, pide se rechace con costas la de- 
manda interpuesta. 

2* Oue atentos los términos en qué" lia quedado planteada la 
litis, conviene traer a cuenta la jurisprudencia de la Suprema 
Ci Tte que en concepto del suscrito, resuelve el caso. 

Según esa jurisprudencia, se trataría de un caso regido por 
conocidos principios de derecho público y no por lo que estable- 
ce acerca de pago indebido o por error el Código Civil. 

Aplicando ese criterio, la Suprema Corte tiene establecido 
con reiteración, que para poder e,urso a una demanda de rene- 
mente, es indispensable demostrar que el pago ha sido realizado 
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formulando protesta o reserva de repetición ; tomo 99. pág. 355 ; 
tomo 100, pág. 5; tomo 101, pág, 10; tomo 102. pág. 204; tomo 



103. pátí. 3X9: tomo 105, 
tomo 110, pág. 127; tomo 
tomo 




; tomo 107, págs. 134 y 240; 




el pensamiento re- 
o reserva previas, ha 



3' Que al 
laciouado con la exi 
diclm textualmente lo que 



"La formalidad de la protesta ha sido considerada por esta 
Corte en varios casos de fecha posterior a la sanción del Código 
Civil, como ttn requisito necesario jara la procedencia de de- 
mandas de naturaleza de la presente." 

"La exigencia del pago previo de los impuestos, con la co- 
rrespondiente protesta, para que el contribuyente pueda c zurrir 
a los jueces resfiectivos pidiendo la devolución de lo indebida- 
mente pagado, no ha respondido en (a jurisprudencia invocada, 
al propósito de constituir la prueba del pago, que consta en los 
recitas otorgados por la Administración sino al de no paralizar 
la recaudación 

Agrega la Suprema Corte después, que su jurisprudencia, 
"concordante con otras ríe la mayor autoridad, no es contraria 
al art. 784 del Código Civil, porque las disposiciones de éste 
son de aplicación inmediata a actos regidos en su causa, formas 
y efectos por el derecho común y solo subsidiariamente se ex- 
tienden a las relaciones entre la Administración y los goberna- 
dos, que forman ta materia propia del derecho público." 

Añade, "que la repetición de lo pagado |)or error en las re- 
laciones de derecho privado, fundada en el principio de que na- 
die puede enriquecerse a expensas de otro, no es aplicable con 

COn el Estado en lo referente a 

Dice también la Corte, "que si el pago es nulo, por la in- 
validez ile la ley misma que lo ordena, en concepto fie ser viola- 
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loria de las garantías acordada* a his contribuyentes por la 
Constitución Nacional, el punto del*- decidirse con arrullo a lus 
preceptos de e*ta última y no del Código Civil, que no se i nutra 
de leyes de impuesto*: como asimismo es de tenerse en cuenta, 
que la protección acordada |«>r la Nación a las garantías eons- 
tít»iÉ$onaU-s, mediante sus tribunales, uo es incondicional ni ili- 
mitada, estando al contrario sujeta a restricciones expresas y a 
otras que surgen de principios generales liicn definidos." 

Tratando esta materia, si bien reconoce Cooley. que la le- 
K islam ra no puede retirar el derecho para recobrar impuestos 
¡legalmente establecidos admite que la> condiciones susceptibles 
de int| m inerme al ejercicio del derecho de recobro no deben ser 
fie naturaleza tal, que prácticamente lo bagan de ningún valor 
Derecho constitucional de los KK. l'L". de América, pág. 317. 

Y suhre t\»it' particular dice (Jilo Mayer: "para llevar a 
buen fin. la relación jurídica creada ¡mr la imposición legal, 
las dos partes deln-n ejecutar actos tendientes a conservar sus 
derechos: |a Administración, para hacer valer el derecho al im- 
puesto, y el sujeto, para defenderse contra pretensiones mal 
fundadas. No realizados en lienq»» dichos actos, aquellas partes 
experimentan el perjuicio de incurrir en la pérdida de sus de- 
rechos. De ahí, que la emisión de hacer en ticnqio útil, ciertos 
netos, entrañe la pérdida fiel derecho de hacer anular una impo- 
sición ilegal." l e droit administran t alleniaud. IV partie spé- 
ciale. págs. 232:9. 

Aplicando esos conceptos al caso .utb jmiht\ se echa de ver. 
que el requisito tan simple y de tal fácil realización, como es el 
de formular una protesta en el acto de pagar el impuesto que 
se alega no existir, no significa ciertamente establecer una con- 
dición que haga prácticamente imposible conseguir la repetición 
de lo pagado. 

Finalmente, cabe poner de relieve, (pie la Suprema Corte 
ha manifestado "que en la misma esfera del derecho común, y 



m: jt sucia ni; la nación 



a Ims fines de dar estabilidad :t h s relaciones jurídicas, la ley ha 
dado en muchos casos valide* a actos en si nulos, enmo son los 
instrumentos hechos ]*- >r funcionarios futra del distrito señala- 
dci jiara sus funciones, o c|tie carecen de las Cualidades o con- 
diciones necesarias para el nombramiento o que han sido suspen- 
didos. destituidos o reenq >Iazados cu otros (arts. OSO. <)«]. $jg| 
983 y 991, Código í ivil j Suprema Corte, tumo pág. 355: 
tumo KXi, pág. 5 y otros. 

contemplado este pleito, desde el jauito de vista 
en Iris ordenanzas de Aduana, ohserva el suscrito, i|iie 
d refutóte de la protesta o reserva de repetición estudiado pre- 
cedentemente, no pugna con lo establecido en los arts. 426, 427, 
42K, AM y 4,Í4 de dichas ordenanzas. 




Invidentemente esos preceptos legales 



ai impor- 



tar 1< ir verificar recia 1 ilaciones ;i la Aduana por errores cometí- 
ilus en su contra en las operaciones cíe importación, jhto ello 
lio significa que no pueda tener aplicación la recordada juris- 
prudencia de la Su]. rema t one, desde que tales preceptos y tal 
jurisprudencia son perfec tatúenle com¡ «tibies sin ningún génc- 

1W Último, tratándose en el presente caso de mercaderías 
de tlesj nicho directo, piensa el suscripto que "a fortiori" tiene 
ineludible aplicación la susodicha jurisprudencia, a mérito de que 
el art, 14K de las ordenanzas de Aduana dispone que después 
de desdichado, aforado y entregado un artículo, la Aduana no 
reclamo alguno sobre aforo, cal ¡dad, avería de la mer- 

Por las consideraciones que preceden, fallo; rechazando la 
demanda interpuesta por Hasenclever y Cía. contra la Nación, 
sobre devolución de impuestos aduaneros indebidamente cobra- 
dos y pagados sin protesta de oportuna notición. Costas por 
su orden, atenta la naturaleza de la causa. Notiftquese, 
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SKNTKXCIA 1>K LA CÁMARA KEIJEHAl. DIC APELACIÓN 

Bueiws Aires, Mayo 7 <k IÍÜ8. 

Vistos y Considerando: 

Que los "errores" a que se refieren los arts. 436 de las < >r- 
denanzas y 26 de la ley 11.281 "cometidos por la Aduana en 
las operaciones <ie importación", s-m aquellos rpif. según ln> 
términos del art. 427 de las citailas ordenanzas, "resultan eviden- 
tes en los documentos, sin poder admitir pruebas extrañas a di- 
chos documentos", para justificar Ins. 

■(Jue |wira desestimar la demanda Isistaria la consideración 
prevedenie y la circunstancia acredita» ta en el suh lite, de que la 
reclamante i>ara "justificar el error*' en que fundamenta su ac- 
ción se ve obligada a argumentar a liase de "pruebas extrañas" 
a los documentos aduaneros de despacho. 



Que. además, median las consideraciones de hecho y de de- 

recho concordantes que la sentencia recurrida invoca. 

Por ello, de acuerdo con lo manifestado por el Señor Pro- 
curador Fiscal de Cámara y sus fundamentos, se confirma, con 
costas, la sentencia apelada de fs. 74, que rechaza la demanda 
interpuesta por Hasenclevcr y Cía. contra la Nación, sohre de- 
volución de impuestos aduaneros indebidamente cobrados y pa- 
gados sin protesta de oportuna repetición. Devuélvanse y re- 
póngase las fojas en primera instancia. — T. Arias. — Marce- 
lino Escalada. — H. A. Xacar Anchorcna. — J. P. Luna. — f 
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Km-nos Aires. Diciembre 26 de l')2B. 



Cousideraudu : 



■ causa versa sobre h notición de una suma 
pagada por el actur a la administración (Je la Aduana, en con- 
cepto de impuestos de imanación a determinadas herramientas 
de hierro, cjue se dicen exentas de todo gravamen. 

Que al contestarse la respectiva demanda se han opuesto 
dos execciones que. por su naturaleza son de previo pronuncia- 
miento. |wr cuanto ellas afectan a la procedencia de la acción 



Se refiere la primera a la falta de venia del Congreso para 
a la Nación, venía que no se ha creído necesaria en 
el presente caso. \mr auto firme de la Cámara Federa! de fs, 18 
por no haber sido recurrida oportunamente por el Ministerio 
Fiscal y que por dicha circunstancia se halla en ei momento fue- 
ra del alcance de ta jurisdicción que por apelación ejerce esta 
Suprema Corte, 

Que en cuanto a la segunda cuestión planteada, relativa al 
pago de los impuestos cuya devolución se demanda, sin reserva 
o protesta alguna, hecho indubitado, en el sttb lite, corresponde 
recordar que la jurisprudencia del tribunal sólo ha exceptuado 
de aquel requisito, a las acciones emergentes de sentencias pro- 
nunciadas en juicios ejecutivos o de apremio, que por su condi- 
ción de sumarios, están sujetos a revisión, por la vía ordinaria, 
como lo declaran las leyes de procedimiento (art. 278. ley 50) ( 
caso que no está en discusión en el presente. 

Que con respecto a la necesidad de la protesta previa, a que 
se refiere el punto que se estudia, liasta con referirse a los faltos 
y doctrina invocados por el señor juez de Sección, en su clara 
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sentencia de ís. 74, cuyos argumento* principales lian sido acer- 
tadamente transcriptos 011 t-íki. trullos: tomo W. pág. .155; tumo 
llf., pág. _**>; tomo Ili*. pag. 347: tomo 1J0, páy. 98, entre 



íjtte aún citando la taha <k 1 requisito previo de la protesta 
constituye liase suficiente pura determinar la improcedencia du 
esta demanda, corres] tomlc agregar «pie la ítiterpretación que de 
Jas ordenau/'is de aduana y de las franquicias que acuerilan 
otras leves a lo* ; 'istrumentos de traliajo, han sido interpretadas 
justifieraiut-me en ios fallos de primera y de secunda instancia, 
a cuyos fundamentos pertinentes se remite esta Corte. 

Por esto, se confirma la sentencia a] telada de fs. 75, bajo 
el concepto de los dos recursos concedidos. Xotifiquese y de- 
vuélvanse reponiéndose el papel ante el juzgado de origen, 

A. liKRMKJO. — - J. Kli'iL'KKUA Al.- 
CORTA. — K. Oí* IDO L.WAIXK. — 

Antonio S.\<;.\rna. 



1 3 » Kri ta 111 i *tna iVdra s t - iliclú ic!éutii"i rest>liR-i('m en l.t cansa se- 
guida T"-r 1 irllaxoppa. S<e¡itl:nl Anónima ? t '< ■inercia 1 contra ta Vaviñu. 
por ta »!¡»ma cansa. 



Ira ¡.acama contra el Pane a lfif>( 
sofrn- nuíidéd de mi escritura tic hipoteca. 

Sumario; V f Xo lialiieudo invocado el recurrente precepto algu- 
no de las leyes especiales discutidas y aplicadas (XI 72 y 
lO.fvTif. pira fundar el derecho aplirahle a su gestión ju- 
dicial, no puede decirse que exista, a su respecto, decisión 
contraria al derecho invocado por é!, que llaga 
el recurso extraordinario del art. 14, ley 48. 



DE jrSTICTA OE LA X ACIÓN 



2' El conocimiento que el que acepta una segunda hi- 
|«itci"i en segundai! de su crédito, tiene- de la constituida 
en pri&Kt termino a favor del í lañen Hipotecario Xacio- 
nal. comporta la aceptación de Jas condiciones a que se ha- 
llaba sujeto e] propiciar i¡i hipotecante de acuerdo con la ley 
orgánica del Banco, las cuales quedar incorporadas a la 
constitución de la nueva garantía, y no puede, en conse- 
cuencia, el secundo acreedor hipotecario, invocar en su fa- 
vor el lieucftcio de cláusulas constitucionales para soste- 
ner la invalidez de aquello que aceptó* implícitamente como 
su propia ley. 

»í" VA principio de que lu propiedad es inviolable cede 
ante una sentencia fundada en ley. 

4' La garantía constitucional de la inviolabilidad de la 

defensa y de que nad'e puede ser condenado sin audiencia 
previa, no puede decirse violada en un caso en que el reeu- 
rente expuso in r.xtrnso las rabones que en su sentir inva- 




DICTÁMF.N DEÍ. SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

■ 

BtKikH Aires, Abril 2\ do p)2fi. 

Suprema Corte: 

Se discute en la presente causa, seguida por don Alejandro 
Laxcano contra el líanco Hipotecario Nacional, la validez de la 
cancelación de una segunda hijioteca hecha a jtedido del Banco 
demandado en la convocatoria fie acrecí li tres di- «Ion losé Ta¡;¡m. 

Es verdad que en la causa se ha discutido la inteligencia y 
aplicación de las leyes números «172 y 10.676 sobre funciona- 
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miento del Maneo referido en las cuales éste, y no el actor re- 
currente, había fundado sus derechos ; peni la sentencia defini- 
tiva de ís. 82 dictada \xtr la Cámara de Apelación en lo Comer- 
cial, ha resuelto la causa reconociendo que la cancelación había 
sido decretarla |Mir el Juez, en virtud de lo dispuesto jior el art, 
3.200 del Código Civil, lo que hacia inaplicable al caso la pres- 
cri|«ci[>n contenida en el art. 31'ífi del mismo Código invocad» 
jwir el actor, el (pie se reitere a las hqwteeas no canceladas. 

Como se ve, el litigio ha quedado resuello por la interpre- 
tación y aplicación de disposiciones de derecho común irrevisa- 
bles por esta Curte Suprema y que son suficientes, por otra par- 
te. ]iara sustentar el fallo afielado con prescindencia de toda otra 
Cuestión de carácter federal que aparezca en la causa. 

pin cuanto a la invocación de la xaranua referente a la in- 
violabilidad de la defensa en juicio que acuerda el art. 18 de la 
Constitución Nacional hecha por el apelante, no aparece vulne- 
rada dicha garantía como se sostiene a ís. 86, ya que ella como 
lo tiene resuelto V, \í, se cumple cuando, como en el caso fie autos, 
el litigante ha sirio oido y ha hecho valer sus derechos en la for- 
ma y con las snlemn ¡dudes establecidas j»or las leyes de proce- 
dimientos. 

Soy |»or eflo dé opinión que corresponde declarar mal cun- 
cedidu ta apelación de ís. 87. para ante esta Corte 
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Bueims Aires, Diciembre 28 «le 192R. 

Autos v Vistos: 

■ 

Considerando : 

One el actor ha fundado su demanda sobre la nulidad de 
cancelación de una hi[xitecn en que el líanco Hipotecario Nacio- 
nal al pedir y obtener la adjudicación de 
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y | consiguiente cancelación de las hqxnecas inscriptas en el 
registro respectivo conforme a lo prevenido por los arts 58 y 
M de las leyes 8172 y 10676, ha violado disposición*, apresas 
del C íKhf-o Civil y especialmente la del art. 3196 del mismo. 

Que el Banco Hipotecario Nacional para solicitar el recha- 
zo de la acción ha invocado en su favor los arts. 58, 59, 60 y 76 
de su ley orgánica X'-' 8172 con las modificaciones introducidas 
por la N» 10.676. 

Que el actor a su turno en el alegato de fs. 29 arguyo con- 
cretamente la inconstitucionalidad del art. 76 de la ley 8172 y 
de Jas demás disposiciones invocadas por el dmandado por ser 
repugnantes a los arts. 17 y 18 de la Constitución para el caso 
dv que aquellas fueran cntendúlas y aplicadas, en la forma sus- 
tentada l>»>r el Banco al contestar la demanda. 

Que no habiéndose invocado | W el recurrente precepto algu- 
no de la ley orgánica del Banco para fundar el derecho apli- 
cable a su gestión judicial, no cal* decir míe exista a su res- 
pecto, decisión contraria al derecho invocado por él. como lo re- 
quiere el inciso 3* ,irt. 14 de la ley 48 y los argumentos de de- 
recho civil y de hecho que la sustentan son de todo punto ajenos 
al recurso extraordinario. Art. 15, ley 48 

Que en estas condiciones la cuestión relativa a la procedencia 
del recurso quedaría circunscripta a salwr sí las disposiciones de 
la ley nacional en que el Banco asentara sus pretensiones y que 
fueron aplicadas en el juicio, han podido ser argüidas de in- 
constitucionales por filarse en pugna con lo dispuesto por los 
arts. 17 y 18 de la ley fundamental. 

Q«e acerca de esto debe oWrvarsc que tanto la sentencia 
de 1» instancia como la de la Cámara Comercial, han sentado la 
conclusión, que envuelve una cuestión de hecho insusceptibte por 
consiguiente de ser revisada por esta Corte, que el demandante 
al aceptar la segunda hqioteca en seguridad de su crédito tuvo 
pleno comKriniiento de la constituida en primer término en favor 
del Banco y consiguientemente de los privilegios que su ley or- 
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pánica estatuía, cono asimismo de la existencia de ta ejecución 
hipotecaria y de su estado actual. 

Que siendo esto así. esc conocimiento comporta la acepta- 
ción de las condiciones a que se hallaba sujeto el propietario hi- 
jn uceante de* acuerdo con la ley orgánica tlel Uanco. las cuales 
quedaron incorporadas a la constitución de la nueva garantía. 
I'*l demandante, por consiguiente, no puede invocar en su favoi 
el Iw-iieficin de cláusulas constitucionales para sostener la inva- 
lidez «le aquello que aceptó iniplic ¡tan lente como su propia ley. 

Que a mayor abundamiento ealx- observar que la cancela- 
ción ordenada |Kir el anto judicial cuya nulidad se pide en el 
presente juicio, no lia privado al recurrente de fas garantías ase- 
guradas por los arts. 17 y IX de la Constitución, lis cierto que 
la propiedad es inviolable. |)cro el principio cede ante una sen- 
tencia f mulada en ley representada en el caso por el primer auto 
que ordenó la cancelación y muy princíj talmente por la que en el 
presente juicio lian pronunciado los tribunales del fuero ordi- 
nario. Es verdad, también, que es inviolable la defensa en jui- 
cio y que nadie puede ser condenado sin audiencia previa, perú 
no lo es menos que el recurrente cu esta demanda ha expuesto 
in xtfttso las razones que en su sentir invalidaban el auto orde- 
nando la cancelación y ellas son sin duda las mismas que hubiera 
hecbo valer en el juicio en que se ordenó la medida de halter 
sido citado. Ha atacado la validez de la resolución reexaminando 
las razones que la determinaron en un largo delratc con el Ban- 
co y el nuevo hecho de (pie el resultado le fuera adversa no auto- 
riza la conclusión de que, en tales condiciones, se le haya privado 
de la garantía constitucional asegurada por el art. 18. 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo dictami- 
nado por el Señor Procurador General, se declara improcedente 
el recurso extraordinario concedido a fs. 87. Notifiquese y re- 
puesto el ¡Ki|iel archívese. 

A. Bermejo. — }, Ficueroa Al- 
corta, — R. Guido Lavalle, — 
Antonio Sacar na. 
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COSI techa tres de Diciembre de mil novecientos veimiuch» 
fué confirmada j»or la £orte, la sentencia pronunciada i*r»r la Cá- 
mara Federal de Apelación de La Plata, la que confirmó, a su 
vez, la dictada por el Juez Letrado del Territorio Xacional de la 
Pampa Central, que condenó al procesado Dniiingo Sereno Oyó- 
la, a sufrir la pena de doce años de prisión, accesorias legales y 
costas, como autor del delito de homicidio y rnlm perpetrado en 
la persona de José iVigtfio, el (lia 28 de Diciembre de 1920. en 
Winiíreda, jurisdicción del expresado territorio. 



En la misma techa Ta Corte Suprema por los fundamentos 
del diclameu tlel Señor Procurador, uo hizo lugar a la queja de- 
ducida por doña Teresa Rafael tle Frangí, en autos con la Caja 
Xacional de Jubilaciones, y Pensiones de Kmpleudi» y Obreros 
Ferroviarios, ni razón de que la semencia recurrida de la Cáma- 
ra Federal de Ajielación de la Capital, había denegado la pensión 
solicitada, por considerar que no se había acreditado en autos, los 
años de servicios prestado ]*ir el es] miso de la recurrente, necesa- 
rio:, para obtener el lieneficio requerido; resolución que decidió 
la causa |mr razones de hecho y pruclia ajenas a la interpretación 
de cláusulas constitucionales, tratados o leyes especiales e irrevi- 
sible por el tribunal en el recurso extraordinario que acuerda 
el art. 14 de la ley 4K. 



Kn la misma fecha no se hizo lugar a ] a que ja deducida por 
la Sociedad Singer Sewiug Machine Coivqiaiiy, aislando de una 
resolución tle Aduana, dado que la sentencia dictada por la Cá- 
mara Federal de la Capital, apelada por via del recurso extraor- 
dinario autorizado t«»r el articulo 14 de Ta ley 4H. se había Timi 



364 



t-' AL LOS DE LA CORTE SUPREMA 



tarto, (ti el caso, a decidir la cuestión en litigio analizando c inter- 
pretando puntos rte hecho y pruelin extraños al recurso intentado 
rte puro derecho federal, crmio lo dispone el art. 14 de la citada 
ley 4.S y la constante jurisprudencia del tribunal. 



Fn la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida por 
doña Dolores Romero de I'ríoli en autos con la Caja Nacional de 
JiiliilaciniH-s y Pensiones de Fmpfcados Ferroviarios, sobre pen- 
sión, en razón de cjue la sentencia recurrida dictada por la Cá- 
mara Federal fie Ablación de la Capital, había denegado la pen- 
sión solicitada, |ior considerar que no se hahia acreditado en autos, 
que el esposo de la recurrente hubiese quedado incapacitado para 
el trahajo. a consecuencia de un accidente que hahia sufrido; re- 
solución que decidió la causa jior razones de hecho y pruelía aje- 
tas a la interpretación de cláusulas constitucionales, tratados o 
leyes esenciales ir ri visibles por la Curte Suprema en el recurso 
extraordinario que acuerda el art. 14 de la ley N> 4X. 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida por don 
Rodrigo lír iones en los autos "Vicente Grisoíía contra Allwrto E. 
Cruz, sobre desalojo", por ajtarecer de la propia exposición del 
recurrente, que la cuestión debatida hahia sido resuelta en las 
instancias ordinarias del pleito, interpretando y aplicando para el 
caso preceptos de derecho común contenidos ett una ley r procesal 
de orden local y Código Civil, como también analizando puntos de 
hecho y pruel«u todo lo cual es ajeno al recurso extraordinario 
de puro derecho federal como lo disponen los arts. 14 y 15 de la 
ley m 48 y la constante jurisprudencia del tribunal al 



Fn cinco del mismo no se hizo 




a la queja deducida pot 
Ce 
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licia de la Sección 2* de la Capital, pu, abuso de autoridad, en 
razón de que la denuncia formulada |x»r el recurrente, habia sido 
desestimada en razón de (|iie la Policía de la Capital, al prohiliir 
el uso del aparato eléctrico explotado por et querellante, había 
ttsadn (le facultades inherente* a sus» funciones, dado que tal uso 
podría Mgnificar la violación de! art. 1 V de la ley 4097, sobre jue- 
gos prohibidos ; y en tales condiciones y aún admitiendo que se en- 



das por los arta. 14 y 15 de la ley 48 para la procedencia del re- 
curso extraordinario, la cuestión resuelta no podría generarlo, 
desde que. se trataría de la interpretación de los arts. 248 y 251 
del Código Penal, esto es, de cuestiones de mero derecho común 
y de hecho, expresamente excluidas de aquél |*>r el art. 15 de la 



Kn la demanda entablada por don Domingo Schoo contra la 
Provincia de Buenos Aires, j>or devolución de una suma de di- 
nero cobrada en concepto de impuesto a la herencia, el represen- 
tante de la demandada al evacuar el traslado que le fué conferido, 
manifestó avenirse a devolver al actor la suma reclamada, pero 
que su parte en razóti de ta forma en que era contestada la deman- 
da, debía ser eximida del pago de los intereses y costas. La Cor- 
te Suprema con fecha 5 de Dicienil>re de 1928, de acuerdo con lo 
resuelto por el tribunal en casos análogos, falló la causa decla- 
rando que la demandada debía devolver al actor en e) plazo de 
treinta días la suma de quinientos setenta y seis pesos con treinta 
y cinco centavos moneda nacional de curso legal, con sus intereses 
al estilo de los que cobra d Banco de la Nación Argentina desde 
el día de la notificación de la demanda, ordenando que las costas 
fuesen abonadas en el orden causado, atenta la anturalexa de las 
cuestiones delíatidas y la forma en que fué trabada la litis. 



Con fecha siete se declaró improcedente el recurso deducido 
|ior don José Vidales en autos con la Municipalidad de la Ca- 
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pital. sobre desalojamiento, ni razón ríe no halierse interpuesto 
tu término ¡tara ante la Cune Suprema, recurso alguno de ape- 
lación, y el de hecho deducido ante tm rnagistradn que no dictó 
la resolución definitiva, comí) lo hacia constar el Juez de Primera 
Instancia en lo Civil, resultalm interpuesto en actuaciones inciden- 
tiles relativa-, ;il cumplimiento de la sentencia y destinadas a ob- 
tener l:i nulidad de lo actuado ymr supuestos vicins de procedúuicn- 
to, lo que, no puede ser materia del recurso acordado por los ar- 
tículos 14 y 15 tle la ley X" 4K. 



V.n la tu i sina fecha no se hizo lugar a la queja deducirla |ior 
JffiXi C arlos Silva Rerrer en autos con mi es]msu Ksther Ofelia 
Sales, por supuestas lesiones, en razón de que no habiéndose ex- 
presado ni ínter] muer la ablación que r*c tratalia del recursu ex- 
traonlinario autorizado |xir e! art, 14 de la ley 48. del* enten- 
derse que se había interpuesto el ordinario, siendo éste impro- 
cedente ]mr no encontrarse comprendido en ninguna de las si- 
tuaeione* previstas en el art. ¿l v de la ley X*-' 4055; agregándose, 
además, que aún en el sti]»ucs' de que el recurso deducido fuese 
el extraordinario del art. 14 tle la ley 4K. cabía observar, a mayor 
abundamiento, que sólo se traíala de mistiones relativas a la pro- 
cedencia o improcedencia de medidas de prueba, es decir, puntos 
fie derecho cnimúi ri-yidos |nir leves procesales y por consiguiente 
extraños al recurso extraordinario de puro derecho federal, anulo 
lo que dis]Hii lt - U cita referida. 



Kn la mistna ícrha xe declaró improcedente la queja deducida 
]Mir don Juan I ¿oiningo i 'hiappara en autos con el Instituto linio 
Argentino de Seguros, sobre cubro de peso*, en razón «le la que 
Causa había sido decidida por razones de derecho procesal re- 
lativas a la interpretación de la lev 4550. sobre caducidad de la 
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instancia y por aplicación de distinciones de 
ajinas al nvmsn interpuesto, íArt, 14 % la ley 4St. 



Con flecha diez mi se hizo lugar a la queja deducida i*or «Ion 
I lenncliudo Rocha en el concurso civil de* clon Heribcrto Keti- 
ny, por aparecer de la propia exjiosieión del recurrente, que és- 
ta había sido designado sindico de dicho concurso y la resolu- 
ción de que recurría se I ¡ni ¡tal a a removerlo de tal carácter por 
aplicación analógica de los incisos 5'-' y 6'-' det art. 398 del Có- 
digo Civil, por encontrarse concursado, a su vez, y por haberlo 
asi sc.TicitaiIo alguno de los acree<lores. es decir, que el caso se 
había resuelto a mérito de disixisiciones de derecho común, aje- 
nas eiI recurso extraordinario de puro derecho federal que auto- 
riza el art. 14 de la ley N» 48, 



[•ai la misma fecha no se hizo lugar, igualmente, a la queja 
deducida i*ir don Bautista Chide en autos con doña Juana Ro- 
vatti, snhre alimentos y litis expensas, por aparecer de la pro- 
pia exposición del recurrente que el caso había versado sobre 
puntos de derecho común regidos i>or leyes procesales, y en con- 
que dispone el art. 14 de la ley 48 y lo 
por el tribunal. 




Kn catorce del mismo no se hizo lugar a la queja deducida 
por don Hernán Cullen, en autos con doña Clotilde Holmherg, 
]>or separación provisoria, tenencia de hijos y alimentos, por 
aparecer de la propia exposición del recurrente, que las cues- 
tiones dckitidas habidan sido resueltas, sin que para ello se hu- 
biera prolsido una serie de puntos, que según éste, debían ser 
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aclarados, todo lo cual es ajeno al recurso extraordinario, ya que 
se trataba di* cuestiones regidas por el derecho común, Arts. 14 
y 15 dé la ley 48. 



En la demanda entablada iwr "Angel Braceras. Sociedad 



A mínima de Ropería- y Confecciones en general", contri la oro- 

vi [teja de La Mioja, por cobro de |>esos, el representante de la de- 
manda, al evacuar el traslado míe le fué conferido, manifiota 
que "el crédito enyo pago la sociedad demaTidante reclama al 
goliienio actual de la Provincia de 1.a Rioja. es justamente re- 
clamado poí los actores", y que en consecuencia a>i lo reconoce 
en nomltre del gobierno que representa. considerando asimismo 
justa la reclamación |M>r los intereses de dicho crédito. La Corte 
Suprema cutí fecha 14 de Diciembre de 1'>2S falló la causa, de- 
clarando que la provincia demandada debía devolver a la socie- 
dad actora, en el plazo de treinta días la suma reclamada de tres 
mil quinientos setenta y siete pesos moneda nacional, con más 
los intereses al estilo de los que cobra el flanco de la Nación Ar- 
gentina, desde la fecha de la notificación de la demanda, orde- 
nando (¡ue las costas fueran alionadas en el orden causado, aten- 
ta la naturaleza de las cuestiones del iat idas y la forma como fué 
trabada la litis. 



En la demanda entablada, por don Dardo Chaves I'az y 
Repetto y otra, contra ta provincia de Buenos Aires, por devo- 
lución de una suma de dinero, cobrada en concepto de impuesto 
;l la herencia, el representante de la demandada al evacuar el 
traslado qm- te fué conferido, maní testó que reconocía el de- 
rribo de los actores y se avenía a devolver la suma redamada. 
La Corte Suprema uní techa 14 de Diciembre de V)2ti t talló la 
causa de acuerdo con lo resuelto por la misma en casos análo- 
gos, declarando que la provincia demandada debía devolver a 
los actores dentro del plazo de treinta días, la suma de veintidós 
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mil trescientos cuarenta y nueve [«sus con sesenta y un centa- 
vos moneda nacional . con sus intereses al estilu de los que cobra 
ei I Janeo ríe la Xarión Argentina desde el día de la notifica- 
ción de la demanda, ordenando que las costas fuesen afumada-? 
en el urden anisadas en atención a la naturaleza de las cuestio- 
nes del latidas y la forma en que se tralw la litis. 



Kn la misma fecha la Corte Snproma de conformidad con 
lo dictaminado por el Señor Procurador ík-neral. declaró mal 
concedido por el jucst en lo Civil y Comercial de Mercedes, pro- 
vincia de Huenos Aires, el recurso deducido por don José Ma- 
nuel y Alvarez en autos con don Pedro Cecilio líenavidez, sobre 
desalojo, en razón de que jKira ipic el recurso extraordinario de 
apelación que acuerda el art. 14 de la ley 48 proceda, es necesa- 
rio demostrar en la queja la relación directa e inmediata que 
exista entre el caso resuelto y la garantía federal, de orden cons- 
titucional o legal, que se supone vulnerada ; es menester, que du- 
rante el litigio se haya invocado dicha garantía federal; que 
baja sido ella materia de controversia y que la sentencia defini- 
tiva sea cuntraria al privilegio o exención invocado (art. 14, ley 
48 ) ; agregándose, además, que la causa aparecía decidida jnir 
interpretación y aplicación de di SpMtfc iones de derecho civil, re- 
lativas al carácter de intruso que se asignaba al demandado, 
dentro de la propiedad del actor, 



En diez y siete del mismo se declaró improcedente la queja 
deducida j>or la Compañía de Seguros Generales 'inde|>enden- 
cia". en autos con la Administración de Impuestos Internos, so- 
bre defraudación a la renta, juicio de apremio, en razón de que 
el recurso extraordinario sólo puede deducirse contra las sen- 
tencias definitivas, y no retinen este carácter aquellas que no ter- 
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minan el litigio y que por el contrario, por disposición legal ix- 
presa, están sujetas a la revisión en juicio pleno. (Art. 33) de 
la ley 50). 



Kn fa int-nia fecha la Corte Suprema ]*>r los fundamentos 
contentaos en el dictamen fiel Señor I Procurador, no hizo lugar 
;i l;i queja deducida |xir don Eduardo L. Green, en ía querella 
segnitla en su citntra. |ior don Luis \\ Lazada y otro, por infrac- 
ción ¡.I art. 4.Í del l ódigo l'enal, incidente sobre cobro de ho- 
norario^ en razón «le no existir planteada cuestión alguna de 
competencia que correspondiera resolver al tribuna!, ni existir 
tampoco denegación alguna del fuero federal que pudiera moti- 
var el recurso extraordinario creado ]**r el art. 14 de la ley 48: 
agregándose, ademas, ipie la incidencia habida sobre competen- 
cia, íue resuelta al iniciarse la causa y ipiedó terminada, siendo 
consentida |«»r el mismo querellado. 



En ta misma fecha fué con firmada \w la Corte Suprema la 
sentencia pn .«mudada por la Cámara Federal de Apelación, de 
I.a Plata, la que condenó al procesado Severo Giménez a sufrir 
la pena de 12 años de prisión, accesorias legales y costas del 
juicio, en vez de la de catorce años y seis meses de la misma 
¡«■na, que le fuera impuesta j>or el Juez Letrado del Territorio 
Nacional del Chubut. como autor del delito de homicidio perpe- 
trado en la persona de Emilio Huenemil. el dia 27 de Noviem- 
bre de P>26. en jurisdicción del expresado territorio. 



Con fecha diez y nueve no se hizo lugar a la queja deduci- 
da por don Alfredo Grimaux en autos con doña Isabel A. de 
Peralta, sobre cobro de jiesos. por resultar de la propia exposi- 
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clan tld recurrente, que la cuestión debatida y resuelta por la 
t ámara Civil Primera fie Ablaciones de la Capital, se habia 
limitado en el caso, a interpretar y aplicar disposiciones conte- 
nidas en la ley local X» 11.290, y siendo sus preceptos sólo apli- 
cables en la Capital y territorios nacionales, son ajenos al re- 
curso extraordinario autorizado jn»r el arl. 14 de la ley \" 4M. 



En la Rttsma fecha no se hizo Lujar a la queja deducida 
l«>r don Kuscliio ,\, (irau y otra, en auto» con el Banco de la 
Provincia de Kuenos Aires, sobre cobro ejecutivo de pesos. ]w>r 
resultar de la, propia ex|Hisición de los recurrentes, que la deci- 
sión del tribunal de alzada no revestía el carácter de sentencia 
definitiva, pues no terminal a el pleito ni hacia imposible su con- 
tinuación, y en consecuencia mi era susceptible del recurso mito- 
rizado por el art. 14 de la ley X" 4S. 



E» veintiuno del misino fué confirmada por la Curte Su- 
prema la sentencia pronunciada |>or la Cántara Federal de Ape- 
lación de La Plata, en cuanto declaralia proliado e imputahle a 
MatCú Oriolo el cielito de homicidio perpetrado en la persona de 
Rudecrndo Ferrcyra Laren, el día 9 de Noviembre de l'íjí). en 
el ísirajíc rlenominado tal*. Raso, jurisdicción del Territorio 
Nacional del Chubut. y la modificó en cuanto a la pena que 
fijó en la de diez y seis años y seis meses de prisión, accesoria* 
legales y costas, en vez de la de veinte años de la misma pena 
que le fuera impuesta por la expresada Cámara Federal. 



Kn veintiocho del mismo fué confirmada |jor la Cort*- Su- 
prema la sentencia pronunciada |*>r la Cámara Federal rL* A|ie- 
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lación de \ji Plata, la que confirmó, a su vez. la dictada |*>r el 
juez Letrado del Territorio Nacional del Río Negro, que con- 
denó a Ludwik Penveinis, como autor del delito de homicidio 
perpetrado en la persona de Wladislao Dxiedzhll, a sufrir la 
pena de catorce años de prisión, accesorias legales y costas; de- 
Htfi cometido en el camino de San Carlos de Bariloche a Laguna 
Fria, jurisdicción de dicho territorio, el día |« de Octubre de 



Kn la demanda 

de l-iriíub. sus herederos, contra la provincia de Buenos Ai- 
res, sobre inconstitucinnatidad de impuesto a la herencia, el re- 
prest ntaute de la demandada al evacuar el traslado que le fué 
conferido, manifestó avenirse a devolver a los actores la suma 
ftte éstos reclaman. j>ero que su ¡jarte debía ser eximida del 
pago de las costas, en razón de la forma en que contestaba la 
demanda. La Corte Suprema con fecha 28 de Diciembre de 
F'2K, ele conformidad con lo resuelto en casos análogos, falló 
la causa declarando que la provincia de Buenos Aires debe de- 
volver a los actores la suma reclamada de $ m¡n. 12.578.29, con 
sus intereses al estilo de los que cobra el Banco de la Nación 
Argentina, desde el dia de la notificación de ta demanda, orde- 
nando que las costas se abonasen en el orden causadas, atenta 
ía naturaleza de las cuestiones debatidas y la forma en (pie se 
trabó la litis. 



i la misma fecha, la Corte Suprema de conformidad con 
lo dictaminado por el Señor Procurador General, no hizo lugar 
a la queja deducida por don José Caprioglio en autos con el fe- 
rrocarril Central Argentino, sobre cobro de pesos, en razón de 
que la causa fué resuelta en definitiva por la Cámara de Ape- 
laciones en lo Comercial por razones de hecho y prueba refe* 
rentes al 
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por aplicación del derecho común y por interpretación de con- 
tratos de transporte convenidos entre las partes. 



En la misma fecha, por los fim<lamentos y consideraciones 
contenidos en el dictamen del Señor Procurador General, nn se 
hizo lugar a la queja deducida por doña Syra Sales de del Pauta 
en autos con doña Rosa y doña Virginia Rcbella, sobre reivin- 
dicación, en razón de no existir en la causa planteada ni resuel- 
ta cuestión alpina sobre derecho federal que autorizara la in- 
tervención de la Corte Suprema en el recurso exiraordinarin 
de apelación acordado, \x>r el art. 14 de la ley ffi 48. 



En la misma fecha se declaró improcedente Ta queja dedu- 
cida por don Telésforo Pillet en autos con el Presbítero Sabelli, 
sobre dcsaloj amiento, por no tratarse de ninguno de los casos 




. 14 de la ley 48, ya que no existía semencia 



En la misma fecha se declaró improcedente la queja dedu- 
cida ¡>or don Juan Lahir contra el Ferrocarril Oeste de lluenos 
Aires, sobre cobro de pesos, en razón de que la resolución ape- 
lada pronunciada por la Cámara de Apelaciones en lo Comer- 
cial se apoyaba en consideraciones y antecedentes de hecho, 
prueba y derecho común, que no pueden ser revisados por la 
Corte Suprema \w vía del recurso extraordinario de puro de- 
recho federal de acuerdo con lo que dispone el art. 14 de la ley 
número 48. 



Kn la misma fecha fía se hizo lugar a la queja de ducicla pur 
don Santiago Danto Herrera, deduciendo tercería de dominin 
en l! jt^eto seguido |K>r don Rodolfo Arncdo contra Héctor Alia- 
ga Rueda, snlire Cobro de una inulta, en razón de qt$e. al in- 
terpuncr la queja contra sentencia de la Suprema Corte de Jus- 
ticia de Santiago del l*:sten>, no Kista manifestar simplemente 
como lo hacia el recurrente, que no está conforme con ninguno 
de los fundamentos en los en que el tribunal apical kl su deci- 
sión: es menester, a fin de cumplir los requisitos exigidos ]>or 
el art ¡| de la ley 48, fundar la queja, demostrando la relación 
directa e inmediata entre el caso resuelto y la garantía federal 
que se supone vulnerada, en condiciones tales que el tribunal 
apelado pueda pronunciarse solire la existencia o inexistencia del 
caso federal, y nada de esto aparecía cumplido en el referido 
escrito de ablación. 



t on fecha treinta y uno la Curte Suprema de conformidad 
con lo dictaminado |«»r el Señor IWurador General, declaró 
improcedente el recurso deducido por don Federico García en 
autos con la Compañía Geueral de Ferrocarriles de la Provincia 
fie 1 menos Aires, solire cobro de pesos, dado que la causa fué 
resuelta por razones de hecho y pruelta v por interpretación v 
aplicación de disposiciones de derecho común, irrevisihles por el 
tribunal y suficientes por si si .las para sustentar d fallo retu- 
rrido. 



Kn la misma fecha fué confirmada jxir la 
sentencia pronunciada |x)r la Cámara Federal de Apelación de 
La .Plata, la que continuó, a su vi-z, la dictada |Hir el Juez Le- 
trado del Territorio Nacional del Rio Negro, que condenó a Vi- 
cente Vefazcn ta) "Kl Pibe* y a José Cruz. Mernahel. a sufrir 
la pena de veinticinco años de reclusión, accesorias legales y cos- 
ta* del juicio, como amores del delito de homicidio |>erpetrado 
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ca, jurisdicción del ex priado territorio. 



En la demanda promovida imr don Mario Brandoni contra 
el Gobierno Xacional, sobre cobro de pesos provenientes de un 
accidente del t rain jo. ocurrido el día 5 de Noviembre de 1926, en 
la Escuela Naval de Kín Santiago, d Señor Juez Federal de 
I.a Plata falló la cau^a, declarando que la Xación del tía pagar al 
actor la suma de tres mil doscientos cincuenta pesos moneda 
ncionnl dentro ríe veinte días ríe ejecutoriada la sentencia y las 
costas fiel juicio, a mérito de q«f las partes eslalxin de acuerdo 
en el hecho que motivaka la acción, si bien el demandado insi- 
nttaka que los materiales con que se construyó el andamio, cuya 
rotura ocasionó el accidente, fueron elegidos por el actor y sus 
com|viñerns, lo que arrojaría sobre éstos la culpa del hecho; 
pero esto no hnbía sido materia de prueba, ni podría tamporo 
por sí solo establecer la culpa grave y exclusiva fiel accidentado, 
ya que la responsabilidad del patrón se presume fart. 5', !ey 
9Ci$ft) y corre a cargo de éste la prueba en contrario; agregán- 
dose, que por otra parte, esa responsabilidad no había sirio des- 
conocida, si bien se negaba que lo fuera en la extensión preten- 
dida por el actor; sentencia que fué confirmada por sus funda- 
mentos i* ir la Cámara Perlera) de Apelación ríe I-a Plata, Eleva- 
rlos los autos en ablación a la Corte Suprema, el tribunal con 
ficha 31 ríe Diciembre de I')2S, confirmó, a su vez, !í 
recurrida. 



En h 



don Dilio J. Ferraro en autos con doña Delia Walker ríe Horne. 
sobre rlesalojamiento, por aparecer riel certificado agregarlo, que 
la resolución dictada |>or el Juzgado de Dolores. Provincia de 
Hueuos Aires, se había limitado, eti el caso, a interpretar y apli- 
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car disposiciones de derucho común contenidos en una ley pro- 
cesal «te orden local, cuya ¡nconstitucionalidad no había sido ale- 
gada, especialmente al aplicar al demandado la sanción estable- 
cida en el art. 605 del Código de Procedimientos, por no com- 
parecer a la audiencia a que habían sido convocadas las partes 
para hacer valer sus derechos, todo lo cual es ajeno al recurso 
( extraordinario de puro derecho federal, de acuerdo a lo que dis- 
ponen el art. 14 de la ley jf> 48 y lo reiteradamente resuelto 
I»r el tribunal. 



Kn la misma fecha no se hizo lupir a la queja deducida por 
doña Leónidas Celiallos de Cel tallos en lo* autos "Laureano y 
Eleuteria Gaitán y Nemesia Celallos, sobre nulidad de testa- 
mento", por aparecer de la projiia exposición de la recurrente, 
que la actora dedujo para ame el Superior Tribunal de Justicia 
de la Provincia de Cordola. e! recurso de revisión fundándolo 
en disposiciones de una ley local, y el referido tribunal resolvió 
el recurso interpretando y aplicando jírecepto de orden procesal, 
citiitcnido en el Código de Procedimientos de dicha Provincia, 
lo cual es ajeno al recurso exinmnltnariit intentado, de acuerdo 
a lo que dispone el art. 14 de ta ley 48 y lo reiteradamente re- 
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Pedro Alejandrino Ñores, su extradición, a solicitud de las auto- 

Sumario: La ley y la uniforme jurisprudencia de la Corle Su- 
prema .son categóricas en la exigencia isira la extradición 
internacional a falta de tratado, de la condición de imponer- 
se al reo. tu vi caso de condena, la pena más lienigna cuan- 
do tal fuere lo que en la Argentina corresponde al delito 
de la causa. (Artículo 667 del Código de Procedimiento* 
en materia criminal ). 

Casa: Lo explican las piezas siguientes: 



VISTA DEL AOEN'TE FISCAL 

Señor Juez: 

Por resolución del Juzgado, que fué confirmada por la Ex- 
celentísima Cámara Federal de La Plata, se concedió a la Rcpn- 
Miea de Chile la extradición de Pedro Alejandrino Flores. Ins- 
tado jKir la vía diplomática el cumplimiento de la condición que 
exige el artículo 667 del Código de Procedimientos Criminal, 
según constancias del telegrama de fs. I a 10 del Excelentísimo 
Ministro de Relaciones Exteriores, la Corte Suprema de la Re- 
pública ele Chile, dice : que si se concediese la extradición dicha 
Corte se empeñaría para que al dictarse sentencia en el proceso 
del mencionado Flores, se tuviesen muy presentes los deseos del 
gohieruo argentino. Y él dictamen del Señor Procurador Ge- 
neral de la Nación, dice que en su entender la expresión conte- 
nida en la precedente comunicación de la Embajada de Chile, sa- 
tisface plenamente la condición que impone el art. 667 del Có- 
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digo ilc l'rocedunicntns Criminal, y que en mi virtud | 
hacer la entrega «Id reo cuya extradición si- reclama. 

I'ur |r> expuesto, soy di* opinión míe V, S. podría hacer lu- 
gar a ta extradición & Pedn» Alejandrinn Flores entregándolo 
a la Kmtiajada de C ti i le. 

.1. „SWu .Ut Hu. 



SKNTKXCIA t>i: 1* IJÍSTANVIA 

kaii*,n, Marzn «¡ ( | c PU/. 

Autos y Vistos: 

MI despacito tdegi^ficu del Kxcino. Señor Miniare ■ de Re- 
laciones Kxterinres. en la causa une fuera seguida ante este Juz- 
gado Wu* extradición de Pedro Alejandrino Flore* comunicando 
!a furnia en qtte la Kxcma. Suprema Corle de la República de 
Chite ofrece dar cumplimiento a la condición preceptuada en el 
art. det Código ríe Procedimientos Criminales e impuesta en 
la sentencia que concediera dicha extradición, registrada en el 
libro registro de este Juzgado, con fecha 14 de Agosto de 1925, 



sideranrlo : 



Primero: One se trata en el caso que plantea el referido 
despacha telegráfico, de considerar si se ha dado cumplimiento 
a la condición impuesta en un pronunciamiento emanado de este 
Juzgado a íiii de proceder a la ejeeueión del mismiu, siendo por 
consiguiente el suscripto competente para entender en él. 

Segundo ¡i Qtte el proveyeute entiende que no puede darse 
|w cumplida la condición de referencia, no obstante la autori- 
zada opinión en contrario del Señor Procurador General de la 
-Nación y el dictamen del sefmr Fiscal del territorio, en virtud 
di las consideraciones siguientes: 



DE JUSTICIA r>F- LA S ACIÓN 



379 



:i) Qin» c \ cumplimiento del rct|iiisii<» estatuido en el art. 6íi7 
del Código de Procedimientos Criminales debe ser previo al otor- 
gamiento de toda extradición no regida |>or tratados eriales, 
pues ta) exigencia fluye de la dispnsieion legal citada, sanciunaila. 
de más está decirlo, con la indiscutible sokranía del Congreso 
.Nacional jara legislar dentro del icrrittirio argentino, y ello no 
se ha realizado en el casi» ¿ith judie?, ya que la Kxema, Suprema 
Girte de Chile, según comunicación de la Embajada de dicho 
]kíís, luego de manifestar que el procesado Flores "será juzgado 
jwr los Tribunales cbilenos y de acuerdo con las leyes que rigen 
en C hile y según lits principios del derecho internacional " (fs. 1 t, 
contesta ante el emplazamiento que le hiciera el Gobierno Ar- 
gentino, declarando "que dicha Suprema Corte no se baila facul- 
tada ¡«ira hacer una declaración como la que se insinúa, |H?ro que, 

que al dictarse sentencia en el pniccso Mores se tuvieran muy 
presentes los líeseos del Gobierno Argentino" | fs. S), 

b) (Jue el reíjuisito legal enunciado debe en nqil ¡mentarse 
formal y categóricamente, lo que no se desprende de la mani- 
festación formulada por la Iüxcma. Corte de Chile, la que, en el 
mejor de los casos, sólo implica una promesa de buenos oficios 
a interponer por la misma, promesa que ikj ni rece garantía sufi- 
ciente de que dttfflp efectivo éxito, a pesar de los buenos de- 
seos de dicho Tribunal, si se tiene presente que el mismo carece 
de facultades pira lucrarlo, según su propia manifestación (fo- 
jas |), y que, un principio de etica jurídica contemplado in- 
cierto en la legislación relativa a la organización judicial de la 
referida República, hace aleatorio que aquellos buenos oficios 
obtengan ante el Juez que juzgue al inculpad» Flores el resulla- 
do que exige la condición impuesta en la sentencia, de acuerdo 
con el art. 667 mencionado, lo que del* 1 evitar en lo jíosiblc la 
justicia argentina, a no ser que a sal riendas corra el riesgo de 
hacer pasible la vii ilación a dicho precepto que responde al prin- 

Constitución Nacional. 



1 
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i-i 'Jue -i bien la* disposiciones riel Código <l<- Procedimien- 
tos Criminales relativas a la extradición como los trntadns que 
la contemplan, rescinde a un loable principio ile política intenta - 
rifinal, de ayuda jurídica internacional, (pie actúa como excep- 
ción a la. territorialidad de las leyes y privilegios y garantías 
que éstas estatuyen, no es menos cierto que un privilegio tal. co- 
mo el que importe dicha excepción, hállase limitatlo por aquellas 
garantías, las que cu Unió caso delien interpretarse en sn mayor 
amplitud, tarta y obligación que incuml>e a los jueces encarda- 
dos de velar por ellas al aplicar los tratados y las ¡ejes (}. X. 
Matienzo. "I)er. Púb. Arg,", tomo II. pág. 1058), sin que tesis 
tal imjMirtc admitir que el país del refugiad» "se preste a servir 
de asilo a criminales", como lo sostuviera ta comisión fie la ta- 
tuara de los Lores en el conflicto de I-anrence con los Estados 
L ti idus ni que ello implique una violación a las funciones del 
litado y del urden internacional, como lo pretenden 1os repre- 
sentantes de la llamada teoría de la Unión Internacional, sino 
simplemente responder a las razones que informan la tesis do- 
minante ni la legislación universal, según la cual, no puede ad- 
mitirse un derecho ahsoluto de extradición como no existe de 
asilo. 

ti) f>ue es |>or ello y a jwsar del innegable avance que va 
OperáfldtJSe en la* legislaciones adelantadas de lo primen i safare 
lo último, que no es posihle exagerar la tolerancia, por muy 
atendibles que sean las razones desde otro punto de vista, has* 
ta el extremo de apartarse de un principio fundamental de dere- 
cho común que impone interpretar restrictivamente toda limita- 
ción a la libertad individual, y de otro, su corolario, que en Ja 
duda delie estarse en favor del procesado, como seria el acceder 
a una extradición tal cual lo pretende la Embajada de la Ke- 
púfilica de Chile, lo que por lo demás, podría llegar a reportar 
una grave responsabilidad |ara el Gobierno Argentino, sí se tiene 
presente que el art. 391 del Código Penal chileno mantiene la 
pena de muerte para el homicidio, pena abolida de nuestra legis- 
lación en la materia ( f s. 15 a 20). 
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e); Qik consecuente con tales postulados es que innumera- 
bles fallos de) más alto Tribunal del país, han establecido, mu 
tugar a equívocos, la inadmisiliilidad de entrega de un inculpado 




cumplimiento de la condición requerida por el art. 667 del Có- 
digo de Procedimientos Criminales, sea hecha en forma precisa 
y categórica. Es así como dijo la Suprema Corte de Justicia, an- 
tes de la sanción del art, 646 del Código de Procedimientos Cri- 
minales y ley Ü* lól que admitieron la extradición a titulo de 
reciprocidad a falta de tratados : "Que no se debe proceder a la 
entrega por mera cortesía y no obligando hacerlo el derecho de 
gentes las autoridades argentinas no pueden hacerlo desde que ta 
Constitución Nacional acuerda a los extranjeros garantías de 
libertad y seguridad, preceptos (|ue al no estar limitados deben ser 
entendidos en toda su amplitud" (Arguas y l.ascano, "Trat. de 
l)er. Int. Priv.". pág. 364), y en otro: "Que concedida a título 
de reciprocidad la extradición debe otorgarse con la precisa con- 
dición de que los Tribunales del l>aís requi rente impondrán en 
caso de condena, la pena con que se castiga en la República, el 
delito causado si ésta fuera menor que el vigente en aquél" (S. 
C. N\, 70. 42», véase también los siguientes: S. C. X.. 40. 92; 
58, 11 ; 66, 236; 110, 193; 107. 425: y 72, 101. Us Fxcmas. Cá- 
maras Federales de Apelación han seguido la misma norma, exi- 
giendo con visible rigor el cumplimiento de las condicionen im- 
puestas por el Código de Procedimientos Crimínalo (entre otros, 
el fallo de la Cám. Fed. de Bs. As., registrado en "Gacela del 



habiendo el Gobierno de la República de Chile prometido for- 
mal y categóricamente dar cumplimiento a la condición reque- 
rida por la disposición legal de referencia y transcripta en la 
resolución que concediera la extradición de Pedro Alejandrino 
Flores, siendo inútil insistir sobre ello, dado la declaración cate- 
górica formulada por las autoridades chilenas en tal sentido, y 



o condenado en el extranjero por " 
rían los romanos, y la necesidad d» 





cortesia", como lo que- 
la promc; i respecto al 
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U-nk'ii'ii» en cuenta el largo [iitujio transcurrido desde que «lidias 
autoridades tuvieron noticias de la detención fiel inculpado, quien 
m' halla privado de su liliertad, resuelvo: ordenar la liWtad de 
Pedro Alejandrino l-lurrs jmr incumplimiento dd i c (mi-íi, > ,ie re- 
ferencia lan. MS dd Cód. di- I*. Crün.>. 

Hágase sal.t r. regístrese, líbrese oíicin telegráfico de ta pre- 
sente n -i iludí ni con transcripción al Hxcmo. Señor Ministro líe 
Ri liciones Exteriores y, si m> fuera apdada, háganse los "fi- 
ní.- necesarios para la inmediata libertad dd detenido. — AV 
mtin P, factura — Ame mí: Lid. M. Caín-. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

■ 

■ 

La P]at;i. Mayo 16 de 1W. 

Vistas y Considerando: 

I v < ble contó acertad a mctUe lo pone de manifiesto la resolu- 
ción en recurso, ta C urte Suprema de Justicia tiene dicho en rei- 
terados casos y en forma uniforme, que la extradición :i titulo 

Oimientos en lo Criminal, siendo por lo tanto, condición .mee <fttu 
un». Ta promesa de que los Tribunales de! país requirente tío itu- 
pondrán :d reo, en caso de condena, un castigo mayor que la pe- 
na con que se castiga, en la República, el delito acusad", si esta 
pma fuere menor que la vigente en aquel país. 

¿ > (Jue esa condición no a| ta rece cumplida en el presente ca- 
sa, desde que sin duda alguna, no es posible asignar a las pala- 
bra iranscriptas en d despacho de fojas I. el alcance de una 
promesa formal en el sentido indicado, y no es procedente exigir 
a aquel alto Tribunal la manifestación categórica a que se re- 
fiere el citado articulo f/J. 

3'*' <¿tte ello no obstante, estudiando esta Cámara la Cons- 
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t unción vigeitte eíí U República de Chile,, encuentra eatte las fa- 
cultades que eunqieteu al PresM lente de la Xadón. la de conce- 
de indultos, facultad esta última que le permitiría 
que <1 presunto mi un habría de sufrir, en caso de condena, 
una penalidad mayor que la que pudiera corres poi id erle confor- 
me a las leyes de este jiaís, con lo cual se salvaría d' obstáculo 
que pudiera resultar de ¡a im] risibilidad legal en que pudieran 
hallarse lo* Tribunales chilenos para prestar ]ior si. la referida 
promesa. 

Por estos fundamentos señálase el plazo de treinta días pa- 
ra que se cumpla el propósito enunciado en el considerando ter- 
cero de esta resolución, ha jo el concepto de que si dentro de él 
m fuere satisfecho, se eumpla, sin más trámite, la resolución de 
primera instancia. 

Al efecto de salvar la demora <|ue se pmc huiría con la remi- 
sión de este expediente al Chubut. remítase para mi cumpli- 
miento al Kxcino. Sentir Ministro de Relaciones Exteriores v 
hágase saher, con transcripción al señor Juez "a quo". — An- 
tón'}» i.. Mttramiro. — tí. UaUh Lattilh: - ('. fiend. 



DICTAMEN DKI. SEÑOR PROCURADOR OENERAt. 



Suprema Oírte: 



Hucihis Aires Jiili.i H fie Vt27. 



Consecuente con mí opinión manifestada al estudiar este 
asunifi ch meen líente a la extradición de Pedro Alejandrino Plo- 
res, solicitada |mr las autoridades judiciales de la República de 
("hile, opinión que aparece transcripta a fs. 5 del datadlo tele- 
gráfico remitido jwir el Señor Ministro de Relaciones f Exteriores 
al señor Jue?. Letrado del Chuhut, creo que la promesa Hecha 



por la Suprema Corte de 
(mbierno Afemino, satisfaz plenamente la condición 



lo del 
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jxir el art. 667 riel Codito de Procedimientos en lo Criminal, 
ix>r cuya razón. procede conceder la extradición pedida, revo- 
cando en osa forma la sentencia de fs. 27 dictada por la Cámara 
Federal de Apelación de La Plata que la ha acordado en forma 
condicional. Tal es mi dictamen. 

Horado R, ¡.am ia. 
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Buenos Aires, Febrero 4 de Ym. 



Vistos y Considerando; 



Que la ley y la uniforme jurisprudencia de esta Corte son 
categóricas en la exigencia para la extradición internacional a fal- 
ta dé traiado. de la condición de iiiii>oncrsc al reo. en el caso de 
condena, la pena más benigna cuando tal fuere lo tpje en la Ar- 
gentina corresiionde al delito de la causa (art. 667 del Código 
de Procedimientos en materia criminal; Fallos: tomo 71, pági- 
na 101 ( tonto 75. 20; tomo 7r>, pág. 447 : tomo 78, pág. 307 ¡ 
truno 82, i>ág. 99; tomo 107, t,ág. 425; tomo 110. pág. 193). 

según los testimonios acombados por la> autoridades 
de Chile al requerir la extradición de Pedro Alejandro Flores, 
procesado iw»r homicidio, !a |>ena de muerte jHiede serle aplica- 
da por la ley |ienal de «liclio país y tal sanción ha sido elimina - 
díi del Código Penal Argentino subsistiendo como la más grave 
la de reclusión perpetua (arts. 5', 6* y 80,. pena que también 
existe en la ley chilena fart. 21). 

Que la simple manifestación de buenos oficios de la Supre- 
ma Corte de Justicia riel país requirente no importa el compro- 
miso que impone la ley argentina como requisito, junto con e! de 
la reciprocidad para conceder extradiciones sin tratados cpic la 
comprometan y reglamenten. Las consideraciones de los fallos 
recurridos son ilustradas y precisas en tal sentido. 
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Qm ante las dificultades de carácter constitucional y juris- 
diccional internos, que pueden «listar a que la Suprema Ó me fie 
Chile otorgue la promesa categórica i|iie exige el art. W,7 del 
procedimiento criminal, i s justa la fórmula adoptada por la Cá- 
mara Federal de La Hala, pues el l\«k-r Ejecutivo del ,*ais lX - 
hurtante, puede indultar o conmutar la ]>eiia. en e] caso extremo 
de que a Flores sr aplicara la de muerte por los Tribunales 
competentes. 

For rilo, se cimfinna. Hágase saber y vuelvan los autos al 
Tribuna f de origen. 

J. KíOlKKOA Al. CORTA. — RoHKRTO 

Rlpctto. — Antonio S arar na. 



Francisco l lltifriñá m autos con h .Iduami de Rosario, sobre 
defraudación a la renta aduanera. 

Sumario: l« Sí bien de acuerdo con el artículo \$7 de las O. O. 
de Aduana, lodo lo relativo a la cliisif icacion de las mercade- 
rías a los efectos del pago de los derechos de Aduana es del 
resurte exclusivo de las Aduanas de ta República, nada impi- 
de rpie la justicia federal, respetando aquel criterio en cuan- 
to á la obligación de ixigar el impuesto, tome conocimiento 
y examine la causa para decidir si la pena aplicada es legal 
l»or ajustarse a los términos de las ordenanzas. 

2> Aún cuando el error de «na manifestación se haya 
cometido de buena fe. ello no constituye una eximente de 
puna, si dicho error no es evidente ni imjwsible de pasar 



C aso : Lo explican las piezas siguientes : 
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RKSOLIVIOS DEL AlíM I XtSTRADOR PE LA ADl'ANA 

Rusartti, Septiembre 1Ü de 1926. 

V Vistió : Ksttis obrados iniciados a raíz de la denuncia de 
fojas 1, de la que resulta: 

Que por permisa de importación W 6170 el señor Fran- 
cisco Vilapriñó pidió a des|>ocho un cajón con siete kilos "tapados 
I«ra señoras, de pieles, regulares, peso con cajas", aíoro: kilo 
S 5. más fO % al 50 %, partida 2192. Practicada la verificación 
di- estilo po* el Vista don Luis Rodríguez, dio jtor conforme la 
manifestación librando el desdidió de la mercadería pedida. 

Que con posterioridad a ello > a propósito de una denuncia 
preventiva formulada jwr el guardalmacén en comisión en la 
oficina de Registros, don Miguel I^Vpiez de! Cerro, se desunió 
una comisión de dos vistas i*tra que practicara una nueva veri- 
ficación de la mercadería. Ksta comisión, constituida jMir los vis- 
tas señores Benítez y Reltoredo, informó, como consta a fojas 3 
y vuelui, que dicho cajón contenía dos tapados de |Heles para se- 
ñora, con peso de (6.1 20 1 seis kilos ciento veinte gramos y una 
piel confeccionada con peso tle (420) cuatrocientos veinte gra- 
mos, siendo los tajKidiBi de calidad fina, y la piel de la partida 
2172 de la tarifa tle avalúos. 

Que al siguiente clia de formulada la denuncia, concurrió a 
mi despacho el Vista don Luis Rodríguez, expresándome que le 
había sido pasado el isirle de fojas 1, pero que ya tenía efectua- 
do el despicho de la mercadería y que, en vista de ese jarte, du- 
dalKi fie la exactitud de lo manifestado, Di jefe, entonces, que 
cumpliera con la orden recibida y que si tenía dudas verificara 
niíintciosametiie la mercadería. A raíz de esto, dicho Vista se 
trasladó en la larde de ese mismo día al depósito 23 y practicó, 
conjuntamente con el interesado, el denunciante y dos líenlos, una 
verificación de la mercadería, llegándose a 



de que se trata) ia de pieles finas. Como consecuencia de ello y 
después de halnr establecido en el parcht] de descacho el "entré- 
ííiiese previo fiago de derechos", el nombrado Vista Rodríguez 
l>asó el parte tle fojas 13. asumiendo el rol de eonstatador de 
la denuncia. 

su conformidad eon la denuncia del empleado Ló|ie* <lel Cerro, 
es decir, reconoció que los taftados eran de calitlad fina, pero 
sostuvo, en cambio, eme la piel otaba bien manifestad». J Poste- 
riormente se practicaron diversas diligencias tendientes a cono- 
cer cI v * U)r fle ¡ ÍJS mencionados tapados y de la piel, y por últi- 

los tapados, que dicho valor estalw constituido por la suma de 
($ 500) quinientos pesos oro para los primeros y ($150) ciento 
cincuenta pesos oro para la piel : y 

Considerando : 

I* Que del estudio de las presentes actuaciones surgen dos 
cuestiones principales a considerar y resolver: la denuncia de 
fojas I sobre la falsa declaración hecha en el permiso tle despa- 
cho 0170 del señor Francisco Yilapriííó y la responsabilidad 
de éste y del Vista que tuvo a su cargo la verificación de la mer- 
cadería i>cdida en dicho permiso. 

--" Que. en lo tocante a la primera cuestión, en autos está 
fehacientemente prohado rpie los tapados de referencia manifes- 
tados como "tapados para señora, de pieles "regulares", aforo: 
kilo $.3. más m % al 50 %, lariida 2192, son de calidad fina 
y su despacho se encuentra regido |ior el art. 14 tle la ley 11.281. 
siendo el valor tle ellos igual a ($ 500) quinientos pesos oro con el 
derecho del 50 %. Asimismo, de las constancias de autos resul- 
ta que los (420), cuatrocientos veinte gramos de "pieles con- 
íi'ceiunadas" o sea la piel de zorro, están igualmente mal tnani- 
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una apreciación muy suprior a las que involucra en su clasifica- 
ción la ¡.anida 2172 de la tarifa de avalúos. 

f |N ét| virtud de din. atento las opiniones emitida pea- 
lo* técnicos requeridos al efecio, la conformidad expresada por 
d cansante y de acuerdo con el artículo 31 del superior decreto 
del lii de rk'tulire ift- l f Mf.. il escrito declara r|-, e los tapados 
deben despachar^ mita la Itase de su valor en depósito f$ ok 
500 i al 50 % y la piel Je zorro tauihién |x.r su valor en depó- 
sito (So s. 150) al 50%. 

+' (Jik-, de consi^uü-nte, se ha incurrido en una i n fracción 
prevista y penada por los arts, 66 de la ley 11.281 y 175 de su 
reglamentación, y como et perjuicio fiscal, en el supuesto de que 
ella huí Mera pasado inadvertida, huí itera excedido del 50 9é alu- 
dido por dichas disposiciones. sepún informa Liquidaciones a fo- 
jas 23. corres|ximle inqjonerse la pena de comiso sancionada j>or 
las mismas. 

5» (Jue en lo tocante a la adjudicación de la multa, es indu- 
dable que ella corresponde inteffrarnente al denunciante, ¡ítiarda- 
almacéu en comisión en la oficina de Registros don Miguel Ijí- 
pez del Cerro, pero, sin anluir^o. y a los efectos de fundamen- 
tar la procedencia de tal adjudicación, conviene formular al^tt- 
domosirativas de los dcn-chos exclusivos ad* 
mismo. 

One tanto la ley 810 como la 11.281 y sus concordantes, 
acuerdan, con carácter jjcneral, a los empleados y a los particu- 
lares, Kis Itenef icios de las multas con une reprimen las iníraccin- 
nes que se cometen, cuando, par denuncia o intervención de cua- 
lesquiera de ellos, se haya obtenido la pruclm dé un fraude, etc., 
perjudicial pira los intereses fiscales y algunas de dichas dispu- 
siciones, entre otras, el art. 1030 de las ordenanzas y el 161 del 
decreto reglamentario de la citada ley 11.281, otorgan, asimismo, 
con carácter especial y .1 los empicados que expresamente men- 
ciona, la adjudicación de la mitad de la multa correspondiente 
en los casos en que mediante la acción y la diligencia del emplea- 
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do aduanero se constate la exactitud He una denuncia íormuí 
con carácter preventivo n Se aprehenda una mercadería deniru o 
lucra de la jurisdicción fiscal, A este respecto y sintetizando, 
puede afirmarse ípe el espíritu que fluye de ludas las disposicio- 
nes en ífgW qm rigen b materia, es el de estimular el ee¡o de Jos 
empleados haciéndoles partíci|»es de las mullas eme se apliquen, 
cuando, jwir su actividad y diligencia, se haya constatado ta di- 
Iraudaeión, etc., y negándoles esa participación, cuatidn sus fun- 
ciones se hayan limitado a corroborar los términos de riemiucia.-. 
IJerfcctameute formalizadas. 

En el jinh judhr. la exactitud de la denuncia fué constatada, 
primeramente |Hir el Vista don Luis Kodriguez y lúe-.,. p„ r los 
Vistas Ilenitcz y Kci.nrcdo. El primero, o sea el Vista don Luis 
Rodríguez lo hizo después de halter dado por conforme el des- 
pacho, y lus segundos, esto es. los Vistas KcJjoredo y líenitez, 
cuando ya existía constancia legal, puesta al pie del pan* a! del 
despacho, sobre la verdadera clase y calidad de la mercadería 



Siendo así, es evidente tpie ninguno de los constatadi ires ha 
derecho legitimo alguno a la participación de la mul- 
ta, puesto une las funciones ejercidas por ellos, no encuadran -u 
ninguna de acuellas que la ley requiere, como condición indis- 
|iensahle, para hacerlos acreedores a los Ijenef icios que consagra 
en sus dis[ Posiciones pertinentes^ 

En efecto: la actuación del Vista Rodríguez en la emergen- 
cia, en cainhio de caracterizarse por la actividad y el empeño que 
la ley prestí] «me en él o los empicados a quienes constituye en 
adjudicatarios de la multa respectiva, se ha distinguido precisa- 
mente |M»r lo contrario, al extremo de que, si el contralor fiscal 
Imhiera estado sujeto a su sola intervención, la falsa declaración 
hahria pasado inadvertida; en virtud de lo cual resultaría un ah- 
surdo el premiarlo ahora con i>artici pación alguna en la pena a 
aplicarse. Por otra jKirte. la misión des«iqieñada por los otro> 
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exactitud de la denuncia, pues su veracidad ya triada compro- 
bada y eXfetía constancia de ello ni d propio jarcial de desloa- 
dlo que han debido tener a la vista para ejercer las funciones 
encomendadas. Píe ahi. pues, que a ellos también debe excluirá*: 
de toda |Kinici|wcióu en ta multa. 

6* <Jue examinando minuciosamente estas actuaciones para 
apreciar si en realidad se trata de uno de esos tantos casos en 
que a menudo incurren los importadores, o sea ríe los compren- 
didos en el art. 12,S de las ordenanzas de Aduana, o si se ha ¡li- 
ten lado una defraudación a la renta de las que califica el articulo 
10.17 de las mismas, se IlÉgja a la primera conclusión, ¡jorque tas 
pruekis, indicio., y circunstancias que rodean el hecho no auti tri- 
zan, con suficientes razones, a su¡hhht el presente caso compren- 
dido en la última disposición invocada. 

W> IJue entrando a la consideración del procedimiento obser- 
vado |Htr el Vñíta don I uis Uodri^uey.. ¡g cuy*» carjro estuvo la 
verificación de la mercadería, cal* reconocerse que ha sido com- 
pletamente irregular, sin que iiÍulí'itio de los desearlos aducidos 
en su declaración pueda influir en f tirina alguna para atenuar la 
gravedad y consecuencias de las responsabilidades en que ha in- 
currido a raíz de la falsa declaración no advertida. 

I articulo 122 de las ordenanzas de Aduana prescribe la 

niendp que están obligados a hacerlo en lodo lo (¡ue juzguen ne- 
eesarlo pahi adquirir convencimiento de la verdad de la declara- 
ción en cuanto a especie, calidad y cantidad del jíéuem manifes- 
tado, ¡tara lo cual del ten cumplir con lo establecido en los artículos 
v siguientes que le son correlativos. 

<Juc en esta oportunidad, el nombrado Vista, en cambio de 
a justar su procedimiento a los preceptos contenidos en dicha dis- 
posición, se ha desempeñado en una lorma extremadamente sos- 
¡K-ehosíi. dando por conforme el despacho de una mercadería ma- 
nifestada como ordinaria no obstante a simple vista se denota i ¡a 
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que su verdadera calidad era fina. Además la gravedad de la falta 
que ajiareja esc procedimiento, se |J«ne tle manifiesto con la sida 
enunciación de que de acuerdo con lo declarado por el causante y 
aceptado por el Vista Rodríguez, el Fisco |)crcibia la cantidad de 
($ 28 k veintiocho |iesos oro y según ta verdadera clase y calidad 
de la mercadería, el Fisco percibirá más de ($ 250} doscientos 
cincuenta |>esos oro. 

Que entre las varias argumentaciones aducidas j>or el Vista 
Rodríguez en su. defensa, se formula la de "que la denuncia debió 
ser hecha al pie del documento de desecho, comí» lo establece el 
articule i 159 del decreto reglamentario de la ley 1 1.281 y asi el une 
suscril* hubiese prestado el máximum de atención a la 
haciéndose asesorar por i»ersonas peritas y competentes 
rasen alguna duda." Kmpero, ni Ja denuncia debió ser hecha al pie 
del documento fie despacho ni ella era necesaria pora que el Vista 
Rodríguez eimipliera su del>er con el máximum de atención. Ln 
primero, porque el art. 159 invocada se refiere a denuncias sobre 
diferencias con liase cierta y fácilmente constatare, es decir, a 
aquellas que surgen de la con f mutación de bis documentos relati- 
vos al despacho', Gomo, por ejemplo, que un tejido se pida de algo- 
dón y según el conocimiento, sea de seda ; o que se manifieste una 
cantidad inferior a la que especifique «lidio documento o el certifi- 
cado de origen : nada de lo cual ocurría en esta 
to que la denuncia se liasaba en una simple 
del valor establecido en el conocimiento. Lo segundo, porque los 
Vistas están obligados a cumplir debidamente su misión *¡n qui- 
se requiera para ello ninguna clase de advertencias y de consi- 
guiente no | melle pretextarse que por esa causa ha pasado inad- 
vertida la falsa declaración. 

Que. en consecuencia, el Vista don Luis Rodríguez se ha 
hecho acreedor a una medida de carácter y gravtilad superior a 
aquellas que de conformidad Cón el art. 20 del acuerdo general 
de ministros del tí de Enero de 191.1. están comprendidas den- 
tro de las facultades de los jefes de reparticiones, en virtitd de 




31»2 



FALLOS UE LA LOME SUPREMA 



li* mal delierán elevarse en oportitMlidad estas actuaciones .ni Mi- 
ni.sterio de HitírittKla jwira la resolución tjue estime eurre^Hjndcr 

f'->r tanlu, ríe acuerdo con lo expuesto. dispiskiones 
invocarlas > el an. HJM de la lev 



I' 1 Imponer la pena de comiso al total de las mercadería» 
contenidas eá d eajún de rcfiremia. adjudicando ay| importe 
rd cuardaalmaevn en comisión en la oficina de Registros, don 
Miguel López del t erro, sin perjuicio y previo de los de- 

rechos fiscales correspondientes : -■' elevar este expediente, enit 
la nota acordada y una vez ejecutado, al M misterio He Ha- 
cienda liara la resolución |>enin<nie eri lo (jne respecta al \ "is- 
la don Luis Rodríguez. Motíflquese y pase a Contaduria y Al- 
para su ejecución, reposición de sellos pir el causante y 
í" de la mercadería detenida. Cumplid.) a Súmanos jura los 
consiguientes. 

J.M. Cruz. 




SEXTKNCIA titi 1* INSTANCIA 



fcnari... Abril M <U- |«U7. 

Vmo: EÍ recurso ik apelación de-lucido por don Francisco 
priñó contra la resolución del señor Ailmiiiistr.idur de Ren- 
tas dictarla con lecha 10 de Septiembre ppdo. de fe. M Y a 29 
del expediente 2t>2 <>2r,. adjunto. 

Y Considerando f|ur: 

Primero: La discusión versa acerca de si deljen conceptuar- 
se linas q rehilares, las pieles de los dos tapados materia de la 
denuncia: y también acerca de si ha debido ó no aplicarse la 
pnrrida 2172 de la tarifa de avalúos jara el pago de derechos 
de la piel de zorro plateado. 

Secundo: Respecto de esto último, se expresan en sentido 



earetfóricaimnte afirmativo los Vistas Iteniu'x. Kchoredo | f$, .1 
y vta.. exp. anexo j. y el Trihiwal tic Vistas (¡a. 19), 

Iitccto: Act iva di- si las pides de los jipados son finas ti 
regulares, cabe adtiTtir que la tarifa de avalúos un defihe en 
su ¡unida JI72, el alcance de ule> términos, ni por el precio dé 
]■'. im-rockTwi. ni en «ira forma; cu lo ,-ual nsuha inipn -i,* 
la lima divisoria entre .iiiiIkls t*ufí<iiirl* s. An-ma la falla di- un 
niti-nu le^a] fijt» <- incon fundible, pueden li¿ interesados dis- 
cutir cotí el criterio del señor Ad ministrador de Rentas, sin que 
ello traiga necesariamente a|wrejada una condena por dieran- 
dación al Ki-co ; y rs|e arpimcnto a. i- jii tere valor decisivo -i se 
reruirda que eu este cuso el criterio del propio señor Adminis- 
trad. »r de Rentas, varió desde el día 10 de Julio a! .í de \fcosto, 
estimando primero en mil |»esos pro el valor de tas pieles y lue- 
go «1 quinientos ( ís. VJ y 21 v e\p. anex<* . Por ulr a parir, la 
calificación exacta de dichas pilles ha resultado singularmente 
difícil habiéndose producido K ran disparidad fie opiniones al res- 
pecto entre los peritos y Vistas, que intervinieron: piel de "lou- 
ire" y ruello de "imtnnel". inferior acuella y regular ésta < is- 
.i vta.. exp, anexo ) : "murmcl" ordinaria, "ral musqué" o nu- 
tria Htidson ífs. 14 id); nutria Ihidson con cuellos dt Visóu 
(fs. lo. v. idi: "rat musqué" con cuello Visou, mu., "electrie" 
con cuello imitación Vwm el otro ( ís, 18 id): "raí musqué" 
(fs. 1»>; "rat nmsqué" tenido con cuello de Miudel. otilo Vi- 
san (fs. 20). Además la Aduana de liuenus Aires conceptúa que 
a las pieles Kñtdas corresponde calificarlas entre- ordinarias y 
refutares, u sea. tal como se las manifestó por Vilapriuo. 

Cuarto: Kn consecuencia, el recurrente no ha cometido in- 
fracción alguna y del** revocarse la resolución del señor Admi- 
nistrador de Remas. Resuelvo; revivar la resolución apelada en 
cuanto ha podido ser materia del recurso, 
y cargo al señor Francisco Vilapriñó. 
debiendo reponerse el sellado inte la A< 

Juan . íhtnrc. 
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H|t TAMi:,V mi. PKOLl RAIHIR HSCAL »E CÁMARA 

Kusario. Mavn 13 de 1<>27. 

Excnio. (.amara : 

En la sentencia se incurre en emir evidente, !*e dice que la 
discusión versa acerca ele si bis nieles deben conceptuarse linas 
«■ regulares, lo que al is< tintamente no resulta de las constancias 
de autos. 

corres) «nidia, de conformidad a lo que expresamente dispone el 
nrt. ¡,í7 de las ordenanzas de Aduana. 

A la in tinenta jurisprudencia citada jmr el Administrador 
de Aduana f fs. M del exilíente administrativo). suma lo 
resuelto en 13 de Noviembre de Y*2f*. en el juicio < Uto Her- 
mán Stein en que V. F. dispuso se tuviera \mít finne el (alio 
administrativo, en cuanto establecía que la mercadería objeto de 
la denuncia, era de calidad superior a la manifestada. 

El señor Fiscal en primera instancia y el denunciante, des- 
ciHKH-ieron et derecho que creia tener el a| telante jtara someter 
a resolución lo resuelto por la Aduana sobre la calidad de lo im- 
|h irtado. 

Ante el señor Juez Federal no se pidió modificación alguna 
del rc/ur-o concedido, sosteniéndose tan solo que con la califi- 
cación hecha de ta mercadería |mr la Aduana, si futirá firme, ne- 
ci sariaitu-uio pmcederia llegarse a la eonürntación de lo resuelto 

t Vn>iderándiise lo que puede ser objeto de apdadón y con- 
testando a lo que manifiesta el señor Juez Federal, sobre las va- 
riantes m el criterio del señor Administrador fie Aduana, diré 
que s¡ ello es exacto, e= exacto también que existieron idénticas 
variantes en el criterio del importador y que si puede pensarse 
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que esit seria difícil, observándose seriedad cu los procedimien- 
tos y en la acción, en el caso, sedo es |JosihIc juzgar si la pena 
impuesta es la que corres p o nd e d« conformidad a la elasifica- 



V. Ei necesariamente tendrá que con firmar, con costas, la 
n solución ajelada de fs, 2.1 y siguientes del exjietlientí admi- 
nistrativo |K>r cuanto con las luises finnes de juicio i|iie proceile 
aceptar, no es |Hisihlc llegar legalmente a otra solución que la 
dada jtor el señor Administrador <le Aduana. 

Finalmente, dése» llamar la atención de Y. E. sobre lo que 
dispone la sentencia en la que se resuelve: "revocar la resun- 
ción apelada en cuanto lia podido ser materia del recurso" lo 
que evidencia que el señor Juez Federal no desconoce que haya 
algo sobre lo que no se puede volver. 

Tor lo tanto, catres) tonde y pido a V. K. que revoque ta 
sentencia apelada y declare firme y legal la dictada |>or el se- 
ñor Admi lustrador de Aduana, con costas. 



Vistos: en acuerdo los autos Francisco Vilapriñó contra la 
Administración de Rentas Nacionales, ablación (exp. N" 151|27. 
de entrada | ; y 

C onsiderandf * : 

Es jurisprudencia uniforme de la Suprema Corte que las 
cuestiones relativas a ti clasificación de las mercaderías que se 
despachan en las Aduanas son del resorte exclusivo de la admi- 





Juiiáu Pan. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 



Nosario, Jmut* t» ik 1927. 
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ni>t radon, mu que de su> resoluciones proceda afielad* m para 
ante la justicia federal, .le conformidad a lo estahkHdo en el 
art. 137 tic las uní únanlas. 

A-i lo ha declarado igualmente ota tatuara en d i alio 
X * 64t>7 (Ottd Hermán Stcin. apiadó» de un fallí. & Vátóa- 
na ). y otros. 

En el casi» de autos las |itek«s han sido clasificadas astgnan- 
dosdes d valor de acuerdo al cual debieran despicharle v ju- 
jearse ¡os ¡infaustos, y ota clasificación "ad vaiorem" ha sitio 
hecha de eoim'm acuerdo j»or d Administrador efe Aduana y d 
interesado. 

Une esto ainado, o indudable tjue d causante ha incurri- 
do cu la infracción prevista en d an. 6fi de la ley número 11.28] 
átenlo lo que resulta de ia clasificación hecha a ís. ,1 v vía. : jun- 
io que, y resultando dd informe de la oficina de Liquidaciones, 
corriente a fs. 2X (J ue el fierjuíriu jura la renta habría excedido 
del 50 %, er.rrcsjx.nde aplicar la petta de comiso que le ha sido 
impuesta. 

I'or estas consideraciones y de conformidad a Ir» pedido por 
el señor Kiscal de t ámara, se revoca ta sentencia apelada de 
ís. 54 y vuelta, fecha 9 de Abrí] del corriente año, y se ikvlara 
firme el fallo administrativo de fs. 2.\ a 2*>. fecha 10 de Sep- 
tiembre de 1926, con costas. 

N'otiíii[uese y devuélvanse al Juzgado de orkjen domle >e 
repondrá los sello*. - - J.uc M. Fierro, en disidencia. — Litis I . 
González _ Carlos \L Aviht. 

líJlTAMEN tlEL SEÑOR PHonHAhOR UKNPRAI. 

HiMios Aires, A^osti* 5 de WI7. 

I'or los fundamentos de la sentencia de fs. 77 de la Cámara 
Federal del R osario y consideraciones concordantes del Minis- 
terio I'iscal. que doy por rejimducidas, pido a V. E. confirme 
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•lidia sentencia que declara ti mu- la resolución a,.,.,, 
lie fs, 23 vta. del ex|iediente agregado a b presente causa segui- 
«la por don Francisco \ ibpriñó ajelando de aquella resolución. 
Con costas. 

Horado H. Larrcta. 



KVI.Lt> DE !.A CORTE SI'PkKMA 

Buciws Airtíi. Ki-brvr» 4 He I<)*J. 

Autos y Vistos : 
Considerando: 

Que |x>r el jieruiisu de im]»ortaeión \" fil70 pidióse a 
despacho un cajón con siete kilos fie ¡>eso conten iendo "tapados 
de pieles. para señora, de calidad regular. " 

Que las autoridades aduaneras han llegado a la conclusión, 
con la conformidad del despachante, de que la manifestación era 
equivocada por cuanto las mercaderías denunciadas como regu- 
lares son, en realidad, de calidad fina. 

Que. de acuerdo con el art. 137 de las ordenanzas ríe Adua- 
na, como reiteradamente lo ha declarado esta Corte, todo lo re- 
lativo a la clasificación de las mercaderías a los efectos del pa- 
go de los derechos tle Aduana es del resorte exclusivo de las 
Aduanas de la República y son inafables ante la justicia fe- 
deral (tomo 14«. pág. 398, y los a>rí citados). 

Que. si hien "nada impide (fue la justicia federaí respetando 
aquel criterio en cuanto a la obligación de ]iagar el impuesto tome 
conocimiento y examine ía causa para decidir si la pena aplica- 
da es legal por ajustarse a los términos de las ordenanzas" ( Fa- 
llos, tomo 150. pág. 284). es lo cierto que del examen de estos 
autos no resultaría fundada la exención de pena. 

Que, en efecto: del contexto de los arts. 1025 y 1026 de 
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las ordenanzas se desprende que Unía, falta de requisito, toda 
falsa declaración o t«ído hecho que tienda a disminuir indcliif lá- 
meme la renta será penado con comiso o con |*ago de dobles 
(krechos. Y en el caso «i evidente que la declaración documen- 

rías que según la clasificación aduanera resultan finas en vez 
de regulres, 

yuc aún cuando el error de la manifestación se haya come- 
tido de buena fe, esto no puede por si solo cottstiuir un eximen- 
te de pena, pues dicho error no es evidente ni imposible de pa- 
sar desapercibido como lo requiere el art. 1057 y si el 
chante estaba en duda sobre la calidad de la mercadería 
tarla ha podido manifestar su ignorancia en la forma {pie dis- 
pone el art. ION de tas ordenanzas (tonto 1 l'í. \kíí*. .V'St. 

En mérito de estas consideraciones y los de la sentencia 
apelada se la confirma en la parte que ha podido ser materia 
del recurso. Xotifiquese y devuélvase reponiéndose el papel en 
el Juzgado de origen, 

J. bllll I NO.\ Au'OttTA. — RoilKKTO 

Ku'ltto. — K. (ilion Lavallk. 
Antonio Sai; a k xa. 




Ihm Jnon Gmiíhrrtfi Coronel contra la Protrwcia # R tunos Aires, 
par Cúbra de pesos. 

Sumario : t? Entablarla una causa ante determinados trilninaks 
prov inciales, la jurisdicción concurrente de éstos en general 
se entiende prorrogada, aunque se hayan declarado incompe- 
tentes por considerarla de carácter administrativa o riel fue- 
ro de otros tribunales de igual carácter local, o se declarase 
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i" La iniciación ante los tribunales locales de una pro- 
vincia por un vecino de otra, de un juicio coiitencioso-admi- 
nistrativo [wtr retardada justicia en una reclamación al go- 
bierno de la primera, jior pago de servicios, importa ta re- 
nuncia irrevtjcalile al fuero federal que ]*x|ria cor res] ton- 
derle al demandante en razón de dicha vecindad y la pro- 
rrogación de la jurisdicción de los tribunales provinciales. 

3 V A los efectos de lo preceptuado por el art. 14 de la 
dinarios y los contenciosos-administrativos. 
Casa: Lo rxpliea el siguiente: 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Uuciioi Aires, Kcbrcru b de 102V. 

Y Vistos: 

Los seguido!! por don Juan Gualhcrto Coronel contra la 
Provincia de liuen<w Aires, por cobro ríe pesos, de los que re- 

Í>tic según se expresa en d escrito de demanda, ésta se ini- 
cia por la suma de diez mil trescientos cuarenta y seis pesos con 
ochenta centavos moneda nacional por concepto de la publica- 
ció» del Registro Cívico Electoral correspondiente al año 1911, 
en el diario "El Argentino", de Ouscomús. 

Que en el año referido, el actor reclamó del Poder Ejecu- 
tivo fie la (>rovincia el pago de la suma expresada, sin obtener 
resultado definitivo fie esa gestión, no obstante varios informes 
favorables de diversos asesores legales del gobierno provincial, 
circunstancias c¡ue lo indujeron a pensar que el Poder Ejecutivo 
proseguiría eludiendo el ¡>ago reclamado y lo pusieron en el 
caso de deducir, como lo hizo, demanda contenciosa-administra- 
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tivo contra el Gobierno tic la Provincia, acogiéndose :i| ari, 157. 
inciso .i'' ríe la Constitución local, reglamentado i>or el art. 7 V 
y concordantes ilet Código respetivo. Kn esta demanda instau- 
rada por retardo o denegación del «Yonocimicnto de los dere- 
chos del actor deducida ante la Corle de la I'ruvincia. este tri- 
bunal se declaró iucomjx-teiite. I 

Hue. en consecuencia, pide se resuelva que se ha prestad.» 
el servicio cuyo reconocimiento se reclama, y se condene a la 
provincia al I«ig" de ta suma antes referida, con más tos intereses, 
cusías y cusios res| lectivos. 

Oue corrido traslado de la demanda, el representante de la 
provincia de líuciios Airo la contesta y expone: 

( ._Hu- está Corte es incompetente para entender en este inicio 
|»r cuanto no se ha deducido una demanda de naturaleza civil, 
sino de carácter cnntcneioso-admttiistrativa. f mu lacla en precep- 
tos de la Constitución local, antecedente al que se agrega el he- 
cho de que el actor no está domiciliado en esta Capital, como lo 
ha afirmado, pues ni siquiera existe et número de la casa que 
ha indicado en la calle Juncal, siendo Chascoiuús mi domicilio 
actual y el que ha tenido siempre. 

í Jue ]hii- lo demás, afirma que el actor ocurrió con este mis- 
mo asunto ante la Corte de la Provincia el año l f >25, lo que im- 
porta que renunció al fuero que hoy invoca: y en cuanto a las 
puhlicacioues a que se refiere el actor, niega el hecho, pues lo 
único rjue se publicó fueron un número determinado de hojas 
sueltas del pulrón cívico de Chascomús en 19!0, de cuyo inqn ir- 
te >* hizo una liquidación que. arrojó un total ele quinientos se- 
senta pesos nacionales. 

Que, por último, opone a la acción instaurada la prescrip- 
ción decenal y pide el rechazo de la demanda, con costas. 

(Jue corrido traslado de la excepción de prescripción, fue 
contestada a fs. Si ; y abierta la causa a prueba (fs. ¿a vta.>, se 
pro. lujo la que acredita el certificado de fs. 50, se presentó por 
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la parte actora el alegato ífe ts. 51 y se llamó autos ¡wra defi- 
nitiva (ts. 5| vta.)[ 



¥ Considerando: 

<Jue los antecedentes del caso, consignados en el 
demanda y corroborados |»i»r fa pruelw rendida en atitos, esta- 
blecen que el actor realizó una lalioriosa ^ostión administrativa 
tendiente a obtener el reconocimiento de los servicios a í|ue se 
refiere y el pago <le la suma reclamarla, y c|tie niantcnida algún 
tiempo sin resolverse en forma alguna dicha gestión, el actor 
dedujo ante la Corte de J leticia de la Provincia, invocando la 
Constitución y leyes locales de aquélla, una demanda contencioso- 
administrativa sobre la misma materia y tendiente a los mismos 
fines de la reclamación administrativa de referencia, juicio que 
terminó i*>r la declaratoria de incompetencia de jurisdicción de 

tttralcza civil. 

Que así definidos los antecedentes del s»b judia', y confor- 
me a !a doctrina que informa el inciso 4 V dd articulo 12 de la, 
ley 48, el hecho de halier ocurrido el demandante ante la Corte 
de justicia de la Provincia en las condiciones «pie quedan ex- 
puestas, esto es, sometiendo a su resolución, lo que constituye en 
substancia el objeto de la presente causa, inq>orta la prorrogación 
de la jurisdicción de los tribunales provinciales y la renuncia 
al fuero federal si éste le corres]» nidia en razón de su vecindad 
en esta Capital, siempre que tal circunstancia pueda considerarse 
como acreditada no obstante las constancias de los expedientes 
números 85 y 8fi, letra R„ Ministerio de Gobierno de la Pro- 
vincia agregados sin acumularse, fl-allus: tomo 112, pág. 103 ; 
tomo 118. pág. ¿1)8 y oíros). 

Que según lo determina el art. U de la ley US 48. una vez 
radicado un juicio ante bis tribunales de provincia, será senten- 
ciado y fenecido en la jurisdicción provincial y sólo podrá ape- 
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larse a la Corte Suprema de las se n te ncias definitiva pronuncia- 
das por lew tribunales de providria en los easos expresamente se- 
ñalados «i los tres incisos del citado art. 14. comprendiéndose 
en el concepto "juicio*' los ordinarios y los eontencioso-adminis- 
trativm. (Fallos: tomo 76. pág. 351 ; tomo 120, pág. 74). 

Ovie en el caso, la decisión de la Corte de Justicia de la 
Provincia, determinando In extensión de su jurisdicción propia, 
se limita a declarar su incom|>etencia por considerar que la de- 
manda entablada no es de las causas corm-neiosu-adniinistranvas 
míe dclte decidir en única instancia (art. 157, inciso J^, Consti- 
tución de la Provincia de litienos Aires), sino una acción civil 
ajena a su jurisdicción originaria, de suerte que resuelve un 
punto de competencia local a mérito de disposiciones legales del 
mismo carácter, sin afectar el lucho ya producido por la prórro- 
ga de jurisdicción que 8e o^tera en cuanto a! actor por su pre- 
sentación ante tril «males distintos de aquellos que. Hubieran jjo- 
dido corresponderle. (Fallos: tomo 124, pág. 225; tomo 130, 
pagina J49). 

(Jue esta Corte ha declarado reiteradamente (Fallos, tomo 
120, pág. 74 y la jurisprudencia allí citada) que entablada una 
causa ante determinados tribunales provinciales, ta jurisdicción 
concurrente de éstos, en general, se entiende prorrogada aunque 
se bajá» declarado incompetentes ¡mr considerarla de carácter 
administrativo ti del fuero de otros tribunales de iguat carácter 
local, o se declare nulo lo actuado. 

ÍJue por lo demás, la propia exposición del actor estahlece 
que la suma reclamada no ha sido contradicha ni se ha negado 
el servicio invocado, si bien se discute la liquidación presentada 
(fs. 3 vta. y 4 de autos) lo que importa que el trámite adminis- 
trativo subsiste y puede proseguirse, sin perjuicio en todo caso, 
fie h;icer valer judicialmente los derechos en gestión ante la ju- 
risdicción que corresponda. (Fallos: tomo 111. pág. 425; tomo 
129, pág. 265 entre otros). 

Por los fundamentos expuestos v 
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General, se declara qut- k presente cansa no corresponde a la 
jurisdicción originaria de esta Corte Suprema. Sin especial con- 
denactón en costas, atriita la naturaleza de la cuestión resuella, 
Xotífiquese y repuesto el papel archívese, 

J. KíOlTROA Al. CORTA. — IÍOHERTO 
Kkpktto. — R. firmo LaVALI.K. 
— Amonio Sacakxa. 



Don Eduardo CaseUa contra don Curtos Lopes Ruehardo \ otros, 
sobre indemnización de daños y perjuicios. 

Sumario: El fuero federal no procede ratiouc materia cuando 
los actos administrativos del Gobierno Nacional que se men- 
cionen en eJ caso, no sirven de fundamento inmediato y dí- 
recto a las acciones y excepciones enlabiadas o alegadas. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



AL TO DIX JfiU FEDERAL 

Buenos Aires, Septiembre 30 de 1927. 



No habiéndose justificado en forma alguna la procedencia 
del fuero federal, de conformidad con el precedente dictamen del 
Señor Procurador Fiscal, resuelvo: no dar curso a la 
demanda y ordenar su archivo. Hágase salwr. 



Saúl M. Escobar. 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIÓN 



Buemu A-n-s. Junio 15 de 1«8. 

Vistos y Considératelo : 

Que en el su/» /infice trátase de una acción de daños y per- 
juicios de naturaleza civil, especialmente remitía por la ley 7092, 
de propiedad literaria y artística, ctiyo articulo *>■ manda "inten- 
tar ante la justicia ordinaria." 

Oue la acción ni siquiera se intenta contra la Nación |»or los 
actos objetados del Poder Ejecutivo. Se intenta contra particu- 
lares que lian actuado con facultades delegadas, pero supedita- 
das a la aproliación del Poder Ejecutivo. 

(Jue el actor no alega tener un título amparado por la Na- 
ción sino que invoca su carácter í sic } "fie condómino de ese con- 
juntó llamado público", sobre una música que |>or hal»er pasado 
al dominio público no pertenece a persona determinada alguna, 
ni puede autorizar a na<lic a que ejercite acción como ta intenta- 
da, y menos que ésta goce del fuero federal que no tienen los 
factores artística ampararlos i>or la citaila ley 7092. 

Que el fuero federal no procede rutiouc mal trice cuando los 
actos administrativos fiel Gobierno Nacional que se mencionan 
en el caso no sirven de fundamentos inmediato y directo de las 
acciuiies y exee|xiones entabladas p alegadas; (C. S. t tomo 115, 
página 167 ). 

Oue el inciso 4 V del arl. 2" de ta ley so!ire jurisdicción y 
competencia de los tribunales nacionales sólo tía a éstos juris- 
dicción cuantío la acción deducida trae su origen de actos admi- 
nistrativos del Gobierno Nacional, y no cuando esos actos se 
invocan CCtno deleita de una parte o como motivo cpie justifica 
la acción por la otra (lomo 4. pág. 356). 
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l*nr ello, ilc acuerdo con lo dictaminad!» \»*r el Scñi>r Pro- 
curador Kiseal de Cámara y por mis fundamentos, se confirma el 
auto apelatlu de ís. M. que resuelve no dar curso a la presente 
demanda. Kcjh mgausc las fojas en primera instancia. — T, 
* trfas. — Maro-fino HxotLt¿¡/, — J. ¡\ Lnno. — José Morcó. — 
En disidencia : l>. .i. Xaatr Anchorcnéí 



DICTAMEN im. SKÑOH l-HOCl RAIRHt UCNKKAl. 



Utivitoi» Aire*, Diciembre 27 ilc 1W8. 



Suprema Corte: 



No existe en estas actuaciones planteada legalmente cuestión 
alguna de «impetcncia en condiciones de ser dirimida por V. E. 
en ejercicio de la facultad conferida por el art. 9" de ía ley 4.055. 

En efecto, no se han cumplido tos requisitos exigidos por 
lúa arts. 45 y siguientes de la ley N» 50, sobre, procedimientos 
federales. 

Se trata, solamente, de ¡los declaraciones de incompetencia 
para conocer en la causa, dictadas por dos jueces y confirma- 
das por las Cámaras respectivas, independientemente la una de 
la otra, sin que aparezca, en momento alguno, tratada la con- 



En cuanto al recurso extraordinario de apelación deducido 
y concedido, se encuentra que él es procedente ya que la deci- 
sión contiene la denegación de una garantía federal, la del fue- 
ro, oporujnamnte invocada en ta causa (art. 14 de la ley 4Nj. 

Respecto al fotuto del asunte», por los fundamentos de la 
sentencia de fs. 41. la «pie considero ajustada a derecho, soy de 
opinión que procede confirmarla declarando que el conocimien- 
to de esta causa, ni por razón de la materia ni de las iwrsonas. 
corresponde a ta justicia federal. 
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FALLO DE LA CORTE Sl'pREM A 

Bucm^ Ahc?. Feftrcfo (> «le Vj2V. 

Y Vistos: 

Por los fundamentos de ta sentencia apelada de fs. 41, en 
mérito de tos antecedentes legales y de jurisprudencia que se ci- 
tan y de acuerdo con lo dictaminado por el Señor Procurador 
General, se confirma dflqha sentencia en cuanto lia podido ser 
materia del recurso, quedando en consecuencia establecido que 
no corresponde a la justicia federal sino a la jurisdicción ordi- 
naria el conocimiento det caso de autos, Xotifiquese y devuél- 
vanse al tribunal de procedencia donde se repondrá el papel. 

J. FWUESOA Al.CORTA. — ROREKTO 

Repettq. — K. Guido Lavalle. 



Ifoita Francisca Pena de .Vitanda en autos con don Def/ín Za- 
pata y otros, sobre reivindicación. Recurso de hecho. 

Sumario : Xi> reviste el carácter de definitiva a \m fines del re- 
curso extraordinario autorizado por el art. 14, ley 4#. la 
semencia de trance y remate (pie, según la ley procesal res- 
pectiva, no pone fin al pleito. 

Cwso : Lo explican las piezas siguientes : 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 




Buenos Aires, Abril 2 ríe 1938. 

* 

En el juicio sobre reivindicación seguido ante el Juagado 
en Id Civil y Alinas de Mendoza |»r doña Francisca Pena de 
Miranda con don Delfín Za|tata. la Cámara de 
dicha ciudad ha dictado sentencia definitiva a 
mando la demanda. 

Dicha sentencia contiene fundamentos de hecho y derecho co- 
mún, civil y procesal, suficientes para sustentar el fallo recurri- 
do, con |n-escindenc¡a de las cuestiones de carácter federal que la 
actora ha formulado. 

I- a decisión, ¡mes, que al res|x*cto pudiera tomarse en el 
recurso extraordinario que ésta ha deducido i»ra ante V. E. se- 
ria ineficaz ya que no podría alterar los fundamentos de otro 
orden, antes «helios, por Im cuales lia quedado resuelta la causa. 

La Corte Suprema no puede así resolver cuestiones abs- 
tractas. . 

Soy por ello de opinión que corresponde no hacer lugar a 
la queja interpuesta ante V. K. a fs, 1 del presente recurso de 
heclio. ^ 

Horacio R. Larrrta. 



FALLO BE LA COATE SUPREMA 

Baraos Aires, Kefarcru <> ilc J92*i. 

Y Vistos: 

El recurso de hecho interpuesto \k>t doña Francisca Hería de 
Miranda, contra la resolución de la Cámara de Apelaciones en 
lo Civil de Mendoza, que no hizo tugar al recurso extraordinario 
previsto en el art. 14 de la ley N> 48, y que interpuso contra el 



FALLOS DK LA CORTE Sl'PREVA 



fallo definitivo de oque] irilnin.il en d juicio que la m c ütm m 
sigutó ointra Delfín Zapata y otrt*s, por reivindicación. 

■ 

Y Considerando: 

fjuc la actora funda el recurso extraordinario en ta circuns- 
tancia de que hi ley de apremio de Mendoza, X" 20, de 20 de No- 
viembre de 1896, en virtud de la cual ella o sus causa-habientes 
fueron privados de los bienes que reivindica, era viola toria de 
los principios constitucionales que garanten Ta inviolabilidad de 
la defensa y derecho de las |«r*orias en juicio y que promiben 
d juzgamiento por comisiones especiales, pues el juez de Paz 
que actualwi en esos juicios lu bacía como representante del fisco 
ejecutante y como tribunal decididor al mismo tiempo, siendo. 
)»or lo tanto, juez y parte (escrito de queja de fs. 1 vta. y 2, 
escrito de demaiula de reiviiMlicación. fs. 42 vta., escrito de ex- 
presión de agravios, fs. 185. 

Que si bien la aciura no especificó en el escrito de demanda 
con toda la claridad debida y conforme a lo preceptuado en los 
arts. 14 y 15 de la ley nacional N* 48, si era a la Constitución 
Nacional o a la Provincial a la que agraviaba la ley menduciiia 
de apremio, es indudable que ello quedó precisado en la expre- 
sión de agravios contra la sentencia de [trímera instancia, cuan- 
do dice: "Viola ta Constitución Nacional en su art. 17 que esta- 
blece (pie la propiedatl es inviolable y que ningún habitante de 
la Nación puede ser privado de ella sino en virtud de sentencia 
f Ululada tu lev. I£n su art. 18 que establece que ningún habi- 
tante de la Nación puede ser juzgado por comisiones especiales 
y que es inviolable la defensa en juirio de la persona y de los 
derechos", etc., etc. 

Que a jiesar de lo expuestn. es improcedente, |Mir inopor<- 
tuno, el recurso extraordinario que se intenta porque los defec- 
tos imputados a la ley mendociua de apremio N» 20, y que se di- 
cen violatorios de la Constitución Nacional y del Código Civil, 
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debieron argüirsc en el juicio ele apremio que motivó el desapo- 
deramiento * ta adora y sus catisa-lialiicntcs y contra el < ¡o- 
hierno de Mendoza que acUiafci cu ellos como ejecutante por co- 
Im-o tic inqntcstos, siemi>re que en esos juicios huléese pronuncia- 
miento definitivo; o en su caso de quedar aliierto el juicio ordi- 
nario para reparo d& agravios en el de apremio, como en efecto 
lo establece el art. 99 de dicha ley 20. cuando se produjera d 
fallo definitivo en éste, conforme a la jurisprudencia invariable 
de esta forte. Fallos: tomo 99, páff. 172; 101. pég. 5; 115, pági- 
na 3*9; 116. pág. 297: 118. pág. 246; 119. pág. 119, 121 y 152; 
120, pág S . 138 y 143. 

Que el término para interponer el recurso extraordinario 
contra aquellos juicios es el común de las apelaciones en lo fede- 
ral, arts. 20H y concordantes de la ley nacional >í< 50 y de los 
mismos autos resulta que hace ya mucho años que tales juicios 
fueron terminados con pleno conocimiento de la actora y sus 

Que en el presente juicio rei vindicatorio, donde doña Fran- 
cisca Pena de Miranda pretende introducir el recurso extraordi- 
nario, no hay jH-cccptos constitucionales nacionales o tratados u 
leyes o autor iilades nacionales comprometidos, y los tribunales 
de Mendoza al fallar se lian limitado a la aplicación de princi- 
pios de derecho civil y procesal, dentro de las facultades que les 
acuerda el art. 67, inciso II de la Constitución Nacional y el 
art. 15 de la ley N» 48, 

l*or lo expuesto y de acuerdo con lo dictaminado pur el 
Señor Procurador General de la Nación, se declara bien denega- 
do el recurso extraordinario. Hágase saber y devuélvanse los 
¡tutos principales. 

J. FlfU'EROA AlcoKTA. — ROBERTO 

Kffftto. — K. Crino [.avalle. 
— Antonio .Sacar na. 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Don Manuel Arbottcs contra el Gobierno Xaciotiat, sobre cabro 
de pesos en concepto de intereses. 

Sumario : Siendo el testado general una persona jurídica sujeta 
cu sus relaciones convencionales a preceptos de la legisla- 
ción civil cuando contraía en dicho carácter, le correspon- 
den las obligaciones del deudor común especificadas en los 
arts. 508 y 509 del Código de la materia, y por lo tanto, 
debe pagar los intereses de la suma adeudada, desde la fe- 
cha en <|iie fué requerida extra judicialmente para el j*ag<«, 
o sea, desde que incurrió en mora. 

C aso : Lo explican las piezas siguientes : 



SENTENCIA DEL Jt'EZ FEDERAL 

■ 

Humo* Airw, Julio J8 de 1028. 

Y Vistos : los promovidos pur don Manuel Arbonés contra 
la Nación, sobre cobro de poos en concepto de intereses. 

Y Considerando: 

t* <Jue la narre actora manifiesta en su demanda de fs. I 
halier Miniiuistraclo provisiones al Sanatorio Nacional de Santa 
María durante los años VJ22 a 1925 por valor de doscientos diez 
y seis mil ciento ochenta y seis ]>esos con cincuenta centavos mo- 
neda nacional y como la Nación dilatase et pago de esa suma, ve- 
rificó el reclamo administrativo tendiente a su abono con su* 
intereses el 13 de Septiembre de 1926. 

Expresa que se le lia denegado l>or decreto el pago de inte- 
reses y sin invocar fundamento legal solicita se condene a la Na- 
ción al pago de los susodichos intereses sobre la citada suma des- 
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de la fecha indicada de su reclamo hasta la del |>ago del crédito. 
A fs, 4 anilla la di-manda pidiendo costas. 

Conteste la demanda el Señor lYoeurádor Fiscal a fs. 18 
expresando que los intereses reclamados no han sido jactados en 
el contrato de provisión y que no hay interpelación judicial. 

Por ello, no corresponde, agrega, aceila a lo solicitado y ad- 
vierte que en hreve el H. Congreso proporcionara tos fondos 
jara el pago de lo principal. Solicita el rechazo de la demanda. 

& Que atenta la forma en que se trabó la litis cottttstatw, 
eorres|>onde solamente resolver el punto relativo a intereses so- 
bre la suma reconocida en deuda jx>r la Nación hacia la parte 
actora y las costas del juicio. 

La Nación ha procedido en este caso en su carácter de per- 
sona jurídica y lia celebrado contratos a los que en principio les 
son aplicables las disposiciones del Código Civil. 

lín tal virtud se oteerva que los pagos a cargo de la Nación 
no han sido realizados oportunamente» habiendo reclamado di- 
chos pagos la actora de una manera formal y categórica, según 
surge de autos, a la vez que el de los intereses sobre las sim»s 
respectivas, en Septiembre 13 de 19.26. 

Atenta ta redacción del escrito de fs. K, puede reputarse sin 
esfuerzo que él significa ta bterpebeion o requerimiento extra- 
judicial de que se ocupa el art. 509 del C. Civil. A partir de di- 
cha fecha, para este caso, la Nación lia incurrido en mora v por 
lo tanto del*- los intereses respectivos conieniplados en el art. 508 
de ese Código. 

La circunstancia de tratarse de la Nación y la necesidad de 
ésta de llenar diversos trámites' para «H pago, no pueden coho- 
nestar su defensa de no pagar intereses, toda vez que "el deudor 
no se libera de las consecuencias de Ja mora, demostrando que 
sin su cu'pa no le fué posible cumplir con la obligación; sólo por 
st ' concede esto, si probase que la imposibilidad pro- 
i o fuerza mayor. La buena fe y el empeño 
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puestns |Hir el deudor ni el cumplimiento, in» tu lilicran de 



ilnñits dcaswriadbs por la Inejecución, pues de admitirse seme- 
jante tt-otria. sería ■ lamarnus ni un semillen) tic pleitos.,." 
Alachado, tomo ¿\ |»ágs. 163 a 167. 

l'or lo demás, calie recordar respecto a este punto He lus in- 
tereses moratorius, la jurisprudencia sentada i*>r la Suprema 
t'< irte, de la que se infiere la obligación a cargo de la Nación de 
sati- facerlos en el caso sttb jttdicc, ti «no 1. pág. 111: tomo 16, 
pág. JK2: tomo 23, pág. 696; tomo 34. pág. 398; tomo 60, 
1 *í*itf - 51 : ionio 66, pág. 141, etc., "etc. 

3" tjue a mayor abundamiento vi inviene recordar cpic el sus- 
cripto sentenció con fie! .a 6 de Octubre de 1927, un caso que 
guarda profunda aualogia con el presente, siendo confirmada 
esa sentencia j>or sus fundamento» por la Cámara Federal en 
Noviembre 25 de ese año. Ver caso Morixe c. Nación, "Caceta 
del Foro, 3o75. 

4'-' Que sí bien la demanda no invoca fuiulaincnto legal, el 
suscripto tiene presente lo establecido sobre el particular |*>r la 
Suprema Corte en el tomo 120. pág. 94. 

5 V Oue en lo relativo a las costas de este juicio, corresponde 
declarar sean alionadas i>or su orden, a mérito de que la Nación 
«o lia procedido con malicia o temeridad i>ara con 1a adora; 
ha reconocido sin esfuerzo su deu<la principal y ha creído asistir- 
le derecho juira impugnar el pago de los intereses moratorios. 

Por las CHiiiskleracinnes que preceden, fallo, declarando que 
la Nación delie alionar a la parte autora de Manuel Arhonés, 
intereses estilo Hamo de la Nación sohre su crédito indicado y 
reconocido en el primer considerando, desde Setiembre 13 de 
l«26 hasta el momento del pago de ese crédito. Costas por su 
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Hucn. ss Aires, Noviembre 26 de 1938. 
Vistos y Considerando: 

14 tesis invocada |>or el Señor Procurador del Tesoro a 
fs. 10, y que hace suya el Señor Procurador Fiscal de primera 
instancia, según ¡a cual la mora (>ara el pago de un crédito a los 
efeoos tle la procedencia de intereses sólo puede nacer de la in- 
terpelación judicial cuando ellos no han sido ¡saciados en el con- 
trato, es inadmisiltle en presencia de lo establecido por el artículo 
509 del Código Civil. 

El legislador, qué lia seguido al Código francés en cuanto 
no admite el principio de derecho romano, dics intcrfvfíat pro 
komine, se aparta de su modelo que en el art. 1153 refiriéndose 
a fas obligaciones de (lar sumas de dinero, establece que los in- 
tereses sólo son debido desde el día de la demanda, excepto los 
casos en que la ley tos haga correr de pleno derecho. 

En cuanto al pago de las Costas reclamado en la demanda, 
debe ser a cargo de la Nación, porque su razón ha obligado al 
acreedor a iniciar el pleito. 

Por ello, de acuerdo con lo resuelto en casos análogos y por 
los fundamentos de la sentencia de fs. 31, se la confirma en cuan- 
ti» declara que la Nación está obligada a abonar a Manuel Ar- 
lx>nés intereses a estilo Banco de la Nación sobre los créditos 
indicados en el considerando primero de ese fallo, desde la fe- 
cha que él menciona; y se la modifica res|iecto de las costas, 
declarándose que la demandada débe pagar las de ambas ins- 
tancias. — Marcelino Escalada. — B. A. Notar Attchorcna. — 
/. /\ IMítá - Joú Marcó. — Rodolfo S. ¡ : errcr t 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA *» 

Tlucnos Aires. Febrero 3 «le 1929. 

Vistos : 

Considerando : 

Que el Poder Ejecutivo ha reconocido en el decreto de fojas 
II. ser deudor de la simia den (andada negándose únicamente a 
reconocer la obligación de satisfacer Ins intereses respectivas 
alegando que ellus no han sido pactados y que, en consecuencia, 
solo se debe desde la inter|ielación judicial. 

ijue como lo demuestran las sentencia* de primera y se- 
gunda instancias, siendo eJ estado general una persona jurídica 
sujeta en sus relaciones convencionales a preceptos de la legis- 
lación civil, cuando contrata en dicho carácter, k corresponden 
las obligaciones del deudor común especificadas en los arts. 508 
y 509 del Código de la materia. 

Por esto y sus fundamentos, se confirma en lo principal 
la sentencia a¡ telada de fojas 43, modificándose en cuanto a tas 
costas tme se declaran por s« orden atenta ta naturaleza de la 
cuestión resuelta, Xotifíqucse y devuélvase. La reposición ante 
el interior. 

J. FlGLKROA ALCORTA. — ROBERTO 

Repetto. — R. Gt-tDo Lavalle. 



{I Y En la misma ítclia se dictó idéntica resolución en la causa segui- 
da i>or Di Ñútale y Cia. ( contra la Kación, por la misma causa. 
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fitiiwn llspatiol (frt Rh <U< la Pfoia contra ,/o,t Akiérico Bracea, 
sobre cobro ejecntho de pesos. 

Smmrio: l" Procede el recurso extraordinario del art. 14» ley 
48, contra una «Solución favoraliíe a la validez de una ley 
provincial impugnada como contraria at Código Civil. (Se 
trátala de la íey de 24 de Julio de 1925 de la Provincia de 
San Juan, que a juicio del recurrente, modificaba los ar- 
tículos 605, 750 y concordantes del Código Civil). 

2» Es contraria a los artículos 67, inciso 11, ION y M 
de la Constitución Nacional la ley de la provincia de San 
Juan de 24 de Julio de 1925, en la parte que modificó al 
artículo 809 del Código de Procedimientos de la misma pro- 
vincia, estableciendo "un término que no baje de 180 días" 
entre el acto que ordena el remate y la realización del miaño. 

Caso: Lo explican las piezas siguients: 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Diciembre 29 de 1928. 

Suprema Corte: 

En el juicio ejecutivo seguido ante los tribunales locales de 
San Juan por el Banco Español del Río de la Plata contra Amé- 
rico Braceo, por auto de fs. 43, fechado el 12 de Septiembre de 
1926, se fijó H día 23 de Mayo de 1927 para proceder al rema- 
te del inmueble embargado y se dispuso publicar edictos por 180 
días. 

El actor tachó de contrario a los arts. 67, inciso 11 y 106 de 
la Constitución Nacional el art. 809 del Código de Procedimien- 
tos de la provincia de San Juan, que dispone dfclu publicación 
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*le edictos. ya que ella dilata el cumplimiento de las obligaciones, 
modificando asi los arts. 605, 750 y concordantes del Código 
Civil. 

Ijjs trihuiuiTcs linrales han resuelto la cuestión a favor de 
la validez de la ley provincial impugnada, en forma definitiva 
(fs. 61 J, habiéndoseles concedido a la actora et recurso extraor- 
dinario de apelación para ante V. E. autorizado por el art. 14 de 
la ley 48. 

Se ha discutido, así, la invalidez de una ley local como coii- 
lrariti a disposiciones del Código Civil y se ha dado aplicación 
preferente a esa ley local respecto del Código Civil (art. 31 de la 
Constitución Xacinual). Se encuentran, pues, reunidos los reqni- 
sitos para la procedencia del recurso deducido (arts. 14, inciso 
3* y 1 1 de la ley 48) y soy de opinión que asi debe declararse. 

Kn cuanto al fondo del asunto : si bien las provincias conser- 
van el poder no delegado a la Nación, en lo que se considera 
comprendida la facultad de dictar el Código de Procedimientos, 
tío es menos cierto que los plazos* que las leyes locales fijen, 
para ej cumplimiento forzado de las obligaciones, regidos por 
los arts. 605, 750 y concordantes del Código Civil y 614 del de 
Comercio, no deten exceder razonablemente riel tiempo necesario» 
dada la naturaleza ejecutiva de los trámites, y no puede soste- 
nerse lógicamente, la necesidad de seis meses de intervalo mi- 
mino entre la resolución que dispone el remate y la realización 
del mismo. 

La ley provincial de 4 de Julio de 1925, que modificó cu 
ese sentido el artículo 809 del Código Procesal, contiene, a mi 
juicio, lia jo la apariencia de un plazo procesal, una verdadera 
moratoria, en pugna con las disposiciones citadas de los Códi- 
gos Civil y de Comercio dictados por el Congreso de la Nación 
en uso de facultades constitucionales (arts. 67, inc. 1 1 y 108 de la 
Constitución Nacional), y que deten aplicarse con preferencia 
a la ley local (art. 31 de la misma). 

Soy, pues, de opinión, que la disposición procesal impug- 
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nada es comrrtria a las cláusulas constitucionales citadas y míe, 
en este sentido, corres) mude reviwar "la sentencia recurrida. 

Horado K. Larrcta. 



FALLO MR LA CORTE SUPREMA 

lícitos Aires, Kcbreru & de 

Autos y Vistos: 
Considerando : 

Que en el juicio ejecutivo seguido ante los tribunales de San 
Juan |Mir el Banco Esjiañi>! del Rio de la Plata, contra Amcricn 
Braceo, llegado el momento de la realización del bien inmueble 
embargado, dictóse con fecha 2 de Se|itiembrc de 1926 el auto 
de fs. 4.Í señalando para que tuviese lugar el remate el día 2J de 
Mayo de 1927. 

Que el ejecutante recurrió de tal pronunciamiento alegando 
que ta ley provincial de 4 de Julio de 1925, modificatoria del ar- 
tículo 809 del Código de Procedimientos, y ]j«r aplicación de la 
cual se había fijado para la realización del remate un plazo ma- 
yor de ciento ochenta días, era inconstitucional y contraria a los 
arts. 67, inciso 11 y 108 de la Constitución. 

Que en ambas instancias la decisión recaída ba sido contra- 
ria al derecho fundado por el apelante en los citados preceptos 
de la Constitución Nacional, lo (me hace procedente el recurso 
extraordinario de conformidad con lo dispuesto por el inciso 2* 
del art 14 de la ley 48, y así se declara de conformidad con lo 
dictaminado por et Señor l*rocurador General. 

Que en cuanto a la cuestión federal en sí misma reconoqe 
los antecedentes siguientes : el art. 809 del Código de Procedi- 
mientos de San Juan se hállala concebido asi: "El remate con la 
designación del precio de tasación de los bienes se enunciará por 
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un término que no Imje de quince días ni exceda de treinta por 
edictos fijad* m en las puertas de la cscriltauia y publicado duran- 
te el término que eí juez fije para que tenga tugar el remate." 
Fste preepto lgal fué modificado por la ley citada de 24 de Ju- 
lio de 1925, que sustituyendo la frase "por un término q«e no 
Kije de quince dias ni exceda de treinta"' con la de "por un tér- 
mino que no baje de IHO días." 

Oue tic acuerdo con lo establecido por los arts. 108 y 67, 
inciso I! de la Constitución, las provincias no ejercen d poder 
delegado a la Nación y les está expresamente prohibido dictar 
los' Códigos Civil. Tenal, Comercial y de Minería, después que 
eJ Congreso los haya sancionado, precepto que «o deja lugar a 
duda en cuanto a qile todas las leyes que estatuyen sobre las re- 
laciones privadas de los habitantes de ta República, son del do- 
minio de la legislación civil o comercial y están comprendidas 
entre las facultades de diciar lus Códigos fundamentales que la 
Constitución atribuye exclusivamente al Congreso. Tomo 124, 
pág. 379 y los allí citados. 

Oue seria faltar a este principio general y es]!ecialmente a 
la regla del art. 31 de la Constitución Nacional, admitir que las 
provincias pudieran aniquilar o modificar los principios legales 
consignados en los Códigos de fondo, sancionando leyes que estén 
en pugna con las nacionales. 

t Hie es de toda evidencia que la ley de 24 de Julio de 1925 
cu la ¡jarte olí jet arla, baja la apariencia de una disposición de 
carácter meramente procesal, encierre una modificación de las 
disposiciones de! Código Civil, en cuanto a la exigihilidad in- 
mediata de las obligaciones, pues la fijación de un intervalo d$ 
tiini|*> tan largo entre el auto (pie ordene el remate y la realiza- 
ción de éste, innecesario como medio de publicidad para asegu- 
rar la seriedad de la subasta, coirqxirta eti realidad el otorga- 
miento de un término de gracia, una espera legal, que tanto el 
Código Civil (arts, 505 y 570) contó el Código de Comercio 
(art. 614). han excluido de sus disposiciones. 
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En su mérito, atento lo dispuesto por el art. 31 de la Cons- 
liuuión y de conf.,rmidad con },, dictaminado por el Señor l'm- 
curador General, s revoca la sentencia apelada en la parte que 
ha podido ser materia del recurs». declarándose, en eonseeueii- 
cía. que la ley provincial de 24 de Julio de 1925 en la .parte que 
modificó el art. 809 del C de Procedimientos de la Provincia de 
San Juan, es contraria a los aris. 67, inciso 1 1, 108 y 31 de ln 
Constitttción Nacional. Xotifíquese y repuesto el papel, de- 
vuélvase. 

J. FlCl KKOA AlXOJtTA.- — RORRRTO 
lÍKPKTTO, R. CUIKI l.AVAU.i:. 

— Antonio Saoakna. 



/»f)H Pedro y !>nn Aníbal Saporitt contra el Gobierno Nacional 
sobre cobro de /'esas cu concepto de intereses. 

Snnwrio : U Nación en su carácter de persona jurídica está obli- 
gada al paeo de los intereses de la suma adeudada, desde la 
íecha en que fué requerida extrajudic ial mente para el pago, 
o sea, desde que incurrió en mura. (Artículos SOS* y 508, 
Código Civil). 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



¡ÍKN'TffNCIA ORI, JI'EZ FPfW'KAt. 

Blun-s Aira, Julio 18 de JV28. 

V Vistos: los promovidos por don Pedro y Anihal Sapo- 
nti contra la Nación soltre COÍWo de jiesos en concedo de in- 
tereses. 
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V" Considerando; 

Qav la pane artora manifiesta en su demanda de ís. J 
haber suministrad!) provisiones al Sanatorio Nacional de Santa 
Alaria y Aillo Colonia Mixta de Alienadla de Otica durante los 
años VM] a 1<>24 por valor de doscientos noventa y cinco mil 
doscientos noventa y tres |iésos con noventa y cinto centavos mo- 
neila nacional y como la Nación dilatase el pago Je esa suma, 
verificó el redamo administrativo tendiente a mi ahono con >us 
interese* el 3 de Noviembre de VMi. 

Expresa que se le lia denegado i>or deeretu el jxigo de inte- 
reses- y sin invocar fundamento legal, su! ¡cita se ci un lene a la 
Nación íi¡ papo de los susodichos intereso sobre la citada suma 
ilesde la íeeha indicada de su reclamo hasta la del pago del cré- 
dito. A ís. 4 amplía la demanda pidiendo costas. 

Contesta la demanda el Señor Procurador Fiscal a fs. 21, 
expresando que los intereses redamados no han sido pactados 
en el enmelo de provisión y que tío lm interpelación judicial. 

Por ello no corresponde, agrega, acceda a lo solicitado y ad- 
vierte (¡ue en breve el H. Congreso proporcionará los fondos 
para el pago de lo priiui|>al. 

Solicita el rechazo de la demanda. 

2" Ouc atenta la forma en que se tralni la litis rtmtcstatio. 
corres jámele solamente resolver el punto relativo a intereses so- 
bre la suma reconocida en deuda por la Nación hacia la parte 
actora y las costas del juicio. 

La Nación ha procedido en este caso en su carácter de |K-r- 
sona jurid-ca y ha celebrado contratos, a los que en principio les 
son aplicables las disposiciones del Código Civil. 

Kfi tal virtud se observa que los jagos a cargo de la Na- 
ción no han sido realizados oportunamente, habiendo reclamado 
dichos pagos la ac,tora de una manera formal y categórica, se- 
j;im surge de autos, a la vez qne el de los intereses sobre las su- 
mas respectivas, en Noviembre 3 de !$&$. 
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Atenta la redacción del escrito de fs. 8. puede re| Hitarse 
sin ÉSfuerzo que él significa la internación <> requerimiento cx- 
trajudieial de que se ocupa rf art. 509 del Códig., Civil. A partir 
de dicha fecha, jara este caso, la Nación ha incurrido en mora 
y por 1" tamo riel» los ini freses respectivos contemplados en el 
art. 508 de ese Código, 

de tratarse de la Nación y la necesidad de 
llenar diversos trámite* fiara el pago, no puede cohones- 
tar su defensa de no pagar intereses, toda vez que "el deudor no 
st- libera de fas consecuencias de la mora, demostrando que sin su 
culpa no te fué posible cumplir con la obligación : solo por ex- 
cesión se concede esto, si probase que la imposibilidad prove- 
nía de caso fortuito o fuerza mayor. L* buena fe y el tmipeño 
puestos por H deudor en el atiupliniicmo. n.> lu liberan de I.» 

teoría, sería lanzarnos en un semillero de 
tomo ¿>, paginas 163 a 167. 

Por lo demás, cabe recordar respecto a este punto de los in- 
tereses inoratorios, la jurisprudencia sentada por la Suprema 
Corle, tic la ipie se infiere la obligación a cargo de la Nación de 
satisfacer en el caso sub judkc. Tomo 12, pág. 111 ¡ tomo 16, pá- 
gina 2X2; lomo ¿£ |iág. Wd; tumo 34, jiág. ¿Mfj tomo <A pági- 
m S\ ; toiiui 56, pág. 141, etc.. ete, 

3 V Que ;t may«»r abundamiento conviene recordar que el sus- 
cripto sentenció con fecha ( íctubre (> de Y>27, un caso que guar- 
da profunda analogía con el presente, siendo confirmada esa sen- 
tencia ]>or -ti> fundamentos por la Cámara Federal en Noviembre 

25 de ese año. Ver caso Morixe v. Nación. "Cácela del Foro" 
número 3675. 

$t. ( lúe si bien la demanda nn invoca fundamento legal, el 
suscripto tiene presente to establéenlo sobre el particular por la 
Suprema Corte en el tonto ?¿í>. pág. 94. • 

5 J * Que en lo relativo a las costar de este juicio, corresponde 
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declarar sean abonadas i>or su orden, a medito de qiic la Nación 
tm lia procedido con malicia o umei ¡dad para im la actora, ha 
reconocido sin esfuerzo su deuda etl lo principal y ha creído 
asistirte derecho juira ini|nij;iiar el pago de- los intereses mora- 
torios. 

Por las consideraciones <|iie preceden, fallo: declarando que 
la Nación dehe alionar a la parte actora tle Pedro y Aníbal Sa- 
pomi, intereses estilo Banco de la Nación sobre el crédito in- 
dicado y reconocido en el primer considerando, desde Noviem- 
bre 3 de Y)2f>. hasta el momento del pago de ese crédito. Costas 
por su orden. Notiííquese y rqxmgaírc el sellado y oportunamen- 
te archívese. 

SaHi M, Escobar. 
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iJuui .j Aires. Noviembre -'> ele l ( ).!8. 
Vistos y Considerando: 

I.a tesis invocada piir el Señor Procurador del Tesoro a fs. 
M vta. y que hace suya el Señi>r Procurador Kíseal de P !tis- 
tancia. según ta cual la inora en el pago de un crédito a los efec- 
tos de la procedencia de intereses, solo pueile nacer de la inter- 
pelación judicial cuando ellos no han sido pelados en el contra- 
ta ü inadmisible en presencia de lo establecido por el art. Sti$ 
del Código Civil. 

E>1 legislador ipie ha seguido al código francés en cuanto 
no admite el principio de derecho romano, tfics intcrpiUnt f>ro 
de su modelo que en el art. 1153, refiriéndose 
de dar sumas de dinero, establece que los inte- 
reses solo son dehidos desde el día de la demanda, 
casos cu que la ley los haga correr de pleno derecho. 
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En cnanto al jKifjn de las tosías reclamado en la demanda, 
delie ser a car-.» de la Xaeión. porque stl razón ha nhligatlu a! 
acreedor a iniciar el pleito. 

l'or ello, de acuerdo enn lu resuello en casos análogos y por 
los fundamentos (Je la sentencia de H. 33, se la confirma en 
cuanto declara que la Xaeión está obligada a alionar a Pedro y 
Aníbal Saixiriii, intereses a estilo del líanco de la Nación sqbre 
los créditos indicados en el considerando primero de ese fallo, 
(fcsde la fecha que él menciona; y se la modifica respecto de las 
costas, declarándose que la demandada delie pagar las de amlias 
instancias. — Marcelino Escolada. — H. A. Xazar Anchor cna. — 
7. P. Lutut. — José Morcó. — Rodolfo $, Fcrrcr. 
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Bucoos Airea, Febitro IH de vm. 

Vistos ; Considerando ; 

Que el Poder Ejecutivo ha reconocido en el decreto de fo- 
jas 12 ser deudor fie la Mima demandada, negándose únicamente, 
a reconocer la obligación de satis facer los intereses respetivos lia- 
ra (o cual alega que ellos no han sido pactados y que, en conse- 
cuencia, seto se delvn desde la interj elación judicial. 

Une einun lo demuestran las sentencias de primera y se- 
gunda instancia, siendo el Estado «enera! una persona jurídica 
sujeta en sus relaciones convencionales a los preceptos de la le- 
gislación civil, cuando contrata en dicho carácter, !e comprenden 
las obligaciones del deudor común es] «chicadas en los artículos 
50K y 509 del Obligo de la materia. 

Por esto y sus fundamentos, se confirma la sentencia apela- 
da de fs, 45 en lo principal y se revoca en cuanto a las costas que 
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deben abonan* |n>r su orden en razón de (a naturaleza de la 
causa. Notit'iquese y devuélvanse, debiendo reponerse el papel 
ante el inferior. 

J. Fhil'KKOA AUOKTA. - ROBERTO 

Repetto. — R. Gi/ído La valle, 

<l> Kn la misma techa w dicto igual r t sii!ticiñii «i la cansa seguida 
l« r los sfñ.,rvs Aloran y Parnwxi centra el (¡ubwnw Nacional por idén- 
tica cansa. 



Don Antonio Hilbaa la Vieja y otro con! ra la Caja Xacional de 
Ahorro l>ost t i!, sobre cobro 4c pesos por locación de ser- 
vicios. 

Smnttrüt: l" Con arreglo al articulo X" de la ley 4055. en Ins ca- 
sos en fute la Corte Suprema conoce en grado de ablación, 
sólo corresponde a las partes presentar una memoria que 
se agregará a fos autos, quedando la causa sin más trámite 
conclusa para sentencia. 

La disposición del art. S' } de la ley 9527. modificada 
por la ley 11.1.17 no implica en manera alguna que le este 
vedado al Consejo de Administración de la Caja de Aborro 
postal el ejercicio de los medios conducentes a la adquisición 
de un inmueble, tales como el concurso de pianos u ante- 
proyectos destituidos a la construcción de la casa central 
necesaria para el funcionamiento de la institución aludida. 

las piezas siguientes ¡ 



DE JUSTICIA m LA NACIÓN 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAI, DE APELACION 

■ • 

Vistos y Considerando: 

Que auilws partes están de acuerdo sobre 
dehnten en la presente causa. 

Que estando autorizado el Consejo de Administración por 
el art. I' de la ley 11.137 |*ara adquirir un inmueble ]>ara el fun- 
cionamiento de la casa central de la Caja Nacional cíe Ahorro 
Postal, no puede considerarse que no lo esta!» para llamar a 
concurso con el ohjeto de construir el edificio necesario, pues ese 
medio pudo ser a juicio del Consejo, y de cualquier hombre pru- 
dente, el medio más adecuado |iara tener aquel. 

Que todo mandato supone una orden para obrar, dice el co- 
dificador en su nota al art. 1869 del Código Civil, y los ar(s. 1>J05 
y 1906 preceptúan "que la naturaleza di negocio determina la 
extensión de tos poderes para conseguir el objeto del mandato", 
y que "no se consideran trasigados los limites del mandato 
cuando ha sido cumplido de una manera más ventajosa que la 
señalada por éste." 

(Jue atentas esas disposiciones y siendo aplicables a las cor- 
poraciones las reglas del mandato, conforme a lo dispuesto por 
el art. IK70, inciso 2 1 ' del citado Código, debe considerarse que 
*'l Conse jo de Administración de la Caja Nacional de Ahorro 
Postal da obrado dentro de los límites del mandato, e interpre- 
tado en una forma razonable la facultad de adquirir un inmueble 
(tara sede de la Caja, al abrir el concurso fie anteproyectos t>ara 
la construcción de sn edificio. 

Por estas consideraciones, se revoca la sentencia apelada 
de fs, 40, y en consecuencia, se condena a la Caja Nacional de 
Ahorro Postal a pagar a los señores Antonio Bilbao La Vieja 
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y kcné K arman, la suma de nueve mi] pesos moneda nacional, 
cutí sus intereses desde la notificación de la demanda y las cos- 
tas dd juicio. V conteniendo el escrito de fs. 49 términos irres- 
t ir tusos, téstense por secretaría los que en este acto se subrayan 
cun lápiz rojo. -- Marcelino lisaüotia. — £>\ .[, A'usiir Ancho- 
wsm. — L F. ¡Atrnt. — José Marcó. 



FALfjO DE LA CORTE SUPREMA 

Burnos Aires. Febrero 22 <«e W29. 

Con arreglo al articulo ftr de ta ley X* 4055. en los casos 
en <¡ue esta Corte Suprema conoce en grado de apelación, sólo 
corresponde a las partes presentar tina memoria que se agregará 

sentencia. 

Tur eílo y de acuerdo con lo resuelto en casos análogos — 
Fallos: tomo 123, pág. 198; tomo 119, póg, 419 y tomo 116, pá- 
gina 65. entre otros, — no ha lugar al informe in twc solicitado, 

J. FlOCEKOA ALCORTA. — KoBERTO 
KkPKTTO. — R. Gl'IDO LAVALLE. 



KAl.LO DE LA LORIE M I'ÜKMA n > 

iSmiiiis Aires. KVbrvro 22 de I9*J. 

Y Vishhs: Kl recurso extraordinario interpuesto y concedi- 
do contra sentencia de la Cámara Kcderal de Apelación de la 
Capital en el juicio seguido por don Antonio Bilbao la Vieja y 
don líence Karmau contra la Caja Nacional de Ahorro Postal, 
sobre cobro de jiesos. 



Y Considerando: 



DE JUSTICIA Mi LA NACIÓN 



Que ümitath ta jurisdicción de esta Corte en ef nttb ¡tuíkc, 
\*ít la naturaleza del recurso intentado, al examen e interpreta- 
ción del art. > de ta ley nulificada |mr Ta ley M.l.V. pife 
cede establecer, desde tuego, míe la disposición legal citada en 
cuanto prescrilte mu- el Consejo de Administración de la Caja 
"un podrá adquirir más inmueble que el necesaria i*ara el fun- 
cionamiento de la casa central ", no implica en manera alguna 
que a dicho Consejo le esté vedado el ejercicio de los medios con- 
ducentes a la adquisición del inmueble de referencia, tales como 
el concurso de planos o anteproyectos destinados a la construc- 
ción de la casa central necesaria ¡rara el funcionamiento de la 
institución aludida, truja vez que lo contrario im|Jortaria una res- 
tricción de facultades contradictorias con la índole de las fun- 
ciones conferidas, y por ende |>er judicial a los propios intereses 
comprendidos en el mandato. La sentencia en recurso ha inter- 
pretado, pues, con arreglo a derecho, ta cláusula legal que ha 
sido materia de ta controversia de autos. 

Que atribuida por la demandada la extra limitación de po- 
deres det Consejo de Administración a la circunstancia de f pu- 
ja existia el inmueble con anterioridad al concurso, corresponde 
dejar establecido que este punto de hecho y fie prueba, contó los 
demás que han sido materia de aplicación de preceptos de dere- 
cho ennum. son ajenos al recurso extraordinario concedido, de 
acuerdo con la ley y la jurisprudencia reiterada de esta Corle. 

Kn su niérito. se confirma la sentencia arlada en cuanto ha 
|» «lirio ser materia del recurso. Xotifíqucse y devuélvanse a! 
tribunal de procedencia, donde se respoiidrá el papel, 

J. FlCit'KKQA AUORTA. KltHKkTO 

Rkpktto. — Amonio Sauakka. 



(1) Eh la misma f ir lia sv dictó idéntica Fcsdüeiótí en la ££&g 
«.■«iiida por don Ví.t.vr Raúl Chrisknseii entra t a Caja Nacional di 
Ahorro Fustal, por igual causa. 



■ 

FALLOS HE LA CORTE SUPREMA 



Don EÁ 'minio Casó, su sucesión, contra et Consejo X achual tic 
Educación, solfa impuesta a ¡a sucesión. 

Sumario ; |» La ley ÍWJÜ es de carácter local dictada |ior el Cun- 
^riso |iar;i la Capital Federal, exclusivamente, en virtud del 
inciso 27 del art. Íi7 de la C onstitución Nacional y su in- 
ti rprilación, no da luyar al recurso extraordinario del ar- 
ticulo 14. ley 4M. 

2' No Itasta la ¡imitación de principios constitucionales 
si u<> se esiaMccc claramente la relación directa de los mis- 
mos con lo cuestionado y resuelto, conforme al art. 14. 

l'ttstn \a> explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN IN I, SKXOK 1'KOri FiAhoR liE.NEkAL 

fíium* Ain>, Uicianlirc 12 de 1V28. 

Suprema l 'orle; t omo sostiene acertadamente a fs. 2$-> el 
Consejo Nacional de Kducación, no se plauleadrt t u esta can- 
su. concretamente, et caso federal une reuniere el arl. 14 de la 
ley 48 para que V. K. pueda intervenir, revisando la sentencia 

l'-in, jt.i olía parte, rorro] Mirando la precedente a fin na- 
ción no lia decidido punto alguno sobre derecho federal {fojas 
222"). 

Y. ]*tr último, el propio interesado no ha demostrado al ape- 
lar a fs. 224. como lo exige el art. 15 de la ley 48, la relación 
directa e inmediata que existí' entre el caso resuelto y la garan- 
tía federal tjtie se dice vulnerada. 

Ha omitido a>í, demostrar el fundamento de su queja con- 
traviniendo la citada disposición legal y la doctrina uniforme de 
V. i:., va qué en el 
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!.- el concepto It-KaJ que ;mil>ara t .| rcciirsn n ¡ si uicríl Ja ^ 
silla federal que .se sui>one violada. 

requisito, como es sabido, no puede llenarse ni la pre- 
se hace ante esta Corte Suprema a f,. 228, por 




serlo en 

í-o expuesto me induce a opinar que el recurso de apeh,- 
má deducid*, para unle V. R, Contra !a referida sentencia de fs. 
—2 ha «ido mal concedido en la pre>ente causa. 

1/ oraría R. Lamía. 



FALLO DE LA CORTE SfPREMA 



Ihurios Aires, Kcbrem ¿2 de 1929. 

Y Vistos: El recurso extraordinario deducido ñor la suce- 
sión de don Eduardo C asa contra el faHo de ía Cámara 2* de Ape- 
laciones en lo Civil de esta Capital pronunciado respecto de ía 
procedencia del impuesto sucesorio a pagarse por la misma; y 

■ 

Considerando : 

Que resolviendo la oposición del Dr. Eduardo Casa a la exi 

l «nln ! I ^ ^ ' *- íIW ' arí,ni ,m,VÍSOría h ¡Mtól de 
mpuesto sohre los h,enes inmuebles denunciados se^ín las ava- 
«acones isca.es para el w , de la contribuí díei el Z 

ttíWí L n ? ncí M irtú ** *— 2 «ss ■ 

vetado ^mwm ™.¡m¡ñ el auto & 94), de manera que 
• a WmMM y la constituckmalidad del jjfc 8 de la cúada 
ky de nnpuesto a las herencias M S890, no ha podido * a 
clonada en ninguna infancia v menos en estal e ea^cter 
excei^onal y extraordinario. <*™cter 



FALLOS DE LA CORTK SLPREMA 



IMh- tenerse en cuenta, por lo demás. í¡tic las leves de la 
naturaleza (le las discutidas, son de carácter local dictadas jnir 
el Congreso para la Capital Kederal exclusivamente en virtud del 
inciso 27 del art. 67 de la Constitución National y su interpre- 
tación tM»r los tril amales de las provincias de la ciudad de Hue- 
llos Aires, no da lugar al recurso extraordinario previsto en el 
nrt. 14 de la ley N" 4*. "Fallos : tomo 91, (>ág, -MO; truno 94. pági- 
nas .15 1 y 225; tomo 105. pág. 10.1; tomo 115, pág. 341 ¡ tomo 
1 17. paga. 15 y 22. 

Que el art. 15 de la cituda ley X" 48 e\i«e. ijne at interponer 
el recurso extraordinario deberá deducirse la cine ja con arreglo 
a 1n prescripto en él. de tal nimio que su fundamento acrezca 
de los autos y tenga una relación directa e inmediata a la va- 
lidez de los artículos de la Constitución. leyes, tratados o comi- 
siones en disputa"; y la jurisprudencia uniforme de esta Corte 
ha decidido que no Ijasta la invocación de principios constitucio- 
nales si no se establece claramente la relación directa de los mis- 
mos con lo cuestionado y resuelto conforme al art. 14. Fallos: 
tomo 95. iiáfí. 311 ; tomo 97. pag. 112; lomo 105. i>ág, 107; tu- 
mi» 115. pág. 162; torno 119, pág. 270; tomo 121, páginas 144 
y 306 y en el sttb Ufe esa exigencia no aparece- cumplida por ei 
recurrente, como lo hace constar el Señor Procurador General, 
pues en su escrito de fs. 224 se limita a manifestar que consi- 
dera inconstitucional la disposición legal aplicada por la Cámara. 
Finalmente del* oliservarse que, en su escrito de primera ins- 
tancia, discutiendo la liquidación definitiva del impuesto (fs. 
192 >. la sola mención del principio constitucional de igualdad an- 
te la ley. lo refiere a la supuesta aplicación diferencial de impues- 
tos a sociedades según ipie sean de origen sucesorio o de aporte 
convencional |*ir actos entre vivos (ver fs. 194) y como no se 
trata de sociedad sino de comunión por indivisión hereditaria 
cuyos caracteres difieren notoriamente de dicho contrato (ver 
artículos .Í45I y 3452 del Código Civil y notas respectivas del 
Codificador f. 



- 
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Por lo expuesto y de conformidad a lo dictaminado por d 
Señor l'rociirador General, se declara nial concedido el recurso 

y devuélvase previa reposicfól) del 



J. Kjoikhoa Alcor ta. — Roiíekto 
Repkttii. — Antonio Sacarka. 



